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Contraloría General de la República:
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Diputado Hidalgo, contratación de empresa Axioma Ingenieros Consultores, cuestionada para inspección técnica de obras de acceso portuario en San 
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Diputado Kuschel, conveniencia de eliminar el impuesto anual que grava a los pescadores artesanales de la Décima Región de Los Lagos. 
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Diputado Álvarez- Salamanca, mejoramiento de las veredas, estacionamientos, iluminación y arborización de la avenida Huamachuco en la comuna de San Clemente. 
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Diputado Jarpa, atraso en el programa de mejoramiento de barrios de alcantarillado, en la comuna de Pinto, provincia de Nuble. 
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Diputado Luksic, incluir a la región de Magallanes en el Plan Cuadrante del próximo año. 
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Diputado Navarro, información sobre el gasto que se realiza por concepto de arriendos. 
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Diputado Navarro, necesidades del liceo A-41, de Hualqui. .
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Diputado Lorenzini, problemas por instalación de planta de tratamiento de aguas servidas en Colín, Séptima Región. 
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Diputado Mulet, información sobre estado de tramitación del exonerado político señor Javier Rivera Carrizo de la comuna de Huasco. 



Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


-
Diputado Díaz, factibilidad de incorporar la comuna de Carahue al “Programa Chile Emprende”. 
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Diputado Jofré información respecto de los proyectos de reconstrucción en las comunas afectadas por el movimiento telúrico del 13 de junio pasado, en la provincia de Iquique. 
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Diputado Kuschel, información sobre la evolución de las empresas, según su tamaño, en cada una de las comunas de la Décima Región, de 1998 a la fecha. 



Proyecto de Acuerdo Nº 577, preocupación frente a trabas al comercio internacional. 



Ministerio de Hacienda:


-
Diputado Bayo, nombramiento de jueces en tribunal de contratación pública. 



Ministerio de Educación:


-
Diputada González, doña Rosa, incumplimiento de la empresa “Dialsa” en el Programa de Alimentación Escolar de la Primera y Décima regiones. 


-
Diputado Villouta, adopción de medidas para pago mensual de becas de estudio a jóvenes de diferentes etnias. 


-
Diputado Villouta, restablecimiento de depósitos mensuales por becas indígenas. 


-
Diputado Delmastro, proyecto de construcción del nuevo Liceo Alonso de Córdoba, en la comuna de Lanco. 


-
Diputado Hales, reclamo por modificación inconsulta de estacionamiento de vehículos de transporte escolar del colegio Rafael Sanhueza. 



Ministerio de Justicia:


-
Diputado Recondo, regularización de traslados de permisos de circulación.


-
Diputado Urrutia, solicitud de disponer de un médico legista y de equipo de rayos equis en el hospital de Parral. 



Ministerio de Defensa Nacional:


-
Diputado Uriarte, información sobre paso de camiones cargados en vigas de alto tonelaje en la ciudad de Parral. 


-
Diputado Navarro, contratación de ex funcionarios de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, para cumplir funciones de seguridad privada en Irak. 


-
Diputada Pérez, doña Lily, antecedentes de la obra que se está construyendo en el lugar donde estaba apostado el monumento al soldado desconocido o llama de la libertad en la ciudad de Santiago. 


-
Diputado Accorsi, información sobre el número de horas hombre mensuales y anuales -ojalá desglosadas a nivel regional y nacional- que destina la institución a labores ajenas a la policial. 



Ministerio de Obras Públicas:


-
Diputado Jarpa, daños en obra de regadío, Laja-Diguillín. 


-
Diputada Pérez, doña Lily, antecedentes de la obra que se está construyendo en el lugar donde estaba apostado el monumento al soldado desconocido o llama de la libertad en la ciudad de Santiago. 


-
Diputado Muñoz, don Pedro, facturaciones con fuertes alzas en los servicios sanitarios en la región de Magallanes, ocasionados por supuestos aumento en los consumos. 


-
Diputado Muñoz, don Pedro, información sobre las tarifas del tratamiento de aguas servidas en el país, especialmente en el caso de la empresa Aguas Magallanes. 


-
Diputado Kuschel, información sobre estado de avance del proyecto de construcción de bay-pass en la ciudad de Castro. 


-
Diputado Navarro, antecedentes sobre construcción de planta de tratamiento de aguas servidas en Bulnes, provincia de Ñuble. 


-
Diputada Cristi, instalación de pasarelas en avenida Américo Vespucio con avenidas Las Torres y San Luis, comuna de Peñalolén. 


-
Diputado Quintana, mejoramiento vial en comuna de Curacautín. 


-
Diputado Monckeberg, construcción de una pasarela vehicular entre Huenutil del Peumo y Huenutil de la Cabrería, comuna de Ñiquén. 


-
Diputado Ibáñez, problemas derivados de construcción de obra pública “Cuarta Etapa” en Viña del Mar. 


-
Diputado Correa, información sobre puentes Teno y Peralillo, de la Séptima Región del Maule. 


-
Diputado Leal, destrucción de glaciares en Atacama. 


-
Diputado Álvarez-Salamanca, solicitud de ampliación de la pavimentación en el camino El Culemar-Pueblecillo. 


-
Diputado Correa, mal estado de las calles de servicio en tramo de la Ruta 5, concesionada a la Empresa Autopista del Maipo S.A. 


-
Diputado Muñoz, don Pedro, información sobre alguna iniciativa para construir un puerto en la comuna de Porvenir y otras obras. 


-
Diputado Kuschel, información sobre el avance de los proyectos de pavimentación Teupa-Queilen y Chonchi-Puqueldón. 


-
Diputado Kuschel, información sobre el estado de avance de la construcción de los últimos sesenta kilómetros entre caleta Pichanco, en Río Negro Hornopirén, y Caleta Gonzalo, que va a unir la carretera entre Puerto Montt y Coihaique. 


-
Diputado Navarro, información sobre fiscalización de obras de Essbío y deslindes de Río Andalién y esteros Nonguén y Bellavista. 



Ministerio de Agricultura:


-
Diputado Delmastro, información en relación a los análisis efectuados a las muestras de cisnes de cuello negro, en un laboratorio de Canadá. 


-
Diputado, Kuschel, informen sobre el número de predios agrícolas inscritos, ferias, mataderos y centros de faenamiento de autoconsumo inscritos en el Registro de Establecimientos Pecuarios, Bovinos para la trasabilidad sanitaria al 30 de junio de 2005 en cada una de las comunas de la Décima Región. 


-
Diputado Jofré, información respecto de los proyectos de reconstrucción en las comunas afectadas por el movimiento telúrico del 13 de junio pasado, en la provincia de Iquique. 



Ministerio de Bienes Nacionales:


-
Diputado Delmastro, información sobre saneamiento parcial de títulos de dominio en sector Guacamayo de la ciudad de Valdivia. 



Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


-
Información sobre programa de empleo. 



Ministerio de Salud:


-
Diputado Jofré, información relativa a la construcción del hospital de Alto Hospicio. 


-
Diputado Jofré, información acerca de la fecha que será entregado a uso de la comunidad el Hospital de Alto Hospicio , en la Primera Región. 


-
Proyecto de Acuerdo Nº 569, envío de proyectos de ley para lograr los objetivos sanitarios en control del consumo de tabaco. 



Ministerio de Minería:


-
Diputado Navarro, información sobre estudio geológico del suelo en que está ubicado el Dique Rojas, en Concepción. 



Ministerio de la Vivienda y Urbanismo:


-
Diputado Longueira, requisitos para acogerse a beneficios de Decreto Supremo Nº 96, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 


-
Diputado Hidalgo, revisión de certificado de subsidio personal en beneficio de deudores Serviu.


-
Diputado Kuschel, información sobre medidas y proyectos que se implementarán para mejorar y potenciar la conectividad entre las localidades de Alerce y Puerto Montt. 


-
Diputado Alvarado, información sobre el retraso en las obras de mejoramiento de las viviendas de la Villa La Esperanza, de la comuna de Quellón. 


Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


-
Diputado Uriarte, información sobre emplazamiento de las nuevas líneas férreas en la comuna de Padre Hurtado. 


-
Diputado Navarro, información sobre las políticas relativas a los pueblos indígenas y la disminución de la brecha digital. 


-
Diputado García, solicitud de reapertura de la oficina de la Empresa de Correos localidad de Huiscapi, comuna de Loncoche, para lo cual se ha ofrecido un local donde funcionar. 


-
Envío de nombres y de dominio que deban ser integrados a la lista de reserva efectuada por (.travel). 



Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


-
Diputado Rojas, información sobre vertedero de residuos industriales y tóxicos.


-
Diputado Cardemil, habilitación de casa habitación para los Presidentes de Chile. 


-
Oficio Nº 1043 por el cual responde a los oficios correspondientes a los señores Diputados que en cada caso se señala.


-
Diputado Letelier, don Felipe, suspensión del servicio de la Empresa de Correos de Chile en diversas comunas del país. 


-
Diputado Luksic, solicitud de diversos antecedentes e información a los ministerios allí señalados, sobre situación del señor Douglas Tompkins en Chile. 


-
Diputada Ibáñez, solicitud de erección de monumentos a la memoria del papa Juan Pablo II. 



Ministerio Secretaría General de Gobierno:


-
Diputado Moreira, situación planteada sobre corrupción en Chile. 


-
Proyecto de Acuerdo Nº 660 y 661, patrocinio del Gobierno de Chile a la solicitud del Comité Olímpico chileno para sede de los Juegos Sudamericanos Odesur 2006. 



Ministerio de Planificación y Cooperación:


-
Diputado Longueira, información sobre metodología para clasificar en los desdeciles de ingreso y número de deudores que se encuentran en el 5° decil hacia arriba; metodología para determinar qué personas tienen la calidad de indigentes y cuáles la condición de pobreza; metodología para calificar a una persona como indigente y sistema antiguo para hacerlo. 


-
Diputada González, doña Rosa, requerimientos de habitantes de Arica por problemas de contaminación. 



Intendente Región de Los Lagos:


-
Diputado Delmastro, información sobre la paralización de la construcción de una escuela nueva en la localidad de Antilhue, en la comuna de Los Lagos. 



Municipalidad de Puerto Montt:


-
Diputado Kuschel, información sobre medidas y proyectos que se implementarán para mejorar y potenciar la conectividad entre las localidades de Alerce y Puerto Montt.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (105)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrázaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
IND-RN
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jofré Núñez, Néstor
RN
I
2

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
IND-RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-También asistió el senador Rafael Moreno.


-Asistió, además el ministro de Justicia (S) señor Jaime Arellano. -




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.11 horas.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El acta de la sesión 29ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 30ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Sobre la cuenta, tiene la palabra el diputado señor Felipe Salaberry.


El señor SALABERRY.- Señor Presidente, en la Cuenta se señala lo siguiente:


“18. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Ascencio, Cornejo, Burgos y Montes, por el cual se introducen en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley Nº 20.050, que reformó la Constitución Política de la República.”


Sin embargo, el señor Prosecretario mencionó al diputado señor Navarro entre los autores de la moción.


¿Su nombre se agregó después?



El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Así es.


La Comisión investigadora encargada de analizar las normas legales y reglamentarias que regulan los procedimientos y contrataciones de terceros por parte de Codelco solicita autorización para sesionar simultáneamente con la Sala.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodolfo Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, solicité la autorización para sesionar en forma simultánea con la Sala como presidente de la Comisión investigadora de Codelco.


Quiero que quede constancia de que fue la UDI la que se opuso a que se investigue Codelco.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Moreira.


El señor MOREIRA.- Señor Presidente, tengo mis razones para no otorgar la unanimidad para que la Comisión investigadora de Codelco sesione simultáneamente con la Sala, pero no las daré a conocer. Sin embargo, debido a que no quiero que el señor Seguel, con su diatriba permanente, siga flojeando, ahora la doy.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- No hay unanimidad, señor diputado.


El señor MOREIRA.- Señor Presidente, esto demuestra la incapacidad del señor Seguel para trabajar en serio.



El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodolfo Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, cuando no se tienen argumentos para convencer, se comienza a atacar. Lamento que mi amigo, el diputado señor Moreira, no tenga argumentos sólidos para mantener su posición.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señores diputados, solicito nuevamente la unanimidad de la Sala para autorizar a la Comisión investigadora de Codelco para que sesione simultáneamente con la Sala.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.

V. ACUERDOS DE COMITÉS


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de Comités.


El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del señor Navarro, adoptaron los siguientes acuerdos:

1.
Tratar en la sesión de esta tarde el proyecto de ley que otorga incrementos a aguinaldo de fiestas patrias y Navidad para el sector pasivo, luego que sea despachado por la Comisión Hacienda;


Para su discusión se destinará una hora, distribuida proporcionalmente entre los Comités parlamentarios; ello sin perjuicio del tiempo que utilice el señor diputado informante.

2.
Destinar el tiempo del Orden del Día de la sesión de la tarde, para el despacho de los siguientes proyectos:

a)
Media hora, distribuida proporcionalmente entre los Comités parlamentarios, para el que modifica la ley de navegación respecto de naves abandonadas.

b)
Media hora, distribuida proporcionalmente entre los Comités parlamentarios, para el que establece normas sobre la crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos.


Los tiempos señalados precedentemente son además del que usen los diputados informantes;

3.
Remitir a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, por el plazo máximo de una semana, el proyecto que complementa la ley Nº 19.950, estableciendo una pena en caso de hurto falta en grado de frustrado;

4.
Rendir homenaje al término del Orden del Día de la sesión del próximo martes 6 de septiembre, con motivo de cumplirse el XV aniversario de la adopción de la convención de los Derechos del Niño;

5.
Rendir homenaje en memoria de don Andrónico Luksic, el martes 13 de septiembre, en la sesión de la tarde, inmediatamente después de la Cuenta, y

6.
Remitir, por el plazo de diez días, a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, una vez recibido del Senado, el proyecto que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.

VI. FÁCIL DESPACHO

CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL REINO DE SUECIA PARA EVITAR DOBLE TRIBUTACIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL. Primer trámite constitucional.

CONVENIO ENTRE LOS GOBIERNOS DE LAS REPÚBLICAS DE CHILE Y DE FRANCIA PARA EVITAR DOBLE TRIBUTACIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL. Primer trámite constitucional.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, los proyectos de acuerdo aprobatorios de los convenios suscritos por nuestro país con el Reino de Suecia y la República de Francia, respectivamente, para evitar la doble tributación y prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos a la renta y al patrimonio, y sus protocolos.


Diputados informantes de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y de Hacienda, son los señores Edgardo Riveros y José Miguel Ortiz, respectivamente.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3905-10, sesión 9ª, en 22 de junio de 2005. Documentos de la Cuenta Nº 4.


-Informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y de Hacienda, sesión 27ª, en 9 de agosto de 2005. Documentos de la cuenta Nºs. 7 y 8, respectivamente.


-Mensaje, boletín Nº 3906-10, sesión 9ª, en 22 de junio de 2005. Documentos de la Cuenta Nº 5.


-Informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y de Hacienda, sesión 27ª, en 9 de agosto de 2005. Documentos de la Cuenta Nºs. 7 y 8, respectivamente.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, los proyectos de acuerdo tienen por objeto aprobar tratados internacionales celebrados con Suecia y con Francia, a fin de evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos a la renta y al patrimonio.


Por la identidad de compromisos, propósitos y contenido normativo que presentan los convenios, la Comisión de Relaciones Exteriores acordó informar en un solo acto los dos proyectos de acuerdo, sin perjuicio de las decisiones que la honorable Cámara de Diputados adopte respecto de cada uno de ellos.


Los tratados internacionales en informe han sido suscritos conforme al modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, Ocde, con las adecuaciones necesarias para armonizarlos con las disposiciones que para estos efectos contempla la ley Nº 19.506, que modificó el decreto ley Nº 824, de 1974, sobre impuesto a la renta; el decreto ley 
Nº 825, de 1974, sobre impuesto a las ventas y servicios; el Código Tributario, la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos y otras normas legales.


Los mensajes con que se someten a la consideración de la honorable Cámara sostienen que los dos convenios permiten reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollen actividades transnacionales entre los Estados contratantes, tanto de comercio como de servicios o capitales, aumentando substancialmente las oportunidades de inversión e intercambio económico.


Los informes financieros del Ministerio de Hacienda señalan que la aplicación de estos tratados tendría un impacto negativo en las finanzas públicas, que alcanzaría, aproximadamente, en el celebrado con Suecia, a 718 millones de pesos anuales, y en el suscrito con Francia, a 2.487 millones de pesos anuales; pero sostienen que ambos producirían un mayor impuesto de primera categoría y también un estímulo a la inversión extranjera, mayor actividad económica y, por tanto, mayor recaudación tributaria.

No me voy a referir en detalle a estos aspectos, toda vez que el diputado señor José Miguel Ortiz, informante de la Comisión de Hacienda, entregará mayores antecedentes sobre el impacto financiero de estos convenios. 


Cabe agregar que los mensajes precisan que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquéllas que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Además, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.


Agregan que estos convenios constituyen un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Suecia o en Francia. 


En lo que se refiere a la disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, indican que el efecto final es menor, a nivel presupuestario, debido a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en las actividades extractivas, en particular en la minería, cuyo gravamen no se verá afectado por los convenios, ya que, en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile. 


Desde luego, sobre este aspecto el diputado señor José Miguel Ortiz entregará mayores antecedentes. 


Por último, hacen presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso, sostienen que a nivel presupuestario la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que generan, aumenta la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile. 


En su parte dispositiva ambos convenios regulan su ámbito de aplicación, definen diversos términos y expresiones técnicas empleadas en estos instrumentos, determinan la imposición de las rentas y el patrimonio, establecen los métodos para evitar la doble tributación y contemplan disposiciones especiales y finales comunes a este tipo de tratados, materia que el informe escrito que la Comisión ha puesto a disposición de honorables colegas analiza ampliamente. 


El estudio efectuado por la Comisión permite informar que los convenios suscritos con Francia y Suecia, dos países miembros de la Unión Europea, además de reducir las tasas de impuestos que gravan ciertas transacciones, como las relacionadas con las prestaciones de servicios y los intercambios de tecnologías, permitirán profundizar nuestras relaciones económicas y comerciales con el mercado europeo. 


De este modo, la Comisión decidió proponer a la Cámara que preste su aprobación al artículo único de los respectivos proyectos de acuerdo. 


Es cuanto puedo informar. 


He dicho. 


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el señor José Miguel Ortiz, diputado informante de la Comisión de Hacienda. 


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre los proyectos de acuerdo aprobatorios de los convenios para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación con los impuestos a la renta y al patrimonio, y sus protocolos, suscritos por Chile con el reino de Suecia y la república de Francia.


El Convenio suscrito con Suecia consta de treinta artículos y el firmado con Francia, de veintinueve, ambos agrupados en capítulos que regulan el ámbito de aplicación del Convenio; las definiciones de términos y expresiones técnicas empleadas en estos instrumentos; la imposición de las rentas y del patrimonio; los métodos para evitar la doble tributación y sus disposiciones especiales y finales.


Asistieron a la Comisión, el señor Raúl Sáez, coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda; la señora Liselott Kana, jefa del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, y el señor Felipe Sandoval, asesor legal del Ministerio de Relaciones Exteriores.


El objetivo de ambos convenios consiste en evitar la doble tributación que afecte a un mismo contribuyente por aplicación de impuestos similares en Suecia o Francia y Chile, lo cual representa un obstáculo a la expansión de las relaciones económicas entre esos países. En particular, se persigue reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los estados contratantes, como asimismo otorgarles estabilidad y certeza respecto de su carga tributaria, y de la interpretación y aplicación de la legislación; asignar las potestades para imponer gravámenes, entre los estados contratantes, y establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal, evitar la doble tributación respecto de ciertos tipos de rentas y facilitar la solución de controversias que pudiera generar la aplicación de los respectivos convenios.


En el fondo, a través de estos dos convenios -ya suscritos por nuestro país, pero que ahora corresponde sancionar en el Poder Legislativo- se pretende facilitar la inversión extranjera de nacionales de los países involucrados y la transferencia de tecnología, y permitir que el país funcione como plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.


En cuanto al objetivo de convertirse en plataforma, hay otros proyectos de ley. Ello es muy importante, más aún considerando todos 
los tratados y acuerdos de libre comercio que el país ha firmado con casi más del 50 por ciento de los habitantes del mundo.


En los correspondientes mensajes, se hace presente que estos instrumentos internacionales han sido suscritos conforme al modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (Ocde), y que, además, se consideran las adecuaciones que para estos efectos introdujo la ley Nº 19.506, normativa ésta que complementó la ley sobre impuesto a la renta en materia de doble tributación internacional, la cual comprende los artículos 41 A, 41 B y 41 C.


En la primera y segunda de dichas disposiciones se regula la situación de los contribuyentes domiciliados o residentes en Chile que obtengan rentas del exterior y hayan sido gravadas en el extranjero por dividendos, retiros de utilidades u otras rentas derivadas del uso de marcas, patentes, fórmulas, asesorías, etcétera, y de las rentas provenientes de agencias y otros establecimientos permanentes que tengan en el exterior, otorgándoles el derecho a un crédito determinado en la forma que se señala.


Por el artículo 41 C se establece que a los contribuyentes domiciliados o residentes en el país que obtengan rentas afectas al impuesto de primera categoría provenientes de países con los cuales Chile haya suscrito convenios para evitar la doble tributación, que estén vigentes en el país y en los que se haya comprometido el otorgamiento de un crédito por el o los impuestos a la renta pagados en los respectivos estados contratantes, se les aplicarán las normas contenidas en los artículos 41 A y 41 B, con las excepciones o reglas especiales contenidas en la norma respecto al crédito contra el impuesto de primera categoría, al crédito contra impuestos finales y al crédito en el caso de servicios personales.


En relación con los informes financieros elaborados por la Dirección de Presupuestos, cabe hacer presente lo siguiente:



El convenio entre Chile y Suecia tendría un impacto negativo en las finanzas públicas que alcanzaría, en una primera etapa, aproximadamente, a 718 millones de pesos anuales, en moneda de 2005. En compensación a este costo se postula un mayor impuesto de primera categoría a las empresas chilenas que tienen inversiones en el país, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos y en una mayor recaudación tributaria, como consecuencia del incremento de la actividad económica gracias a la inversión extranjera, lo que tendría un carácter más rezagado.


El convenio entre Chile y Francia tendría un impacto negativo que alcanzaría, aproximadamente, a 2.487 millones de pesos anuales, en moneda de 2005, en una primera etapa. Los efectos compensatorios serían iguales a los ya indicados relativos al convenio anterior.


Durante la discusión se recordó que Francia, dentro de la Unión Europea, constituye el tercer mercado para nuestros productos y que es el octavo país en materia de inversiones en Chile. Se agregó, además, que Suecia es un gran comprador de vino chileno.


Se mencionaron algunos ejemplos en materia de tecnología francesa en Chile, como el Metro y varias de las represas hidroeléctricas del sur. Se señaló que, en el caso sueco, está el campo de las telecomunicaciones y del manejo de los recursos naturales.


En consideración a los antecedentes que se tuvo a la vista, además de los informes, tanto del Ministerio de Hacienda como del Servicio de Impuestos Internos, la Comisión aprobó por unanimidad los textos sustitutivos de los proyectos de acuerdo propuestos, y recomienda a la Sala proceder en el mismo sentido con el objeto de su ratificación. 


Es todo cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.


Tiene la palabra el diputado señor Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, los proyectos de acuerdo aprobatorios de los convenios para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio y sus protocolos, suscritos por Chile con el reino de Suecia y la república de Francia, nos parecen positivos, buenos, porque van en la línea que corresponde, en la que hemos mantenido durante estos últimos años respecto de este tipo de acuerdos.


¿Por qué son buenos? Porque su objetivo es evitar la doble tributación que afecta a un mismo contribuyente por aplicación de impuestos similares en Suecia, en Francia o en Chile, y limitar los obstáculos a la expansión de las relaciones económicas entre Chile y dichos países.


¿Qué más podría agregarse después de escuchar los informes? Que ambos convenios se insertan dentro de la política del Gobierno en cuanto a contar con normas sobre doble tributación y evasión fiscal con los países con quienes mantiene un importante intercambio, tanto en la parte comercial como de inversiones. 


Hasta la fecha hemos aprobado trece convenios de esta misma naturaleza.


Además, hay que tener presente que los tratados que Chile celebró con la Unión Europea no contemplaron materias referidas a doble tributación y prevención de la evasión fiscal, por lo que ha negociado individualmente con sus miembros y firmado convenios en ese sentido con Inglaterra, España, Polonia y Dinamarca. 


Ambos acuerdos resultan favorables en la medida en que se establecen normas que facilitarán el comercio y la libre movilidad de las personas, las cuales no se verán obligadas a tributar doblemente en los casos de que trabajen en Francia, Suecia y Chile al mismo tiempo.


Estos acuerdos han sido bien negociados e, insisto, van en la línea que corresponde. 


Por eso, invito a la Sala a aprobar los proyectos ratificatorios en forma unánime.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señor Presidente, en mi condición de representante del Partido Radical Social Demócrata en la Comisión de Relaciones Exteriores, me es muy grato anunciar el voto favorable de mis colegas y subrayar que este proyecto complementa y perfecciona los tratados de libre comercio. 


Sabemos que el crecimiento económico del país se basa, fundamentalmente, en las exportaciones y una de las mayores peticiones de los parlamentarios de diferentes países, especialmente de la Unión Europea, es evitar la doble tributación y la evasión tributaria. 


En ese sentido, los convenios que esperamos ratificar por unanimidad, tal como lo hicieron las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, va a fortalecer nuestros lazos políticos y económicos con el reino de Suecia y la república de Francia. 


Como se señaló, han sido trece los proyectos que hemos aprobado sobre doble tributación y evasión tributaria -esperamos seguir aprobando más-, de manera de fortalecer la plataforma económica y hacer sustentable el crecimiento de nuestro país, que finalmente permita el desarrollo y una mayor cantidad de empleo.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


El proyecto se votará el término del Orden del Día.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Corresponde votar los proyectos de acuerdo aprobatorios de los convenios para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio y sus protocolos, suscritos por Chile con el Reino de Suecia y la República francesa.


En votación. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 76 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Büchi Pedro; Álvarez Zenteno Rodrigo; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bayo Veloso Francisco; Bertolino Rendic Mario; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo Vidaurrázaga Patricio; Correa de la Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Díaz del Río Eduardo; Dittborn Cordua Julio; Encina Moriamez Francisco; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; Galilea Vidaurre José Antonio; García García René Manuel; González Román Rosa; González Torres Rodrigo; Guzmán Mena María Pía; Hales Dib Patricio; Hidalgo González Carlos; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Leal Labrín Antonio; Letelier Morel Juan Pablo; Longton Guerrero Arturo; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Mella Gajardo María Eugenia; Meza Moncada Fernando; Montes Cisternas Carlos; Mora Longa Waldo; Muñoz Aburto Pedro; Muñoz D’Albora Adriana; Navarro Brain Alejandro; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Paredes Fierro Iván; Pérez Arriagada José; Pérez Lobos Aníbal; Jofré Núñez Néstor; Pérez Varela Víctor; Prieto Lorca Pablo; Quintana Leal Jaime; Riveros Marín Edgardo; Saa Díaz María Antonieta; Salaberry Soto Felipe; Salas de la Fuente Edmundo; Sánchez Grunert Leopoldo; Seguel Molina Rodolfo; Silva Ortiz Exequiel; Soto González Laura; Tarud 
Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Villouta Concha Edmundo; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio.
VII. ORDEN DEL DÍA

RESTABLECIMIENTO DE CALIDAD UNIVERSITARIA DE CARRERA DE TRABAJO SOCIAL. Modificación de la ley Nº 18.962. Tercer trámite constitucional.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En el Orden del Día, corresponde ocuparse de las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, originado en moción, que modifica la ley Nº 18.962, orgánica constitucional de enseñanza, restableciendo la exclusividad universitaria del trabajo social.



Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 2792-04, sesión 30ª, en 16 de agosto de 2005. Documentos de la Cuenta Nº 1.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, hoy, tras casi cuatro años, estamos llegando al final de una larga tramitación de este proyecto cuya moción presentáramos un grupo de colegas de distintas bancadas. 


Sus autores siempre creímos que en esta propuesta buscó la defensa de una disciplina científica y de una profesión fundamental para el desarrollo social del país y para el diseño e implementación de cualquier política pública que busque la intervención en los cada vez más complejos procesos sociales que vive un país dinámico como el nuestro.


Esta mañana, las trabajadoras y los trabajadores sociales de Chile están de fiesta. No podía ser de otra manera, pues ven cómo tras 15 años de desprotección, este nuevo legislador, generado a partir de la soberanía popular, reconoce en ellos un puntal esencial del desarrollo social del Chile del futuro.


Por eso, esta mañana nos acompaña la directiva nacional de su colegio profesional en pleno, encabezada por su presidenta y primera promotora de esta iniciativa, doña Lucía Sepúlveda, y las presidentas provinciales de asistentes sociales de las provincias de Arica, Iquique, Limarí, Concepción, Puerto Montt, Chillán, Valparaíso, Talca, Cordillera, Santiago y Curicó.


Además, está presente la señora Malvina Ponce de León, presidenta de la Conferencia Internacional de Trabajo Social que se realizará el próximo año en nuestro país y que reunirá a representantes de más de cien naciones del mundo.



También están en las tribunas profesores y alumnos y alumnas de las escuelas de trabajo social de las Universidades Católica de Santiago, Academia de Humanismo Cristiano, Santo Tomás, Católica de Valparaíso, Arcis y Alberto Hurtado. 


Todos los que nos acompañan, a los que se suman muchos trabajadores y trabajadoras sociales, han contribuido con su presencia y empeño, durante cada uno de los trámites de este proyecto, a generar las adhesiones para derribar los mitos y malentendidos que se han construido a partir de un lobby, a ratos poco leal, que llevó a cabo una institución privada de educación profesional que sólo ha tratado de sembrar dudas y confusión sobre el mérito de esta iniciativa.


Quiero dejar asentados ciertos puntos esenciales que corresponden a las modificaciones que el Senado aprobó por unanimidad al momento de despachar este proyecto en segundo trámite constitucional. Creo sinceramente que con estas modificaciones 
-que confío en que aprobemos por unanimidad en la Cámara de Diputados- quedan despejadas las dudas sobre su eficacia.


El Senado ha mantenido el sistema aprobado por la Cámara de Diputados de generar un estatuto diversificado para la profesión, separándola en dos, pero relacionadas. Una es la carrera de Trabajador Social, que podrán impartir sólo las universidades, previo otorgamiento de la licenciatura de trabajo social tras cinco años de enseñanza efectiva, y la otra es la carrera profesional y no técnica, como más de alguien ha pensado, de Asistente Social, que podrán seguir impartiendo los institutos profesionales que así lo deseen.


La Cámara Alta se preocupó especialmente de la situación de los alumnos que actualmente cursan la carrera en institutos profesionales, en particular, para que nadie dude, de los estudiantes de Inacap.


Para ello, el Senado nos propone, en el artículo 2º nuevo, que los institutos profesionales que imparten las carreras de Trabajador Social o de Asistente Social, podrán continuar otorgando el título profesional correspondiente, lo que, en sí mismo, es una protección para los institutos y sus alumnos.


Asimismo, el artículo primero transitorio nuevo, propuesto por el Senado, establece que quienes ya estudiaron en esos institutos y los actuales alumnos, tendrán los mismos derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que cursen sus estudios en universidades, excepto el grado de licenciado. Esto, que puede ser redundante, pues nunca nadie ha pretendido limitar sus posibilidades de desarrollo profesional o sacarlos del mercado, y atendida la claridad con que ha sido redactado, debería despejar cualquier duda o aprensión sobre los posibles efectos futuros de las disposiciones de este proyecto.


Esta norma es tan esencial que en el Senado -la Oposición en pleno; debido a que se logró consenso en torno a ella- concurrió con su voto favorable para aprobarla.


Más aún, el Senado, reafirmando una práctica que venía dándose cada vez con mayor fuerza en el sistema de educación superior, ha establecido que las universidades que impartan la carrera de Trabajo Social crearán programas especiales para permitir a los asistentes sociales egresados de los institutos profesionales, acceder a la licenciatura, lo que constituye un interesante caso de continuidad de estudios estimulada por el legislador.


Los egresados de los institutos, libremente y según más convenga a sus intereses, podrán cursar en una universidad y optar a su licenciatura. Muchos egresados de Inacap, con su título profesional en la mano, ya están realizando sus estudios de licenciatura en la Universidad Finis Térrea, con la cual han suscrito un convenio para esos fines.


Finalmente, el Senado eliminó el artículo 2º propuesto por la Cámara de Diputados, por considerarlo redundante. Éste declaraba, para todos los efectos legales, que el título de asistente social otorgado por las universidades es equivalente al título de trabajador social a que se refiere el artículo 1º del proyecto, con lo cual se resguardaban los derechos de los miles de asistentes sociales, formados en universidades y que han obtenido el título de asistente social y no de trabajador social, a quienes no se les otorgaba el grado de licenciado por una cuestión de práctica académica y de estructura del sistema anterior a la entrada en vigencia de la ley orgánica constitucional de Enseñanza, que separó definitivamente en Chile lo que es título profesional de la licenciatura.


El Senado entendió que dicha disposición era redundante, en tanto la ley no tiene efecto retroactivo, de manera que no perjudica el estatus ya obtenido por esos asistentes sociales universitarios. Sobre el particular, y para despejar cualquier duda que pudiera surgir para el intérprete administrativo o judicial, debemos dejar establecido que la Cámara de Diputados ha entendido que la razón del Senado para eliminar la disposición es correcta y que, por la sola aplicación de los principios generales del derecho, la irretroactividad de la ley en el tiempo y la protección constitucional de los derechos ya incorporados al patrimonio de las personas, este proyecto, en su actual redacción, no perjudica de manera alguna a esa clase de asistentes sociales, quienes disfrutarán de todos los derechos, estatus y calidades que la ley entregará a los trabajadores sociales formados en las universidades al momento de su entrada en vigencia.


He hecho una síntesis de las modificaciones propuestas por el Senado, sobre las cuales debemos pronunciarnos. Hemos hablado de ellas largamente con varios colegas diputados, con el Colegio de la Orden y con otras instituciones representativas del gremio, y todos están conformes, satisfechos y agradecidos por lo obrado por el Senado en el segundo trámite constitucional.


Por ello, sin ninguna duda, solicitamos a la Sala aprobar las modificaciones para que esta profesión, esta disciplina científica, retome la senda que nunca debió haber perdido.


Hoy, la Cámara de Diputados está cumpliendo con el trabajo social chileno, con esos profesionales que, desde de la época de la escuela que fundara el doctor Alejandro del Río, vinieron a cambiar la forma de entender los procesos sociales y de intervenir en ellos por parte del sector público. Sin buenos trabajadores sociales, no habrá capacidad de generación de más y mejores políticas públicas para enfrentar los desafíos de una sociedad en constante cambio. Ése ha sido nuestro desafío y creemos que hemos cumplido.


Sólo resta que cada uno de ustedes, estimados colegas, apoye esta iniciativa.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Carlos Montes.


El señor MONTES.- Señor Presidente, me sumo a los saludos de la diputada Antonieta Saa a la directiva del Colegio de la Orden. Sin el esfuerzo, el tesón y la convicción de la señora Lucía Sepúlveda y de todo el directorio, a quienes rindo homenaje por toda la labor que realizaron, no habría sido posible sacar adelante esta iniciativa.


Nuestra bancada va a apoyar las modificaciones propuestas por el Senado. Entendemos que son parte de un acuerdo político con la Oposición, que dan viabilidad al proyecto. 


Antes de referirme al proyecto, quiero hacer algunas reflexiones. Para nosotros es claro que el sistema universitario está con problemas; en toda una dimensión, está bastante desbocado. Existe un crecimiento de la oferta educativa con estándares muy desiguales, con carreras de muy buen nivel, de regular nivel y otras de muy mal nivel; incluso, tenemos algunas ofertas educativas que no garantizan la calidad básica de la formación profesional, lo que debe preocuparnos como Estado, como sociedad y como Congreso.


Hay instituciones de educación superior que parecieran ser vendedoras de títulos más que formadoras de profesionales íntegros, comprometidos con el país. De una vez por todas, debemos velar por que el sistema de educación superior tenga un adecuado nivel.


El proyecto de ley sobre acreditación de la calidad en la educación superior busca avanzar en esa dirección; busca que las instituciones cumplan con ciertos estándares en la formación profesional y en la investigación. De esa manera, quien pase por la universidad, tendrá asegurado que va a adquirir, por lo menos, ciertas capacidades, conocimientos y valores, cierta responsabilidad hacia la sociedad, lo que es propio en un sistema de educación superior de un país desarrollado.


En ese marco, la profesión de asistente social es hoy más importante que nunca. No es una carrera técnica, dimensión que alguna vez se le quiso dar, por cuanto se pensó que era muy complementaria de otras profesiones con rango universitario. Detrás de esto, existe incomprensión del mundo en general y, del mundo moderno, en particular. Hoy, más que nunca, se requiere entender la realidad, pero inserto en ella, juzgamiento propio del asistente social, quien la conoce viviéndola muy vinculada a las personas, lo que le permite diseñar instrumentos o aportar en su diseño para construir una sociedad mejor.


Eso es fundamental para la familia, porque su realidad no es igual a la de antes, dado que hoy ella vive una crisis, que no debe ser entendida con la visión sesgada que sólo la vincula al problema de la pareja, porque es una institución muy presionada por la sociedad. Así, en la medida en que el resto de ésta no resuelve ciertos problemas, llegan como una presión muy fuerte sobre la familia. Por eso se requieren programas que la apoyen, como se plantea en muchas partes por la base social a los dirigentes de organizaciones. En este sentido, se señala la necesidad de enfrentar aspectos tales como la dimensión afectiva, la relación con los hijos, el papel y las características de la familia, tareas en las cuales deben estar presentes estas profesionales fundamentales.


En los centros laborales existen problemas. Sin ir más lejos, incluso en la Cámara de Diputados, como centro laboral o lugar de trabajo de mucha gente, al explorar la realidad de las personas que aquí laboran, es posible advertir que es muy difícil si se analiza desde puntos de vistas como su realidad de pareja, su situación en la familia y dentro de la institución. 


Entonces, uno se pregunta si existe comprensión respecto de lo que ocurre con quienes trabajan en la Cámara, si hay una buena línea de apoyo, dadas las distintas realidades y las peculiaridades de cada persona. En ese sentido, es posible concluir que existen debilidades e insuficiencias.


Por lo tanto, aquí se requiere contar con profesionales que tengan un alto nivel de comprensión y capacidad de desarrollar instrumentos mucho más apropiados.


¡Para qué hablar de las políticas sociales, además de la familia y de los centros de trabajo! Hoy, las políticas sociales no pueden ser sólo para asistir a los “heridos” que van quedando como resultado de ciertas dimensiones de la política económica, sino que requieren, antes que todo, ser constructoras de sociedad, de integración social en las diferentes realidades y, además, se debe contar con un conjunto de programas del tipo Chile Solidario, que ayuden a los sectores de menores ingresos a aprovechar las oportunidades que pueden y deben presentarse.


Creo que, como nunca, la carrera de trabajo social es indispensable en tareas para construir sociedad y para contribuir a enfrentar los distintos procesos de desintegración.


No me queda más que decir que esta carrera debe tener rango universitario y debe ser fortalecida. 


Considero que se debe trabajar más, no sólo en formación profesional, pues la mayor parte de los centros que imparten las diferentes carreras sólo entregan formación profesional, pero tienen muy poca investigación. A mi juicio, las trabajadoras sociales deben exigirse ordenar los conocimientos que adquieren en su vida cotidiana y concreta, con los cuales no cuentan los sociólogos encerrados en las universidades ni los antropólogos, porque es consecuencia de una vivencia mucho más directa con distintas dimensiones de la vida de los seres humanos en la sociedad actual.


Sin perjuicio de reiterar nuestro apoyo a las modificaciones del Senado, quiero decir a las trabajadoras sociales presentes en las tribunas que el hecho de alcanzar este importante logro, como es que la carera adquiera el rango universitario, debería fortalecer la voluntad de esas profesionales y de las estudiantes de dicha carrera para ayudar a que en el país haya una profunda reforma universitaria, porque necesitamos que las universidades no sean sólo un paso para acceder a un lugar de trabajo, sino que sean formadoras de personas, que tengan la capacidad de hacer conciencia crítica en la nación, de repensar el país y de hacer una sociedad mejor.


Esperamos que este paso fortalezca a esas profesionales, a fin de que se conviertan en una fuerza cultural y social que ayude para que se produzca una reforma universitaria de verdad en el país.


En nombre de la bancada del Partido Socialista, anuncio que vamos a apoyar completamente las modificaciones del Senado, y esperamos que la Sala, por unanimidad, proceda en igual forma, porque, más allá de algunas deficiencias, son parte de un acuerdo político.


He dicho.


-Aplausos.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, tal como señaló el diputado Montes, hace falta una reforma mucho más profunda en la educación universitaria.


Partiendo de esa base, debemos señalar que las modificaciones del Senado nos satisfacen.


Asimismo, debemos reconocer que la educación técnico-profesional está dando frutos consolidados a nuestro país.


En mi condición de profesor universitario y no obstante esperar que todas las carreras alcancen el reconocimiento de universitarias, no podemos desconocer que también se puede dar la oportunidad para que jóvenes que no tienen la posibilidad de llegar inmediatamente a la universidad, pero que tienen interés y talento para cursar una determinada carrera, lo puedan hacer primero en niveles inferiores.


En el fondo, el proyecto, si bien atenúa en parte la discriminación, reconoce que hay una educación técnico-profesional que hoy es mucho mejor que la que existió anteriormente y que tiene un nivel totalmente competitivo. Incluso, me atrevería a decir que, en algunos casos, imparte mejor educación que algunas universidades.


También es válido señalar que, más allá del reconocimiento del trabajo social y del grado de licenciado universitario, que vamos a asumir con propiedad, también se produce un problema social en el mercado. Existen institutos profesionales que entregan títulos de asistente social; pero, lamentablemente, el mercado está obteniendo este producto profesional a un bajo costo, en desmedro de aquel producto mucho más acabado, con más capacidad intelectual o mayor conocimiento, como es el profesional universitario.


Más allá del interés que hemos mostrado en apoyar el proyecto, éste es un tema que nuestra sociedad y el mercado laboral deberán resolver de la mejor forma. Creo importante señalar que no sólo es necesario que la carrera de asistente o trabajador social sea universitaria, sino que también el mercado le haga el correspondiente reconocimiento en el aspecto salarial.


Las modificaciones del Senado cambian sustancialmente lo que habíamos propuesto en la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados; sin embargo, tales enmiendas nos dejan muy satisfechos.


Éste es un paso y, a la luz del interés y del esfuerzo que han mostrado las personas que hoy nos acompañan en las tribunas, en cuanto a defender el legítimo derecho de reconocer la carrera de asistente o trabajador social a nivel universitario, sin duda otras carreras también propondrán este reconocimiento en el futuro, como sucederá con la de enfermería.


La Unión Demócrata Independiente apoyará las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto, en el entendido de que debemos reconocer que no solamente la educación universitaria es de calidad, sino que también existe educación técnico-profesional tan buena como la universitaria.


He dicho. 


-Aplausos.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, no podía dejar de intervenir en nombre de nuestra bancada sobre este tema, por las siguientes razones.


Estamos realizando una nueva modificación a la ley Nº 18.962, orgánica constitucional de Enseñanza, promulgada el 10 de marzo de 1990. Una vez más, queda demostrado que esa normativa necesita modificarse.


Sin embargo, por tratarse de una ley orgánica constitucional, necesita quórum especial para su aprobación. Por eso ha sido tan difícil aprobar este proyecto, que, en justicia, gracias a la perseverancia y a la constancia de la directiva nacional del Colegio de Asistentes Sociales, ya está llegando a feliz término en este trámite constitucional.


¡Cómo no va a ser importante que este poder del Estado, la Cámara de Diputados, apruebe este proyecto, ya que sus 120 parlamentarios, elegidos a través de la esencia de la democracia, como es el voto popular, secreto e informado, siempre hemos contado con el apoyo de asistentes sociales o de trabajadores sociales, ya sea que hayan estudiado en universidades o institutos profesionales!


Estábamos en deuda, ya que merecían que se reestableciera -lo recalco- la exclusividad universitaria de trabajo social. Esto se cruzaba con la carrera que imparten los institutos profesionales, cuyos alumnos no eran culpables de que no se cumplieran los quórum parlamentarios necesarios para dar la categoría que le corresponde a los asistentes sociales. 


Hoy se está culminando un proceso muy positivo. El Senado agregó algunos artículos, como el 3º, que dice: “Las universidades que impartan la carrera de trabajo social deberán establecer planes y programas especiales para los asistentes sociales que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en trabajo social y al título profesional de trabajador social.”


Los artículos transitorios aclaran que los estudiantes que estén cursando la carrera de trabajo social en institutos profesionales tendrán los mismos derechos, estatus y calidad que quienes cursen sus estudios en universidades, lo que no se aplicará a la promoción que inicie sus estudios a partir de 2006. 


Señalo lo anterior para la historia fidedigna de la ley, porque tiene que haber claridad en la publicidad que se hará para optar a esta carrera en institutos profesionales en 2006.


En nombre de la bancada del Partido Demócrata Cristiano, anuncio que votaremos a favor las modificaciones del Senado, porque es justo y necesario, pues se trata de un reconocimiento rezagado para que la carrera de asistente social tenga la exclusividad universitaria.


He dicho.


-Aplausos.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal. 


La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, quiero saludar a los asistentes sociales que nos acompañan en la tribuna. 


Deseo hacer una síntesis de la iniciativa y de su contenido.


El proyecto tiene por objeto reconocer la relevancia científica y el aporte del servicio social al desarrollo del país y la demanda que los profesionales han hecho, a través del Colegio de Asistentes Sociales de Chile, para restituir el estatus universitario de la carrera.


Su contenido agrega el título de trabajador social entre las carreras profesionales que requieren licenciatura previa; declara que el título de asistente social otorgado por las universidades es equivalente al título de trabajador social; establece que los institutos profesionales que impartan la carrera de trabajador social o asistente social podrán continuar otorgando el título profesional correspondiente; dispone que las universidades que impartan la carrera de trabajo social deberán establecer planes especiales para los asistentes sociales que hubieren obtenido su título profesional en institutos reconocidos por el Estado, con la finalidad de que puedan cursar en ellas para optar al grado de licenciado en trabajo social y el título profesional de trabajador social. 


En ese contexto, estamos en el último trámite de una iniciativa que ha tenido una larga y contundente discusión, recordada por el diputado Carlos Montes. 


El Colegio de Asistentes Sociales de Chile ha estado detrás de la recuperación del reconocimiento de esta disciplina. 


¡Cómo no vamos a reconocer a los asistentes sociales, a los trabajadores sociales o a los profesionales del trabajo social. Cómo no vamos a reconocer en toda su dimensión lo que significa esa profesión para el desarrollo de las personas más vulnerables de nuestra sociedad!


El Colegio de Asistentes Sociales, que ha luchado por recuperar el reconocimiento de esta disciplina, y las “insistentes sociales” 
-como las llamamos cariñosamente-, no sólo defienden su estatus universitario, sino también la dignidad de las personas que atienden.


Por lo expuesto, apoyamos las modificaciones del Senado a este proyecto con todas nuestras fuerzas y compromiso.


He dicho.


-Aplausos.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, en nombre de nuestra bancada, quiero saludar a las asistentes sociales presentes en las tribunas y, como expresaron la diputada María Antonieta Saa y el diputado Carlos Montes, felicitarlas por la lucha que dieron para que se elaborara un proyecto, cuya aprobación estamos logrando gracias a un buen acuerdo político con la Oposición en el Senado.


Con el respaldo de un colegio profesional, los asistentes sociales fueron capaces de velar por sus intereses y lograr lo que requerían: restablecer la exclusividad universitaria del trabajo social entre las carreras profesionales que requieren licenciatura previa. Ello es un gran logro. Por cierto, el proyecto establece que quienes obtuvieron su título profesional de asistente social en institutos profesionales podrán optar al grado de licenciado en trabajo social en las universidades que impartan esta carrera, a través de planes y programas especiales.


El proyecto constituye un logro en términos de restablecer a la carrera de trabajo social su valor y su carácter universitario. Pertenezco a esa generación -lo digo con mucho orgullo y satisfacción- que estudió gratuitamente en la Universidad de Chile. En ese sentido, lamento que con el actual sistema de educación superior muchos talentos se pierdan porque sus familias aún no logran ese crédito, esa beca, ese recurso necesario. Estudié gratuitamente, durante cinco años, la carrera de sociología, que era relativamente novedosa en los años 60. La Universidad de Chile tenía todo el espíritu que requiere una universidad y se proyectaba hacia la sociedad a través de sus actividades de investigación, de extensión e, incluso, culturales, como el teatro y otras expresiones.


Como señalaba el diputado Montes, nos preocupa nuestra educación superior no sólo porque se están perdiendo talentos debido a que no pueden acceder a créditos, sino también porque aparecen universidades que imparten dos o tres carreras y que sólo buscan lucrarse con la educación.


Las universidades tienen un compromiso con la sociedad: entregar una buena formación, elaborar con seriedad sus currículos y ser rigurosas en las disciplinas, en la investigación y en los trabajos de tesis final, a fin de que sus egresados aporten a la sociedad los conocimientos adquiridos. Queremos universitarios comprometidos con el mundo social y sus deficiencias, sus discriminaciones, sus distorsiones, etcétera.


Por lo expuesto, anuncio el voto favorable de nuestra bancada a las modificaciones del Senado, y quiero manifestar que compartimos que la carrera de trabajo social restablezca la exclusividad universitaria. Esperamos que esta iniciativa sirva para que en el futuro sigamos velando por la calidad de la educación superior y por la acreditación de los planes de estudios, a fin de que no sigan existiendo carreras que, a lo mejor, no merecen título universitario y sepamos reconocer a aquellos que se esfuerzan, que trabajan y que lo merecen a plenitud.


Por eso, con mucha satisfacción, aprobaremos las modificaciones del Senado.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señor Presidente, en nombre de la bancada del Partido Radical, quiero anunciar mi voto favorable y señalar que, después del excelente informe que nos ha entregado nuestra colega señora María Antonieta Saa sobre la técnica legislativa y los motivos por los cuales aceptamos las modificaciones del Senado, esperamos que éstas sean aprobadas por la unanimidad de nuestros colegas, porque la profesión de asistente social nunca debió haber perdido la condición de ser una carrera exclusivamente universitaria. Por ese motivo, junto con saludar a nuestras amigas y amigos que hoy nos acompañan en la tribuna, quiero felicitarlos por el trabajo que han realizado en estos años, el cual ha permitido que hoy recuperen un sitial que nunca debieron perder.


Quiero hacer algunas reflexiones al respecto. Cuando se creó la primera escuela universitaria de servicio social Doctor Alejandro del Río fue porque se entendió que la salud es el perfecto bienestar físico, psíquico y social. Es decir, es fundamental la condición del ser humano como un ser gregario en el desarrollo de la sociedad. Ése es el rol que hoy le corresponde desempeñar a los asistentes sociales.


No tenemos nada en contra de la educación técnico profesional. Sin embargo, entendemos que trabajar con seres humanos, como aquí muy bien se ha señalado, requiere de una capacidad que permita enfrentar las dificultades diarias que se desarrollan en nuestro mundo, como en el hogar, en la familia, en el ámbito laboral y en las universidades, con los problemas tienen nuestros jóvenes, así como también en los municipios y en los programas Puentes. Por consiguiente, esta concepción del desarrollo e importancia del ser humano fundamenta la necesidad de que hoy esta carrera tenga una formación exclusivamente universitaria.


Por otra parte, quiero adherirme a lo señalado por la diputada Isabel Allende y por el diputado Carlos Montes respecto de la revisión que debemos hacer a la educación universitaria en cuanto a su financiamiento y acreditación, porque entendemos que la educación debe ser un servicio y no un negocio. Es el elemento más importante que existe en nuestra sociedad, ya que permite el crecimiento y desarrollo de las personas. Hoy, cuando vivimos un mundo tecnologizado, muchas veces nos olvidamos de lo más importante: las personas, los seres humanos. Nadie puede reemplazar a los asistentes sociales en ese rol. Ello lo he podido comprobar desde mi infancia, como hijo de médico, al ver el trabajo que realizaban ya en esa época. También lo pude comprobar cuando me desempeñé como médico en el Hospital de Chillán y como gobernador, al ver el trabajo que se hace en los centros penitenciarios y juzgados de menores. Ésa es la importancia.


Por eso, con mucho agrado y satisfacción, anuncio nuestro voto favorable. A la vez, quiero manifestar mi alegría, porque con esto se hace justicia a esta noble profesión, que recupera el sitial que le corresponde como carrera universitaria.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.


El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, es natural que cuando se participa en la concreción de un proyecto de ley se desee que su resultado, en la misma forma en que se planteó originalmente, se dé en el menor plazo posible. Muchas veces la ciudadanía nos critica porque las propuestas e iniciativas no se materializan con la celeridad requerida y en las condiciones que resulten ideales a sus aspiraciones.


El oficio que recibimos del Senado nos comunica la aprobación del proyecto con determinadas modificaciones, las que, en mi opinión, no alteran la sustancia de la iniciativa respecto de los objetivos que persigue. Como se ha expresado en múltiples oportunidades, el proyecto busca crear, a través de la restitución de la calidad universitaria, las condiciones para el desarrollo de la profesión de trabajador social, en un contexto donde su contribución es fundamental para enfrentar los desafíos que el país tiene, los cuales, más allá de las cuestiones económicas y productivas, requieren de una mirada muy profunda al interior de la nación para ir atacando las desigualdades existentes, tal como lo reconoce la presidenta nacional del Colegio de Asistentes Sociales, señora Lucía Sepúlveda, cuando dice que “esta disciplina constituye un aporte real orientado a dar solución a los problemas de la familia”.


La cantidad de responsabilidades que tienen es enorme y progresiva, y las encontramos en los sistemas de asistencia pública, en los procedimientos auxiliares de administración de justicia, en la mediación que se establece en los nuevos tribunales de familia, en los sistemas de administración de menores, en los programas de promoción de la mujer y de la infancia, en los combates contra cualquier forma de discriminación de género y, en general, en toda implementación de políticas públicas que, para ser efectivas y eficientes, deben tener profesionales preparados para participar no sólo en la entrega del beneficio, sino en la detección del problema y en el diseño de la estrategia.


El trabajo social es una ciencia social, precisamente porque reúne la teoría, metodología y técnicas para intervenir en todo tipo de situaciones de la problemática social, estudiando las necesidades, carencias, potencialidades y habilidades de las personas a nivel individual, familiar, grupal o comunal, bajo cuatro modelos: asistencial, terapéutico, socioeducativo y gerencial.


Por eso, nuestro país, más aún en un mundo global y dinámico como en el que vivimos, requiere de profesionales en permanente capacitación, investigadores de los fenómenos sociales con preparación constante en diferentes áreas del conocimiento y con una visión multidisciplinaria de su profesión, camino que se abre necesariamente a través de una licenciatura, grado académico que busca proporcionar ese conocimiento interdisciplinario suficiente para actuar en la dinámica social, lo cual, además, está en correspondencia con la visión europea sobre la materia, como recuerda la presidenta de la Asociación Europea de Escuelas de Trabajo Social, Christine Labonté-Roset, al señalar que ya “en noviembre de 2001, la Comunidad Económica Europea ratificó que el trabajo social fuese una de las carreras que debía desarrollarse tanto a nivel de licenciatura como de magíster y doctorado”.


Señor Presidente, estoy convencido de que esta iniciativa, que muy pronto será ley, nos ha permitido, además, reflexionar respecto de una problemática mayor, que requiere tratamiento a la brevedad.


Otros sectores también están solicitando que sus carreras tengan exclusividad universitaria. Por ejemplo, en el Senado se encuentra en trámite una moción relativa a las carreras de la salud. Seguramente vendrán otras, todas con fundamentos atendibles. Si a ello le agregamos la realidad educacional y ocupacional, nos encontraremos ante la urgencia de estudiar seriamente nuestra educación superior. 


Tenemos 62 universidades, 49 institutos profesionales y 113 centros de formación técnica que operan en quinientas sedes, con una cobertura para 600 mil alumnos. En 1982 teníamos 95 mil estudiantes en carreras técnicas y 135 mil, en profesionales. Hoy, podemos comprobar un crecimiento de 400 por ciento en las carreras profesionales y de sólo 4 ó 5 por ciento en las técnicas.


Ahí está el problema: no existe una proporcionalidad entre lo universitario y lo técnico profesional. Es más, sabemos de la importancia que para el país tiene el disponer de técnicos altamente calificados. La experiencia internacional es abundante en esta materia. Sólo lo planteo como un tema que debemos comenzar a trabajar para llegar a un sistema de educación que responda a los requerimientos y desafíos del país y, sobre todo, de sus estudiantes y sus familias.


El sistema de educación superior, como originalmente se pensó, está quedando obsoleto por la dinámica de los tiempos. Cabe recordar que la idea inicial era que las universidades concentrarían sus esfuerzos en las carreras asociadas a estudios de nivel académico, realizando investigaciones e impartiendo programas de postgrado; los institutos profesionales estarían orientados fundamentalmente a la formación de profesionales en carreras más cortas y vinculadas al mundo productivo, y los centros de formación técnica, a la preparación de técnicos de nivel superior mediante carreras de fácil adaptación a las demandas del mercado ocupacional. Hoy, eso está superado. Por lo tanto, hay que estudiar muy seriamente la ley orgánica constitucional de Enseñanza. 


Las modificaciones del Senado, que -reitero- no alteran el sentido original del proyecto, zanjan las inquietudes de los institutos profesionales y, en especial, de los titulados y estudiantes de esas casas de estudios. Por ejemplo, la equivalencia que se hace entre los estudios de trabajador social y asistente social y la incorporación de ambas denominaciones en la letra que se agrega al artículo 52 de la ley orgánica constitucional de Enseñanza, junto con ser adecuada, mantiene la autonomía de las universidades para optar por lo que estimen más conveniente. 


De igual forma, se cautela al conjunto de estudiantes que actualmente cursa la carrera en algún instituto profesional -cerca de seis mil- a través de lo establecido en el artículo 2º del proyecto. También se da satisfacción a las inquietudes de las personas tituladas, que alcanzan a casi cinco mil, al disponer en el artículo 3º lo siguiente: “Las Universidades que impartan la carrera de Trabajo Social deberán establecer planes y programas especiales para los Asistentes Sociales que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en Trabajo Social y al título profesional de Trabajador Social.”. Sobre esta materia existe una interesante experiencia entre el Inacap y la Universidad Finis Térrea.


Además, para evitar la discriminación que pudiera haberse originado tanto respecto de los actuales estudiantes como de los titulados, el artículo primero transitorio establece lo siguiente: “Los Trabajadores Sociales y los Asistentes Sociales egresados y titulados en Institutos Profesionales y los que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren cursando sus estudios en dichos Institutos, tendrán los mismos derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que cursen sus estudios en Universidades, excepto el grado de licenciado.” Esto regirá sólo hasta la promoción que ingresó este año a los institutos profesionales. 


Al votar favorablemente el proyecto, estamos haciendo justicia con una profesión gravitante para nuestro país, que en materia de estudio y desarrollo del trabajo social es pionero en América Latina. Sin duda, gracias a sus actuales profesionales seguirá manteniendo ese liderazgo.


He dicho.


-Aplausos.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


El proyecto se votará al término del Orden del Día.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En votación las modificaciones del Senado al proyecto que modifica la ley Nº 18.962, orgánica constitucional de enseñanza, restableciendo la exclusividad universitaria del trabajo social. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 83 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Aprobadas.

-Aplausos.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Büchi Pedro; Álvarez Zenteno Rodrigo; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bayo Veloso Francisco; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo Vidaurrázaga Patricio; Correa de la Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Delmastro Naso Roberto; Díaz del Río Eduardo; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Encina Moriamez Francisco; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; Galilea Vidaurre José Antonio; García García René Manuel; González Román Rosa; González Torres Rodrigo; Guzmán Mena María Pía; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Hidalgo González Carlos; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Leal Labrín Antonio; Letelier Morel Juan Pablo; Longton Guerrero Arturo; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Mella Gajardo María Eugenia; Meza Moncada Fernando; Montes Cisternas Carlos; Mora Longa Waldo; Muñoz Aburto Pedro; Muñoz D’Albora Adriana; Navarro Brain Alejandro; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Paredes Fierro Iván; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Pérez Lobos Aníbal; Jofré Núñez Néstor; Pérez Varela Víctor; Prieto Lorca Pablo; Quintana Leal Jaime; Riveros Marín Edgardo; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Salas de la Fuente Edmundo; Sánchez Grunert Leopoldo; Seguel Molina Rodolfo; Silva Ortiz Exequiel; Soto González Laura; Tarud 
Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Villouta Concha Edmundo; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio.
MODIFICACIÓN DE LEY DE QUIEBRAS EN MATERIA DE CONVENIOS CONCURSABLES. Segundo trámite constitucional.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Corresponde tratar, en segundo trámite constitucional, el proyecto originado en mensaje, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursables.

Diputado informante de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo es el señor José Miguel Ortiz.


Antecedentes:


-Proyecto del Senado, boletín Nº 3671-03 (S), sesión 6ª, en 15 de junio de 2005. Documentos de la Cuenta Nº 2.


-Primer informe de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo. Documentos de la Cuenta Nº 15 de esta sesión.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, antes de rendir el informe, pido a la Mesa que haga llegar a todos los señores diputados una copia de la indicación que presentamos varios parlamentarios de la Comisión de Economía, con el fin de eliminar errores de referencia y algunas contradicciones y así poner término a este segundo trámite constitucional.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Así se procederá, señor diputado.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, señor ministro de Justicia subrogante, don Jaime Arellano, estimados colegas:


Me correspondió el alto honor de ser designado por los honorables diputados de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo de la Cámara como diputado informante del proyecto que modifica la ley 


Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursables, ya aprobado en primer trámite constitucional por el Senado.


El proyecto forma parte de la Agenda Pro Crecimiento acordada por el Gobierno y la Sociedad de Fomento Fabril, y corresponde a la segunda etapa de la profunda reforma legislativa que se lleva a cabo en materia de derecho concursal en Chile.


En la Comisión participó, por la Sofofa, el señor Jaime Dinamarca, y por el Instituto Libertad y Desarrollo, el señor Rodrigo Delaveau.


Además, contamos con la presencia de los señores Luis Bates, ministro de Justicia; Jaime Arellano, subsecretario de Justicia; Diego Lira, superintendente de Quiebras; Patricio Navarrete, jefe del Departamento Jurídico de la Superintendencia de Quiebras; Raúl Varela, asesor jurídico del superintendente de Quiebras; Cristián Bawlitza, abogado miembro del Departamento Penal de la Superintendencia de Quiebras; Juan Pablo Román, asesor del superintendente de Quiebras, y Mauricio Zelada, asesor jurídico del ministro de Justicia.


El proyecto fue analizado en la Comisión de Economía en las sesiones efectuadas el 5, 12 y 19 de julio y el 2 y 16 de agosto de este año.


Se trata de un proyecto de la más alta calificación jurídica que, al decir de los expertos, constituye la reforma más profunda del derecho privado chileno que se haya realizado en muchas décadas.


En efecto, sus complejas disposiciones, concebidas con precisión conceptual y destinadas a un resultado eficiente en su aplicación, vienen a solucionar un serio problema de la economía moderna: la crisis de la empresa. Dicho de otro modo, el proyecto tiene por objeto principal dar una solución efectiva al empresario y a la empresa en dificultades que, al aproximarse a la insolvencia, podrá emplear nuevos y modernos mecanismos para evitar su falencia. Al mismo tiempo, los esfuerzos de recomposición, reestructuración y supervivencia de los entes productivos se harán con el arma más preciada en un sistema democrático de economía social de mercado: la negociación directa entre las partes involucradas y los acuerdos logrados en el ámbito del principio de la autonomía de la voluntad.


La nueva normativa comienza liberalizando todo tipo de acuerdo extrajudicial a que pueda llegar el deudor con sus acreedores, con la sola limitación de la par conditio creditorum y de los derechos de terceros tanto en el ámbito civil como penal.


Luego, el proyecto establece sistematizadamente, diferentes normas aplicables en forma separada, después de un largo período de confusión en nuestra legislación, a los convenios judiciales preventivos y a los convenios simplemente judiciales.


En relación con los convenios judiciales preventivos, por primera vez en nuestra legislación se otorgan mayores derechos de iniciativa a los acreedores, quienes en adelante podrán exigir al deudor, a través del tribunal competente, la presentación de proposiciones de convenios so pena de ser declarada su quiebra en presencia de alguna causal legal.


La idea de promover y facilitar en la mayor medida posible todo tipo de acuerdo entre acreedores y deudores se refleja en las diferentes vías de iniciación de los procedimientos concursales. Al tradicional sistema de proposición de convenios sin suspensión de ejecuciones ni de plazos de prescripción, y al que ya había creado nuestra legislación en el artículo 177 bis, con suspensiones en caso de apoyo mayoritario de la proposición, se agregan ahora los nuevos sistemas de los artículos 177 ter y 177 quáter.


El artículo 177 ter introduce la novedosa institución del experto facilitador, una especie de mediador o conciliador, que tendrá por misión, a solicitud del deudor y con nombramiento por la junta de acreedores, estudiar la situación de la empresa e informarla al tribunal, para proponer, ya sea un convenio o la quiebra en caso de no ser viable el desarrollo del negocio en dificultades. El experto facilitador será cualquier persona capaz de administrar sus propios negocios, sin más exigencia que contar con la confianza de las partes.


Esta importante modificación, que se analizó profundamente en la Comisión de Economía, vendrá en ayuda, especialmente, de las pequeñas y medianas empresas, que muchas veces, carentes de asesorías adecuadas o de contactos financieros, se encuentran en serias dificultades para negociar con sus acreedores y para proponer soluciones adecuadas y conducentes.


El artículo 177 quáter permite que los acreedores se pronuncien directamente sobre la proposición de convenio, a través de un procedimiento muy abreviado, cuando éste haya sido presentado con el apoyo de acreedores que representen más del 66 por ciento del pasivo, eliminándose en este caso la función de informante que tiene el síndico en las demás alternativas.


Es relevante destacar que las nuevas modalidades que establece el proyecto consagran la suspensión de las ejecuciones, tanto colectivas como individuales, en beneficio del deudor insolvente; la paralización de los juicios ejecutivos ya iniciados y la suspensión de los plazos de prescripción extintiva. Asimismo, se amplían los plazos legales para interponer las acciones paulianas concursales en el tiempo que transcurra desde la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la declaración de quiebra, si ésta llegare a materializarse. Estas disposiciones van en directo beneficio de los acreedores, quienes no verán burlados sus derechos con dilaciones inútiles y maniobras destinadas a hacer prescribir dichas acciones.


El proyecto, que se encuentra en el segundo trámite constitucional, introduce un procedimiento indispensable de verificación de créditos en los convenios judiciales preventivos, cuya carencia se hacía sentir fuertemente dada la precariedad de los derechos de los acreedores en las juntas en que debían intervenir.


También es destacable la ampliación de los objetos que la ley permite para los convenios. En esta materia no se ha puesto restricción alguna más que la licitud de los acuerdos y la alteración de la cuantía de los créditos, con el objeto de evitar abusos. Además, los convenios podrán contener una proposición principal y otras alternativas, entre las que los acreedores podrán elegir libremente, lo cual flexibilizará razonablemente el sistema concursal.


Con el fin de iniciar paulatinamente la desjudicialización de los concursos de acreedores, el proyecto introduce un moderno procedimiento de arbitraje obligatorio para los convenios de las sociedades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, y en el arbitraje facultativo para los convenios de otro tipo de deudores. Con esta modificación, no sólo se descargará a los tribunales de justicia del exceso de causas sometidas a su consideración y fallo, sino que también se especializará una jurisdicción descentralizada y técnica a la que se dota de mayores facultades para la tramitación de los acuerdos concursales.


Por otra parte, se establece que el pacto compromisorio, no el relativo al árbitro que tramitará el concurso, sino el que se refiere a todas las demás cuestiones a que dé lugar el convenio ya aprobado, será obligatorio para todos aquellos a quienes el convenio afecta, evitando así la discusión respecto de si sólo compromete a quienes hayan votado favorablemente su aprobación.


Tanto para el apoyo en la presentación de las proposiciones como en el derecho a voto para acordar el convenio se ha excluido a ciertas personas. En este sentido, se destacan aquellas que, en conformidad al artículo 100 de la ley de Valores, se encuentran relacionadas con el deudor, incluidas aquellas definidas en normas generales dictadas por la Superintendencia de Valores y Seguros. Además, por tratarse de una ley nueva, por primera vez en nuestra legislación se excluyen el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular. 


Consecuente con la finalidad de promover los acuerdos y eliminar cualquier obstrucción, el proyecto contiene detalladas disposiciones destinadas a excluir al acreedor disidente que votó en contra en la junta de acreedores, con el fin de obtener la mayoría necesaria para la aprobación del convenio a través del pago de su crédito en la forma que se determina. 


Se señala -lo que viene a llenar un serio vacío de nuestra legislación- que el convenio podrá ser modificado con las mismas mayorías exigidas para acordarlo, con exclusión de los acreedores posteriores a su aprobación, a quienes éste no obliga. Se trata de una norma de la más elemental justicia, puesto que los acreedores posteriores han contratado ante una determinada situación de la empresa por ellos conocida, no debiendo quedar sometidos a una mayoría ajena en el cambio de sus condiciones contractuales. 


Los acreedores preferentes no podrán votar las proposiciones de convenio, puesto que ellas afectan sólo a los acreedores valistas. Sin embargo, podrán votar si renuncian a parte o al total de sus preferencias. En este caso, la renuncia será irrevocable sólo para los acreedores que hayan votado en contra del convenio cuando éste ha sido rechazado. 


Para evitar la formación de mayorías artificiales o espurias, se prohíbe la concurrencia, la deliberación y el voto a los cesionarios de créditos adquiridos en los últimos 30 días anteriores a la proposición, quienes tampoco podrán impugnar el convenio. 


El proyecto introduce importantes modificaciones al sistema de impugnaciones. 


En aras de la efectividad y celeridad del convenio, las causales de nulidad se han reducido a la ocultación o exageración del activo o del pasivo descubiertas después de vencido el plazo para impugnar. Por lo tanto, las causales de impugnación del convenio, que sólo se pueden alegar en un breve plazo, en el fondo son verdaderas causales de nulidad cuya discusión se adelanta para el período anterior a la aprobación del convenio con el fin de impedir dilaciones u obstrucciones injustificadas por parte de quienes se oponen a su vigencia. 


Además, se amplía la nómina de personas habilitadas para impugnar el convenio y la facultad del deudor para proponer nuevamente las proposiciones rechazadas. 


Otro aspecto destacable es la fuerza que el proyecto otorga al convenio acordado y las normas que establece para su entrada en vigencia, de modo que sus efectos se empiecen a producir a la brevedad posible. 


Se crea también la institución de la comisión de acreedores, como alternativa al nombramiento de un interventor para la realización de las funciones necesarias para el cumplimiento del convenio ya aprobado. 


La institución jurídica de la resolución del convenio, cuya naturaleza y efecto no se condicen con las de estos acuerdos, ha sido reemplazada por la “declaración de incumplimiento”, que pone a mejor recaudo los derechos de los acreedores y del deudor en relación con los actos intermedios. 


Además, por las complicaciones y confusiones que producía, se ha suprimido la reapertura de la quiebra y ha sido reemplazada por la segunda quiebra en todos los casos en que por el fracaso del convenio, sea preventivo o judicial, se deba reingresar a los procedimientos de liquidación forzada de los bienes del deudor. 


La Comisión de Economía de la Cámara de Diputados modificó y perfeccionó el texto aprobado por el Senado en varios aspectos de redacción, precisión de conceptos y armonizaciones. Sin embargo, también introdujo modificaciones de fondo en aspectos relevantes, tales como consagrar las inoponibilidades respecto de ciertos actos que la ley señalaba erróneamente como nulos; la flexibilización de la prohibición de la transacción de los derechos de los trabajadores para permitirles un pago adelantado; la prohibición de las compensaciones producidas por el ministerio de la ley a contar de la resolución recaída en las proposiciones de convenio; la autorización de las gestiones preparatorias de la vía ejecutiva durante los períodos de suspensión de los artículos 177 bis, 177 ter y 177 quáter; la corrección del error en relación con el porcentaje de acreedores que se requiere para acordar el convenio; la exigencia al síndico para que informe en el convenio simplemente judicial sobre su viabilidad y probable recuperación para los acreedores valistas; introducción como nuevas causales de impugnación la falta de personería y la violación de la norma sobre el objeto permitido de los convenios, y la agregación de los codeudores solidarios o subsidiarios, y avalistas en las normas relativas a los derechos de los fiadores.


Como diputado informante, debo destacar el excelente rol desempeñado por el presidente de la Comisión de Economía, diputado Eduardo Saffirio, quien dio a los doce miembros titulares el tiempo suficiente para presentar indicaciones, a fin de perfeccionar el proyecto.


Asimismo, en el nombre de la Comisión quiero hacer un reconocimiento muy especial por el inestimable aporte de la comisión de juristas, presidida por el Superintendente de Quiebras, e integrada por abogados de esa repartición, por profesores de derecho comercial de la Universidad de Chile y de la Pontificia Universidad Católica de Chile.


También quiero que quede en la historia fidedigna de la ley una especial mención y reconocimiento al profesor Raúl Varela Morgan por su colaboración en la redacción del texto que estoy dando a conocer a la Sala.


Este esfuerzo consensuado ha producido como resultado este proyecto de ley, que pone a Chile a la cabeza de las legislaciones americanas relativas a la crisis de la empresa y a los acuerdos concursales, y que sometemos a vuestra aprobación.


Por tanto, pido que al momento de votar este proyecto se pongan en conocimiento de la Sala estas indicaciones, firmadas por prácticamente todos los diputados presentes en la Comisión, cuyo objeto es corregir errores de referencia y eliminar contradicciones.


Por lo expuesto, pido a la Sala dar su aprobación a este proyecto, ya que, entre otras cosas, da una nueva posibilidad a las industrias en falencia para evitar que vayan a la quiebra.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Uriarte.


El señor URIARTE.- Señor Presidente, como se sabe, uno de los acuerdos que fluyó de la Agenda Pro Crecimiento fue el relativo a la necesidad de crear instrumentos eficaces que estuvieran al servicio de las empresas en estado de insolvencia, de sus trabajadores y de sus acreedores.


Uno de los asuntos que se empezó a discutir fue cómo fortalecer las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia de Quiebras y de hacer lo más transparente posible el proceso de administración de la quiebra por parte de síndicos privados, objetivo del cual se hizo cargo la ley Nº 20.004.


El segundo propósito, que dice relación con la necesidad de modificar la estructura de los tipos penales relacionados con la quiebra, aún se encuentra pendiente.


El último objetivo: modificar la normativa vigente, con el objeto de lograr acuerdos entre acreedores y fallidos, es recogido por el proyecto en discusión. 


Quiero subrayar algo que ya fue dicho de alguna manera por el diputado informante. Este proyecto ingresó al Senado en septiembre del año pasado y concitó tal nivel de apoyo que fue despachado por la unanimidad de sus miembros, no sólo por lo bien construido que está su articulado, sino por la sentida necesidad que existía de legislar sobre esta materia. Con esa misma unanimidad el proyecto fue aprobado por la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados.


Todo esto habla de la necesidad real de contar con una legislación moderna que se haga cargo de las empresas en estado de insolvencia o, incluso, en estado previo a la insolvencia. De hecho, si uno revisa la historia comercial de las empresas chilenas, se dará cuenta de que desde 1997, aproximadamente, hasta hoy, el número de quiebras declaradas anualmente ha aumentado de 67 a 197. Es decir, casi se ha triplicado el número de quiebras habidas en un corto período de tiempo. Por lo tanto, es necesario contar, sobre todo en períodos de crisis, con una legislación moderna que permita acuerdos entre acreedores y fallidos, proteger de buena forma los derechos de los trabajadores y salvar especialmente a las empresas más pequeñas que no tienen recursos para contratar buenas asesorías de abogados, contadores, auditores, etcétera.


De acuerdo con un estudio preparado por la Superintendencia de Quiebras que obra en mi poder, desde 1982, año emblemático en materia de quiebras, hasta el 2004, el mayor número de quiebras se produjo en el sector del comercio, es decir, afectó a las Pymes, pequeñas y medianas empresas; después, a los sectores manufacturero, de servicios financieros, de la construcción, agrícola, del transporte, etcétera. 


Entonces, estamos en presencia de una legislación que será muy bien recibida por los distintos agentes económicos; pero, sobre todo, por aquellos que suelen estar en mayor riesgo de caer en insolvencia.


En términos generales, el proyecto incentiva acuerdos entre acreedores y fallidos, innovando en pocas materias en relación con el texto que venía del Senado. Sin perjuicio de ello, creo necesario puntualizar algunos casos.


En primer lugar, en los artículos 77 y 79 se introduce el concepto de la inoponibilidad, reemplazándose por el de la nulidad.


En segundo lugar, el artículo 148 flexibiliza la prohibición de transar los derechos de los trabajadores para que éstos puedan ser pagados más tempranamente.


En tercer lugar -bien vale la pena recordarlo-, los artículos 177 bis y 177 ter permiten, aunque se suspendan las ejecuciones, preparar la vía ejecutiva, siempre que no se perjudique el patrimonio del deudor.


En cuarto lugar, el artículo 179 aclara que, en el caso del artículo 177 ter, es el interventor y no el síndico el que presenta la nómina de acreedores con derecho a voto. Asimismo, se aclara quiénes no tienen derecho a voto en las juntas posteriores a la aprobación del convenio.


En general, se trata de correcciones formales menores que perfeccionan el texto del Senado, y que, además, profundizan los efectos y alcances de este anhelado proyecto de ley.


Por todo lo dicho, nuestra bancada va a votar favorablemente, y esperamos que el proyecto se transforme en ley de la República en el más breve plazo posible.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro de Justicia subrogante, señor Jaime Arellano.


El señor ARELLANO (ministro de Justicia subrogante).- Señor Presidente, dentro de la profunda reforma del sistema concursal chileno emprendido por el Gobierno se elaboró el proyecto en debate, que entre otras materias, sustituye íntegramente el Título XII de la ley de Quiebras, denominado “Del Convenio”. 


Como lo señalaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra, la iniciativa constituye una segunda etapa de la reforma global del sistema concursal, después del envío al Congreso Nacional, en diciembre del 2003, de un proyecto sobre transparencia y consolidación del sistema de administración privada de las quiebras y fortalecimiento de la Superintendencia de Quiebras, el cual es ley de la República desde el 8 de mayo recién pasado.


Por su parte, el foro penal que funciona en el Ministerio de Justicia y que está discutiendo lo que debería ser el nuevo Código Penal, también está abocado a considerar la modificación de la normativa referente a los delitos de quiebra. La propia Superintendencia de Quiebras ya ha elaborado un anteproyecto sobre delitos concursales, y se está considerando en el foro penal para que se incluya dentro de esta normativa.


Como se señaló, el proyecto sobre convenios concursales que hoy discute la honorable Cámara se inserta, además, plenamente en la Agenda Pro Crecimiento acordada entre el Gobierno y la Sociedad de Fomento Fabril, y fue elaborado por una comisión de profesores de derecho comercial que sesionó desde marzo del 2002 hasta septiembre del 2003. Obviamente, dicha comisión fue liderada por el superintendente de Quiebras, señor Diego Lira.


A riesgo de ser majadero, quiero reconocer la labor desinteresada y gratuita de Raúl Varela, profesor de derecho comercial de la Universidad de Chile; Juan Pablo Román, profesor de la Escuela de Graduados de la Universidad de Chile; Luis Oscar Herrera, profesor de derecho comercial de la Universidad Católica de Chile; Juan Esteban Puga, profesor de derecho comercial de la Universidad Católica de Chile; Nelson Contador Rosales, profesor de derecho comercial de la Universidad de Chile; Patricio Navarrete, jefe del Departamento Jurídico de la Superintendencia, y Pablo Norambuena, abogado de dicha Superintendencia.


El trabajo de esa comisión redactora del anteproyecto estuvo dirigido con especial atención a recoger los requerimientos de diversos sectores, lo que es muy importante.


Por un lado, se trata de compatibilizar lo que ha surgido a través del tiempo de los ámbitos académico, judicial y empresarial, del ejercicio de la profesión y de la doctrina y la jurisprudencia. Por otro, resultaba indispensable acoger las inquietudes y aspiraciones de los sectores más sensibles involucrados en el proceso económico, como son los acreedores institucionales, los gremios empresariales, las pymes, los acreedores valistas y los trabajadores de las empresas en dificultades.


Las ideas matrices del proyecto, que buscan, por un lado, si es posible, prevenir la crisis empresarial, y si no lo es, mantener la empresa como ente productivo, se pueden resumir de la siguiente manera: ampliación del objeto de la ley de Quiebras a otros concursos de acreedores; separación, con el fin de darle claridad, de la normativa sobre diversas clases de convenio; la total liberalización de los acuerdos extrajudiciales; la introducción del derecho de los acreedores para exigir la proposición de convenios preventivos; la eliminación de la indignidad del deudor para proponer convenios; la ampliación del derecho a reiterar las proposiciones rechazadas o desechadas; la agilización del sistema de convenios concursales a través del arbitraje, que es una herramienta tremendamente importante en la solución de conflictos; la vigencia anticipada del convenio -precisamente para evitar el abuso de las impugnaciones, que ocurría y suele ocurrir-; la entrega de un informe técnico y documentado por parte del síndico, cuestión fundamental; la verificación de créditos de los convenios preventivos; el derecho a voto de los acreedores en las juntas; la eliminación de las trabas para impugnar que tienen ciertos acreedores; la reducción de las causas de nulidad de los convenios, y, quizás lo más importante, la reglamentación de los detalles de la negociación entre deudores y acreedores, regulada por los artículos 177 bis y 177 ter, lo que otorga variadas facilidades destinadas a llegar a acuerdos convenientes entre las partes y en plazos razonables.


Hay que destacar que todas las indicaciones que se presentaron en el primer trámite constitucional dieron claridad y perfeccionaron el texto del proyecto. Lo mismo ocurre con indicaciones formuladas por los diputados señores Ortiz, Saffirio, Uriarte y Tuma.


Por lo tanto, considerando estas modificaciones, el Ejecutivo saluda el hecho de que se haya concordado con tanta rapidez este proyecto. Hemos acogido las indicaciones y modificaciones introducidas en el primer trámite constitucional, y de igual forma las formuladas por los honorables diputados Ortiz, Saffirio, Uriarte y Tuma, razón por la cual solicitamos a esta honorable Sala aprobar el proyecto con las indicaciones mencionadas.


Muchas gracias, señor Presidente.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Informo a la Sala que restan 12 minutos para el término del Orden del Día, y están inscritos para intervenir la diputada señora Rosa González y los diputados señores Eduardo Saffirio y Eugenio Tuma.


Como los Comités han manifestado su interés de votar este proyecto en la presente sesión, solicito el asentimiento de la Sala para otorgar un máximo de cuatro minutos a cada uno de los diputados inscritos, de manera de votar el proyecto al término del Orden del Día. De lo contrario, su votación quedará pendiente.


Acordado.


Tiene la palabra la diputada señora Rosa González.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, este proyecto es positivo, ya que busca perfeccionar las normas sobre convenios concursales, otorgando mayores espacios para lograr acuerdos entre acreedores y deudores y, a la vez, evitar la liquidación forzosa de las empresas en crisis.


La regulación separada que hace la iniciativa de los convenios judiciales y preventivos es adecuada, ya que, de esta forma, se pone fin a los problemas de interpretación que se generaban al estar éstos tratados conjuntamente en un mismo párrafo.


En cuanto al tribunal arbitral, se incorporó como requisito para ser designado árbitro la obligación de estar inscrito en una lista que para estos efectos llevará la Superintendencia de Quiebras. Si bien parece razonable que quienes sean nombrados árbitros cumplan ciertos requisitos para velar por la función encomendada, se debe asegurar que no se impongan otras restricciones, de modo que cualquier abogado que cumpla con los requisitos pueda inscribirse en ella.


Aprobación o rechazo del convenio.


En esta materia, la Comisión acordó que cuando haya un acreedor que opte por rechazar el convenio y otro por aprobarlo, este último podrá excluir al primero, acompañando un vale vista en el plazo de cinco días, contado desde la celebración de la junta. En este caso, el acreedor excluido emite igualmente un voto de rechazo condicional, el que se hace efectivo si no se consigna el dinero del vale vista. 


Este mecanismo resulta positivo, por cuanto facilitará la obtención de la mayoría requerida para la aprobación del convenio.

Nulidad de los convenios.


Por último, otro aspecto importante del proyecto es la eliminación de los delitos del deudor como causal genérica de nulidad de los convenios, estableciéndose como única causal la ocultación o exageración del activo por parte del deudor. Sin embargo, debería precisarse más su significado para que no pierda el objetivo para el cual fue establecido.


De acuerdo con estos antecedentes y a lo informado por los diputados señores José Miguel Ortiz y Gonzalo Uriarte, votaremos a favor del proyecto.


He dicho.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Eduardo Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, además de las cosas importantes que se han dicho del proyecto, simplemente quiero reafirmar algunas ideas.


Para los diputados de la Concertación -estoy seguro que represento al diputado Eugenio Tuma-, va en la línea por la que hemos peleado persistentemente en estos años: la posibilidad de una segunda oportunidad por la vía de facilitar acuerdos entre el acreedor y el deudor y no castigar a las personas naturales o empresas, por ejemplo, con el Dicom histórico, que, en la práctica, significa negar la segunda oportunidad.


En definitiva, el proyecto se enmarca dentro de una lógica de trabajo para las micro, pequeñas y medianas empresas por la que la Concertación ha peleado persistentemente.


En el capitalismo contemporáneo, las posibilidades de hacer malos negocios, por causas ajenas al diseño de una empresa, es algo que está en sus características estructurales. Una devaluación en Tailandia o en Brasil, un cambio tecnológico, el cierre de un determinado mercado, incluso un atentado terrorista, puede provocar que un proyecto técnicamente bueno tanto para producir bienes como para prestar servicios, de la noche a la mañana se convierta en algo ruinoso.


En este mundo cada vez más globalizado, la economía mundial es sumamente cambiante y provoca efectos en las economías nacionales.


En el informe se hace referencia a un estudio que encargó la Sociedad de Fomento Fabril, en el marco de la Agenda Pro Crecimiento, a connotados académicos de las universidades de Chile y Diego Portales que demuestra que nuestro derecho concursal tiene que adecuarse a un hecho fáctico que es extremadamente complejo. 


En primer lugar, se detectó una baja recuperación de las acreencias. En segundo lugar, se estableció que se recupera menos de un tercio del valor contable de los activos al momento de la quiebra. 


La duración del proceso de quiebra es de casi 41 meses promedio, pero muchas veces puede llegar al doble por lo engorroso de los procedimientos.


En tercer lugar, se demostró que los incentivos actuales -o la falta de ellos para llegar a acuerdo y evitar las quiebras- invitan a los emprendedores a tomar riesgos innecesarios que agravan la cesación de pagos o insolvencia. 


Por eso, hay que adecuar la legislación de quiebras. 


Este es el segundo proyecto que reforma el derecho concursal. Está vigente la ley que regula la administración privada de las quiebras y se harán cambios significativos en materia penal, básicamente para regular la quiebra fraudulenta y terminar con figuras de quiebras culpables que están absolutamente anacrónicas.


Por último, este proyecto, como lo dijo el ministro de Justicia, señor Luis Bates, se enmarca dentro de una filosofía mucho más amplia del gobierno del Presidente Lagos 
-anteriormente la puso en práctica el gobierno del Presidente Frei-, en base a la llamada justicia de los acuerdos, que tiene por objeto buscar mecanismos de conciliación en diversas materias jurídicas.


Por eso, en lo sustantivo, se permitirá a los acreedores ante el tribunal exigir los convenios al deudor y, a su vez, se permitirá a éste proponer convenios a los acreedores, con la creación de la figura del experto facilitador y del arbitraje, que va en la línea de la justicia de los acuerdos.


Como Presidente de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, agradezco a los restantes doce colegas miembros por toda la colaboración prestada en este trámite, porque, como ha sido usual en estos tres años y medio que llevo como diputado, han trabajado con gran acuciosidad, diligencia y sacrificio. 


Como Presidente de esa Comisión y en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana, pido a la Sala que apoyemos este proyecto que favorecerá a muchos pequeños y medianos empresarios que requieren oportunidades de negocios para crear puestos de trabajo en esta economía globalizada tan cambiante.


He dicho. 


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito al Presidente de la República por el envío del mensaje que originó este proyecto tan esperado. No son muchas las ocasiones que tiene la Cámara de Diputados para complementar una “ley corta”, porque casi nunca llega el proyecto de “ley larga”. 


Felizmente, en mayo del presente año, fue publicada la ley en la que se transparenta la designación y actuación de los síndicos. Sin embargo, en la oportunidad en que estudiamos el proyecto del caso echamos de menos -lo señalamos todos los diputados que participamos en su discusión- una iniciativa que apuntara al fondo del asunto y determinara qué iba a ocurrir con la gestión de las quiebras. 


En la mayoría de los casos, las quiebras se apresuraban porque a algún acreedor se le ocurría pedirla respecto de un deudor que todavía puede resistir o se liquidan malamente los bienes, de modo que los acreedores no recuperaban ni siquiera el 5, 10 ó 15 por ciento de su acreencia y, lo que es peor, se terminaba con la unidad laboral y con una fuente de trabajo.


Tal como señaló el presidente de la Comisión, este proyecto viene a dar una segunda oportunidad a quienes, por distintas razones, especialmente ajenas a su voluntad, han fracasado en sus negocios -aunque realizaran una buena gestión- y no han podido continuar gestionando sus empresas de una manera independiente.


Con este proyecto posibilitamos al máximo los acuerdos entre acreedores y deudores, que son los únicos que debieran ver qué destino se le da a la empresa, y se maximiza la posibilidad de mantener en funcionamiento esa unidad económica o empresarial. Si no fuera así, la liquidación de la empresa pasará por una mayor decisión en torno al destino de sus bienes, con una gran participación de los acreedores. Porque se trata de sus bienes, maximizarán la posibilidad de recuperarlos y le darán un destino a los recursos, lo que puede favorecer mucho la creación de puestos de trabajo o evitar la eliminación de los empleos existentes.


La idea matriz desarrolla diversas clases de convenios que se pueden implementar y establece la total liberación de los acuerdos extrajudiciales; la introducción del derecho de los acreedores para exigir la proposición de convenios preventivos; la eliminación de la indignidad del deudor para proponer convenios; la ampliación del derecho a reiterar las proposiciones rechazadas o desechadas -cuestión que no está permitida en la legislación vigente-; la agilización del sistema de convenios concursales a través del arbitraje; la vigencia anticipada del convenio, para evitar el abuso de las impugnaciones y el informe técnico y documentado del síndico.


El proyecto apunta a proteger los bienes, la empresa, el trabajo y a privilegiar, por sobre todo, los acuerdos entre las partes. Como es bastante técnico, no profundizaré en su contenido. En el fondo, va en la dirección de aumentar la productividad, de proteger el empleo y de dar una segunda oportunidad a quienes emprenden.


He dicho. 


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Cerrado el debate.


Ha terminado el Orden del Día.

 
-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Corresponde votar en general el proyecto que modifica la ley Nº 18.175, de quiebras, en materia de convenios concursales, con excepción de los artículos 180 al 185 del título XII, contenidos en el número 12 del artículo único, por tratarse de materia de ley orgánica constitucional.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 82 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Aprobado en general.


Se sumarán los votos a favor de la diputada María Eugenia Mella y del diputado José Antonio Kast.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Büchi Pedro; Álvarez Zenteno Rodrigo; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bayo Veloso Francisco; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo Vidaurrázaga Patricio; Correa de la Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Díaz del Río Eduardo; Dittborn Cordua Julio; Encina Moriamez Francisco; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; Galilea Vidaurre José Antonio; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; González Román Rosa; González Torres Rodrigo; Guzmán Mena María Pía; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Hidalgo González Carlos; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Leal Labrín Antonio; Letelier Morel Juan Pablo; Longton Guerrero Arturo; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Mella Gajardo María Eugenia; Meza Moncada Fernando; Montes Cisternas Carlos; Mora Longa Waldo; Muñoz Aburto Pedro; Muñoz D’Albora Adriana; Navarro Brain Alejandro; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Paredes Fierro Iván; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Pérez Lobos Aníbal; Jofré Núñez Néstor; Pérez Varela Víctor; Prieto Lorca Pablo; Quintana Leal Jaime; Riveros Marín Edgardo; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Salas de la Fuente Edmundo; Sánchez Grunert Leopoldo; Seguel Molina Rodolfo; Silva Ortiz Exequiel; Soto González Laura; Tarud 
Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Villouta Concha Edmundo; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Los artículos 180 al 185 requieren para su aprobación el voto afirmativo de 66 señores diputados en ejercicio.


En votación en general.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 78 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Büchi Pedro; Álvarez Zenteno Rodrigo; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bayo Veloso Francisco; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo Vidaurrázaga Patricio; Correa de la Cerda Sergio; Cubillos Sigall Marcela; Delmastro Naso Roberto; Díaz del Río Eduardo; Dittborn Cordua Julio; Encina Moriamez Francisco; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; Galilea Vidaurre José Antonio; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; González Román Rosa; González Torres Rodrigo; Guzmán Mena María Pía; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Hidalgo González Carlos; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Leal Labrín Antonio; Letelier Morel Juan Pablo; Longton Guerrero Arturo; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Mella Gajardo María Eugenia; Meza Moncada Fernando; Mora Longa Waldo; Muñoz Aburto Pedro; Muñoz D’Albora Adriana; Navarro Brain Alejandro; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Paredes Fierro Iván; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Pérez Lobos Aníbal; Jofré Núñez Néstor; Pérez Varela Víctor; Prieto Lorca Pablo; Quintana Leal Jaime; Riveros Marín Edgardo; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Salas de la Fuente Edmundo; Sánchez Grunert Leopoldo; Seguel Molina Rodolfo; Silva Ortiz Exequiel; Soto González Laura; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Villouta Concha Edmundo; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Por acuerdo de los Comités, se declara aprobado en particular el proyecto, con excepción de los artículos 177 ter y 214, que fueron objeto de indicaciones, y de los artículos 180 al 185, que contienen disposiciones de carácter orgánico constitucional.


El señor Secretario va a dar lectura a las indicaciones a los artículos 177 ter y 214.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Las indicaciones, suscritas por los diputados señores Ortiz, Saffirio, Uriarte y Tuma, son las siguientes: reemplazar, en el inciso octavo, letra c), del artículo 177 ter, la expresión “final” por la palabra “penúltimo”; agregar, en el inciso penúltimo del artículo 177 ter, después del guarismo 175, la expresión “inciso primero”, y eliminar, en el artículo 214, a continuación del punto seguido, la frase “si dicha nulidad es pronunciada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al juez de letras competente para declarar la quiebra”.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En votación los artículos 177 ter y 214 con las indicaciones a que se dio lectura.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 81 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Büchi Pedro; Álvarez Zenteno Rodrigo; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bayo Veloso Francisco; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo Vidaurrázaga Patricio; Correa de la Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Delmastro Naso Roberto; Díaz del Río Eduardo; Dittborn Cordua Julio; Encina Moriamez Francisco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Carrillo Pablo; Galilea Vidaurre José Antonio; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; González Torres Rodrigo; Guzmán Mena María Pía; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Hidalgo González Carlos; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Leal Labrín Antonio; Letelier Morel Juan Pablo; Longton Guerrero Arturo; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Mella Gajardo María Eugenia; Meza Moncada Fernando; Montes Cisternas Carlos; Mora Longa Waldo; Muñoz Aburto Pedro; Muñoz D’Albora Adriana; Navarro Brain Alejandro; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Paredes Fierro Iván; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Pérez Lobos Aníbal; Jofré Núñez Néstor; Pérez Varela Víctor; Quintana Leal Jaime; Riveros Marín Edgardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Salas de la Fuente Edmundo; Sánchez Grunert Leopoldo; Seguel Molina Rodolfo; Soto González Laura; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Villouta Concha Edmundo; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En votación en particular los artículos 180 a 185. Para su aprobación se requiere el voto afirmativo de sesenta y seis diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 77 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Aprobados.

Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez Zenteno Rodrigo; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bayo Veloso Francisco; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo Vidaurrázaga Patricio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Delmastro Naso Roberto; Díaz del Río Eduardo; Dittborn Cordua Julio; Encina Moriamez Francisco; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; Galilea Vidaurre José Antonio; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; González Román Rosa; González Torres Rodrigo; Guzmán Mena María Pía; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Leal Labrín Antonio; Letelier Morel Juan Pablo; Longton Guerrero Arturo; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Mella Gajardo María Eugenia; Meza Moncada Fernando; Montes Cisternas Carlos; Mora Longa Waldo; Muñoz Aburto Pedro; Muñoz D’Albora Adriana; Navarro Brain Alejandro; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Paredes Fierro Iván; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Jofré Núñez Néstor; Pérez Varela Víctor; Prieto Lorca Pablo; Quintana Leal Jaime; Riveros Marín Edgardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Suárez Eduardo; Salas de la Fuente Edmundo; Sánchez Grunert Leopoldo; Seguel Molina Rodolfo; Silva Ortiz Exequiel; Soto González Laura; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Villouta Concha Edmundo; Von Muhlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio.
VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

MEDIDAS ADOPTADAS POR FOCO DE RABIA EN VALPARAÍSO. Votación.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 599, referido a las medidas adoptadas con ocasión de la existencia de un foco de rabia en Valparaíso.


En votación.



-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Allende Bussi Isabel; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bayo Veloso Francisco; Becker Alvear Germán; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Correa de la Cerda Sergio; Encina Moriamez Francisco; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; González Román Rosa; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Letelier Morel Juan Pablo; Lorenzini Basso Pablo; Mella Gajardo María Eugenia; Meza Moncada Fernando; Montes Cisternas Carlos; Muñoz Aburto Pedro; Navarro Brain Alejandro; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lobos Aníbal; Quintana Leal Jaime; Robles Pantoja Alberto; Sánchez Grunert Leopoldo; Silva Ortiz Exequiel; Soto González Laura; Tarud Daccarett Jorge; Tohá Morales Carolina; Tuma Zedan Eugenio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Vidal Lázaro Ximena; Villouta Concha Edmundo; Von Muhlenbrock Zamora Gastón.
CREACIÓN DE LA UNIÓN DEMOCRÁTICA DEL PACÍFICO.


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 600, de los diputa-



dos señores Errázuriz, Salaberry, Accorsi, Cornejo, Palma, Álvarez, Silva, Von Mühlenbrock, Másferrer y Forni:


“Considerando:


Que, en Taiwán, el 14 de agosto se constituyó una entidad destinada a promover, fortalecer y defender la democracia en los países de la cuenca del Océano Pacífico;


Que, en la reunión preparatoria, celebrada en la ciudad de Guatemala el 18 de marzo pasado, con asistencia de parlamentarios y profesores universitarios de países que dan al Pacífico y de los vicepresidentes de las Repúblicas de Taiwán, Honduras, Guatemala, Nicaragua y El Salvador, hubo consenso en que la democracia requiere de crecimiento económico, de justa distribución del ingreso y de capacitación para enfrentar el mundo laboral, y


Que el respaldo a esta iniciativa por parte de los parlamentos de los países que integrarán la Unión Democrática del Pacífico es muy importante, aunque no basta por sí sola para que tenga éxito. 


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Valorar la creación de la Unión Democrática del Pacífico -entidad que se constituyó en Taiwán el 14 de agosto-, como una instancia destinada a promover y fortalecer la democracia en los países que bordean la cuenca del Océano Pacífico;

2.
Reafirmar que la base para la estabilidad democrática es mayor desarrollo económico, justa distribución de la riqueza, igualdad de oportunidades y adecuada capacitación que permita más fácilmente encontrar trabajo, y

3.
Convocar a los parlamentos de los países de la cuenca del Océano Pacífico para que apoyen la incorporación de sus naciones a la Unión Democrática del Pacífico.”


El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Para defender el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, el pasado 14 de agosto se celebró en Taiwán la reunión constitutiva de la Unión Democrática del Pacífico, a la que asistieron los presidentes de Guatemala y de Costa Rica, el vicepresidente de Nicaragua y representantes, la mayoría parlamentarios, de veintiséis países que bordean a la cuenca del océano Pacífico, y dos que, si bien no la bordean, igualmente se incorporaron.


El objetivo de esta organización es promover tres principios fundamentales: la democracia, la paz y la prosperidad mediante la defensa de los derechos humanos.


La vicepresidenta de Taiwán estuvo durante cinco años y cuatro meses privada de libertad por defender allí los derechos humanos y la libertad de expresión, mientras gobernaba el Kuomintang. Asimismo, el presidente de Taiwán estuvo poco más de un año privado de libertad. Ellos, con el apoyo de países de la cuenca del Pacífico, tomaron la iniciativa de promover, fortalecer y desarrollar valores como la paz, la prosperidad y la democracia.


Se creó una instancia en la cual hay un senador norteamericano, otro de Guatemala, otro de Costa Rica y otro de Canadá, que hacen en la actualidad de cabeza del grupo regional americano.


Por eso, solicito la aprobación de la Sala para este proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Para referirse a favor, tiene la palabra el diputado señor Marcelo Forni.


El señor FORNI.- Señor Presidente, sólo para manifestar que la bancada de la UDI votará favorablemente este proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Para hablar en contra, tiene la palabra el diputado señor Juan Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, hay algunas materias, como las relaciones exteriores, que, según la tradición democrática del país, constituyen políticas de Estado.


Uno de los temas básicos de las relaciones exteriores en esta era, cuando se mira hacia el Pacífico, tiene que ver con qué entes se establecen relaciones, pensando no en el corto plazo, sino en el mediano y largo plazo. Sin duda, los aliados estratégicos de Chile en materia comercial, dentro de los próximos diez, veinte, cuarenta y cincuenta años, son los países cercanos y de tremenda importancia, en particular, del Asia Pacífico y, entre ellos, no cabe duda de que sobresaldrá, notoriamente, la República Popular China.


Al respecto, la política exterior del Estado de Chile, antes, durante y después del gobierno militar, ha sido la de reconocer una sola China. Este tema, que puede ser molesto para algunos e incomprensible para otros, nos debe hacer pensar dos veces al momento de impulsar iniciativas como ésta, por cuanto en su texto no queda claro quiénes concurren, si son entes parlamentarios o gubernamentales. Por eso, frente a este criterio, que en principio pareciera ser un llamado a los parlamentos de los estados nacionales, quiero reiterar mi convicción de que la política del Estado de Chile ha sido reconocer una sola China, porque con ella estamos estableciendo relaciones comerciales de otra naturaleza y negociando acuerdos de libre comercio. En este sentido, no creo que nos competa ser los principales actores en un debate relacionado con el Asia en que están sumidos otros grupos o países.


En consecuencia, no por oponerme a que establezcamos lazos en el marco de la Apec y de la alianza tanto empresarial como parlamentaria, sino por ser evidente el lugar donde surgió esta iniciativa, llamo a votar en su contra y pido que no nos apuremos y demos pasos ilógicos en relación con las políticas del Estado de Chile.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 36 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 1 abstención.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Büchi Pedro; Álvarez Zenteno Rodrigo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Cardemil Herrera Alberto; Cornejo Vidaurrázaga Patricio; Correa de la Cerda Sergio; Cubillos Sigall Marcela; Delmastro Naso Roberto; Egaña Respaldiza Andrés; Errázuriz Eguiguren Maximiano; Forni Lobos Marcelo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; González Román Rosa; González Torres Rodrigo; Hernández Hernández Javier; Hidalgo González Carlos; Kast Rist José Antonio; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Molina Sanhueza Darío; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Jofré Núñez Néstor; Rojas Molina Manuel; Salaberry Soto Felipe; Salas de la Fuente Edmundo; Tapia Martínez Boris; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Vilches Guzmán Carlos; Von Muhlenbrock Zamora Gastón


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Letelier Morel Juan Pablo; Muñoz Aburto Pedro.


-Se abstuvo el diputado señor Bayo Veloso Francisco.
REFORZAMIENTO ADUANERO PARA PREVENIR EL INGRESO DE LA MOSCA DE LA FRUTA.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 601, de la señora González, doña Rosa, y de los señores Bauer, Álvarez-Salamanca, Masferrer, Forni, Correa, Walker, Cardemil, García-Huidobro y Bertolino.


“Considerando:


Que, durante las últimas décadas, el país se ha destacado por realizar exitosos esfuerzos a fin de evitar tanto la entrada como la propagación de plagas y enfermedades naturales, protegiendo y fortaleciendo el trabajo en las fronteras;


Que, sobre el particular, para que esos esfuerzos se mantengan y se proyecten en el tiempo, resulta fundamental actuar con el propósito de hacer sostenible la garantía y el sello de calidad de los productos que se consumen internamente y que se exportan a las más diversas regiones del mundo, y


Que, a mayor abundamiento y en la misma línea, es necesario mantener y reforzar la tecnología con la que cuentan las aduanas nacionales, que sigan desarrollando su importante labor de control, de prevención y de fiscalización. De esta forma, y ante la amenaza permanente que implica la mosca de la fruta desde la perspectiva de lo que la experiencia señala respecto de esta especie, es 



esencial que el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) cuente con equipos de rayos X en las aduanas de Chacalluta y de Cristo Redentor, que permitan al personal que se desempeña en esas dependencias certificar, de forma inequívoca y concluyente, que no se produzcan entradas al territorio nacional de especies tan dañinas como la ya mencionada mosca de la fruta.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al ministro de Agricultura que imparta las instrucciones necesarias y gestione la destinación de los recursos requeridos para dotar de equipos de rayos X a las aduanas de Chacalluta y de Cristo Redentor, al objeto de mejorar el control y la fiscalización de la mosca de la fruta, tal como se prometió en el momento de la construcción de estos recintos.”


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Eugenio Bauer.


El señor BAUER.- Señor Presidente, una de las grandes ventajas de Chile, como país productor de frutas, son sus condiciones fito y zoosanitarias que lo mantienen libre de las grandes plagas.


Sin embargo, en marzo de este año, en el barrio residencial de la ciudad de Rancagua, se detectó un foco de la mosca de la fruta que obligó a las autoridades sanitarias a tomar numerosas medidas para tratar de aislarlo, tarea en la que se gastaron varios millones de dólares.


Cada vez que se cierra la frontera -como en el caso de la aduana de Cristo Redentor- y vuelve a abrirse, se produce una avalancha de turistas y es muy difícil controlar su paso y equipajes.


Por eso, pedimos dotar los pasos fronterizos de modernos equipos para hacer más eficientes sus controles. 


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, el proyecto de acuerdo se aprobará por unanimidad. 


Aprobado.

CREACIÓN DE COMUNAS DE PLACILLA Y PLAYA ANCHA.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de Acuerdo Nº 604, de la señora Ibáñez, doña Carmen, y de los señores Vargas, Accorsi, Álvarez-Salamanca; Galilea, don Pablo; Pérez, don Aníbal; Delmastro, Montes, Forni y Becker.


“Considerando:


Que el crecimiento poblacional y la consecuente expansión territorial de la comuna de Valparaíso, especialmente hacia los sectores de Placilla, Curauma, Playa Ancha, Quebrada Verde y Camino La Pólvora, hacen necesario brindar a los habitantes de éstos una atención municipal más directa, ágil y descentralizada;


Que cada uno de esos sectores de la comuna de Valparaíso cuenta con una ubicación geográfica precisa y diferente respecto de los demás, y que sus habitantes sienten una profunda identificación y apego por ellos, denominándose, incluso, para diferenciarse, ‘placillanos’ o ‘playanchinos’;


Que no se puede condenar a dichos sectores a sufrir los impactos y las consecuencias de la crisis financiera que afecta a la Municipalidad de Valparaíso, más aun cuando cuentan con potencialidades propias que pueden proveerles un mejor desarrollo, y


Que, desde hace varios años, la población de estos sectores ha expresado sus deseos de disponer de una mejor atención municipal y, para ello, ha pedido que se considere su administración municipal independiente.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que considere la creación de las comunas de Placilla y de Playa Ancha, separando de la actual comuna de Valparaíso las áreas de Placilla y Curauma, y de Playa Ancha y Quebrada Verde, respectivamente.”


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Carmen Ibáñez.


La señora IBÁÑEZ (doña Carmen).- Señor Presidente, el crecimiento poblacional que ha venido experimentando la comuna de Valparaíso y la consecuente expansión hacia los sectores de Playa Ancha, Quebrada Verde, camino La Pólvora, Placilla y Curauma hacen necesario brindar a los habitantes de dichas áreas una atención municipal más directa, ágil y descentralizada. 


Cada uno de esos sectores cuenta con una ubicación geográfica precisa y diferente respecto de otros de la comuna de Valparaíso, y sus habitantes sienten una profunda identificación y apego por ellos, autodenominándose “playanchinos” o “placillanos”, según corresponda.


No se puede condenar a dichos sectores a sufrir los impactos y consecuencias de la crisis financiera que afecta a la municipalidad de Valparaíso, menos cuando cuentan con potencialidades propias que pueden generarles un mejor desarrollo. 


Desde hace varios años, las poblaciones de Playa Ancha y Quebrada Verde, así como las de Placilla y Curauma han expresado sus deseos de disponer de una mejor atención municipal y que se considere su administración comunal independiente. 


Por todo lo anterior, invito a los honorables diputados a adherir a la legítima solicitud de la comunidad de apoyar el presente proyecto de acuerdo para que su excelencia el Presidente de la República considere la creación de las comunas de Playa Ancha y de Placilla, separando de la actual comuna de Valparaíso los actuales sectores de Playa Ancha y Quebrada Verde y de Placilla y Curauma, respectivamente. 


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Eugenio Bauer.


El señor BAUER.- Señor Presidente, por muy loable que sea el proyecto, debemos reflexionarlo.


En el considerando 3) se señala que no se puede condenar a los sectores mencionados a sufrir los impactos y consecuencias de la crisis financiera que afecta a la municipalidad de Valparaíso. Si se pretende cercenar a esa comuna de territorios tan importantes como los citados, también sería lógico, y de toda justicia, entregar parte de su deuda a las nuevas comunas. Si ello es así, dichos municipios nacerían quebrados.


Mi distrito, el 35, se compone de doce comunas y, por lo menos, ocho aspiran a dividirse. ¡No sé por qué los chilenos tendemos a achicar las comunas! 


Si se aprobara este proyecto, mañana mismo yo presentaría otro para dividir ocho comunas más. 


A propósito, presenté un proyecto de acuerdo para que el Gobierno, a través da la Subsecretaría de Desarrollo Regional o de quien corresponda, elabore un estatuto relativo a la división de las comunas, porque, así como vamos, terminaremos duplicándolas, cuestión que se traducirá en una pésima administración. 


Por último, hace algunos días aprobamos la reforma constitucional que facilita la división de las regiones. La Décima Región se estaría dividiendo, y por ahí viene un proyecto para dividir la Primera. 



En consecuencia, se va a producir un festival de divisiones, vamos a atomizar el país y la administración se volverá mucho más cara e ineficiente.


Por eso, anuncio mi oposición al proyecto. 


He dicho. 


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 11 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- No hay quórum.


El señor HALES.- Señor Presidente, no aparece consignado mi voto favorable en el tablero electrónico.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se incluirá su voto, señor diputado.


Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 8 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Nuevamente no hay quórum.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 8 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Por no haberse alcanzado el quórum requerido, la votación del proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión.

IX. INCIDENTES

ACTITUD DE DELEGADO DE SERVIU DE PARRAL. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido por la Democracia.


Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, hace no más de dos meses y medio, recibí en audiencia a los dirigentes y pobladores del comité de viviendas sociales Las Brisas, de Parral, quienes me relataron el mal estado en que se encontraban sus casas recién entregadas. En efecto, sus paredes se pasaban de humedad y estaban con hongos, el piso se había deteriorado, entre otros detalles, lo que indicaba la mala calidad de los materiales utilizados.


Con el objeto de verificar tales hechos, me constituí en terreno acompañado de la seremi de la Región del Maule, señora Gloria González, del delegado del serviu de Linares, señor Fernando Soto, y del empresario que construyó esas viviendas, el señor Sergio Ibáñez.


En esa visita pudimos comprobar el mal estado de construcción de las viviendas y concluimos que el empresario debía realizar las reparaciones necesarias.


También comprobamos que a cada poblador se le habían cobrado 20 mil pesos, supuestamente, para gastos de escritura y otros, lo que no corresponde desde ningún punto de vista.


La seremi de Vivienda obligó al empresario, señor Sergio Ibáñez, a restituir a cada uno de los pobladores la totalidad de esos dineros. Para tal efecto, se fijó como plazo el 29 de julio. Si bien, casi todos han recibido su dinero, todavía quedan pobladores que esperan por su devolución.


Me parece que el delegado del Serviu, señor Fernando Soto, no ha actuado con la debida diligencia para velar por los intereses de los pobladores y fijar reglas claras para que el empresario actúe como debe ser 


Quiero recalcar que el empresario, en una actitud de venganza, ha estado atemorizando a los dirigentes por haberlo denunciado ante este diputado y la seremi de Vivienda, lo que es inaceptable. 


Es decir, hoy tenemos a un empresario, el señor Sergio Ibáñez, que amenaza y atemoriza a los pobladores de distinta forma, y a un delegado del Serviu, el señor Fernando Soto, que no protege en forma eficiente los intereses de los pobladores ni vela por la calidad de las viviendas. Esto no puede permitirse.


Por lo tanto, solicito que se oficie a la directora del Serviu de la Región del Maule, a fin de que tome conocimiento de estos hechos y adopte las medidas que procedan para que el delegado del Serviu actúe en forma eficaz, protegiendo y velando los intereses de los pobladores y del Estado, amén de investigar la actuación del empresario Sergio Ibáñez y de adoptar las medidas que el caso amerite.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

HOMENAJE AL BALLET FOLCLÓRICO DE VIÑA DEL MAR. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo González.


El señor GONZÁLEZ, don Rodrigo (de pie).- Señor Presidente, hace nueve años, en 1996, nació el Ballet Folclórico de Viña del Mar. Ese año, la municipalidad de la Ciudad Jardín, que a la sazón tenía el honor de dirigir, le otorgó su apoyo, acogiéndolo en su teatro municipal.


Este grupo nació con la finalidad de fomentar la cultura folclórica y la música nacional entre los jóvenes. Ya, en 1998, el novel ballet participó en la gala de inauguración del año legislativo en el teatro municipal de Viña del Mar, acompañando a la Cámara de Diputados en aquel día de celebración.


En 2000, 2001 y 2003 ganó el primer lugar en los concursos de danzas regionales que patrocina el gobierno regional de Valparaíso, en tanto que en 2002 nos honró, como chilenos y como Corporación, en la recepción que brindamos a un grupo de diputados de países asiáticos que nos visitaron con ocasión del encuentro del Apec realizado ese año en nuestro país.


En 2003, ante un público conformado por gente de casi todo el país, el ballet folclórico de Viña del Mar presentó su espectáculo en el Salón de Honor del Congreso Nacional.


Por su parte, el entonces Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle lo invitó a participar en un encuentro destinado festejar al presidente del Banco Interamericano de Desarrollo, señor Enrique Iglesias, y lo propio hizo el Presidente Ricardo Lagos en otra ocasión.


En 2005, este ballet folclórico presentó su espectáculo de danza en la Quinta Vergara, acompañando a la música de Los Jaivas y a la poesía de Pablo Neruda, que se fusionan en el álbum Alturas de Macchu Picchu.


Los méritos principales del Ballet Folclórico de Viña del Mar son su profesionalismo y su amor por el folclor y por la música nacional. Su actividad es íntegramente voluntaria y está motivada por el entusiasmo, el idealismo y el cariño por la música chilena de sus integrantes, quienes han hecho de su entrega al arte y a la cultura una verdadera vocación. Ésta es la causa de que presenten de manera tan brillante su cultivo del folclor, que ellos mismos investigan.


Este ballet, que nos ha dado tantas satisfacciones y que ha sido tan admirablemente dirigido por el señor Guillermo Ramos, merece con creces este homenaje, así como el reconocimiento de la comunidad de Viña del Mar, de toda la Quinta Región y el de todos los que aman a Chile y la cultura nacional.


He dicho.

PETICIÓN PARA DECLARAR ZONA DE CATÁSTROFE A SAN ANTONIO. Oficios.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Carlos Hidalgo.


El señor HIDALGO.- Señor Presidente, el Gobierno está de fiesta por la información entregada ayer que da cuenta de una baja en la cesantía a nivel nacional. Lamentablemente, el distrito Nº 15, especialmente la comuna de San Antonio, no puede compartir esa alegría, porque tal como informó la prensa, en esa ciudad la desocupación alcanza al 19,6 por ciento, es decir, la más alta registrada en la historia económica de la comuna.


En reiteradas oportunidades hemos pedido que el Gobierno entregue de una vez por todas las herramientas necesarias para paliar este flagelo. Hay quienes consideran que es demasiado, ya que hace dos meses se entregaron 1.020 cupos de los programas de generación de empleo para enfrentar la cesantía en la zona, pero eso no constituye ninguna panacea.


Considero que sería bueno y altamente conveniente que el Gobierno le cambiara el destino a los fondos de los programas de generación de empleo y con ellos desarrollara un programa de capacitación para el empleo. En San Antonio hay dos colegios disponibles para que en ellos se entregue capacitación a los cerca de 7 mil cesantes oficialmente reconocidos, aunque yo creo que son más y que la cesantía en esa ciudad afecta al 30 por ciento de su masa laboral. Con esos recursos se les podría pagar por capacitarlos, de manera que, además de un ingreso, se les entregaría dignidad y conocimiento.


Curiosamente, las cinco ciudades con más alta cesantía son puertos o zonas portuarias: San Antonio, Valparaíso, Coquimbo, Coronel y Talcahuano.


¿Cuál es el denominador común de esas ciudades? Que las empresas portuarias y la actividad de los puertos, por lo menos en el caso de San Antonio, generan 720 millones de dólares a las arcas fiscales. 


En consecuencia, tenemos a un puerto que le va estupendamente bien en su actividad portuaria y a una ciudad que le va pésimo en el aspecto social. Tiene una de las más altas cesantías del país, los negocios están quebrando, la gente está desesperada, así como los deudores habitacionales a quienes no se les condonó sus deudas, petición que fue formulada por este diputado en julio del año pasado. El 17 y 18 de agosto salieron los primeros 140 mil beneficiados a nivel nacional, que parece que fueron escogidos a los dados o al achunte, porque no hubo seriedad en el estudio que determinó a quienes se les condonaba la deuda. ¡Bendito sea Dios por los que la recibieron! Pero estimo que el caso específico de San Antonio debería tratarse en forma especial.


Aprovecho la oportunidad para referirme a los trabajadores marítimos portuarios. A raíz de las conclusiones a que llegó la Comisión Investigadora sobre la materia hace tres semanas y que se dará a conocer próximamente en la Sala, pido un poco más de flexibilidad para los pescadores artesanales, especialmente el reconocimiento del arte de la pesca con chinchorro, porque es una forma de paliar la cesantía. Además, por qué no decirlo, que se pueda pasar a las zonas contiguas de pesca, de manera tal que se disminuya en parte la falta de trabajo y de oportunidades que existe en San Antonio. 


Lo he pedido derechamente y digo exactamente lo mismo ante esta honorable Cámara: San Antonio tiene que ser declarada zona de catástrofe. Los subdere, la gobernación y la intendencia se quejan de que no tienen recursos, pero considero que se pueden obtener por esa vía. Suena catastrófico, impactante, efectista, pero es más efectivo que efectista, porque se tiene la oportunidad de echar mano a una herramienta tan importante como es el recurso financiero para entregar trabajo a San Antonio. ¿Cómo hacerlo? Anticipando los trabajos de los años 2006, 2007 y 2008 que tiene el gobierno regional, que deben representar unos 10 mil millones de pesos, y que el 90 por ciento de la mano de obra sea de San Antonio. 


Son ideas concretas; no son populistas, como algunos ignorantes pretenden decir.


No se saca nada con entregar recursos de la Corfo a los comerciantes, porque no van a tener a quien venderle. 


Para ser candidato o diputado hay que ser un poco más letrado y más aplicado. 


Por lo expuesto, pido oficiar a su excelencia el Presidente de la República, con copia al ministro del Interior, para que de una vez por todas se entregue al puerto de San Antonio lo que le corresponde, porque éste contribuye a las arcas fiscales con 720 millones de dólares todos los años. 


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

INFORMACIÓN SOBRE DURMIENTES IMPORTADOS. Oficios. 


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso Vargas. 


El señor VARGAS.- Señor Presidente, el sábado pasado la prensa informó en forma no muy destacada que se habían detectado durmientes de madera infestados con larvas vivas de insectos. Los durmientes fueron importados recientemente desde Paraguay, Argentina y Brasil por empresas contratistas que se dedican a rehabilitar las vías férreas. 


Lo anterior significa enorme peligro fitosanitario para el país. Llama la atención que, a pesar de que el SAG es un organismo tan eficiente y exigente, se haya logrado ingresar esa importación al país. 


Por lo anterior y para los efectos de aclarar esta situación, solicito oficiar el director del Servicio Agrícola y Ganadero para que responda e informe lo siguiente: 

1.
¿Por qué no se detectó en frontera la presencia de la infestación? 

2.
¿Por qué ha dispuesto sólo la fumigación de esos durmientes infestados y no su incineración, como resulta aconsejable?

3.
¿Qué personas o empresas realizaron las gestiones ante dicho Servicio para obtener los permisos de importación?


Asimismo, solicito oficiar a la Empresa de Ferrocarriles del Estado para que informe lo siguiente: 

a)
Nombre de la empresa contratista a cargo de rehabilitar la vía férrea en la localidad de Padre Hurtado, provincia de Melipilla, y

b)
Nombre de la empresa contratista a cargo de rehabilitar la vía férrea entre San José de la Mariquina y Puerto Montt.


Por último, pido oficiar al director nacional de Aduanas para que informe respecto de lo siguiente:

a)
Nómina de las empresas o personas que han realizado importaciones de madera para ser utilizadas como durmientes en faenas ferroviarias;

b)
Monto de las importaciones, y

c)
Identificación del exportador en el país de origen.



El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

ANTECEDENTES SOBRE PROCESO DE FIJACIÓN DE TARIFAS ELÉCTRICAS. Oficios.


El señor VARGAS.- Señor Presidente, la normativa vigente en materia de tarifas eléctricas pretende que éstas representen los costos reales de generación, transmisión y distribución de electricidad.


Los organismos que participan en la regulación del sector eléctrico son la Comisión Nacional de Energía, el Ministerio de Economía y Energía, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y los centros de despacho económico de carga.


La Comisión Nacional de Energía tiene la función de calcular los precios regulados, analizar técnicamente la estructura y nivel de los precios y tarifas de bienes y servicios energéticos e informar al Ministerio de Economía, único organismo con atribuciones para fijar dichos precios o tarifas.


En noviembre de 2001, una Comisión Especial Investigadora de la Cámara de Diputados sobre el proceso de tarifas eléctricas, arribó, entre otras, a las siguientes conclusiones:

1.
Que no se respetaron los estudios de los valores tarifarios;

2.
Que las autoridades responsables excedían las atribuciones que les otorgaba la ley;

3.
Se verificaban múltiples contravenciones a la ley referida a la contratación de empresas consultoras;

4.
La Comisión Nacional de Energía y el Ministerio de Economía no entregaron información completa y suficiente a la Contraloría General de la República respecto del proceso de fijación tarifaria para que se examinara su legalidad, y


5.
Que los hechos señalados tenían un único y gran perjudicado, el consumidor, el que a través del pago de sus cuentas, cada vez más altas, debía pagar precios abusivos muy por sobre el costo de generación, transmisión y distribución de la electricidad.


Han transcurrido cinco años desde el categórico informe de la Cámara de Diputados y todavía no se conoce una acción de la autoridad destinada a corregir lo señalado. Mientras tanto, los consumidores siguen pagando la cuenta de las equivocaciones y errores de quienes tienen el deber de velar por sus intereses. Tampoco se sabe de las conclusiones de la Contraloría General de la República acerca de los antecedentes que al respecto le hizo llegar la Cámara de Diputados.


La gente merece una explicación satisfactoria, y las autoridades de Gobierno deben hacer un esfuerzo por explicar las alzas sufridas por los servicios eléctricos.


Por lo anterior, solicito enviar los siguientes oficios:


A la Contraloría General de la República, para que informe a la Cámara:

a)
Sobre la legalidad del último proceso de fijación de tarifas eléctricas, y

b)
Qué acciones y comunicaciones dirigió a la Comisión Nacional de Energía y al Ministerio de Economía referidos a las conclusiones de la Comisión de Minería en su investigación sobre el proceso de la fijación de las tarifas eléctricas desarrollado durante 2000 y 2001.


A la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para que informe:

a)
Resultados de la fiscalización realizada al proceso de fijación de tarifas eléctricas, y

b)
Medidas correctivas adoptadas por esa Superintendencia.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

FRANQUICIAS Y AYUDA A LOS VECINOS DE LONQUIMAY. Oficios.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor José Antonio Galilea.


El señor GALILEA (don José Antonio).- Señor Presidente, dentro de poco concluirán los trabajos en el túnel Las Raíces, en La Araucanía. Con ello, dicho viaducto, que une la comuna de Lonquimay con el valle central de la región, quedará en condiciones de garantizar su uso expedito. Así, se concretará una sentida aspiración de los habitantes de esa comuna y de miles de usuarios del paso internacional de Pino Hachado, que se ha incrementado mucho en los últimos años.

No obstante este positivo panorama, existe preocupación entre los vecinos de Lonquimay, relacionada con el costo que deberán pagar para utilizar el mencionado túnel y acceder a la capital provincial y regional o, simplemente, para acudir a servicios públicos fuera de su comuna.


A esta preocupación se agrega el hecho de que el paso alternativo, la cuesta de Las Raíces, permanece cerrada varios meses del año por las condiciones del clima, constituyéndose el túnel en el paso obligado.


A lo anterior, y como argumento a lo que solicitaré con posterioridad, es necesario tener presente que ...


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Señor diputado, ha terminado el tiempo de su bancada.


El señor SALABERRY.- Señor Presidente, la UDI le cede al diputado señor José Antonio Galilea el tiempo que estime conveniente.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Muy bien, el exceso del tiempo utilizado por su señoría se imputará al tiempo de la bancada Unión Demócrata Independiente.



Puede continuar señor diputado.


El señor GALILEA (don José Antonio).- Agradezco la gentileza del diputado señor Salaberry.


Señor Presidente, decía, como argumento a lo que posteriormente solicitaré, que es necesario tener presente que Lonquimay es una comuna con alto índice de pobreza que, como en este momento, se ve muy afectada por los largos y crudos inviernos y donde la mayoría de sus habitantes se desplazan en buses para llegar a otros lugares de la región.


Sus habitantes son de los pocos chilenos que deben pagar peaje para salir y entrar a su comuna, a lo cual se agrega el costo de los cerca de 170 kilómetros que los separa de Temuco, sea que accedan por Lautaro o por Victoria.


Por lo anterior, pido que se oficie, en mi nombre, al ministro de Obras Públicas, con copia al intendente regional, a la gobernadora provincial y al alcalde de Lonquimay, con el objeto de solicitarle que, una vez que el túnel Las Raíces esté en plena operación, se libere del pago de peaje a los conductores de vehículos particulares que obtengan su permiso de circulación en esa comuna, como también a los buses que, conforme a las autorizaciones del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, realizan recorridos hacia y desde Lonquimay.


Lo planteado no constituirá para el fisco mayor sacrificio, ya que el uso del túnel se ha incrementado en más de un mil por ciento en los últimos años, en especial por vehículos de carga y turísticos, con lo cual la recaudación se verá impactada en similar proporción.


Señor Presidente, hoy, la comuna de Lonquimay está sufriendo las consecuencias de un muy duro invierno que ha dejado aisladas a muchas personas, provocado la muerte del ganado de pequeños crianceros por falta de forraje y dejado en una delicada situación social a muchos de sus habitantes.


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Agricultura, con el objeto de que con la mayor urgencia posible concurra con ayuda en forraje para los pequeños ganaderos de la comuna y, al ministro del Interior, para que disponga la ayuda para las familias más pobres de la comuna.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

ANTECEDENTES SOBRE SUSPENSIÓN DE SERVICIO DE FERROCARRILES. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- En el tiempo correspondiente al Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señor Presidente, siempre he sentido especial afecto por Ferrocarriles del Estado, debido a la importancia que ha tenido en el crecimiento y desarrollo del país, en especial en la zona centro sur.


En mis tiempos de infancia, el ferrocarril constituía el medio de transporte de todos los chilenos, y en él me trasladaba a Osorno, tierra de mis abuelos maternos, o viajaba a la capital, y en nuestra ciudad esperábamos las encomiendas o a nuestros parientes o amigos. 


Durante el gobierno militar se desconoció la importancia que tenía para nosotros la Empresa de Ferrocarriles del Estado; pero en 1990 se inició su recuperación, lo cual nos alegró mucho. Fue así como nació la bancada ferroviaria, la cual es liderada por nuestro colega el diputado señor José Pérez, con quienes hemos conseguido los recursos suficientes que permiten a la empresa, con nuestro apoyo, realizar una gran gestión, mejorando los carros y las líneas.


Soy usuario permanente de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, en especial en el tramo entre Santiago y Chillán. Pero cuando el sábado recién pasado intenté comprar mi pasaje para viajar el 28. Lo tengo en mi poder, y, a raíz de la situación del puente del río Maipo, dice: “Traslado en bus a Santiago”. Sin embargo, tenía confianza de que Ferrocarriles haría sus mayores esfuerzos con el objeto de que llegara sin mayores dificultades a Santiago.


El domingo llegué a tomar el tren que viajaba a Rancagua a las 17.30. Me llamó la atención que no partiera a esa hora. A los diez minutos, es decir a las 17.40, le pregunté a la auxiliar por qué el tren no iniciaba su viaje. Me dijo que lo haría a las 17.45. Sin embargo, tampoco lo hizo a esa hora. Entonces, fui a hablar con el jefe de estación, pero grande fue mi sorpresa, porque me enteré de que el jefe de estación había recibido instrucciones de Santiago para que el tren iniciara su recorrido a las 18.00. 


¿Cuál era el motivo? Que una delegación de “El Mercurio” debía llegar a la estación a las 17.30 y aún no lo hacía. Por ese motivo, el tren no partió en el horario que correspondía, sino hasta las 18.00.


Me acompañaba en ese momento el ex diputado señor Claudio Huepe, quien fue testigo de los hechos. 


Y lo que es más grave, había una gran cantidad de jóvenes universitarios muy preocupados por la partida del tren, ya que esperaban llegar a Santiago a tiempo para tomar el metro. Incluso, se le dijo al jefe de estación que la delegación no iba a llegar y que podíamos partir, pero él cumplió las instrucciones que le dieron desde Santiago.


Me parece recordar la década de los años cuarenta y la historia del tren de trocha corta entre Monte Águila y Polcura, en el cual la orden de partida la daban los propietarios de Rucamanqui.


Por la falta de respeto hacia un centenar de pasajeros y privilegiar a algunos empresarios, solicito que se oficie al presidente de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, con el objeto de que nos señale quién fue el responsable de esa negligencia.


Solicito también que se tomen las medidas necesarias para que nunca más se falte el respeto a los usuarios de la Empresa de Ferrocarriles del Estado. Como testimonio, le adjunto fotocopia de mi pasaje.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Jorge Burgos, Pablo Prieto, Pedro Araya y de quien habla. 

PATROCINIO DE PROYECTO DE LEY SOBRE ETIQUETADO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, reitero la solicitud de patrocinio de un proyecto de ley que establece un etiquetado obligatorio para las bebidas alcohólicas.


Cuando nuestro país exporta bebidas alcohólicas a Brasil, Estados Unidos o Europa, cumple con las normas de etiquetar, del mismo modo que lo hace con los cigarrillos.


No me voy a extender sobre los cuantiosos daños ocasionados por el alcoholismo en los accidentes automovilísticos y laborales, los que le cuestan al país centenares de millones de dólares y que provocan graves consecuencias sociales.


El proyecto de ley sobre esta materia, que tiene ya tres años y espera el patrocinio del Ejecutivo, establece que cada bebida alcohólica producida en Chile deberá contener un aviso indicando que su uso abusivo es dañino para la salud, como lo han reconocido los especialistas en la materia. 


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Salud a fin de reiterar el patrocinio del proyecto de ley que contribuya a desincentivar el consumo excesivo de alcohol, como se ha hecho respecto del cigarrillo.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE VERTEDERO SANTIAGO PONIENTE DE COMUNA DE MAIPÚ. Oficios.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en segundo lugar, solicito que se oficie al ministro de Salud, al director del Servicio de Salud Metropolitano y al director de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, con el objeto de que evalúen el vertedero Santiago Poniente, de la comuna de Maipú. 


Las últimas lluvias que inundaron gran parte de Santiago han afectado directamente las piscinas de decantación de percolados de ese vertedero. 


Parece ser una burla que, a la fecha, ese vertedero no tenga una planta de tratamiento de líquidos percolados, pese a ser un requisito indispensable por la Conama para autorizar el funcionamiento de los rellenos sanitarios. Nadie se explica por qué en este relleno sanitario no funciona la planta de tratamiento de líquidos, ni ha dado cumplimiento a la construcción de caminos de acceso, provocando con ello sucesivas muertes debidas al diario tránsito de centenares de camiones por el centro de Maipú.


Por lo tanto, solicito que se envíe copia de todas las fiscalizaciones y multas aplicadas por este concepto, cuáles han sido pagadas y que se informe por qué continúa en funciones un relleno sanitario que no cumple ninguna de las exigencias requeridas para su funcionamiento, con el descaro de que en la última visita que hicimos al lugar con la Comisión de Medio Ambiente no sólo se nos señaló que no se cumplía con los requerimientos, sino que no los iban a cumplir, porque no era necesario. Es decir, los gerentes y los administradores del relleno toman la ley en sus manos y le dicen a la Comisión de Medio Ambiente de la Cámara de Diputados que no van a cumplir los requisitos exigidos, porque no es necesario, violando de manera flagrante todas las exigencias del estudio de impacto ambiental. Esto ha rebasado todos los límites.


En consecuencia, quiero que se me informe si el Servicio de Salud ha fiscalizado el contenido y los metros cúbicos que están en la piscina de decantación; el detalle de las multas aplicadas y qué medidas van a tomar al respecto nuestras autoridades sanitarias. ¿Vamos a aceptar la conducta de los que se han comprometido a realizar inversiones por las cuales los habitantes de Maipú están pagando y que no han cumplido? 


En este caso, se trata de acciones legales que debe emprender el Sernac, porque la gente está pagando el depósito, el traslado y la disposición final de la basura, y los administradores del relleno sanitario no están cumpliendo con el compromiso adquirido, porque están dando un servicio de calidad diferente del que está pagando la población. Es como si a alguien que paga un pasaje en primera clase lo hacen viajar en tercera. Esto ha llegado a límites inaceptables.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado que habla.

ANTECEDENTES SOBRE FORMACIÓN DE OFTALMÓLOGOS. Oficio.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero que se oficie al ministro de Salud, para que me informe respecto del número de oftalmólogos formados anualmente en Chile en los últimos diez años y cuáles son las restricciones que impiden que se entreguen más becas de especialización, en circunstancias de que hay un déficit claro.


La Sociedad de Oftalmología ha puesto trabas de manera reiterada para la formación de nuevos especialistas. ¿Cuál es la razón de que el Ministerio de Salud acepte que la Sociedad de Oftalmología haya restringido la formación a través de becas y, en especial, el propio Ministerio?


Hay centenares de médicos especialistas cubanos de primera línea dispuestos a venir a trabajar a Chile.


Me he reunido con Coalivi y otras instituciones que agrupan a no videntes, a discapacitados visuales. Todo hace pensar que éste es un gran negocio que no tiene ninguna explicación profesional, ética ni política. No puede ser que en Chile no tengamos más oftalmólogos formados por chilenos, dados los impedimentos y barreras de entrada para dicha formación.


Espero que el ministro explique claramente los motivos para tal conducta, y que nos haga llegar las cifras que he solicitado.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado que habla.

ALCANCES SOBRE REFORMA PROCESAL PENAL. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Pablo Prieto.


El señor PRIETO.- Señor Presidente, en octubre de 2001, cuando me presenté como candidato a diputado por Talca, se dio inicio a la reforma procesal penal, encabezada por el ex ministro de Justicia de la época, señor José Antonio Gómez.


Como estábamos en época de elecciones, se armó una parafernalia espectacular en plena Plaza de Armas, señalando que la reforma sería transparente, ágil, etcétera; que daría el máximo de celeridad a todas las causas.


Anoche se transmitió en Chilevisión un reportaje relativo a la materia. No me sorprendió haber leído en la crónica del diario El Centro, de Talca, el siguiente titular: “Programa de TV barrió con ministerio público talquino”. Es decir, para nadie es un misterio lo ocurrido con esta famosa reforma de la que, lamentablemente, muchos, desde el propio ministro de Justicia, se vanaglorian -perdónenme la expresión-, señalando que es algo realmente espectacular.


En ese sentido, culpo directamente al Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena. Perdónenme mis expresiones, pero en mi región estamos acostumbrados a contar con figuras decorativas que no defienden absolutamente nada y ocurre que el señor Piedrabuena es una figura decorativa a nivel nacional.


El 29 de junio del año pasado le envié una carta al fiscal nacional para que tomara una serie de medidas y una posición clara frente a todas las causas que estaban pendientes por mucho tiempo, dilatándose en la Séptima Región, sobre asuntos relevantes para la comunidad. 


Las acciones dilatorias de la fiscalía de la Séptima Región daban una pésima señal a los habitantes, ya que existían delitos sobre los cuales no había asumido una posición más clara y activa, en virtud de sus atribuciones, frente a los delitos funcionarios, especialmente cuando se ven involucrados personeros que trabajan en organismos del Estado. Estamos hablando de fraude al fisco, malversación de caudales públicos, negociaciones incompatibles, simulación de contratos, estafas, etcétera.


Denuncié alrededor de nueve casos, entre alcaldes, concejales y ex intendentes involucrados. Incluso a una alcaldesa que tiene prohibida la salida del país, el juez le dio permiso para que se fuera de vacaciones a Cuba, porque ella señaló que iba a una pasantía a Nueva York; es decir, en nuestra región existe gente de primera y de segunda categoría.


El programa de Chilevisión no me sorprendió en absoluto, pero lamento que apareciera el concejal señor Carlos Zúñiga, defendiendo la propiedad de unos terrenos, porque no es la persona más idónea, sino un pinganilla -perdónenme la expresión- protegido por gente de la Concertación, a quien le limpiaron los papeles para que pudiera postularse como concejal, porque hace doce años mató a un niño de 16 años. Hoy se encuentra denunciado por el alcalde de San Rafael, de la Democracia Cristiana, por fraude al fisco, por adulterar boletas. 


El 3 de enero de este año, debido a la lentitud en la tramitación de las causas, pedí que se nombrara un fiscal con dedicación exclusiva a investigar delitos funcionarios.


El 21 de julio, el fiscal nacional me contestó lo siguiente: “Al respecto puedo informar a usted que la fiscalía regional de la Séptima Región ha tenido, desde que entró en régimen, un ingreso de investigaciones superiores al estimado para determinar el número de fiscales, y su fiscal regional ha hecho un importante esfuerzo para que todos tengan la debida atención.


“Su reclamo fue puesto en conocimiento del fiscal regional, quien informó a este fiscal sobre el estado de avance de los casos que menciona. Asimismo, se nos ha informado el hecho de haberse designado nuevamente un fiscal con dedicación exclusiva.”


No me sorprende el engaño, una vez más, del fiscal nacional y de las autoridades respectivas.


En el diario “El Centro”, del martes 11 de enero, ocho días después de efectuar la denuncia y de solicitar un fiscal con dedicación exclusiva, dice: “Designan fiscal exclusivo para delitos de funcionarios públicos.”


Con posterioridad, el fiscal nacional me dice que “nuevamente” van a solicitar un fiscal con dedicación exclusiva, o sea, jamás existió tal fiscal.


En el reportaje de Chilevisión se mostró que hay una “destrucción” total de la reforma procesal penal, frente a lo cual el fiscal nacional se ha lavado las manos. El ex ministro Gómez dice que no cumple con la ley y la fiscal de Temuco lo acusa directamente de faltar a la verdad. Sin embargo, él sigue lavándose las manos.


Estoy aburrido de que en Chile exista gente de primera y de segunda categoría y que nada se haga al respecto. Señor Presidente, por su intermedio, pido al fiscal nacional que se ponga los pantalones y que no interprete mis palabras como una amenaza cuando digo que el día de mañana usaré herramientas legales que no quisiera utilizar. A lo mejor, podría pedir que se constituya una comisión especial para investigar las denuncias aparecidas en televisión; pero, en verdad, las comisiones investigadoras, como la encargada de analizar los procedimientos utilizados en Chiledeportes, más bien son defensas corporativas de las personas que no actúan bien.


Lo lamentable del fiscal nacional es que la ley le otorga herramientas para actuar, pero no las ocupa. En este país de los pitutos, los personeros públicos involucrados en irregularidades, los ex intendentes, se pasean por las oficinas de la gente de la Contraloría e, incluso, van donde el fiscal nacional y le piden que trate de aquietar las aguas. Entonces, él dice que “se nombró un fiscal con dedicación exclusiva” y, más adelante, vuelve a manifestar: “Hoy, nuevamente vamos a nombrar un fiscal con dedicación exclusiva”.


Sería bueno que en el país la presunción de inocencia se aplicara a todos y no sólo a unos. Se da agilidad a la justicia sólo cuando se trata de delitos menores, cuando se presume que una persona, que no tiene recursos, ha robado en la cordillera. Ahí se la encarcela, pierde su trabajo y todo. Sin embargo, cuando está debidamente comprobado, a raíz de una investigación seria efectuada por la Bridec, que hay recursos del Estado que no han llegado a nuestra región, este parlamentario ha debido querellarse para que se actúe. Se dice que el sistema de justicia es transparente, limpio y que actúa con gran celeridad; pero, debido a que tenemos un fiscal nacional decorativo, que no tiene los pantalones suficientes para ejercer lo que la ley le manda, tuve que querellarme por el uso que se dio a los recursos del programa Proempleo. Cerca de 2.500 millones de pesos que estaban destinados a los más necesitados tuvieron un uso diferente, al igual que los 1.852 millones de pesos para caminos secundarios, porque pertenecemos a una zona netamente rural. Al intendente le dio exactamente lo mismo, pues está protegido por el fiscal nacional.


Quiero que en mi país haya personas de una sola categoría y que la equidad y la igualdad de que habla el Presidente Ricardo Lagos exista para todos. No protejamos a los que actúan mal.


Por lo expuesto, pido que se oficie al ministro de Justicia y que se envíe copia íntegra de mi intervención al fiscal nacional, a fin de que, de una vez por todas, adopte las medidas necesarias para solucionar la vergonzosa situación denunciada ayer por televisión. Me parece una vergüenza -lo he visto desde que asumí como parlamentario- que existan redes de protección.


Como no soy muy paciente, voy a esperar la respuesta no más allá de dos meses. Si no veo un cambio por parte del fiscal nacional, voy a utilizar las herramientas necesarias para que en este sistema de justicia, que se dice que es transparente y que opera con gran celeridad, exista un cambio, a fin de que la gente sea considerada por igual, como el de arriba nos ve a todos.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención.

INSTALACIÓN Y REVISIÓN DE GRIFOS EN CALLES BLAS CAÑAS Y CARMEN DE SANTIAGO. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil, quien hará uso del tiempo que resta al Comité de la Unión Demócrata Independiente.


El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, la noche de ayer, por tercera vez en lo que va corrido de este año, se produjo un incendio de proporciones en las construcciones que rodean al pasaje María, ubicado en la calle Blas Cañas Nº 445, en pleno centro histórico de nuestra capital. Este pasaje, que es muy bonito y tradicional, está ubicado en terrenos que pertenecían al antiguo convento del Carmen y tiene casas de importancia arquitectónica patrimonial que, por desgracia, ayer sufrieron daños cuando se controló el incendio.


Los vecinos del pasaje María han solicitado reiteradamente la instalación de un grifo, lo que se ha prometido por las autoridades y hasta ahora no se ha cumplido. Además, los grifos de la calle Carmen no funcionan, pues no suministran la debida cantidad de agua, lo cual constituye un riesgo importante para este barrio de construcciones antiguas y tradicionales.


Por ello, solicito oficiar a la intendenta de la Región Metropolitana para que nos informe con precisión qué ha pasado con este requerimiento de los vecinos; por qué no hay grifo en la calle Blas Cañas, y por qué los grifos de la calle Carmen están funcionando mal. También le solicito que fiscalice que el servicio se preste en forma adecuada, a fin de prevenir futuras desgracias.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE SUPUESTAS PRESIONES A FISCAL DE OVALLE. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, reconociendo la disposición explícita y expresa del artículo 73 de la Constitución Política de la República, en cuanto a que los miembros de esta Corporación no pueden avocarse causas pendientes, y también la autonomía plena del Ministerio Público, dos cuestiones que parece desconocer el diputado Pablo Prieto, quiero pedir el envío de un oficio.


En el diario “La Tercera” del sábado recién pasado apareció publicado lo siguiente: “Condenan a dos años de pena remitida a agrónomo que asesinó a campesino.” Se individualiza a la persona que habría disparado contra otra, argumentando que la víctima intentó robar naranjas de su predio, y que luego habría botado el cuerpo en el camino hacia la Serena. Hasta ahí es una información respecto del cierre de un proceso en un tribunal oral penal, cuestión que no ofrecería mayores comentarios, atendido el artículo que señalé al comienzo. Sin embargo, al final de la información se señala lo siguiente: “Supuestas presiones. Durante los alegatos para revisar la libertad de Díaz ante la Corte de Apelaciones de La Serena en noviembre de 2004, el fiscal jefe de Ovalle, Luis Pérez Letelier, denunció que esa unidad habría recibido presiones para favorecer la situación judicial del ingeniero agrónomo. Pérez dijo que “una serie de personas me han llamado preguntando por el caso, parlamentarios, altas autoridades y presidentes de partidos políticos.”.”


Me parece de tal gravedad esta información, que solicito se oficie al fiscal nacional para que ratifique o rectifique esta información periodística. En el evento de que la ratifique, que envíe a esta Corporación los nombres de las personas que habrían presionado a la fiscalía -no hay presión posible a la fiscalía ni a los tribunales, pues en Chile eso tiene otro nombre- para obtener un fallo favorable para una determinada persona. Es decir, que individualice a las altas autoridades y a los parlamentarios que hubieran hecho esta presión.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados Pedro Araya, Sergio Ojeda y Patricio Cornejo.

MEDIDAS PARA PALIAR ALZA DE COMBUSTIBLES. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Pedro Araya.


El señor ARAYA.- Señor Presidente, en la Segunda Región existe mucha preocupación, especialmente en las comunas que represento, esto es, Antofagasta, Tal-Tal, Mejillones, Baquedano y Sierra Gorda, por el alto precio que han alcanzado los combustibles. Para nadie es misterio que el barril de petróleo cuesta casi 70 dólares, lo cual ha causado gran impacto en la economía familiar de la región.


Por lo tanto, pido oficiar al Presidente de la República, a fin de que estudie la manera de paliar el alto precio que están teniendo los diversos combustibles, ya sea mediante la nueva puesta en operación del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo, o bien, derechamente, revisando la estructura tributaria que paga el país por concepto de combustible, de tal manera que las alzas sostenidas que se han producido en el último tiempo no afecten directamente a los sectores más modestos y a la clase media que hoy posee un vehículo por necesidad o como herramienta de trabajo.


Además, pido que precise cuál fue el sentido y alcance del compromiso contraído ante el Congreso Pleno el 21 de mayo, pues señaló que el precio del petróleo diesel iba a tener un tope de 55 dólares el barril, lo cual, según dijo, se traduciría en un precio límite máximo de 430 pesos para el litro de petróleo diesel. Lo curioso es que ello sólo se estaría respetando en la Región Metropolitana, porque en la comuna de Antofagasta, el litro de ese combustible esta semana bordeó los 460 pesos, con lo cual la promesa presidencial no se está cumpliendo.


La semana pasada, que fue distrital, me reuní con representantes de los gremios del transporte y de la locomoción colectiva, quienes me manifestaron que ven con mucha preocupación que el valor del diesel siga aumentando y no se cumpla a cabalidad la promesa hecha por el primer mandatario.


Por lo tanto, reitero mi petición para que el Presidente de la República arbitre las medidas necesarias, a fin de que el precio prometido para el petróleo diesel, de 55 dólares el barril, sea un valor nacional estándar, de modo que las regiones extremas no sufran la discriminación del mayor precio que hoy las afecta.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados Sergio Ojeda y Patricio Cornejo.

NUEVO PLAZO PARA ACOGERSE A SANEAMIENTO DE DOMINIO EN COMUNA DE SAN JUAN DE LA COSTA. Oficio.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Sergio Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, mediante las leyes Nº 19.776, de 21 de diciembre de 2001, y Nº 18.858, de 11 de febrero de 2003, se otorgó el derecho a optar a título gratuito de dominio a las personas naturales chilenas que se encontraran ubicadas en la comuna de San Juan de la Costa, provincia de Osorno.


A este beneficio accedió una gran cantidad de ocupantes en los balnearios de Pucatrihue, Bahía Mansa y Maicolpué, como también en la comuna de San Juan de la Costa, lo que favoreció a familias que ocupaban sitios o terrenos desde hace más de 40 ó 50 años.


El límite para acceder a este derecho era el avalúo fiscal del inmueble de actual dominio del solicitante o de su cónyuge, o de la parte o cuota de derechos que recaigan sobre éste no superior a 700 UF.


Como el plazo está vencido y al beneficio se acogió una gran cantidad de personas, pido que se oficie a la ministra de Bienes Nacionales, a fin de que nos informe respecto de: número de personas favorecidas, cantidad de casos pendientes y sus motivos, si en la zona existen más casos no postulados dentro del plazo y que requieran de título de dominio u otro beneficio.


Además, solicito que se estudie la factibilidad de un nuevo plazo para las familias que, por desconocimiento u otros motivos, no fueron favorecidas por esos dos cuerpos legales. 


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor Araya y de quien habla. 

ESTUDIO DE FACTIBILIDAD PARA OBRAS VIALES EN DÉCIMA REGIÓN. Oficio.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, solicito oficiar al ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, con el objeto de que disponga la realización de un estudio de ingeniería para analizar la factibilidad de pavimentar asfálticamente la ruta U-170, que une El Roble, Quilmahue y Quilacahuín, por doce kilómetros. 


Dicha vía conduce a sectores productivos, a comunidades indígenas, a la explotación forestal del sector. Pero también hay agricultura, ganadería, transporte y locomoción. 


La pavimentación asfáltica de ese camino sería de gran impacto, pues favorecería enormemente a la comuna, a campesinos y chacareros, sobre todo cuando en este momento se está pavimentando el camino Osorno-Trumao, que cruza el camino Quilmahue-Trumao. De ese modo, habría trece 



kilómetros pavimentados desde la ruta Osorno-Trumao, y doce kilómetros más, desde el camino Quilmahue-Trumao.


He dicho.


El señor CORNEJO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado señor Araya y de quien habla. 


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.50 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

X. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que modifica el DFL Nº 2, de 1998 sobre subvenciones a establecimientos educacionales y otros cuerpos legales. (boletín Nº 3953-04)
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en proponer un proyecto de ley que tiene por objeto modificar ciertos aspectos del texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, DFL. Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación.

I. ANTECEDENTES.


Constitucionalmente es deber del Estado resguardar y promover la integración armónica de todos los sectores de la nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional; y corresponde al Estado otorgar especial protección al ejercicio del derecho a la educación a todos los ciudadanos del país. Es así como el Estado debe resguardar que, entre otras, las personas con discapacidad accedan a la educación y progresen en sus aprendizajes en el marco del sistema escolar.


Los derechos de las personas con discapacidad han sido objeto de gran atención en las Naciones Unidas y en otras organizaciones internacionales. En el año 1994, se elaboraron las Normas Uniformes sobre igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad que el Estado de Chile adoptó.


La finalidad de estas Normas es garantizar que niñas y niños, mujeres y hombres, con discapacidad, en su calidad de miembros de sus respectivas sociedades, puedan tener los mismos derechos y obligaciones que los demás. El logro de igualdad de oportunidades para estas personas constituye una contribución fundamental al esfuerzo general y mundial de movilización de los recursos humanos.


En Chile, la Ley Nº 19.284, de 1994, de Integración Social de las personas con discapacidad, establece la forma y condiciones que permiten obtener la plena integración de las personas con discapacidad en la sociedad y velar por el pleno ejercicio de los derechos que la Constitución y las leyes reconocen a todas las personas. En cumplimiento de dicha Ley, el Ministerio de Educación debe arbitrar las medidas que sean necesarias para cautelar los derechos de las personas con discapacidad a una educación de calidad en todos los niveles que abarca el sistema educacional.


En este sentido, la Ley de Subvenciones denomina la subvención correspondiente a este grupo de educandos como “subvención de educación básica especial diferenciada”, concepto que restringe y genera confusión con respecto a la población beneficiada, limitándola al nivel de educación básica y a la escuela especial.


De ahí que se proponga cambiar el nombre a Subvención de Educación Especial, que es más genérico, e incluye a los niveles de enseñanza parvularia, básica, media y de adultos del sistema escolar.


Por otra parte, los niños, niñas y jóvenes con discapacidad, enfrentados a las exigencias del currículo escolar, pueden presentar diversas necesidades educativas especiales. Un alumno o alumna presenta necesidades educativas especiales (NEE) cuando precisa ayudas y recursos adicionales, ya sea humanos, materiales o pedagógicos para optimizar su proceso de desarrollo y aprendizaje y lograr los fines de la educación. Estas necesidades educativas especiales pueden ser transitorias o permanentes.


Las necesidades educativas especiales transitorias son aquellas que presentan los alumnos o alumnas en algún momento de su vida escolar y se superan con apoyos especializados y en un tiempo definido, como son, por ejemplo, los Trastornos Específicos del Lenguaje. En cambio, las necesidades educativas especiales permanentes, son aquellas que se derivan de una discapacidad y requieren recursos y apoyos extraordinarios durante toda su vida escolar.


Lo anterior exige que, para cautelar la calidad de la respuesta educativa que se imparte a la población escolar con necesidades educativas especiales, el Estado establezca diferentes montos de subvención, de acuerdo a las necesidades de ayudas técnicas, de recursos humanos especializados, de materiales didácticos y de infraestructura que esta población escolar requiere para su aprendizaje.


Los niños, niñas y jóvenes que presentan características del espectro autista, multidéficit o discapacidad severa, discapacidad visual, auditiva y disfasia severa, por la condición de complejidad de la discapacidad, requieren de un aumento del incremento de la subvención de educación especial diferencial, con el propósito que las escuelas especiales ofrezcan una respuesta educativa adecuada a este sector de la población escolar. Esta situación de complejidad de la discapacidad debe ser debidamente acreditada con informes de profesionales competentes.


La población escolar con las características antes señaladas requiere de ayudas y condiciones extraordinarias para que pueda acceder, desarrollarse y progresar en el sistema educativo. Esto implica que sean atendidos en cursos que no excedan de 8 alumnos, con profesionales docentes y no docentes altamente especializados y que cuenten con ayudas técnicas, materiales didácticos y medios tecnológicos de comunicación generalmente de alta sofisticación.


Por esta razón, en el año 1998, se incluyó en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, el artículo 9º bis, que aprueba un incremento de la subvención de educación básica especial diferenciada para esta población escolar.


Este incremento, sin embargo, ha resultado insuficiente para impartir una educación de calidad que responda a las necesidades educativas especiales de estos alumnos. Lo anterior amerita aumentar el incremento de la subvención de educación especial establecido en el artículo 9º bis del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998 de Educación.


Para mayor claridad con respecto a cuáles serán las características de la discapacidad de la población escolar beneficiada con el aumento del incremento, a continuación se definen algunos de ellos o los de mayor incidencia.


En primer lugar, las personas autistas son aquellas que presentan un trastorno profundo en el desarrollo desde los primeros años, que afecta sus distintas capacidades. No está considerada como una enfermedad, sino más bien un desorden del desarrollo de las funciones del cerebro, lo que se traduce en una interacción social limitada, con problemas con la comunicación oral y escrita, con la imaginación y actividades e intereses limitados o poco usuales. En la mayoría de los casos afecta las capacidades intelectuales, por lo que se requiere para su desarrollo y aprendizaje un apoyo permanente.


En segundo lugar, el multidéficit o discapacidad severa, por su parte, se entiende como aquella persona que presenta al menos dos discapacidades, visual y auditiva, o aquella con discapacidad intelectual y alguna discapacidad sensorial, o con parálisis cerebral, o discapacidad intelectual severa con problemas de la comunicación.


La discapacidad visual es aquel déficit que presentan los alumnos o alumnas que, por alteración de su senso-percepción visual en diversos grados y por distintas etiologías, tienen limitaciones cuantitativas y cualitativas en la recepción, integración y manejo de la información visual fundamental para su desarrollo integral y su adaptación al medio ambiente, por lo que requiere de equipos, materiales, procedimientos y técnicas adicionales especializadas para el desarrollo de su potencial. Este déficit se presenta en aquellos educandos que poseen remanente visual de 0.33 o menos, en su medición central, de acuerdo al Decreto Supremo de Educación Nº 1, de 1998.


La discapacidad auditiva se define como aquel déficit que presentan los alumnos por alteración de la senso-percepción auditiva en diversos grados, que se caracteriza porque los alumnos y alumnas muestran limitaciones cuantitativas y cualitativas de la recepción, integración y manejo de la información auditiva, fundamental para el desarrollo y la adaptación. Se consideran en esta categoría aquellas personas que tengan una pérdida auditiva igual o superior a 40 decibeles, de acuerdo al Decreto Supremo de Educación Nº 1, de 1998.


Finalmente, la disfasia severa se entiende como una alteración de la comprensión y expresión básica, que compromete la conexión con el medio ambiente, sin que afecte la alteración del contacto afectivo, en conformidad al Decreto Supremo de Educación Nº 1, de 1998.

II. OBJETIVOS DEL PROYECTO.


Por los antecedentes descritos en los párrafos anteriores, el propósito fundamental del presente proyecto es la equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad, de modo que puedan acceder y progresar en su desarrollo y aprendizaje.


Para ello se propone, primero, una modificación que permita reemplazar la denominación de “subvención de educación básica especial diferenciada” por la de Subvención de Educación Especial y de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, conceptos que definen claramente que se beneficia a la población con necesidades educativas especiales en todos los niveles educativos, incluyendo a la educación media y prebásica, como asimismo guardan mayor relación con la permanencia o no del déficit que se subvenciona.


Enseguida, se propone un aumento del incremento de la subvención de educación especial, en consideración a lo permanente de las necesidades educativas especiales y a la condición de gravedad de la discapacidad que esta población presenta. Dicho aumento del incremento de la subvención de educación especial sólo puede lograrse con la modificación de la Ley de Subvenciones, de manera que está incluya en forma permanente este incremento.


Dicha modificación permite mejorar la respuesta educativa que se imparte a los niños y niñas y jóvenes que presentan características del espectro autista, multidéficit o discapacidad grave, discapacidad visual, auditiva y disfasia severa en las escuelas especiales.


Por otra parte, se proponen modificaciones formales a la misma ley de subvenciones con el objeto de corregir y actualizar citas que en ésta se realizan a otros textos legales.


Finalmente, se ha estimado necesario introducir una modificación al Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño de los Establecimientos Educacionales Subvencionados creado por la Ley Nº 19.410, de modo de corregir las distorsiones e inequidades que se producen al aplicar el sistema a las escuelas especiales, que por las especiales condiciones de la población escolar que atienden y el tipo de educación que imparten, no son susceptibles de ser medidas por los modelos tradicionales de evaluación del rendimiento académico. De modo que, en la práctica, carecen de indicadores que permitan evaluar dos de los principales factores que consulta el sistema, como son los de Efectividad y Superación, resultando los docentes de dichos establecimientos perjudicados en la determinación de su nivel de desempeño y, por ende, en su posibilidad de acceder a la subvención por desempeño de excelencia.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


Para el logro de los objetivos propuestos, el proyecto introduce enmiendas en dos cuerpos legales.

1.
Modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.

a.
Normas modificatorias a las subvenciones ya existentes para la Educación Especial.


El proyecto propone, en primer lugar, reemplazar la denominación de la subvención para la educación especial, permitiendo así resguardar que estos alumnos reciban los apoyos y recursos especializados en los distintos niveles del sistema educativo, es decir en los niveles de educación parvularia, básica, media y de adultos y conforme a la permanencia del déficit.


Así, el proyecto establece disposiciones que modifican los apartados referentes a la educación básica especial diferencial, otorgando a ésta una nueva denominación, más acorde con los niveles educativos que contempla el sistema educacional.


Del mismo modo, el proyecto incluye normas que modifican las referencias a la subvención de educación básica especial diferenciada por las denominaciones de “subvención de educación especial” y de “ subvención especial de necesidades educativas especiales de carácter transitorio”, nombres que parecen más acordes con la permanencia del déficit, en cada caso.


Para lo anterior, se modifican los artículos 9º, 14, 36, 37, 41 y quinto transitorio.


Por otra parte, el proyecto contempla un aumento del incremento de la subvención establecida para los alumnos indicados en el artículo 9º bis, con el objeto de permitir una respuesta a los mayores requerimientos que se precisan para dar real satisfacción a las necesidades educativas especiales de la población escolar que padece discapacidades que requieren ser atendidas en grupos de no más de ocho alumnos.

b.
Modificaciones a otras normas de subvenciones.


En este sentido, el proyecto contempla una norma que modifica el artículo 6º del DFL. Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que alude al reconocimiento oficial, con el objeto de corregir la omisión de la cita del artículo 21 bis de la Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, referido al reconocimiento oficial de los establecimientos de educación parvularia.

2.
Modificaciones a la Ley Nº 19.410, que entre otros aspectos, reguló el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño de Establecimientos Educacionales Subvencionados (Sned).


El proyecto introduce una modificación al artículo 16 de la ley indicada, en el sentido de reemplazar, para el caso de la evaluación de desempeño de las escuelas especiales que, por las especiales condiciones de la población escolar que atienden y el tipo de educación que imparten, no cuenten con información sobre niveles de logro provenientes de la aplicación del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (Simce), los factores de Efectividad y Superación que el sistema consulta por otros más adecuados y efectivos para la medición de su desempeño, de forma de corregir las distorsiones que se producen en orden a la posibilidad que tienen estos establecimientos de acceder a la subvención por desempeño de excelencia.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la Legislatura Ordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de Educación de 1998, en el siguiente sentido:

1.
Agrégase en la letra a) del artículo 6º, a continuación del guarismo “21º” y antes de la expresión “de la Ley Nº 18.962;” el guarismo “ y 21 bis”.

2.
En el artículo 9º:

a)
Sustitúyese, en el inciso primero, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial 4,8216” por el de “Educación Especial 4,8216”.

b)
Intercálase, en el inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación Especial 4,8216 ” y el apartado “Educación Media Humanístico Científica 1,7631”, un nuevo apartado: “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 4,8216”.

c)
Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto y así correlativamente:


“Para los efectos de esta ley, se entenderá por alumnos con Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, los que señale el reglamento”.


“El monto de subvención para alumnos con Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio fijado en el inciso primero, podrá fraccionarse y pagarse en relación a las horas de atención que efectivamente requiera el alumno para la superación de su déficit, de acuerdo a lo establecido en el reglamento correspondiente”.

d)
Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasa a ser sexto, la expresión “educación general básica especial diferencial” por la de “educación especial“.

e)
Reemplázase, en el inciso sexto, que pasa a ser octavo, la expresión “subvención de la Educación General Básica Especial Diferencial” por la expresión “subvención de la Educación Especial”.

f)
Intercálase, en el mismo inciso sexto, que pasa a ser octavo, entre la nueva expresión “subvención de la Educación Especial” y el “(.)” final, la frase “o subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, según corresponda”.

g)
Reemplázase, en el inciso séptimo, que pasa a ser noveno, la expresión “subvención de la Educación General Básica Especial Diferencial” por la expresión “subvención de la Educación Especial”.

h)
Intercálase, en el mismo inciso séptimo, que pasa a ser noveno, entre la nueva expresión “subvención de Educación Especial ” y el “(.)” seguido, la frase “o subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, según corresponda”.

3.
Sustitúyese el inciso 1º del artículo 9º bis por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo establecido en las tablas del artículo precedente, los establecimientos que atiendan alumnos con discapacidad visual, auditiva, disfasia severa, trastorno autista o con multidéficit, que de acuerdo a sus necesidades educativas especiales deban ser atendidos en cursos de no más de ocho alumnos, podrán percibir por ellos un incremento de la subvención establecida en el artículo anterior en 4,00 Unidad de Subvención Educacional (USE) y en 4.51 Unidad de Subvención Educacional (USE) si se encontraren adscritos al sistema de Jornada Escolar Completa Diurna, el que se pagará conforme a las normas generales establecidas para los montos de subvención señalados en el artículo 9º”.

4.
Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 14 la expresión “Educación General Básica Especial Diferencial” por la siguiente “Educación Especial”.

5.
Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 36 la expresión “educación general básica especial diferencial” por la expresión “educación especial”.

6.
En el artículo 37:

a)
Sustitúyese, en el inciso primero el apartado “Educación Básica Especial Diferencial 1,5674” por el de “Educación Especial 1,5674”.

b)
Agrégase, en el mismo inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación Especial 1,5674 ” y el apartado “Educación Media Humanístico-Científica 0,5792”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 1,5674”.

7.
En el artículo 41:

a)
Sustitúyese, en el inciso primero el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $ 1,353 ”por el de “Educación Especial $ 1,353”.

b)
Intercálase, en el mismo inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación Especial $ 1,353 ” y el apartado “Educación Media Científica-Humanista $ 561”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $ 1.353”.

c)
Sustitúyese, en el inciso segundo el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $ 2.374” por el de “Educación Especial $ 2.374”.

d)
Agrégase, en el mismo inciso segundo, entre el nuevo apartado “Educación Especial 
$ 2.374” y el apartado “Educación Media Científico-Humanista $ 985”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $ 2.374”.

e)
Sustitúyese, en el inciso quinto el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $ 2.516,44” por el de “Educación Especial $ 2.516,44”.

f)
Intercálase, en el mismo inciso quinto, entre el nuevo apartado “Educación Especial 
$ 2.516,44” y el apartado “Educación Media Científico-Humanista $1.044,10”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $ 2.516,44”.

8.
En el artículo quinto transitorio:

a)
Sustitúyese, en el inciso segundo el apartado “Educación Básica Especial Diferencial 0,0813 USE” por el de “Educación Especial 0,0813 USE”.

b)
Agrégase, en el mismo inciso segundo, a continuación del nuevo apartado “Educación Especial 0,0813 USE”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 0,0813 USE”.


Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo, al artículo 16 de la Ley 
Nº 19.410, pasando el actual tercero a ser cuarto y final:


“En la evaluación de desempeño de las escuelas especiales que no cuenten con información de niveles de logro provenientes de la aplicación del sistema de medición de la calidad de la educación del artículo 19 de la Ley Nº 18.962, no se considerarán los factores establecidos en las letras a) y b) de este artículo, debiendo redistribuirse proporcionalmente los porcentajes asignados en el reglamento para estos factores en los porcentajes asignados por el mismo reglamento a los factores c), d), e) y f) del mismo artículo”.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; SERGIO BITAR CHACRA, Ministro de Educación; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL D.F.L. (ED.) Nº 2, LEY DE

SUBVENCIONES A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

Y LA LEY Nº 19.410

(Mensaje Nº 139-353)

1.
En primer lugar el proyecto de ley cambia todas las referencias del D.F.L. (Ed.) Nº 2, de 1998, a la “Educación Básica Especial Diferencial” por la denominación “Educación Especial”, por estimar que el nuevo nombre es más apropiado para determinar su ámbito de aplicación a la población beneficiaria de la subvención. Eesta medida no significa gasto fiscal adicional alguno.

2.
Se crea y separa de la Educación Especial la modalidad de subvención denominada “Necesidades Educacionales Especiales Transitorias”, con el mismo valor de la subvención mensual por alumno atendido de la Subvención Especial. Asimismo, se establece la posibilidad de que el valor de esta nueva subvención sea pagado teniendo en cuenta la proporción de la jornada diaria en que realmente se atiende a los respectivos alumnos. Esta modificación legal, por sí sola no genera un mayor gasto fiscal.

3.
El actual inciso primero del artículo 9 bis, del D.F.L. (Ed.) Nº 2, de 1998, establece que las discapacidades visual, auditiva y multidéficit, que de acuerdo a sus necesidades educativas requieran operar en cursos de no más de ocho alumnos, podrán recibir además de la subvención regular de educación especial (4,8216 USE) un incremento de 2 USE y 2,51 USE si se trata de jornada escolar completa. El presente proyecto de ley incrementa estos montos a 4 y 4,51 respectivamente.


Además se agregan a las discapacidades antes señaladas la disfasia severa y el trastorno autista.


Este aumento de los factores adicionales de subvención para las discapacidades visual, auditiva y multidéficit, y el incremento de la cobertura la disfasia severa y al trastorno autista, significan un mayor gasto fiscal anual del orden de $ 1.160.000 miles. Se estima que la cubertura se incrementará de 2.500 alumnos beneficiados a 3.000 producto de la modificación legal.

4.
Finalmente, el proyecto de ley modifica la ley Nº 19.410 que creó un Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño, para adecuarlo a la realidad de los establecimientos de Educación Especial y permitir que ellos también puedan acceder a la subvención por desempeño de excelencia. En relación a ello, se puede señalar que esta medida no representa un mayor gasto fiscal ya que la ley Nº 19.933 en su artículo 16, estableció que sólo un 35% de la matrícula subvencionada puede ser beneficiaria de esta subvención de desempeño de excelencia.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos”.

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que reestablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecida en la ley Nº 19.779. (boletín Nº 3960-11)
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en presentar un proyecto de ley que reestablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecida en la ley 
Nº 19.779.

I. FUNDAMENTO.


A través del presente proyecto de ley, se busca reestablecer el régimen de bonificaciones fiscales para la importación de medicamentos, destinados al tratamiento de enfermedades calificadas como catastróficas, establecidos en los artículos 1° a 3° transitorios de la Ley 
Nº 19.779.


En efecto, como es de vuestro conocimiento, la ley N° 19.779 estableció una bonificación fiscal ascendente al monto de los derechos e impuestos que se hubieran pagado por la importación de los medicamentos de alto costo utilizados en el tratamiento específico de las enfermedades catastróficas, en consideración a que los mismos tienen en el mercado nacional un costo que los pacientes que sufren de este tipo de patologías y su núcleo familiar, no son capaces de solventar o bien, en caso de adquirirlos, sus ingresos no permiten satisfacer el resto de sus demás necesidades básicas.


Lo anterior adquiere especial relevancia dado que dichos tratamientos suelen prolongarse en el tiempo, generando costos que escapan enteramente al alcance de los presupuestos de la mayoría de las familias del país.


Dado que la ley dispuso como fecha de término del beneficio el 31 de diciembre de 2004, las personas que padecen dichas enfermedades han reiterado la necesidad de mantener un mayor tiempo dicho beneficio. 

Para lo anterior, se recibió la opinión de agrupaciones que reúnen a dichos pacientes, quienes manifiestan la urgente necesidad de mantener esos beneficios, y además luego de realizar los análisis y consideraciones técnicas y jurídicas pertinentes, a este Gobierno le asiste la convicción de que es necesario impulsar las modificaciones legales que, a continuación, paso a exponer.


Las cuestiones sobre las cuales se propone legislar tienen, básicamente, por objeto mantener el régimen que la citada ley Nº 19.779 había establecido para cierto tipo de patologías. 
II. 
CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto de ley que se somete a vuestra consideración recoge estas inquietudes modificando la Ley N°19.779 en el siguiente sentido: 

1.
Se extiende la vigencia del beneficio hasta el 31 de diciembre de 2006.

2.
Se explicita que el reglamento que regula el beneficio es el Decreto Supremo N° 310 de 2002, de los Ministerios de Salud y Hacienda, publicado en el Diario Oficial el 17 de abril de 2003, el que se entenderá vigente hasta el 31 de diciembre de 2006.

3.
Se modifican las normas presupuestarias pertinentes.

El artículo segundo establece la referencia que la ley hace a un Decreto Supremo o un Reglamento, precisando que se trata del Decreto Supremo Nº 310 de 2002, de los Ministerios de Salud y Hacienda, publicado en el Diario Oficial el 17 de abril de 2003 y aquel que lo modifique o reemplace, el cual regula específicamente a las enfermedades catastróficas.


Se establece, en el artículo tercero, una disposición especial que tiene por objeto considerar en la extensión del beneficio solicitudes de bonificación que se han presentado desde el cese de vigencia de las disposiciones de la ley Nº 19.779 y el inicio del nuevo. Ello con el fin de no desmejorar la situación de este universo de pacientes que hace uso del beneficio al exigírseles una nueva postulación. 


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 19.779, en los siguientes términos:

1)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 1° transitorio, el guarismo “2004” por “2006”;
2)
Incorpórese el siguiente inciso segundo al artículo 3° transitorio: 

“El gasto que irrogue la aplicación de la presente ley durante el año 2005, se financiará mediante reasignaciones en el presupuesto de la Subsecretaria de Salud Pública para dicha anualidad.

Durante el año 2006, se destinarán al otorgamiento de bonificaciones $800.000 miles con cargo al aporte fiscal que se incluirá en el presupuesto de la Subsecretaria de Salud Pública.”.


Artículo 2°.- Cada vez que los artículos 1° y 2° transitorios de la ley Nº 19.779, se refieran al Decreto Supremo o al reglamento, se entenderá que se refieren al Decreto Supremo N°310 de 2002, de los Ministerios de Salud y Hacienda, publicado en el Diario Oficial el 17 de abril de 2003 y sus modificaciones o al que lo reemplace. 

Artículo 3°.- Todas aquellas bonificaciones que hayan sido solicitadas al amparo de los artículos transitorios de la ley Nº 19.779, desde el 1° de enero de 2005 hasta la fecha de publicación de la presente ley, se entenderán comprendidas por las disposiciones de dicha ley, y tendrán derecho al citado beneficio siempre que se hayan cumplido a su respecto cada uno de los requisitos establecidos en los citados artículos transitorios y en su reglamento.”.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; PEDRO GARCÍA ASPILLAGA, Ministro de Salud; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda”.

INFORME FINANCIERO

Proyecto de ley que reestablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecidas en la ley Nº 19.779

(Mensaje Nº 125-353)


El presente proyecto de ley tiene por objetivo reestablecer el régimen de bonificaciones fiscales para la importación de medicamentos, destinados al tratamiento de enfermedades calificadas como catastróficas, cuyo reglamento está contenido en el decreto supremo 
Nº 310, de 2002, de los Ministerios de Salud y Hacienda.


El mayor gasto fiscal que demande la presente iniciativa durante el año 2005, se financiará con reasignaciones en el presupuesto vigente de la Subsecretaría de Salud Pública y en el año 2006 con el aporte fiscal de $ 800.000 miles, que se incluirán en el presupuesto de dicha Subsecretaría.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL; Director de Presupuestos”.

3.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que otorga bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad para el sector pasivo. (boletín Nº 3963-05)
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto otorgar un bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad para el grupo del sector pasivo que se indica. 

I. COMPARTIENDO EL MAYOR CRECIMIENTO CON LOS PENSIONADOS DE MENORES INGRESOS.


Una de las prioridades del Gobierno ha sido llevar a cabo la implementación de iniciativas que apunten a mejorar la calidad de vida de las personas en sectores más vulnerables de nuestra sociedad y avanzar así en la construcción de un país con mayor igualdad y equidad social.


El crecimiento económico experimentado en Chile durante el último período ha resultado estar por encima de las proyecciones, lo cual, acompañado de un mejor precio del cobre y de una mayor eficiencia en el uso de los recursos, ha permitido la generación de mayores disponibilidades fiscales.


Los gobiernos de la Concertación, con el apoyo del Parlamento, han podido avanzar en la construcción de un país mejor y que se esmera en alcanzar mayores niveles de solidaridad entre los chilenos. Hacer un Chile más solidario requiere perseverancia y continuidad en las políticas de equidad y eso es lo que hemos realizado como coalición gubernamental; hoy queremos seguir avanzando y dar un paso más en esa senda de equidad con los chilenos y chilenas de menores recursos. 


El desafío es dar nuevos beneficios a quienes más lo necesitan. Por ello, la propuesta de bono complementario que otorga esta iniciativa legal, se focaliza en ese enorme contingente de chilenos que reciben pensiones que no excedan de dos pensiones mínimas de vejez, según el artículo 26 de la ley N°15.386, que correspondan según su edad. 


Además, con el objeto de lograr un mayor impacto redistributivo, este beneficio es mayor para los chilenos y chilenas de menores pensiones, lo que se materializa a través del otorgamiento de este bono complementario con un mayor valor para aquellos beneficiarios con pensiones menores o iguales a la pensión mínima antes indicada.


Para dimensionar de mejor manera el impacto de estos bonos complementarios en el ingreso de los beneficiarios, se puede considerar que, sumando los beneficios otorgados a través del presente proyecto, los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad y el bono de invierno ya otorgados en la ley N° 19.985, significan para un perceptor de pensión mínima recibir en torno a una pensión adicional al año. Es decir, para este tipo de pensionados, la suma de estos beneficios, permitirá recibir el equivalente a 13 pensiones en un año. Si se realiza el mismo ejercicio para un beneficiario de una pensión asistencial, la suma de estos mismos beneficios implica recibir alrededor de 2 pensiones asistenciales adicionales, lo que le permitirá recibir alrededor de 14 pensiones asistenciales al año.

II. GRUPO OBJETIVO Y BENEFICIO.


Mediante este proyecto de ley se entregará un bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad a los pensionados que perciban una pensión que no exceda de dos pensiones mínimas de vejez del artículo 26 de la ley N°15.386 que corresponda según su edad, y que pertenezcan a algunos de los siguientes grupos al 31 de agosto de 2005, para el bono complementario de Fiestas Patrias y al 25 de diciembre de 2005, en el caso del bono complementario de Navidad:

1.
Pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744;

2.
Beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975; 

3.
Beneficiarios de la ley N° 19.123;

4.
Beneficiarios de las indemnizaciones del artículo del l1 de la ley N° 19.129;

5.
Pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992;

6.
Pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal.


Adicionalmente, a los grupos contenidos en los numerales 5 y 6 recién señalados, se les incorporará a la cobertura de los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005 a que se refiere el artículo 24 de la ley N°19.985, en los mismos términos establecidos en dicho artículo para los pensionados.


El Bono Complementario de Fiestas Patrias será el siguiente:

1.
De $ 10.121 para los beneficiarios ya señalados que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N°15.386, considerando su edad; y

2.
De $ 5.121 para los beneficiarios ya señalados, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en el numeral precedente considerando su edad.

Además, el bono a otorgar como complemento al aguinaldo de Fiestas Patrias se incrementará en $ 1.311 por cada persona que, al 31 de agosto de 2005, sus beneficiarios tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal. Este incremento permitirá igualar dicha asignación al beneficio otorgado por igual concepto con el aguinaldo de Navidad.


Por su parte, el Bono complementario de Navidad será:

1.
de $ 8.670 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386 considerando su edad; y

2.
de $ 3.670 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en el numeral precedente considerando su edad.

III. FINANCIAMIENTO.


Los beneficios que conceden los artículos 1°, 2° y 4° del proyecto, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco. Respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. 


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes, mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de le ley N° 19.986.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto, en suma, tiene el siguiente contenido:

1.
Concede, por una sola vez, un bono complementario del aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2005, por los montos y a los beneficiarios ya señalados.

2.
Concede, por una sola vez, un bono complementario del aguinaldo de Navidad del año 2005, a las personas mencionadas en el artículo primero, que cumplan con las condiciones que señala y por los montos que indica.

3.
Establece normas comunes para los bonos complementarios de los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005. Ellas son:

a.
Establecimiento de sanciones para quienes perciban maliciosamente dichos bonos complementarios.

b.
Los bonos complementarios antes señalados y sus incrementos no constituirán remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles ni tributables y no estarán afectos a descuento alguno.

4.
Extiende a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005 a que se refiere el artículo 24 de la ley N° 19.985, en los mismos términos establecidos en dicho artículo.

5.
Establece las normas de financiamiento de los beneficios que se conceden en los artículo 1°, 2° y 4°.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, a los beneficiarios del aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2005, a que se refiere el artículo 24 de la ley N° 19.985, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, un bono complementario del aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2005, siempre que se encuentren en alguna de las situaciones que a continuación se indican. Dicho bono tendrá los montos que se pasan a señalar:

a)
De $ 10.121 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386 considerando su edad, y

b)
De $ 5.121 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en la letra precedente considerando su edad.


Este bono se incrementará en $ 1.311 por cada persona que, al 31 de agosto de 2005, sus beneficiarios tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987. A dicho incremento se aplicará lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 24 de la ley N° 19.985.


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un bono complementario, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que una misma entidad pague más de una pensión a un beneficiario del bono complementario, deberá considerarse aquella de mayor monto para efecto de determinar la procedencia y monto de dicho bono.


Cuando el beneficiario del bono complementario de este artículo, pueda impetrar el beneficio establecido en el artículo 9° de la ley N°19.985 en su calidad de trabajador, para efectos de la aplicación del inciso quinto del artículo 24 de la mencionada ley, se le adicionará el bono complementario a que tenga derecho más la suma de los incrementos que le correspondan.


El bono complementario de Fiestas Patrias del año 2005 se pagará a los beneficiarios que tengan tal calidad al 31 de agosto de dicho año.


Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, a los beneficiarios del aguinaldo de Navidad del año 2005, a que se refiere el artículo 24 de la ley N°19.985, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, un bono complementario del aguinaldo de Navidad del año 2005, siempre que se encuentren en alguna de las situaciones que a continuación se indican. Dicho bono tendrá los montos que se pasan a señalar:

a)
De $ 8.670 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N°19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386 considerando su edad; y

b)
De $ 3.670 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en la letra precedente considerando su edad.


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un bono complementario, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que una misma entidad pague más de una pensión a un beneficiario del bono complementario, deberá considerarse aquella de mayor monto para efecto de determinar la procedencia y monto de dicho bono.


El bono complementario de Navidad se pagará a los beneficiarios que tengan tal calidad al 25 de diciembre de 2005.


Artículo 3°.- El inciso séptimo del artículo 24 de la ley N°19.985 se aplicará a los bonos complementarios dispuestos en los artículos 1° y 2°.


Los bonos complementarios antes señalados y sus incrementos, no constituirán remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles ni tributables y no estarán afectos a descuento alguno.


Artículo 4°.- Otórganse, por una sola vez, a los pensionados del artículo 1° de la ley N° 19.992 y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005 a que se refiere el artículo 24 de la ley N° 19.985, en los mismos términos establecidos en dicho artículo.


Los mencionados aguinaldos se pagarán por los organismos o instituciones a quienes corresponde pagar las respectivas pensiones.


Artículo Transitorio.- Los beneficios que conceden los artículos 1°, 2° y 4°, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco.


Los beneficios señalados en el inciso anterior, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes, mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de le ley N° 19.986.


El mayor gasto fiscal que represente en el año 2005, la aplicación del inciso primero del presente artículo se financiará con cargo al ítem señalado en el inciso anterior. Para el pago de dichos beneficios, se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; NICOLÁS 
EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda; YERKO LJUBETIC GODOY, Ministro del Trabajo y Previsión Social”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE OTORGA INCREMENTOS A AGUINALDOS

DE FIESTAS PATRIAS Y NAVIDAD PARA EL SECTOR PASIVO

Mensaje Nº 207-353

La presente iniciativa legal tiene por objeto otorgar un bono complementario de los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad del año 2005 a los pensionados que perciban una pensión que no exceda de dos pensiones mínimas de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, que corresponda según su edad.

1.
En el artículo 1º se establece el bono complementario de aguinaldo de Fiestas patrias del año 2005, éste será de:

i)
$ 10.121 para los beneficiarios ya señalados que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 considerando su edad; y

ii)
$ 5.121 para los beneficiarios ya señalados que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en el numeral precedente considerando su edad.


Además, el bono a otorgar como complemento al aguinaldo de Fiestas Patrias se incrementará en $ 1.311 por cada persona que, al 31 de agosto de 2005, sus beneficiarios tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal.

2.
En el artículo 2º se establece el bono complementario de aguinaldo de Navidad del año 2005, éste será de:

i)
de $ 8.670 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto igual o inferior al valor de una pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 considerando su edad; e

ii)
de $ 3.670 para los pensionados y los beneficiarios de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, que se encuentren percibiendo una pensión o indemnización, de un monto superior a los valores antes señalados y que no exceda del de dos pensiones mínimas de las referidas en el numeral precedente considerando su edad.

3.
En el artículo 4 se hace extensivos los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad del año 2005, a los pensionados de la ley Nº 19.992 (beneficiarios de la pensión de reparación otorgada a las víctimas afectadas directamente por las violaciones a los derechos humanos) y a los pensionados del sistema de pensiones establecidos en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínas con garantía estatal.


El mayor gasto que representa la aplicación de esta ley durante el año 2005, es de $ 23.794 millones. El financiamiento corresponderá al establecido en el artículo transitorio de este proyecto de ley, esto es, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, y a los pensionados del sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco. El mayor gasto que se irrogue respecto a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente, y si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes, se le transferirán recursos de la Partida 50-01-03-24-03.104 del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos”.

4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 5796, de fecha 17 de agosto de 2005, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral. (boletín Nº 3939-06).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho del proyecto, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que otorga bono complementario a los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad para el sector pasivo. (boletín Nº 3963-05).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que reestablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecida en la ley Nº 19.779. (boletín Nº 3960-11).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto que complementa la ley Nº 19.950, estableciendo una pena en caso de hurto falta en grado de frustrado. (boletín Nº 3867-07 y 3931-07, refundidos).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
8.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos. (boletín Nº 3878-17).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
9.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 18 de agosto de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación a la modificación introducida por esa honorable Cámara, al proyecto de ley que suspende el 
reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, correspondiente al boletín 
Nº 3930-03.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta de su oficio Nº 5783, de 16 de agosto de 2005.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

10. Oficio del Senado.


“Valparaíso, 17 de agosto de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que modifica la ley 
Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, correspondiente al boletín Nº 3.939-06.
-o-


Hago presente a vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 31 señores Senadores de un total de 48 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 5781, de 16 de agosto de 2005.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

11. Oficio del Senado.

“Santiago, 23 de agosto de 2005.


Acuso recibo del oficio de vuestra Excelencia Nº 1.554. Ante todo, quiero darle a conocer que la Mesa ignoró, hasta después que se levantó la sesión del Congreso Pleno, la situación descrita.


Créame que lamentamos el hecho producido y ya hemos adoptado las medidas pertinentes para que una situación semejante no se vuelva a producir.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, Prosecretario y Tesorero del Senado.

AL EXCELENTÍSIMO

SEÑOR PRESIDENTE DE LA

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

PRESENTE”.

12. Informe de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos recaído en el proyecto de ley sobre pesca recreativa. (boletín Nº 3424-21-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en un mensaje, en primer trámite constitucional, sin urgencia.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1)
Las ideas matrices o fundamentales del proyecto son la de asegurar la sustentabilidad del ejercicio de la actividad de pesca recreativa y fomentar las actividades turísticas y económicas afines.

2)
Normas de carácter orgánico constitucional.


Los artículos 12, 13, 15, 24, 28, 30 y 31 del proyecto tienen rango orgánico constitucional, de acuerdo a lo preceptuado en los artículos 100, 101 y 102 de la Constitución Política de la República; los artículos 17, 19, 20, 22, 24, 25 y 27, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 107, inciso quinto, de la Carta Fundamental; el artículo 29, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 108, los artículos 42 y 43, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Carta Fundamental.

3)
Normas de quórum calificado.


No hay.

4)
Requiere trámite de Hacienda.


Los artículos 6º, 48 y 52 deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

5)
El proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad.

-o-


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia del señor Subsecretario de Pesca, don Felipe Sandoval Precht y de las asesoras de dicha Subsecretaría de Estado, doña Jessica Fuentes y doña María Cecilia Engler; del señor Director del Servicio Nacional de Turismo, don Oscar Santelices y del asesor de dicha institución, don Ricardo González.

I. ANTECEDENTES.

1.
Objetivos del mensaje.


A decir del mensaje, la presente iniciativa persigue dos objetivos centrales: asegurar la sustentabilidad del ejercicio de la actividad de pesca recreativa y fomentar las actividades turísticas y económicas afines. 


Se indica que la Ley General de Pesca y Acuicultura es el único texto legal que regula la pesca deportiva, y que se aprecian en él deficiencias derivadas del objetivo general en que se inserta, puesto que sólo se encarga de normar la pesca comercial, sin preocuparse en contemplar instrumentos específicos para asegurar el ejercicio sustentable de la pesca deportiva, aquí denominada recreativa.


De tal forma, el Ejecutivo constata que no existe una vinculación entre la disponibilidad de las especies y la explotación a la que pueden ser sometidas, requiriéndose para el ejercicio de la actividad de pesca deportiva sólo estar en posesión de una licencia. Tampoco se considera medidas de conservación específicas, ni un sistema de infracciones y sanciones que permita ejercer un control eficaz de la actividad, careciendo la autoridad de las atribuciones y de los recursos necesarios para su resguardo adecuado. 


Lo anterior, unido a la escasa e inorgánica investigación acerca del estado de las especies hidrobiológicas -de importancia para la pesca recreativa en el país-, atenta contra un adecuado nivel de protección. Asimismo, la centralización de las decisiones del Ministerio de Economía, Subsecretaría de Pesca, dificulta una administración adecuada y oportuna de la pesca recreativa, particularmente la realizada en aguas terrestres, puesto que las regulaciones generales desconocen las particularidades de los cursos y cuerpos de aguas y de las especies asociadas a ellos.


Se concluye, que se hace del todo necesario legislar sobre la materia en comento, con el fin de otorgar a la autoridad las atribuciones necesarias para velar por la sustentabilidad de las especies y de su ecosistema. 


A mayor abundamiento, se agrega que no existe un reconocimiento legal de la explotación turística de la actividad de pesca recreativa y que el potencial de desarrollo de las actividades económicas asociadas ha quedado restringido a la iniciativa privada que, aprovechando las ventajas de nuestro país, ha demostrado gran capacidad de gestión, aunque reconociendo en este ámbito la necesidad de controlar la actividad con el fin de asegurar la mantención de las condiciones ambientales que propician una buena calidad de pesca. Sin embargo, la participación del sector público en esta materia, da cuenta de escasos instrumentos de gestión y de la carencia de una planificación territorial dirigida a potenciar la actividad.


El mensaje se refiere a la experiencia internacional en la materia, donde modernos instrumentos permiten, fomentan y apoyan la explotación turística de la actividad, generando importantes recursos económicos derivados de ella y de los servicios asociados, ponen de manifiesto la necesidad de otorgar certeza y estabilidad al sector privado, fundamentalmente a través de un adecuado marco normativo de protección de las especies hidrobiológicas, de un sistema de investigación y fiscalización eficiente que asegure la mantención de las actuales áreas con buena calidad de pesca y la recuperación de aquéllas actualmente deterioradas, como asimismo, mecanismos de actuación coordinada y coherente con el sector público.


Finalmente, se indica que la iniciativa recoge una antigua aspiración de pescadores deportivos, de asociaciones y clubes de pesca y de caza submarina, de dueños de lodges y de guías de pesca, quienes han trabajado conjuntamente con la autoridad en un diálogo serio y constructivo que ha llevado a elaborar una propuesta normativa que, se estima, constituirá el impulso definitivo para el ejercicio sustentable de la actividad y responsable de su explotación turística.


Según el mensaje, la consecución de los objetivos centrales reseñados más arriba requiere establecer un marco jurídico coherente, que otorgue certeza basado en los principios de conservación, descentralización, planificación territorial, participación y flexibilidad.


El principio de conservación.


Este debe informar toda moderna regulación referida a la utilización de los recursos naturales, particularmente de las especies hidrobiológicas. En su defecto, la explotación sin control de tales recursos puede conducir a su deterioro o simplemente a su desaparición. Se propone, por tanto, el fortalecimiento de las atribuciones de la autoridad pesquera, el establecimiento de medidas de conservación específicas para la pesca recreativa, la incorporación de nuevos agentes a la función fiscalizadora, la creación de un sistema infraccional y sancionatorio específico y la instauración de un tipo de área protegida denominada “área preferencial para la pesca recreativa”, que resguarda ciertos espacios particularmente relevantes para el ejercicio de la actividad, sometiéndola a un régimen de administración y fiscalización específico.


El principio de descentralización.


El principio, referido al ámbito de la pesca recreativa en aguas terrestres, se materializa en el presente proyecto de ley de dos maneras. Por un lado, desde el punto de vista de la autoridad pesquera y, por el otro, desde el punto de vista del uso del territorio y su conciliación con otras actividades. 


Se propone así que en las aguas terrestres la autoridad pesquera sea el Director Zonal de la Subsecretaría de Pesca respectivo, lo que se justifica en la cercanía de esta autoridad respecto de las áreas que deben ser resguardadas mediante medidas específicas y oportunas. 


En el otro aspecto, se desea incorporar la participación de los gobiernos locales, a través de la figura del área preferencial, cuyo establecimiento dependerá de la decisión del gobierno regional y su administración se entrega a la municipalidad en cuya comuna se encuentre. Se supera del modo descrito, el excesivo centralismo que entorpece la adopción de decisiones en torno a los cuerpos y aguas terrestres y se concilian las atribuciones de planificación territorial de los gobiernos regionales con las funciones de los municipios en materia de turismo y recreación.


El principio de planificación territorial.


Este regirá las decisiones que serán adoptadas por los gobiernos regionales en torno a las áreas preferenciales. Se pretende que en una decisión regional con participación ciudadana, los gobiernos regionales establezcan las áreas preferenciales, eligiendo entre las aguas terrestres de la región y determinando, de este modo, los espacios que son particularmente protegidos y sometidos a un régimen particular de manejo pesquero, administración y fiscalización. Ello se justifica en que la perspectiva regional asegura mayor coherencia en las decisiones que se adopten en torno a la creación de áreas que propician el turismo y que requieren por ende, ciertos servicios y planificación, de los cuales dependerá su efectivo desarrollo.


El principio de la participación.


Se manifiesta en un reconocimiento del rol preponderante que le corresponde a la comunidad en las decisiones que inciden en su desarrollo. La pesca recreativa y la caza submarina se ejercen sobre especies hidrobiológicas que no viven aisladas de su ecosistema y, por ende, las poblaciones de importancia para la pesca recreativa no pueden manejarse y conservarse sin vincularlas a su entorno. De ahí que la necesidad de compatibilizar los distintos usos y el acceso a las aguas, imponga necesariamente un pronunciamiento que incluya a la comunidad en general y, en particular, a quienes puedan verse afectados por las decisiones.


El principio de la flexibilidad.


Se manifiesta en que no impone decisiones a las autoridades, sino que crea los instrumentos que les permitirán impulsar el desarrollo de la actividad en la región o comuna, pero siempre entregada a una decisión superior proveniente de la región en su conjunto, entendida como las autoridades regionales, sectoriales y la ciudadanía. Esta ley, en consecuencia, crea una normativa que permitirá, a las regiones con vocación para la pesca recreativa y el turismo, desarrollar ese potencial y permitir el crecimiento del sector económico asociado a ella, sin imponer idéntica decisión u obligación a las regiones que privilegien otras actividades. Será la región la que determinará el momento, la extensión y las condiciones bajo las cuales instaura los instrumentos previstos en el proyecto. 

2.
Normas legales que se propone modificar.


Sin perjuicio de que el proyecto de ley en informe contiene la creación de una nueva normativa para la pesca recreativa, propone introducir modificaciones a dos cuerpos normativos, a saber:

A.
Ley General de Pesca y Acuicultura.


Se proponen modificaciones a los siguientes artículos de este cuerpo legal:


-El artículo 1º, con el fin de sustraer del ámbito de esta ley lo relacionado con la pesca deportiva;


-Derogar el Título VIII, denominado “De la Pesca Deportiva”, con idéntico fin.


-Derogar el artículo 121, que sanciona la infracción a las normas sobre pesca deportiva que contempla la actual Ley General de Pesca y Acuicultura.


-El artículo 173, con el fin de permitir que el Fondo de Administración Pesquero pueda financiar proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.

B.
Ley Nº18.465, que otorga al Director del Servicio Nacional de Pesca la facultad para nombrar y remover inspectores ad-honorem.


Se propone modificar los siguientes artículos de este cuerpo legal:


-El Artículo 1º, con el fin de establecer que las denuncias efectuadas por los inspectores ad-honorem constituirán presunción de la existencia de los hechos denunciados.


-El artículo 2º, con el fin de agregar como requisito para ser designado inspector ad-honorem, el tener la calidad de chileno o extranjero con residencia definitiva.


-El artículo 3º, que se refiere a las facultades y obligaciones de los inspectores ad-honorem, modificando las actuales e incorporando nuevas funciones.


-El artículo 4º, con el fin de incorporar nuevas causales de expiración del nombramiento de los inspectores ad-honorem.
3.
Legislación comparada.

a)
Argentina


La pesca deportiva no tiene una regulación nacional o federal, por lo que cada provincia regula la actividad mediante sus propias leyes. En este contexto, corresponde a las provincias reglamentar la pesca en el interior de su territorio, salvo si el problema adquiere dimensión nacional por su gravedad e importancia o por la impotencia de las provincias para resolverlo, caso en el cual surgiría la competencia federal. El dominio marítimo es provincial y la jurisdicción nacional en materia marítima tiene como único objetivo reglamentar todo lo concerniente a la navegación exterior y de las provincias entre sí. El Estado Nacional cuenta con un Régimen Federal de Pesca para todo el país que es la Ley 24.922, y su Decreto Reglamentario 748/99. 


Para los fines de éste informe, destacamos las leyes y reglamentaciones de las provincias de Buenos Aires y Patagónicas (Chubut, Neuquén, Río Negro, Santa Cruz). 

i)
Provincia de Buenos Aires: Existe una Ley Provincial de Pesca Nº11.477 que establece que la autoridad del ramo determinará las artes de pesca a utilizar en materia deportiva. Al respecto, se dictó el Reglamento Nº244 del año 2000, acerca de la pesca de salmónidos, que señala lo siguiente:


-Se permite la pesca con artificiales, entre ellos la modalidad mosca y se deberá realizar sólo con luz natural


-Se prohíbe el uso de carnada; 


-Debe haber captura y devolución obligatoria inmediata y en el mismo lugar donde se practicó; 


-Los períodos de veda deberán ser determinados anualmente sobre la base del correspondiente asesoramiento científico; 


-Se necesitará licencia de pesca.

ii)
Provincias Patagónicas: Cada una de las llamadas provincias patagónicas (Chubut, Neuquén, Río Negro y Santa Cruz) tiene leyes de pesca propias, pero sólo un reglamento en común. La normativa, establece un marco general y algunas diferencias entre cada una de las provincias, especialmente en cuanto a las zonas de pesca prohibida. En general, estas disposiciones señalan lo siguiente:


-Se exige permiso de pesca, el que puede ser ordinario o extraordinario, los primeros son para los pescadores argentinos y extranjeros con o sin residencia en Argentina, los segundos se aplican sólo para la pesca con trolling o arrastre.


-Estos permisos se expiden por un período determinado de tiempo;


-La temporada de pesca deportiva se inicia en noviembre y termina en abril del año siguiente, sin perjuicio que para zonas determinadas puede ser mas breve. 


-Se establece un listado de especies sujetos a práctica deportiva y se excluyen algunos que se encuentran presentes en los parques nacionales.


-La pesca de salmón siempre debe ser acompañada de la devolución de la especie y con el menor daño posible en el mismo sitio donde fueren capturados.


-Se señala un listado de modalidades de pesca deportiva autorizada entre ellas se encuentra la Mosca o Fly Cast.


-Cada pescador podrá usar sólo un equipo de pesca con un único señuelo.


-Existen límites diarios por pescador, los que varían de acuerdo al ambiente en donde se desarrolla la pesca.


-Se encuentra prohibida la pesca de especies que no cumplen un dimensión mínima.

c)
Nueva Zelanda.


En Nueva Zelanda, existe una Ley de Pesca de 1996, (Fisheries Act 1996) que ha sido modificada en años posteriores. Esta norma regula fundamentalmente la pesca comercial y hace extensible a ella las normas sobre veda, prohibiciones, licencias, y cuotas de pesca. La pesca deportiva en aguas interiores del país, además, es regulada en la Ley sobre el manejo de los recursos naturales de 1991, que crea la Agencia Gubernamental de Pesca y Caza, financiada parcialmente con los dineros recaudados por los permisos que entrega. Su Consejo Directivo, en parte es electo por votación directa de los pescadores con licencia. 


Este organismo, no sólo regula y fiscaliza las actividades deportivas, sino que además, se preocupa de estudiar el estado del medio ambiente en donde se realizarán las prácticas y de invertir en el mejoramiento y cuidado de los ecosistemas. También desarrolla programas de educación prácticos, para niños y personas que se inician en el deporte, acerca de la pesca recreacional su técnica y relación con la naturaleza.


Cabe destacar que las dos leyes realizan distinciones respecto de la pesca efectuada por los aborígenes. Las normas dictadas por la Agencia acerca de la pesca deportiva, establecen lo siguiente:


-El pescador debe tener un permiso anual, que le sirve para todo el país. Se venden en todas las comunas del país y por Internet.


-Los períodos para realizar la pesca varían año a año y según el lugar, ello porque su duración es establecida conforme parámetros de estudios científicos efectuados por las Agencias.


-Las carnadas naturales no son requisadas por Aduanas al ingresar al país. 


-La pesca deportiva sólo está referida a ciertos tipos de peces: el salmón, la trucha, carboniza y otras dos especies. La regulación y administración de otros peces, las pisciculturas, y las especies endémicas son de competencia de otros Ministerios o Agencias como por ejemplo la de Conservación Natural.


-Existe límite para el número de especies capturadas y para el tamaño de ellas.


-La pesca de salmón al ser muy común es regulada de acuerdo a las regiones en donde se efectúe. Asimismo, la Agencia reconoce que no basta con normar profusamente este tipo de pesca, es necesario que los participantes respeten las llamadas “reglas de etiqueta” del deporte, especialmente en lo atingente a evitar el menor “stress” al animal que se devuelve al agua. 


-La pesca con mosca, en algunos ríos, conforme los estudios de la Agencia, puede ser practicada todo el año, en el entendido que se efectúe la devolución de la pieza tal como lo establece la norma de etiqueta o buena conducta. 

c)
Canadá.


En Canadá, al igual que en Argentina, existe una Ley nacional sobre Pesca, denominada Fisheries Act of 1985 que ha sufrido reiteradas modificaciones en el tiempo. Establece normas especiales para los indígenas. 


Los artículos 8, 43 y 79.7 de la ley delegan competencia, a las provincias, para la regulación de la pesca deportiva. Destacamos las normas pertinentes de las Provincias de Columbia Británica y de Manitoba:

i)
Provincia de British Columbia: La Ley que regula la actividad de la pesca deportiva es la British Columbia Sport Fishing Regulations Act of 1996 y define a ésta actividad como aquélla que se realiza con fines recreacionales. La ley citada señala lo siguiente:


-Se requiere una licencia para realizar la actividad.


-Existe un listado de especies que pueden ser capturados.


-Cada pescador sólo podrá usar una línea de pesca.


-Se establecen algunas restricciones al equipo que se puede utilizar.


-Ciertas especies sólo pueden ser pescadas por los aborígenes.


-Existen períodos de pesca determinados, inclusive para algunas especies la autorización puede llegar a ser de horas.


-Se regula el tamaño mínimo para la captura de ciertas especies.


-Las cuotas diarias y anuales de pesca varían de acuerdo a la especie.


-La Ley utiliza, respecto de la actividad de la pesca, dos verbos, capturar y retener. A partir de ellos establece ciertas limitaciones en cuanto a las cuotas diarias y anuales de cada pescador. Si el deportista sólo captura y no retiene (devuelve por ende) no se encuentra limitado en el número de especies, salvo que esta última sea protegida de manera especial, como sería el caso de algunas regiones de Canadá donde son el alimento principal de los osos.


- ipifica las conductas infraccionales y señala las sanciones en cada caso.

ii)
Provincia de Manitoba: La legislación de esta provincia, relativa a la pesca deportiva, se encuentra en la Manitoba Fisheries Regulation Act of 1987. En general, siguiendo las disposiciones que hemos señalado, esta norma establece la obligación de tener una licencia o permiso de pesca, de sólo capturar una cuota diaria, mensual o anual diferenciadas según la especie y la técnica; no usar mas de una línea; los peces deben tener un tamaño mínimo y además se señalan los tipos de pesca que están prohibidas. 


A diferencia de la provincia de Columbia Británica, quien sólo captura y no retiene, o sea sólo posee por algunos segundos la especie, también se encuentra sujeto a un límite en el número de especies. Entre las prohibiciones importantes y novedosas, se encuentra una que impide cortar o moler el pescado capturado de forma tal que no pueda identificarse las especies, el número de ellas y su tamaño. La excepción se encuentra en el caso que la pesca sea para el consumo inmediato.

d)
Estados Unidos de Norteamérica.


Como es usual en Estados Unidos de Norteamérica, existen en paralelo diversos organismos públicos que tienen injerencia, desde, al menos dos ámbitos, en la actividad de la pesca deportiva. Existen agencias nacionales, federales y de los condados que tienen competencia en lo relativo a la protección de la especies y de los ecosistemas y por otra parte la administración de la actividad pesquera. La normativa general es de índole nacional. La detallada se encuentra a nivel de estados y condados, la lógica de las normas, es que cada uno de los gobiernos - nacionales, federales y condados - regulan la actividad dentro de su competencia territorial. De esta manera existen múltiples legislaciones, que en general tienden a ser estándares y coordinadas, pese a lo aparentemente complejo de su interacción.


Diversas Agencias Federales y Estatales que velan por temas tan diversos como la conservación del medio ambiente, la pesca en el mar, o pesca en aguas interiores, los indígenas, etc., dictan normas generales y particulares.


Una de las normas principales en el orden nacional, se encuentra en el US Code,Title 16, Fish and Wildlife Service. En el capítulo 16 de este cuerpo legislativo se reconoce que los recursos marinos son un sustento para la economía del país y una contribución material para la recreación al aire libre de los ciudadanos. Se pretende cuidarlos a fin de mantenerlos y aumentar su volumen.


El Estado asume el rol de resguardo de que la fauna marina se mantenga y crezca en el tiempo, no viéndose afectada por las actividades de pesca comercial o recreacional. Para lo anterior, se compromete a desarrollar Programas Nacionales de monitoreo, fiscalización, educación, etc.


En el presente informe abordaremos la legislación de los Estados de California, Florida y Arizona:

i)
Estado de California: Las normas acerca de la pesca deportiva se encuentra en el Código de Caza y Pesca (California Fish and Game Code) que regula no sólo la actividad en comento, sino que también, por ejemplo, lo referente a la protección de las especies y los ecosistemas. La ley mencionada tiene normas particulares para la pesca de los indígenas y por zonas geográficas, sin perjuicio de regulaciones aún más particulares que puedan determinar cada uno de los Condados.


El propósito de la ley y de la gestión administrativa, en lo que dice relación con la pesca deportiva, es mantener los recursos para que pueda darse una práctica deportiva razonable teniendo en cuenta, además, que las cuotas personales de los pescadores deberán ser determinadas para dicho fin. En la sección 7100 (Section 7100) se establece lo siguiente:


-Se necesita un permiso para pescar. En algunas zonas limítrofes se permite pescar con licencia expedida por el estado aledaño. 


-Existe una cuota máxima de captura (bag) la que se puede determinar por peso o por números de piezas.


-Existen períodos de veda y de prohibición de captura de ciertas especies.


-No se puede pescar con dos líneas, sino se ha solicitado autorización específica para ello. 


-Se crea una Comisión de Caza y Pesca, la que tiene poderes para establecer cuotas, períodos de captura, áreas donde se puede pescar, formas o técnicas autorizadas, etc.


-Se establecen sanciones de privación de libertad y pecunarias para el no cumplimiento de las obligaciones impuestas por la ley.


-Se regula la cuota, área, tamaño y período de captura de cada especie, en algunos casos puede variar de río en río o de lago en lago. Se dictan normas particulares para las diversas zonas del Estado. 


-La pesca comercial del salmón, en ciertos zonas tiene prioridad sobre la recreacional. 


-La Agencia estatal de pesca y caza puede autorizar que en dos días, dentro de un año, se pueda pescar sin licencia, pero cumpliendo todas las normativas del caso.


-La pesca con mosca es aceptada pero sujeta a limitación en cuanto al cupo por pescador que varía, tal como se ha señalado precedentemente, de zona en zona. Asimismo, en algunos sectores, en atención a los informes técnicos, es la única técnica aceptada para la pesca.

ii)
Estado de Florida: Tiene diversas normas relacionadas con la pesca. La legislación distingue entre pesca en mar y en aguas interiores. Ambos tipos tienen sus Estatutos. La pesca en aguas interiores, es regulada a nivel federal y de condado. El Capítulo 368 del Estatuto de Florida (Statute Florida, Chapter 368) establece las disposiciones pertinentes acerca de la práctica deportiva en aguas interiores. La pesca en el mar se encuentra regulada en el Capítulo 370 del Estatuto de Florida (Statute Florida, Chapter 370). En ambas normas se señala que para los fines de regulación y administración de la pesca, existirá una Comisión de Conservación de la Vida Salvaje y la Pesca de competencia estatal. En los estatutos citados se consagran las siguientes reglas:


-Necesidad de contar con una licencia de pesca para realizar la práctica deportiva o recreativa.


-Existen sectores donde sólo se puede pescar en períodos determinados. La determinación de dicha condición corresponde a la Comisión mencionada.


-Existen sectores en donde no se puede pescar, como son los Santuarios acuáticos. 


-Se especifican cuales equipos de pesca son aceptados y aquéllos que son prohibidos. 


-Se dictan normas específicas de zonas, períodos de captura y de cuota de diferentes especies.


El Organismo operativo es la Comisión de Conservación de la Vida Salvaje y Pesca, el que en su página web señala que la pesca que implique captura y devolución debe estar sujeta a cuota y a las restricciones de temporada, atendido que existen estudios científicos que han constatado que, al menos, durante el período de procreación y desove, algunos especímenes se ven afectados por el stress ocurrido. El tiempo de lucha con el pescador y el hecho de salir del agua, puede implicar para algunas especies, la perdida de su sentido de la dirección hacia el lugar en donde ha depositado los huevos, también, puede implicar que se vea afectado en el fiel cumplimiento de su rol paternal ante los ovas y por último permite que el lugar de nidación quede vacío pudiendo ser atacado por predadores. 

iii)
Estado de Arizona: Existen diferentes normas que regulan la pesca recreacional y la deportiva. Asimismo, existe un organismo estatal que regula este ámbito de la actividad, nos referimos a la Comisión de Caza y Pesca, el que, a su vez, tiene un órgano ejecutor como es el Departamento de Caza y Pesca.


La norma principal del estado es la Ley de Arizona sobre Caza y Pesca (Arizona Game and Fish Laws o Arizona Revised Statute, Title 17), además existen las Reglas de la Comisión de Pesca y Caza de Arizona (Arizona Game and Fish Comission Rules). 


La pesca deportiva es definida por la ley de Arizona como “atraer, llamar la atención o seguir la fauna acuática de manera tal que ésta pueda ser capturada o pueda ser muerta”. Las disposiciones más importantes de la ley son las siguientes:


-Se establece que por regla general la fauna silvestre del estado, pertenece a éste, salvo los peces que se encuentran en propiedad privada o en piscinas.


-Exigencia de licencia para pescar. Se aceptan como validas las expedidas por otros estados que a su vez reconozcan las de Arizona.


-Se crea una Fundación de Caza y Pesca, financiada, en parte, con los dineros recaudados por el pago de las licencias. Su finalidad será ayuda a financiar la fiscalización del cumplimiento de las obligaciones impuestas por la ley.


-Se delegan poderes en la Comisión de Caza y Pesca para que regule todo lo relacionado con la pesca, creando Servicios de ejecución si fuese necesario.


Las principales normas dictadas por la Comisión son las siguientes:


-Se exige licencia para pescar.


-La Comisión entregará a los interesados licencias de guías para pesca, siempre que acrediten poseer licencia para dicha actividad y haber aprobado un examen.


-Las licencias podrán ser vendidas por particulares, debidamente, autorizados por la Comisión. 


-Se establece exención de pago de las licencias para ciertas personas como por ejemplo mayores de edad, incapacitados, etc.


-Se determinan las zonas de pesca, la temporada cuando se podrá capturar en ellas y las cuotas (set bag).


-Se obliga a la Comisión a dictar una guía de pesca, periódicamente, donde se describirán las obligaciones y restricciones para los pescadores.


-A las personas discapacitadas física o mentalmente que participen en programas de ayuda que incluyan actividades de pesca en ello, podrán hacerlo sin licencia durante un período breve de tiempo. 

II. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.


En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que las ideas matrices o fundamentales del proyecto son asegurar la sustentabilidad del ejercicio de la actividad de pesca recreativa y fomentar las actividades turísticas y económicas asociadas.


Tales ideas matrices se encuentran desarrolladas sobre la base de cincuenta y tres artículos permanentes, divididos en ocho títulos y cuatro artículos transitorios, los que abordan las siguientes materias: las disposiciones generales, las condiciones generales para el ejercicio de la pesca recreativa, las medidas de administración, las aguas especialmente reguladas para el ejercicio de la pesca recreativa, los guías de pesca; la educación y difusión; la fiscalización, infracciones y sanciones y disposiciones varias.


En el Título I se define el ámbito de aplicación de la ley, señalando que corresponde a las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República y que las actividades reguladas son la pesca recreativa y la caza submarina. Luego se conceptualiza la pesca recreativa, estableciendo una clara diferencia respecto de la pesca comercial: es ejercida sólo por personas naturales, con aparejos de pesca personales y sin fines de lucro. Se establecen así distintos ámbitos de competencia para la autoridad al momento de regular, fiscalizar y sancionar; por último, contiene una serie de definiciones que aclaran el sentido de las palabras.


En el Título II se establecen como condiciones para el ejercicio de la pesca recreativa y de la caza submarina, la utilización de aparejos de pesca personales, la prohibición de comercialización de las especies capturadas y la posesión de una licencia personal e intransferible durante la práctica de la actividad y el transporte de las especies capturadas. Los aparejos que califiquen como personales se definirán por decreto. Las licencias, por su parte, se clasificarán por área geográfica, especie hidrobiológica y período de vigencia, y darán lugar al cobro de derechos para su obtención, los que podrán ser diferenciados, estableciéndose exenciones para personas determinadas.


En el Título III se mantienen las medidas de conservación previstas en la Ley General de Pesca y Acuicultura, y el procedimiento establecido en ella para su dictación, estableciéndose que sólo en el caso de aguas terrestres dichas medidas serán dictadas por el Director Zonal de Pesca.


Se define también una fórmula de conciliación para las medidas de administración que pueden ser dictadas por la autoridad pesquera en ejercicio de las atribuciones que otorga la Ley General de Pesca y Acuicultura. Se establece que el pescador recreativo quedará sometido a dichas medidas, salvo que el acto respectivo excluya expresamente a la pesca recreativa de la aplicación de la medida. De otra forma, sólo una declaración expresa de la autoridad podría eximir a los pescadores recreativos del cumplimiento de la medida de administración dictada para una especie hidrobiológica determinada.


Se regula, asimismo, un nuevo catálogo de medidas de conservación, especiales para la pesca recreativa, superando una de las principales falencias que presenta la regulación actual para la pesca recreativa, consistente en la falta de especificidad y, por tanto, de acciones adecuadas para ejercer una protección eficaz y eficiente de las especies hidrobiológicas. 


Considerando la presión sobre las especies hidrobiológicas que pueden generar los campeonatos de pesca y caza submarina, se establece que sus bases deberán ser aprobadas previamente por el Director Zonal y que no podrán contravenir las medidas de administración vigentes. Finalmente, por la incidencia sobre el ecosistema, se establece que un reglamento deberá determinar la forma y condiciones para efectuar actividades de siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo que se asegure la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental y en especial la biodiversidad.


En el Título IV se crean las áreas especialmente protegidas para el ejercicio de la pesca recreativa, denominadas áreas preferenciales. En estas áreas se conjugarán los principios de conservación, planificación territorial, participación y descentralización, del modo como se examinará:

a.
Areas preferenciales.


Se define el área preferencial como el curso o cuerpo de aguas terrestres, o parte de él, que por razones turísticas o por sus especiales características hidrobiológicas, es especialmente idóneo para desarrollar actividades de pesca recreativa, declarado como tal por el gobierno regional.


La regulación de las áreas preferenciales se estructura del siguiente modo:

i.
Declaración.


El procedimiento dirigido a la declaración de un área preferencial es reglado, técnico, participativo y descentralizado: 


-Reglado en todas sus etapas con plazos, determinando las autoridades consultadas e informantes y regulando la consulta pública y su decisión; 


-Técnico, porque comprende la opinión fundada de organismos sectoriales en el ámbito de sus competencias, el Director Zonal, Director Regional de Turismo, Dirección General de Aguas, Subsecretaría de Marina, Corporación Nacional Forestal y Corporación Nacional Indígena; 


-Participativo, porque comprende la opinión vinculante de la municipalidad o municipalidades involucradas y de la comunidad regional, y


-Descentralizado, por cuanto el organismo que dirige el procedimiento es el gobierno regional.

ii.
Límites y restricciones.


Reconociendo que la declaración del área preferencial podría provocar ciertos conflictos con otras actividades en aguas terrestres, se han previsto las siguientes normas que pretenden evitarlos: 


-El área preferencial tiene una duración de 20 años renovable conforme al mismo procedimiento previsto para su declaración.


-Se prohíbe declarar más de la mitad de las aguas terrestres de la región como preferenciales para la pesca recreativa.


-Conjuntamente con la declaración del área preferencial, debe establecerse el caudal mínimo pesquero, que genera la obligación para la Dirección General de Aguas de resguardarlo en el otorgamiento de nuevos derechos de aprovechamiento de aguas.


-Se prescribe la desafectación del área si en el plazo de cinco años desde su declaración, la municipalidad no hubiere ejercido su administración conforme a un plan de manejo aprobado por el Director Zonal, o si el gobierno regional no hubiere entregado dicha administración a un tercero.

iii.
Efectos del área preferencial.


-Sólo puede realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo.


-La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera, deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental.


-Se limita el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas al caudal mínimo pesquero.


-La tuición del área es ejercida por la municipalidad, quedando su administración supeditada a la aprobación del plan de manejo.


-El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina debe abstenerse de otorgar el uso particular del área por el plazo de vigencia de la misma.

iv.
Administración y plan de manejo.


La administración del área preferencial corresponde a la municipalidad o municipalidades respectivas. 


Para el ejercicio de dicha administración, se requiere la elaboración de un plan de manejo que determinará las condiciones bajo las cuales puede ejercerse la pesca recreativa en el área.


Con el fin de resguardar adecuadamente la seriedad e idoneidad en la elaboración del plan de manejo, se establece la obligación para la municipalidad de encargarlo a un consultor inscrito en un registro que llevará el Servicio. Asimismo, el proyecto de ley establece los contenidos mínimos que deberá contener el plan de manejo.


Estas exigencias se fundan en la circunstancia que el plan de manejo constituye una herramienta primordial para la conservación. En primer lugar, porque el plan de manejo se elabora a partir del estudio particular del área respectiva y, por ende, considera sus condiciones específicas y las especies que en ella existen. En segundo lugar, porque prevé un programa de seguimiento cuyos resultados determinan acciones de perfeccionamiento o incluso, un cambio en la titularidad de la administración del área. Finalmente, porque los antecedentes que se obtengan de la elaboración y aplicación de los planes de manejo proporcionarán a la autoridad pesquera información acerca del estado de las especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y de sus ecosistemas.


La administración del área preferencial sólo puede ejercerse por la municipalidad una vez aprobado el plan de manejo. Asimismo, la municipalidad tiene la posibilidad de entregar dicha administración a personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro. Esto resulta de suma importancia puesto que se da la posibilidad de participar en la gestión de las áreas preferenciales a personas jurídicas tales como asociaciones, clubes de pesca y otros interesados, propiciando que diversas organizaciones, cuyo objetivo sea precisamente la conservación de las especies y sus ecosistemas, la investigación y el ejercicio responsable de la pesca, ejerzan eficaz y eficientemente las facultades que se otorguen como administradores de estas áreas.


La entrega de la administración a terceros se realiza mediante una licitación, que se iniciará con un llamado público realizado mediante decreto alcaldicio y cuya adjudicación será resuelta en sesión pública del Concejo Comunal. Decidida la adjudicación, se celebra un convenio de administración que contendrá las condiciones esenciales en que se ejercerá dicha administración. 


Con el fin de establecer un procedimiento que facilite la iniciativa privada, en los casos en que la municipalidad no hubiere procedido a la elaboración del plan de manejo en el plazo de dos años, el gobierno regional, a petición de los concejales de la comuna o de cualquier interesado, licitará la administración del área preferencial, para lo cual deberá encargar por sí mismo la elaboración del plan de manejo. El mismo procedimiento se aplicará en los casos en que los resultados del programa de seguimiento den cuenta de una evolución desfavorable del área.


Se establecen como obligaciones del administrador mantener señalizada el área, como, asimismo, el orden y limpieza de ella; cumplir el plan de manejo e informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en él y fiscalizar su cumplimiento; informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial; ejecutar el programa de seguimiento y adoptar todas las medidas que aseguren la debida protección del área.


Finalmente, se establecen causales de término del convenio de administración, resguardando así los intereses del Estado y del tercero administrador, y se prevé la dictación de un reglamento que fijará el procedimiento para tales efectos. Asimismo se establece para el administrador culpable de su término, la prohibición de adjudicarse la administración de otra área preferencial por el término de cinco años.

v.
Fiscalización.


La municipalidad ejercerá la fiscalización del área mediante inspectores municipales, y el adjudicatario de la administración a través de inspectores municipales conforme se establezca en el convenio de administración o de inspectores ad honorem designados en conformidad con la Ley Nº 18.465, estableciéndose la responsabilidad de estos últimos en caso de delitos e infracciones cometidos por el respectivo inspector ad honorem.

vi.
Permisos especiales.


Se establece el derecho de exigir un permiso especial para ejercer la pesca recreativa en un área preferencial.


Con el fin de resguardar el acceso igualitario de los pescadores al área, se establece la obligatoriedad de mantener un sistema de oferta pública del permiso; también se regula la publicidad del monto de los derechos a cobrar; además, se establece la prohibición de modificarlo más de una vez al año y, en el caso que la administración haya sido entregada a un tercero, todas estas condiciones deberán constar en el convenio de administración.


Por otra parte, se establecen permisos especiales reservados para los operadores de pesca, quienes tendrán un derecho preferente para la obtención de al menos un 30% de los permisos especiales para el ingreso en áreas preferenciales.


En todo caso, no podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo del área. 

b.
Cotos de pesca.


Se trata de un curso de aguas superficiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, como, asimismo, aquellos que destinados al mismo fin, se encuentran en la situación del artículo 20 inciso 2° del Código de Aguas, esto es, aguas sometidas a un régimen privado de propiedad.


Se establece que un reglamento determinará las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Asimismo, la siembra y repoblación de especies hidrobiológicas en ellos deberá ser autorizada por el Director Zonal, conforme al reglamento que regule dichas actividades.


Por su parte, tratándose de construcciones artificiales regidas por la propiedad privada, no se exige la posesión de licencia para el ejercicio de la pesca recreativa en ellos, ni tampoco el cumplimiento de las medidas de administración establecidas por la autoridad pesquera.


Por último, los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, por regiones.

c.
Pesca recreativa en aguas bajo protección oficial.


El proyecto establece reglas para conciliar otras áreas de protección con las normas que informan la nueva regulación sobre pesca recreativa. 


Se pretende que el ejercicio de la pesca recreativa en áreas protegidas, se encuentre sometido a idénticas condiciones. Esto es, tratándose de una categoría de protección oficial, la pesca recreativa que se ejerza en esas áreas deberá contar con el pronunciamiento de la autoridad pesquera.


No obstante lo anterior, el proyecto no modifica competencias ni procedimientos establecidos en otras normas legales que establecen otras categorías de protección, sino que se limita a imponer la obligación de que los respectivos planes de manejo de dichas áreas, en cuanto comprendan actividades de pesca recreativa, consulten a la autoridad pesquera en el marco de su competencia.


Se concilia entonces, a través de un reglamento, el ejercicio de la pesca recreativa y la caza submarina con las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos. De este modo, se impone a la autoridad adoptar la regulación que permita la compatibilización de actividades que en la actualidad se enfrentan por el uso del espacio marino.


En el Título V se establece un procedimiento para obtener la acreditación de los guías de pesca, los que podrán solicitar, en términos generales, que el Servicio Nacional de Pesca los acredite y otorgue una credencial.


En el Título VI, reconociéndose la preocupación de sensibilizar a la población, principalmente a la juventud, respecto de la importancia de la pesca recreativa y del respeto del ecosistema, el proyecto establece que se propenderá a que tales materias se incorporen en los textos de educación de enseñanza básica y media. También se prevé para el Ministerio de Economía, la obligación de elaborar y difundir un manual con prácticas responsables y seguras de pesca recreativa. 


En el Título VII se contempla todo el sistema de fiscalización, infracciones y sanciones del que depende el control de la actividad, cuestión de primer orden en materia de la sustentabilidad de la pesca recreativa. Reconociendo la limitación de los recursos disponibles y de las atribuciones para enfrentar esta tarea, se complementa el actual sistema mediante la incorporación de nuevos fiscalizadores y el perfeccionamiento de la normativa sancionatoria.


Así, en materia de fiscalización se mantiene la competencia de los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y del personal de la Armada y Carabineros, además de los inspectores ad honorem, cuyas facultades se perfeccionan. Además, se agrega la competencia de los inspectores municipales y de los guardaparques en el ámbito de su respectiva competencia, esto es, áreas preferenciales y áreas que se encuentren bajo la tuición de la Corporación Nacional Forestal (Conaf), respectivamente.


De este modo, respecto de las áreas que obedecen a un pronunciamiento expreso de la comunidad en torno a su protección y relevancia para la pesca recreativa, como son las áreas preferenciales, se contará con fiscalizadores municipales o inspectores ad honorem del tercero administrador, si es que la municipalidad aplica dicho sistema. 


En el caso de los guardaparques, se aclara una competencia que permitirá el adecuado control de otras áreas cuya protección puede no obedecer en forma principal a la pesca recreativa pero sí pueden comprenderla como actividad y, por ende, requieren de un especial control.


En materia de infracciones, se tipifican las figuras específicas para la pesca recreativa graduando su sanción según se trate de infracciones menos graves, graves y gravísimas. Tales sanciones corresponden a multas que serán aplicadas por el tribunal competente y que irán a beneficio municipal en su totalidad.


En el Título VIII se regulan, por último, diversas materias.


En cuanto a los registros, se crean dos, que estarán a cargo del Servicio Nacional de Pesca: de cotos de pesca y de consultores cuya regulación queda entregada a un reglamento del Ministerio. Asimismo, se crea un registro de operadores que será llevado por Servicio Nacional de Turismo. Reviste particular importancia el registro de consultores, que incorpora requisitos que acreditan su idoneidad para realizar los planes de manejo de las áreas preferenciales, pilares fundamentales de la investigación e información con que contará el país acerca del estado de las especies hidrobiológicas y de sus ecosistemas.


Sobre los convenios para entrega de licencias, se autoriza al Servicio para celebrar convenios para la entrega de las licencias de pesca recreativa y el cobro de los derechos correspondientes, en cuyo caso podrán establecerse derechos adicionales por concepto de administración, los que sólo serán percibidos por los contratantes que no sean organismos del Estado. El presupuesto del Servicio deberá consultar anualmente los recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa y guías de pesca y de los documentos informativos.


Como adecuación de orden normativo, se suprime en la Ley General de Pesca y Acuicultura la referencia a la pesca deportiva que contiene el artículo 1°, dentro del ámbito de actividades sometidas a dicho cuerpo legal y se deroga el Título VIII que establece disposiciones específicas. Asimismo, se modifica la Ley Nº 18.465 sobre inspectores ad honorem, de modo de perfeccionar la actual regulación, fundamentalmente referida a las facultades atribuidas a dichos inspectores como a las condiciones para ingresar al ejercicio de dicha función. 


Mediante el articulado transitorio se considera la subsistencia de las medidas de administración que se encontraren vigentes a la fecha de publicación de la ley y de los montos de los derechos por licencia hasta que no se dicten las normas que los reemplacen. Asimismo, se establece un plazo de 180 días para la dictación del reglamento que regulará los registros que crea la ley y de 90 días para que los titulares de cotos de pesca en funcionamiento para solicitar su inscripción.

III. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.


Vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración de las siguientes personas: El señor Subsecretario de Pesca, don Felipe Sandoval Precht; la señora Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, doña Edith Saa Collantes; el señor Director General de Aguas, don Humberto Peña Torrealba; las señoras asesoras jurídicas de la Subsecretaría de Pesca, doña Jessica Fuentes Olmos y doña María Cecilia Engler Palma; el señor asesor de la Subsecretaría de Pesca, don Alex Brown; el señor Director del Servicio Nacional de Turismo (Sernatur), don Oscar Santelices Altamirano; el señor asesor del Servicio Nacional de Turismo, don Ricardo González; el señor abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, don Sebastián Soto Velasco; el señor Director de la Dirección General del Territorio Marino y de la Marina Mercante, Vicealmirante Rodolfo Codina Díaz; el señor alcalde de Punta Arenas, don Juan Morano Cornejo; el señor Secretario General de la Federación Nacional de Clubes de Pesca y Caza, don Arturo Medina Venegas; el profesor asistente del Departamento de Ingeniería Civil de la Universidad de Concepción, don Claudio Meier Vargas; el señor Director de la Escuela de Ciencias del Mar de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, don Teófilo Melo Fuentes; el profesor de la Universidad de Los Lagos, don Tirso Poblete; representantes del Club de Pesca “Ríos del Sur”, señores Patricio Véliz y Héctor Córdova Olivares; el Presidente y la señora Coordinadora del club “River Toltén”, don Rubén Sandoval Muñoz y doña Jacqueline Romero Insunza; el señor abogado don Ronald Schirmer; los señores empresarios del rubro turismo, don Luis Felipe Devés Valdés y don Gonzalo Cortés de la Cerda; el señor Presidente y el señor Secretario de la Corporación “Nuevo Caudal”, don Lautaro Maldonado Clarck y don Eduardo Alarcón Rojas; el señor Director de esa misma Corporación, don Raúl Vargas Fourcade; el señor Presidente de la Federación Chilena de Deportes Submarinos, don Guillermo Villar Caballero, el representante de la Fundación Chile, don Javier Marín; el señor Presidente de la Cámara de Turismo de Coyhaique, don Julio Meier Trujillo; los señores Pablo Negri Edwards; Adrián Dufflocq Borie y José Luis Suárez M.; el representante de la Asociación de Desarrollo de Turismo Rural de Alto Palena, don Mauricio Cristino; el señor Director Ejecutivo Fondef- Conicyt, don Jorge Yutronic; el señor Presidente de la Asociación Gremial Cámara de Turismo de Coyhaique A.G., don Julio Meier Trujillo; los señores representantes de los clubes de pesca y caza de la XI Región, don Luis Villavicencio y don Pedro Castro; el señor Presidente de la Corporación de Desarrollo Turístico y Cultural de Puerto Varas, don Matthias Holzmann; el señor Néstor Holzapfel, de Puerto Varas; el representante de la empresa Southern Chile Expeditions S.A., don Paul Kinney; el señor Gerente de innovación y desarrollo tecnológico de CORFO, don Pedro Sierra; el señor representante del Comité Turístico Reloncavi, Ricardo Gomez.

IV. EL PROYECTO FUE APROBADO, EN GENERAL, POR UNANIMIDAD.


Vuestra Comisión aprobó en general el proyecto por unanimidad.

V. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a)
Discusión general.


El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión 79ª de fecha 19 de enero del año en curso con los votos favorables de los Diputados señores Galilea, don Pablo; Muñoz, don Pedro; Recondo, don Carlos y Venegas, don Samuel.


Durante la discusión general, la asesora jurídica de la Subsecretaría de Pesca, doña Jéssica Fuentes, señaló que Chile presenta ventajas para la explotación turística de la pesca deportiva, entre las que mencionó la existencia de especies hidrobiológicas de importancia para esta actividad, diversidad de ecosistemas y bellezas naturales, la existencia de un creciente interés por el ecoturismo y el desarrollo de un sector económico asociado a la explotación turística de la actividad en las regiones más australes del país.


Respecto a la situación actual de la pesca recreativa en el país, afirmó que se presentan serias dificultades para asegurar el ejercicio sustentable de la actividad, tales como una regulación no específica en la actual Ley General de Pesca y Acuicultura; un deterioro de la calidad de pesca; escasez de recursos humanos y económicos que redundan en una insuficiente investigación y fiscalización y la inexistencia de instrumentos legales que faciliten la explotación turística de la actividad.


En cuanto a los objetivos del proyecto en discusión, recalcó que estos son básicamente dos: i) La conservación de las especies y la protección del medio, a través del establecimiento de medidas de administración y la fijación de áreas preferenciales, implementando una mayor fiscalización y aplicando sanciones específicas para las infracciones que se cometan. ii) El fomento de las actividades económicas y turísticas asociadas. Para ello, se crean instrumentos que facilitan la explotación turística de la actividad, ya sea mediante administración municipal o privada de las áreas preferenciales.


En relación a los principios que inspiran el proyecto, mencionó los siguientes:


Conservación de las especies. Este debe informar toda moderna regulación referida a la utilización de recursos naturales, en este caso, de las especies hidrobiológicas. De otro modo, la explotación sin control de tales recursos puede conducir a su deterioro o simplemente a su desaparición.


Descentralización de las decisiones, contemplando la intervención de autoridades regionales y comunales;


Planificación territorial y participación. Estos regirán las decisiones que serán adoptadas por los gobiernos regionales en torno a las áreas preferenciales. En efecto, se pretende que en una decisión regional con participación ciudadana, los gobiernos regionales establezcan las áreas preferenciales, eligiendo entre las aguas terrestres de la región y determinando, de este modo, los espacios que son particularmente protegidos y sometidos a un régimen particular de manejo pesquero, administración y fiscalización. La necesidad de compatibilizar los distintos usos y el acceso a las aguas, impone necesariamente un pronunciamiento que incluya a la comunidad en general y, en particular, a quienes puedan verse afectados por las decisiones. 


Flexibilidad en la gestión. Este principio se manifiesta en el presente proyecto al no imponer decisiones a las autoridades, sino que crea los instrumentos que les permitirán impulsar el desarrollo de la actividad en la región o comuna, pero siempre entregada a una decisión superior proveniente de la región en su conjunto, entendida como las autoridades regionales, sectoriales y la ciudadanía. Por otra parte, al referirse al contenido del proyecto expresó que éste contempla las condiciones generales para el ejercicio de la pesca recreativa, estableciendo requisitos como la utilización de aparejos de pesca personales, la prohibición de comercialización de las especies capturadas y la posesión de una licencia personal e intransferible durante la práctica de la actividad y el transporte de las especies antes mencionadas.


En cuanto a las medidas generales de administración, señaló que se mantienen las de conservación previstas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y el procedimiento establecido en ella para su dictación, estableciéndose que sólo en el caso de aguas terrestres dichas medidas serán dictadas por el Director Zonal de Pesca.


También se define una fórmula de conciliación para las medidas de administración que pueden ser dictadas por la autoridad pesquera en ejercicio de las atribuciones que otorga la Ley General de Pesca y Acuicultura. Así se establece que el pescador recreativo quedará sometido a dichas medidas, salvo que el acto respectivo excluya expresamente a la pesca recreativa de su aplicación. En otras palabras, sólo una declaración expresa de la autoridad podría eximir a los pescadores recreativos del cumplimiento de la medida de administración dictada para una especie hidrobiológica determinada.


Asimismo, se regula un nuevo catálogo de medidas de conservación, especiales para la pesca recreativa. Expresó que las entidades competentes para establecer las medidas de administración son la Subsecretaría de Pesca respecto de las aguas marítimas y el Director Zonal respecto de las aguas terrestres.


Agregó que, por el efecto que producen sobre el ecosistema, se establece que un reglamento deberá determinar la forma y condiciones para efectuar actividades de siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo que se asegure la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental y, en especial, la biodiversidad.


Por otra parte, atendida la presión sobre las especies hidrobiológicas que pueden generar los campeonatos de pesca y caza submarina, se establece que sus bases deberán ser aprobadas previamente por el Director Zonal y que no podrán contravenir las medidas de administración vigentes.


Expresó que se establecen aguas especialmente reguladas para el ejercicio de la pesca recreativa, a saber, las áreas preferenciales, los cotos de pesca y la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial.


Las primeras son un curso o cuerpo de aguas terrestres, especialmente idóneo para desarrollar actividades de pesca recreativa. Al gobierno regional le corresponde declarar el área preferencial y licitar su administración bajo determinados supuestos. Por su parte, a la municipalidad le corresponde elaborar el plan de manejo, que aprueba el Director Zonal; administrar el área, directamente o por un tercero y fiscalizar a través de inspectores municipales. Por último, afirmó que se establece el derecho de exigir un permiso especial para ejercer la pesca recreativa en un área preferencial.


Con el fin de resguardar el acceso igualitario de los pescadores al área, se obliga a mantener un sistema de oferta pública del permiso. También se regula la publicidad del monto de los derechos a cobrar. Además, se prohíbe modificarlo más de una vez al año y, en el caso que la administración haya sido entregada a un tercero, todas estas condiciones deberán constar en el convenio de administración.


En cuanto al procedimiento de declaración del área preferencial indicó que es reglado en todas sus etapas, determinando las autoridades consultadas e informantes y regulando la consulta pública y su decisión. Asimismo, comprende la opinión fundada de organismos sectoriales en el ámbito de sus competencias, tales como el Director Zonal, el Director Regional de Turismo, la Dirección General de Aguas, la Subsecretaría de Marina, la Corporación Nacional Forestal y la Corporación Nacional Indígena. Finalmente, expresó que comprende la opinión vinculante de la municipalidad o municipalidades involucradas y de la comunidad regional.


Agregó que el proyecto contempla una serie de restricciones a la declaración del área preferencial, entre las que se cuentan las siguientes:


-El área preferencial tiene una duración de 20 años renovable conforme al mismo procedimiento previsto para su declaración;


-Se prohíbe declarar más de la mitad de las aguas terrestres de la región como preferenciales para la pesca recreativa;


-Se prescribe la desafectación del área si en el plazo de 5 años desde su declaración, la municipalidad no hubiere ejercido su administración conforme a un plan de manejo aprobado por el Director Zonal, o si el Gobierno Regional no hubiere entregado dicha administración a un tercero;


-Por último, se permite la desafectación del área si se pierden las condiciones que determinaron su declaración.


En cuanto a los efectos de la declaración del área preferencial, mencionó los siguientes:


-Sólo puede realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo;


-La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera, deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental;


-Se limita el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas al caudal mínimo pesquero;


-La tuición del área es ejercida por la municipalidad, quedando su administración supeditada a la aprobación del plan de manejo, y


-El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina debe abstenerse de otorgar el uso particular del área por el plazo de vigencia de la misma.


Al detallar la administración del área preferencial, manifestó que para el ejercicio de ésta se requiere la elaboración de un plan de manejo que determinará las condiciones bajo las cuales puede ejercerse la pesca recreativa en el área. Asimismo, añadió que se establece la obligación para la municipalidad de encargarlo a un consultor inscrito en un registro que llevará el Servicio. Manifestó que ésta tiene la posibilidad de entregar dicha administración a personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro.


Informó, también, que la municipalidad ejercerá la fiscalización del área mediante inspectores municipales, y el adjudicatario de la administración a través de inspectores municipales conforme se establezca en el convenio de administración o de inspectores ad honorem designados en conformidad con la Ley Nº 18.465.


Por otra parte, señaló que el proyecto contempla el otorgamiento de permisos especiales reservados para los operadores de pesca, quienes tendrán un derecho preferente para la obtención de, a lo menos, un 30% de los permisos especiales para el ingreso en áreas preferenciales.


Para entregar la administración a terceros, indicó, se realiza mediante una licitación, que se iniciará con un llamado público realizado mediante decreto alcaldicio y cuya adjudicación será resuelta en sesión pública del concejo municipal. Decidida la adjudicación, se celebra un convenio de administración que contendrá las condiciones esenciales en que se ejercerá dicha administración.


Sin embargo, manifestó que en los casos en que la municipalidad no hubiere procedido a la elaboración del plan de manejo en el plazo de dos años, el gobierno regional, a petición de los concejales de la comuna o de cualquier interesado, licitará la administración del área preferencial, para lo cual deberá encargar por sí mismo la elaboración del plan de manejo. El mismo procedimiento se aplicará en los casos en que los resultados del programa de seguimiento den cuenta de una evolución desfavorable del área.


Cotos de pesca. Al respecto, señaló que es un curso de aguas superficiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa como, asimismo, aquéllos que destinados al mismo fin, se encuentran en aguas sometidas a un régimen privado de propiedad. Además, un reglamento determinará las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca.


Pesca recreativa en aguas bajo protección oficial. En este caso, efectuó la siguiente distinción: En las áreas de manejo la pesca recreativa podrá realizarse en la forma que determine el reglamento que dicte el Ministerio de Economía. En las áreas de reserva marina, se podrá realizar actividades de pesca recreativa en la forma que determine la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, previo informe técnico del Servicio.


Por último, en otras aguas bajo protección oficial, no se modifica su régimen, sólo su plan de manejo debe consultarse con la autoridad pesquera en lo que a pesca recreativa se refiere.


Por otra parte, al referirse a los guías de pesca, afirmó que éstos podrán solicitar que el Servicio Nacional de Pesca los acredite y otorgue una credencial, la que será personal e intransferible.


Como último tema, expresó que el proyecto de ley complementa el actual sistema de fiscalización mediante la incorporación de nuevos fiscalizadores y el perfeccionamiento de la normativa sancionatoria.


Se mantiene la competencia de los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y del personal de la Armada y Carabineros, además de los inspectores ad honorem, cuyas facultades se perfeccionan. Además, se agrega la competencia de los inspectores municipales y de los guardaparques en el ámbito de su respectiva competencia, esto es, áreas preferenciales y áreas que se encuentren bajo la tuición de la Corporación Nacional Forestal (Conaf), respectivamente.


Sostuvo que en el proyecto, en materia de infracciones, se tipifican figuras específicas para la pesca recreativa graduando su sanción según se trate de infracciones menos graves, graves y gravísimas. Tales sanciones corresponden a multas que serán aplicadas por el tribunal competente.


En cuanto al destino de los ingresos, señaló que se debe distinguir entre: las licencias generales, las percibe el Servicio Nacional de Pesca y van a arcas fiscales; los permisos especiales por áreas preferenciales van en un 100% a la municipalidad, y lo recaudado por concepto de multas también se ingresan en un 100% a la municipalidad del lugar de la infracción.


Al finalizar su exposición, mencionó que el proyecto contempla la creación de dos registros, el de cotos de pesca y el de consultores, que son personas naturales o jurídicas habilitadas para elaborar los planes de manejo de las áreas preferenciales y realizar seguimientos.


Por su parte, el señor Director del Servicio Nacional de Turismo, don Oscar Santelices, destacó que en el mensaje lo turístico tiene importancia capital en el desarrollo de la actividad. La promulgación de la ley de pesca recreativa deberá contribuir a posicionar al país como destino para el turismo deportivo, así como también facilitará la coordinación entre los diversos actores involucrados. Asimismo, indicó que esta ley será un instrumento para superar algunas de las limitaciones que hoy enfrenta el desarrollo de la pesca deportiva, entre las que mencionó las siguientes:


-Amenaza de la pesca clandestina indiscriminada y contaminación de los cursos de agua.


-Falta de un control efectivo de las normas existentes.


-Carencia de estudios que permitan obtener un conocimiento de la problemática de esta actividad en diversos ámbitos (catastro de infraestructura básica existente, como muelles y malecones, estado de las poblaciones hidrobiológicas objeto de pesca, esfuerzos de pesca, entre otras). 


-Escasez de guías profesionales que tengan conocimiento de las zonas visitadas, que dominen otro idioma, que puedan manejar situaciones fortuitas en general asociadas a inclemencias del tiempo, que posean capacidad de comunicación, buena disposición y educación ambiental.


-Falta de información, tanto de los lugares donde se puede realizar pesca deportiva como de la infraestructura presente en el lugar. 


-Insuficiente infraestructura en aquellos lugares donde se puede desarrollar esta actividad.


-Falta de información acerca de los lugares donde no se puede pescar, y alta estacionalidad de la actividad, en especial de la pesca de aguas interiores en la zona sur del país.


Afirmó que su Servicio considera que con la implementación de la ley se dará un decidido apoyo para la profesionalización y mejora de la calidad de la pesca recreativa con fines turísticos en Chile. Su espíritu es el de promover el uso sustentable de dichos recursos con fines turísticos y recreativos, por lo que será de suma importancia evitar toda consideración que se transforme en el futuro en una traba al desarrollo de estas actividades, en particular, la operación turística de pesca recreativa.


Del mismo modo, señaló que su texto contiene muchas materias que son de carácter reglamentario, lo que eventualmente puede transformarse en una excesiva rigidez para la evolución futura de la actividad, ya que ésta es muy dinámica en cuanto a tendencias y modalidades, por lo que sugirió simplificar el texto respecto de los aspectos formales del desarrollo de la actividad a lo estrictamente necesario, y vía reglamento establecer aquellas consideraciones regulatorias particulares en cuanto a forma.


Respecto del articulado del proyecto, efectuó los siguientes comentarios:

a)
En el artículo 3º letra g), que conceptúa al guía de pesca, recomendó que esta definición sea concordante con la que ha establecido la Comisión Panamericana de Normas Técnicas (Copant), que lo define de la siguiente forma: “Guía especializado: Persona que tiene conocimiento y/o experiencia acreditable sobre algún tema o actividad específica.”.


Además solicitó incorporar en este mismo artículo la siguiente referencia: Sernatur, Servicio Nacional de Turismo

b)
En el artículo 6º recomendó disminuir de 70 a 60 años de edad, el límite para acceder a los descuentos para el pago de derechos de licencias que se otorguen a chilenos y extranjeros residentes mayores de edad. De esta forma, habrá concordancia con la definición de adulto mayor (OMS y Política Nacional del Adulto Mayor).

c)
El artículo 10 señala que los campeonatos de pesca y caza submarina se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser aprobadas previamente por el Director Zonal que corresponda. Al respecto, propuso que se fije un plazo máximo para la respectiva aprobación, vencido el cual debiera operar lo dispuesto en las leyes vigentes sobre el silencio administrativo.

d)
Respecto a lo dispuesto en el artículo 12, sugirió que la consulta a Conaf sólo se realice cuando el cuerpo de agua respectivo se localice al interior, colindante o afecte a una o más áreas silvestres protegidas.

e)
En cuanto a lo dispuesto en el artículo 15, afirmó que el plan de manejo debiera ser aprobado previo informe (autorización técnica) de Sernatur, dado que el uso prioritario establecido por esta ley para dichas áreas es el turístico.

d)
De igual forma, sugirió modificar el artículo 16, para que la modificación del plan de manejo, se realice previo informe (autorización técnica) de Sernatur, por las razones antes expuestas.


Además propuso incluir en la ley la posibilidad de establecer mediante reglamento un modelo de uso estándar (plan de manejo) para diferentes zonas geográficas o condiciones de caudal de agua u otras consideraciones técnicas, que considere restricciones básicas para la preservación del recurso, de tal manera que el plan de manejo sólo sea necesario para aquellos casos en que se requiere una explotación más intensiva del recurso en función de la capacidad de carga máxima tolerable para el mismo.

e)
En cuanto a los artículos 18, 19, 20 y 21, estimó que son temas propios de reglamento y no de ley, por lo que deberían ser traspasados al reglamento respectivo. Igual recomendación efectuó para las consideraciones administrativas de los artículos 22 y 23.

f)
Respecto a lo dispuesto en el artículo 37, sugirió establecer en este artículo que los guías especializados en pesca recreativa, certificados como tal mediante el sistema normativo de calidad establecido por el Sernatur, sean reconocidos automáticamente para efectos del registro de Sernapesca. También declaró que se debiera establecer que quedarán exentos del pago del derecho establecido para la obtención de la credencial respectiva los guías especializados en pesca recreativa certificados por el sistema normativo de calidad establecido por Sernatur.

g)
Por último, se refirió a lo dispuesto en el artículo 49, respecto del cual propuso que el registro de guías de pesca también lo lleve Sernatur, sin perjuicio que lo disponga Sernapesca.


El señor Director de la Dirección General del Territorio Marino y de la Marina Mercante, Vicealmirante Rodolfo Codina, señaló que la Dirección General del Territorio Marítimo participó en la elaboración del proyecto de ley de pesca recreativa que desarrolló la Subsecretaría de Pesca, proponiendo modificaciones en el ámbito de competencia de la autoridad marítima.


El proyecto de ley entrega amplias facultades de administración de cuerpos de aguas terrestres exclusivamente (áreas preferenciales de pesca recreativa) a las municipalidades y le da atribuciones para efectuar recaudaciones por arrendamiento y multas para su beneficio. Añadió que se incorporan adicionalmente a las autoridades de fiscalización de la ley de pesca (Sernapesca, Armada y Carabineros) a los inspectores municipales, inspectores ad honorem y guardaparques, sólo en las áreas preferenciales de pesca recreativa.


En cuanto al articulado del proyecto, en el artículo 12, inciso cuarto del proyecto, propuso reemplazar la expresión “100 toneladas de registro grueso”, por “100 toneladas”, adecuándola de esa forma a la expresión utilizada por el Código de Aguas.


Expresó que el presente proyecto viene a complementar la normativa actual sobre pesca recreativa y que no afecta las atribuciones que posee la Armada de Chile en este ámbito.


Por último, indicó que una vez que se promulgue la presente ley y entre en vigor, se requerirá una adecuada coordinación con todos los organismos del Estado involucrados, con el fin de evitar dualidades en el control de la actividad.


El abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, don Sebastián Soto Velasco, expresó, en primer lugar, que el rubro del turismo cada día adquiere mayor incidencia en cuanto a los ingresos que reporta al país, superando a industrias como el salmón y la harina de pescado.


Juega un rol trascendente en materia de generación de empleos. De acuerdo a cifras del año 1999, la industria turística produce 159.000 empleos, cifra muy superior a los 70.000 que genera la industria minera y a los 12.000 de la industria salmonera.


En este mismo sentido, agregó que todos los años va aumentando la cifra de turistas extranjeros que visitan nuestro país. Indicó que para seguir creciendo se debía atraer a más turistas y más inversión para mejorar la capacidad turística de Chile creando un ambiente adecuado para el visitante extranjero.


Señaló, como antecedente a considerar, que Chile está bastante más lejos de los turistas que otros países, sobre todo de aquéllos que provienen de los países que se caracterizan por ser los más gastadores en esta materia.


Es así como, en un ranking elaborado por la OMT de los países más gastadores (“Tendencias del Mercado Turístico: Las Américas 2000”) se ubicaba los Estados Unidos de América con un 12,4%, seguido de Alemania con un 10,3%, de Gran Bretaña con un 7,1% y de Japón, con un 6,4%.


Asimismo, agregó que los vecinos de Chile son importantes competidores en el turismo y en la pesca deportiva. Por ello, debe esforzarse por ser más atractivo para los turistas, compitiendo en costos y desarrollando sus ventajas comparativas.


Por otra parte, hizo presente que para atraer más inversiones en turismo se deben crear condiciones favorables para la inversión, sobre todo en materia laboral y en estabilidad económica, y teniendo especial cuidado en no regular en exceso la actividad.


Por último, para crear un ambiente adecuado para el turista, indicó que se requerían políticas públicas amplias en materia de educación, idiomas, conciencia y acceso fácil a los servicios.


En cuanto al proyecto de ley de pesca recreativa, consideró excesivo el número de servicios públicos a los que el proyecto concede atribuciones, entre los que se cuentan el Ministerio de Economía, de Relaciones Exteriores, de Educación, la Subsecretaría de Pesca, la Subsecretaría de Marina, el Servicio Nacional de Pesca, el Servicio Nacional de Turismo, el Director Zonal, la Conaf, la Conadi, la Dirección Regional de la Dirección de Aguas, el intendente, el consejo regional y las municipalidades.


Además estimó que se debía facilitar el acceso a la licencia de pesca recreativa y fomentar la fiscalización ex post al control ex ante. Asimismo, consideró excesivamente burocrático el trámite de declaración de áreas preferenciales. Debía procurarse asegurar la estabilidad en las áreas preferenciales, fomentando el cuidado del recurso, la inversión y fiscalización.


Por último, indicó que se debía limitar las causas de término del convenio de administración, junto con fortalecer la propiedad como ocurre en Canadá, Islandia y Noruega.


Por su parte, el Señor Claudio Meier, profesor asistente de la Universidad de Concepción planteó una visión general respecto de las medidas que se deben adoptar para desarrollar la pesca deportiva en nuestro país. Afirmó que Chile tiene un potencial enorme para convertirse en un destino preferente de los pescadores de mayores recursos, que son quienes aportan con una mayor cantidad de divisas.


Agregó que, si bien la nueva ley de pesca deportiva debe acoger a ese tipo de pescadores, también debe permitir la práctica de la pesca por parte de los miles aficionados chilenos. Además de los obvios beneficios que son consecuencia de la práctica de algún deporte, la pesca en particular constituye un mecanismo de distribución del ingreso dentro del país, al trasladarse las personas desde las comunas donde habitan quienes cuentan con mayores ingresos, hacia las comunas rurales que cuentan con los recursos naturales que permiten la práctica de esta actividad.


Por otra parte, manifestó que para un adecuado ejercicio de este deporte se requiere conservar las pesquerías y fiscalizar el cumplimiento de las normas vigentes. Al respecto, da a conocer los modelos de pesquería que han adoptado los países que tiene una situación similar a la nuestra, por cuanto cuentan con aguas públicas, que tuvieron dificultades con sus pesquerías y que, sin embargo, lograron salir adelante y hoy constituyen un ejemplo de gestión exitosa, tales como Nueva Zelanda, Estados Unidos y Canadá.


Sostuvo que en nuestro país la pesca ha decaído considerablemente porque no se han adoptado las medidas adecuadas. En primer lugar, porque se han efectuado proyectos ambientalmente dañinos, tanto a nivel de cuenca de drenaje (por ejemplo, deforestación intensiva y uso de plaguicidas y fertilizantes) como por la acción que se ha realizado directamente sobre los ríos (extracción de áridos y de caudales, construcción de represas y bocatomas y vertidos contaminantes) y, en segundo lugar, por la acción de quienes ejercen la llamada “pesca furtiva” o ilegal.


Ejemplos emblemáticos de la pérdida de pesquerías de excelencia lo constituyen los casos de la laguna del Maule y el río Laja.


En el verano de 1952, el canadiense Roderick Haig- Brown fue invitado por el gobierno chileno a investigar la pesca de truchas desde el Maule hasta el Petrohué, experiencia que plasmó en su libro “Fisherman’s Winter”. En dicha obra destaca las bondades de la laguna y el río recién mencionado. Sin embargo, hoy en día, en el Laja, pese a que continúa teniendo aguas muy limpias, existen cuatro centrales hidroeléctricas ubicadas aguas arriba, que alteran notoriamente su régimen hidrológico.


Aclaró, no obstante, que esta actividad se puede realizar en un modelo ambientalmente sustentable.


Recalcó que en países como Nueva Zelanda, de cuatro millones de habitantes y doscientos setenta mil kilómetros cuadrados, genera un ingreso, por concepto de pesca deportiva por sobre los 460 millones de dólares al año.


Por su parte, la región de Aysén, que tiene 92 mil habitantes y 110 mil kilómetros cuadrados, genera ingresos por este concepto que ascienden a los 12 millones de dólares anuales.


Efectuó esta comparación porque el sur de nuestro país en paisaje y temporada de pesca, resulta muy similar a Nueva Zelanda. Más aún, nuestro país presenta ventajas comparativas, ya que cuenta con una menor densidad poblacional y se está a una menor distancia de Europa y Estados Unidos.


Informó que el Estado invierte recursos en la pesca recreacional, usualmente, mediante proyectos financiados por el Fondo Nacional de Desarrollo Tecnológico y Productivo (Fontec), a través de Corfo, y sobre todo sembrando alevines en ríos y lagos.


Se manifestó contrario a esta última medida, por cuanto toda la evidencia indica que, en la enorme mayoría de cuerpos de agua de Chile, la reproducción de salmónidos es excelente. Expresó que se debe promover la concurrencia de la mayor cantidad de personas a pescar, respetando las restricciones que existan, con una adecuada fiscalización. Sin embargo, el proyecto, a su juicio, apunta en el sentido contrario, por cuanto promueve que sólo sea una elite la que pueda acceder a esta actividad.


Respecto del proyecto de ley en discusión destacó los siguientes aspectos positivos:


-Cuenta con la posibilidad de regular localmente las pesquerías.


-Permite la creación de áreas donde se privilegia la actividad de pesca por sobre otras actividades económicas incompatibles.


-Efectúa una mayor y un mejor control de las actividades de siembra y redoblamiento.


-Permite el desarrollo de planes de gestión de la pesquería y el establecimiento de caudales que aseguren la sustentación de la pesquería frente a otros usos del agua; y


-Fortalece la participación regional.


En cuanto al control, propuso lisa y llanamente que no existan vedas y en su reemplazo postuló que se protejan los lugares donde haya una densidad de nido relevante. De esta forma se distribuye la presión de pesca durante todo el año.


Los problemas o defectos que aprecia en el proyecto de ley en discusión son los siguientes:


-No involucra a los ribereños ni a los pescadores locales. No menciona qué ocurrirá con las aguas no preferenciales.


-Por último, su principal crítica al proyecto radica en el mecanismo ideado para financiar la fiscalización.


El instrumento por el cual se optó para financiarla impide el logro del objetivo fijado por el presente proyecto de ley, porque se desincentiva la práctica del deporte para los chilenos; disminuye el ingreso económico total, ya que concurrirán menos personas a pescar; se protegen de forma adecuada unas pocas aguas, quedando el resto en la indefensión.


Al respecto, hizo presente que el principal proponente de las concesiones opina que se “cobraría un valor que en general no será superior a los $ 20.000 diarios, lo cual sigue siendo accesible para un gran porcentaje de la población, que sólo sale a pescar unos 10 días al año en la práctica.”.


Sostuvo que tal afirmación resulta completamente absurda. En los hechos, significa que la inmensa mayoría de los chilenos no podrán acceder a la práctica de este deporte.


Agregó que la licitación se adjudicará sobre la base de tres criterios, a saber: cuánto dinero se entrega como “pie” a la municipalidad, cuánto se entrega como porcentaje de los boletos cortados y cuánto es el valor del peaje, vale decir, cuánto cuesta el día de pesca.


Señaló que además se bonificaría a los postulantes cuando sean asociaciones sin fines de lucro.


Estimó que el esquema propuesto para financiar la fiscalización resulta deficiente por las siguientes razones:


-El acceso a las áreas preferenciales quedaría vedado para la enorme mayoría de los pescadores chilenos por razones netamente económicas, ya que no se podrían pagar las tarifas diarias de acceso. Ello no sólo no fomenta la pesca recreativa sino que margina de las mejores aguas del país a la enorme mayoría de los pescadores nacionales.


-El crear un negocio con la fiscalización en la forma en que se plantea en el proyecto actual, si bien puede ser altamente beneficioso para las arcas municipales y para el inversionista privado, en el largo plazo disminuirán los flujos de turistas y el ingreso total hacia la comuna.


-Si bien se mantendrá un flujo de pescadores con capacidad para pagar sumas importantes, disminuirá sensiblemente el número de usuarios de menores ingresos. Para confirmar esta aseveración citó un estudio de la Universidad Austral que demuestra que más del 80% de los ingresos por concepto de pesca deportiva para la región de Aysén provienen de pescadores chilenos.


Se satisface en forma muy parcial un objetivo del proyecto, cual es el “conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema”, ya que no se contempla ningún mecanismo para fiscalizar y proteger las demás aguas, de acceso general, las que quedan sometidas a la misma degradación que se ha podido presenciar hasta la fecha en la gran mayoría de ríos y lagos. Más aún, con el nuevo énfasis que se coloca en la fiscalización de las áreas preferenciales tal vez empeore la situación de las aguas de acceso general, ya que la gran mayoría de los pescadores chilenos, al ser excluidos de los mejores sectores se verían forzados a pescar sólo en las primeras.


Aseveró que las personas que participaron en la redacción del proyecto, en lo referido al financiamiento de la fiscalización, carecen de formación en materia de gestión de pesquerías y en biología.


Hizo presente que la propuesta realizada por el Gobierno no tiene precedentes a nivel mundial. Se desconoce lo realizado por aquellos países que tienen aguas públicas y que han logrado gestionarlas de manera adecuada. Agregó que los supuestos precedentes que existirían, llámese Islandia o Inglaterra, no serían tales, por cuanto en aquellos países las aguas son privadas.


Por último, postuló que se requiere una ley que permita asegurar la conservación, incentivando al mismo tiempo la actividad de pesca, y no transformándola en un deporte exclusivo para una elite.


Para financiar la fiscalización propuso la venta de las licencias de pescar. Estas licencias serían de carácter regional, destinando una porción de la recaudación a arcas fiscales. También que se fijen tarifas diferenciadas para turistas nacionales y extranjeros, estableciendo un trato especial para los ribereños. Debiera existir un organismo a nivel regional encargado de fiscalizar, o bien de licitar esta fiscalización. Indicó que se debiera garantizar que los recursos provenientes de las licencias se reinviertan en estudiar los ríos y en fiscalizar.


Hizo presente que el modelo norteamericano de gestión se centra en regular la pesca en vez de limitar el acceso, lo que permite satisfacer números muchos mayores de pescadores, ya que cada pez, sobre todo si es de gran tamaño, puede ser capturado varias veces, lo que aumenta el valor económico de la pesquería. Ello ha permitido que el Parque Nacional Yellowstone, cuyas aguas estaban seriamente sobreexplotadas hacia medio siglo, tenga hoy una de las mejores pesquerías del planeta, pero soportando a la vez una cantidad mucho mayor de pescadores que devuelven el 95% de las capturas con vida.


El señor Lautaro Maldonado, vocero del Comité Nacional de Defensa de la Pesca Recreativa, afirmó que participan en esta organización la Federación de Pesca y Caza de Chile, la Corporación Nuevo Caudal, el Comité de Defensa y Promoción de la Pesca Recreativa de Pucón, ocho Clubes de Pesca de la IX, X y XI región y veinte Asociaciones de Pesca Deportiva desde la III hasta la IX región y Región Metropolitana.


Además representan a las siguientes organizaciones gremiales: la Cámara de Turismo de la región de Aysén, la Cámara de Comercio de Pucón, la Cámara de Turismo de Pucón, la Cámara de Turismo de Los Andes, el Comité de Operadores de Pesca Recreativa de Coyhaique, la Asociación de Guías de Pesca con Mosca de Chile A.G., la Asociación de Desarrollo de Turismo Rural de Alto Palena, el Gremio de Boteros de Villarrica, el Gremio de Boteros de Pucón, la Agrupación de Boteros del Río San Pedro y la Agrupación de Boteros de Pitrufquén.


Indicó que para quienes representa lo más importante es la voluntad de conservar las especies hidrobiológicas de interés para la pesca recreativa y proteger su ecosistema. Los aspectos más controvertidos del proyecto son las áreas preferentes y la administración de las áreas preferenciales por privados, mediante licitación.


Manifestó su preocupación por la limitación de las áreas preferenciales en “no más de la mitad de las aguas terrestres comprendidas en la respectiva región”. Debe revisarse y redefinirse este límite, porque el criterio utilizado resulta muy vago y amplio, sin base mensurable, por lo que no se garantiza su cumplimiento ni un control adecuado.


Señaló que cuando se trata del elemento “aguas” la medición puede darse de diversas formas. Por ello, propuso establecer en el proyecto la forma de mensura, otorgando un tratamiento distinto para lagos, lagunas, ríos, arroyos y otros.


Afirmó que se opone a la idea de licitar la administración de áreas preferenciales para entregarla a manos privadas. Como solución propuso las siguientes alternativas:

1ª
alternativa de administración:

a)
Que los municipios sólo puedan licitar servicios como la fiscalización o establecer convenios de servicios, por ejemplo, con empresas especializadas locales, operadores locales, ribereños u otros, dando una adecuada solución a este tema en los lugares de alta demanda y en sectores alejados. La fiscalización también podría ser desarrollada por inspectores municipales.

b)
Que los parques nacionales sean declarados áreas preferenciales por defecto, bajo administración de Conaf, con fiscalización de guardaparques o servicios contratados a terceros. Esta vía de solución es similar a la adoptada en la ley de tránsito. 


Hizo presente que si bien el Ministerio de Transportes y el Ministerio del Interior, a través de Carabineros, velan por el cumplimiento de las normas contenidas en la ley antes citada, las municipalidades cuentan con direcciones de tránsito y con inspectores municipales que también fiscalizan la aplicación de dicha ley. Lo recaudado por concepto de multas por infracciones a la ley de tránsito es fuente de ingresos municipales; nadie puede cuestionar el hecho que el tránsito vehicular y las normas que lo regulan operan a entera satisfacción en nuestro país, más allá de los problemas de infraestructura que pudieran existir.

2ª
alternativa de administración:


-Que las áreas preferentes estén bajo la administración del Servicio Nacional de Pesca. En este caso, esta administración no se podrá licitar ni concesionar. Propuso que en este Servicio se cree un departamento especializado en pesca recreativa. Postuló que el administrador pueda establecer convenios con municipios para la fiscalización.


Al igual que en la alternativa anterior, admitió que la fiscalización también pueda ser realizada por inspectores municipales.


En cuanto a los Consejos Regionales de Pesca Recreativa, propuso reponerlos como ente planificador y rector de la pesca recreativa en la región y para que, además, desempeñen un rol asesor y operativo del gobierno regional y un rol consultivo del Director Zonal de Pesca.


En lo que dice relación con el financiamiento, hizo presente que existen diversos mecanismos para financiar el actual proyecto de ley.


Hoy se venden alrededor de 52.000 licencias al año. En nuestro país habrían aproximadamente quinientos mil pescadores recreativos. Por su parte, la Federación de Pesca y Caza sostiene que esa cifra se elevaría a un millón de personas. Pese a ello, limitará el número a trescientos cincuenta mil pescadores deportivos.


En base a esa cifra, señaló que si con una mejor difusión, con mejores canales de venta y una mayor fiscalización se logra que el sesenta por ciento de los mencionados pescadores adquiera la licencia, se obtendría una suma cercana a los $ 673.000.000. Si se aumentara el valor de la licencia al doble se alcanzaría la suma de $ 1.346.000.000. Por último, si se triplica su valor la cifra ascendería a los $ 2.019.000.000.


Indicó que otra alternativa de financiamiento dice relación con las licencias de pesca para aguas preferentes. Al respecto propuso que se cobre unos $ 1.300 por día de pesca. Hace presente que en Argentina se cobra alrededor de unos dos dólares.


Si del total de pescadores, el treinta por ciento desarrolla su pesca en áreas preferentes y si se considera que cada pescador recreativo desarrolla su actividad en un promedio de 15 días por cada temporada y que la mitad de dicho tiempo lo hará en áreas preferenciales, se podría recaudar hasta un millón de dólares.


Por otra parte, sostuvo que una tercera alternativa de financiamiento estaría dada por las licencias de pesca para extranjeros.


Estudios de ProChile indican que el número de pescadores extranjeros que visita nuestro país es entre ocho mil y diez mil por año, con una estadía promedio de tres a cuatro días. De acuerdo a cifras de la Fundación Chile y de ProChile la meta es, al menos, triplicar esa cantidad.


En virtud de lo expuesto, expresó que si sólo se duplica el número de extranjeros que visitan el país por este motivo y si se considera que el valor promedio por licencia en el mercado internacional para extranjeros es de 125 dólares, se puede alcanzar a recaudar unos 
$ 1.440.000.000.


Agregó una cuarta vía de financiamiento, que estaría compuesta por la recaudación que se haga por concepto de infracciones a la ley de pesca recreativa.


Si bien dicha cifra es imposible de cuantificar, hizo presente que el Estado de Chile recibió el año 2003 cerca de $ 8.500.000.000 por multas e indemnizaciones provenientes de todas las actividades de fiscalización. Si sólo el uno por ciento de esa cifra puede ser obtenido por esta vía, se recaudaría alrededor de 85.000.000 de pesos.


Una quinta vía de financiamiento afirmó que estaría compuesta por los Fondos Regionales de Desarrollo de Pesca Recreativa.


Actualmente el Estado de Chile gasta no menos de ciento cincuenta millones de pesos al año en la ejecución de diversos estudios y proyectos asociados con la pesca deportiva. Propuso que se reponga en el proyecto de ley, con cargo a la Ley de Presupuestos de la Nación y que no sea menor al ingreso por ventas de licencias de pesca general.


Sostuvo que existen otras fuentes de financiamiento, tales como las patentes municipales para guías, operadores y lodges, el incremento marginal de ingresos municipales por actividades asociadas, el fondo de desarrollo regional, el aporte de la empresa privada, etc..


Se ha afirmado que las concesiones que contempla el proyecto sirven para recuperar las aguas medioambientalmente degradadas. Propuso entonces que éstas sean definidas en el proyecto como “aquéllas que para su recuperación requieren más inversión que la necesaria para implementar un plan de fiscalización, medidas de administración de alcance del Director Zonal y las vías de acceso.”


Finalmente, concluyó que en este tema resulta perfectamente posible que se establezca la posibilidad de una concesión municipal, vía licitación pública, bajo las siguientes condiciones:


-Que se cuente con la aprobación del Consejo Regional de Pesca Recreativa.


-Que sea instransferible, con el fin de evitar la creación de un mercado paralelo. 


-Adjudicar la concesión entre los oferentes según el menor costo de las licencias de pesca.


-Limitarla a regiones con mayor deterioro de pesquerías.


El señor Felipe Devés, empresario turístico, afirmó que es un hecho real que la pesca ha estado decayendo año tras año. Debe dilucidarse si debe asumir la tarea de recuperación el Estado o los particulares. Quienes deben efectuar la inversión son los particulares, ya que el Estado requiere siempre de más recursos y las autoridades del Ministerio de Hacienda han declarado que no están disponibles para enfrentar un gasto de esta naturaleza. 


Se manifestó de acuerdo con el contenido de este proyecto de ley, dado que genera nuevos ingresos y no nuevos gastos. Al Estado le corresponde la promoción del país, fomentar el desarrollo de la pesca y otras gestiones de igual naturaleza.


Por otra parte, manifestó que respecto de la economía local el proyecto de ley entrega a los municipios el manejo y la administración de los ríos, lo que constituye una medida claramente descentralizadora. El alcalde es la autoridad más cercana a la comunidad. Por lo tanto, si comete un error en esta materia, la comunidad lo podrá sancionar a través del voto en futuras elecciones. Por tener tal cercanía se encuentra en mejores condiciones para entregar las concesiones que contempla la ley.


Señaló que las comunidades locales hoy no se encuentran en condiciones de hacer llegar sus planteamientos a la Subsecretaría de Pesca, gestiones que sí podrán realizar ante el alcalde de su comuna.


En cuanto a otros mecanismos que permitan generar ingresos en esta materia, expresó que por disposición constitucional no se puede afectar un tributo a un fin determinado. La única forma que los ingresos provenientes de las licencias se destinen a financiar la fiscalización que se requiere es a través de los municipios.


Respecto del plazo para recuperar los ríos, a no mediar alguna circunstancia especial, afirmó que no debiera extenderse más allá de cinco y diez años. Si un río es bien administrado y manejado, se puede recuperar entre dos y tres años.


Para atraer turistas al país vinculados a esta actividad se requieren buenos peces y que Chile sea conocido como un destino de pesca. Manifestó que ninguna de las dos cosas existen hoy.


Hizo presente que si la ley prospera, se requerirían sólo entre dos y cuatro años para tener ríos atractivos para el turista extranjero. Por el incremento del turismo no sólo se verán beneficiados los propietarios de lodges, sino que la comunidad toda. Es así como el turismo es un sector que genera un empleo por cada diez mil dólares que ingresan. En el rubro salmones la suma alcanza a un empleo por cada veinte mil dólares.


Rebatió lo sostenido por el señor Dufflocq, en el sentido de que los salmones no tienen interés turístico. Alaska genera 500 millones de dólares como Estado en pesca recreativa solamente. El 80% de esa cifra se alcanza en base a los salmones.


Respecto a la afirmación que los ríos concesionados no generarían interés por parte de los pescadores, hizo presente que el río más importante de Sudamérica, que es Río Grande de Argentina, es administrado por Frontiers. Dicho río cuenta con una gran afluencia de turistas norteamericanos, que concurren únicamente a pescar en sus aguas.


Por último, manifestó que lo propuesto en la ley es muy similar a lo que se usa en el norte de Europa. No es efectivo lo afirmado en la Comisión, en el sentido que los europeos tenían muy mala pesca. Son muchos más los americanos que vienen a pescar a Chile que los que provienen del viejo continente.


Con posterioridad, el Ejecutivo, a fin de conciliar las distintas posiciones de los diferentes actores involucrados, suscribió un acuerdo con las organizaciones más representativas, cuyos principales aspectos fueron los siguientes, y que motivaron las indicaciones que fueron formuladas a este proyecto:

a)
Se acuerda revisar el proyecto de ley a fin de incorporar las modificaciones que perfeccionen o reemplacen, según corresponda, los diversos mecanismos previstos en él con el objetivo de conservación de las especies hidrobiológicas o de su hábitat y de explotación turística de la actividad de pesca recreativa.

b)
Se reemplaza la figura de las concesiones de pesca recreativa o de meros convenios de administración de áreas preferenciales entregadas mediante licitación a privados, por una figura que pretende aumentar la fiscalización, asegurar el cuidado del recurso.

c)
Lo anterior se logra manteniendo la figura de áreas preferenciales como áreas protegidas mediante un plan de manejo, pero la innovación consiste en que ellas comprendan áreas más extensas, como por ejemplo una cuenca o conjunto de ríos, lo que será determinado en cuanto a que el manejo de los recursos existentes en ellos no se pueda realizar en forma parcializada o por tramo. Se trata de crear una figura que reúna cursos o cuerpos de agua que conforman una unidad desde el punto de vista del cuidado de los recursos que debe realizarse para mantener o mejorar la calidad de pesca en todo el sector.

d)
Estas áreas así declaradas, se entregarán a un privado, mediante licitación, para que aplique un plan de manejo y fiscalice la actividad que se realiza en el área conforme a las medidas previstas en dicho plan. Este sistema además comprende:

i)
el licitante en su oferta económica deberá determinar montos de precios para los permisos especiales diferenciados por tramos y tiempo, y la licitación la decidirá la municipalidad a favor del licitante que ofrezca el menor valor promedio ponderado por el área total. Se deberá definir el concepto del valor promedio ponderado. Este valor promedio no considerará el precio que sea establecido respecto de extranjeros. El precio promedio debe mantenerse por un período fijo permitiendo cambiar durante ese lapso la extensión de áreas y tiempo de los tramos. Este sistema permitirá que existan eventualmente tramos libres de cobro o de cobro más barato;

ii)
En la licitación, la municipalidad deberá fijar un precio por la adjudicación del área el que corresponderá al monto que hubiere debido gastar en el proceso de licitación. Dicho precio será pagado por el adjudicatario del área preferencial.

iii)
el licitante debe encargarse de la fiscalización de toda el área licitada (comprendida en el área preferencial), lo que aumenta el alcance de dicha tarea; y

iv)
el plan de manejo se aplica a toda el área lo que implica el cuidado de toda el área preferencial definida según lo señalado más arriba y no sólo de una parte de un río. 

e)
El plan de manejo será concursado por la municipalidad ante el Fondo de Investigación Pesquera quien lo licitará a un consultor inscrito en el registro que llevará el Sernapesca. Dicho plan de manejo deberá ser aprobado por el Director Zonal de Pesca y consultado al Consejo Regional de Pesca Recreativa.

f)
Deberán revisarse los requisitos de dichos consultores a fin de hacerlos rigurosos.

g)
El Sernapesca tendrá la supervisión del desempeño del licitante en la tarea fiscalizadora, debiendo informar oportunamente a la municipalidad cualquier incumplimiento grave que pueda implicar el término del convenio.

h)
El sistema de oferta pública para la venta de las licencias quedará establecido en el convenio, debiendo la municipalidad garantizar el amplio acceso a la compra de los mismos, pudiendo incluso incorporarse ella misma como punto de venta a través de oficinas municipales.

i)
El precio de licitación y forma de pago será determinado por la municipalidad, sea mediante un pago único, en cuotas periódicas o un porcentaje por cada permiso especial vendido, todo lo cual debe ser indicado en las bases de la licitación. El convenio con el licitante deberá durar como máximo 10 años.

j)
Existirá una licencia nacional de monto diferenciado para los extranjeros. Con los recursos que se recauden con estas licencias se aportarán recursos a las municipalidades que tengan áreas preferenciales y se distribuirán recursos para el FAP para que a su vez se asegure el financiamiento del FIP para realizar los estudios para la definición de áreas preferenciales y la elaboración de los planes de manejo.

k)
Para los estudios de declaración de áreas preferenciales y la elaboración de los planes de manejo se acudirá a fondos FIP, lo que deberían enterarse con fondos FAP provenientes del aumento de las licencias nacionales. Estas últimas en todo caso, deberían quedar fijadas en su monto por un lapso de tiempo determinado (10 años) y ser sólo reajustables anualmente.

l)
Los Consejos Regionales de Pesca Recreativa asesorarán al Director Zonal (hoy de Sernapesca, una vez tramitado el proyecto de ley de pesca largo, serán de la Subpesca) .

m)
Se declararán áreas “degradadas”, desde el punto de vista medioambiental (concepto por definir), que también tendrán plan de manejo y la fiscalización se licitará bajo el mismo régimen. Estas áreas deberían entregarse por más tiempo porque requieren de recuperación (20 años).

n)
Deberá establecerse un incentivo para que el licitante siga cuidando el área durante los dos últimos años del convenio.


La Comisión coincidió plenamente con los planteamientos, objetivos y fundamentos consignados en el mensaje, por lo cual procedió a aprobar por unanimidad la idea de legislar.

b)
Discusión en particular.


Durante la discusión artículo por artículo, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

Artículo 1º


Este artículo establece el ámbito de aplicación de la presente ley, define lo que se entenderá por pesca recreativa y somete a sus disposiciones la llamada “caza submarina”, sin fines de lucro.


El Ejecutivo formuló las siguientes indicaciones:

1)
Para reemplazar, en su inciso 2º, la palabra “personales” por la expresión “de uso personal”.


El fundamento de esta indicación y de todas aquéllas presentadas en el mismo sentido es que la expresión “personal” tiene una connotación de propiedad, por lo que podría entenderse que el aparejo de pesca debe pertenecer a quien lo utiliza. Por esta razón, el uso correcto del lenguaje recomienda utilizar las palabras “de uso personal”.

2)
Para sustituir, en su inciso 3º, la palabra “caza” por “pesca”.


Sometido a votación el artículo con ambas indicaciones se aprobó por unanimidad.

Artículo 2º


El artículo propuesto establece los principios y objetivos fundamentales del proyecto de ley en discusión, entre los que se destaca la conservación de las especies hidrobiológicas, proteger el ecosistema y fomentar las actividades económicas y de turismo, vinculadas a la pesca recreativa.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 3º


En él se señalan definiciones para la adecuada comprensión del texto legal propuesto.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar la letra a) por la siguiente: 


“a) Área preferencial para la pesca recreativa o área preferencial: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que comprende sectores interdependientes que requieren de un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica y el desarrollo de actividades de pesca recreativa.


Podrán declararse áreas preferenciales las áreas degradadas.”


Sometida a votación, se aprobó por unanimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para intercalar la siguiente letra b), cambiando las demás correlativamente su orden: 


“b) Área degradada: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que ha sido alterada por acción antrópica o natural, produciendo la disminución significativa de la abundancia de las especies de importancia para la pesca recreativa o de la fauna íctica nativa.


El manejo de estas áreas se orientará hacia la recuperación del hábitat de dichas especies, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población.”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para intercalar, en su letra b), entre las palabras “pesca” y “personal”, la expresión “de uso”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar a su letra c), antes del punto aparte, la siguiente oración final:


“y el adecuado ejercicio de las actividades de pesca recreativa”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar, en su letra d), la expresión “caza” por “pesca”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


En lo referente al tema de los guías de pesca, contenido en la letra g) de este artículo, se expresó, por parte de algunos señores diputados, la conveniencia de exigir a estas personas algún grado de acreditación, a fin de resguardar la seriedad en esta actividad económica. La tendencia mundial es que sea desarrollada por personas cuya calificación ha sido debidamente acreditada ante un organismo competente.


Otras opiniones señalaron que la exigencia de acreditar conocimiento o experiencia puede ser excluyente para un grupo de personas que carecen de los requisitos exigidos, pero que poseen capacidad sobre el tema, llevando con ello, a que la actividad sea realizada por un círculo limitado.


Por su parte, el Ejecutivo, a través de su Director del Servicio Nacional de Turismo, don Oscar Santelices, expresó que resulta necesario que quienes desarrollen la actividad tengan cierto profesionalismo. Las mismas personas que se dedican al turismo son quienes han solicitado la acreditación que se propone.


Añadió que la redacción original contenida en el mensaje es insuficiente, ya que sólo exige que se trate de una “persona natural que desarrolla actividades de turismo con fines de lucro...”. Tal requisito lo pueden cumplir, entre otros, quienes se dedican al transporte de pasajeros, los que brindan hospedaje a turistas, etc..


Por ello es fundamental que el guía de pesca acredite conocimientos sobre la materia.


Concluido el debate el señor Silva propuso la siguiente indicación:


“g) Guía de pesca: persona natural con conocimiento o experiencia en pesca recreativa que desarrolla actividades de turismo por cuenta propia o ajena, dirigiendo personalmente expediciones de pesca recreativa.”


Sometida a votación se aprobó por 8 votos a favor y uno en contra.


Finalmente, el Ejecutivo formuló indicación para agregar las siguientes letras nuevas:


“n) Consejo o Consejos: el o los de Pesca Recreativa.


ñ) Plan de manejo del área preferencial o plan de manejo: conjunto de medidas que regulan las actividades de pesca recreativa y otras actividades compatibles en un área preferencial.”.


Sometidas a votación se aprobaron por unanimidad.


Sometido a votación el resto del artículo, se aprobó por unanimidad.

Artículo 4º


Este artículo señala que la actividad de pesca recreativa sólo podrá ser realizada con aparejos de pesca de uso personal, los que serán definidos en un decreto del Ministerio de Economía, previo informe técnico de la Subsecretaría de Pesca.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar, en el inciso 1º, la palabra “personales” por la expresión “de uso personal”, las dos veces que aparece en el texto.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar al inciso 1º, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración final:


“Las actividades que se realicen con artes o aparejos de pesca no definidos en el Reglamento respectivo, se regirán por las disposiciones de la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


Se dio por aprobado por unanimidad el resto del artículo.

Artículo 5º


Este artículo establece la prohibición de comercializar las especies obtenidas a través de la pesca recreativa.


Sometido a votación se aprobó por unanimidad.

Artículo 6º


Éste se refiere a la licencia de pesca recreativa, a su procedimiento de obtención, tipos de licencia y sus características fundamentales.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar, en el inciso primero, la palabra “caza” por “pesca”.


Sometida a votación se aprobó por unimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar el inciso 3º por el siguiente:


“La licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 Unidades de Fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 Unidades de Fomento para turistas extranjeros.”.


El señor Melero manifestó su preocupación de fijar por ley el monto de la tarifa, por cuanto si el día de mañana es necesario modificarla se requerirá de un proyecto de ley para ello. Además, considera que sería mas conveniente facultar a la Subsecretaría de Pesca para fijar esta tarifa, con el fin de que exista mayor flexibilidad.


El señor Subsecretario de Pesca, don Felipe Sandoval, expresó que si la ley no fija el valor de la licencia nacional nadie participará en las licitaciones. Lo que será variable es lo que se cobre por concepto de ingreso a las áreas preferenciales. 


Agregó que el otorgarle la atribución de fijar la tarifa a la autoridad que licita no da ninguna certeza en cuanto a si serán o no suficientes los cobros que va a efectuar.


El señor Galilea, don Pablo manifestó que comparte la idea de establecer en la ley un valor fijo. Además consultó a cuánto asciende el mayor ingreso fiscal que significará el establecimiento de estos derechos.


El señor Subsecretario de Pesca, don Felipe Sandoval, respondió que hoy se recauda alrededor de ciento cincuenta millones de pesos anuales. Si se aprueba un cobro de 0,7 Unidades de Fomento por licencia se alcanza una cifra cercana a los mil doscientos millones de pesos.


Los cerca de mil millones de pesos adicionales que se recaudarían se ha acordado se destinen al Fondo de Administración Pesquera, el que podrá financiar proyectos vinculados a la pesca recreativa.


Sometida a votación la indicación se aprobó por 4 votos a favor y 3 abstenciones.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar la siguiente oración final al último inciso:


“Deberá también mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, la que será de acceso público.”


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


Sometido a votación el resto del artículo 6º se aprobó por 9 votos a favor y una abstención.

Artículo 7º


En este artículo se menciona que en materia de administración priman aquellas medidas que establece la Ley General de Pesca y Acuicultura, salvo que el acto administrativo expresamente las excluya.


El Ejecutivo formuló una indicación para suprimirlo.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

Artículo 8º (pasó a ser artículo 7º)


El sentido de este artículo es fijar ciertas medidas especiales de conservación del recurso destinado a la pesca recreativa. Entre otras, se cuentan la fijación de límites diarios de captura, la prohibición de captura en áreas vulnerables y la fijación de talla o peso máximo de las especies objeto de la pesca recreativa.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso 1º por el siguiente:


“En la regulación de las actividades de pesca recreativa que se realicen en aguas marítimas y terrestres, podrán adoptarse las medidas de administración contempladas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las medidas especiales de conservación que se regulan en el presente artículo.”.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad, con la eliminación de la expresión “especiales” en el epígrafe del texto original de este artículo.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar en la letra g) del inciso 3º, la palabra “personales” por la expresión “de uso personal”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar el siguiente inciso final:


“Con el objeto de asegurar una protección eficaz a las especies cuyo ciclo vital se desarrolle tanto en aguas terrestres como marítimas, las medidas de administración que se adopten a su respecto deberán establecerse con la debida coordinación de las autoridades correspondientes. Si en el sector de aguas terrestres han sido declaradas una o más áreas preferenciales, de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de esta ley, las autoridades correspondientes deberán dictar para las demás áreas, en el más breve plazo, las medidas de administración que complementen las contempladas en el plan de manejo respectivo.”.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.


Sometido a votación el resto del artículo 8º, se aprobó por unanimidad.

-o-

Artículo 8º (nuevo)


El Ejecutivo formuló indicación para agregar el siguiente artículo 8º:


“Artículo 8.- Medidas de conservación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en el ejercicio de la pesca recreativa deberán respetarse las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, a menos que el acto administrativo correspondiente excluya expresamente su cumplimiento.”.


El sentido de esta indicación es el de facultar a la autoridad para que, en los casos en que se estime que el esfuerzo de la pesca deportiva no afecta al recurso que se quiere proteger con la medida de administración, pueda no exigir el cumplimiento de las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

-o-

Artículo 9º


EL artículo establece la autoridad competente y el mecanismo para la fijación de medidas de administración con países limítrofes, en el caso de especies hidrobiológicas compartidas.


Sometido a votación se aprobó por unanimidad.

Artículo 10


Establece la normativa que regirá los campeonatos de pesca y pesca submarina y la autoridad competente que autorizará, en forma previa, su realización.


El Ejecutivo formuló indicación para eliminar en el epígrafe, la expresión “y caza submarina”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para sustituir el inciso 1° por el siguiente:


“Los campeonatos de pesca, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser comunicadas previamente al Director Regional del Servicio que corresponda y en ningún caso podrán contravenir las medidas de administración vigentes.”.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.


El Ejecutivo formuló indicación para eliminar, en el inciso 2º, la expresión “y caza submarina”.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.


Sometido a votación el resto del artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 11


En este artículo se establece el mecanismo y procedimiento para asegurar la protección del patrimonio sanitario y ambiental, a través de la siembra o repoblación de las especies hidrobiológicas destinadas a la pesca recreativa.


El señor Venegas formuló indicación para incorporar en el inciso 3º, entre el vocablo “resolución” y la coma (,) que antecede al artículo “la”, la siguiente frase: “fundada y documentada”.


Sometido a votación el artículo con la indicación propuesta, se aprobó por unanimidad.

Artículo 12


Dicho artículo señala la autoridad competente y el procedimiento para declarar el área preferencial, esto es el curso o cuerpo de aguas terrestres en que se desarrollará la pesca recreativa.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazarlo por los siguientes tres artículos, cambiando los demás correlativamente su numeración:


“Artículo 12.- Autoridad competente para declarar un área preferencial. Las áreas preferenciales serán declaradas por resolución del gobierno regional en cuya jurisdicción se encuentre el respectivo curso o cuerpo de agua terrestre.


Artículo 13.- Procedimiento previo a la declaración de área preferencial. El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al Consejo de Pesca Recreativa de la región y a las demás autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, identificará una o más secciones de cursos o cuerpos de aguas terrestres susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.


Los informes solicitados por el intendente deberán ser emitidos en el plazo de 60 días.


En ningún caso podrán ser identificadas como áreas preferenciales las que no sean aprobadas como tales por la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área respectiva; y además por la Subsecretaría de Marina, en el caso de ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas.


Las áreas preferenciales identificadas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro de plazo de 30 días corridos contados desde la última publicación.


Una vez transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, dentro de los 30 días siguientes a él, el intendente deberá emitir un informe que considere los pronunciamientos y observaciones a la iniciativa y convocar a sesión extraordinaria al consejo regional, adjuntando el informe respectivo. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días contados desde la convocatoria.


Artículo 14. Estudios técnicos para la declaración de áreas preferenciales. Los estudios técnicos que sirvan de fundamento para la declaración de áreas preferenciales serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que deberán ser adjudicados previa licitación pública. No obstante, también se podrá acceder a financiamiento a través de otros fondos públicos.


Los participantes en la licitación deberán ser consultores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 50 de esta ley.”.


Sometida a votación la indicación, con exclusión del artículo 13 propuesto y con la supresión de la la expresión “públicos”, en el inciso segundo del artículo 14, se aprobó por nueve votos a favor y uno en contra.


En cuanto al nuevo artículo 13 el Ejecutivo acordó, luego de un breve debate, reformular la indicación, en los términos en que figura a continuación, en el sentido de que el otorgar al intendente la facultad para identificar una o más secciones de cursos o cuerpos de aguas terrestres susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales, con la obligación de consultar a ciertas autoridades, entre los cuales se cuentan los municipios, no implica el otorgarles a estos últimos una suerte de veto al respecto:


“Artículo 13.- Procedimiento previo a la declaración de área preferencial. El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al Consejo de Pesca Recreativa de la Región, a las autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, y a la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área, identificará una o más secciones de curso o cuerpos de aguas terrestre susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.


Los informes solicitados por el intendente deberán ser emitidos en el plazo de 60 días corridos. Transcurrido dicho plazo se prescindirá del informe respectivo.


En ningún caso podrán ser identificadas como áreas preferenciales las que no sean aprobadas como tales por la Subsecretaría de Marina, en el caso de ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas.


Las áreas preferenciales identificadas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro del plazo de treinta días corridos contados desde la última publicación.


Una vez transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, dentro de los treinta días corridos siguientes a él, el Intendente deberá emitir un informe que considere los pronunciamientos y observaciones a la iniciativa y convocar a sesión extraordinaria al Consejo Regional, adjuntando el informe respectivo. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria.”


Asimismo, cabe hacer presente que la reformulación de la indicación antes mencionada, recoge una que fuera formulada por los señores Galilea, don Pablo; Melero; Molina; Prieto y Recondo para agregar en el inciso segundo a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser una coma (,) la siguiente frase “transcurrido dicho plazo se prescindirá del informe respectivo”.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.

Artículo 13 (pasó a ser artículo 15)


Este artículo se refiere a la declaración del área preferencial por parte del consejo regional.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso 1º por los siguientes dos incisos:


“Artículo 13.- Declaración del área preferencial. Con los antecedentes indicados en los artículos precedentes, el consejo regional aprobará la declaración del área preferencial para la pesca recreativa por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes.


Una vez aprobada por el consejo, el intendente dictará una resolución que declare una o más áreas preferenciales para la pesca recreativa, por un período de veinte años o un máximo de treinta en el caso de las áreas degradadas, indicando su ubicación geográfica y deslindes. Además, deberá indicar el caudal mínimo pesquero del correspondiente cuerpo o curso de agua.”.


El señor Subsecretario, señaló que en la indicación se propone un plazo de treinta años aunque originalmente era de un máximo de veinticinco, como se había concordado con las organizaciones de los pescadores deportivos. 


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.


Asimismo, el Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente inciso final:


“La declaración del área preferencial no afectará las concesiones, cualquiera sea su naturaleza, destinaciones o los derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos en conformidad con la ley a la fecha de la declaración.”.


El fundamento de ella es que hoy aún subsisten concesiones de acuicultura en lagos y ríos navegables. Por ello, se quiere dejar constancia que la declaración del área preferencial no afectará a las concesiones otorgadas que no hayan incurrido en causales de caducidad. En el caso de los derechos de agua ellos están resguardados con la regulación del llamado caudal mínimo pesquero. Sin embargo, se mencionan expresamente en la norma propuesta, de manera que no exista duda al respecto.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.


Sometido a votación el resto del artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 14 (pasó a ser artículo 16)


En él se fija el llamado caudal mínimo pesquero, esto es la cantidad de agua que asegura la adecuada disponibilidad de hábitat para los distintos estadios vitales de las especies hidrobiológicas presentes en un área preferencial. Vale decir, el agua mínima para la subsistencia de las especies.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar su inciso 2° por el siguiente:


“La Dirección General de Aguas deberá determinar dicho caudal de acuerdo a la metodología que para estos efectos se establezca por resolución de dicho organismo, previo informe técnico de la Subsecretaría.”.


Sometido a votación el artículo, con la indicación propuesta, se aprobó por unanimidad.

Artículo 15 (pasó a ser 17)


Se refiere a la elaboración y aprobación del plan de manejo para el área preferencial.


El Ejecutivo formuló una indicación, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 15.- Elaboración y aprobación del plan de manejo. En cada área preferencial existirá un plan de manejo elaborado por un consultor inscrito en el Registro a que se refiere el artículo 50, el que deberá ser aprobado por el Director Zonal correspondiente, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Los planes de manejo serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que serán adjudicados previa licitación pública, sin perjuicio del financiamiento al que se pueda acceder a través de otros fondos públicos. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área preferencial presentar el proyecto a licitación. Para estos efectos, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la ley orgánica constitucional de municipalidades. 


El plan de manejo deberá ser elaborado y aprobado en el plazo máximo de dos años contados desde la publicación de la resolución que declara el área como preferencial.


Este plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 19.300, con excepción de lo dispuesto en la letra p) de su 
artículo 10°.”.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad, con las siguientes enmiendas:

a)
Agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “correspondiente”, la oración “dentro del plazo de 90 días corridos contados desde su presentación”,

b)
Suprimir en el inciso segundo la expresión “públicos” que sigue a la expresión fondos, y

c)
Agregar en el mismo inciso, a continuación de la expresión “ubique” la frase “toda o parte del”.

Artículo 16 (pasó a ser 18)


En concordancia con el artículo anterior éste menciona el contenido que debe tener el plan de manejo.


El Ejecutivo formuló las siguientes indicaciones a este artículo:

A)
Para reemplazar las letras a), b) y g) del inciso 1° por las siguientes:


“a) Antecedentes generales del ecosistema, incluyendo zonas vulnerables, potenciales áreas de pesca y otras actividades desarrolladas en el área;


b) Identificación de las especies hidrobiológicas principales y secundarias presentes en el área, con indicación de su composición y abundancia;


g) Acciones de repoblación, si corresponde, las que deberán dar cumplimiento a las disposiciones del reglamento a que se refiere el artículo 11; y”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

B)
Para reemplazar en el inciso 3° la oración “no requerirá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, bastando la aprobación del Director Zonal y de la Autoridad Marítima, de acuerdo a lo indicado en el inciso anterior” por “se requerirá la autorización que para estos efectos exige el Código de Aguas.”.


El fundamento de ella radica en que el Código de Aguas resuelve adecuadamente la situación descrita en el inciso tercero de este artículo, por lo que se hace innecesario establecer nuevas exigencias.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

C)
Para reemplazar el inciso 4° por el siguiente: 


“El plan de manejo y las modificaciones que surjan a partir de los resultados del programa de seguimiento, serán aprobados por el Director Zonal.”.”.


El sentido de ello es que elaborado el plan de manejo se hace un seguimiento del funcionamiento del mismo. Producto de ello, se pueden proponer modificaciones al mismo, las que debieran ser aprobadas por el Director Zonal.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad con una indicación presentada por los señores Melero y Ulloa por la cual se agrega a continuación de la expresión “Director Zonal”, la expresión “previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa”.


Sometido a votación el resto del artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 17 (pasó a ser artículo 19)


Este artículo se refiere al mecanismo de administración del área preferencial, el que puede asumir directamente la o las municipalidades en donde este ubicada dicha área o un tercero, persona natural o jurídica, previo proceso de licitación.


El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar este artículo por el siguiente:


“Artículo 17. Administración del área preferencial. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio se encuentre el área preferencial la administración de dicha área.


En cumplimiento de esta obligación la municipalidad deberá:

1.
Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área.

2.
Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, a través de inspectores municipales.

3.
Mantener debidamente señalizada el área.

4.
Mantener el orden y limpieza del área.

5.
Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento.

6.
Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa.

7.
Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 50. 

8.
Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 25 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados. 


Para el ejercicio de las funciones antes señaladas, la municipalidad podrá celebrar contratos con personas naturales o jurídicas de derecho privado, para la ejecución de una o más acciones indicadas precedentemente y para cualquier otra acción necesaria para la administración del área. El contrato se celebrará previa licitación pública, con aprobación del concejo municipal.


En caso que la municipalidad encargue la ejecución del plan de manejo y supervigilancia del área preferencial a través de un convenio de ejecución, deberá someterse exclusivamente a las normas contenidas en los artículos siguientes.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la ley orgánica constitucional de municipalidades.”.


El señor Melero estimó que debiera incorporarse, en el inciso primero, a continuación de la expresión “en cuyo territorio se encuentre” la frase “toda o parte del”. Ello, sería concordante con lo aprobado en el artículo 16.


El señor Silva consultó al Ejecutivo acerca de quien administrará el área preferencial en aquella parte ubicada en el territorio de una municipalidad que no participa.


La señorita Fuentes (Subsecretaría de Pesca) señaló que la municipalidad sólo tiene jurisdicción en el territorio de su comuna. Al eliminarse el “derecho a veto” que tenía cada municipalidad respecto a la declaración del área preferencial se genera una inconsistencia entre las normas.


Finalmente, señaló que la solución más adecuada es proponer una nueva redacción al artículo 22 del proyecto que contemple que, en caso de que el área preferencial se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y no exista acuerdo entre ellas sobre la forma de administrar el área, el gobierno regional podrá licitar la administración de la misma, solución que ya se planteaba en el proyecto original.


Recalcó que la hipótesis comprende no sólo la falta de acuerdo en la administración, sino que también alcanza a la discrepancia entre administrar el área por si misma o licitar la administración a terceros.


Sometida a votación la indicación del Ejecutivo, se rechazó por 2 votos a favor, 4 en 
contra y una abstención.


Puesto en votación el artículo 17 del texto original del mensaje, se aprobó por 6 votos a favor y una abstención, agregando en el inciso primero, a continuación de la expresión “se ubique el” la frase “toda o parte del”.

Artículo 18 (pasó a ser artículo 20)


En él se señalan las materias que deben contener las bases de la licitación de la administración del área preferencial.


Luego de un breve debate, la Comisión acordó por unanimidad dar una nueva redacción al artículo 18, del siguiente tenor:


“Artículo 18.- Licitación para la administración del área preferencial. La municipalidad podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación por decreto alcaldicio, el que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:

a)
Duración del convenio.

b)
Requisitos que deberán cumplir los participantes.

c)
El monto fijo que el adjudicatario deberá pagar a la municipalidad con el objeto de compensar los gastos en que ésta haya incurrido para efectuar la licitación, y el porcentaje del permiso especial de pesca que se entregará a la municipalidad.

d)
Criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas.

e)
Identificación de los sectores liberados de pago del permiso especial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25.

f)
Beneficios que deberán otorgarse a los residentes ribereños al área preferencial.

g)
Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.

h)
Lugar, fecha y hora de cierre de la recepción de las ofertas técnicas y económicas y apertura de ambas.


Las multas señaladas en la letra g) se duplicarán en caso que el incumplimiento se produzca dentro de los dos últimos años del contrato.


Un extracto del decreto alcaldicio se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.”.

Artículo 19 (pasó a ser artículo 21)


Este artículo detalla la forma de participación en el proceso de licitación a que alude el artículo anterior, con mención de quienes pueden participar, las limitaciones y prohibiciones para hacerlo y el contenido de la oferta económica que realicen.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar este artículo por el siguiente:


“Artículo 19. Participación en la licitación. Podrán participar en la licitación las personas naturales chilenas o extranjeras y las personas jurídicas de derecho privado constituidas en Chile, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


La ejecución del plan de manejo y la supervigilancia de más del 50% de las áreas preferenciales de una región, cuando en ella se hubiesen declarado más de tres, no podrá ser entregada a la misma persona natural o jurídica o a personas vinculadas a ella, entendiéndose por tales las personas naturales que tengan entre sí la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive; los socios de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona natural, vinculada o persona jurídica; las sociedades de personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente; y las sociedades de capital filiales o coligadas a que se refiere el Título VIII de la Ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas.


Los participantes deberán presentar, en el lugar, fecha y hora que indiquen las bases, los siguientes antecedentes:

1.
La oferta económica deberá contener el monto de los derechos para la obtención del permiso especial a que se refiere el artículo 25 y su modalidad de reajuste, el sistema de oferta pública de permisos; 

2.
Indicar y acreditar la vía de acceso al área preferencial; y

3.
Los demás antecedentes que señalen las bases.”.


Los señores Melero, Molina y Recondo formularon indicación a la propuesta del Ejecutivo, para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Si en una misma región se declararen dos o más áreas preferenciales no podrán entregarse a una misma persona natural o jurídica o a personas vinculadas a ella, entendiéndose por tales las personas naturales que tengan entre si la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive; los socios de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona natural vinculada o persona jurídica; las sociedades de las personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente y las sociedades de capitales filiales o coligadas a que se refiere el título VIII de la ley Nº 18.046 sobre Sociedades Anónimas, más del 50% de las áreas preferenciales declaradas en la región.”.


Sometida a votación la indicación se aprobó por 5 votos a favor y una abstención.


Sometido a votación el resto de la indicación del Ejecutivo se aprobó por unanimidad.

Artículo 20 (pasó a ser artículo 22)


El artículo contempla el proceso de adjudicación de la administración del área preferencial, con indicación de la forma de ponderación de las distintas ofertas económicas, Asimismo, se señalan las medidas de publicidad para el anuncio de la oferta mejor evaluada y su aprobación por el consejo municipal.


El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 20. Adjudicación. El día y hora fijados en las bases de la licitación y con la asistencia de un notario público, se levantará acta de las ofertas que se hubieren recibido.


Las ofertas técnicas serán entregadas al Director Zonal y al Director Regional de Turismo quienes deberán calificarlas técnicamente, en el plazo de 20 días corridos, conforme a los criterios objetivos señalados en las bases. Las ofertas económicas no serán abiertas y serán entregadas en custodia al notario público.


El día y hora fijados en las bases, el notario público procederá sólo a la apertura de las ofertas económicas cuyas ofertas técnicas hayan sido aprobadas por el Director Zonal y el Director Regional de Turismo.


Se adjudicará la administración del área al licitante cuyo permiso especial tenga el menor precio diario. Para estos efectos, no se considerará el monto de los derechos establecidos para la adquisición de permisos por extranjeros no residentes. En todo caso, no se aceptarán ofertas que excedan el precio diario máximo fijado por la municipalidad en un acto anterior a la apertura de las ofertas.


El alcalde deberá informar el resultado de la evaluación de ofertas en sesión pública extraordinaria del concejo municipal, y proponer la adjudicación a la oferta mejor evaluada, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior. El concejo municipal aprobará la adjudicación por la mayoría absoluta de los concejales asistentes a la sesión respectiva.


Dentro de los 30 días corridos siguientes, el alcalde deberá dictar un decreto que apruebe el convenio.”


El señor Subsecretario de Pesca, don Felipe Sandoval, explicó que para no tener una calificación técnica y económica a la vez, se pretende que se presenten a la licitación dos sobres, uno con la oferta técnica y otro con la económica. El notario deberá guardar esta última y entregar la primera al Servicio Nacional de Turismo (Sernatur) y a la Subsecretaría de Pesca.


El Director de Sernatur y el Subsecretario de Pesca tienen un plazo de 10 días para emitir una opinión respecto de las ofertas técnicas, donde deberán expresar si califican o no. Sólo las ofertas que califiquen técnicamente podrán pasar a la etapa de evaluación de la oferta económica.


De esta forma se establece un mínimo técnico, permitiendo que todas las ofertas que lo sobrepasen puedan competir en base a criterios económicos.


Añadió que sería conveniente agregar ,a continuación de la expresión “Director Zonal”, las palabras “de la región correspondiente”.


Recordó que en las disposiciones transitorias se establece que mientras no se desconcentre la Subsecretaría de Pesca a través de Directores Zonales, las atribuciones y funciones establecidas en la presente ley para dichos funcionarios, serán ejercidas por el Subsecretario de Pesca.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad, agregando en el inciso segundo de ésta, a continuación de la expresión “Director Zonal” las palabras “de la región correspondiente”.

Artículo 21 (pasó a ser artículo 23)


En él se describe el contenido del convenio de administración que se suscribe a continuación del proceso de licitación y adjudicación.


El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 21. Contenido del convenio de ejecución. El convenio deberá considerar a lo menos los siguientes aspectos:

a)
Individualización del ejecutor;

b)
Duración del convenio, la que no podrá exceder de 10 años. No obstante, tratándose de áreas degradadas, el convenio no podrá tener una duración inferior a 15 años ni superior a 20 años;

c)
Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 25.

d)
Sistema de oferta pública del permiso especial de pesca, el que deberá garantizar el amplio acceso a su adquisición.

e)
Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.”.


Sometida a votación la indicación se rechazó por 5 votos en contra y una abstención.


Sometido a votación el artículo 21 del texto original del mensaje, se aprobó por 5 votos a favor y una abstención, con las siguientes enmiendas:

1.
Reemplazar en la letra a) la expresión “concesionario” por “administrador”, y

2.
Reemplazar la letra c) por la siguiente:

c)
Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 25.


Finalmente, los señores Melero, Molina y Recondo formularon indicación para agregar la siguiente letra f):


“f) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.”


Sometida a votación la indicación se aprobó por 5 votos a favor y una abstención.

Artículo 22 (pasó a ser artículo 24)


Este artículo establece el proceso de licitación del área preferencial por parte del gobierno regional y los casos en los cuales esta licitación será procedente.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 22. Licitación de la administración del área preferencial por el Gobierno Regional. El Gobierno Regional deberá licitar la administración del área preferencial cuando ésta se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a)
Si una o más de las municipalidades comunican al Gobierno Regional su decisión de no concurrir al acuerdo con las demás municipalidades en la forma de administrar el área preferencial, adoptada por los concejos municipales que correspondan;

b)
Si transcurrido un año desde la declaración del área preferencial ninguna de las municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área hubiere encargado la elaboración del plan de manejo; o

c)
Si transcurridos dos años desde la declaración del área preferencial no se hubiere aprobado el plan de manejo.


La atribución indicada en el inciso anterior podrá ser ejercida de oficio o a petición de uno o más concejales de la comuna o comunas respectivas o de cualquier interesado en la administración del área preferencial. En este último caso, el interesado deberá entregar una boleta bancaria de garantía para asegurar su participación en la licitación. La boleta de garantía deberá ser equivalente al monto que sea fijado para estos efectos por el gobierno regional y no podrá ser superior al monto fijo que deba establecerse para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 18.


La licitación de la administración del área preferencial se realizará de conformidad con los artículos 18 y siguientes, con las modificaciones que se indican:

i.
El Gobierno Regional deberá, previamente, encargar la elaboración del plan de manejo, cuando corresponda;

ii.
El proceso de licitación será realizado por el Intendente y la adjudicación será aprobada por el Consejo Regional; 

iii.
El convenio de administración será aprobado por resolución del Intendente; y

iv.
El monto fijo para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 18, será de beneficio del Gobierno Regional.


En estos casos, el porcentaje de permisos especiales de pesca que el adjudicatario debe entregar de conformidad con el artículo 18 letra c), será distribuido entre las municipalidades en que se ubique el área preferencial en forma proporcional a los ingresos generados en el territorio jurisdiccional de cada una de ellas.


Las multas que se apliquen por incumplimiento de las obligaciones del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el Intendente y de beneficio del Gobierno Regional.”


La asesora de la Subsecretaría de Pesca, doña Jessica Fuentes señaló que esta nueva redacción tiene por finalidad superar las dificultades que surgirían en el evento de que el área preferencial comprenda el territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y una de ellas no desee formar parte de la administración de ella.


Además, agregó, subsana las observaciones planteadas por los señores diputados respecto a la forma en que se distribuirán los ingresos que genere la administración del área preferencial entre los municipios involucrados.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.


Asimismo, se acordó facultar a la Secretaría para que reemplace la expresión “convenio de ejecución” por “convenio de administración” en todo el articulado del proyecto de ley.

Artículo 23 (pasó a ser artículo 25)


En él se detallan las obligaciones que corresponden al administrador del área preferencial.


El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 23. Obligaciones del ejecutor. En la ejecución del plan de manejo y supervigilancia del área, el ejecutor tendrá las obligaciones señaladas en el artículo 17. 


El ejecutor no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 19.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio de ejecución.


Lo establecido en el presente artículo es sin perjuicio de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros. En los casos en que los organismos fiscalizadores sorprendan infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando corresponda.”.


Luego de un breve debate, se acordó por unanimidad desechar la indicación del Ejecutivo y aprobar el artículo 23 original del proyecto, en los siguientes términos:


“Artículo 23.- Obligaciones del administrador del área preferencial. El administrador del área preferencial, sea la municipalidad o el adjudicatario, deberá cumplir las siguientes obligaciones:

a)
Mantener debidamente señalizada el área;

b)
Mantener el orden y limpieza del área;

c)
Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área;

d)
Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento;

e)
Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, de acuerdo al plan de manejo; 

f)
Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa en el área;

g)
Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 50. El ejecutor no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 19;

h)
Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 25 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados, y

i)
Adoptar todas las medidas que aseguren la debida protección del área.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio.


El administrador deberá fiscalizar las medidas de administración previstas en el plan de manejo a través de personas que revistan la calidad de inspectores ad honorem designados en conformidad con la Ley Nº 18.465 o inspectores municipales, en la forma en que se determine en el convenio de administración. 


Cuando la administración recaiga en el adjudicatario, éste deberá informar a la municipalidad acerca del o los inspectores ad honorem habilitados para ejercer la función de fiscalización en el área preferencial.


El adjudicatario responderá, en la forma que prescribe el artículo 27 de la presente ley, de los delitos e infracciones cometidos por el inspector ad honorem habilitado de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad de este último y de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros.”


En los casos en que los organismos fiscalizadores constaten infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando así proceda.”.

Artículo 24 (pasó a ser artículo 26)


Menciona las condiciones necesarias para realizar la pesca recreativa en áreas preferenciales.


Sometido a votación el artículo se aprobó por 6 votos a favor y una abstención.

Artículo 25 (pasó a ser artículo 27)


Contempla el permiso especial para realizar actividades de pesca recreativa en el área preferencial el que será exigido por la municipalidad o el administrador, según corresponda.


El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 25.- Permiso especial de pesca en el área preferencial. La municipalidad o el ejecutor, según corresponda, deberá exigir un permiso especial personal e intransferible para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial.


La municipalidad o el ejecutor, según corresponda, tendrá derecho a cobrar por los permisos especiales. Sin embargo, deberá siempre permitir el acceso liberado de pago en un tramo previamente determinado en las bases de la licitación, que corresponderá al menos al 20% del área en que sea posible el ejercicio de la pesca recreativa dentro del área preferencial; para estos efectos otorgará permisos especiales liberados de pago.


Deberá establecerse un sistema de oferta pública de los permisos especiales que garantice el acceso igualitario al área correspondiente. Para estos efectos, la municipalidad o el ejecutor podrán celebrar convenios para la venta de los permisos especiales. Asimismo, la municipalidad o el ejecutor deberán reservar el 30% de los permisos especiales para ser vendidos el mismo día de su vigencia. Tratándose de los permisos especiales liberados de pago, éstos serán entregados por orden de prelación, de acuerdo a la fecha de solicitud del permiso.


Podrán fijarse montos diferenciados de derechos para turistas extranjeros, salvo que, aplicando el principio de reciprocidad internacional, deba otorgarse a los nacionales de un país extranjero el mismo tratamiento que a los chilenos. Además, podrán establecerse beneficios para la adquisición de permisos especiales por parte de los chilenos residentes en la comuna en que se ubique el área preferencial, guías de pesca certificados en la región respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37, y pescadores que ejerzan la actividad frecuentemente en el área. 


El monto de los derechos podrá ser modificado para una o más temporadas de pesca, con el acuerdo del concejo municipal, respetando en todo caso la sección liberada de pago y el precio máximo fijado por la municipalidad en el proceso de licitación.


No podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de la pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo.”.


Por su parte, los señores Galilea, don Pablo; Melero, Molina, Prieto y Recondo formularon las siguientes indicaciones a la indicación presentada por el Ejecutivo:


-Para reemplazar en el inciso 1º la expresión “ejecutor” por la siguiente: “administrador del área preferencial”.


-Para reemplazar en el inciso 2º la expresión “ejecutor” por la siguiente: “administrador”.


-Para suprimir en el inciso 3º la expresión “igualitario”.


-Para reemplazar en el inciso 3º el guarismo”30%” por el siguiente: “10%”.


La asesora de la Subsecretaría de Pesca, doña Jessica Fuentes, sugirió acoger la propuesta de los señores diputados antes mencionados, en el sentido de reemplazar en la indicación presentada por el Ejecutivo la expresión “la municipalidad o el ejecutor, según corresponda” por “el administrador”, la vez que aparece en los incisos primero y segundo. Además sugiere reemplazarla las dos veces que aparece en el inciso tercero.


El señor Molina señaló que además de establecer un tramo sin cobro debiera fijarse un lapso durante el día en el cual el acceso será libre porque, de lo contrario, los permisos gratuitos terminarán trabajando en áreas donde la pesca no tiene las mismas características que aquellas zonas donde está permitido el cobro.


La asesora de la Subsecretaría de Pesca, doña Jessica Fuentes, sostuvo que el espacio se calcula sobre las áreas efectivas de pesca. El área preferencial puede comprender zonas donde no se pueda efectuar la práctica recreativa. Por ello, el 20% que fija el proyecto se refiere a zonas donde efectivamente se podrá realizar esta actividad.


El señor Subsecretario de Pesca, don Felipe Sandoval, mencionó que no es el administrador quien determina las áreas de pago liberado, sino que ello se hace a través de las bases de licitación, de modo que quien licita determinará cuáles son las áreas liberadas.


Sometida a votación la indicación del Ejecutivo, con las enmiendas presentadas por los señores diputados más el reemplazo de la expresión “ejecutor” por “administrador” en todo el artículo, se aprobó por unanimidad.

Artículo 26


Se refiere a los permisos especiales que se otorgan a los operadores de pesca, reconociéndoles un derecho preferente para solicitarlos en las llamadas “áreas preferenciales”.


El Ejecutivo formuló indicación para suprimirlo.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

Artículo 27 (pasó a ser artículo 28)


Señala las causales de término del convenio de administración y el procedimiento para la declaración de dicho término.


El Ejecutivo formuló indicación para modificar este artículo de la siguiente forma:

A)
Reemplazar el inciso 1° por el siguiente:


“Artículo 27. Término del convenio de ejecución. Son causales de término del convenio:

a)
La quiebra o fallecimiento del ejecutor o disolución de la persona jurídica;

b)
El incumplimiento del plan de manejo aprobado por el Director Zonal. En este caso, contra la resolución del Director Zonal que declare el incumplimiento procederá el recurso de reclamación ante el Subsecretario de Pesca;

c)
Establecer cualquier obligación o requisito para el acceso al área con objeto de realizar pesca recreativa u otras actividades, con excepción de las expresamente previstas en esta ley o en el convenio de ejecución, cuando corresponda, o no dar cumplimiento al sistema de oferta pública de permisos especiales establecido en el convenio;

d)
El incumplimiento negligente de la obligación de supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se realicen en el área preferencial. Para estos efectos, se considerará que ha existido incumplimiento negligente si han sido sancionadas cinco infracciones graves cometidas en el área en un año calendario, denunciadas por funcionarios del Servicio o por el personal de la Armada o Carabineros;

e)
Haber sido sancionadas tres infracciones o delitos cometidos por uno o más de los inspectores ad honorem en el ejercicio de la fiscalización del área preferencial en un período de tres años;

f)
El cumplimiento del plazo;

g)
El acuerdo mutuo de la municipalidad y el ejecutor; y

h)
El incumplimiento de cualquier obligación establecida en el convenio.”.

B)
Para reemplazar el inciso final por el siguiente:


“En el caso que la administración hubiere sido licitada por el gobierno regional, previo al término del convenio deberá efectuar el correspondiente proceso de licitación para el nuevo período de administración, sin perjuicio de entregar la administración directa a las municipalidades correspondientes, previo acuerdo de todas ellas.”


El Ejecutivo formuló las siguientes enmiendas:

1.
Reemplazar la letra g) de la indicación por la letra f) del mensaje original, ya que ésta se redactó sobre la base de cambiar el término administrador por ejecutor.

2.
Agregar en la letra h) la expresión “grave” a continuación de la palabra “incumplimiento”.

3.
Itercalar el siguiente inciso 2º, a continuación de la letra h):


“Asimismo, el administrador podrá solicitar el término del convenio de administración por el acaecimiento de una fuerza mayor debidamente acreditada que haya modificado significativamente las condiciones naturales del área que se tuvieron en consideración al momento de elaborar el plan de manejo.”


Sometida a votación la indicación del Ejecutivo con las enmiendas propuestas se aprobó por unanimidad.

-o-


El Ejecutivo presentó una indicación para incorporar el siguiente artículo 28:


“Artículo 28.- Cesión del convenio de ejecución. El convenio de ejecución podrá ser cedido a terceros que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley para la adjudicación de la ejecución del plan de manejo y supervigilancia del área preferencial, previa aprobación del concejo municipal respectivo. El cesionario deberá someterse a las condiciones y cumplir las obligaciones establecidas en el convenio original.


Con todo, no podrá cederse el convenio durante los tres primeros años ni el último año de su vigencia.”


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar en el epígrafe y en el inciso 1º la expresión “convenio de ejecución” por “convenio de administración” y para eliminar en el mismo inciso la frase “de la ejecución del plan de manejo y supervigilancia”.


Sometida a votación la indicación del Ejecutivo con las enmiendas propuestas se aprobó por unanimidad.

-o-

Artículo 28 (pasó a ser artículo 30)


Señala el término de la declaración del área preferencial en el evento de que la municipalidad no ejerza la administración dentro de un determinado plazo.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad con una indicación del Ejecutivo para reemplazar la expresión “Servicio Regional de Pesca” por “Director Zonal”.

Artículo 29 (pasó a ser artículo 31)


Menciona que una vez vencido el plazo de duración de la declaración de área preferencial, el intendente regional deberá someter a consulta la renovación de dicha área.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 29. Renovación del área preferencial. Dos años antes del vencimiento de la declaración de un área preferencial, el Intendente deberá iniciar el procedimiento de renovación del área. Para estos efectos, deberá consultar a los demás organismos públicos que participaron en el proceso de declaración del área y al Consejo de Pesca Recreativa. Con los antecedentes reunidos elaborará un informe y convocará al Consejo Regional a sesión extraordinaria, adjuntando el informe respectivo. La renovación del área preferencial deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria. La resolución del intendente que declare la renovación del área será publicada en el Diario Oficial y un diario de circulación regional.”


El señor Melero consultó si existe algún mecanismo para que quien se adjudique el área preferencial tenga que solicitar la renovación o sólo se procede por el mero vencimiento del plazo.


La señorita Fuentes (Subsecretaría de Pesca) hizo presente que el artículo alude al vencimiento de la declaración del área preferencial y no del convenio.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.

Artículo 30 (pasó a ser artículo 32)


Este artículo señala los requisitos y procedimiento para la construcción de los cotos de pesca, velando principalmente, por la protección del medio ambiente.


El Ejecutivo para reemplazar la oración “Mediante Reglamento del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría de Pesca, se establecerán” por “El Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría, dictará un reglamento donde se establecerán”.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

Artículo 31 (pasó a ser artículo 33)


Establece las condiciones para ejercer la pesca recreativa en los cotos de pesca.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 32 (pasó a ser artículo 34)


Establece el procedimiento para la autorización de la siembra y repoblación en los cotos de pesca.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 33 (pasó a ser artículo 35)


Este artículo establece el registro de los cotos de pesca por parte del Servicio Nacional de Pesca y la naturaleza jurídica de la inscripción.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 34 (pasó a ser artículo 36)


Establece que un reglamento del Ministerio de Economía determinará la forma en que se podrán realizar actividades de pesca recreativa en las áreas de manejo y explotación declaradas de conformidad con lo dispuesto en la Lgpa.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar la expresión “caza” por “pesca”.


Sometido a votación el artículo con la indicación propuesta se aprobó por unanimidad.

Artículo 35 (pasó a ser artículo 37)


Faculta al Director Zonal de Pesca o a la Subsecretaría de Pesca para autorizar la realización de actividades de pesca recreativa en las reservas marinas declaradas de conformidad con la Lgpa.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar la expresión “caza” por “pesca”.


Sometido a votación el artículo con la indicación propuesta se aprobó por unanimidad.

-o-


Los señores Galilea, don Pablo; Melero, Molina, Prieto y Recondo, formularon indicación para incorporar el siguiente artículo:


“Artículo 36.- Parques Nacionales. En los cursos de agua situados en los Parques Nacionales, cuya declaración de área preferencial de pesca no se haya decretado, no podrá realizarse pesca embarcada y sólo podrá realizarse pesca con devolución en lugares especialmente habilitados con dichos fines.”


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.

-o-

Artículo 36 (pasó a ser artículo 39)


Menciona el mecanismo de autorización para la realización de actividades de pesca recreativa en otras aguas bajo protección oficial.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar los siguientes incisos 2° y 3°:


“Para el financiamiento de la elaboración del plan de manejo de un área bajo protección oficial que comprenda actividades de pesca recreativa, el organismo encargado de su administración podrá presentar proyectos al Fondo de Investigación Pesquera, sin perjuicio del financiamiento que pueda obtener a través de otros fondos públicos.


Asimismo, y sin perjuicio de las facultades que le otorgue la normativa que rige la administración del área bajo protección oficial, el organismo encargado de su administración podrá exigir la posesión de un permiso especial de pesca recreativa, establecer el monto de los derechos para su obtención y celebrar convenios para su entrega y cobro de los derechos correspondientes.”.


Por su parte, los señores Galilea, don Pablo; Melero, Molina, Prieto y Recondo formularon indicación para agregar en la indicación del Ejecutivo el siguiente inciso 4º:


“En el caso de Parques Nacionales los planes de manejo deberán privilegiar el estricto mantenimiento de los equilibrios ecológicos y la preservación de los ecosistemas naturales.”


La señorita Fuentes (Subsecretaría de Pesca) expresó que en la parte final del inciso segundo contenido en la indicación presentada por el Ejecutivo se debiera eliminar la expresión “públicos” que sigue a la palabra “fondos”, dado que en acuerdos anteriores adoptados por la Comisión se decidió que estos fondos podían ser públicos o privados.


Sometido a votación el artículo con las indicaciones propuestas más la eliminación de la expresión “publicos” en el inciso segundo de la indicación del Ejecutivo, se aprobó por unanimidad.

Artículo 37 (pasó a ser artículo 40)


Se refiere al mecanismo de acreditación de los guías de pesca.


El Ejecutivo presentó a este artículo las siguientes indicaciones:

1.
Para reemplazar en su epígrafe la expresión “Acreditación” por “Certificación”.

2.
Para modificar el inciso 1º en la forma que se indica:

a)
Sustitúyase la expresión “al Servicio su acreditación” por la expresión “voluntariamente al Servicio Nacional de Turismo su certificación”.

b)
Agrégase en la letra c) la siguiente oración final, pasando el punto que sigue a la palabra “auxilios” a ser coma (,): “así como conocimientos y experiencia en la actividad.”.

3.
Para agregar al inciso 1° la siguiente letra d):


“d) Acompañar la declaración de inicio de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos o un contrato de trabajo con un operador de pesca.”

4.
Para agregar en el inciso 2º, a continuación de la palabra “Servicio”, la expresión “Nacional de Turismo”.


El señor Melero consulta acerca de cuál es la razón por la que establece que los guías de pesca podrán solicitar “voluntariamente” al Servicio Nacional de Turismo su acreditación.


La señorita Fuentes (Subsecretaría de Pesca) indicó que ésta es una actividad respecto de la cual no existen razones para exigir que esté certificada por el Estado.


Por ello se propone que exista sólo una certificación voluntaria. Ésta será un plus para quien logre acreditar su calificación, pero no estarán obligados a obtenerla.


El señor Ulloa estimó que es exagerada la exigencia de iniciación de actividades o la existencia de contrato de trabajo para obtener la certificación, contenida en la indicación Nº3 del Ejecutivo, por lo cual solicita su votación separada.


El señor Venegas (Presidente) estimó que la acreditación debiera ser obligatoria, ya que ello garantiza una mejor calidad en el servicio que se presta.


El señor Molina sostuvo que existen una serie de actividades similares a los guías de pesca, respecto de las cuales no se realiza exigencia alguna. Pone como ejemplo, el caso de los instructores de esquí, o de parapente, o de otro tipo de deportes extremos.


El señor Melero mencionó que, en general, este tipo de actividades en el país no se encuentran sometidas a regulación alguna. Agregó que si lo que se desea es regular a los guía de pesca, no ve razón alguna para no fijar requisitos o exigencias a otras actividades que también interactúan con turistas como, por ejemplo, los taxis. 


Asimismo, manifestó compartir lo expresado por el señor Ulloa, en el sentido de que la indicación que exige que se acompañe la declaración de inicio de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos o un contrato de trabajo con el operador de pesca, resulta excesiva, ya que se trata, en la mayoría de los casos, de trabajadores informales.


El señor Muñoz manifestó su acuerdo a las indicaciones del Ejecutivo. Agregó que una mayor exigencia genera una serie de externalidades positivas, dado que permitirá que se paguen los impuestos del caso o en el evento de que tengan contrato de trabajo, contribuirá a que se paguen las cotizaciones previsionales y de salud correspondientes.


El señor Recondo consideró que la certificación puede generar grandes servicios a la actividad. Además, existe una tendencia mundial a certificar los servicios turísticos.


Informó que Sernatur desea certificar los servicios de turismo en varias áreas, tales como en el ámbito hotelero, gastronómico, turismo aventura, ya que una mala calidad en los diversos servicios afecta, en definitiva, la imagen turística del país, en su integridad.


Respecto a la exigencia de declaración de inicio de actividades señaló que ésta no es imprescindible, dado que son otros los organismos llamados a fiscalizar si las personas están cumpliendo con las normas tributarias y laborales.


El señor Melero afirmó que el proyecto establece un criterio de voluntariedad respecto de la acreditación de los guías de pesca. Por lo tanto, en el futuro existirá un mercado de guías de pesca acreditados y una oferta de guías de pesca informales, pudiendo ocurrir que por una razón de precios se prefiera al guía informal.


El señor Molina recalcó que al turista también le interesa que le otorguen seguridad, en el sentido de que la persona que los guía cuente con experiencia en la materia. Por este motivo, sería conveniente incentivar a las personas para que se formalicen 


Sometido a votación el artículo con las indicaciones Nros. 1, 2 y 4, propuestas por el Ejecutivo, se aprobaron por unanimidad.


Sometida a votación la indicación Nº 3 propuesta por el Ejecutivo, se rechazó por 3 votos a favor y 4 en contra.

Artículo 38 (pasó a ser artículo 41)


Establece las razones por las cuales se puede cancelar la acreditación de guía de pesca.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar, en el epígrafe y en su inciso 1º, la expresión “acreditación” por “certificación”


Después de un breve debate, se acordó por unanimidad aprobar el artículo con la indicación propuesta, agregando en la letra c), a continuación de la expresión “sentencia judicial”, la frase “firme o ejecutoriada”.

-o-


El Ejecutivo formuló indicación para agregar el siguiente Título VI:

“TÍTULO VI

DE LOS CONSEJOS DE PESCA RECREATIVA

Artículo 39.- Creación e integración de los Consejos. El Director Zonal creará, cuando corresponda, en cada región de la zona correspondiente, un Consejo de Pesca Recreativa como organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen en las aguas terrestres de la región respectiva. 


Los Consejos estarán integrados de la siguiente manera:

a)
Por el Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;

b)
Por el Director Regional de Turismo;

c)
Por el Director Regional de Pesca;

d)
Por un representante del gobierno regional designado por el intendente;

e)
Por cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y demás organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Los representantes designados en esta letra serán elegidos directamente por las organizaciones legalmente constituidas que tengan domicilio en la región, en conformidad con el procedimiento de elección que establezca un reglamento del Ministerio de Economía.


Podrán ser invitados a participar en el Consejo el Secretario Regional Ministerial de Economía, cuando no lo integre, así como un representante de Carabineros de Chile, de la Armada de Chile, de las asociaciones municipales de la región y de las cámaras de turismo que tengan su domicilio en la región.


Los integrantes del Consejo no percibirán remuneración.”.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar la siguiente letra f):


“f) Por un representante de universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a una unidad académica directamente relacionada con las ciencias del mar o limnología, el que será designado conforme al procedimiento previsto en la letra anterior.”


La señorita Fuentes (Subsecretaría de Pesca) explicó que las materias que conocerá el Consejo requieren conocimiento en el tema, tales como el decreto que establece los artes y aparejos de pesca, el reglamento de siembra y repoblación, las medidas de administración.


El señor Melero consultó por qué se restringe el ámbito de la asesoría que puede prestar el Consejo a las actividades de pesca recreativa que se realicen en aguas terrestres, en circunstancias que el artículo 1º señala que “A las disposiciones de la presente ley quedarán sometidas las actividades de pesca recreativa que se realicen en las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República.”


La señorita Fuentes (Subsecretaría de Pesca) señaló que se restringió debido a que las áreas preferenciales sólo se encuentran en las aguas terrestres y, por tanto, se estimó que la mayor relevancia del trabajo del Consejo de Pesca Recreativa estaría en este ámbito. Sin embargo, nada obsta para que se amplíe el ámbito de su asesoría.


El señor Melero señaló que, por otra parte, aprobó la voluntariedad de los guías de pesca y, sin embargo, en la letra e) se propone que integren el Consejo cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entre los cuales se cuentan las organizaciones de los guías de pesca. Por ello, su consulta es por qué favorecer a los guías de pesca que se han certificados.


El señor Subsecretario de Pesca, don Felipe Sandoval respondió que no se exige certificación a estas organizaciones para elegir a los representantes del sector en el Consejo. Pueden participar tanto los guías que tienen la certificación como aquéllos que no la tienen.


Luego de un breve debate, se acordó aprobar el artículo con la indicación del Ejecutivo y la propuesta del señor Melero en orden a reemplazar en el inciso primero la frase “en las aguas terrestres de la región respectiva” por “según lo establecido en el artículo 1º.”.


“Artículo 40. Funciones de los Consejos de Pesca Recreativa. Los Consejos deberán ser consultados sobre las materias que someta a su conocimiento el Director Zonal y, en particular, sobre las siguientes materias:

a)
el decreto que establece los aparejos de pesca de uso personal;

b)
el reglamento de siembra y repoblación a que se refiere el Título III;

c)
las medidas de administración para la pesca recreativa en aguas terrestres;

d)
el informe técnico para la declaración de las áreas preferenciales;

e)
los planes de manejo de las áreas preferenciales de la región y de los resultados de sus programas de seguimiento.


Los Consejos podrán proponer al Fondo de Administración Pesquera prioridades de inversión para la pesca recreativa y presentar proyectos específicos para su financiamiento. Asimismo, los consejos podrán presentar propuestas para la declaración de áreas preferenciales al Fondo de Investigación Pesquera o a otros organismos públicos.


Los Consejos deberán emitir sus pronunciamientos en el plazo de 30 días corridos contados desde el requerimiento respectivo. Se podrá prescindir de dicho pronunciamiento si no es emitido en el plazo señalado.”.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad con la supresión en la letra c) de la frase “en aguas terrestres” y la eliminación en el inciso segundo de la palabra “públicos”, a continuación del término “fondos”.

-o-

Artículo 39 (pasó a ser artículo 44)


Este artículo menciona las medidas que podrá adoptar el Ministerio de Educación, a fin de difundir, a través de los textos de enseñanza básica y media, el conocimiento acerca de la fauna íctica de nuestro país.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 40 (pasó a ser artículo 45)


Se consagra la obligación del Ministerio de Economía de elaborar un manual de pesca recreativa.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad, reduciendo el plazo a un año.

Artículo 41 (pasó a ser artículo 46)


Señala quienes serán los funcionarios autorizados para realizar el proceso de fiscalización del cumplimiento de las disposiciones y medidas de administración adoptadas de conformidad con lo dispuesto en esta ley.


El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar, en el inciso final, la frase “que a continuación se establece” por la expresión “que se establecen en el presente Título”.


Sometido a votación el artículo con la indicación propuesta se aprobó por unanimidad.

Artículo 42 (pasó a ser artículo 47)


Se refiere a los requisitos que deben cumplir los inspectores municipales y guardaparques para realizar labores de fiscalizador de las actividades de pesca recreativa.


El Ejecutivo presentó dos indicaciones a este artículo, a saber:

1.
Para reemplazar en el inciso 1° la expresión “podrán ejercer” por “deberán ejercer”.

2.
Para reemplazar la expresión “sólo en las áreas preferenciales de”, utilizada en la segunda oración, por la palabra “en”.


Sometido a votación el artículo con las indicaciones propuestas se aprobó por unanimidad.

Artículo 43 (pasó a ser artículo 48)


Establece cuales son las infracciones calificadas de menos graves a la normativa propuesta en este cuerpo legal.


El Ejecutivo presentó a este artículo las siguientes indicaciones:

1.
Para reemplazar la palabra “caza” por “pesca” en las letras a) y d), y 

2.
Para eliminar la letra b)


La señorita Fuentes (Subsecretaría de Pesca) explicó que el sentido de ella es el de trasladar la infracción allí mencionada de la categoría de menos grave a grave.


Sometido a votación el artículo con las indicaciones propuestas se aprobó por unanimidad.

Artículo 44 (pasó a ser artículo 49)


Establece las infracciones calificadas de graves.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar la siguiente letra e), nueva:


“e) Comercializar especies hidrobiológicas capturadas con aparejos de pesca de uso personal.”.


Sometido a votación el artículo con la indicación propuesta se aprobó por unanimidad.

Artículo 45 (pasó a ser artículo 50)


Señala las infracciones consideradas gravísimas.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar la siguiente letra d):


“d) Construir un coto de pesca sin cumplir con las medidas de protección al medio ambiente establecidas en el Reglamento a que se refiere el artículo 30.”.


Sometido a votación el artículo con la indicación propuesta se aprobó por unanimidad.

Artículo 46 (pasó a ser artículo 51)


Señala las multas que serán aplicables a las infracciones mencionadas en los artículos anteriores.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 47 (pasó a ser artículo 52)


Establece que tribunales serán competentes para conocer de las infracciones antes mencionadas y el procedimiento que se aplicará.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 48 (pasó a ser artículo 53)


En él se consagra el destino de las multas aplicadas por la comisión de alguna de las infracciones.


Sometido a votación se aprobó por unanimidad.

Artículo 49 (pasó a ser artículo 54)


Establece la obligación del Servicio Nacional de Pesca de llevar los diferentes registros que se originen con motivo de la aplicación de esta normativa legal.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 50 (pasó a ser artículo 55)


Se establece el registro de consultores, en el cual figurarán las personas naturales o jurídicas autorizadas para la elaboración de los planes de manejo de áreas preferenciales.


Sometida a votación la indicación se aprobó por unanimidad.

Artículo 51 (pasó a ser artículo 56)


Este artículo contempla la posibilidad de celebrar convenios para el otorgamiento de las licencias de pesca recreativa.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad con la supresión del párrafo: “En este caso el decreto a que se refiere el artículo 6 podrá autorizar el cobro de derechos adicionales por concepto de administración los que serán percibidos por los contratantes que no sean organismos del Estado.”.

Artículo 52 (pasó a ser artículo 57)


Se trata de la norma que contempla el financiamiento para la elaboración de las licencias de pesca recreativa y otros documentos informativos.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 53 (pasó a ser artículo 58)


Contiene las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura para su adecuación a la normativa contenida en este cuerpo legal que se propone.


El Ejecutivo presentó a este artículo dos indicaciones, a saber:

a)
Para agregar el siguiente número 3:


“3.- Derógase el artículo 121.”.

b)
Para agregar el siguiente número 4:


“4.- Agrégase la siguiente oración final al inciso 1º del artículo 173:


“Asimismo, el Fondo tendrá por objeto financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.”


La señorita Fuentes (subsecretaría de Pesca) explicó que el presente artículo pretende sustraer del ámbito de la Ley General de Pesca y Acuicultura a la pesca deportiva, dado que se está regulando a través de esta ley especial.


Igual situación ocurre al derogar el título VIII de la citada ley.


Por su parte, la derogación del artículo 121 que se propone, se refiere a una norma genérica de infracción a las normas que regulan la pesca deportiva en la Ley de Pesca.


Por último, la oración final que se agrega al inciso 1º del artículo 173 significa atribuir una función más al Fondo de Administración Pesquera.


Sometido a votación el artículo con las indicaciones propuestas se aprobó por unanimidad.

Artículo 54 (pasó a ser artículo 59)


Contiene las modificaciones a la ley Nº 18.465, en materia de inspectores ad honorem.


Sometido a votación el artículo se aprobó por unanimidad.

Artículo 1º transitorio


Señala que las medidas de administración para pesca recreativa dictadas por la autoridad competente para una área determinada mantendrán su vigencia mientras no sean modificadas.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad con la supresión del inciso segundo.

Artículo 2º transitorio


Señala el plazo que tendrá el Ministerio de Economía para dictar el reglamento que regulará el sistema de registros.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

Artículo 3º transitorio


Establece que los dueños de cotos de pesca deberán solicitar la inscripción correspondiente dentro del plazo de 90 días contados desde la dictación del reglamento a que alude el 
artículo anterior.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

Artículo 4º transitorio


Menciona que mientras no entren en funciones los Directores Zonales las atribuciones que a ellos corresponda serán ejercidas por el Subsecretario de Pesca.


Sometida a votación se aprobó por unanimidad.

-o-


El Ejecutivo formuló indicación para agregar el siguiente artículo 5º transitorio:


“Artículo 5°. Mientras no se establezca el Registro de Consultores a que se refiere el artículo 50 de la presente ley, los términos técnicos de referencia de los proyectos que se liciten para la declaración de un área preferencial o para la elaboración de los planes de manejo de áreas preferenciales declaradas, deberán establecer los requisitos y condiciones que deberán cumplir los consultores.”.


Puesto en votación el artículo se aprobó por unanimidad.


La Comisión acordó, a sugerencia del Ejecutivo establecer que todos los plazos de días fijados en el presente proyecto son de días corridos, dado que de lo contrario se aplicaría la ley que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado, que dispone que los plazos serán de días hábiles.

-o-

VI. NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


De conformidad a lo establecido en el Nº 2 artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que los siguientes artículos revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por las razones que a continuación se expresan:

1.
Artículo 12.


En virtud de lo dispuesto en los artículos 100, 101 y 102 de la Constitución Política de la República (CPR), que se refieren a la Ley Nº19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


El Tribunal Constitucional, en el fallo recaído al conocer de dicha ley, señaló que son materias orgánicas constitucionales (LOC) las comprendidas entre los artículos 3 y 92 de la ley, por tanto, las normas referidas a las funciones del Intendente y del gobierno regional tienen ese carácter.

2.
Artículo 13.


En virtud de lo dispuesto en los artículos 100, 101 y 102 de la CPR. Además se trata de un “complemento indispensable” del artículo 12.

3.
Artículo 15.


En virtud de lo dispuesto en los artículos 100, 101 y 102 de la CPR.

4.
Artículo 17.


Este artículo tiene el carácter de LOC en virtud de lo dispuesto en el artículo 107 inciso quinto de la CPR.

5.
Artículo 19.


Este artículo tiene el carácter de LOC en virtud de lo dispuesto en el artículo 107 inciso quinto de la CPR.

6.
Artículo 20.


Este artículo tiene el carácter de LOC en virtud de lo dispuesto en el artículo 107 inciso quinto de la CPR.

7.
Artículo 22.


Este artículo tiene el carácter de LOC en virtud de lo dispuesto en el artículo 107 inciso quinto y 108 inciso tercero de la CPR.

8.
Artículo 24.


En virtud de lo dispuesto en los artículos 100, 101 y 102 de la CPR, que se refieren a la Ley Nº 19175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. En cuanto a lo dispuesto en la letra b) también sería de carácter orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 108 inciso 2º.

9.
Artículo 25.


Este artículo tiene el carácter de LOC en virtud de lo dispuesto en el artículo 107 inciso quinto de la CPR, ya que se faculta a las municipalidades para ejercer labores de fiscalización en el área preferencial.

10. Artículo 27.


Este artículo tiene el carácter de LOC en virtud de lo dispuesto en los artículos 107 inciso quinto y 108 de la CPR.

11. Artículo 28.


En virtud de lo dispuesto en los artículos 100, 101 y 102 de la CPR, que se refieren a la Ley Nº 19175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

12. Artículo 29.


En virtud de lo dispuesto en el artículo 108 inciso tercero de la CPR.

13. Artículo 30.


En virtud de lo dispuesto en los artículos 100 de la CPR.

14. Artículo 31.


En virtud de lo dispuesto en los artículos 100, 101 y 102 de la CPR, que se refieren a la Ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

15. Artículo 42.


En virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la CPR, ya que se crea una entidad que se aparta de lo dispuesto en la ley Nº18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado.

16. Artículo 43.


El Tribunal Constitucional en ocasiones ha estimado que cuando se crea un organismo no contemplado en la Ley de Bases de la Administración del Estado, el artículo que establece sus funciones también tiene el carácter de orgánica constitucional.

VII. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


Los artículos 6º, 48 y 52 deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

VIII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.


Se encuentran en esta situación las siguientes indicaciones:

1.
Del Ejecutivo para reemplazar el artículo 17 (pasó a ser 19) por el siguiente:


“Artículo 17.- Administración del área preferencial. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio se encuentre el área preferencial la administración de dicha área.


En cumplimiento de esta obligación la municipalidad deberá:

1.
Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área.

2.
Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, a través de inspectores municipales.

3.
Mantener debidamente señalizada el área.

4.
Mantener el orden y limpieza del área.

5.
Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento.

6.
Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa.

7.
Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 50. 

8.
Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 25 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados. 


Para el ejercicio de las funciones antes señaladas, la municipalidad podrá celebrar contratos con personas naturales o jurídicas de derecho privado, para la ejecución de una o más acciones indicadas precedentemente y para cualquier otra acción necesaria para la administración del área. El contrato se celebrará previa licitación pública, con aprobación del concejo municipal.


En caso que la municipalidad encargue la ejecución del plan de manejo y supervigilancia del área preferencial a través de un convenio de ejecución, deberá someterse exclusivamente a las normas contenidas en los artículos siguientes. 


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la ley orgánica constitucional de municipalidades.”.

2.
Del Ejecutivo para reemplazar el artículo 21 (pasó a ser artículo 23) por el siguiente:


“Artículo 21.- Contenido del convenio de ejecución. El convenio deberá considerar a lo menos los siguientes aspectos:

a)
Individualización del ejecutor;

b)
Duración del convenio, la que no podrá exceder de 10 años. No obstante, tratándose de áreas degradadas, el convenio no podrá tener una duración inferior a 15 años ni superior a 20 años;

c)
Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 25.

d)
Sistema de oferta pública del permiso especial de pesca, el que deberá garantizar el amplio acceso a su adquisición.

e)
Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.”.

3.
Del Ejecutivo para reemplazar el artículo 23 (pasó a ser artículo 25), por el siguiente:


“Artículo 23.- Obligaciones del ejecutor. En la ejecución del plan de manejo y supervigilancia del área, el ejecutor tendrá las obligaciones señaladas en el artículo 17. 


El ejecutor no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 19.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio de ejecución.


Lo establecido en el presente artículo es sin perjuicio de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros. En los casos en que los organismos fiscalizadores sorprendan infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando corresponda.”.

4.
Para agregar al inciso 1° del artículo 37 (pasó a ser artículo 40) la siguiente letra d):


“d) Acompañar la declaración de inicio de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos o un contrato de trabajo con un operador de pesca.”

IX. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.


No hay.

-o-


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las otras consideraciones que dará a conocer Diputad Informante, la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos recomienda la aprobación del siguiente proyecto, al que se le han introducido simples correcciones formales:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º.- Ámbito de aplicación de la ley. A las disposiciones de la presente ley quedarán sometidas las actividades de pesca recreativa que se realicen en las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República. 


Se entenderá por pesca recreativa la actividad pesquera realizada por personas naturales que tiene por objeto la captura de especies hidrobiológicas con aparejos de pesca de uso personal, sin fines de lucro para el pescador y con propósito de deporte, turismo o entretención.


Quedará también sometida a las disposiciones de esta ley la pesca submarina, sólo en cuanto dicha actividad sea realizada sin fines de lucro y con los propósitos señalados en el inciso anterior.


Artículo 2º.- Principios y objetivos de la ley. El objetivo de la presente ley será fomentar la actividad de pesca recreativa, conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema, fomentar las actividades económicas y turísticas asociadas a la pesca recreativa y fortalecer la participación regional.


Artículo 3º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

a)
Área preferencial para la pesca recreativa o área preferencial: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que comprende sectores interdependientes que requieren de un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica y el desarrollo de actividades de pesca recreativa.


Podrán declararse áreas preferenciales las áreas degradadas.

b)
Área degradada: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que ha sido alterada por acción antrópica o natural, produciendo la disminución significativa de la abundancia de las especies de importancia para la pesca recreativa o de la fauna íctica nativa.


El manejo de estas áreas se orientará hacia la recuperación del hábitat de dichas especies, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población.

c)
Aparejo de pesca de uso personal: todo sistema o artificio preparado para la captura de especies hidrobiológicas, asociado a una modalidad de pesca recreativa, formado por una línea, lastrada o no, dotada de anzuelo o anzuelos, manipulada directamente o a través de una estructura que facilite su operación.

d)
Caudal mínimo pesquero: cantidad de agua que asegura la adecuada disponibilidad de hábitat para los distintos estadios vitales de las especies hidrobiológicas presentes en un área preferencial y el adecuado ejercicio de las actividades de pesca recreativa.

e)
Pesca submarina: captura de fauna íctica marina, mediante buceo deportivo apnea y el empleo de uno o más arpones de elástico o de aire comprimido.

f)
Coto de pesca: curso de aguas superficiales que escurren por cauces artificiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial, destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, con fines de lucro para su dueño.


Se entiende asimismo por coto de pesca el curso o cuerpo de agua que se encuentra en la situación prevista en el artículo 20 inciso 2º del Código de Aguas y destinado al mismo fin.

g)
Director Zonal: el de la Subsecretaría de Pesca.

h)
Guía de pesca: persona natural con conocimiento o experiencia en pesca recreativa que desarrolla actividades de turismo por cuenta propia o ajena, dirigiendo personalmente expediciones de pesca recreativa.

i)
Ministerio: el de Economía, Fomento y Reconstrucción.

j)
Operador de pesca: persona natural o jurídica que organiza expediciones turísticas para realizar actividades de pesca recreativa, con fines de lucro.

k)
Repoblación: acción que tiene por objeto introducir especies hidrobiológicas a un cuerpo de agua, en el cual se encuentren o se hayan encontrado anteriormente, con la finalidad de aumentar o reestablecer poblaciones originales. 

l)
Servicio: el Servicio Nacional de Pesca.

m)
Siembra: acción que tiene por objeto introducir, en un área determinada, especies hidrobiológicas sin presencia natural en esa área.

n)
Subsecretaría: la de Pesca.

ñ)
Consejo o Consejos: el o los de Pesca Recreativa.

o)
Plan de manejo del área preferencial o plan de manejo: conjunto de medidas que regulan las actividades de pesca recreativa y otras actividades compatibles en un área preferencial.
TÍTULO II

CONDICIONES GENERALES PARA EL EJERCICIO

DE LA PESCA RECREATIVA

Artículo 4º.- Los aparejos de pesca. Las actividades de pesca recreativa deberán realizarse exclusivamente con aparejos de pesca de uso personal. Por decreto del Ministerio, previo informe técnico de la Subsecretaría, se establecerán los aparejos de pesca de uso personal que calificarán a estos efectos como propios de la pesca recreativa, considerándose a los demás como de pesca artesanal o industrial. Las actividades que se realicen con artes o aparejos de pesca no definidos en el reglamento respectivo, se regirán por las disposiciones de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Se prohíbe la realización de actividades de pesca recreativa mediante el uso de sistemas o elementos tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas, electricidad.


Artículo 5º. Prohibición de comercialización. Se prohíbe la comercialización de las especies capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 6º.- Licencia de pesca recreativa. Toda persona natural, nacional o extranjera, que realice actividades de pesca recreativa o pesca submarina en aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva, deberá estar en posesión de una licencia otorgada por el Servicio.


La licencia de pesca recreativa será personal e intransferible, deberá portarse durante la práctica de la actividad y el transporte de especies capturadas, y exhibirse junto con la cédula de identidad o pasaporte, según corresponda, a los fiscalizadores de la presente ley, cuando lo requieran.


La licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 Unidades de Fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 Unidades de Fomento para turistas extranjeros.


Quedarán exentos del pago de derechos, pero no del porte de la licencia, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la Ley Nº 19.284 y los menores de 12 años.


El Servicio deberá proporcionar al interesado, junto con la licencia de pesca recreativa, información sobre las medidas de administración vigentes que regulan la actividad. Deberá también mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, la que será de acceso público.

TÍTULO III

DE LAS MEDIDAS GENERALES DE ADMINISTRACIÓN

Artículo 7º.- Medidas de conservación para la pesca recreativa. En la regulación de las actividades de pesca recreativa que se realicen en aguas marítimas y terrestres, podrán adoptarse las medidas de administración contempladas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las medidas especiales de conservación que se regulan en el presente artículo.

En las aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva, dichas medidas serán adoptadas por resolución fundada de la Subsecretaría. En las aguas terrestres, las medidas serán adoptadas por resolución fundada del Director Zonal, respecto de las regiones comprendidas en la zona respectiva.


Las medidas especiales de conservación para la pesca recreativa son las siguientes:

a)
Límites diarios de captura por pescador, expresados en número de ejemplares o peso total de ejemplares, los que podrán ser fijados por área y por especie;

b)
Talla o peso máximo o rango de tallas o pesos permitido en la captura, de una especie en un área determinada;

c)
Prohibición de captura en áreas vulnerables;

d)
Prohibición de pesca embarcada en un área determinada;

e)
Establecimiento de horarios para el ejercicio de la pesca recreativa;

f)
Establecimiento del método de pesca con devolución en un área determinada o para una especie en un área determinada; y

g)
Regulación de las dimensiones y características de los aparejos de pesca de uso personal, incluyendo sus elementos complementarios y carnadas.


Con el objeto de asegurar una protección eficaz a las especies cuyo ciclo vital se desarrolle tanto en aguas terrestres como marítimas, las medidas de administración que se adopten a su respecto deberán establecerse con la debida coordinación de las autoridades correspondientes. Si en el sector de aguas terrestres han sido declaradas una o más áreas preferenciales, de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de esta ley, las autoridades correspondientes deberán dictar para las demás áreas, en el más breve plazo, las medidas de administración que complementen las contempladas en el plan de manejo respectivo.

Artículo 8º.- Medidas de conservación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en el ejercicio de la pesca recreativa deberán respetarse las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, a menos que el acto administrativo correspondiente excluya expresamente su cumplimiento.

Artículo 9º.- Medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes. El Ministerio, mediante decreto supremo, previa consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores, podrá, en conjunto con los organismos que corresponda de los países limítrofes, establecer medidas de administración en áreas fronterizas sobre especies hidrobiológicas compartidas.


Artículo 10.- De los campeonatos de pesca. Los campeonatos de pesca, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser comunicadas previamente al Director Regional del servicio que corresponda y en ningún caso podrán contravenir las medidas de administración vigentes.

En todo caso, los participantes en campeonatos de pesca deberán dar cumplimiento a las condiciones generales establecidas en el Título II de la presente ley y sin perjuicio de las demás autorizaciones que corresponda otorgar a otros organismos en el ámbito de su competencia.


Artículo 11.- La repoblación y la siembra. Un reglamento del Ministerio regulará la forma y condiciones en que se podrán efectuar la siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo de asegurar la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental, en especial la biodiversidad.


Las personas naturales o jurídicas interesadas en realizar actividades de siembra o repoblación, deberán solicitar autorización a la Subsecretaría o al Director Zonal, según corresponda, acompañando los antecedentes que establezca el reglamento.


La Subsecretaría o el Director Zonal se pronunciará sobre la solicitud mediante resolución fundada y documentada, la que deberá ser publicada en extracto en el Diario Oficial por cuenta del interesado, dentro del plazo de treinta días corridos contados desde su fecha.

TÍTULO IV

AGUAS ESPECIALMENTE REGULADAS PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA

Párrafo 1º

De las áreas preferenciales

Artículo 12.- Autoridad competente para declarar un área preferencial. Las áreas preferenciales serán declaradas por resolución del gobierno regional en cuya jurisdicción se encuentre el respectivo curso o cuerpo de agua terrestre.

Artículo 13.- Procedimiento previo a la declaración de área preferencial. El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al Consejo de Pesca Recreativa de la región, a las autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, y a la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área, identificará una o más secciones de curso o cuerpos de aguas terrestre susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.


Los informes solicitados por el intendente deberán ser emitidos en el plazo de sesenta días corridos. Transcurrido dicho plazo se prescindirá del informe respectivo.


En ningún caso podrán ser identificadas como áreas preferenciales las que no sean aprobadas como tales por la Subsecretaría de Marina, en el caso de ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas.


Las áreas preferenciales identificadas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro del plazo de treinta días corridos contados desde la última publicación.


Una vez transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, dentro de los treinta días corridos siguientes a él, el intendente deberá emitir un informe que considere los pronunciamientos y observaciones a la iniciativa y convocar a sesión extraordinaria al consejo regional, adjuntando el informe respectivo. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria.


Artículo 14.- Estudios técnicos para la declaración de áreas preferenciales. Los estudios técnicos que sirvan de fundamento para la declaración de áreas preferenciales serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que deberán ser adjudicados previa licitación pública. No obstante, también se podrá acceder a financiamiento a través de otros fondos.


Los participantes en la licitación deberán ser consultores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 55 de esta ley.

Artículo 15.- Declaración del área preferencial. Con los antecedentes indicados en los artículos precedentes, el consejo regional aprobará la declaración del área preferencial para la pesca recreativa por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes.


Una vez aprobada por el consejo, el intendente dictará una resolución que declare una o más áreas preferenciales para la pesca recreativa, por un período de veinte años o un máximo de treinta en el caso de las áreas degradadas, indicando su ubicación geográfica y deslindes. Además, deberá indicar el caudal mínimo pesquero del correspondiente cuerpo o curso de agua.


La resolución que declara el área deberá ser publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.


Publicada la resolución que declara el área preferencial se producirán de pleno derecho lo siguientes efectos:

a)
En el área preferencial sólo podrá realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo;

b)
La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental y, cuando corresponda, deberá certificarse por la Autoridad Marítima que no afecta la libre navegación. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación; 

c)
Se limitará el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas en los términos establecidos en el artículo 16;

d)
El área preferencial quedará bajo la tuición de la municipalidad o municipalidades en que se encontrare y la administración será ejercida en conformidad con lo dispuesto en el artículo 19; y

e)
El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, cuando corresponda, deberá abstenerse de otorgar su uso particular o de afectarla de cualquier forma, quedando sometida dicha área exclusivamente al régimen previsto en la presente ley.


La declaración del área preferencial no afectará las concesiones, cualquiera sea su naturaleza, destinaciones o los derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos en conformidad con la ley a la fecha de la declaración.


Artículo 16.- Caudal mínimo pesquero. En las áreas preferenciales existirá un caudal mínimo pesquero, que será fijado por la Dirección General de Aguas y establecido en la resolución que declara el área preferencial.


La Dirección General de Aguas deberá determinar dicho caudal de acuerdo a la metodología que para estos efectos se establezca por resolución de dicho organismo, previo informe técnico de la Subsecretaría.

Los derechos de aprovechamiento de aguas que se otorguen en el área preferencial no podrán afectar el caudal mínimo pesquero fijado de conformidad con los incisos anteriores.


Artículo 17.- Elaboración y aprobación del plan de manejo. En cada área preferencial existirá un plan de manejo elaborado por un consultor inscrito en el Registro a que se refiere el artículo 55, el que deberá ser aprobado por el Director Zonal correspondiente, dentro del plazo de noventa días corridos contados desde su presentación, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Los planes de manejo serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que serán adjudicados previa licitación pública, sin perjuicio del financiamiento al que se pueda acceder a través de otros fondos. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área preferencial presentar el proyecto a licitación. Para estos efectos, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la ley orgánica constitucional de municipalidades. 


El plan de manejo deberá ser elaborado y aprobado en el plazo máximo de dos años contados desde la publicación de la resolución que declara el área como preferencial.


Este plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 19.300, con excepción de lo dispuesto en la letra p) de su 
artículo 10.


Artículo 18.- Contenido del plan de manejo. El plan de manejo contendrá, como mínimo, los siguientes aspectos:

a)
Antecedentes generales del ecosistema, incluyendo zonas vulnerables, potenciales áreas de pesca y otras actividades desarrolladas en el área;

b)
Identificación de las especies hidrobiológicas principales y secundarias presentes en el área, con indicación de su composición y abundancia;

c)
Antecedentes o estudios previos realizados en el área, si los hubiere, acompañando copia de los informes o publicaciones;

d)
Objetivos principales y secundarios del plan;

e)
Descripción y justificación de las acciones, prohibiciones y medidas de administración necesarias para el cumplimiento de los objetivos del plan;

f)
Programa de seguimiento del estado de las especies hidrobiológicas; 

g)
Acciones de repoblación, si corresponde, las que deberán dar cumplimiento a las disposiciones del reglamento a que se refiere el artículo 11; y”.

h)
Actividades compatibles con el ejercicio de la pesca recreativa.


Además, el plan de manejo podrá limitar el número de pescadores que podrán desarrollar la actividad cada día y contemplar la prohibición o limitación de otras actividades deportivas que puedan realizarse en el área. La no afectación de la libre navegación deberá ser certificada por la Autoridad Marítima. 


En el caso que se considere la alteración del lecho o las riberas para el manejo de las especies hidrobiológicas presentes en el área, se requerirá la autorización que para estos efectos exige el Código de Aguas. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo, bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación.


El plan de manejo y las modificaciones que surjan a partir de los resultados del programa de seguimiento, serán aprobados por el Director Zonal, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Un extracto del plan de manejo y sus modificaciones será publicado en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. Dicho extracto deberá contener las medidas de administración, limitaciones y prohibiciones establecidas para el ejercicio de las actividades de pesca recreativa y otras actividades deportivas.


En las áreas preferenciales no se aplicarán las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con el Título III de la presente ley, rigiendo exclusivamente las consideradas en el respectivo plan de manejo.


Artículo 19.- Administración del área preferencial. Aprobado el plan de manejo en la forma indicada en los artículos anteriores, la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área podrá asumir directamente su administración o entregarla, mediante licitación, a personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Para asumir la administración directa del área, la municipalidad o municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales y corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro, de conformidad con la ley orgánica constitucional de municipalidades.


Artículo 20.- Licitación para la administración del área preferencial. La municipalidad podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación por decreto alcaldicio, el que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:

a)
Duración del convenio.

b)
Requisitos que deberán cumplir los participantes.

c)
El monto fijo que el adjudicatario deberá pagar a la municipalidad con el objeto de compensar los gastos en que ésta haya incurrido para efectuar la licitación, y el porcentaje del permiso especial de pesca que se entregará a la municipalidad.

d)
Criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas.

e)
Identificación de los sectores liberados de pago del permiso especial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.

f)
Beneficios que deberán otorgarse a los residentes ribereños al área preferencial.

g)
Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.

h)
Lugar, fecha y hora de cierre de la recepción de las ofertas técnicas y económicas y apertura de ambas.


Las multas señaladas en la letra g) se duplicarán en caso que el incumplimiento se produzca dentro de los dos últimos años del contrato.


Un extracto del decreto alcaldicio se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.


Artículo 21.- Participación en la licitación. Podrán participar en la licitación las personas naturales chilenas o extranjeras y las personas jurídicas de derecho privado constituidas en Chile, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Si en una misma región se declararen dos o más áreas preferenciales no podrán entregarse a una misma persona natural o jurídica o a personas vinculadas a ella, entendiéndose por tales las personas naturales que tengan entre si la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive; los socios de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona natural vinculada o persona jurídica; las sociedades de las personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente y las sociedades de capitales filiales o coligadas a que se refiere el título VIII de la ley Nº18.046 sobre Sociedades Anónimas, más del 50% de las áreas preferenciales declaradas en la región.


Los participantes deberán presentar, en el lugar, fecha y hora que indiquen las bases, los siguientes antecedentes:

1.
La oferta económica deberá contener el monto de los derechos para la obtención del permiso especial a que se refiere el artículo 27 y su modalidad de reajuste, el sistema de oferta pública de permisos;

2.
Indicar y acreditar la vía de acceso al área preferencial; y

3.
Los demás antecedentes que señalen las bases.


Artículo 22.- Adjudicación. El día y hora fijados en las bases de la licitación y con la asistencia de un notario público, se levantará acta de las ofertas que se hubieren recibido.


Las ofertas técnicas serán entregadas al Director Zonal de la región correspondiente y al Director Regional de Turismo quienes deberán calificarlas técnicamente, en el plazo de veinte días corridos, conforme a los criterios objetivos señalados en las bases. Las ofertas económicas no serán abiertas y serán entregadas en custodia al notario público.


El día y hora fijados en las bases, el notario público procederá sólo a la apertura de las ofertas económicas cuyas ofertas técnicas hayan sido aprobadas por el Director Zonal y el Director Regional de Turismo.


Se adjudicará la administración del área al licitante cuyo permiso especial tenga el menor precio diario. Para estos efectos, no se considerará el monto de los derechos establecidos para la adquisición de permisos por extranjeros no residentes. En todo caso, no se aceptarán ofertas que excedan el precio diario máximo fijado por la municipalidad en un acto anterior a la apertura de las ofertas.


El alcalde deberá informar el resultado de la evaluación de ofertas en sesión pública extraordinaria del concejo municipal, y proponer la adjudicación a la oferta mejor evaluada, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior. El concejo municipal aprobará la adjudicación por la mayoría absoluta de los concejales asistentes a la sesión respectiva.


Dentro de los treinta días corridos siguientes, el alcalde deberá dictar un decreto que apruebe el convenio.


Artículo 23.- Convenio de administración. El convenio de administración deberá considerar a lo menos los siguientes aspectos:

a)
Individualización del administrador;

b)
Duración del convenio;

c)
Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27;

d)
Sistema de oferta pública del permiso especial de pesca;

e)
Obligación de dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área; 

f)
Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato; y

g)
Otros que las partes acuerden.


Artículo 24.- Licitación de la administración del área preferencial por el gobierno regional. El gobierno regional deberá licitar la administración del área preferencial cuando ésta se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a)
Si una o más de las municipalidades comunican al gobierno regional su decisión de no concurrir al acuerdo con las demás municipalidades en la forma de administrar el área preferencial, adoptada por los concejos municipales que correspondan;

b)
Si transcurrido un año desde la declaración del área preferencial ninguna de las municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área hubiere encargado la elaboración del plan de manejo; o

c)
Si transcurridos dos años desde la declaración del área preferencial no se hubiere aprobado el plan de manejo.


La atribución indicada en el inciso anterior podrá ser ejercida de oficio o a petición de uno o más concejales de la comuna o comunas respectivas o de cualquier interesado en la administración del área preferencial. En este último caso, el interesado deberá entregar una boleta bancaria de garantía para asegurar su participación en la licitación. La boleta de garantía deberá ser equivalente al monto que sea fijado para estos efectos por el gobierno regional y no podrá ser superior al monto fijo que deba establecerse para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20.


La licitación de la administración del área preferencial se realizará de conformidad con los artículos 20 y siguientes, con las modificaciones que se indican:

i.
El gobierno regional deberá, previamente, encargar la elaboración del plan de manejo, cuando corresponda;

ii.
El proceso de licitación será realizado por el Intendente y la adjudicación será aprobada por el consejo regional;

iii.
El convenio de administración será aprobado por resolución del intendente; y

iv.
l monto fijo para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20, será de beneficio del gobierno regional.


En estos casos, el porcentaje de permisos especiales de pesca que el adjudicatario debe entregar de conformidad con el artículo 20 letra c), será distribuido entre las municipalidades en que se ubique el área preferencial en forma proporcional a los ingresos generados en el territorio jurisdiccional de cada una de ellas.


Las multas que se apliquen por incumplimiento de las obligaciones del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el intendente y de beneficio del gobierno regional.


Artículo 25.- Obligaciones del administrador del área preferencial. El administrador del área preferencial, sea la municipalidad o el adjudicatario, deberá cumplir las siguientes obligaciones:

a)
Mantener debidamente señalizada el área;

b)
Mantener el orden y limpieza del área;

c)
Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área;

d)
Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento;

e)
Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, de acuerdo al plan de manejo; 

f)
Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa en el área;

g)
Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 55. El administrador no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 21;

h)
Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 27 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados, y

i)
Adoptar todas las medidas que aseguren la debida protección del área.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio.


El administrador deberá fiscalizar las medidas de administración previstas en el plan de manejo a través de personas que revistan la calidad de inspectores ad honorem designados en conformidad con la Ley Nº 18.465 o inspectores municipales, en la forma en que se determine en el convenio de administración. 


Cuando la administración recaiga en el adjudicatario, éste deberá informar a la municipalidad acerca del o los inspectores ad honorem habilitados para ejercer la función de fiscalización en el área preferencial.


El adjudicatario responderá, en la forma que prescribe el artículo 28 de la presente ley, de los delitos e infracciones cometidos por el inspector ad honorem habilitado de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad de este último y de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros.


En los casos en que los organismos fiscalizadores constaten infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando así proceda.


Artículo 26.- Condiciones para desarrollar pesca recreativa en áreas preferenciales. Para realizar actividades de pesca recreativa en un área preferencial, el pescador deberá cumplir los requisitos generales establecidos en el Título II de esta ley, respetar las medidas de administración establecidas en el plan de manejo correspondiente, y estar en posesión del permiso especial otorgado por el administrador del área.


Artículo 27.- Permiso especial de pesca en el área preferencial. El administrador deberá exigir un permiso especial personal e intransferible para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial.


El administrador tendrá derecho a cobrar por los permisos especiales. Sin embargo, deberá siempre permitir el acceso liberado de pago en un tramo previamente determinado en las bases de la licitación, que corresponderá al menos al 20% del área en que sea posible el ejercicio de la pesca recreativa dentro del área preferencial; para estos efectos otorgará permisos especiales liberados de pago.


Deberá establecerse un sistema de oferta pública de los permisos especiales que garantice el acceso igualitario al área correspondiente. Para estos efectos, el administrador podrá celebrar convenios para la venta de los permisos especiales. Asimismo, el administrador deberá reservar el 10% de los permisos especiales para ser vendidos el mismo día de su vigencia. Tratándose de los permisos especiales liberados de pago, éstos serán entregados por orden de prelación, de acuerdo a la fecha de solicitud del permiso. 


Podrán fijarse montos diferenciados de derechos para turistas extranjeros, salvo que, aplicando el principio de reciprocidad internacional, deba otorgarse a los nacionales de un país extranjero el mismo tratamiento que a los chilenos. Además, podrán establecerse beneficios para la adquisición de permisos especiales por parte de los chilenos residentes en la comuna en que se ubique el área preferencial, guías de pesca certificados en la región respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40, y pescadores que ejerzan la actividad frecuentemente en el área. 


El monto de los derechos podrá ser modificado para una o más temporadas de pesca, con el acuerdo del concejo municipal, respetando en todo caso la sección liberada de pago y el precio máximo fijado por la municipalidad en el proceso de licitación.


No podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de la pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo.


Artículo 28.- Término del convenio de administración. Son causales de término del convenio:

a)
La quiebra o fallecimiento del administrador o disolución de la persona jurídica;

b)
El incumplimiento del plan de manejo aprobado por el Director Zonal. En este caso, contra la resolución del Director Zonal que declare el incumplimiento procederá el recurso de reclamación ante el Subsecretario de Pesca;

c)
Establecer cualquier obligación o requisito para el acceso al área con objeto de realizar pesca recreativa u otras actividades, con excepción de las expresamente previstas en esta ley o en el convenio de administración, cuando corresponda, o no dar cumplimiento al sistema de oferta pública de permisos especiales establecido en el convenio;

d)
El incumplimiento negligente de la obligación de supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se realicen en el área preferencial. Para estos efectos, se considerará que ha existido incumplimiento negligente si han sido sancionadas cinco infracciones graves cometidas en el área en un año calendario, denunciadas por funcionarios del Servicio o por el personal de la Armada o Carabineros;

e)
Haber sido sancionadas tres infracciones o delitos cometidos por uno o más de los inspectores ad honorem en el ejercicio de la fiscalización del área preferencial en un período de tres años;

f)
El cumplimiento del plazo;

g)
El acuerdo mutuo de la municipalidad o el gobierno regional, según corresponda, y el administrador; y

h)
El incumplimiento grave de cualquier obligación establecida en el convenio.


Asimismo, el administrador podrá solicitar el término del convenio de administración por el acaecimiento de una fuerza mayor debidamente acreditada que haya modificado significativamente las condiciones naturales del área que se tuvieron en consideración al momento de elaborar el plan de manejo.


Un Reglamento del Ministerio de Interior determinará el procedimiento para poner término al convenio en los casos indicados en el inciso primero.


Si se pone término a un convenio por un hecho imputable al administrador, éste no podrá adjudicarse la administración de ningún área preferencial por el término de cinco años, contados desde la resolución respectiva.


En el caso que la administración hubiere sido licitada por el gobierno regional, previo al término del convenio deberá efectuar el correspondiente proceso de licitación para el nuevo período de administración, sin perjuicio de entregar la administración directa a las municipalidades correspondientes, previo acuerdo de todas ellas.


Artículo 29.- Cesión del convenio de administración. El convenio de administración podrá ser cedido a terceros que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley para la adjudicación del área preferencial, previa aprobación del concejo municipal respectivo. El cesionario deberá someterse a las condiciones y cumplir las obligaciones establecidas en el convenio original.


Con todo, no podrá cederse el convenio durante los tres primeros años ni el último año de su vigencia.


Artículo 30.- Término del área preferencial. Si en el plazo de 5 años contados desde la fecha de la publicación de la resolución que declaró el área preferencial, la municipalidad no hubiere ejercido la administración del área de conformidad con el artículo 19, ni el gobierno regional hubiere entregado dicha administración a un tercero, quedará sin efecto por el sólo ministerio de la ley dicha afectación. Asimismo, si el área preferencial pierde las condiciones que determinaron su establecimiento, circunstancia que deberá ser certificada por el Director Zonal, su afectación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley. 


La desafectación del área será declarada, de oficio o a petición de parte, por resolución del intendente, la que deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y cuando corresponda, notificarse al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina.


El área desafectada quedará sometida al régimen general previsto en el ordenamiento jurídico.


Artículo 31.- Renovación del área preferencial. Dos años antes del vencimiento de la declaración de un área preferencial, el intendente deberá iniciar el procedimiento de renovación del área. Para estos efectos, deberá consultar a los demás organismos públicos que participaron en el proceso de declaración del área y al Consejo de Pesca Recreativa. Con los antecedentes reunidos elaborará un informe y convocará al consejo regional a sesión extraordinaria, adjuntando el informe respectivo. La renovación del área preferencial deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria. La resolución del intendente que declare la renovación del área será publicada en el Diario Oficial y un diario de circulación regional.

Párrafo 2º

De los cotos de pesca

Artículo 32.- Construcción de un coto de pesca artificial. El Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría, dictará un reglamento donde se establecerán las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Corresponderá al Director Regional de Pesca verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el mencionado reglamento, previo a su inscripción en el registro a que se refiere el artículo 35.


Artículo 33.- Condiciones de ejercicio de la pesca recreativa en cotos de pesca. Las personas que desarrollen actividades de pesca recreativa en los cotos de pesca estarán exentas del cumplimiento de las condiciones generales establecidas en el Título II y de las medidas de administración adoptadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título III de esta ley.


Artículo 34.- Siembra y repoblación en cotos de pesca. La siembra o repoblación de especies hidrobiológicas en los cotos de pesca será autorizada por el Director Zonal, en la forma establecida en el artículo 11 de la presente ley.


Artículo 35.- Registro de cotos de pesca. Los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, por regiones. La inscripción constituirá una solemnidad habilitante para la explotación comercial del coto.

Párrafo 3º

De la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial

Artículo 36.- Áreas de manejo. En las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos decretadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán realizarse actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine el reglamento que se dictará por decreto del Ministerio.


Artículo 37.- Reservas marinas. En las reservas marinas declaradas en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura que se encuentren bajo la tuición del Servicio Nacional de Pesca, se podrán realizar actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, previo informe técnico del Servicio.


Artículo 38.- Parques Nacionales. En los cursos de agua situados en los Parques Nacionales, cuya declaración de área preferencial de pesca no se haya decretado, no podrá realizarse pesca embarcada y sólo podrá realizarse pesca con devolución en lugares especialmente habilitados con dichos fines.


Artículo 39.- Otras aguas bajo protección oficial. Los planes de manejo que se elaboren para las áreas que se encuentran bajo protección oficial del Estado, deberán ser aprobados por la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, en lo que se refiera a las actividades de pesca recreativa autorizadas en el área.


Para el financiamiento de la elaboración del plan de manejo de un área bajo protección oficial que comprenda actividades de pesca recreativa, el organismo encargado de su administración podrá presentar proyectos al Fondo de Investigación Pesquera, sin perjuicio del financiamiento que pueda obtener a través de otros fondos.


Asimismo, y sin perjuicio de las facultades que le otorgue la normativa que rige la administración del área bajo protección oficial, el organismo encargado de su administración podrá exigir la posesión de un permiso especial de pesca recreativa, establecer el monto de los derechos para su obtención y celebrar convenios para su entrega y cobro de los derechos correspondientes.


En el caso de Parques Nacionales los planes de manejo deberán privilegiar el estricto mantenimiento de los equilibrios ecológicos y la preservación de los ecosistemas naturales.

TÍTULO V

DE LOS GUÍAS DE PESCA

Artículo 40.- Certificación de guías de pesca. Los guías de pesca podrán solicitar voluntariamente al Servicio Nacional de Turismo su certificación para el ejercicio de la actividad en una determinada región. Para estos efectos deberán acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a)
Ser chileno o extranjero con permanencia definitiva;

b)
Ser mayor de edad;

c)
Acreditar, en la forma que determine el reglamento, conocimientos sobre naturaleza, geografía e historia local, regulación de la pesca recreativa, seguridad y primeros auxilios, así como conocimientos y experiencia en la actividad.


Cumplidos los requisitos anteriores, el Servicio Nacional de Turismo otorgará una credencial personal e intransferible. El reglamento a que se refiere la letra c) de este artículo establecerá el monto de los derechos para la obtención de dicha credencial.


Artículo 41.- Cancelación de la certificación. La certificación de guía de pesca quedará sin efecto en los siguientes casos:

a)
Por fallecimiento;

b)
Por haber sido sancionado por infracción a las normas de la presente ley; y

c)
Por sentencia judicial firme o ejecutoriada que hubiere establecido la responsabilidad penal o civil en el ejercicio de la actividad.

TÍTULO VI

DE LOS CONSEJOS DE PESCA RECREATIVA

Artículo 42.- Creación e integración de los Consejos. El Director Zonal creará, cuando proceda, en cada región de la zona correspondiente, un Consejo de Pesca Recreativa como organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen según lo establecido en el artículo 1º.


Los Consejos estarán integrados de la siguiente manera:

a)
Por el Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;

b)
Por el Director Regional de Turismo;

c)
Por el Director Regional de Pesca;

d)
Por un representante del gobierno regional designado por el intendente;

e)
Por cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y demás organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Los representantes designados en esta letra serán elegidos directamente por las organizaciones legalmente constituidas que tengan domicilio en la región, en conformidad con el procedimiento de elección que establezca un reglamento del Ministerio de Economía; y

f)
Por un representante de universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a una unidad académica directamente relacionada con las ciencias del mar o limnología, el que será designado conforme al procedimiento previsto en la letra anterior.


Podrán ser invitados a participar en el Consejo el Secretario Regional Ministerial de Economía, cuando no lo integre, así como un representante de Carabineros de Chile, de la Armada de Chile, de las asociaciones municipales de la región y de las cámaras de turismo que tengan su domicilio en la región.


Los integrantes del Consejo no percibirán remuneración.


Artículo 43.- Funciones de los Consejos de Pesca Recreativa. Los Consejos deberán ser consultados sobre las materias que someta a su conocimiento el Director Zonal y, en particular, sobre las siguientes materias:

a)
el decreto que establece los aparejos de pesca de uso personal;

b)
el reglamento de siembra y repoblación a que se refiere el Título III;

c)
las medidas de administración para la pesca recreativa;

d)
el informe técnico para la declaración de las áreas preferenciales;

e)
los planes de manejo de las áreas preferenciales de la región y de los resultados de sus programas de seguimiento.


Los Consejos podrán proponer al Fondo de Administración Pesquera prioridades de inversión para la pesca recreativa y presentar proyectos específicos para su financiamiento. Asimismo, los consejos podrán presentar propuestas para la declaración de áreas preferenciales al Fondo de Investigación Pesquera o a otros organismos.


Los Consejos deberán emitir sus pronunciamientos en el plazo de treinta días corridos contados desde el requerimiento respectivo. Se podrá prescindir de dicho pronunciamiento si no es emitido en el plazo señalado.

TITULO VII

DE LA EDUCACIÓN Y DIFUSIÓN

Artículo 44.- Planes de estudio. Los textos didácticos de enseñanza de educación básica y media aprobados por el Ministerio de Educación, que sean atingentes a la materia, procurarán incluir guías para la identificación del mayor número posible de especies de la fauna íctica silvestre del país; resaltarán la trascendencia ecológica de su preservación, orientarán sobre las medidas concretas que deben adoptarse para la salvaguarda de su supervivencia y para el ejercicio responsable de la pesca recreativa.


Asimismo, los programas de educación de nivel básico y medio propenderán al contacto de los educandos con el medio natural que les permita conocer e identificar directamente la fauna íctica silvestre del país.


Artículo 45.- Manual de pesca recreativa. El Ministerio, dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de la presente ley, deberá elaborar, directamente o mediante la contratación de servicios, un manual para el ejercicio responsable de la pesca recreativa, cuyo objetivo será incentivar la práctica de la actividad y difundir normas para su ejercicio responsable y seguro.

TÍTULO VIII

DE LA FISCALIZACIÓN, INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 46.- Fiscalizadores de la presente ley. La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, y de las medidas de administración adoptadas conforme a ellas, será ejercida por los funcionarios del Servicio y personal de la Armada y Carabineros, según corresponda, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.


Las calidades, atribuciones y facultades para el ejercicio de su función fiscalizadora se regirán por sus respectivas leyes orgánicas y por las disposiciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Tendrán también la calidad de fiscalizadores de las actividades de pesca recreativa, los inspectores ad honorem designados por el Director Nacional de Pesca en conformidad con la ley Nº 18.465, así como los inspectores municipales y los guardaparques, en la forma y condiciones que se establecen en el presente Título.


Artículo 47.- Inspectores municipales y guardaparques. Los inspectores municipales y guardaparques deberán rendir y aprobar un examen ante el Servicio Nacional de Pesca para acreditar conocimientos especializados o experiencia en materias de pesca recreativa. Deberán ejercer labores de fiscalización en la jurisdicción de la municipalidad respectiva o en las áreas silvestres protegidas, según corresponda, y tendrán en el ejercicio de sus funciones las facultades y obligaciones establecidas en el artículo 3º letras a), b), c), d), h) e i) de la ley Nº 18.465.


Artículo 48.- Infracciones menos graves. Son infracciones menos graves los siguientes hechos:

a)
Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6;

b)
No inscribir el coto de pesca en el registro a que se refiere el artículo 35;

c)
Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina con infracción a las medidas de administración establecidas en el Título III de esta ley; y

d)
Contravenir las prohibiciones o limitaciones establecidas para actividades distintas de la pesca recreativa en el plan de manejo de un área preferencial.


Artículo 49.- Infracciones graves. Son infracciones graves los siguientes hechos:

a)
Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales, sin el permiso especial a que se refiere el artículo 27; 

b)
Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales en contravención al plan de manejo vigente;

c)
Realizar actividades de pesca recreativa en aguas protegidas en contravención a la regulación que en cada caso se establece en el párrafo 3º del Título IV de esta ley; 

d)
Cometer cualquier vejación injusta en contra de las personas, usar apremios innecesarios o exceder las atribuciones otorgadas por la ley Nº 18.465, en el ejercicio de las funciones de los inspectores ad honorem, en los casos en que dichas acciones no constituyan delito.

e)
Comercializar especies hidrobiológicas capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 50.- Infracciones gravísimas. Son infracciones gravísimas los siguientes hechos:

a)
Realizar siembra o repoblación sin la autorización a que se refiere el artículo 11;

b)
Realizar actividades de pesca recreativa en contravención a las medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes; y 

c)
Realizar actividades de pesca recreativa con sistemas o elementos de pesca tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas o electricidad, en los casos en que no constituyan el delito tipificado en el artículo 136 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

d)
Construir un coto de pesca sin cumplir con las medidas de protección al medio ambiente establecidas en el reglamento a que se refiere el artículo 32.


Artículo 51.- Sanciones. Las infracciones menos graves serán sancionadas con multa de una a tres Unidades Tributarias Mensuales.


Las infracciones graves serán sancionadas con multa de tres a diez Unidades Tributarias Mensuales.


Las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa de treinta a cien Unidades Tributarias Mensuales.


A las infracciones de esta ley que no tuvieren prevista una sanción especial se les aplicará una multa de una a treinta Unidades Tributarias Mensuales.


Artículo 52.- Tribunales competentes y procedimiento. Las infracciones a las normas establecidas en la presente ley se conocerán y sancionarán de acuerdo al procedimiento establecido en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Asimismo, en lo no regulado en este título, se aplicarán las normas contenidas en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 53.- Destino de las multas. Las multas aplicadas en conformidad con la presente ley se destinarán en beneficio municipal de la comuna en la que o frente a cuyas costas se hubiere cometido la infracción.

TÍTULO IX

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 54.- Registros. Corresponderá al Servicio Nacional de Pesca llevar los siguientes registros:

a)
Registro de cotos de pesca; y

b)
Registro de consultores.


Asimismo corresponderá al Servicio Nacional de Turismo llevar un registro de operadores de pesca, por región.


Un reglamento del Ministerio determinará los antecedentes que deberán acompañarse para solicitar la inscripción en alguno de los registros antes indicados, así como los casos en que podrá dejarse sin efecto la inscripción.


Artículo 55.- Registro de consultores. En el registro de consultores se inscribirán las personas naturales o jurídicas habilitadas para elaborar los planes de manejos de áreas preferenciales y realizar los seguimientos de dichos planes y proyectos.


Podrán inscribirse las personas naturales que cumplan los siguientes requisitos:

a)
Ser chileno o extranjero residente;

b)
Estar en posesión de un título profesional en el área de las ciencias marinas o limnología con especialización o experiencia en biología pesquera.

c)
Asimismo, podrán inscribirse las personas jurídicas que contemplen dentro de su objeto social la realización de investigaciones o estudios en algunas de las materias indicadas en la letra b) anterior y que tengan uno o más socios o trabajadores que cumplan con los requisitos establecidos en el inciso anterior.


El reglamento determinará la forma en que deberán acreditarse los requisitos para solicitar la inscripción en el Registro de Consultores.


Artículo 56.- Convenios para entrega de licencias. El Servicio podrá celebrar convenios con personas naturales o jurídicas para la entrega de las licencias de pesca recreativa y el cobro de los derechos correspondientes.


Artículo 57.- Financiamiento. El presupuesto del Servicio deberá consultar anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa y guías de pesca y de los documentos informativos a que se refiere el artículo 6.


Artículo 58.- Modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura en la forma que se indica:

1.
En el artículo 1º, sustitúyese la coma después de la palabra “acuicultura” por “y”, y elimínase la expresión “y deportiva”.

2.
Derógase el título VIII.

3.
Derógase el artículo 121.

4.
Agrégase la siguiente oración final al inciso 1º del artículo 173:


“Asimismo, el Fondo tendrá por objeto financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.”


Artículo 59.- Modificaciones en materia de inspectores ad honorem. Modifícase la Ley 
Nº 18.465 en la forma que se indica:

1.
Sustitúyese el inciso 2º del artículo 1º por el siguiente:


“Las denuncias efectuadas por los inspectores ad honorem constituirán presunción de la existencia de los hechos denunciados.”.

2.
Modifícase el artículo 2º en la forma que se señala a continuación:

a)
Intercálase en el inciso 1º la siguiente letra b) pasando las actuales b) a d) a ser c) a e) respectivamente: 


“b) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva.”.

b)
Intercálase el siguiente inciso 2º pasando los actuales incisos 2º y 3º a ser 3º y 4º respectivamente:


“La postulación para inspector ad honorem se abrirá en los plazos que establezca el Servicio mediante resolución, la que determinará, además, los antecedentes que deben proporcionarse en la solicitud de postulación.”. 

3.
Modifícase el artículo 3º en la forma que se indica:

a)
Sustitúyese en la letra c), la expresión “juzgado de policía local” por la expresión “tribunal competente”.

b)
Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


“d) Incautar las especies hidrobiológicas y los elementos con los que se cometió la infracción, con el solo objeto de ponerlos de inmediato a disposición del tribunal competente.”.

c)
Agréguese las siguientes letras h) e i):


“h) Registrar embarcaciones y vehículos utilizados por pescadores; e

i)
Citar al infractor a la audiencia del siguiente día hábil, bajo apercibimiento de arresto.”.

4.
Agrégase al artículo 4º las siguientes letras c), d), e) y f):


“c) Vencimiento del período de nombramiento establecido en la resolución correspondiente, si el interesado no manifiesta por escrito, su deseo de continuar ejerciendo dicho nombramiento;

d)
No realizar actividades de fiscalización en dos períodos cuatrimestrales consecutivos;

e)
Incumplimiento grave de las obligaciones señaladas en la presente ley o en el reglamento; y

f)
Por haber sido condenado por delito o infracción cometido en el ejercicio de su función.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- Las medidas de administración que a la fecha de vigencia de la presente ley hubieren sido dictadas por la autoridad para el ejercicio de la pesca recreativa mantendrán su vigencia, mientras no sean modificadas, para una especie o área determinada, de acuerdo a los procedimientos que en cada caso establece la presente ley.


Artículo 2º.- El Ministerio, dentro del plazo de ciento ochenta días corridos contados desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá dictar el reglamento de los registros a que se refiere el artículo 54.


Artículo 3º.- Dentro del plazo de noventa días corridos contados desde la publicación del reglamento a que se refiere el artículo anterior, los titulares de cotos de pesca que se encuentren en funcionamiento deberán solicitar la inscripción correspondiente.


Artículo 4º.- Mientras no se desconcentre la Subsecretaría de Pesca a través de Directores Zonales, las atribuciones y funciones establecidas en la presente ley para dichos funcionarios, serán ejercidas por el Subsecretario de Pesca.


Artículo 5°. Mientras no se establezca el Registro de Consultores a que se refiere el artículo 55 de la presente ley, los términos técnicos de referencia de los proyectos que se liciten para la declaración de un área preferencial o para la elaboración de los planes de manejo de áreas preferenciales declaradas, deberán establecer los requisitos y condiciones que deberán cumplir los consultores.”.

-o-


Se designó diputado informante al señor Molina, don Darío.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 10 de diciembre de 2003; 3, 16 y 31 de marzo; 5 y 12 de mayo; 7 y 14 de julio; 4, 11 y 18 de agosto; 1º y 8 de septiembre; 6 y 20 de octubre y 1º de diciembre de 2004; 19 de enero; 2 y 16 de marzo; 13 y 20 de abril; 4 y 11 de mayo, 22 de junio y 6 de julio de 2005, con la asistencia de los señores Ascencio, don Gabriel; Delmastro, don Roberto; Galilea, don Pablo; González, don Rodrigo; Hidalgo, don Carlos; Melero, don Patricio; Molina, don Darío; Muñoz, don Pedro; Prieto; don Pablo; Quintana, don Jaime; Recondo, don Carlos; Sánchez, don Leopoldo; Silva, don Exequiel; Tuma, don Eugenio; Ulloa, don Jorge; Vargas, don Alfonso; Valenzuela, don Esteban y Venegas, don Samuel (Presidente).


Asistieron, además los señores García, don René Manuel; Kuschel, don Carlos y Walker, don Patricio.


Sala de la Comisión, a 9 de julio de 2005.


(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.

13. Informe de la Comisión de Hacienda recaido en el proyecto de ley sobre pesca recreativa. (boletin Nº 3424-21)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, sin urgencia.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay.

3.
Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Los artículos 19 y 20.

4.
Se designó Diputado Informante al señor Exequiel Silva.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto el señor Felipe Sandoval, Subsecretario de Pesca y la señora Jessica Fuentes, Asesora de dicha Subsecretaría.


El propósito de la iniciativa consiste en asegurar la sustentabilidad del ejercicio de la actividad de pesca recreativa y fomentar las actividades turísticas y económicas afines.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 24 de noviembre de 2003, señala que el presente proyecto de ley en informe sólo generará ingresos y egresos municipales para aquellas municipalidades que decidan incursionar en esta actividad voluntariamente, ya sea administrando directamente o bien entregando concesiones de administración. Por consiguiente, no existe impacto financiero desde el punto de vista fiscal.


Mediante un informe financiero complementario, de 15 de diciembre de 2004, se indica que la venta de licencias generará mayores ingresos para aquellas municipalidades u organismos ejecutores definidos por éstas.


En términos generales, por información proporcionada por la Subsecretaría de Pesca, se estima que la implementación de la nueva normativa legal significará percibir, aproximadamente, M$ 1.000 anuales por venta de licencias, cifra sustancialmente más alta que los actuales M$ 100 que se obtienen por este concepto.


Por su parte, la administración y mantención de bases de datos de las licencias no implicará un mayor gasto para la institución a cargo de esta labor, esto es, el Servicio Nacional de Pesca.


En el debate de la Comisión el señor Felipe Sandoval, Subsecretario de Pesca, expuso que el proyecto de ley en estudio permitirá proteger las aguas “pescables” pertenecientes a las aguas continentales. Al respecto, señaló que, actualmente, por no existir una fiscalización adecuada, paulatinamente se ha ido depredando el recurso pesquero, lo que ha llevado a que las áreas habituales de pesca se hayan trasladado cada vez más hacia el sur.


Hizo notar que muchos extranjeros vienen a Chile a pescar y están dispuestos a pagar fuertes sumas de dinero por ello; sin embargo, sus divisas terminan principalmente pagando la intermediación de los operadores turísticos foráneos, por lo que la contribución a nuestro país es mínima en términos económicos, en cambio, desde el punto de vista del recurso pesquero, el impacto es importante, aumentando su depredación.


Manifestó que la pesca recreativa podría generar actividad económica y empleo, lo que de suyo es importante, pero a lo anterior debe sumarse que ella, por lo general, se realiza en zonas alejadas a los centros urbanos, lo cual produce un impacto social relevante. Asimismo, debe añadirse que el sistema que se aplique debiera autofinanciarse.


Señaló que el proyecto de ley que se propone se fundamenta en la consecución de los objetivos reseñados, para lo cual se requiere establecer un marco jurídico coherente, que otorgue certeza basado en los principios de conservación, descentralización, planificación territorial, participación y flexibilidad.


Sostuvo que resulta obvio que la explotación sin un adecuado control de los recursos pesqueros conduciría a su deterioro o a su desaparición, por ello se propone el fortalecimiento de las atribuciones de la autoridad pesquera, el establecimiento de medidas de conservación, la incorporación de nuevos agentes encargados de fiscalizar, la implementación de infracciones específicas y sus respectivas sanciones, y la creación de un área protegida denominada “área preferencial para la pesca recreativa”, cuyo establecimiento dependerá de la decisión del gobierno regional y su administración se entrega a la municipalidad en cuya comuna se encuentre, la cual podrá licitarla a particulares.


Puntualizó que los gobiernos regionales establecerán las áreas preferenciales, para lo cual se exigirá un plan de manejo, por lo que, quien administre, ya sea la municipalidad o el particular que haya licitado, se hará responsable del cumplimiento de éste.


Expresó que a la administración del área preferencial corresponderá supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen e informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar también su cumplimiento.


Indicó que, por otra parte, se establecen ciertas condiciones para el ejercicio de la pesca recreativa y la posesión de una licencia personal e intransferible, las que darán lugar al cobro de derechos para su obtención.


Destacó que podrán fijarse montos diferenciados de derechos para turistas extranjeros, salvo que, aplicando el principio de reciprocidad internacional, deba otorgarse a los nacionales de un país extranjero el mismo tratamiento que a los chilenos.


Explicó que el licitante en su oferta económica deberá determinar montos de precios para los permisos especiales diferenciados por tramos y tiempo, y la licitación la decidirá la municipalidad a favor del licitante que ofrezca el menor valor promedio ponderado por el área total.


Los Diputados señores Álvarez, Dittborn y Silva hicieron presente que sería conveniente establecer que la licitación de las áreas preferenciales sea obligatoria y no facultativa como se propone en el proyecto de ley.


El señor Sandoval expresó que la licitación obligatoria fue planteada en la Comisión Técnica; no obstante, finalmente no fue recogida en el texto aprobado en consideración a los acuerdos allí alcanzados con los distintos actores involucrados. 


La Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de los artículos 6º, 48 (que pasó a ser 53) y 52 (que pasó a ser 57) del proyecto de ley aprobado por ella. Por su parte, la Comisión de Hacienda acordó incorporar a su conocimiento la letra f) del artículo 3°, los artículos 14, 17, 19, 20, 48, 49, 50, 51 y el numeral 4.- del artículo 58, en conformidad al numeral segundo del artículo 220 del Reglamento.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


En el artículo 3º se establecen diversas definiciones.


En la letra f) se define el coto de pesca como el curso de aguas superficiales que escurren por cauces artificiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial, destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, con fines de lucro para su dueño.


En el inciso segundo, se entiende por coto de pesca el curso o cuerpo de agua que se encuentra en la situación prevista en el artículo 20 inciso 2º del Código de Aguas y destinado al mismo fin.


El Diputado señor Rodrigo Álvarez, manifestó aprehensiones en cuanto a la interpretación a que pudiere dar lugar la aplicación de lo dispuesto en la letra f) del artículo 3° del proyecto de ley. A su juicio, debiese garantizarse que quien ha obtenido la administración de un área preferencial la mantenga hasta el término del período licitado, cualquiera sea la aplicación interpretativa que se diera al citado literal.


En razón de lo anterior, presentó una indicación para agregar en el inciso segundo de la letra f) del artículo 3°, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Si durante la vigencia de un área preferencial se produjera la situación antes aludida, continuará el régimen de administración hasta el vencimiento de su plazo, a partir del cual el curso o cuerpo de agua será considerado un coto de pesca.”.


Puesta en votación la letra f) del artículo 3°, con la indicación precedente, se aprobó por unanimidad.


En el artículo 6°, sobre la licencia de pesca recreativa, se dispone que toda persona natural, nacional o extranjera, que realice actividades de pesca recreativa o pesca submarina en aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva, deberá estar en posesión de una licencia otorgada por el Servicio.


En el inciso segundo se establece que la licencia de pesca recreativa será personal e intransferible, deberá portarse durante la práctica de la actividad y el transporte de especies capturadas, y exhibirse junto con la cédula de identidad o pasaporte, según corresponda, a los fiscalizadores de la presente ley, cuando lo requieran.


En el inciso tercero se preceptúa que la licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 Unidades de Fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 Unidades de Fomento para turistas extranjeros.


En el inciso cuarto se dispone que quedarán exentos del pago de derechos, pero no del porte de la licencia, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley Nº 19.284 y los menores de 12 años.


En el inciso quinto se señala que el Servicio deberá proporcionar al interesado, junto con la licencia de pesca recreativa, información sobre las medidas de administración vigentes que regulan la actividad. Deberá también mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, la que será de acceso público.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad. 


En el artículo 14, sobre los estudios técnicos para la declaración de áreas preferenciales, se dispone que los estudios técnicos que sirvan de fundamento para la declaración de áreas preferenciales serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que deberán ser adjudicados previa licitación pública. No obstante, también se podrá acceder a financiamiento a través de otros fondos.


En el inciso segundo se preceptúa que los participantes en la licitación deberán ser consultores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 55 de esta ley.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad. 


En el artículo 17, sobre la elaboración y aprobación del plan de manejo, se dispone que en cada área preferencial existirá un plan de manejo elaborado por un consultor inscrito en el Registro a que se refiere el artículo 55, el que deberá ser aprobado por el Director Zonal correspondiente, dentro del plazo de noventa días corridos contados desde su presentación, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


En el inciso segundo, se establece que los planes de manejo serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que serán adjudicados previa licitación pública, sin perjuicio del financiamiento al que se pueda acceder a través de otros fondos. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área preferencial presentar el proyecto a licitación. Para estos efectos, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la ley orgánica constitucional de municipalidades. 


En el inciso tercero, se contempla que el plan de manejo deberá ser elaborado y aprobado en el plazo máximo de dos años contados desde la publicación de la resolución que declara el área como preferencial.


En el inciso cuarto, se preceptúa que este plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.300, con excepción de lo dispuesto en la letra p) de su artículo 10.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 19, sobre la administración del área preferencial, se establece que, aprobado el plan de manejo en la forma indicada en los artículos anteriores, la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área podrá asumir directamente su administración o entregarla, mediante licitación, a personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


En el inciso segundo, se dispone que para asumir la administración directa del área, la municipalidad o municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales y corporaciones o fundaciones de derecho privado sin fines de lucro, de conformidad con la ley orgánica constitucional de municipalidades.


Los Diputados señores Álvarez, Dittborn y Von Mühlenbrock presentaron las siguientes indicaciones a este artículo:

1)
Para reemplazar en el inciso primero la frase: “podrá asumir directamente su administración o” por “deberá entregar la administración”.

2)
Para suprimir el inciso segundo.


Puesto en votación este artículo, con las indicaciones precedentes, se aprobó por 4 votos a favor y 3 votos en contra.


En el artículo 20, sobre la licitación para la administración del área preferencial se dispone que la municipalidad podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación por decreto alcaldicio, el que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:

a)
Duración del convenio.

b)
Requisitos que deberán cumplir los participantes.

c)
El monto fijo que el adjudicatario deberá pagar a la municipalidad con el objeto de compensar los gastos en que ésta haya incurrido para efectuar la licitación, y el porcentaje del permiso especial de pesca que se entregará a la municipalidad.

d)
Criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas.

e)
Identificación de los sectores liberados de pago del permiso especial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.

f)
Beneficios que deberán otorgarse a los residentes ribereños al área preferencial.

g)
Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.

h)
Lugar, fecha y hora de cierre de la recepción de las ofertas técnicas y económicas y apertura de ambas.


En el inciso segundo se establece que las multas señaladas en la letra g) se duplicarán en caso que el incumplimiento se produzca dentro de los dos últimos años del contrato.


En el inciso tercero se señala que un extracto del decreto alcaldicio se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.


Los Diputados señores Álvarez, Dittborn y Von Mühlenbrock presentaron una indicación para reemplazar en el inciso primero del artículo 20 la palabra “podrá” por “deberá”.


Puesto en votación este artículo, con la indicación precedente, se aprobó por 4 votos a favor y 3 votos en contra.


Si las indicaciones a los artículos 19 y 20 precedentes fueran aprobadas por la Sala, correspondería adecuar otras disposiciones del proyecto de ley, en concordancia a estas modificaciones.


En el artículo 48, sobre las infracciones menos graves, se preceptúa que tienen esa naturaleza los siguientes hechos:

a)
Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6;

b)
No inscribir el coto de pesca en el registro a que se refiere el artículo 35;

c)
Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina con infracción a las medidas de administración establecidas en el Título III de esta ley, y

d)
Contravenir las prohibiciones o limitaciones establecidas para actividades distintas de la pesca recreativa en el plan de manejo de un área preferencial.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 49, sobre las infracciones graves, se establece que se consideran tales los siguientes hechos:

a)
Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales, sin el permiso especial a que se refiere el artículo 27; 

b)
Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales en contravención al plan de manejo vigente;

c)
Realizar actividades de pesca recreativa en aguas protegidas en contravención a la regulación que en cada caso se establece en el párrafo 3º del Título IV de esta ley; 

d)
Cometer cualquier vejación injusta en contra de las personas, usar apremios innecesarios o exceder las atribuciones otorgadas por la ley Nº 18.465, en el ejercicio de las funciones de los inspectores ad honorem, en los casos en que dichas acciones no constituyan delito.

e)
Comercializar especies hidrobiológicas capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 50, sobre las infracciones gravísimas, se dispone que tienen este carácter los siguientes hechos:

a)
Realizar siembra o repoblación sin la autorización a que se refiere el artículo 11;

b)
Realizar actividades de pesca recreativa en contravención a las medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes; 

c)
Realizar actividades de pesca recreativa con sistemas o elementos de pesca tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas o electricidad, en los casos en que no constituyan el delito tipificado en el artículo 136 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, y

d)
Construir un coto de pesca sin cumplir con las medidas de protección al medio ambiente establecidas en el reglamento a que se refiere el artículo 32.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 51, sobre las sanciones, se dispone que las infracciones menos graves serán sancionadas con multa de una a tres Unidades Tributarias Mensuales.


En el inciso segundo se preceptúa que las infracciones graves serán sancionadas con multa de tres a diez Unidades Tributarias Mensuales.


En el inciso tercero se establece que las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa de treinta a cien Unidades Tributarias Mensuales.


En el inciso cuarto se señala que las infracciones de esta ley que no tuvieren prevista una sanción especial se les aplicará una multa de una a treinta Unidades Tributarias Mensuales.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 53, sobre el destino de las multas, se dispone que, aquellas aplicadas en conformidad con el proyecto de ley, se destinarán en beneficio municipal de la comuna en la que o frente a cuyas costas se hubiere cometido la infracción.


El Diputado Silva, don Exequiel presentó una indicación para agregar a continuación de la palabra “costas” las palabras “o riberas”.


Puesto en votación este artículo, con la indicación precedente, fue aprobado por unanimidad. 


En el artículo 57, sobre el financiamiento, se dispone que el presupuesto del Servicio deberá consultar anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa y guías de pesca y de los documentos informativos a que se refiere el artículo 6°.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad. 


En el artículo 58 se introducen modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. 


En el numeral 4.- se agrega la siguiente oración final al inciso primero del artículo 173:


“Asimismo, el Fondo tendrá por objeto financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.”.


Puesto en votación este nuemeral fue aprobado por unanimidad. 


Acordado en sesiones de fecha 9 y 16 de agosto de 2005, con la asistencia de los Diputados señores Silva, don Exequiel (Presidente), Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Dittborn, don Julio; Hidalgo, don Carlos; Kuschel, don Carlos Ignacio; Lorenzini, don Pablo; Muñoz, don Pedro; Ortiz, don José Miguel, Pérez, don José; Tuma, don Eugenio y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en las actas respectivas.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

14. Informe de la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana recaído en los proyectos de ley que complementa la ley Nº 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sanciona como delito el hurto hormiga cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada. (boletines Nºs. 3867-07 y 3931-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión Especial de Seguridad Ciudadana viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, los proyectos señalados en la referencia, originados, el primero, en una moción del Diputado señor Patricio Walker Prieto y copatrocinada por los Diputados señores Pedro Araya Guerrero, José Ramón Barros Montero y Leopoldo Sánchez Grunert y el segundo, en una moción del Diputado señor Gonzalo Uriarte Herrera y copatrocinada por los Diputados señora Marcela Cubillos Sigall y señores Marcelo Forni Lobos, Javier Hernández Hernández, Zarko Luksic Sandoval, Pablo Prieto Lorca, Leopoldo Sánchez Grunert, Ignacio Urrutia Bonilla, Mario Varela Herrera y Patricio Walker Prieto.


La Comisión, en atención a la mucha similitud de los objetivos perseguidos por ambas mociones, acordó tratarlas conjuntamente con miras a una posterior refundición de sus textos.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DE AMBOS PROYECTOS


La idea central de la primera de las mociones en estudio, es decir, la contenida en el boletín Nº 3867-07, se orienta a complementar la ley Nº 19.950, la que sanciona con mayor rigor el hurto y facilita su investigación, por la vía de penar con multa el hurto falta cuando se encuentra en grado de frustrado o de tentativa.


Para concretar lo anterior, introduce un inciso final al artículo 494 bis del Código Penal, pero sin considerar la sanción del hurto falta en grado de tentativa.


La segunda de las mociones, contenida en el boletín Nº 3931-07, busca sancionar con mayor rigor el llamado hurto hormiga, es decir, el que recae sobre especies ofrecidas al público en un establecimiento de comercio, elevando tal conducta a la calidad de simple delito, cualquiera fuere el monto de lo hurtado.


Con tal objeto introduce sendas modificaciones a los artículos 446 Nº 3, 447 y 494 bis del Código Penal.


Tales ideas son propias de ley al tenor de lo establecido en el artículo 19 Nº 3, incisos séptimo y octavo, de la Constitución Política, en relación con el artículo 60 Nºs. 2 y 3 de la misma Ley Fundamental.

CONSTANCIAS.


Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:

a.
Que la disposición única del texto aprobado no es propia de ley de rango orgánico constitucional o que deba aprobarse con quórum calificado.

b.
Que dicha disposición no es de la competencia de la Comisión de Hacienda.

c.
Que la idea de legislar contenida en ambos proyectos se aprobó por unanimidad.

d.
Que la Comisión rechazó la disposición única de la segunda moción en estudio, la que señala lo siguiente


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1.
Agrégase, en el Nº 3 del artículo 446, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido(.), la siguiente oración: “Si se tratare de hurto de especie que se ofrece al público en un establecimiento de comercio, se aplicará la pena señalada en este número, aunque la cosa hurtada no excediere de media unidad tributaria mensual. En estos casos se entiende consumado el delito si la cosa comienza a ser consumida dentro del establecimiento, o si el autor es sorprendido ocultando de cualquier forma la especie, aunque no hubiere abandonado el local.”

2.
Agrégase al artículo 447 el siguiente Nº 5:


“5º Si el hurto recae en especie ofrecida al público en un establecimiento de comercio.”., y

3.
Intercálase en el artículo 494 bis, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Si el hurto fuere de especie que se ofrece al público en establecimiento de comercio, se estará a lo dispuesto en el artículo 446.”.

DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó en tal calidad al señor Patricio Walker Prieto.

PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN:


Durante el análisis de ambas iniciativas, la Comisión recibió la colaboración de las siguientes personas:


Don Jorge Correa Sutil, Subsecretario del Interior.


Don Ernesto Barros González, Subsecretario subrogante del Ministerio del Interior.


Don Francisco Maldonado Fuentes, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia.


Don Sabas Chahuán Sarras, Fiscal Regional Metropolitano Occidente del Ministerio Público.


Doña María Eugenia Manaud Tapia, asesora jurídica del Fiscal Nacional del Ministerio Público.


Don Gustavo González Jure, General Inspector, Director de Investigación Delictual y Drogas de Carabineros de Chile.


Don Oscar Bruna Malbrán, Vicepresidente de la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile.


Don Oscar Hormazábal Ciudad, Subsecretario General de la Confederación mencionada.


Don Heriberto Neira Robles, Director Nacional de la misma entidad.


Don Johnathan Powditch Palmer, Gerente de la Asociación de Supermercados de Chile.


Don Bernardo Cataldo Miranda, abogado de la Asociación.


Don Oscar Gajardo Uribe, abogado de la Asociación.

ANTECEDENTES.

1.
Los autores de la moción boletín 3867-07, fundamentan la iniciativa señalando que la ley Nº 19.950 introdujo en el Código Penal un artículo nuevo, el 494 bis, el que tuvo por objeto sancionar el hurto falta, es decir, aquel en que el monto de lo hurtado no excede de media unidad tributaria mensual, con la pena de prisión en sus grados mínimo a medio, o sea, de 1 a 40 días de privación de libertad.


Agregan que el inciso final de dicho artículo, producto de una indicación senatorial, dispuso que también se sancionaría la falta frustrada y la tentativa, conforme a las definiciones del artículo 7º del Código Penal.


Al respecto, recuerdan que los artículos 50, 51 y 52 del Código señalan que la pena asignada a un delito se considerará siempre para el delito consumado; en caso de frustrarse éste, la pena se rebajará en un grado y si sólo quedó como tentativa, en dos grados.


Explican que el inciso final agregado al artículo 494 bis, pretendió hacer aplicables dichas reglas al hurto falta para sancionar también dicha conducta si se configuraba en grado de frustrada o de tentativa, respectivamente, cuestión que consideran de gran importancia práctica porque en muchos de los casos de hurto falta, el autor es sorprendido y detenido antes de pasar las cajas de pago, situación que configura un delito frustrado.


Agregaron que en la aplicación del inciso final del artículo 494 bis, las Cortes de Apelaciones han observado en lo referente al castigo del hurto falta frustrado, criterios dispares, aceptando algunas de ellas aplicar las disposiciones de los artículos 50, 51 y 52 del Código y, en consecuencia, han sancionado dicha conducta imponiendo la pena que señala el artículo 494 bis, rebajada en un grado, es decir, una multa, en cambio, otras han sostenido que las reglas de los artículos 50, 51 y 52 solamente se refieren a los crímenes y simples delitos y como el citado inciso final del artículo 494 bis se limita a remitirse al artículo 7º del Código Penal, norma que define qué se entiende por delito consumado o en grado de frustrado o de tentativa y no señala pena alguna, querría decir, por aplicación del artículo 9º del mismo Código, el que dispone que las faltas sólo se sancionan en grado de consumadas, que dicho inciso sería una ley penal en blanco - es decir, describe la figura pero no establece pena - y, por tanto, el hurto falta en grado de frustrado no sería sancionable.


Finalmente, agregan que la Corte Suprema, conociendo de un recurso de nulidad interpuesto por el Fiscal Adjunto de Valparaíso, resolvió que aun cuando no cabía duda que el legislador en el nuevo artículo 494 bis que introdujo al Código Penal, había sido partidario de castigar el hurto falta en grado de frustrado o de tentativa, lo había hecho en forma incompleta porque no había establecido en forma precisa y clara la sanción correlativa, y como los artículos 50, 51 y 52 del Código Penal sólo se refieren a los crímenes y simples delitos, no cabía aplicar sus reglas por analogía a las faltas. Para la Corte, las expresiones empleadas en el inciso final del artículo 494 bis, representaban una mera intención de hacer típica la falta frustrada y la tentativa porque no contenían una sanción expresa y determinada y, por lo tanto, no satisfacían el principio básico constitucional y legal, de contener la pena que sería del caso aplicar.

2.
Los patrocinantes de la moción boletín 3931-07 señalan que no obstante la dictación de la ley Nº 19.950, el problema del llamado hurto hormiga continúa siendo un dilema, por cuanto tratándose de ilícitos de una cuantía inferior o igual a media unidad tributaria mensual, no tiene un tratamiento procesal efectivo.


Agregan que el valor mencionado, equivalente aproximadamente a quince mil pesos, permite la sustracción de varias especies de los anaqueles de los supermercados, dando lugar a una figura delictual que, a diferencia del robo, solamente lesiona el patrimonio de la víctima, pero tiene otras características que justifican su consideración como delito y no como falta, como son la vulneración de la confianza existente entre el dueño del negocio y el cliente, y el traspaso de las pérdidas que ocasionan los hurtos a los precios, perjudicando con ello al comprador honrado. En efecto, el mecanismo utilizado en los supermercados en cuanto se coloca las mercaderías al alcance del público, implica un factor de confianza, toda vez que al tomar el cliente el producto de los anaqueles para luego pagarlo en caja, está aceptando desde ya la calidad y precio de la mercancía, por lo que extraerlo sin pago alguno constituye una vulneración del sistema. Igualmente, en lo que se refiere al traspaso de precios, ello se produce como una forma de defensa de parte del comerciante quien, usualmente, estima el monto del hurto hormiga en un porcentaje determinado, el que se carga en los diferentes productos a título de compensación.


Por todo lo anterior, estiman que una forma verdaderamente adecuada de combatir el problema, reside en considerar a esta figura como simple delito y no como falta, especificando, en todo caso, la conducta, precisando que debe tratarse de la sustracción de especies que se ofrecen al público en un establecimiento de comercio.

3.
El Código Penal.


En lo que interesa a este informe, cabe señalar lo siguiente:


-Su artículo 7º señala que son punibles no sólo el crimen o simple delito consumado, sino el frustrado y la tentativa.


Su inciso segundo agrega que hay crimen o simple delito frustrado cuando el delincuente pone de su parte todo lo necesario para que el crimen o simple delito se consume y esto no se verifica por causas independientes de su voluntad.


Su inciso tercero añade que hay tentativa cuando el culpable da principio a la ejecución del crimen o simple delito por hechos directos, pero faltan uno o más para su complemento.


-Su artículo 9º señala que las faltas sólo se castigan cuando han sido consumadas.


-Su artículo 50 indica que a los autores de delito se impondrá la pena que para éste se hallare señalada por la ley.


Su inciso segundo agrega que siempre que la ley designe la pena de un delito, se entiende que la impone al delito consumado.


-Su artículo 51 señala que a los autores de crimen o simple delito frustrado y a los cómplices de crimen o simple delito consumado, se impondrá la pena inmediatamente inferior en grado a la señalada por la ley para el crimen o simple delito.


-Su artículo 52, en su inciso primero, dispone que a los autores de tentativa de crimen o simple delito, a los cómplices de crimen o simple delito frustrado y a los encubridores de crimen o simple delito consumado, se impondrá la pena inferior en dos grados a la que señala la ley para el crimen o simple delito.


-Su artículo 446 señala que los autores de hurto serán castigados:

1º
Con presidio menor en sus grados medio a máximo (541 días a 5 años) y multa de once a quince unidades tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada excediera de cuarenta unidades tributarias mensuales.

2º
Con presidio menor en su grado medio ( 541 días a 3 años) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, si el valor excediere de cuatro unidades tributarias mensuales y no pasare de cuarenta unidades tributarias mensuales.

3º
Con presidio menor en su grado mínimo ( 61 a 540 días) y multa de cinco unidades tributarias mensuales, si excediere de media unidad tributaria mensual y no pasare de cuatro unidades tributarias mensuales.


Su inciso segundo agrega que si el valor de la cosa hurtada excediere de cuatrocientas unidades tributarias mensuales, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo (3 años y un día a 5 años) y multa de veintiuna a treinta unidades tributarias mensuales.


-Su artículo 447 indica que en los casos del artículo anterior, podrá aplicarse la pena inmediatamente superior en grado:

1º
Si el hurto se cometiere por dependiente, criado o sirviente asalariado, bien sea en la casa en que sirve o bien en aquella a que lo hubiere llevado su amo o patrón.

2º
Cuando se cometiere por obrero, oficial o aprendiz en la casa, taller o almacén de su maestro o de la persona para quien trabaja, o por individuo que trabaja habitualmente en la casa donde hubiere hurtado.

3º
Si se cometiere por el posadero, fondista u otra persona que hospede gentes en cosas que hubieren llevado a la posada o fonda.

4º
Cuando se cometiere por patrón o comandante de buque, lanchero, conductor o bodeguero de tren, guarda-almacenes, carruajero, carretero o arriero en cosas que se hayan puesto en su buque, carro, bodega, etc.


-Su artículo 494 bis, introducido por la ley Nº 19.950, ubicado en el Título I del Libro III, que se refiere a las faltas, dispone que los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio (1 a 40 días) y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada no pasare de media unidad tributaria mensual.


Su inciso segundo agrega que en caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo (41 a 60 días).


Su inciso tercero señala que en los casos en que participen en el hurto individuos mayores de 18 años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentada en un grado, si éstos se hubieren prevalido de los menores en la perpetración de la falta.


Su inciso cuarto agrega que se sancionará también la falta frustrada y la tentativa, conforme a las definiciones del artículo 7º.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a)
Opinión de las personas invitadas a exponer

1.
El señor Jorge Correa Sutil, Subsecretario del Interior, señaló que la necesidad de esta legislación surge de la convicción existente en la sociedad, en el sentido de que el llamado hurto hormiga reviste especial gravedad por la participación que cabe en su comisión a bandas organizadas, la reiteración de las conductas, el empleo de menores y el daño que provoca a diversos bienes jurídicos. Consecuencia de esta convicción fue la ley 19.950 que rebajó el umbral de la cuantía del hurto falta, sancionó especialmente la reincidencia, estableció una agravante calificada para el caso del uso de menores y dispuso sancionar también la falta cuando se encuentre en grado de frustrada o de tentativa. Esta última característica tendría especial importancia, porque dada la circunstancia de que se trata de un ilícito que sólo es posible detectar cuando el hechor se encuentra en plena actuación, resulta muy común que, como de acuerdo a la jurisprudencia, se está ante una falta frustrada incluso en el caso de detenerse al delincuente fuera del recinto comercial, lo que significa impunidad, no queda registro alguno del hecho y, por lo mismo, tampoco puede acreditarse reincidencia. Lógicamente, la falta de una constancia acerca de la existencia de reincidencia, impide actuar contra las bandas organizadas para la comisión de estos ilícitos.


No obstante el propósito perseguido por la ley Nº 19.950, como el inciso final del artículo 494 bis que introdujo al Código Penal, solamente señala que se sancionará también la falta en grado de frustrada o de tentativa, pero no indica una pena específica, la Corte Suprema determinó que ello no cumplía con los requisitos legales y constitucionales y, por ende, la figura del hurto en los grados señalados no era sancionable.


Insistió en que lo más importante al respecto no era la severidad de la sanción a aplicar, sino la posibilidad de contar con un registro de las personas que fueren sancionadas y, en base a ello, poder castigar la reincidencia y el uso de menores en estos hechos.


Por último, en lo que se refiere a las mociones en estudio, señaló inclinarse por la primera, pero incluyendo la penalización de la tentativa. 

2.
El señor Sabas Chahuán Sarras, Fiscal Regional Metropolitano Occidente del Ministerio Público, señaló que el problema que se planteaba respecto del hurto falta frustrado, sería la existencia de jurisprudencia encontrada de las distintas Cortes de Apelaciones en el sentido de que sería sancionable o de que no lo sería. Agregó que la Corte Suprema había resuelto que pese a la intención del legislador de la ley Nº 19.950, en el sentido de sancionar el hurto falta frustrado o en grado de tentativa, tales figuras no serían sancionables como consecuencia de que dicha ley no fijó una pena determinada al respecto.


Señaló, asimismo, que no existía mucha claridad acerca de cuando se entendía que el hurto, en el caso de los efectuados en supermercados, se entendía consumado y los distintos criterios existentes al respecto no parecía que pudieran uniformarse con esta legislación, aun cuando podría constituir un elemento ilustrador. A su parecer, el primer proyecto, al establecer expresamente una pena para el hurto falta frustrado, solucionaba el problema jurisprudencial.


En lo que se refiere al segundo proyecto, el que eleva a la calidad de delito el llamado hurto hormiga, cualquiera fuera el valor de lo hurtado, pensaba que en atención a la penalidad que se le aplicaba, podía crear problemas de interpretación a la luz de otras disposiciones del Código. Asimismo, estimaba que, en lo que se refiere a la sanción, ocasionaría una diferencia injustificable en el caso de afectar a los dueños de un supermercado o a una persona natural, sin perjuicio, además, de no resultar claro el concepto de “ especies que se ofrecen al público en un establecimiento de comercio”, como tampoco cuando debe entenderse que los productos están en esa situación.

3.
El General Gustavo González Jure, Director de Investigación Delictual y Drogas de Carabineros de Chile, luego de efectuar una reseña de ambas mociones, se pronunció a favor de la primera por cuanto llenaba el vacío que significaba que dos de los tres grados de desarrollo del delito, vale decir, el frustrado y la tentativa, quedaran impunes en materia de hurto falta. No obstante lo cual, estimaba necesario se modificara el artículo 7º del Código Penal, a fin de incluir a las faltas en la definición que esa norma entrega solamente para los crímenes y simples delitos, a fin de evitar que surgiera la interrogante acerca de qué debe entenderse por falta frustrada, recordando, de paso, que en materia penal no cabe la aplicación analógica. Asimismo, se mostró partidario de incluir en la penalización que se propone, a la tentativa.


Siempre dentro de esta materia, dijo creer necesario complementar la modificación agregando un nuevo inciso al artículo 9º del Código, norma que señala que las faltas sólo se castigan en grado de consumadas, haciendo expresa salvedad del caso del hurto falta a que se refiere el nuevo inciso final que se propone para el artículo 494 bis, disposición esta última que debiera consagrar expresamente la sanción aplicable a la figura del hurto en grado de frustrado y de tentativa, imponiendo en el primer caso una multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales y en el segundo de una a dos de dichas unidades.


Refiriéndose, en seguida, a la necesidad de reprimir a las bandas delincuenciales que practican el llamado hurto hormiga, propuso, en atención a que el actuar de estas agrupaciones no alcanza el carácter de las asociaciones ilícitas que penaliza el Código, complementar el mismo artículo 494 bis con un nuevo inciso que estableciera una agravante para el caso de que el imputado formara parte de una agrupación o reunión de delincuentes, la que podría volverse a agravar en caso de reincidencia.


Respecto de estas bandas y a la forma de reprimirlas, sostuvo que resultaba necesario complementar las modificaciones que se proponían para el Código Penal, con una rectificación al artículo 129 del Código Procesal Penal, el que establece que cualquier persona podrá detener a quien sorprendiere en delito flagrante, debiendo entregar inmediatamente al aprehendido a la policía, al ministerio público o a la autoridad judicial más próxima, por cuanto al sorprender los guardias de los establecimientos comerciales a los delincuentes, ya sea por medio de las alarmas, las cámaras de vigilancia u otros elementos de prevención, procedían, en cumplimiento de la disposición citada, a detener al o los hechores y a avisar a las policías para que se hicieran cargo. Sin embargo, entre estas diligencias y la llegada de la policía, solía transcurrir un lapso que llevaba a ciertos jueces de garantía a considerar que excedía la exigencia de inmediatez de la norma, disponiendo la liberación del imputado por estimar ilegal la detención. Respecto de esta situación, hizo presente que no siempre era posible satisfacer la exigencia de inmediatez y, por lo mismo, creía necesario substituir en dicha norma la expresión “inmediatamente” por los términos “ en el menor tiempo posible”.


En lo que se refiere a la segunda moción, estimó que la penalidad de simple delito para hurtos de cuantía igual o inferior a media unidad tributaria mensual, parecía demasiado gravosa, como también que la limitación de los alcances de esta penalidad, exclusivamente para los hurtos cometidos en establecimientos de comercio, no se justificaba, debiendo comprender los demás lugares que señala el artículo 451 del Código Penal, es decir, casa, centro comercial, feria, recinto o lugar.


Igualmente, le pareció que el nuevo párrafo que se quería agregar al Nº 3 del artículo 446 resultaba confuso, toda vez que daba pie para interpretar que todo hurto cometido al interior de un establecimiento de comercio, debería sancionarse de acuerdo al Nº 3 de ese artículo, atendiendo para la graduación de la pena al lugar de comisión y no al valor de lo hurtado como lo establece ese artículo. 


Finalmente, en lo que se refiere a la nueva figura del hurto agravado que se quiere incorporar al artículo 447, estimaba que se alteraba el orden lógico de la norma, la cual atendía para los efectos de habilitar al juez para aplicar la pena superior en grado, a la calidad o condición de quien comete el hurto y no al lugar de comisión del delito.

4.
Los señores Oscar Bruna Malbrán y Oscar Hormazábal Ciudad, Vicepresidente y Subsecretario de la Confederación del Comercio Detallista de Chile, respectivamente, expusieron sobre la base de un análisis efectuado por el abogado señor Jorge Escuti Vergara, señalando que concordaban con la modificación que se introducía al artículo 494 bis, toda vez que sancionar con multa la falta frustrada, podría reducir este delito puesto que los delincuentes sabrían que tanto la tentativa como el micro-hurto frustrados podrían ocasionarles una pena económica. Asimismo, estaban de acuerdo en elevar a la calidad de delito el hurto de especies ofrecidas al público en un establecimiento de comercio, cualquiera fuere su valor, como también a considerar como delito consumado el ocultamiento de mercancía o su consumo al interior del establecimiento, algo de usual ocurrencia con productos como chocolates y otras golosinas.


Sostuvieron, asimismo, la necesidad de introducir modificaciones al nuevo procedimiento penal, a su juicio, demasiado garantista con los imputados, habitualmente delincuentes avezados que saben emplear en beneficio propio las ventajas que les proporciona la nueva legislación. Señalaron como ejemplo de su afirmación, la tutela legal de los fiscales sobre las policías para la investigación de los delitos, lo que muchas veces se traducía en que una vez formalizada la denuncia, pasaban días y hasta semanas sin ordenarse diligencias lo que entrababa la agilidad y oportunidad de las investigaciones, contrariamente a lo que sucedía en países europeos con procedimientos similares al nuestro, en que las policías investigan por iniciativa propia, entregando luego a los fiscales el producto de su trabajo.

5.
El señor Bernardo Cataldo Miranda, abogado de la Asociación de Supermercados de Chile, recordó que la Asociación que representa había participado en esta misma Comisión en la elaboración de la ley 19.950 y que valoraban su aplicación por cuanto ella permitía observar una evolución positiva en la persecución de estos delitos, generando efectos reales. No obstante, de acuerdo a las expresiones vertidas por Carabineros y el Ministerio Público, parecía necesario mejorarla en lo relativo al hurto frustrado, especialmente, ante la disparidad de criterios observado por la jurisprudencia. Concordaba, entonces, con la moción que penaba con multa la falta frustrada, pero creía necesario agregar a ello también la tentativa. En ambos casos, siendo la penalidad sólo de multa, permitiría a la fiscalía aplicar el procedimiento monitorio. Creía, asimismo, necesario contemplar no sólo la tentativa en la norma que se estudia, sino también la penalidad aplicable a los cómplices de una falta frustrada.


Recordó, a continuación, los objetivos que se habían perseguido con la ley Nº 19.950, señalando que ellos habían sido la disminución de la comisión de hurtos, la prevención de conductas y situaciones antisociales mediante la utilización de menores de edad y de lactantes, el aumento de la protección de las personas y de la propiedad, la contribución global a la seguridad ciudadana, la disminución de las pérdidas en el comercio de venta en grandes superficies, la contribución a la mayor recaudación fiscal y a la disminución del comercio clandestino y la optimización en el uso de los recursos fiscales.


Finalmente, acompañó una serie de cuadros estadísticos en que compara en el período 2003-2005 el número de hurtos y de delitos de mayor connotación social, señalando que en el año 2003 los hurtos correspondieron al 17,60% del total de delitos cometidos y que en el año 2004 el total de personas aprehendidas por hurto alcanzó a las 124.482, de las cuales 56.017 lo fueron en supermercados y centros comerciales, es decir, el 45% del total por dicho delito.

b)
Discusión en general.


Durante el debate acerca de la idea de legislar, la Comisión coincidió con la necesidad de modificar la ley Nº19.950 como una forma de combatir en forma más efectiva el llamado hurto hormiga, procediendo, sin mayor controversia, a aprobar la idea de legislar por unanimidad. (participaron en la votación los Diputados señores Becker, Encina, Tapia, Uriarte y Walker).

c)
Discusión en particular.


La Comisión acordó tratar conjuntamente ambos proyectos, procediendo, en primer lugar, a analizar la primera proposición, la que en su artículo único dispone lo siguiente:


“Modifíquese el Código Penal en el siguiente sentido:


En el artículo 494 bis, sustitúyase el inciso final por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º de este Código, la falta frustrada se castigará con multa de 1 a 4 U.T.M.”.


Respecto de esta proposición, el Diputado señor Walker, con el copatrocinio de los Diputados señores Becker, Encina, Jofré, Tapia y Uriarte, presentó una indicación para substituir la norma propuesta por la siguiente:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º de este Código, la falta frustrada se castigará con multa de 1 a 4 U.T.M, y la falta en grado de tentativa con multa de 1 a 2 U.T.M.”.


El Diputado señor Walker fundamentó la indicación, señalando que si bien en un principio había pensado no incluir la tentativa, las razones esgrimidas por el Fiscal Regional Metropolitano Occidente y por Carabineros, lo habían llevado a mudar de opinión, dado que parecía necesario sancionarla, especialmente, como una forma de contar con un registro que permitiera conocer la reincidencia. En todo caso, se trataba de una pena de baja entidad, de una a dos unidades tributarias mensuales.


El Diputado señor Bustos manifestó apoyar la iniciativa, pero se mostró contrario a sancionar la tentativa por cuanto la apreciación de la concurrencia de ésta, resultaba muy subjetiva, pudiendo prestarse ello a muchas arbitrariedades. Creía, incluso, que sancionar dicho grado sería regresivo, por cuanto equivaldría casi a volver a la detención por sospecha.


Agregó que, para los efectos de contar con un registro que permitiera tener un control sobre la reincidencia, bastaba con sancionar el hurto frustrado, además que le parecía que recargar las funciones de la fiscalía, la que en el caso de la Región Metropolitana se encontraba bastante atochada con los problemas derivados del tráfico o consuma de drogas, con la investigación de esta figura, podría provocar su colapso y el consiguiente desplazamiento de investigaciones más importantes.


Los representantes del Ejecutivo apoyaron la indicación, señalando que, a su parecer, no era la severidad de la sanción lo que interesaba sino la formación de un registro que permitiera penar la reincidencia y la utilización de menores en estos ilícitos, como también la persecución de las bandas organizadas para la comisión de este tipo de delitos. Agregaron que, en todo caso, la aprensión del Diputado señor Bustos, en cuanto al recargo de trabajo que la inclusión de la tentativa podría irrogar a la Fiscalía, no parecía algo que necesariamente debiera ocurrir, ya que este tipo de delitos daba, normalmente, lugar a su persecución cuando el infractor era sorprendido en situación de flagrancia y, por lo mismo, lo habitual era que asumiera su responsabilidad y se llegara a un acuerdo acerca de la sanción a aplicar.


El Diputado señor Uriarte propuso complementar la indicación en debate, agregando al artículo 494 bis, un nuevo inciso que recogiera parte de su moción y que presumiera consumado el delito de hurto cuando la persona fuere sorprendida consumiendo el producto dentro del establecimiento u ocultando la especie de cualquier forma aun cuando no hubiere abandonado el local. Agregó que estos tipos de conductas ocurrían diariamente y parecía apropiado reprimirlas.


El Diputado señor Walker señaló que aunque la proposición le parecía atendible, también había que sopesar las opiniones entregadas por los representantes de la Asociación de Supermercados, quienes habían hecho presente que muchas personas consumían en el interior de los establecimientos alguna bebida o golosina, pero luego, al salir, con los envases o envoltorios, cancelaban su importe. Creía, entonces, que sancionar tal conducta podría llevar a excesos como consecuencia de la mezcla de situaciones que pueden deberse a actitudes bien intencionadas, como la de las personas que pagan al salir, u otras en que no existe tal intención.


El Diputado señor Bustos coincidió con la opinión del Diputado señor Walker acerca de las complicaciones que podrían tener lugar con la consagración de una norma que acogiera la primera parte de la proposición del Diputado señor Uriarte, pero no así con la parte que se refiere al ocultamiento de las especies, porque en tal caso habría una intencionalidad clara que no podría ser considerada sólo como una tentativa.


Finalmente, el Diputado señor Uriarte optó por efectuar un nuevo análisis de su proposición a fin de hacerla efectiva mediante una indicación en la Sala.


Cerrado el debate, la Comisión, a proposición del Diputado señor Bustos, acordó dividir la votación de la indicación substitutiva presentada, considerando separadamente la inclusión en ella de la tentativa, resultando aprobada por unanimidad la parte que solamente incluye la sanción del hurto en grado de frustrado, y por mayoría de votos ( 5 votos a favor y 1 en contra) la que incluye también la tentativa.


Como consecuencia de la aprobación anterior y de la decisión del Diputado señor Uriarte, se procedió a rechazar el texto propuesto por la segunda moción.

-o-


Por las razones expuestas y por las que hará valer oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al que solamente se le han introducido algunas modificaciones de forma sin mayor trascendencia, de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Sustitúyese el inciso final del artículo 494 bis del Código Penal por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º de este Código, la falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales si se encontrare en grado de frustrada o de una a dos unidades tributarias mensuales si se encontrare en grado de tentativa.”

-o-


Acordado en sesiones de fechas 20 de julio y 3 y 17 de agosto de 2005, con la asistencia de los Diputados señor Francisco Encina Moriamez (Presidente), señora Ximena Vidal Lázaro y señores Germán Becker Alvear, Juan Bustos Ramírez, Patricio Hales Dib, Néstor Jofré Núñez, Zarko Luksic Sandoval, Boris Tapia Martínez, Gonzalo Uriarte Herrera y Patricio Walker Prieto.


En reemplazo del Diputado señor Zarko Luksic Sandoval asistió el Diputado señor Patricio Cornejo Vidaurrázaga.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

15. Informe de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.175, en materia de convenios concursables. (boletín Nº 3671-03) (S)-1

“Honorable Cámara:


La Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo pasa a informar el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, de origen en un mensaje y en segundo trámite constitucional, para cuyo despacho el Ejecutivo hizo presente la urgencia con fecha 1 de agosto de 2005, calificándola de "simple".


Para lograr un conocimiento cabal de la materia que aborda esta iniciativa de ley, la Comisión contó con la asesoría de los señores Luis Bates, Ministro de Justicia; Jaime Arellano, Subsecretario de Justicia; Diego Lira, Superintendente de Quiebras; Patricio Navarrete, Jefe del Departamento Jurídico de la Superintendencia de Quiebras; Raúl Varela, asesor jurídico del Superintendente de Quiebras; Cristián Bawlitza, abogado miembro del Departamento Penal de la Superintendencia de Quiebras; Juan Pablo Román asesor del Superintendente de Quiebras, y Mauricio Zelada, asesor jurídico del Ministro de Justicia.


Asimismo, se recibieron las observaciones de las siguientes instituciones:


Por el Instituto Libertad y Desarrollo asistió el señor Rodrigo Delaveau.


Por la Sofofa concurrió el señor Jaime Dinamarca.

I. FUNDAMENTOS Y CONTENIDO DEL MENSAJE.


El Ejecutivo informa que la inspiración central de este proyecto de ley es la creación de una normativa que privilegie los acuerdos entre el deudor y sus acreedores por sobre la liquidación forzosa de la empresa que, muchas veces, en atención a su valor de liquidación, perjudica a los acreedores, y que siempre perjudica a sus trabajadores y al sistema económico en general.


Precisa que la idea matriz se desarrolla a través de la ampliación del objeto de la ley de Quiebras a los otros concursos de acreedores; la separación, con fines de claridad, de la normativa de las diversas clases de convenio; la total liberalización de los acuerdos extrajudiciales; la introducción del derecho de los acreedores para exigir la proposición de convenios preventivos; la eliminación de la indignidad del deudor para proponer convenios; la ampliación del derecho a reiterar las proposiciones rechazadas o desechadas; la agilización del sistema de convenios concursales a través del arbitraje; la vigencia anticipada del convenio, para evitar el abuso de las impugnaciones y el informe técnico y documentado del síndico.


Agrega que se materializa a través de la verificación de créditos en los convenios preventivos; el derecho a voto de los acreedores en las juntas; la eliminación de las trabas para impugnar que tienen ciertos acreedores; la reducción de las causas de nulidad de los convenios; y, lo que es más importante, la reglamentación en detalle de la negociación entre el deudor y sus acreedores, que otorga variadas facilidades destinadas a llegar a acuerdos convenientes para las partes en plazos razonables.


Finalmente, cabe destacar que todas las indicaciones presentadas en el primer trámite constitucional (tramitación ante el Senado) sólo pretendieron introducir claridades y perfeccionamientos a su texto. Por ello es que todas las indicaciones aprobadas lo fueron por unanimidad, salvo una que contó con una abstención. Asimismo, se debe consignar que todas contaron con la conformidad del Ejecutivo.


El proyecto está estructurado sobre la base de un artículo único, que contiene cuatro números, más un artículo transitorio.


Es así como en su número uno, se modifica el artículo 1° de la ley de Quiebras y se establece que la ley trata de los siguientes concursos: la quiebra, los convenios y las cesiones de bienes.


También en el mismo sentido, el número dos del artículo único del proyecto, modifica el inciso primero del artículo 5º de la ley de Quiebras, además de incorporar un inciso nuevo relativo a reglas para la remisión de expedientes de la quiebra.


Consecuente con las ideas matrices del proyecto, en el número tres se consulta la modificación del artículo 43 de la ley de Quiebras, cambio que, en lo crucial, persigue eliminar toda limitación a la posibilidad de los acuerdos extrajudiciales entre deudor y acreedores. En este sentido, se elimina la causal de declaración de quiebra referida a la nulidad o resolución de los convenios extrajudiciales.


Luego, en el número cuatro del proyecto de ley, se aborda el trabajo de reelaborar todo un nuevo título XII de la ley de Quiebras, donde se regula lo referido a los acuerdos extrajudiciales y los convenios.


Finalmente, el artículo transitorio se limita a prescribir que la presente ley comenzará a regir después de sesenta días de su publicación en el Diario Oficial.

II. PROYECTO APROBADO POR EL SENADO.


La iniciativa en examen cumplió su primer trámite constitucional en el Senado, donde se aprobó el texto elaborado por el Ejecutivo, con las siguiente enmiendas:

Nº 3.


Se agrega como Nº 3, nuevo el siguiente:


“3- Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase la frase “las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42", por “la notificación por aviso de la sentencia de quiebra, la que se hará en extracto, y la notificación de la resolución que tenga por presentada la cuenta definitiva, que sólo contendrá la mención de haberse presentado dicha cuenta. Las demás notificaciones que deban practicarse por aviso, se efectuarán por el estado diario.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Para los efectos de la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42, se aplicará el privilegio de pobreza en las quiebras de que trata este artículo y el receptor estará obligado a efectuar la notificación, sin esperar la resolución del incidente de que trata el Título XIII del Código de Procedimiento Civil, si éste se promoviere.”.”.

Nº 4.


En el Nº 4 se introduce una adecuación de carácter formal, toda vez que corrige la puntuación con que quedaría el citado artículo 43, como consecuencia de la derogación del numeral 4 de la ley.

Nº 5.


Se agrega como Nº 5, nuevo, el siguiente:


“Nº 5.- Sustitúyese la expresión “un año” por “dos años”.”.

Nº 6.


Se agrega como Nº 6, nuevo, el siguiente: 


“Nº 6.- Reemplázase la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por coma “,”, agregando la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra.”.

Nº 7.


En el número 7 se introducen las siguientes enmiendas:

Artículo 172.


Luego que se aprobaran diversas enmiendas en el artículo, quedó como sigue:


“Artículo 172.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá ocurrir al tribunal competente para que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor, que formule proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.


En el caso del inciso anterior el deudor podrá, dentro de cinco días contados desde la notificación de la solicitud, manifestar que se acoge irrevocablemente al artículo 177 ter, y el juez citará a la junta de acreedores a que se refiere dicha disposición. 


El derecho del acreedor no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso tercero del artículo 177 bis, Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.


Una vez notificada su solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella. Tampoco podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.


Contra la resolución que ordene al deudor presentar un convenio, sólo podrá entablarse recurso de reposición; y la que resuelva la reposición no procederá recurso alguno. En este caso el polazo a que se refiere el inciso primero será de 20 días, contado desde la resolución que falle la reposición.


Si el tribunal desecha la solicitud del acreedor, éste podrá pedir la quiebra en conformidad a la presente ley; pero si la petición de quiebra se basa en la misma causal invocada y en idéntico fundamento de hecho, deberá solicitarla ante el tribunal que desestimó la solicitud.

Artículo 173.


En el inciso tercero de este artículo se suprime la frase “del inciso tercero”, por tratarse de un error de referencia.

Artículo 174.


Se agrega en su Nº 6 a continuación de la palabra “pago”, y antes de la coma que le sigue, lo siguiente: “o no asistiere ninguno de los citados”.

Artículo 175.


Se agrega en su inciso segundo, a continuación de la palabra “presentada”, lo siguiente “, y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor,”.

Artículo 176.


Se reemplaza el texto de este artículo por el siguiente:


“Artículo 176. Una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella, siempre que sean notificadas en el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 175.”.

Artículo 177.


Se sustituye en el inciso primero de este artículo el punto final (.) por punto y coma (;), agregando las siguientes frases: “y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado o de la resolución que ordena a citar a Junta de Acreedores en el caso del artículo 177 ter.”.

Artículo 177 bis.


Se sustituye en el inciso sexto de este artículo la expresión “a favor del” por “de su”, y se antepone la palabra “parientes” la expresión “o de sus”.


Se agrega en este artículo el siguiente inciso nuevo:


“Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.”.

Artículo 177 ter.


Se incorpora en el inciso primero de este artículo, el siguiente párrafo:


“Si la solicitud del deudor al tribunal ha sido presentada dentro del plazo del artículo 41, la notificación deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Si la notificación es oportuna se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.”.


Se sustituye en el inciso tercero de este artículo las expresiones “su propia quiebra” por “la quiebra de aquél”; y se agrega la siguiente oración: “Si el experto facilitador no diere cumplimiento a su cometido dentro del plazo señalado el juez dictará de oficio la sentencia de quiebra del deudor.”.


Se suprime el inciso sexto del artículo porque no guarda relación con el resto del texto de la ley de quiebras actualmente vigente.


Se sustituye en el inciso octavo del artículo la segunda coma que figura en el texto (,) por un punto seguido (.), y se suprime las palabras “los que”.


Se agrega a este artículo el siguiente inciso nuevo:


“Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.”.

Artículo 178.


Se sustituye el inciso tercero del artículo por el siguiente:


“No obstante lo anterior, el convenio podrá contener proposiciones alternativas para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, en la forma en que se acuerde en el convenio. Además, los acreedores podrán pactar que se regirán por estipulaciones distintas a las contenidas en el convenio, siempre que éstas, en ninguno de sus aspectos individualmente considerados, impliquen condiciones más ventajosas para uno o más acreedores que aquéllas acordadas en el convenio, en cualquiera de sus alternativas, según el caso.”. 


Se sustituye en el inciso cuarto del artículo la frase “y entre éstos, con motivo de la aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento del convenio”, por la siguiente “ o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento”.


Se agrega a continuación del inciso cuarto del artículo, el siguiente inciso, nuevo:


“Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra o declararla reabierta, en conformidad a esta ley.”.

Artículo 179.


Se agrega a este artículo el siguiente inciso final, nuevo:


“En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio judicial preventivo el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 102.”.

Artículo 181.


Se reemplaza el encabezamiento del inciso primero del artículo, por el siguiente:


“Artículo 181.- Los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y el artículo 180 tendrán la siguientes facultades:”.


Se reemplaza en el número 1º de su inciso primero, las palabras “Podrá” por “Podrán” y “Tendrá” por “Tendrán”.


Se sustituye en el número 2º del inciso primero, del artículo la expresión “Podrá apreciar” por “Apreciarán” y la palabra “deberá” por “deberán”; y la frase “en este caso”.


Se elimina el inciso final de este artículo.

Artículo 182.


Se sustituye el inciso primero del artículo, por el siguiente:


“Artículo 182.- El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años y que se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia. Además habrá un árbitro subrogante quien será designado por el Presidente de esa Corte a proposición del árbitro titular, de entre los inscritos en la referida lista.”.


Se agrega a continuación del inciso tercero del artículo, el siguiente inciso, nuevo:


“El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor; sin las exigencias establecidas en el inciso primero.”.

Artículo 183.


Se sustituye este artículo por el siguiente:


“Artículo 183.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, podrá otorgarse el carácter de mixto al árbitro si consciente en ello el deudor y lo acuerdan dos o más acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso 1°, o el 75% del total pasivo, en el caso del artículo 185. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.”.

Artículo 190.


Se agrega al final de la letra a), del artículo antes del punto y coma (;), lo siguiente: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193”.


Se agrega en el inciso segundo del artículo, luego de la palabra “mayorías”, la siguiente frase: “necesarias para aprobar el convenio.”.


Se sustituye el inciso tercero del artículo, por el siguiente:


“El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan.”.


Se reemplaza el inciso cuarto del artículo, por el siguiente:


“El convenio se considerará acordado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.”.

Artículo 192.


Se sustituye en el inciso tercero, de este artículo la preposición “de”, la primera vez que figura, por la conjunción “e”.


Se agrega en el último inciso del artículo, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “El acta de la Junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.”.

Artículo 196.


Se sustituye, en el encabezamiento del artículo la frase “a quien pudiere afectarle el convenio” por “a quien éste pudiere afectarle”, para mejorar la redacción de la norma.


Se sustituye el inciso final del artículo por el siguiente:


“Podrán también impugnar el convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.”.

Artículo 198.


Se reemplaza en el inciso primero del artículo la frase “o el fiador o codeudor en el caso del inciso segundo del artículo 196” por “o las personas referidas en el inciso final del artículo 196”.

Artículo 199.


Se sustituye el inciso segundo del artículo por el siguiente:


“Si el convenio ha sido impugnado, entrará a regir desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.”.


Se intercala, a continuación del inciso segundo, el siguiente, nuevo:


“El recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, incluso si la parte vencida solicita que se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.”.

Artículo 200.


Se reemplaza por el siguiente:


“Artículo 200.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde, por los créditos anteriores a la fecha de las siguientes resoluciones:

a)
La que ordena citar a junta para la designación del experto facilitador, en el caso del art. 177 ter;

b)
La que recae en las proposiciones de convenio, en el caso de los demás convenios judiciales preventivos, y 

c)
La que declare la quiebra, si el convenio es simplemente judicial.


No obstante lo anterior, el convenio no obliga a los acreedores señalados en el inciso primero del Art. 191 por sus créditos respecto de los cuales se hubieren abstenido de votar.”.

Artículo 202.


Se sustituye por el siguiente:


“Artículo 202. Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio. Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.


Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:

a)
No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas sino que en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;

b)
El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor garantizado;

c)
La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores, avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;

d)
Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.


Si el acreedor no votó a favor del convenio, conserva sus derechos, sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.”.

Artículo 204.


Se reemplaza en el inciso primero del artículo, la palabra “acumulados” por “agregados”.


Se suprime los incisos segundo y tercero del artículo.

Artículo 205.


Se reemplaza en el inciso primero del artículo por coma (,) el punto (.) que sigue a las palabras “que conoció del convenio”, y se agrega a continuación las frases “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”.

Artículo 207.


Se sustituye el punto final del Nº 6 del artículo por coma (,), agregando a continuación la frase “con derecho a voto.”.

Artículo 208.


Se reemplaza por coma (,) el punto final (.) del inciso primero del artículo y se agrega la frase “con derecho a voto”.


Se inserta en el inciso segundo del artículo, entre las palabras “intervención” y “más”, lo siguiente: “, o que ésta sea”.


Se sustituye el punto final (.) del inciso tercero del artículo por coma (,), agregando la frase “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”.

Artículo 209.


Se sustituye en el inciso primero del artículo, la palabra “convenio” por lo siguiente: “cualquier clase de convenio”.

Se agrega, a continuación del inciso primero del artículo, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso anterior, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.”.


Se sustituye el inciso segundo del artículo por el siguiente: (pasó a ser tercero).


“La junta que rechace las proposiciones de convenio judicial preventivo deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 174.”.


Se sustituye el inciso tercero del artículo, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente:


“En caso de que se deseche el convenio judicial preventivo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del 
artículo 174.”.


Se elimina el inciso final de la norma.

Artículo 210.


Se elimina la primera oración del inciso tercero, del artículo.

Artículo 211.


Se reemplaza en el inciso primero del artículo, la palabra “resolverse” por lo siguiente: “declararse incumplido”.

Artículo 212.


Se reemplaza, en el inciso primero, del artículo, la frase “exonerará a los fiadores que hubiesen asegurado” por “extinguirá las cauciones que hubieren garantizado”.


Se sustituye en el inciso segundo del artículo, la frase “Los fiadores” por “Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso,”.


Se reemplaza en el inciso tercero del artículo, las expresiones “a los fiadores”, “la fianza” y “afianzada” por “a la deuda”, “la caución” y “caucionada”, respectivamente.

Artículo 213.


Se sustituye el punto final (.) del inciso primero del artículo por coma (,), agregando la frase “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”.


Se agrega al artículo, el siguiente inciso final, nuevo:


“Ni la declaración de nulidad ni la de incumplimiento tienen efecto retroactivo.”.

Artículo 214.


Se reemplaza la segunda oración del inciso primero del artículo por la siguiente: “Si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al juez de letras competente para declarar la quiebra.”.


Se suprime el inciso final del artículo.

Artículo 216.


Se sustituye este artículo por el siguiente:


“Artículo 216.- Constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras esté vigente un convenio.


Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones de un convenio o sobre la solicitud de designación de un experto facilitador que le dio origen, según sea el caso y la declaración de la segunda quiebra, se regirán por las reglas de los Párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI de esta ley.”.

Artículo 217.


Se sustituye la primera frase del inciso primero del artículo “La reapertura de la” por “La segunda”.


Se agrega al inciso segundo del artículo la siguiente oración: “En todo caso, tanto los créditos de los acreedores antiguos, en lo que corresponda, como los de los nuevos, deberán ser verificados en la segunda quiebra, salvo aquéllos que la ley expresamente exceptúa de este trámite.”.


Se suprime el inciso final, del artículo.

-o-

III. INTERVENCIONES HECHAS EN LA COMISIÓN.


La Comisión recibió la opinión de diferentes personas respecto del proyecto de ley en informe.

-El Ministro de Justicia, señor Bates, comentó que el Gobierno, a través del Ministerio de Justicia, ha estado impulsando una serie de políticas públicas, una de ellas es la que se ha denominado “justicia de los acuerdos” que tiene por objeto buscar mecanismos de conciliación en diversas materias jurídicas. Por ejemplo, en la reforma procesal penal existen las salidas alternativas para dar pronto término a los juicios penales; la nuevas ley de matrimonio civil con instituciones clásicas como la mediación y la conciliación; el proyecto de responsabilidad penal juvenil que contempla la conciliación, ajustándose a las convenciones americanas sobre esta materia; el mismo sistema contempla la ley de concesiones de obras públicas.


Continuando con esa política, en este proyecto se procura que los acreedores y el deudor tengan toda las facilidades para negociar y es así como surge la figura del experto facilitador. 


Además, se ha establecido un foro penal, que tiene por objeto hacer una revisión integral de todos los tipos penales, en materia de quiebras y proponer un proyecto, para mejorar esa legislación; también existe una comisión que pretende hacer reformas en materia de procedimiento civil y ello tiene incidencia en materia de quiebras.


Expresó que si bien el tema de la especialización de los tribunales no se ha tratado formalmente, si se ha hecho respecto de la especialización de las Cortes de Apelaciones, aspecto que se ha consensuado con los jueces y ello también tendrá incidencia en las quiebras.

-o-


-El Subsecretario de Justicia, señor Arellano, señaló que dentro de la profunda reforma del sistema concursal chileno que ha emprendido el Gobierno, se ha elaborado un proyecto que sustituye íntegramente el Título XII de la Ley de Quiebras, denominado “Del Convenio”.


Este proyecto constituye la segunda etapa de la reforma global del sistema concursal, luego del enviado al Congreso en Diciembre del año 2003, ya aprobado como Ley de la República, relativo a la transparencia y consolidación del sistema de administración privada de las quiebras y al fortalecimiento de la Superintendencia de Quiebras y que ha entrado en vigencia el 8 de mayo recién pasado. 


El Foro Penal del Ministerio de Justicia completará la tarea al modificar la normativa referente a los delitos de quiebra. En todo caso, ya se encuentra en elaboración, al interior de la Superintendencia de Quiebras, un anteproyecto de delitos concursales que deberá ser presentado al foro penal durante el presente año.


Este proyecto de convenios concursales se inserta plenamente en la Agenda Pro crecimiento acordada entre el Gobierno y la Sociedad de Fomento Fabril, y fue elaborado por una Comisión de Profesores de Derecho Comercial que sesionó desde marzo de 2002 hasta septiembre de 2003, en las oficinas de la Superintendencia de Quiebras.


La inspiración central de este proyecto de ley es una normativa que privilegie los acuerdos entre el deudor y sus acreedores por sobre la liquidación forzosa de la empresa, que muchas veces, en atención a su valor de liquidación, perjudica a los acreedores, y que siempre perjudica a sus trabajadores y al sistema económico en general.


El sistema de convenios concursales se viene a constituir, de este modo, en un mecanismo reforzado para, en algunos casos, la prevención de la crisis de la empresa cuando aún es tiempo y, en otros, su conservación como ente productivo, que se agrega a la continuación del giro de la empresa, a su venta como unidad económica y a la suspensión de ejecuciones.


En un intento por introducir una de las más grandes y profundas reformas del Derecho Privado Chileno en muchísimos años, se ha buscado equilibrar las justas aspiraciones del empresario para continuar en el desarrollo de su giro, con aquellas que son vitales para sus acreedores en la obtención del pago de sus créditos, lo que les permitirá a su vez continuar con sus propios quehaceres empresariales.


Las ideas matrices que desarrolla el proyecto de ley que se presenta se refieren fundamentalmente a: la ampliación del objeto de la ley de Quiebras a los otros concursos de acreedores; la separación, con fines de claridad, de la normativa de las diversas clases de convenio; la total liberalización de los acuerdos extrajudiciales; la introducción del derecho de los acreedores para exigir la proposición de convenios preventivos; la eliminación de la indignidad del deudor para proponer convenios; la ampliación del derecho a reiterar las proposiciones rechazadas o desechadas; la agilización del sistema de convenios concursales a través del arbitraje; la vigencia anticipada del convenio, para evitar el abuso de las impugnaciones; el informe técnico y documentado del síndico; la verificación de créditos en los convenios preventivos; el derecho a voto de los acreedores en las juntas; la eliminación de las trabas para impugnar que tienen ciertos acreedores; la reducción de las causas de nulidad de los convenios; y, lo que es más importante, la reglamentación en detalle de la negociación entre el deudor y sus acreedores, en los artículo 177 bis y 177 ter, que otorga variadas facilidades destinadas a llegar a acuerdos convenientes para las partes en plazos razonables.


Destacó que todas las indicaciones presentadas en el primer trámite constitucional, sólo pretendieron introducir claridades y perfeccionamientos a su texto, ninguna de ellas constituyó una objeción a las ideas reseñadas. Por esta razón es que todas las indicaciones aprobadas lo fueron por unanimidad, salvo una que contó con una abstención y todas contaron con la conformidad del Ejecutivo”.

-o-


-El Superintendente de Quiebras, señor Lira, expresó que el Gobierno ha elaborado un mensaje que sustituye íntegramente el Título XII de la ley de Quiebras, denominado “Del Convenio”, en el marco de grandes cambios que se pretende llevar a cabo al sistema concursal que existe en nuestro país. 


Aclaró que en una materia de suyo tan técnica y compleja y rodeada de diversas alternativas, no siempre resulta posible obtener la unanimidad en varios de sus aspectos. Esto enaltece y torna más generoso y noble el aporte ilustrado de quienes, contándose entre los mejores expertos, renuncian a veces a sus particulares visiones intelectuales en beneficio de una colaboración útil al desarrollo del Derecho y de la empresa en Chile.


Agregó que en su elaboración se tuvo, también, siempre presente que el proyecto en comento constituiría el necesario complemento del primer mensaje que modificó la ley de Quiebras, que reordena acuciosamente el sistema de administración privada de las quiebras.


Precisó que, en otro ámbito, por muy necesario que pudiere ser considerado, se debe tener presente que no es de competencia de este proyecto abocarse al tema de la especialización de los tribunales en materias económicas y otras, por lo que él deberá ser abordado en diferente instancia.


Añadió que la reforma de la ley de Quiebras en materia de delitos concursales será incluida en un tercer proyecto de ley, que ha comenzado a elaborarse en la Superintendencia de Quiebras; pero, con especial preocupación por exigir al deudor en dificultades que manifieste su propia insolvencia en un plazo aceptable, para evitar que, amparado en la libertad contractual y en el ejercicio ilegítimo de la autonomía de la voluntad y en abierto abuso del Derecho, continúe contratando con terceros ignorantes de su mala situación, en general Pymes y acreedores valistas, a los cuales sabe que no podrá pagar. Además, se hace la prevención de que los delitos de quiebra no pueden ser completamente ajenos a ella, pues se cometen con ocasión de la quiebra. Todo lo anterior encauzado a mantener el delito de quiebra fraudulenta, y eliminar casi todas las hipótesis de la ley referidas a la quiebra culpable, que son muy anticuadas.


Comentó que la inspiración central de este proyecto de ley es una normativa que privilegie los acuerdos entre el deudor y sus acreedores por sobre la liquidación forzosa de la empresa, que muchas veces, en atención a su valor de liquidación, perjudica a los acreedores, y que siempre perjudica a sus trabajadores y al sistema económico en general.


El sistema de convenios concursales se viene a constituir de este modo en un mecanismo reforzado para, en algunos casos la prevención de la crisis de la empresa cuando aún es tiempo, y en otros, para su conservación como ente productivo, que se agrega a la continuación del giro de la empresa, a su venta como unidad económica y a la suspensión de ejecuciones.


En un intento por introducir una de las más grandes y profundas reformas del Derecho Privado Chileno en muchísimos años, se ha buscado equilibrar las justas aspiraciones del empresario para continuar en el desarrollo de su giro, con aquellas que son vitales para sus acreedores en la obtención del pago de sus créditos, lo que les permitirá a su vez continuar con sus propios quehaceres empresariales.


Es así como las ideas matrices que desarrolla el proyecto de ley que se presenta, se refieren fundamentalmente a: la ampliación del objeto de la ley de Quiebras a los otros concursos de acreedores; la separación, con fines de claridad, de la normativa de las diversas clases de convenio; la total liberalización de los acuerdos extrajudiciales; la introducción del derecho de los acreedores para exigir la proposición de convenios preventivos; la eliminación de la indignidad del deudor para proponer convenios; la ampliación del derecho a reiterar las proposiciones rechazadas o desechadas; la agilización del sistema de convenios concursales a través del arbitraje; la vigencia anticipada del convenio, para evitar el abuso de las impugnaciones; el informe técnico y documentado del síndico; la verificación de créditos en los convenios preventivos; el derecho a voto de los acreedores en las juntas; la eliminación de las trabas para impugnar que tienen ciertos acreedores; y la reducción de las causas de nulidad de los convenios; y lo que es más importante, la reglamentación en detalle de la negociación entre el deudor y sus acreedores, en los artículos 177 bis, 177 ter y 177 quater, que otorgan variadas facilidades destinadas a llegar a acuerdos convenientes para las partes en plazos razonables.


-El representante del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Delaveau, expresó en síntesis, que se trata de un proyecto positivo. Regular separadamente los convenios judiciales preventivos de los simplemente judiciales, resulta útil para los efectos de poner fin a una serie de controversias y dificultades de interpretación surgidas a propósito del tratamiento en un solo párrafo que realiza la actual Ley de Quiebras. 


En este sentido parece correcto eliminar toda limitación a la posibilidad de los acuerdos extrajudiciales entre deudor y acreedores, como eliminar la causal de declaración de quiebra referida a la nulidad o resolución de los convenios extrajudiciales. En resumidas cuentas, el proyecto no hace otra cosa que recoger la necesidad de efectuar una reforma al sistema de quiebras y en especial en lo referido a los convenios judiciales ha sido compartida, además, por actores, deudores y acreedores de esta ejecución colectiva. No obstante lo anterior, - no se ve impedimentos para otorgar mayor espacio a la autonomía de la voluntad, pudiendo establecerse mecanismos más libres para la liquidación automática. Además, muchas de las normas del proyecto deben ser perfeccionadas y aclaradas.

-o-


-El representante de la Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa), señor Dinamarca, sostuvo, en términos generales, que en el marco de la Agenda Pro-Crecimiento la Sociedad de Fomento Fabril solicitó a un grupo de profesores‑investigadores de las Universidades de Chile y Diego Portales, además de abogados expertos en el tema, un estudio comparado de las legislaciones de quiebra de EE.UU., México, Perú, Francia, España y Chile.


El referido estudio arrojó algunas conclusiones relevantes. En primer lugar, detectó una baja recuperación de las acreencias. Si bien los trabajadores recuperan el 91 % de lo que se les adeuda y el fisco el 58%, los deudores hipotecarios y prendarios sólo reciben el 43%, mientras que los deudores valistas alcanzan a recuperar sólo un 3%.


En segundo lugar, estableció que se recupera menos de un tercio del valor contable de los activos al momento de la quiebra, en parte porque el proceso es demoroso. En efecto, la quiebra promedio dura 40,7 meses, pero puede llegar a demorarse el doble. En parte el proceso es lento debido a las verificaciones e impugnaciones de créditos y prolongadas discusiones en los tribunales, incluyendo la impugnación del propio convenio votado favorablemente, lo que impide o retarda el inicio y término de la liquidación. Como resultado, en el proceso de quiebra se destruye valor innecesariamente, perjudicando a los acreedores, al deudor y al país.


En tercer lugar, se pudo constatar que los incentivos actuales invitan a los emprendedores -una vez que empiezan a tener problemas de pago- a tomar riesgos innecesarios, precisamente para evitar la quiebra, agravando con ello su situación precaria inicial.


Explicó que las disposiciones penales contempladas en la legislación vigente, estigmatizan a aquellos emprendedores que, aún sin haber cometido irregularidades, han quebrado.


El mencionado estudio sugiere la conveniencia de modernizar nuestra legislación de quiebra, recogiendo y perfeccionando la experiencia de los países analizados. 


Concluyó que el proyecto de ley va en la dirección correcta. La idea matriz de la normativa relativa a los convenios judiciales es favorecer los acuerdos entre deudor y acreedores, reduciendo la intervención de terceros a situaciones estrictamente necesarias, sin perjuicio de la labor que le corresponde al tribunal competente. Los comentarios de Sofofa son concordantes con el propósito de dicha iniciativa.

IV. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO. 

a)
En general.


Por asentamiento unánime la Comisión aprobó la idea de legislar en torno a la materia en comento.

b)
Discusión particular.

Artículo único.


Mediante este artículo se introducen diversas modificaciones en la ley de ley N° 18.175, de Quiebras:

Nº 1.


Este número, aprobado por unanimidad en los mismos términos, modifica el artículo 1º de la ley, en el sentido de señalar que ésta trata de los siguientes concursos: la quiebra; los convenios regulados en el título XII; y las cesiones de bienes del título XV, precisando, asimismo, el objeto del juicio de quiebra.
Nº 2.


Este número, aprobado por unanimidad en los mismos términos, modifica el artículo 5º de la ley, de la siguiente manera: 

a)
Agrega en su inciso primero, a continuación de la palabra “quiebra”, la frase “o en materia de convenios”.

b)
Incorpora el siguiente inciso final: 


“Los expedientes relativos a los concursos de que trata la presente ley, sólo podrán ser retirados por la Superintendencia de Quiebras, el síndico o el experto facilitador. En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o piezas del proceso, el trámite se cumplirá, sin excepción, remitiendo, a costa del peticionario o de la parte que hubiere interpuesto el recurso o realizado la gestión que origina la petición, las copias o fotocopias respectivas. Estas deberán ser debidamente certificadas, en cada hoja, por el secretario del tribunal.”.

Nº 3 (nuevo).


Este número fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, que modifica el 
artículo 8º de la ley, de la manera que sigue: 

a)
Sustituye, en el Nº 2, en su inciso final a continuación de la palabra “incisos” la frase “tercero, cuarto, quinto y sexto” por la siguiente: “sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo”, .y 

b)
Intercala, en su Nº 5, en su inciso primero entre la palabra “giro” y la expresión “por el incumplimiento” la siguiente expresión: “como sanción por infracciones a las leyes, reglamentos y demás normas que los rijan, como asimismo”. 

Nº 4 (nuevo).


Este número fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, que modifica el artículo 31 de la ley, de la forma que sigue: Agrega el siguiente inciso 2° nuevo: “La aprobación de la cuenta definitiva impide el ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia en relación a las partidas contenidas en ella, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1465 del Código Civil ”.


Se expresó que este nuevo inciso tiene por objeto permitir a los síndicos tener claridad sobre la extensión de las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia, las cuales quedarán limitadas en relación a las partidas incluidas en la cuenta definitiva. Esto significa, a contrario sensu, que las facultades del organismo fiscalizador en relación a los síndicos en las quiebras, no tendrán restricción alguna, ni en el tiempo ni en las materias, en todos aquellos aspectos de índole jurídico, financiero, contable y económico, y en las partidas no incluidas en la cuenta, todo ello con la referencia al dolo señalado en el artículo 1465 del Código Civil.

Nº 3 (que ha pasado a ser 5).


Este número, aprobado por unanimidad en los mismos términos, modifica el artículo 37 de la ley, en el sentido de disminuir en general los costos de las notificaciones que se practiquen cuando la quiebra careciere de bienes o si éstos insuficientes para el pago de honorarios. 
Nº 4 (que pasa a ser 6).


Este número, aprobado por unanimidad en los mismos términos, modifica el artículo 43 de la ley, haciendo una adecuación formal y, además suprime una causal de quiebra, que carece de sentido, porque ahora no van a existir los convenios extrajudiciales, sino que este proyecto abre todas las posibilidades de acuerdos extrajudiciales en conformidad a la autonomía de la voluntad, siempre que no sean contrarios a la ley.


A mayor abundamiento, se explicó que respecto del artículo 43 Nº 4, se elimina esta causal de quiebra relativa a la nulidad o resolución del convenio extrajudicial, puesto que se ha suprimido este tipo de convenios, y se permite todo clase de acuerdo entre acreedores y deudores siempre que no atente contra la legalidad vigente.

Nº 5 (que pasa a ser 7).

Este número, aprobado por unanimidad en los mismos términos, modifica el artículo 63 de la ley, en el sentido de reemplazar “un año” por “dos años”, debido a que se pretende armonizar la ley, ya que en la Nº 20.004 (última modificación de la ley de Quiebras) se estableció que las acciones paulianas van a prescribir en dos años y resulta que esas acciones se pueden interponer en el “período sospechoso”, es decir, desde la cesación de pagos hasta la quiebra y por eso se cambia el plazo de cesación de pagos de un año a dos y ello no se hizo en la última cambio a la ley de Quiebras.

Se consignó que resulta indispensable armonizar las modificaciones del artículo 80 que amplían el plazo para interponer las acciones paulianas concursales a dos años, con el artículo 63, en relación a la fecha de la cesación de pagos, que también deberá ceñirse al plazo de dos años porque sólo en este período pueden ser interpuestas dichas acciones”.

Nº 8 (nuevo).


Este número fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, que modifica el artículo 77 de la ley, de la forma que sigue: 

a)
Reemplaza en el inciso primero las palabras “podrán ser anulados” por la expresión “Son inoponibles a la masa”.

b)
Sustituye en el inciso 2° las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.


Se fundamentó esta indicación, en orden a que antiguamente se utilizaba la nulidad como sanción por el incumplimiento de determinado requisito, hasta que en el siglo XIX aparece la teoría de la inoponibilidad respecto de actos válidos, pero que son inoponibles a ciertas personas y que es el caso de las quiebras. En efecto, ya se había adecuado la ley de Quiebras en ese aspecto, pero este artículo y el artículo 79 (número siguiente) quedaron sin esos cambios. 

Nº 9 (nuevo).


Este número fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, que modifica el artículo 79 de la ley para reemplazar en el inciso segundo las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.

Nº 6 (que pasa a ser 10).


Este número, aprobado por unanimidad en los mismos términos, reemplaza en el artículo 80 de la ley la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por una coma (,), y agrega la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra”. 


Se consignó que el plazo de las acciones paulianas es de dos años desde la fecha del acto o contrato; pero resulta que cuando se declara la quiebra, recién ahí los acreedores van a empezar a estudiar los actos anteriores, ya que ellos no los conocen y no saben de su existencia y desde ahí van a conocer la real situación de la empresa a través de lo que les informe el síndico, entonces se extiende el plazo de las acciones paulianas por dos años más, desde que se declara la quiebra.

Nº 11 (nuevo).


Este número fue incorporado al aprobarse por unanimidad una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, que modifica el artículo 148 de la ley de la forma que sigue: Sustituye en el inciso final el punto (.) por una coma (,) y agrega la siguiente frase: “sin perjuicio de la transacción convencional o judicial que se celebre con posterioridad a la notificación de la sentencia de primera instancia del juicio laboral o previsional respectivo”. 

Número 7 (que pasa a ser 12).


Este número fue objeto del siguiente tratamiento:

Artículo 169.


El artículo 169 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad en los mismos términos, determina el efecto vinculante que tendrá cualquier acuerdo extrajudicial celebrados entre el deudor, antes de su declaración de quiebra, y uno o más de sus acreedores.


Se destacó la intención de liberalizar los acuerdos extrajudiciales y eliminar cualquier obstáculo a su concreción, con la sola limitación de respetar la legalidad y los derechos de terceros.

Artículo 170.


El artículo 170 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad en los mismos términos, señala que lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable a los convenios regulados por la ley General de Bancos y por el decreto con fuerza de ley Nº 251 de 1931 sobre Compañías de Seguros y a otros convenios regulados por la ley.


Se indicó al respecto que los bancos y las compañías de seguros se rigen por una legislación especial y no les afecta la ley de quiebras.

Artículo 171.


El artículo 171. aprobado por el Senado, que define el convenio Judicial Preventivo en orden a señalar que es aquél que el deudor propone, con anterioridad a la declaración de quiebra, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá para sustituir la frase “la resolución” por “las resoluciones” y sustituir además la expresión “refiere el artículo 174” por “refieren las letras a) y b) del artículo 200”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.


Se precisó que esta indicación es de carácter netamente adecuatoria y de concordancia. 

Artículo 172.


El artículo 172 aprobado por el Senado, que prescribe, en términos generales, que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá ocurrir al tribunal competente para que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor, que formule proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Tuma, Ortiz, Saffirio, Walker y la Diputada señora Tohá, para reemplazar el inciso primero por el siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá solicitar al tribunal competente que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor formular proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.


Esta indicación tiene sólo por propósito reemplazar la palabra “ocurrir” por·”solicitar”, ya que se estimó que es más propia.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime. 

Artículo 173.


El artículo 173 aprobado por el Senado, que señala, en suma, que las proposiciones de convenio judicial preventivo que haga el deudor y las solicitudes del artículo anterior, se presentarán ante el tribunal que sería competente para declarar la quiebra de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 180, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Walker, Tuma, Saffirio, Ortiz y la Diputada señora Tohá, para reemplazar en su inciso segundo las expresiones “circunstanciada constancia”, por las siguientes “constancia pormenorizada”, por estimarse que es más propio.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 174.


El artículo 174 aprobado por el Senado, acogido por asentimiento unánime en los mismos términos, expresa que, en términos generales, el tribunal designará al síndico titular y al suplente nominado en la forma establecida en el artículo anterior, precisando el contenido de la resolución que disponga tal designación. 

Se señaló al respecto que aquí se contempla todo el procedimiento del convenio judicial preventivo normal, ya que luego existen tres convenios excepcionales que también son preventivos, pero que tiene reglas especiales y se señalan en los artículos 177 bis, 177 ter y 177 quáter.

Artículo 175.


El artículo 175 aprobado por el Senado, que prescribe que la proposición de convenio deberá ser notificada por el deudor a sus acreedores por medio de un aviso en el Diario Oficial, que deberá contener un extracto de la proposición fue objeto de una indicación de los diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para eliminar en el inciso segundo la expresión: “y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor” y la coma (,) seguida a continuación de dicha frase.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 176.


El artículo 176 aprobado por el Senado, acogido por asentimiento unánime en los mismos términos,. se refiere a que una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. 

Artículo 177.


El artículo 177 aprobado por el Senado, que expresa que la tramitación del convenio judicial preventivo no será impedimento para ejercer ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, asimismo no suspenderá los juicios pendientes, ni obstará a la realización de los bienes; y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI de esta ley, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, del siguiente tenor: 

a)
Sustituye en el inciso 1° el punto y coma (;) a continuación de la palabra “bienes” por un punto(.) y sustitúyase palabra “y” por la expresión “sin embargo” seguida de una coma (,).

b)
Agrega el siguiente inciso final nuevo: “En relación a las compensaciones, se aplicará a estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio”.


Respecto de la letra b), se expresó que la declaración de quiebra impide toda compensación que no hubiere operado antes por el solo ministerio de la ley, salvo que se tratare de obligaciones conexas derivadas de la misma negociación, entonces se estima que sería correcto que en casos de convenios suceda lo mismo, o sea que las compensaciones producidas antes de la presentación del convenio que hayan operado por el ministerio de la ley se respeten, pero las que se produzcan después no tengan efecto.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 177 bis.


El artículo 177 bis aprobado por el Senado, que se refiere, en términos generales, a que si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición, fue objeto de las siguientes indicaciones: 

a)
De los Diputados señores Saffirio, Ortiz y Tuma, para sustituir su inciso primero, por el siguiente: “No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.”.


Se explicó que cuando se presenta un convenio apoyado por más del 50% de los acreedores, hay una suspensión de ejecuciones por 90 días, con el objeto de discutir las negociaciones, pero es un exceso el prohibir las gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, ya que esa gestión no afecta en absoluto el patrimonio del deudor y por eso se excluye de las ejecuciones; además se agrega que en ese período se podrá efectuar la gestión de restitución en los juicios de arriendo; asimismo para que las ejecuciones ejecutivas tengan efecto, se requerirá que dos o más acreedores hagan la proposición de convenio judicial preventivo, siempre que representen más del 50% del total del pasivo. 

b)
De los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, Walker y Galilea, para sustituir su inciso segundo, por el siguiente: “El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 número 4, certificado, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieran tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

c)
De los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, Uriarte y Galilea, para agregar en su letra a), entre la palabra “personas” y la preposición “a”·la frase “que se encuentren en alguna de las situaciones” 

d)
De los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y de la Diputada señora Tohá, para intercalar en su inciso sexto entre las palabras “tal carácter” seguida de una coma (,) y “de su cónyuge”, la expresión “a favor”.


El artículo con las indicaciones fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 177 ter.


El artículo 177 ter aprobado por el Senado, que expresa, entre otras materias, la manera en que el deudor puede operar con el tribunal en caso de falencia, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para sustituir en el inciso octavo la coma (,) después de la palabra “ejecutivos” por la palabra “o” y eliminar la expresión: “o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva” y la coma (,) a continuación de dicha frase.


En este caso, al notificarse la resolución de la solicitud de citación de junta de acreedores, de acuerdo a lo sugerido por el Senado, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva. La referida indicación hace posible el trámite de gestión preparatoria de la vía ejecutiva, por lo explicado anteriormente.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 177 quáter.


El artículo 177 quáter aprobado por el Senado que se refiere a si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 66% del total del pasivo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 177 bis, con los cambios que señala, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para sustituir en el inciso primero la palabra “uno” por “dos” y eliminar la expresión “de los”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime

Artículo 178.


El artículo 178 aprobado por el Senado, que señala, en síntesis, que las proposiciones de convenio judicial preventivo pueden versar sobre cualquier objeto lícito para evitar la declaración de la quiebra del deudor con la salvedad que indica fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para:

a)
sustituir en el inciso segundo el punto final (.) por una coma (,) y agregar la expresión: “en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente”;

b)
sustituir el inciso tercero por el siguiente: “El convenio podrá contener una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde, y 

c)
eliminar en el inciso final la expresión “o declararla reabierta” y la coma (,) que le sigue a continuación.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.


Se comentó que con la propuesta del Senado se amplió las posibilidades de alternativas de convenio, antes tenía que ser uno e igual para todos los acreedores, en circunstancias que existen categorías de acreedores, que son distintos como los proveedores, los bancos, etcétera. Este artículo ya aprobado estaba mal redactado y da lugar a muchas interpretaciones, por lo que estas indicaciones igualmente permiten las alternativas, pero de forma mucho más precisa. 


Respecto de la letra c), se explicó que en la actual ley se habla de la “·reapertura de la quiebra”, aunque la idea fue suprimir esa frase con este proyecto en todos los artículos que aparece, pero quedó en este artículo, por una omisión involuntaria. 

Artículo 179.


El artículo 179 aprobado por el Senado, que se refiere, en suma, a que el síndico presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para:

a)
intercalar en el inciso primero entre la expresión “el síndico” y la palabra “presentará” entre comas (,) lo siguiente: “ o el interventor en el caso del inciso segundo del artículo 177 ter”, y 

b)
agregar en el inciso final a continuación del punto final, la siguiente frase: “No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.


Respecto de la letra a) Se expresó que en los convenios el síndico tiene la obligación de presentar una nómina de los acreedores con derecho a voto y el juez en la audiencia previa determinará quienes tienen derecho a voto o no, pero en el caso de este artículo, no hay síndico, por lo que esa función la debe cumplir el interventor, además de autorizar la venta y gravámenes de algunos bienes.


En relación a la letra b) se explicó que está referido a aquellos acreedores que son cónyuges, ascendientes, los parientes, las personas del artículo 100 de la ley 18.045, de Mercado de Valores y el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada, es decir, además de no tener derecho a aprobar el convenio, tampoco tendrán derecho en las juntas posteriores.

-o-

Artículo 180.


El artículo 180 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad en los mismos términos, expresa que las proposiciones de convenio judicial preventivo de las sociedades sujetas a fiscalización por la Superintendencia de Valores y Seguros, con excepción de las compañías de seguros, deberán ser presentadas ante un tribunal arbitral designado en conformidad a los artículos 181 y siguientes.

Artículo 181 (*).


El artículo 181 aprobado por el Senado, que enumera las facultades que tendrán los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y el artículo 180, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para sustituir en el inciso primero la expresión “el artículo 180” por la siguiente: “los artículos 180 y 184”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 182 (*).


El artículo 182 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, señala la forma de designar al tribunal arbitral. Igualmente se refiere a la composición del referido tribunal y la manera de sustituir al árbitro. Asimismo, exige que el árbitro sea de derecho y la aceptación del cargo deba efectuarse ante el secretario de la respectiva Corte de Apelaciones.

Artículo 183 (*).


El Artículo 183 aprobado por el Senado, que sindica los casos en que el árbitro podrá tener el carácter de mixto, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá para sustituir el número “185” por “184”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 184 (*).


El artículo 184 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, expresa que los costos del arbitraje serán de cargo del deudor proponente, y en caso de quiebra tendrán la preferencia prevista en el N° 1 del artículo 2472 del Código Civil.

Artículo 185 (*).


El artículo 185 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, expresa que también podrán ser sometidas a arbitraje en conformidad a las normas precedentes, las proposiciones de convenio de cualquier deudor, si éste lo acuerda con sus acreedores que representen a lo menos el 66% del total pasivo.

-o-


(*) Fue aprobada por asentimiento unánime una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá para modificar el orden de los artículos 181 a 185 del texto aprobado por el Senado; pasando el actual artículo 181 a ser el artículo 185; el artículo 182 a 181; el artículo 183 a 182; el artículo 184 a 183, y el artículo 185 a 184.

3.
Del Convenio simplemente judicial.

Artículo 186.


El artículo 186 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, define al convenio simplemente judicial como el que se propone durante el juicio de quiebra para ponerle término.

Artículo 187.


El artículo 187 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, prescribe que el fallido o cualquiera de los acreedores podrá hacer proposiciones de convenio en cualquier estado de la quiebra.

Artículo 188.


El artículo 188 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, establece que la tramitación del convenio simplemente judicial no impedirá el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del fallido, no suspende los procedimientos de la quiebra o juicios pendientes, ni obsta a la realización de los bienes, empero, si el referido convenio se presentare apoyado por a lo menos el 51% del total pasivo de la quiebra, el síndico sólo podrá enajenar los bienes expuestos a un próximo deterioro o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa.

Artículo 189.


El artículo 189 aprobado por el Senado, que señala que en el convenio simplemente judicial el derecho a voto de los acreedores se determinará en conformidad al artículo 102, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para agregar a continuación del punto final, la siguiente frase: “No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

4.
De la aprobación de los Convenios Judiciales.

Artículo 190.


El artículo 190 aprobado por el Senado, que señala que el convenio se considerará acordado cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos del número de acreedores que representen tres cuartas partes del total del pasivo con derecho a voto, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos, fue objeto de las siguientes indicaciones :

a)
De los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para:

i)
sustituir en el inciso primero la expresión: “del número de acreedores” por la siguiente “de los 2/3 o más de los acreedores concurrentes”; 

ii)
agregar en el inciso segundo, a continuación del punto final la siguiente frase: “Para estos efectos, en el convenio simplemente judicial, el síndico deberá informar en la junta a que se someta la aprobación del convenio, sobre lo dispuesto en la letra c) del número 2 del artículo 174”, y

iii)
sustituir en el inciso final la palabra “incluidos” por “excluidos” y el punto final (.) por una coma (,), agregándose la siguiente expresión: “a quienes no obliga”.

b)
De los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, Uriarte y Galilea para agregar en la letra b), entre la palabra “personas” y la preposición “a”·la frase “que se encuentren en alguna de las situaciones”.


El artículo con las indicaciones fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 191.


El artículo 191 aprobado por el Senado, que prescribe, en síntesis, que los acreedores preferentes respecto de bienes o del patrimonio del deudor podrán asistir a la junta y discutir las proposiciones de convenio y votar si renuncian a la preferencia de sus créditos, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para sustituir en el inciso primero la expresión “En caso de rechazo del convenio, para los acreedores que hayan votado en contra” y la coma (,) seguida a continuación, por la siguiente: “Sólo para los acreedores que hayan votado en contra, en caso de rechazo del convenio”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 192.


El artículo 192 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, sostiene que en el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el mismo convenio o en instrumentos separados.

Artículo 193.


El artículo 193 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, establece que las personas indicadas en el artículo 190 letra a), esto es, el cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, podrán votar en la junta sólo para oponerse al convenio, y, en tal caso, sus créditos se incluirán en el pasivo para los efectos del cómputo a que dicho artículo se refiere.


Se expresó que a esas personas sólo se les permite votar en el convenio para oponerse y no para aprobarlo, y ello para evitar, que en virtud de la calidad de parentesco que ostentan, se coludan con el deudor.

Artículo 194.


El artículo 194 aprobado por el Senado que destaca que la no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir el abandono o rechazo del convenio, salvo excusa justificada, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, Uriarte y Galilea para sustituir el inciso primero por el siguiente: “La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza. Si la proposición es de convenio judicial preventivo, el tribunal declarará la quiebra. Todo lo anterior, salvo excusa justificada.”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Se precisó que en el caso del convenio judicial preventivo, en que el deudor ha hecho las proposiciones, y no concurre a la junta, quiere decir que la abandona y, por tanto, se debe declarar la quiebra. En cambio, en el convenio simplemente judicial, como la quiebra ya está declarada, la no comparecencia del deudor significa que rechaza las proposiciones, por ende la quiebra sigue su curso. 

Artículo 195.


El artículo 195 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, ordena que acordado el convenio, éste será notificado por aviso, mediante un extracto autorizado por el tribunal a los acreedores que no hubieren concurrido a la junta. 

Artículo 196.


El artículo 196 aprobado por el Senado, que expresa que el convenio podrá ser impugnado por cualquier acreedor a quien éste pudiere afectarle, sólo si alegare determinadas hechos o circunstancias, fue objeto de indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y de la Diputada señora Tohá para: 

a)
agregar en el N° 2 del inciso primero a continuación de la expresión “o incapacidad” la frase “o falta de personería”, y 

b)
agregar el siguiente N° 6, nuevo: 


“6.- Por contener una o más estipulaciones contrarias a lo dispuesto en los incisos primero a quinto del artículo 178.”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 197.


El artículo 197 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, señala, en términos generales, que el plazo para impugnar el convenio, será dentro de 5 días contado, para todos los interesados, desde la notificación a que se refiere el artículo 195.

Artículo 198.


El artículo 198 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, establece que las impugnaciones al convenio se tramitarán como un solo incidente entre el deudor y el acreedor o acreedores que las hayan formulado.

Artículo 199.


El artículo 199 aprobado por el Senado, que se refiere a la entrada en vigencia del convenio y, prescribe que el recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para agregar en el inciso quinto a continuación de la expresión “En este caso”, eliminándose la coma (,), la siguiente frase: “y en el del inciso segundo” seguida de una coma (,).


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

5.
De los efectos del convenio

Artículo 200.


El artículo 200 aprobado por el Senado, que expresa, en suma, que el convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para intercalar en el inciso primero entre la palabra “acuerde”, seguida de una coma (,) y la expresión “por los créditos”, la siguiente frase: “y hayan o no tenido derecho a voto, salvo lo dispuesto en el inciso final”, seguido de una coma (,)” 


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 201.


El artículo 201 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, ordena que aprobado el convenio simplemente judicial, cesará el estado de quiebra y se le devolverán al deudor sus bienes y documentos, sin perjuicio de las restricciones establecidas en el convenio mismo.

Artículo 202.


El artículo 202 aprobado por el Senado, que expresa que todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio, y los terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para:

a)
intercalar en el inciso primero entre las palabras “los” y “terceros” la expresión “demás”, y 

b)
sustituir en el inciso final a continuación de las palabras “cuanto respecto” la expresión “los” por “sus” y agregar continuación de la palabra “fiadores” la siguiente expresión: “ y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 203.


El artículo 203 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, señala que los acreedores de una sociedad colectiva o en comandita que se encuentre en quiebra podrán celebrar convenio con uno o más de los socios solidarios, si se unen con los acreedores directos de éstos.

Artículo 204.


El artículo 204 aprobado por el Senado acogido por unanimidad sin cambios, indica que no obstante la aprobación del convenio simplemente judicial, el tribunal que declaró la quiebra seguirá conociendo de todos los procesos agregados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 70.

Artículo 205.


El artículo 205 aprobado por el Senado, que prescribe que los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones, pero que no los hubieren verificado oportunamente, podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para agregar en el inciso primero a continuación de la frase: “de la presentación de las proposiciones”, después de la coma (,) lo siguiente: “o en la solicitud de designación de un experto facilitador, en su caso”.

El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 206.


El artículo 206 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, señala, en síntesis, que el convenio podrá estipular el nombramiento de un interventor, que podrá o no ser síndico de la nómina, y tendrá las atribuciones y deberes que el mismo le señale. 

Artículo 207.


El Artículo 207 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, expresa cuáles son las atribuciones y deberes del interventor.

Artículo 208.


El artículo 208 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, establece que si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a una intervención si ésta no se hubiere estipulado, o bien declararse incumplido el convenio, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, con derecho a voto.

6.
Del rechazo del convenio.

Artículo 209.


El artículo 209 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, indica que rechazadas las proposiciones de cualquier clase de convenio por no haber obtenido la mayoría necesaria para su aprobación, o desechado por cualquiera de las causales señaladas en el artículo 196, podrá el fallido reiterarlas cuantas veces lo estime necesario, pero no se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 188.

7.
De la nulidad e incumplimiento del convenio.

Artículo 210.


El artículo 210 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, expresa que no se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio.

Artículo 211.


El artículo 211 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, prescribe que el convenio podrá declararse incumplido a solicitud de cualquiera de los acreedores, por inobservancia de sus estipulaciones. 

Artículo 212.


El artículo 212 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, establece que la declaración de incumplimiento dejará sin efecto el convenio, pero no extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.

Artículo 213.


El artículo 213 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, sostiene, en términos generales, que la nulidad y la declaración de incumplimiento del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario y será competente para conocer de ellas el tribunal que tramitó el convenio.
Artículo 214.


El artículo 214 aprobado por el Senado, que expresa que una vez firme la resolución que declare la nulidad o la declaración de incumplimiento, el tribunal de primera instancia declarará la quiebra del deudor de oficio y sin más trámite y añade que si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al juez de letras competente para declarar la quiebra, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá para:

a)
eliminar a continuación de la frase “declare la nulidad o” la expresión: “la declaración de”, y agregar a continuación la palabra “el”, y 

b)
sustituir a continuación de la expresión “Si dicha nulidad es” la palabra “declarada” por “pronunciada”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 215.


El artículo 215 aprobado por el Senado, acogido por unanimidad sin cambios, señala que en la demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia que dé lugar a la demanda y declare la quiebra. 
Artículo 216.


El artículo 216 aprobado por el Senado, que prescribe que constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras esté vigente un convenio, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para eliminar en el inciso segundo la frase “que le dio origen” conservándose la coma (,) después de la frase “según sea el caso”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

-o-

Artículo 217.


El artículo 217 aprobado por el Senado, que prescribe que la segunda quiebra reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido, fue objeto de una indicación de los Diputados señores Saffirio, Ortiz, Tuma, y Walker y la Diputada señora Tohá, para eliminar en el inciso segundo la expresión “del capital”.


El artículo con la indicación fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo Transitorio.


El artículo transitorio aprobado por el Senado acogido por unanimidad sin cambios, indica que la presente ley comenzará a regir después de sesenta días de su publicación en el Diario Oficial.

-o-


En consecuencia, se aprobó el proyecto de ley del Senado, que modifica la ley Nº 18175, de quiebras, con las siguientes enmiendas:

Artículo Único.


Ha consultado los siguientes números 3 y 4 nuevos:


“3) Modifícase el artículo 8º en la forma siguiente:

a)
Sustitúyese en el inciso final del Nº 2, a continuación de la palabra “incisos” la frase “tercero, cuarto, quinto y sexto” por la siguiente: “sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo”.

b)
Intercálase en el inciso primero del Nº 5 entre la palabra “giro” y la expresión “por el incumplimiento” la siguiente expresión: “como sanción por infracciones a las leyes, reglamentos y demás normas que los rijan, como asimismo”.”.


4) Agrégase en el artículo 31 el siguiente inciso segundo: “La aprobación de la cuenta definitiva impide el ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia en relación a las partidas contenidas en ella, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1465 del Código Civil.”.”.

Número 3.


Ha pasado a ser 5, sin enmiendas.

Número 4.


Ha pasado a ser 6, sin cambio.

Número 5.


Ha pasado a ser 7, sin enmiendas.


Ha consultado los siguientes números 8 y 9 nuevos:


“8) Modifícase el artículo 77, de la forma que sigue:

a)
Reemplázase en el inciso primero las palabras “podrán ser anulados” por la expresión “Son inoponibles a la masa”. 

b)
Sustitúyese en el inciso segundo las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.

9)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 79 las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.”.

Número 6.


Ha pasado a ser 10, sin enmiendas:


Ha consultado el siguiente número 11 nuevo:


“11) Sustitúyese en el inciso final del artículo 148 el punto (.) por una coma (,) y agréguese la siguiente frase: “sin perjuicio de la transacción convencional o judicial que se celebre con posterioridad a la notificación de la sentencia de primera instancia del juicio laboral o previsional respectivo.”.
Número 7.


Ha pasado a ser 12, con las siguientes modificaciones:

Artículo 171.


Ha sustituido en este artículo aprobado por el Senado, la frase “la resolución” por “las resoluciones” y la expresión “refiere el artículo 174” por “refieren las letras a y b del artículo 200”.

Artículo 172.


Ha reemplazado el inciso primero de este artículo aprobado por el Senado por el siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá solicitar al tribunal competente que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor formular proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.”.
Artículo 173.


Ha reemplazado en el inciso final de este artículo aprobado por el Senado, la frase “circunstanciada constancia”” por “constancia pormenorizada”.
Artículo 175.


Ha eliminado en el inciso segundo de este artículo aprobado por el Senado la siguiente expresión: “y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor” y la coma (,) seguida a continuación de dicha frase.

Artículo 177.


Ha modificado este artículo aprobado por el Senado del modo que sigue:

a)
Ha sustituido en el inciso primero el punto y coma (;) a continuación de la palabra “bienes” por un punto(.) y la palabra “y” por la expresión “sin embargo” seguida de una coma (,).

b)
Ha agregado el siguiente inciso final nuevo: “En relación a las compensaciones, se aplicará a estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.”.

Artículo 177 bis.


Ha modificado este artículo aprobado por el Senado del modo que sigue:

a)
Ha reemplazado el inciso primero por el siguiente: “No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.”.

b)
Ha sustituido el inciso segundo por el siguiente: “El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 número 4, certificado de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

c)
Ha agregado en la letra a), entre las palabras ”personas” y “a”, la frase “que se encuentren en alguna de las situaciones”.

d)
Ha intercalado en el inciso sexto entre las palabras “tal carácter” seguida de una coma (,) y “de su cónyuge”, la expresión “a favor”.

Artículo 177 ter.


Ha sustituido en el inciso octavo de este artículo aprobado por el Senado la coma (,) después de la palabra “ejecutivos” por la palabra “o” y eliminado la expresión: “o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva” y la coma (,) a continuación de dicha frase.

Artículo 177 quáter.


Ha sustituido en el inciso primero de este artículo aprobado por el Senado, la palabra “uno” por “dos” y eliminado la expresión “de los”.

Artículo 178.


Ha modificado este artículo aprobado por el Senado, del modo que sigue:

a)
Ha sustituido en el inciso segundo el punto final (.) por una coma (,) y agregado la expresión: “en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente.”.

b)
Ha sustituido el inciso tercero por el siguiente: “El convenio podrá contener una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde.

c)
Ha eliminado en el inciso final la expresión “o declararla reabierta” y la coma (,) que le sigue a continuación.

Artículo 179.


Ha modificado este artículo aprobado por el Senado, del modo que sigue:

a)
Ha intercalado en el inciso primero entre la expresión “el síndico” y la palabra “presentará” entre comas (,) lo siguiente: “ o el interventor en el caso del inciso segundo del artículo 177 ter”.

b)
Ha agregado en el inciso final a continuación del punto final, la siguiente frase: “No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.”.

Artículo 181.


Ha sustituido en el inciso primero de este artículo aprobado por el Senado, la expresión “el artículo 180” por la siguiente: “los artículos 180 y 184”.

Artículo 183.


Ha sustituido en este artículo aprobado por el Senado, el número “185” por “184”.

-o-


Ha modificado el orden de los artículos 181 a 185 aprobados por el Senado, pasando el actual artículo 181 a ser el artículo 185; el artículo 182 a 181; el artículo 183 a 182; el artículo 184 a 183, y el artículo 185 a 184.

-o-

Artículo 189.


Ha agregado a continuación del punto final del artículo 189 aprobado por el Senado, la siguiente frase: “No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190”.

Artículo 190.


Ha modificado este artículo aprobado por el Senado, del modo que sigue:

a)
Ha sustituido en el inciso primero la expresión: “del número de acreedores” por la siguiente “de los 2/3 o más de los acreedores concurrentes”.

b)
Ha agregado en la letra b), entre las palabras ”personas” y “a”, la frase “que se encuentren en alguna de las situaciones”.

c)
Ha agregado en el inciso segundo, a continuación del punto final la siguiente frase: “Para estos efectos, en el convenio simplemente judicial, el síndico deberá informar en la junta a que se someta la aprobación del convenio, sobre lo dispuesto en la letra c) del número 2 del artículo 174.”.

d)
Ha sustituido en el inciso final la palabra “incluidos” por “excluidos” y el punto final (.) por una coma (,), agregando la siguiente expresión: “a quienes no obliga”.

Artículo 191.


Ha sustituido en el inciso primero de este artículo aprobado por el Senado, la expresión “En caso de rechazo del convenio, para los acreedores que hayan votado en contra” y la coma (,) seguida a continuación, por la siguiente: “Sólo para los acreedores que hayan votado en contra, en caso de rechazo del convenio”.

Artículo 194.


Ha sustituido el inciso primero de este artículo aprobado por el Senado, por el siguiente: “La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza. Si la proposición es de convenio judicial preventivo, el tribunal declarará la quiebra. Todo lo anterior, salvo excusa justificada.”.

Artículo 196.


Ha modificado en este artículo aprobado por el Senado, del modo que sigue:

a)
Ha agregado en el N° 2 del inciso primero a continuación de la expresión “o incapacidad” la frase “o falta de personería”.

b)
Ha agregado el siguiente N° 6, nuevo:


“6.- Por contener una o más estipulaciones contrarias a lo dispuesto en los incisos primero a quinto del artículo 178.”

Artículo 199.


Ha agregado en el inciso quinto de este artículo aprobado por el Senado, a continuación de la expresión “En este caso”, eliminándose la coma (,), la siguiente frase: “y en el del inciso segundo” seguida de una coma (,).

Artículo 200.


Ha intercalado en el inciso primero de este artículo aprobado por el Senado, entre la palabra “acuerde”, seguida de una coma (,) y la expresión “por los créditos”, la siguiente frase: “y hayan o no tenido derecho a voto, salvo lo dispuesto en el inciso final”, seguido de una coma (,). 

Artículo 202.


Ha modificado este artículo aprobado por el Senado, del modo que sigue:

a)
Ha intercalado en el inciso primero entre las palabras “los” y “terceros” la expresión “demás”.

b)
Ha sustituido en el inciso final a continuación de las palabras “cuanto respecto” la expresión “los” por “sus”, agregando a continuación de la palabra “fiadores” la siguiente expresión: “y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas”.

Artículo 205.


Ha agregado en el inciso primero de este artículo aprobado por el Senado, a continuación de la frase: “en la presentación de las proposiciones”, después de la coma (,) lo siguiente: “o en la solicitud de designación de un experto facilitador, en su caso”.

Artículo 214.


Ha modificado este artículo aprobado por el Senado, del modo que sigue:

a)
Ha eliminado a continuación de la frase “declare la nulidad o” la expresión: “la declaración de”, y ha agregado a continuación la palabra “el”.

b)
Ha sustituido a continuación de la expresión “Si dicha nulidad es” la palabra “declarada” por “pronunciada”.

Artículo 216.


Ha eliminado en el inciso segundo de este artículo aprobado por el Senado, la frase “que le dio origen” conservándose la coma (,) después de la frase “según sea el caso”.

Artículo 217.


Ha eliminado en el inciso segundo de este artículo aprobado por el Senado, la expresión “del capital.

V. ARTÍCULOS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


La Comisión compartió la decisión del Honorable Senado en cuanto a calificar de normas de rango orgánico constitucional los artículos 180 a 185 del Título XII, contenidos en el número 12 del artículo único, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 63 y 74, incisos segundo y primero, respectivamente, ambos de la Constitución Política de la República de Chile.

VI. ARTÍCULOS QUE DEBE SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No hay.

VII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.


No hay.

-o-


En virtud de las modificaciones anteriores el proyecto de ley que la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, recomienda a la Honorable Cámara aprobar, queda como sigue

PROYECTO DE LEY

“Artículo Único.-


Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.175, de Quiebras:

1.
Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente: 


“Artículo 1°. La presente ley trata de los siguientes concursos: la quiebra; los convenios regulados en el Título XII; y las cesiones de bienes del título XV.


El juicio de quiebra tiene por objeto realizar en un solo procedimiento los bienes de una persona natural o jurídica, a fin de proveer al pago de sus deudas, en los casos y en la forma determinados por la ley.”.

2.
Modifícase el artículo 5° de la siguiente manera:

a)
Agrégase en su inciso primero, a continuación de la palabra “quiebra”, la frase “o en materia de convenios”.

b)
Incorpórase el siguiente inciso final: 


“Los expedientes relativos a los concursos de que trata la presente ley, sólo podrán ser retirados por la Superintendencia de Quiebras, el síndico o el experto facilitador. En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o piezas del proceso, el trámite se cumplirá, sin excepción, remitiendo, a costa del peticionario o de la parte que hubiere interpuesto el recurso o realizado la gestión que origina la petición, las copias o fotocopias respectivas. Éstas deberán ser debidamente certificadas, en cada hoja, por el secretario del tribunal.”.

3.
Modifícase el artículo 8º, en la forma siguiente:

a)
Sustitúyese en el inciso final del Nº 2, a continuación de la palabra “incisos” la frase “tercero, cuarto, quinto y sexto” por la siguiente: “sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo”.

b)
Intercálase en el inciso primero del Nº 5 entre la palabra “giro” y la expresión “por el incumplimiento” la siguiente expresión: “como sanción por infracciones a las leyes, reglamentos y demás normas que los rijan, como asimismo”. 

4.
Agrégase en el artículo 31 el siguiente inciso segundo “La aprobación de la cuenta definitiva impide el ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia en relación a las partidas contenidas en ella, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1465 del Código Civil.”.

5.
Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase la frase “las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42”, por “la notificación por aviso de la sentencia de quiebra, la que se hará en extracto, y la notificación de la resolución que tenga por presentada la cuenta definitiva, que sólo contendrá la mención de haberse presentado dicha cuenta. Las demás notificaciones que deban practicarse por aviso, se efectuarán por el estado diario.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Para los efectos de la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42, se aplicará el privilegio de pobreza en las quiebras de que trata este artículo y el receptor estará obligado a efectuar la notificación, sin esperar la resolución del incidente de que trata el Título XIII del Código de Procedimiento Civil, si éste se promoviere.”.

6.
Modifícase el artículo 43, en la forma que se indica:

a)
Para sustituir en el numeral 2, el punto y coma (;) por “,y”, y, para sustituir en el numeral 3, los términos “, y” por un punto final (.).

b)
Derógase el numeral 4 del artículo.

7.
Sustitúyese en el artículo 63 la expresión “un año” por “dos años”.

8.
Modifícase el artículo 77, de la forma que sigue:

a)
Reemplázase en el inciso primero las palabras “Podrán ser anulados” por la expresión “Son inoponibles a la masa”.

b)
Sustitúyese en el inciso segundo las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.

9.
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 79 las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.

10. Reemplázase en el artículo 80 la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por una coma (,), y agrégase la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra.”.

11. Sustitúyese en el inciso final del artículo 148 el punto (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “sin perjuicio de la transacción convencional o judicial que se celebre con posterioridad a la notificación de la sentencia de primera instancia del juicio laboral o previsional respectivo.”.

12. Reemplázase el Título XII de la ley, por el siguiente:

“TITULO XII DE LOS ACUERDOS EXTRAJUDICIALES Y DE LOS

CONVENIOS JUDICIALES.

De los Acuerdos Extrajudiciales.

Artículo 169.

Cualquier acuerdo extrajudicial celebrado entre el deudor, antes de su declaración de quiebra, y uno o más de sus acreedores relativo al pago de sus obligaciones o a la administración de sus bienes, sólo obliga a quienes lo suscriban, aun cuando se le denomine convenio.

Artículo 170.


Lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable a los convenios regulados por la Ley General de Bancos y por el decreto con fuerza de ley Nº 251 de 1931 sobre Compañías de Seguros y a otros convenios regulados por la ley.

2.
Del Convenio Judicial Preventivo.

Artículo 171.


El convenio judicial preventivo es aquél que el deudor propone con anterioridad a la declaración de quiebra y en conformidad a las disposiciones de este párrafo. Comprende todas sus obligaciones existentes a la fecha de las resoluciones a que se refieren las letras a) y b) del artículo 200, aun cuando no sean de plazo vencido, salvo las que la ley expresamente exceptúe. 

Artículo 172.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá solicitar al tribunal competente que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor formular proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.

En el caso del inciso anterior el deudor podrá, dentro de cinco días contados desde la notificación de la solicitud, manifestar que se acoge irrevocablemente al artículo 177 ter, y el juez citará a la junta de acreedores a que se refiere dicha disposición.


El derecho del acreedor no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso tercero del artículo 177 bis. Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.


Una vez notificada su solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella. Tampoco podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.


Contra la resolución que ordene al deudor presentar un convenio, sólo podrá entablarse recurso de reposición; y contra la que resuelva la reposición no procederá recurso alguno. En este caso el plazo a que se refiere el inciso primero será de 20 días, contado desde la resolución que falle la reposición.


Si el tribunal desecha la solicitud del acreedor, éste podrá pedir la quiebra en conformidad a la presente ley; pero si la petición de quiebra se basa en la misma causal invocada y en idéntico fundamento de hecho, deberá solicitarla ante el tribunal que desestimó la solicitud.

Artículo 173.


Las proposiciones de convenio judicial preventivo que haga el deudor y las solicitudes del artículo anterior, se presentarán ante el tribunal que sería competente para declarar la quiebra de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo deberán estar acompañadas de todos los antecedentes que determina el artículo 42, con expresa mención del domicilio en Chile de los tres mayores acreedores, excluidos aquellos a que se refieren las letras a), b) y c) del artículo 190 y deberán contener una propuesta de honorarios para el síndico que se designare. 


Presentadas las proposiciones de esta clase de convenio, el juez deberá designar al síndico titular y al suplente que nomine el acreedor con domicilio en Chile que aparezca con el mayor crédito en el estado de deudas presentado por el deudor al tribunal. Para estos efectos, el secretario del tribunal cuidará que se notifique a la brevedad al indicado acreedor, en forma fidedigna, para que éste formule la nominación por escrito al tribunal dentro del plazo de cinco días de efectuada la notificación señalada. Si dentro de dicho plazo el acreedor no hiciere la nominación respectiva o según certificación del secretario ha resultado imposible notificar al acreedor en un breve plazo, el tribunal notificará al acreedor residente en Chile que tenga el segundo mayor crédito, para que efectúe la nominación en la forma expresada. En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al síndico mediante el sorteo establecido en el inciso final del artículo 42, de todo lo cual se dejará constancia pormenorizada en el expediente

Artículo 174.


El tribunal designará al síndico titular y al suplente nominado en la forma establecida en el artículo anterior. En la misma resolución dispondrá:

1.
Que el deudor quede sujeto a la intervención del síndico titular señalado, que tendrá las facultades del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil;

2.
Que el síndico informe al tribunal sobre las proposiciones de convenio dentro del plazo de veinte días, que será prorrogable por una sola vez a solicitud del síndico por un máximo de diez días, según determine el tribunal. Este informe deberá contener:

a)
la calificación fundada acerca de si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del deudor;

b)
la apreciación de si el convenio resultará más conveniente para los acreedores que la quiebra del deudor; y

c)
el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor valista en la quiebra, para los efectos del artículo 190 inciso segundo.


Si el síndico no presentare el informe dentro del plazo indicado, el deudor o cualquiera de los acreedores podrá ocurrir al juez para que le fije un nuevo plazo o para que asuma el cargo el síndico suplente y, para que además, fije nuevo día y hora para la junta.


El síndico informante deberá presentar una cuenta final de su intervención dentro del plazo de 30 días contado desde que el convenio entre en vigencia;

3.
Que todos los acreedores sin excepción alguna se presenten y verifiquen sus créditos con los documentos justificativos que corresponda, bajo apercibimiento de proseguirse la tramitación sin volver a citar a ningún ausente, sin perjuicio del derecho a voto que les corresponda conforme al artículo 179. Estos créditos podrán ser verificados hasta el día fijado para la celebración de la junta en conformidad al número siguiente, y podrán ser impugnados por el deudor y por cualquier acreedor hasta el último día del plazo que el inciso primero del artículo 197 señala para impugnar el convenio. Aquellos créditos no impugnados se tendrán por reconocidos;

4.
Que los acreedores concurran a una junta, que no podrá tener lugar antes de vencer los treinta días siguientes a esta resolución, para deliberar sobre las proposiciones de convenio;

5.
Que se notifique personalmente esta resolución al síndico titular y suplente, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 26, y por cédula a los tres mayores acreedores a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. 


Los demás acreedores serán notificados en conformidad al artículo siguiente; y 

6.
Que dentro de tercero día de efectuada la última notificación a las personas señaladas en el inciso primero del número precedente, el síndico titular, los tres mayores acreedores a que se refiere número anterior y el deudor, asistan a una audiencia, que se efectuará con los que concurran, para pronunciarse sobre la proposición de honorarios del síndico que el deudor ha debido hacer en las proposiciones de convenio. Si no se produjere acuerdo sobre el monto de los honorarios y forma de pago o no asistiere ninguno de los citados, se fijarán por el juez sin ulterior recurso.


En caso de quiebra, la suma correspondiente al 50% de los honorarios del síndico gozará de la preferencia del número 4 del artículo 2472 del Código Civil.

Artículo 175.


La proposición de convenio deberá ser notificada por el deudor a sus acreedores por medio de un aviso en el Diario Oficial, que deberá contener un extracto de la proposición y copia íntegra de la resolución a que se refiere el artículo anterior. Esta notificación deberá hacerse dentro del plazo de 8 días contado desde la fecha de dicha resolución.


La proposición de convenio se tendrá por no presentada si no se efectúa la notificación dentro del plazo indicado, salvo impedimento justificado, calificado por el tribunal. 

Artículo 176.


Una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella, siempre que sean notificadas en el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 175.

Artículo 177.


La tramitación de esta clase de convenio no embarazará el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, no suspenderá los juicios pendientes, ni obstará a la realización de los bienes. Sin embargo, suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado o de la resolución que ordena citar a Junta de Acreedores en el caso del artículo 177 ter.


Se aplicarán a esta clase de convenios las disposiciones del Párrafo 5 del Título VI. La referencia que el artículo 93 hace al síndico, debe entenderse, en este caso, hecha al deudor.
En relación a las compensaciones, se aplicará a estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.

Artículo 177 bis.


No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.


El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 número 4, certificado de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.

Para los efectos del cálculo del total del pasivo y de la mayoría antes indicada, sólo se excluirán:

a)
las personas que se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045 de Mercado de Valores, y

b)
el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular.


En el caso del inciso primero, los acreedores privilegiados e hipotecarios no perderán sus preferencias, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan.


En el aviso que se publique se señalará en forma expresa si se ha reunido la mayoría señalada en el inciso primero.


Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de privilegio de primera clase, excepto las que el deudor tuviere, en tal carácter, a favor de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales hasta el cuarto grado, inclusive.


Durante el período de suspensión a que se refiere este artículo, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes. Sólo podrá enajenar aquéllos expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente, o los que exijan una conservación dispendiosa, y podrá gravar o enajenar aquéllos cuyo gravamen o enajenación resulten estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad, siempre que cuente con la autorización previa del síndico para la ejecución de dichos actos.


El plazo a que se refiere el inciso primero es fatal e improrrogable. Si dentro de él no se acordare el convenio, el tribunal declarará de oficio la quiebra.


Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.

Artículo 177 ter.


El deudor podrá solicitar al tribunal que sea competente para conocer de su quiebra, acompañando a su solicitud todos los antecedentes señalados en el artículo 42, que cite a una junta de acreedores, la que tendrá lugar dentro de 10 días contados desde la notificación por aviso de la resolución recaída en la solicitud, a fin de que ella designe a un experto facilitador. Éste estará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, la que para estos efectos tendrá todas las atribuciones y deberes que le señala el artículo 8°. Este plazo no se suspenderá durante el feriado judicial. Si la solicitud del deudor al tribunal ha sido presentada dentro del plazo del artículo 41, la notificación deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Si la notificación es oportuna se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.

En la resolución a que se refiere el inciso anterior, el juez deberá designar a un interventor que sólo ejercerá las facultades que el inciso septimo del artículo anterior y los incisos segundo y tercero del artículo 102 otorgan al síndico. El interventor cesará en sus funciones el día de la junta, cuando ésta no designe a un experto facilitador, o bien el día en que éste asuma en su cargo, si la junta lo ha nombrado. La remuneración del interventor será fijada por el juez, será de cargo del deudor y tendrá la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil.


El experto facilitador, dentro del plazo de 30 días improrrogable, contado desde la celebración de dicha junta, deberá evaluar la situación legal, contable, económica y financiera del deudor y proponer a sus acreedores un convenio que sea más ventajoso que la quiebra de aquél, o, en caso contrario, solicitar al tribunal que declare la quiebra del deudor, el que la deberá declarar sin más trámite. Si el experto facilitador no diere cumplimiento a su cometido dentro del plazo señalado el juez dictará de oficio la sentencia de quiebra del deudor.


Tendrán derecho a voto en la junta señalada en el inciso primero, los acreedores que aparezcan en el estado a que se refiere el artículo 42 N° 4, certificado, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, con exclusión de los acreedores señalados en el inciso tercero del artículo 177 bis. La designación del experto facilitador se hará con el voto de uno o más de los acreedores, que representen más del 50% del total del pasivo con derecho a voto; en caso contrario, se considerará fracasada la gestión. Los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias por la circunstancia de participar y votar en esta junta, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan. El experto facilitador será notificado en la forma que establece el artículo 55. 


Podrá ser experto facilitador toda persona natural capaz de administrar sus propios bienes. Los síndicos de la nómina nacional podrán ser designados como expertos facilitadores, pero en caso de quiebra del deudor no podrán ser nombrados como síndico en esa quiebra.


El experto facilitador deberá comunicar su designación a la Superintendencia de Quiebras dentro de las 24 horas siguientes, la que procederá a incorporarlo a un registro especial de expertos facilitadores que llevará al efecto.


Los honorarios del experto facilitador serán de cargo del deudor, con quien deberá pactarlos. En caso de desacuerdo serán fijados por el juez, y gozarán, al igual que los gastos en que incurra, de la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil, sólo en la parte que corresponda al 25% del que resulta una vez aplicada la tabla a que se refiere el artículo 34.


No podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos o ejecuciones de cualquier clase, desde la notificación por aviso señalada en el inciso primero:

a)
Hasta la celebración de la junta citada para la designación del experto facilitador, en caso de que no se apruebe en ella esta designación;

b)
Hasta la solicitud del experto facilitador al tribunal para que declare la quiebra del deudor;

c)
Hasta la celebración de la junta de acreedores a que se refiere el inciso final de este artículo, si se rechaza en ella la proposición de convenio presentada por el experto facilitador.


Durante los períodos indicados, se suspenderán dichos procedimientos judiciales, no correrán los plazos de prescripción extintiva, y el deudor conservará la administración de sus bienes, con las limitaciones establecidas en el inciso séptimo del artículo 177 bis, sujeto a la intervención del experto facilitador, con las mismas facultades que a éste entregan dicho inciso y el N° 1 del inciso primero del artículo 174.


El experto facilitador tendrá pleno acceso a todos los libros, papeles, documentos y antecedentes del deudor que estime necesarios para el cumplimiento de su cometido.


En todo este procedimiento se aplicará lo dispuesto en el inciso sexto del artículo anterior.


En caso de que el experto facilitador formule una proposición de convenio, ésta deberá ser votada en junta de acreedores dentro del plazo de 15 días contado desde la notificación por aviso de la proposición. Se aplicarán a esta proposición los artículos 175, 178, 179 y 180 y las normas contenidas en el Párrafo 4° del Título III de esta ley.


Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.

Artículo 177 quáter.


Si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 66% del total del pasivo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 177 bis, con las siguientes modificaciones:

1.
El juez citará a una junta que se deberá realizar a más tardar a los 30 días contados desde la notificación por aviso de la resolución judicial respectiva;

2.
El síndico nombrado en conformidad al artículo 173 no tendrá la función de informar señalada en el N° 2 del artículo 174, y 

3.
La suspensión se mantendrán hasta el día fijado para dicha junta, en la que se deberá acordar o rechazar el convenio en conformidad a las disposiciones de este Título.

Artículo 178.


Las proposiciones de convenio judicial preventivo pueden versar sobre cualquier objeto lícito para evitar la declaración de la quiebra del deudor, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para determinar el pasivo. 


El convenio será uno y el mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario, en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente.


El convenio podrá contener una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde.

En él se podrá pactar que las cuestiones o diferencias que se produzcan entre el deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento pueda o deba ser sometida al conocimiento o resolución de un juez árbitro, como asimismo, establecer la naturaleza del arbitraje y cualquier otra materia sobre el mismo.


Este pacto compromisorio será obligatorio para todos a quienes afecta el convenio.


Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra en conformidad a esta ley.

Artículo 179.


El síndico, o el interventor en el caso del inciso segundo del artículo 177 ter, presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta.


En el cuarto día hábil, que no sea sábado, inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, se efectuará la audiencia verbal a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 102.


Los acreedores que se hayan presentado con los documentos justificativos de sus créditos, pero que carezcan de derecho a voto, tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.


La exclusión, la inclusión, el aumento o la disminución por parte del síndico de un crédito en la nómina a que se refiere el inciso primero de este artículo, sin motivo justificado, serán consideradas como faltas graves para los efectos de lo dispuesto en el artículo 8° N° 9. 


En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio judicial preventivo el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 102. No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.

Artículo 180.


Las proposiciones de convenio judicial preventivo de las sociedades sujetas a fiscalización por la Superintendencia de Valores y Seguros, con excepción de las compañías de seguros, deberán ser presentadas ante un tribunal arbitral designado en conformidad a los artículos siguientes.


La competencia del tribunal arbitral se extiende a todo cuanto sea necesario para la tramitación de las proposiciones de convenio judicial preventivo y a los incidentes que se promuevan durante el procedimiento del mismo, hasta que la resolución que lo tenga por aprobado se encuentre ejecutoriada. Si el convenio fuere rechazado o desechado, el tribunal arbitral lo declarará así en una resolución que será inapelable, y remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para que ésta designe el tribunal que declarará la quiebra sin más trámite y proceda a la designación del síndico de conformidad al artículo 209.

Artículo 181.


El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años y que se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia. Además habrá un árbitro subrogante quien será designado por el Presidente de esa Corte a proposición del árbitro titular, de entre los inscritos en la referida lista.


El Tribunal contará con un secretario, cargo que será ejercido por un notario que tenga su oficio en la ciudad en que se encuentre domiciliado el árbitro, quien deberá designarlo.


El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.

El árbitro será de derecho y su aceptación del cargo deberá efectuarse ante el secretario de la respectiva Corte de Apelaciones.

Artículo 182


No obstante lo señalado en el artículo anterior, podrá otorgarse el carácter de mixto al árbitro si consiente en ello el deudor y lo acuerdan dos o más acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso primero, o el 75% del total pasivo, en el caso del artículo 184. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.

Artículo 183.


Los costos del arbitraje serán de cargo del deudor proponente, y en caso de quiebra tendrán la preferencia prevista en el N° 1 del artículo 2472 del Código Civil.

Artículo 184.


También podrán ser sometidas a arbitraje en conformidad a las normas precedentes, las proposiciones de convenio de cualquier deudor, si éste lo acuerda con sus acreedores que representen a lo menos el 66% del total pasivo, debidamente certificado en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 177 bis.

Artículo 185.


Los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y los artículos 180 y 184 tendrán las siguientes facultades:

1°
Podrán admitir, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba; y decretar de oficio las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes. Tendrán, además, en todo momento, acceso a los libros, documentos y medios de cualquier clase en los cuales estén contenidas las operaciones, actos y contratos del proponente del convenio; y

2°
Apreciarán la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, y deberán consignar en la respectiva resolución los fundamentos de dicha apreciación.

3.
Del Convenio simplemente judicial.

Artículo 186.


El convenio simplemente judicial es el que se propone durante el juicio de quiebra para ponerle término.

Artículo 187.


El fallido o cualquiera de los acreedores podrá hacer proposiciones de convenio en cualquier estado de la quiebra. Presentadas las proposiciones de convenio, los acreedores las conocerán y se pronunciarán sobre ellas en una junta citada especialmente al efecto por aviso, con indicación expresa de si se ha reunido la mayoría exigida en el inciso segundo del artículo siguiente, para no antes de 30 días. 


Se aplicará a esta clase de convenio lo dispuesto en el artículo 178.

Artículo 188.


La tramitación de esta clase de convenio no embaraza el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del fallido, no suspende los procedimientos de la quiebra o juicios pendientes, ni obsta a la realización de los bienes. 


Sin embargo, si el convenio simplemente judicial se presentare apoyado por a lo menos el 51% del total pasivo de la quiebra, el síndico sólo podrá enajenar los bienes expuestos a un próximo deterioro o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa.


El pasivo será certificado por el síndico. Se excluirán a los acreedores a que se refiere el inciso tercero del artículo 177 bis.


Por el hecho de apoyar esta clase de convenio, los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias.

Artículo 189.


En el convenio simplemente judicial el derecho a voto de los acreedores se determinará en conformidad al artículo 102. No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.

4.
De la aprobación de los Convenios Judiciales.

Artículo 190.


El convenio se considerará acordado cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos de los 2/3 o más de los acreedores concurrentes que representen tres cuartas partes del total del pasivo con derecho a voto, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos. No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:

a)
El cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193;

b)
Las personas que se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045 de Mercado de Valores, y

c)
El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.


Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio, un acreedor con derecho a votar podrá excluir a otro acompañando vale vista a su orden por a lo menos la suma mínima que correspondería conforme a la letra c) del número 2 del artículo 174, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta. Transcurrido ese plazo, sin que se haya consignado dicha cantidad, se considerará emitido el voto del acreedor que se intentó excluir. Para estos efectos, en el convenio simplemente judicial, el síndico deberá informar en la junta a que se someta la aprobación del convenio, sobre lo dispuesto en la letra c) del número 2 del artículo 174.


El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan. 


El convenio se considerará acordado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.


Deberá levantarse un acta de lo obrado. En ella se mencionará a los acreedores que hubieren votado a favor y a los que hubieren votado en contra del convenio, con expresión de los créditos que representaren.


La modificación del convenio deberá acordarse con el mismo procedimiento y con las mismas mayorías exigidas por el inciso primero de este artículo, excluidos los créditos cuyos títulos sean posteriores a las proposiciones primitivas del convenio aprobado que se pretende modificar, a quienes no obliga.

Artículo 191.


Los acreedores preferentes respecto de bienes o del patrimonio del deudor podrán asistir a la junta y discutir las proposiciones de convenio y votar si renuncian a la preferencia de sus créditos. La circunstancia de que un acreedor vote, importa la renuncia a la preferencia. Sólo para los acreedores que hayan votado en contra, en caso del rechazo del convenio la renuncia a la preferencia tendrá el carácter de irrevocable. La renuncia puede ser parcial, siempre que se manifieste expresamente. Si un acreedor es titular de créditos preferentes y no preferentes, se presume de derecho que vota por sus créditos no preferentes, salvo que exprese lo contrario. 


Si los acreedores votan por sus créditos preferentes, los montos de éstos se incluirán en el pasivo para los efectos del cómputo a que se refiere el artículo precedente, por las sumas a que hubiere alcanzado la renuncia.


Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los últimos 30 días anteriores a la proposición, no podrán concurrir a la junta para deliberar y votar el convenio, y tampoco podrán impugnarlo ni actuar en el incidente de impugnación.

Artículo 192.


En el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el mismo convenio o en instrumentos separados.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 207 N° 8, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que representen a todos los acreedores afectos al convenio en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías, así como para el ejercicio de los derechos y acciones que de ellas emanen y para ser notificados y citados en los casos en que así lo dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.


En las publicaciones e inscripciones de las garantías a que se refiere este artículo no será necesario individualizar las obligaciones del convenio, siendo suficiente a este respecto con hacer referencia a él, señalando la notaría y fecha en que haya sido protocolizado conforme lo dispuesto en el inciso siguiente.


Una copia autorizada del acta de la junta en que se acuerde el convenio, y de la resolución que lo apruebe, con su certificado de ejecutoria, deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que dicha junta se haya celebrado, y desde entonces valdrá como escritura pública para todos los efectos legales. El acta de la Junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.

Artículo. 193.


Las personas indicadas en el artículo 190 letra a) podrán votar en la junta sólo para oponerse al convenio y, en tal caso, sus créditos se incluirán en el pasivo para los efectos del cómputo a que dicho artículo se refiere.

Artículo 194.


La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza. Si la proposición es de convenio judicial preventivo, el tribunal declarará la quiebra. Todo lo anterior, salvo excusa justificada.

Artículo 195.


Acordado el convenio, éste será notificado por aviso, mediante un extracto autorizado por el tribunal a los acreedores que no hubieren concurrido a la junta. 

Artículo 196.


El convenio podrá ser impugnado por cualquier acreedor a quien éste pudiere afectarle, sólo si alegare alguna de las causas siguientes:

1.
Defectos en las formas establecidas para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la ley;

2.
Falsedad o exageración del crédito o incapacidad o falta de personería para votar de algunos de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;

3.
Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir;

4.
Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores;

5.
Ocultación o exageración del activo o pasivo.

6.
Por contener una o más estipulaciones contrarias a lo dispuesto en los incisos primero a quinto del artículo 178.


Podrán también impugnar el convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.
Artículo 197.


Podrá impugnarse el convenio únicamente dentro del plazo de 5 días contado, para todos los interesados, desde la notificación a que se refiere el artículo 195.


Las impugnaciones que se presenten fuera de este plazo serán rechazadas de plano.


Deducida una impugnación al convenio judicial preventivo, el síndico informante, o experto facilitador en el caso del artículo 177 ter, tendrá la calidad de interventor con las funciones establecidas en el artículo 207 de la presente ley, hasta que se encuentre ejecutoriada la resolución que lo tenga por aprobado o desechado. El experto facilitador en este caso quedará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, en los mismos términos que los síndicos.

Artículo 198.


Las impugnaciones al convenio se tramitarán como un solo incidente entre el deudor y el acreedor o acreedores que las hayan formulado, o las personas referidas en el inciso final del artículo 196. Cualquier acreedor podrá intervenir como tercero coadyuvante. La resolución que recaiga en el incidente se notificará a las partes por aviso.

Artículo 199.


El convenio entrará a regir desde que se encuentre vencido el plazo para impugnarlo sin que se hayan interpuesto impugnaciones en su contra. En este caso se entenderá aprobado y el tribunal lo declarará así de oficio o a petición de cualquier interesado.


Si el convenio ha sido impugnado, entrará a regir desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.


El recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.


Las resoluciones que se refieren los incisos anteriores de este artículo se notificarán por aviso y en contra de ellas no procederá recurso alguno.


Sin perjuicio de lo anterior, el convenio judicial preventivo entrará a regir, en todo caso, no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra, si éstas no contaren con la adhesión de acreedores que representen a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto determinado en conformidad al artículo 179. En este caso y en el del inciso segundo, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el deudor en el tiempo que medie entre el acuerdo y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto, salvo lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil.


Si el convenio resultare desechado por resolución firme, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio se regirán por sus respectivas convenciones.

5.
De los efectos del convenio.

Artículo 200.


El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde y hayan o no tenido derecho a voto, salvo lo dispuesto en el inciso final, por los créditos anteriores a la fecha de las siguientes resoluciones:

a)
La que ordena citar a junta para la designación del experto facilitador, en el caso del 
artículo 177 ter;

b)
La que recae en las proposiciones de convenio, en el caso de los demás convenios judiciales preventivos, y

c)
La que declare la quiebra, si el convenio es simplemente judicial.


No obstante lo anterior, el convenio no obliga a los acreedores señalados en el inciso primero del artículo 191 por sus créditos respecto de los cuales se hubieren abstenido de votar.

Artículo 201.


Aprobado el convenio simplemente judicial, cesará el estado de quiebra y se le devolverán al deudor sus bienes y documentos, sin perjuicio de las restricciones establecidas en el convenio mismo.


Sin embargo, si para el procedimiento de calificación fueren necesarios los libros del fallido, éstos quedarán en poder del tribunal encargado de ella.


Se cancelarán también las inscripciones de la declaración de quiebra que se hubieren practicado en la oficina del Conservador de Bienes Raíces.


El síndico presentará su cuenta conforme con el Párrafo 4 del Título III de esta ley.


No obstante la aprobación del convenio, el fallido quedará sujeto a todas las inhabilidades que produce la quiebra mientras no obtenga su rehabilitación con arreglo a las prescripciones de esta ley.


La aprobación del convenio no impide que continúe el procedimiento de calificación de la quiebra.

Artículo 202.


Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los demás terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio. Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.


Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:
a)
No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas sino que en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;

b)
El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor garantizado;

c)
La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;

d)
Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.


Si el acreedor no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de sus fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.
Artículo 203.


Los acreedores de una sociedad colectiva o en comandita que se encuentre en quiebra podrán celebrar convenio con uno o más de los socios solidarios, si se unen con los acreedores directos de éstos.


Este convenio desliga de la solidaridad al socio que lo obtiene y extingue la deuda social respecto de los demás socios hasta concurrencia de la cuota que dicho socio debiera pagar.


El activo social quedará sujeto al régimen de la liquidación de la quiebra, y los bienes privativos del socio con quien se hubiere celebrado el convenio serán aplicados al cumplimiento de éste.

Artículo 204.


No obstante la aprobación del convenio simplemente judicial, el tribunal que declaró la quiebra seguirá conociendo de todos los procesos agregados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 70.

Artículo 205.


Los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones o en la solicitud de designación de un experto facilitador, en su caso, pero que no los hubieren verificado oportunamente, podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, ante el tribunal que conoció del convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste. En este procedimiento podrá actuar como parte cualquiera de los acreedores del convenio.


Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos desde que entre a regir el convenio, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos.

Artículo 206.


El convenio podrá estipular el nombramiento de un interventor, que podrá o no ser síndico de la nómina, y tendrá las atribuciones y deberes que el mismo le señale. Su remuneración será fijada en la forma que determine el convenio.


El interventor sólo podrá ser revocado con el voto de uno o más de los acreedores que representen más del 50 % del total del pasivo con derecho a voto, con el acuerdo del deudor, y sin este acuerdo con el voto de uno o más de los acreedores que representen a lo menos los dos tercios del pasivo con derecho a voto.


Sin perjuicio de lo anterior, en el convenio se podrá designar una comisión de acreedores con las atribuciones y deberes que le señale.


Todas estas personas responderán de la culpa leve. Sólo los síndicos de la nómina estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia.

Artículo 207.


Las atribuciones y deberes del interventor serán las siguientes, a menos que se acuerde otra cosa:

1.
Imponerse de los libros, documentos y operaciones del deudor;

2.
Llevar cuenta de las entradas y gastos de los negocios del deudor;

3.
Visar, en su caso, los pagos a los acreedores;

4.
Cuidar de que el deudor no retire para sus gastos personales y los de su familia otras sumas que las autorizadas en el convenio;

5.
Rendir trimestralmente la cuenta de su actuación y la de los negocios del deudor, y presentar las observaciones que le merezca la administración de este último. Esta cuenta será enviada por correo a cada uno de los acreedores;

6.
Pedir al tribunal ante el cual se tramitó el convenio que cite a junta de acreedores, siempre que lo crea conveniente o cuando se lo pida alguno de ellos para tratar asuntos de interés común. Todos los acuerdos de la junta deberán ser adoptados por la mayoría del pasivo del convenio, con derecho a voto.

7.
Impetrar las medidas precautorias que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar. Estas solicitudes se tramitarán como incidente, y,

8.
Representar judicial y extrajudicialmente a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal.

Artículo 208.

Si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a una intervención si ésta no se hubiere estipulado, o bien declararse incumplido el convenio, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, con derecho a voto.


La solicitud dirigida a obtener una intervención o que ésta sea más estricta se tramitará como incidente.


Conocerá de las acciones que se ejerciten en conformidad al N° 7 del artículo anterior y al inciso precedente, el tribunal ante el cual se tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.

6.
Del rechazo del convenio.

Artículo 209.


Rechazadas las proposiciones de cualquier clase de convenio por no haber obtenido la mayoría necesaria para su aprobación, o desechado por cualquiera de las causales señaladas en el artículo 196, podrá el fallido reiterarlas cuantas veces lo estime necesario, pero no se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 188.


Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso anterior, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.


La junta que rechace las proposiciones de convenio judicial preventivo deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 174.


En caso de que se deseche el convenio judicial preventivo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 174.

7.
De la nulidad e incumplimiento del convenio.

Artículo 210.


No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio.


La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.


Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio.

Artículo 211.


El convenio podrá declararse incumplido a solicitud de cualquiera de los acreedores, por inobservancia de sus estipulaciones. Podrá también declararse incumplido en el caso a que se refiere el artículo 208.


Las acciones de incumplimiento del convenio prescribirán en seis meses, contados desde que hayan podido entablarse.

Artículo 212.


La declaración de incumplimiento dejará sin efecto el convenio, pero no extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso, serán oídos en el juicio de declaración de incumplimiento y podrán impedir la continuación de éste, pagando los dividendos pendientes dentro de tres días, contados desde la citación.


Las cantidades pagadas por el deudor antes de la declaración de incumplimiento y las que produzca la realización del activo de la quiebra, servirán de abono a la deuda en caso de que la caución se extienda a toda la suma estipulada; pero si comprende únicamente una parte de ella, sólo les servirá de descargo lo que reste después de cubierta la cuota no caucionada.

Artículo 213.


La nulidad y la declaración de incumplimiento del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario y será competente para conocer de ellas el tribunal que tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.


La sentencia que acoja las demandas de nulidad o de declaración de incumplimiento, será apelable en ambos efectos, pero el deudor quedará de inmediato sujeto a intervención por un síndico que tendrá las facultades del interventor del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil y las previstas en el artículo 177 bis.


Ni la declaración de nulidad ni la de incumplimiento tienen efecto retroactivo.

Artículo 214.


Una vez firme la resolución que declare la nulidad o el incumplimiento, el tribunal de primera instancia declarará la quiebra del deudor de oficio y sin más trámite. Si dicha nulidad es pronunciada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al Juez de Letras competente para declarar la quiebra.

Artículo 215.


En la demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia que dé lugar a la demanda y declare la quiebra. Estas designaciones no podrán recaer en quienes hubieren ejercido el cargo a que se refiere el número 1 del artículo 174. 


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el juez designará al síndico señalado en una de las demandas que se acojan.

Artículo 216.


Constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras esté vigente un convenio.


Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones de un convenio o sobre la solicitud de designación de un experto facilitador, según sea el caso, y la declaración de la segunda quiebra, se regirán por las reglas de los Párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI de esta ley.

Artículo 217.


La segunda quiebra reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.


Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en las distribuciones del activo de la quiebra por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubieren recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida. En todo caso, tanto los créditos de los acreedores antiguos, en lo que corresponda, como los de los nuevos, deberán ser verificados en la segunda quiebra, salvo aquéllos que la ley expresamente exceptúa de este trámite.”.

Artículo Transitorio.


La presente ley comenzará a regir después de sesenta días de su publicación en el Diario Oficial.”.
-o-


Se designó diputado informante a don José Miguel Ortiz Novoa.


Sala de la Comisión a 16 de agosto de 2005.


Aprobado en sesiones de fecha 5, 12 y 19 de julio de 2005 y 2 y 16 de agosto de 2005, con la asistencia de los Diputados señores Saffirio, don Eduardo (Presidente); Galilea, don José Antonio; Molina, don Darío; Ortiz, don José Miguel; Prieto, don Pablo; Tuma, don Eugenio; Uriarte, don Gonzalo; Walker, don Patricio y de la Diputada señora Carolina Tohá.


(Fdo.): ROBERTO FUENTES INNOCENTI, Secretario de la Comisión”.

16. Informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural acerca del proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450, de fomento de inversión privada en obras de riego y drenaje, permitiendo que los agricultores arrendatarios puedan postular a los proyectos de riego. (boletín Nº 3336-01)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural informa acerca del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sin urgencia y en primer trámite reglamentario, originado en una moción de los Diputados señores Prieto, Urrutia, Álvarez-Salamanca, Bauer; Galilea, don José Antonio; García, Hernández, Masferrer, Recondo y Von Mühlenbrock, que modifica la ley Nº 18.450, de fomento de inversión privada en obras de riego y drenaje, permitiendo que los agricultores arrendatarios puedan postular a los proyectos de riego.


Durante el estudio de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la asistencia y la participación de los señores Rolando Núñez, Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, junto a Enrique Mlynarz, Jefe del Departamento Técnico; Ricardo Isla, Jefe del Área de Planificación de Gestión y Branko Karelovic, Fiscal; Pedro Correa, Asesor Legislativo del Ministerio de Agricultura; Mauricio Caussade, Abogado Jefe de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Agricultura; Carlos Croxatto, Socio de Procivil Ingeniería Ltda.; Eduardo Riesco, Fiscal de la Sociedad Nacional de Agricultura, y Magaly Cid, Coordinadora de Riego del Indap VI Región.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:

1ª
Que su articulado no contiene disposiciones de carácter orgánico constitucional ni de quórum calificado.

2ª
Que, de acuerdo con el artículo 220 del Reglamento de la Corporación, el texto del proyecto de ley aprobado por la Comisión no contiene normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

3ª
Que el proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad, con el voto favorable de los Diputados señores Sánchez (Presidente), Álvarez Salamanca; Galilea, don José Antonio; Recondo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Urrutia. Los números 1, 2 y 3 del artículo único del proyecto fueron aprobados por asentimiento unánime.

4ª
Que, como Diputado informante, se designó al señor Ignacio Urrutia Bonilla.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

Incidencia en la legislación vigente.


El proyecto modifica los artículos 2º y 14 de la ley Nº 18.450, y es materia de ley, toda vez que modifica una norma de dicho rango, en conformidad con el artículo 60 de la Constitución Política. Asimismo, resulta admisible, por cuanto no es de aquellas materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


La ley Nº 18.450 aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje. Bonifica hasta en el 75% el costo de estudios, construcción y rehabilitación de obras de riego o drenaje, y las inversiones en equipos y elementos de riego mecánico, siempre que se ejecuten para incrementar el área de riego, mejorar el abastecimiento de agua en superficies regadas en forma deficitaria, perfeccionar la eficiencia de la aplicación del agua de riego o habilitar suelos agrícolas de mal drenaje y, en general, toda obra de puesta en riego, habilitación y conexión, cuyos proyectos sean seleccionados y aprobados en la forma que se establece en esta ley.


En su artículo 2º
, la ley Nº 18.450 determina que pueden acogerse a esta bonificación las personas naturales o jurídicas propietarias, usufructuarias, poseedoras inscritas o meras tenedoras en proceso de regularización de títulos de predios agrícolas, por las obras e inversiones que ejecuten en beneficio directo de los respectivos predios.


El artículo 14
 exige la autorización de la Comisión Nacional de Riego para retirar del predio o para enajenar bienes adquiridos con la bonificación antes que concluya el plazo de diez años, contado desde la fecha de recepción de la obra. El incumplimiento de esta obligación se sanciona con multa del triple de las unidades de fomento percibidas por concepto de la bonificación.

III. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


La idea matriz o fundamental del proyecto en informe es permitir que los agricultores arrendatarios puedan acceder a los beneficios de la ley Nº 18.450, que bonifica el costo de estudios, construcción y rehabilitación de obras de riego o drenaje, las inversiones en equipos y elementos de riego mecánico y, en general, toda obra de puesta en riego, habilitación y conexión, cuyos proyectos sean seleccionados y aprobados en la forma que se establece.

A)
Fundamentos.


Según se expresa en la moción presentada, la ley Nº 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, excluye a los agricultores arrendatarios de la postulación a proyectos de riego, a los beneficios que otorga el Estado y a la tecnificación del riego.


Sólo pueden acceder a estos beneficios los agricultores propietarios. En el caso de los agricultores arrendatarios, sólo pueden postular aquellos que presenten un contrato de arrendamiento a doce años, más sus derechos de usufructo.


En la práctica, los dueños de las propiedades agrícolas no arriendan sus terrenos por tan largo tiempo, pues la mayor parte de ellos lo hace anualmente, en plazos renovables por acuerdo de las partes. Dado que en el país la mayoría de los agricultores son pequeños y medianos, también hay que considerar que muchos de ellos son arrendatarios.


Se transforma en discriminación impedir que los agricultores arrendatarios reciban el subsidio que ofrece la ley 18.450, especialmente porque parte de los recursos destinados a la ley de Riego proviene de los recursos asignados por el Estado a los agricultores todos, en compensación por el ingreso de Chile al Mercosur. Hoy, más que nunca, hay que ser eficiente para competir con los grandes subsidios que los países industrializados otorgan a sus productores agrícolas, lo cual significa que los agricultores deben competir con productos fuertemente bonificados.


En los últimos años, las inversiones en riego tecnificado, especialmente aquellas que son móviles (carretes, alas móviles y de cobertura total), toman cada día mas relevancia, ya que se acomodan muy bien a las distintas situaciones y han demostrado tener gran impacto positivo en el aumento de las producciones. Esto hace necesario desarrollar en más profundidad este segmento tecnológico y aprovechar sus beneficios. Hay que tener presente el hecho de que no ser propietario de tierras y derechos de agua no impide que una persona desarrolle la actividad agrícola como agricultor arrendatario, el cual, obviamente, en los arriendos que contrata, incluye sus derechos de aguas.


Dado que los agricultores que arriendan también generan riqueza para nuestro país y utilizan gran mano de obra, ayudando así a la generación de empleos en las diferentes regiones agrícolas, es menester garantizar la igualdad de oportunidades en esta materia.

B)
Comentario sobre el articulado del proyecto.


La iniciativa consta de un artículo único, con dos números, que regulan las materias que a continuación se detallan.


Por el número 1, se agrega, en el artículo 2º, la frase “agricultores arrendatarios” entre los beneficiarios que pueden postular a los beneficios de la ley.


Por el número 2, se elimina, en el artículo 14, la frase “retirare del predio o”, para suprimir la exigencia de requerir la autorización de la Comisión Nacional de Riego para retirar los bienes adquiridos con la bonificación.

IV. DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO.

A)
Discusión general.


Durante la discusión general del proyecto, se conoció la opinión de las siguientes personas e instituciones.

1.
Ministerio de Agricultura.


El señor Mauricio Caussade, Abogado Jefe de la Asesoría Jurídica, señaló que la moción contenida en el boletín Nº 3336-01 plantea modificar el artículo 2º de la ley 18.450, intercalando, a continuación de la expresión “poseedoras inscritas”, la frase “agricultores arrendatarios” y eliminando del artículo 14 la locución “retirare del predio o”.


Con estas modificaciones legales, se pretende incorporar como beneficiarios de los fondos que consigna esta normativa a los agricultores arrendatarios de predios agrícolas, que son meros tenedores de dichos predios, garantizando de esa manera la igualdad de oportunidades en esta materia, en relación con los actuales beneficiarios de la ley, es decir, los agricultores propietarios, usufructuarios, poseedores inscritos o meros tenedores en proceso de regularización de títulos de predios agrícolas y las organizaciones de usuarios previstas en el Código de Aguas, incluidas las comunidades no organizadas que hayan iniciado su proceso de constitución, ya que estas son situaciones de ordinaria ocurrencia en el medio rural. Estas últimas fueron agregadas a la ley a través de modificación en el año 1993.


Sobre los contenidos de esta moción, observó, en primer lugar, que el artículo 2º de la ley Nº 18.450, al excluir a los “agricultores arrendatarios” como beneficiarios de la ley no constituye una discriminación arbitraria, por cuanto la ley Nº 18.450, de fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje, se basa en un concurso público, en el cual se asignan ciertos fondos, en forma imparcial.


En este sistema concursal, la Comisión Nacional de Riego debe velar por que los factores que influyen en los puntajes finales de cada solicitante (aporte, costo y superficie) se respeten y sean debidamente acreditados. Lo anterior se logra en este concurso público mediante la descripción taxativa que hace efectivamente la ley Nº 18.450 en su artículo 2º, en el cual se faculta, sin perjuicio de los meros tenedores en proceso de regularización, que postulen a los concursos de la ley de Riego aquellos beneficiarios que tienen sobre el predio el derecho real de dominio o el derecho real de usufructo.


El derecho real garantiza y da certeza respecto de la relación directa existente entre el predio y el dueño, o bien entre el predio y el usufructuario, en especial ateniéndose a que el usufructo, por esencia, no acepta condición, ni plazo que altere o suspenda su ejercicio.


Lo antedicho significa que pueden postular a los beneficios de la ley los “agricultores no propietarios”, como “usufructuarios” de los predios. La referencia se hace a los predios, ya que en los derechos de aprovechamiento de aguas no existe limitación sobre el tipo de derecho, real o personal, que debe tener el solicitante, pudiendo éste ser dominio, usufructo o arriendo inscrito.


La limitación no existe respecto de los derechos de agua, ya que, tal como se ha dicho, uno de los factores más importantes en la determinación del puntaje de este concurso público y, consecuentemente, de la fe pública de los contribuyentes, es la superficie efectiva de nuevo riego incorporada. Así visto, le pareció que no es posible entender dónde se encuentra la discriminación planteada.


En relación con la modificación indicada en el artículo 14, en la cual se quiere suprimir la fase “retirare del predio o”, es decir, eliminar la sanción de multa para aquel que, sin la autorización de la Comisión Nacional de Riego, retirare del predio bienes adquiridos con la bonificación antes de que concluya el plazo de diez años, contado desde la fecha de recepción de la obra, implica, a juicio del Ministerio, una destrucción de la protección legal que dicho artículo da, en un contexto integral del funcionamiento de la ley Nº 18.450 y su reglamento.


Al respecto, recordó que, en 1993, se modificó la ley para incorporar, justamente, la expresión “o enajenare” bienes, para restringir la posibilidad de la separación de los bienes adquiridos con la bonificación de los predios a que se acceda.


Finalmente, señaló que, en la moción presentada para modificar el artículo 2º de la ley 
Nº 18.450, su alcance es parcial y no incorpora las necesarias modificaciones en el cuerpo legal ya referido, que han sido objeto de debate desde hace ya largos años.


En efecto, la modificación nada dice respecto de temas trascendentales, tales como la extensión de la vigencia de la ley (el actual cuerpo normativo rige sólo hasta el año 2010), los subsidios mayores para pequeños propietarios agrícolas y la posibilidad de inicio anticipado de obras de drenaje, entre otras materias.


Por todo lo anterior, en nombre del Misterio de Agricultura, manifestó su oposición al contenido de la moción sobre esta materia.


El señor Pedro Correa, Asesor Legislativo, informó que el Ministerio está preparando un proyecto de ley para prorrogar la vigencia de la ley Nº 18.450 y modificar algunas de sus normas para favorecer, precisamente, a los pequeños productores agrícolas.


Por otra parte, en el debate se ha hablado más bien de obras de infraestructura, que pueden favorecer al predio, pero la moción está enfocada a las inversiones en riego tecnificado, especialmente aquellas que son móviles.


En otro orden de materias, indicó que el concurso público está regulado sólo para los propietarios, por lo que resulta necesario modificar esas normas, estableciendo los requisitos para que los arrendatarios puedan postular.

2.
Comisión Nacional de Riego.


El señor Rolando Núñez, Secretario Ejecutivo, señaló que el Servicio a su cargo tiene una opinión contraria a la moción en estudio.


La moción presentada plantea agregar, en el artículo 2º de la ley 18.450, la frase “agricultores arrendatarios”, a continuación de la frase “poseedoras inscritas”, y, en el artículo 14, inciso primero, suprimir la frase “retirare del predio o”.


Respecto del hecho que la ley 18.450 excluye a los agricultores arrendatarios de la postulación a los beneficios de esta ley, expresó que la ley 18.450, en su artículo 2º, señala taxativamente quiénes pueden acogerse a la bonificación que ella establece, previendo: “... individualmente o en forma colectiva, las personas naturales o jurídicas propietarias, usufructuarias, poseedoras inscritas o meras tenedoras en proceso de regularización de títulos de predios agrícolas ...”.


La razón que tuvo en consideración el legislador es que todos estos potenciales beneficiarios tienen en común la seguridad y la certeza jurídica (respecto de los meros tenedores, condicionados a que logren la inscripción de la posesión y adquieran el dominio por prescripción adquisitiva especial de un año desde la inscripción del título) de poder usar, gozar y disponer (esta última facultad con excepción del usufructuario) de un determinado predio agrícola.


Por otro lado, el artículo 14, inciso primero, de la ley señala que “El que sin la autorización de la Comisión Nacional de Riego retirare del predio o enajenare bienes adquiridos con la bonificación antes que concluya el plazo de 10 años, contados desde la fecha de recepción de la obra, será sancionado con multa, a beneficio fiscal, equivalente al triple de las unidades de fomento que hubiere percibido por concepto de bonificación.” En todo caso, para que la Comisión Nacional de Riego otorgue la autorización referida, los bienes en cuestión “deberán haber sido ocupados y debidamente usados en el objetivo del proyecto”.


En esta norma el legislador cristalizó su intención de dar un mínimo de permanencia y sostenibilidad a la inversión del Estado en un determinado predio de carácter agrícola, fijando una severa multa al infractor, sin perjuicio de que la autoridad respectiva pudiere autorizar el retiro de los bienes adquiridos con la bonificación, siempre que se cumplieran las dos antedichas condiciones: haber sido ocupados y debidamente usados en el objetivo del proyecto y no en otro.


El legislador no contempló el arrendamiento como título suficiente para postular a la bonificación de la ley 18.450; pero, en su reemplazo, aludió al usufructo, porque, si bien usufructuario y arrendatario son meros tenedores del bien, jurídicamente uno constituye un derecho real y el otro un derecho personal. Al legislador de la ley 18.450 le interesó unir el predio al titular (lo que ocurre en el derecho real), ya que es el predio el beneficiado, según lo prescribe el artículo 2º de dicha norma al decir “ ... por las obras e inversiones que ejecuten en beneficio directo de los respectivos predios.”


Opinó que la moción indica, equivocadamente, que la ley 18.450 permite al arrendatario presentar un contrato por doce años más sus derechos de usufructo. No se permite el arrendamiento como título de postulación sobre el predio, sino el usufructo por un plazo no inferior a doce años. Este plazo no aparece en la ley. Se establece en las bases de los concursos, en virtud del artículo 12 del reglamento de la ley 18.450, considerando que el período del concurso es de dos años, en promedio, hasta la recepción definitiva de las obras. Luego se agrega el plazo de los diez años contemplado en el artículo 14 de la ley.


Con relación a la discriminación a que alude la moción, es opinión de esa Secretaría Ejecutiva que ésta solo es cuestionable cuando involucra arbitrariedad, es decir, si no nace de un fundamento radicado en la razón, lo que no se da en este caso, puesto que el legislador contempla otros instrumentos de fomento en la materia para el pequeño productor agrícola, administrados por otros servicios, tales como Indap, Conadi, etc., que contienen figuras como la del arrendatario.


Respecto de la inexistencia de igualdad de oportunidades, principio consagrado en el artículo 19, Nº 2, de la Constitución Política de la República, también se verifica en el actual cuerpo normativo. El legislador, en el artículo 2º de la ley 18.450, ha seleccionado la titularidad sobre los predios de quienes pueden postular a la bonificación atendiendo a la relevancia de la inversión y a los objetivos de la ley prescritos en su artículo 1º. Dicha enumeración taxativa no atenta contra el principio de igualdad ante la ley, porque toda ley considera requerimientos exigibles que no son aplicables a todos.


Como se ha dicho, la arbitrariedad implica un acto o proceder contrario a la justicia, la razón o las leyes, dictado sólo por la voluntad o el capricho. El espíritu del legislador y la historia fidedigna de la ley 18.450 y sus modificaciones posteriores aclaran el objetivo que se tuvo en vista y concuerdan en la necesidad de que quienes postulen posean estabilidad y claridad respecto del dominio del predio, lo que no se da en el arrendamiento, en que incluso el que no es dueño puede otorgar el arrendamiento de una cosa.


Respecto de la necesidad de eliminar, en el artículo 14, inciso primero, de la mentada ley, la frase “retirare del predio o”, surge la preocupación de si la naturaleza de la inversión que se pretende fomentar está referida a equipos móviles. Es decir, si alguien arrienda otro predio, distinto del beneficiado, puede retirar el equipo sin siquiera pedir autorización, ya que ésta sería sólo para el evento de la enajenación si se acepta la modificación propuesta.


Tampoco sería necesario comprobar que, durante el tiempo en que se mantuvo el equipo en el predio objeto de la bonificación, él fue ocupado y usado en el objetivo del proyecto. Lo más cuestionable es que tampoco se está obligado a llevarlo a otro predio que el beneficiario de la ley arriende o no arriende, y ni siquiera a continuar usándolo.


Eventualmente, de la manera que la modificación está propuesta, podría ocurrir que se generase un negocio de arrendamiento o prestación de servicios con equipos móviles a otros agricultores con un bien pagado en un importante porcentaje con una bonificación estatal. Este no fue ni es el objetivo de la ley 18.450, y en la normativa vigente queda claramente expuesto.


Los objetivos específicos de la “Política de Riego y Drenaje”, elaborada por la “Mesa de Coordinación Interinstitucional” de noviembre de 2003, uno de los cuales plantea “ implementar, considerando el rol social que cumple el riego, mecanismos de financiamiento del Estado, diferenciados de acuerdo con la condición socioeconómica de los beneficiados y asegurando la participación financiera de los privados en función de los beneficios que obtengan”, tienen en vista la necesidad de perfeccionar los instrumentos existentes, coordinando y focalizando los mecanismos de fomento productivo y estudiando el diseño de nuevos instrumentos.


La ley 18.450, que atiende a la estabilidad y permanencia de la inversión unida al predio que beneficia, es decir, como instrumento territorial, debe ser fortalecida en estos principios y no menoscabada, toda vez que existen otros medios para que el segmento aludido por la moción participe de la inversión en riego y drenaje.


La Mesa de Coordinación Interinstitucional también se refirió a las estrategias de financiamiento apoyando lo antes planteado, al advertir que se deben “mejorar, por parte del Estado, los mecanismos de financiamiento para la realización de la infraestructura de riego y del desarrollo agrícola...”.


Agregó que “el financiamiento debe ser socialmente equitativo, focalizando en forma adecuada los incentivos del Estado para los diferentes tipos de beneficiarios de acuerdo con su condición social y su capacidad empresarial...”. Está presente la diferenciación de los potenciales beneficiarios. Hoy, la ley 18.450, a través de las bases de los concursos (artículo 12 del reglamento), permite la postulación del pequeño productor agrícola enmarcada en la discriminación positiva (artículo 3º de la ley 18.450), legitimada en el ordenamiento jurídico nacional.


Consultado, reiteró que existe el temor de que la inversión estatal en obras de riego sea utilizada por los agricultores arrendatarios para lucrar. Además, los recursos de la ley son escasos y no alcanzan para favorecer a todos los agricultores propietarios, por lo que considera inconveniente agregar un nuevo segmento de concursantes, que disminuirá aun más las posibilidades.


Expresó que el Consejo de Ministros de la Comisión Nacional de Riego, a través de la Mesa de Coordinación Interinstitucional, integrada por las distintas instituciones públicas vinculadas al riego, propuso, en el año 2003, elaborar un documento que diera cuenta de cómo enfrentar los desafíos del subsector riego para los próximos años.


El primer paso fue hacer un diagnóstico que otorgara una visión critica del subsector, necesario para sentar las bases de una “Política Integral de Riego y Drenaje”. Él abarca, con una perspectiva histórica, los principales logros y problemas que han afectado y afectan a esta actividad.

Su elaboración permitió consensuar, entre las principales instituciones del sector público más directamente involucradas con el riego, la importancia que éste tiene en el país y la necesidad de contar con una política de Estado de mediano y largo plazo sobre el recurso hídrico para riego, tan estratégico en el desarrollo del sector agropecuario.

La aplicación de esta política debería transformarse en los próximos años en un instrumento capaz de dinamizar la agricultura de riego en el marco de la apertura económica, de sostenibilidad ambiental y de equidad social.

Explicó, por otra parte, que actualmente no hay capacidad para favorecer a todos los propietarios interesados en postular. Por eso, resulta complicado incorporar a los arrendatarios.


Además, estimó que la moción está en contra de la lógica de la ley de Riego y que se requiere de una mirada más amplia, que permita efectuar modificaciones de fondo al sistema.


El señor Enrique Mlynarz, Jefe del Departamento Técnico, insistió en que, de conformidad con las variables concursales existentes, los propietarios quedarían en una situación desmedrada respecto de los arrendatarios, toda vez que éstos podrían manejar ciertas variables, como la superficie.


Asimismo, explicó que, para dar cabida en los concursos a los agricultores arrendatarios, es necesario modificar todo el sistema concursal. Consideró que esta enmienda, que ha sido calificada de menor, afecta a todo el sistema de la ley.


En otro orden de materias, sostuvo que las aprensiones manifestadas respecto de las obras de riego no se repiten en materia de obras de drenaje, ya que éstas quedan adscritas al predio.


El señor Branko Karelovic, Fiscal, aclaró que ningún arrendatario puede postular, cualquiera que sea el plazo de su contrato de arriendo, a los proyectos de riego de la ley 18.450. La moción señala, erróneamente, que los arrendatarios con contrato de arrendamiento a doce años pueden postular, lo que no es efectivo.


Además, la posibilidad de retirar del predio los elementos de riego tecnificado, especialmente aquellos que son móviles, resulta complicada, ya que pueden crearse empresas de riego que se dediquen a lucrar con estas obras.


El señor Ricardo Isla, Jefe del Área de Planificación de Gestión, explicó que los concursos están focalizados, pero que los arrendatarios, por no existir un concurso especial, deberían competir con los propietarios.


Por otra parte, recordó que se están estudiando las modificaciones de la ley Nº 18.450, las que, además de prorrogar su vigencia, deberían reformar algunas otras materias.

3.
Instituto de Desarrollo Agropecuario VI Región.


La señora Patricia Cid, Coordinadora de Riego, concordó en que, normalmente, el pequeño productor no tiene la capacidad para presentar proyectos, por lo que el Indap ha implementado programas para apoyarlo en su postulación a la ley de Riego.


Señaló que se destinan fondos a proyectos comunitarios de riego, pero que faltan medios, ya que las demandas son cada vez más elevadas, por lo que se requiere contar con mayores recursos.


Explicó que el Indap también subsidia la parte de riego tecnificado, pero en un monto bajo. Asimismo, se beneficia a los agricultores arrendatarios que tengan un contrato por más de cinco años.

4.
Empresa Procivil Ingeniería Ltda.


El señor Carlos Croxatto, socio, expresó que no se opone al proyecto de ley, sino que, por el contrario, cree que es positivo para estimular el desarrollo del riego en el país. Explicó su experiencia en esta materia, señalando que su empresa se dedica principalmente a las organizaciones.


Estimó que esta bonificación será útil, especialmente para los pequeños agricultores que no tienen la capacidad de realizar estas obras por sí mismos, focalizando el gasto social en esta materia. En todo caso, aclaró que no cree en un aprovechamiento de la ley, ya que es bastante difícil y oneroso elaborar los proyectos.


Manifestó que concuerda con lo expuesto durante el debate, en orden a que lo importante es que los predios resultarán beneficiados. En todo caso, indicó que hay otros temas de la ley que deberían ser analizados en profundidad.

5.
Sociedad Nacional de Agricultura.


El señor Eduardo Riesco, Fiscal, señaló que la SNA está plenamente de acuerdo en que se amplíe el subsidio a los arrendatarios de predios agrícolas y concuerda plenamente con los fundamentos de la moción.


No obstante, estimó que, en caso de que el proyecto presentado por el arrendatario implique la ejecución de obras permanentes en el predio, debería exigirse la aprobación del arrendador, la cual podría manifestarse en la presentación del proyecto o en un instrumento separado.


Sostuvo que no parecería adecuado obligar a los arrendadores a aceptar obras que, eventualmente, podrían redundar en perjuicio para el predio o para futuras explotaciones. Por lo anterior, sugirió incluir un inciso en el artículo 2º.


Por otra parte, se manifestó en desacuerdo con la eliminación de la obligación de mantener los bienes en el predio, por cuanto se trata de una garantía que desaparecería en relación con todos los beneficiarios. Si el retiro puede ser autorizado, el término del arrendamiento y la consecuente entrega del predio será una causal suficiente para ello.


En otro orden de materias, como detalle de técnica legislativa, propuso que la intercalación del arrendatario se haga en el artículo 14, a continuación de la palabra “usufructuarias”, por cuanto los poseedores inscritos y los meros tenedores forman un solo grupo, que tiene como condición encontrarse en proceso de regularización de títulos.


Asimismo, recomendó que la expresión “agricultores arrendatarios” se adecue al género femenino, para armonizarla con el resto de las personas que figuran como sujetos.

-o-


Hubo consenso en el seno de la Comisión en orden a sostener que el riego significa un beneficio para el predio, no para la persona del arrendatario. Se trata de desarrollar el agro, independientemente de la tenencia de la tierra, siguiendo un principio similar al que inspira el programa de fertilización de praderas.


Asimismo, se estimó que esta iniciativa otorgaría a los pequeños agricultores una evidente oportunidad para desarrollar estas obras. Además, sería beneficiosa para el propietario del predio, que contaría con una nueva obra cuando terminara el arriendo. Además, las obras que efectúe el arrendatario en el predio pueden aumentar el avalúo del mismo, con el consiguiente beneficio para el Estado, a través del impuesto territorial.


En otro orden de ideas, se tuvo en consideración que el mayor problema de la ley 
Nº 18.450 es que no hay créditos de enlace para postular a los proyectos y las personas deben acudir a la banca privada. Por eso, la gente no postula y sobran recursos de la ley. Además, cuando logran postular, no pueden iniciar las obras, porque no cuentan con los recursos para hacerlo.


Si bien se entendió la preocupación de la Comisión Nacional de Riego en relación con la posibilidad de que obras que han sido construidas con aporte estatal queden abandonadas, se afirmó que, en el caso de una obra no movible, que sea postulada por un agricultor arrendatario, quedará en beneficio del predio.

Por otra parte, si se trata de una obra móvil y el arrendatario la traslada a otro predio, éste también se verá beneficiado y quedará una nueva superficie bajo riego.


Además, se tuvo presente que la Comisión Nacional de Riego es la que selecciona a los concursantes, por lo que no debería haber tantas aprensiones respecto de los arrendatarios postulantes. En efecto, la evaluación de los concursantes seguirá estando en manos de la Comisión Nacional de Riego, a pesar de cualquier modificación que se efectúe a la ley.


En todo caso, se previno que es necesario presentar una indicación que determine la necesidad de establecer un procedimiento especial y separado de postulación para los agricultores arrendatarios.


Asimismo, se juzgó conveniente modificar la norma propuesta respecto del retiro de los bienes adquiridos, de manera que, previamente, deba notificarse de él a la Comisión Nacional de Riego, pero no se creyó necesario que ésta deba emitir una autorización al respecto.


Cerrado el debate y puesto en votación general el proyecto de ley, vuestra Comisión procedió a aprobarlo por unanimidad, con el voto favorable de los Diputados señores Sánchez (Presidente), Álvarez Salamanca; Galilea, don José Antonio; Recondo; Sepúlveda, doña Alejandra, y Urrutia.

B)
Discusión particular.

Artículo único.


Modifica la ley Nº 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje.

Nº 1.


El proyecto propone intercalar, en el artículo 2º, a continuación de la frase “poseedoras inscritas”, la expresión “agricultores arrendatarios”.


Durante la discusión de esta modificación, se presentó una indicación sustitutiva de los Diputados señores Galilea, don José Antonio; Recondo, Sánchez y Urrutia, para intercalar, en el artículo 2º, entre las expresiones “propietarias” y “usufructuarias”, la palabra “arrendatarias”.


Explicaron sus autores que la ubicación de la expresión “arrendatarios” no era apropiada entre los poseedores inscritos y los meros tenedores, ya que éstos forman un solo grupo, que tiene como condición encontrarse en proceso de regularización de títulos.


-Sometida a votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por unanimidad.

Nº 2, nuevo.


Se presentó una indicación de los Diputados señores Galilea, don José Antonio; Recondo, Sánchez y Urrutia, para agregar, en el artículo 4º, a continuación del primer punto seguido (.), la oración “Para el caso de los arrendatarios, el concurso será separado”.


Sostuvieron sus autores que es necesario determinar en la ley que los arrendatarios deberán optar a concursos en forma separada de los propietarios, que fue una de las aprensiones manifestadas por el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego.


Añadieron que los requisitos y la forma de efectuar este concurso especial para los arrendatarios quedará encomendada a un reglamento, que deberá dictar el Ejecutivo.


-Sometida a votación la indicación, fue aprobada por asentimiento unánime.

Nº 2, que pasa a ser Nº 3.


Elimina, en el artículo 14, la frase “retirare del predio o”.


Se presentó una indicación de los Diputados señores Galilea, don José Antonio; Recondo, Sánchez y Urrutia, para sustituir el inciso primero del artículo 14 por el siguiente:


“El que, sin aviso previo a la Comisión Nacional de Riego, retirare del predio bienes adquiridos con la bonificación, antes de que concluya el plazo de cinco años, contado desde la fecha de recepción, será sancionado con una multa, a beneficio fiscal, equivalente a las unidades de fomento que hubiere percibido por concepto de bonificación. El que, sin la autorización de la Comisión, enajenare estos bienes antes del plazo de diez años, será sancionado con multa equivalente al triple de dicha bonificación. En este último caso, la autorización procederá siempre que los bienes en cuestión hayan sido ocupados y debidamente usados en el objetivo del proyecto.”


Señalaron los autores de la indicación que resultaba necesario reformular la modificación del artículo 14, de manera de exigir, en otros términos, que el retiro de los bienes del predio se efectúe con previo aviso a la Comisión Nacional de Riego.


Argumentaron que la exigencia de tal autorización es exagerada para el caso del mero retiro, así como lo es el plazo de diez años, que debería reducirse a cinco, manteniendo la autorización y el plazo de diez años para el caso de la enajenación de bienes adquiridos con la bonificación.


-Sometida a votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por unanimidad.

V. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural os recomienda aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY.


“Artículo único.- Modificase la ley Nº 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, en la siguiente forma:

1.
Intercálase, en el artículo 2º, entre las expresiones “propietarias” y “usufructuarias”, la palabra “arrendatarias”.

2.
Agrégase, en el artículo 4º, a continuación del primer punto seguido (.), la oración “ Para el caso de los arrendatarios, el concurso será separado”.

3.
Sustitúyese el inciso primero del artículo 14 por el siguiente:


“El que, sin aviso previo a la Comisión Nacional de Riego, retirare del predio bienes adquiridos con la bonificación, antes de que concluya el plazo de cinco años, contado desde la fecha de recepción, será sancionado con una multa, a beneficio fiscal, equivalente a las unidades de fomento que hubiere percibido por concepto de bonificación. El que, sin la autorización de la Comisión, enajenare estos bienes antes del plazo de diez años, será sancionado con multa equivalente al triple de dicha bonificación. En este último caso, la autorización procederá siempre que los bienes en cuestión hayan sido ocupados y debidamente usados en el objetivo del proyecto.”.”

-o-


Se designó Diputado informante al señor Ignacio Urrutia Bonilla.


Sala de la Comisión, a 16 de agosto de 2005.


Acordado en sesiones de fechas 5 y 12 de julio y 9 y 16 de agosto de 2005, con la asistencia de los Diputados señores Leopoldo Sánchez Grunert (Presidente); Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Büchi, José Ramón Barros Montero, José Antonio Galilea Vidaurre, Javier Hernández Hernández, Fernando Meza Moncada, Sergio Ojeda Uribe, José Pérez Arriagada, Carlos Recondo Lavanderos, Alejandra Sepúlveda Orbenes e Ignacio Urrutia Bonilla.


(Fdo.): MIGUEL CASTILLO JEREZ, Secretario de la Comisión”.

17. Segundo informe de la Comision de Trabajo y Seguridad Social, recaido en el proyecto de ley que crea el sistema nacional de certificación de competencias y perfecciona el estatuto de capacitación y empleo. (boletin N° 3507-13-1)
“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, originado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, que crea el sistema nacional de certificación de competencias y perfecciona el estatuto de capacitación y empleo, contenido en el boletín 
N° 3507-13.


A las sesiones que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistieron el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra; la señora Directora Nacional del Servicio de Capacitación y Empleo -SENCE-, doña Jossie Escarate Müller, y el Asesor Legislativo de esa cartera de Estado, don Francisco Del Río Correa.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Consideraciones preliminares.


Como lo señala el propio Mensaje de S. E. el Presidente de la República, como consecuencia de los procesos de transformación acelerada que impone la globalización y la incorporación de las nuevas tecnologías, el mercado laboral ha sufrido importantes cambios. La estructura del empleo se caracteriza en la actualidad por una mayor participación del sector servicios, surgimiento de nuevos tipos de jornadas laborales, la existencia de una mayor movilidad y rotación laboral, y el aumento en los niveles de exigencia de calificación de la mano de obra.


Para adaptar nuestra economía a los cambios estructurales del nuevo mercado del trabajo, se requiere generar transformaciones sustantivas que aseguren la igualdad de oportunidades a toda la población, especialmente de los sectores más vulnerables.


En este contexto, contar con las habilidades mínimas de adaptación para reaprender sucesivamente nuevos códigos tiene una importancia fundamental. Hoy en día, los conocimientos adquiridos por un individuo al inicio de su carrera técnica o profesional quedarán prontamente obsoletos, si no es capaz de adquirir nuevas habilidades y competencias.


Para esto, junto con persistir en los esfuerzos desarrollados en el ámbito de la educación y la capacitación, se requiere conformar un Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales que permita el reconocimiento formal de las competencias laborales de las personas, independientemente de la forma en que hayan sido adquiridas.


Este Sistema contribuirá a la actualización y el progreso de la formación de los trabajadores, se constituirá en un referente para mejorar la calidad y pertinencia de la formación y la capacitación impartida, y optimizará la eficiencia de los procesos de intermediación laboral.


El proyecto se inserta en un esfuerzo del Gobierno por instaurar un Sistema de Educación y Capacitación Permanente que permita a los trabajadores actualizar en forma constante sus conocimientos, habilidades y actitudes para responder adecuadamente a las demandas propias del sector productivo. Al respecto se han realizado esfuerzos que permiten responder al desafío de contar con un sistema de educación y capacitación continua. En efecto, se extendió el uso de la franquicia tributaria para que los trabajadores que no completaron su educación escolar accedan a procesos de nivelación de estudios, así como para aumentar las oportunidades de formación profesional y técnica de aquellos que completaron su enseñanza formal.


En este contexto el Sistema que se crea mediante este proyecto de ley responde a la necesidad que tiene un Sistema de Educación y Capacitación Permanente de disponer de información relevante que oriente a los trabajadores y a las empresas respecto de sus necesidades de formación y capacitación, de modo que los trabajadores accedan a mejores oportunidades de inserción laboral, y las empresas cuenten con información relevante que les permita optimizar sus procesos productivos y sus niveles de competitividad.


Asimismo, los estándares de competencias laborales que sean levantados en el Sistema, podrán constituir un referente para alinear la educación técnica superior a los requerimientos del mundo productivo, optimizando de esta forma su pertinencia, así como las posibilidades de una mejor inserción laboral de quienes se forman en dicho sistema educacional.


El actual sistema de capacitación ha demostrado logros relevantes en materia de cobertura. En efecto, en 1999 se capacitaron aproximadamente 560 mil personas, mientras en el año 2002 esta cifra aumento a 885 mil, representando un 64% de incremento en los últimos cuatro años.


No obstante estos positivos aumentos de cobertura y la diversidad de la oferta de servicios de capacitación, aún se debe avanzar en materia de su calidad y pertinencia. El sistema de capacitación actual no tiene un referente que le permita evaluar su calidad y pertinencia respecto a las necesidades del sector productivo.


Para ello se requiere avanzar, promoviendo mecanismos que permitan asegurar la calidad de la oferta de capacitación. El Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales constituye una herramienta significativa para mejorar la calidad y la pertinencia de la capacitación, en tanto permite evaluar el desempeño demostrado por los trabajadores de acuerdo a estándares definidos por el mundo productivo, así como generar una oferta de cursos basados en módulos de competencias laborales de acuerdo a dichos estándares.


En este contexto, se requiere mejorar los requisitos de acceso al Registro Nacional de Organismos Técnicos de Capacitación, de tal manera que los organismos oferentes de servicios de capacitación se comprometan a entregar mínimas garantías de aseguramiento de la calidad de sus servicios.


Adicionalmente, se requiere garantizar que los cursos de capacitación inscritos en el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo mantengan su relevancia respecto de las habilidades que están siendo requeridas por el sector productivo, para ello es necesario que se disponga de un procedimiento que permita que éstos se actualicen en función de dichos requerimientos.


Asimismo, el propio Mensaje señala que el Gobierno está consciente de la relevancia de transparentar la información existente en el mercado laboral de modo de facilitar el encuentro entre la oferta y la demanda de puestos de trabajo, a fin de disminuir los períodos de búsqueda de empleo y los costos sociales asociados. Se han realizado esfuerzos en esta materia, la creación de Oficinas Municipales de Intermediación Laboral han constituido un espacio a nivel local que apoya los procesos de intermediación de sus trabajadores y empresas, en tanto la entrada en vigencia del seguro de cesantía constituye una importante oportunidad para generar un sistema de información sobre las personas cesantes de nuestro país.


En este contexto es fundamental -a juicio del Ejecutivo-contar con un Sistema que entregue información confiable respecto de las competencias laborales efectivas de la fuerza laboral, que permita, por un lado, a los trabajadores acceder a una herramienta que demuestre sus conocimientos, habilidades y actitudes efectivas participando de mejor manera en el mercado laboral, y por otro, a los empresarios contar con información útil y confiable para optimizar la toma de decisiones de contratación y de negocio.

2.
Contenido del proyecto.


Los principales contenidos del proyecto en informe y sus características son las siguientes:


2.1.- Características del Sistema propuesto.

a.
Constituye un sistema nacional de acreditación de aptitudes, conocimientos y destrezas laborales.


El Sistema que se propone, está orientado a certificar y reconocer, formalmente, las competencias laborales de las personas, independiente de la forma en que las adquirieron y de si tienen o no un título o grado académico obtenido en la educación formal.


La institucionalidad que se crea opera sobre la base de una cooperación entre lo público y lo privado, de modo que ciertas funciones y controles siguen la lógica del sector público; y la administración se realiza básicamente por personas y normas del sector privado.

b.
Es un sistema voluntario y edificado al amparo del interés y necesidades del mundo productivo privado. 


El proyecto considera que la certificación laboral es una actividad desarrollada al amparo del interés privado, donde la participación del Estado responde a la necesidad de capturar las externalidades que el Sistema tiene, especialmente sobre la población más desfavorecida del país, al entregarles la posibilidad de reconocer formalmente los conocimientos, habilidades y actitudes adquiridas a lo largo de la vida, independientemente de la educación formal. Es por esto que la certificación laboral tiene un carácter voluntario al no constituir obligación o requisito para el desempeño de una determinada actividad.


De esta forma el proyecto considera que el valor del certificado radica en el reconocimiento que el mundo privado le otorgue, por ello el Sistema se desarrolla y orienta fundamentalmente de acuerdo a la demanda del sector productivo y de las personas.


La certificación tiene valor en la medida que los agentes privados, empresarios y trabajadores, consideren que ésta les entrega información útil y confiable. Es por esto que la calidad, pertinencia y legitimidad de la certificación otorgada son otros de los principios que orientan la creación del Sistema. En este contexto, su diseño institucional contempla en todos sus niveles la participación de actores de los sectores involucrados; la incorporación de procesos que resguardan la calidad y la pertinencia de la certificación otorgada; la participación de organismos independientes acreditados que evalúan y certifican a las personas; el resguardo de la libre competencia en la prestación de los servicios; y la separación de las funciones de certificación y de capacitación, de modo de evitar las colusiones y los conflictos de interés entre los actores de dichos ámbitos que dañen la credibilidad del certificado otorgado en el marco de este Sistema.


El valor social que fundamenta la participación del Estado en este proyecto, se traduce en el certificado como una herramienta que aporta al mejoramiento de las condiciones laborales y de vida de los trabajadores. Es por ello que el Sistema custodia la transferibilidad de la certificación que contribuye a la movilidad laboral de los trabajadores, mediante certificaciones de competencias laborales basadas en un marco metodológico común aceptado por los distintos sectores productivos.


2.2.- Los Órganos del Sistema.

a.
La Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales.


Se trata de una entidad colegiada dotada de personalidad jurídica y patrimonio propio, que se financia hasta un 49 % con fondos públicos y cuya función es la implementación de las acciones reguladas en la presente ley, especialmente en lo relativo a la acreditación de las Unidades de Competencias Laborales que se aplicarán en el Sistema, así como la acreditación y supervisión de los Centro de Evaluación y Certificación y de los respectivos Evaluadores. Todo lo anterior con el objeto de asegurar la transparencia y el resguardo de la fe pública del Sistema.


Este organismo, a juicio del Ejecutivo, se hace necesario por cuanto en nuestro país no existe una institucionalidad con las características necesarias para afrontar los desafíos y principios que fundan el Sistema.


a.1.- Composición de la Comisión.


Dicha Comisión esta integrada por siete miembros, tres designados por los Ministros de Trabajo y Previsión Social, de Economía, Fomento y Construcción y de Educación, tres miembros designados por la organización de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos participantes del Sistema y un representante de los trabajadores designado por la organización de trabajadores de mayor representatividad del país.


El carácter público privado y triestamental de la Comisión se funda en la necesidad de involucrar a actores que permitan resguardar el alineamiento del Sistema a las políticas públicas existentes y en desarrollo en materia de educación y trabajo impulsadas por el Gobierno y, legitimar el Sistema entre los actores privados participantes.


a.2.- Funciones de la Comisión.


En relación a las funciones de la Comisión, esta propone las políticas globales de certificación de competencias laborales; vela por la transparencia, la fe pública y la calidad del Sistema; acredita las unidades de competencias laborales que se aplicarán en el Sistema; acredita y supervisa a los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales que operan en el Sistema y a los Evaluadores; acredita la condición de Evaluador habilitado para participar en el Sistema; crea y mantiene los registros de unidades de competencias laborales, centros, evaluadores y certificaciones; e, informa a los usuarios del Sistema sobre dichos registros.


Entre sus deberes aprueba y presenta anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversión de Excedentes; publica y entrega anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social los balances financieros auditados de su funcionamiento; emite un Informe Técnico Anual sobre los acuerdos que haya adoptado en el ejercicio de sus funciones; administra su patrimonio; celebra los actos o contratos con organismos públicos, personas jurídicas de derecho público o privado, nacionales, internacionales o extranjeras, conducentes al cumplimiento de los fines del Sistema; entrega un informe público de gestión anual, especialmente respecto de las metas propuestas y sus resultados; elabora y aprueba sus normas internas de funcionamiento; y elabora y propone al Ministerio del Trabajo y Previsión Social los reglamentos necesarios para la ejecución de la presente ley.


La Comisión desarrolla sus funciones y deberes a través de una Secretaría Ejecutiva y de Comités Sectoriales establecidos para proponer las unidades de competencias laborales.


a.3.- Financiamiento de la Comisión.


En relación al patrimonio de la Comisión, el proyecto establece que éste se constituya con recursos públicos y privados.


La relevancia del valor del certificado en el mundo privado, requiere que el Sistema se oriente de acuerdo a la demanda del sector productivo. Por eso, el proyecto considera que los recursos públicos no pueden superar el 49% del financiamiento total de la Comisión. Además, estos recursos se pueden destinar para cofinanciar la compra, generación, actualización y validación de unidades de competencias laborales sólo cuando existan aportes privados desde los sectores productivos involucrados. Respecto de los recursos públicos estos son definidos en la Ley de Presupuestos para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, transferidos por dicho Ministerio a la Comisión mediante convenios de desempeño.


Respecto de los recursos privados que forman parte del patrimonio de la Comisión, el proyecto establece aportes de los sectores productivos participantes del Sistema efectuados a la Comisión en dinero o en especies preferentemente para comprar, generar, actualizar o validar unidades de competencias laborales, mediante convenios de colaboración y/o cooperación; recursos propios que adquiera por la administración de su patrimonio y de los ingresos que perciba por los servicios que preste; y los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de estos bienes.


El proyecto considera que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previa visación del Ministerio de Hacienda, fije a propuesta de la Comisión, el arancel máximo que ésta puede cobrar por los procesos de acreditación y de mantención en los registros, y por la entrega de duplicados de los certificados emitidos por los Centros. Para su fijación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social tiene que considerar los resultados operacionales del año en curso y la proyección de ingresos y gastos señalados en el Presupuesto Anual, de manera tal de equilibrar los ingresos y gastos proyectados para el año siguiente.

b.
Los comités sectoriales.


Los procesos de desarrollo y acreditación de unidades de competencias laborales resguardan la pertinencia del Sistema respecto de las necesidades de los sectores involucrados, mediante la participación de empresarios, trabajadores y representantes de los sectores públicos que regulan las actividades del sector. 


Por esto, el proyecto establece que la Comisión, para el proceso de generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, deba consultar a los sectores relacionados, a través de un Comité Sectorial que entrega orientaciones estratégicas sobre el desarrollo de unidades de competencias laborales a incorporar y los lineamientos metodológicos comunes que den consistencia al Sistema; propone las unidades de competencias laborales exigidas para el desarrollo de una determinada función laboral; y los criterios sectoriales de acreditación.


El proyecto considera que los Comités Sectoriales funcionen con el apoyo metodológico y administrativo de la Secretaría Ejecutiva.

c.
Los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales.


Para los efectos de satisfacer los objetivos perseguidos por la presente iniciativa, los procesos de evaluación y certificación de competencia laborales están entregados a entidades privadas ejecutoras acreditadas, denominadas Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, en adelante los “Centros”. La acreditación de estos centros se obtiene previo cumplimiento de los criterios que defina la Comisión, de manera general y pública, para asegurar la idoneidad, imparcialidad y competencia de los mismos.


Estos Centros tienen la responsabilidad de evaluar las competencias laborales de las personas que los soliciten, de acuerdo a las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y otorgar las certificaciones cuando corresponda.


No pueden desempeñarse como Centros las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación en conformidad con lo dispuesto en la Ley Nº 19.518 sobre Estatuto de Capacitación y Empleo o de la Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o bien instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas por fondos públicos.


El surgimiento de estos Centros se encuadra dentro de un diseño institucional que incorpora principios de modernidad orientados a generar en la Comisión una institucionalidad liviana, flexible y ágil que permita asegurar los niveles de calidad, pertinencia y legitimidad necesarios para resguardar el valor social del certificado. Es por esto que el proyecto delega en los Centros la responsabilidad de evaluar y entregar certificados a las personas cuando corresponda, otorgándoles la autonomía suficiente como para externalizar las funciones propias de la evaluación, en tanto le entrega información relevante sobre la idoneidad de los Evaluadores. El proyecto considera que la calidad del certificado emitido constituye una responsabilidad de los Centros, quienes deben responder de lo obrado por los Evaluadores.


Los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales determinan la calidad y legitimidad de los certificados emitidos en el marco del Sistema. De ahí que el proyecto considera la incorporación de procesos orientados a la acreditación de los Centros y Evaluadores, según normas de calidad de carácter general y sectorial; la incorporación de sistemas de aseguramiento de calidad que contemplan la supervisión de los Centros y la facultad de la Comisión para sancionar en forma efectiva tanto a éstos como a los Evaluadores; y la incorporación de inhabilidades a actores del mundo de la capacitación y de la formación para participar en el Sistema, ya sea a nivel de la Comisión como de los operadores involucrados.


Asimismo, el proyecto establece que la Comisión supervisa todas las acciones de evaluación y certificación desarrolladas en el marco del Sistema al margen de si cuentan o no con financiamiento público. La Comisión debe velar porque dichas actividades se desarrollen con total independencia, imparcialidad e integridad en base a las unidades de competencias laborales acreditadas y a los procedimientos y metodologías validadas.

d.
Los evaluadores.


Los evaluadores son personas naturales acreditadas y registradas por la Comisión, quienes podrán cumplir la función de evaluación de las competencias laborales, en los casos que los Centros las contraten para ello.


Para desempeñar su función evaluadora, deben demostrar su idoneidad, imparcialidad y competencia, en el ámbito específico en el que se desempeñarán, acreditando asimismo conocimientos, habilidades y las destrezas necesarias para la ejecución de las actividades comprendidas en los procesos de evaluación de competencias laborales.


Tanto la calidad de Centro habilitado como la de Evaluador, no podrá ser transferida o cedida, ni perpetua ni temporalmente, a título gratuito u oneroso, ni ser objeto de transacción civil o comercial alguna.

e.
Financiamiento de los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales.


Los servicios de evaluación y certificación de competencias laborales contemplan heterogeneas fórmulas de financiamiento. La primera de ellas corresponde a los recursos propios de la persona que solicita el correspondiente servicio. Luego se encuentran los recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación señalado en el artículo 44 de la Ley Nº 19.518. En tercer término, se encuentran los respectivos presupuestos destinados a capacitación en las entidades pertenecientes al sector público. Finalmente, se contemplan recursos provenientes de la empresa en la que el trabajador se desempeña, los que podrán gozar de la franquicia tributaria señalada en el primer inciso del artículo 36 de la citada Ley Nº 19.518.


Sobre lo expuesto precedentemente cabe señalar que el proyecto amplia la aplicación de los instrumentos de financiamiento contemplados en la Ley N° 19.518 sobre Sistema de Capacitación y Empleo, para los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales de las personas.


En tal sentido, precisa el Ejecutivo, que no se está creando a través de este proyecto un nuevo instrumento para financiar los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales, sino que se extiende el uso de la franquicia tributaria para este efecto, manteniendo el límite global del gasto establecido en dicha ley.


Dado el carácter voluntario del Sistema, la participación del Estado dice relación con la captura del valor social del certificado y por tanto, el proyecto de ley establece que sólo procede el financiamiento público cuando están suficientemente resguardados los principios de calidad, pertinencia y legitimidad en la entrega de los certificados a las personas. Es por esto que el proyecto considera que el financiamiento público para los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales se otorga sólo cuando se ejecuten por los Centros acreditados por la Comisión y cuando se basen en los criterios, procedimientos, metodologías y unidades de competencias laborales validadas por la misma.


Esta reforma tiene además el propósito que las empresas que tributan en la Primera Categoría de la Ley de Impuesto a la Renta, puedan financiar actividades de evaluación y certificación de competencias laborales de sus trabajadores al amparo del sistema de franquicia tributaria establecida en la Ley Nº 19.518 y por otro, que los sectores más vulnerables de nuestro país puedan financiar dichas actividades con recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación establecido en dicha ley.


El proyecto considera que el resguardo de la calidad, pertinencia y legitimidad no sólo debe asegurarse a través de las facultades que la ley le otorgue a la Comisión, sino que también incorpora a los usuarios como responsables de demandar que los Centros cumplan con los principios y obligaciones que custodian el valor del certificado. Es por esto que el proyecto incorpora en el financiamiento, vía franquicia tributaria, un mecanismo que obliga a las empresas a financiar una parte de los procesos de evaluación y certificación, de acuerdo a las remuneraciones de los trabajadores beneficiados.


Consistente con la importancia del certificado de competencias laborales en la entrega de información útil y confiable que transparente el mercado laboral, el proyecto faculta que los empresarios utilicen los beneficios de la franquicia tributaria también para acciones de evaluación y certificación que se otorguen antes o después de la vigencia de una relación laboral. De esta forma, el certificado de competencias laborales en la modalidad previa a la celebración de un contrato laboral constituye una herramienta que le entrega al empresario información relevante sobre los conocimientos, habilidades y actitudes del postulante. Por otra parte, cuando el certificado se otorga en forma posterior a la vigencia de la relación laboral, éste constituye una herramienta útil para que el cesante pueda demostrar sus competencias laborales y de esta forma aumentar sus posibilidades de emplearse.


Concordante con el interés de que los trabajadores capturen el beneficio social de contar con un certificado de sus competencias laborales, el proyecto establece que los acuerdos emanados de los comités bipartitos de capacitación para los cuales la Ley N° 19.518 prevé incentivos económicos, puedan incorporar también acciones de evaluación y certificación, garantizando de esta forma la participación de los trabajadores en la toma de decisiones.


Otra estrategia que considera el proyecto para resguardar la legitimidad del certificado es la separación de los ámbitos de capacitación y certificación, es por ello que se establece que los Organismos Técnicos Intermedios para Capacitación no sirvan de nexo entre las empresas y los Centros.


El proyecto establece que el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo en conjunto con el Ministerio de Hacienda fijen anualmente un valor máximo a descontar por cada proceso de evaluación y certificación de competencias laborales, denominado valor proceso de evaluación y certificación participante.


Finalmente, el proyecto se hace cargo de beneficiar a la población de escasos recursos mediante la ampliación del Foncap a través de los programas y mecanismos establecidos en la Ley N° 19.518 y además faculta a Sence para desarrollar programas de evaluación y certificación que deben ser licitados y ejecutados por los Centros acreditados en el marco del Sistema.

3.
Contenido del proyecto en materia de perfeccionamiento al Estatuto de Capacitación y Empleo.


Junto con establecer el Sistema Nacional de Competencias Laborales, el proyecto modifica la Ley N° 19.518, en los siguientes aspectos: 

a.
Nuevos requisitos para ingresar y mantenerse en el registro nacional de las Otec.


Para cumplir las finalidades que el proyecto persigue, se propone modificar los requisitos para que las personas jurídicas puedan acceder al Registro Nacional de Organismos Técnicos de Capacitación. Para tal efecto, establece que éstos deberán tener como objeto único la capacitación, exceptuándose de estas modificaciones a las Universidades e Institutos Profesionales. Asimismo, el proyecto establece que deberán estar certificados bajo la Norma Chilena de Calidad. Para las personas jurídicas que a la fecha de entrada en vigencia de la ley se encuentren inscritas en el Registro Nacional de Organismos Técnicos de Capacitación, se establece un plazo de 18 meses para ajustarse a estos requisitos.


En cuanto a la permanencia en el citado Registro, el proyecto de ley pretende distinguir entre causales de caducidad y de cancelación, entendiendo esta última como una sanción por infracciones al Estatuto.

b.
Inhabilidades.


Por otra parte, el proyecto actualiza los conceptos en materia de inhabilidades, con el objeto de adecuarlas a la nueva legislación procesal penal.


Además, se establece un plazo de cinco años para el término de la inhabilidad que actualmente pesa sobre los socios, administradores o gerentes de organismos técnicos de capacitación cuya inscripción haya sido cancelada, inhabilidad que hoy día es perpetua. Las personas que al momento de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren afectadas por esta inhabilidad, podrán volver a constituir un Organismo Técnico de Capacitación, una vez transcurridos cinco años a partir de la fecha de la resolución que aplicó la sanción.

c.
Contrato de capacitación.


Respecto del contrato de capacitación establecido en el artículo 33 de la Ley Nº 19.518, se ha visualizado la necesidad de regularlo, estableciendo límites en el número de personas que puedan ser capacitadas bajo esta modalidad, de acuerdo a la proporción de trabajadores permanentes que tenga la empresa. Con ello se busca evitar que, por esta vía, la empresa distraiga recursos que prioritariamente debieran ser destinados a la capacitación de sus trabajadores. Por otra parte, en el evento que la empresa quiera capacitar a terceros, esto será posible si se justifica por la estacionalidad de su giro o por un plan de expansión de la empresa. Con todo, el tipo de programas y beneficiarios elegibles, serán determinados anualmente a través de una resolución del Director del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.

d.
Sanciones.


En materia de sanciones, se agrega como causal específica de cancelación de la inscripción de los Organismos Técnicos de Capacitación, la promoción de servicios o productos asociados a la franquicia tributaria para capacitación, distintos de la calidad de la misma, para evitar la publicidad engañosa de la que son objeto las empresas, especialmente pequeñas, como estrategia de los Organismos Técnicos de Capacitación para vender sus servicios de capacitación.


En este mismo orden de materias, se establece para las Escuelas de Conductores autorizadas como tales por el Ministerio de Transportes, que a la vez sean Organismos Técnicos de Capacitación, que su inscripción podrá ser cancelada en el Registro Nacional de Organismos Técnicos de Capacitación, cuando el Ministerio de Transportes las cancele como medida de sanción o como consecuencia de infracciones que den lugar a esta cancelación.

d.
Nuevos registros.


Para contribuir a mantener la calidad y pertinencia de los cursos de capacitación autorizados con cargo a la franquicia tributaria, se establece un Registro Nacional de Cursos. Éstos tendrán una vigencia de dos años, transcurridos los cuales el Organismo Técnico de Capacitación que los inscribió deberá actualizarlos. Por este proceso, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá cobrar a los Organismos Técnicos de Capacitación una suma que se fijará cada año por Resolución del Director del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


Además, el proyecto establece un Registro Especial de Cursos destinado a aquellos cuyo diseño se base en módulos de competencias laborales elaborados a partir de las unidades de competencia laborales acreditadas de acuerdo a las normas que regulen el Sistema Nacional de Competencias Laborales. El proyecto señala que el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo no cobrará por la acreditación e inscripción en el Registro de este tipo de cursos.

e.
Nueva vía de financiamiento para el SENCE.


Por último, se agrega una mención en el sentido que en el financiamiento del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, podrá también incluirse los recursos que perciba por la inscripción y actualización de cursos de capacitación.

4.
Legislación Comparada.

a.
México.


México ha creado una estructura nacional para certificar las capacidades productivas laborales de los trabajadores adquiridas, o no, mediante educación formal. Esta iniciativa se encuentra enmarcada en el Proyecto de Modernización de la Educación Técnica y Capacitación del país. El nombre de la organización paraestatal encargada de esta labor es Conocer (Consejo de Normalización y Certificación de Competencia Laboral). Los principales objetivos institucionales, declarados, son los siguientes:


Reconocer la experiencia laboral de las personas a través de un reconocimiento con validez oficial que certifica que la persona está calificada para desempeñar una función productiva.


Abrir posibilidades de capacitación continua a lo largo de la vida productiva de las personas a fin de que no se vean desplazadas por el avance tecnológico y la falta de capacitación.


Mantener un estado constante de actualización entre los contenidos de la capacitación y los requerimientos del mercado de trabajo.


En el caso de la experiencia laboral, lo que se busca es el reconocimiento que se brinda a una persona cuando demuestra que sabe hacer bien su trabajo según los parámetros expresados en una Norma Técnica de Competencia Laboral.


Para cumplir con el cometido de evaluación del trabajador, y eventualmente de certificación, los Comités de Normalización de Conocer, en primer lugar deben efectuar una normalización de las competencias necesarias para cada tipo de actividad. Este proceso se traduce en un documento que describe: lo que una persona competente debe saber en una función laboral; las evidencias que debe presentar para demostrar su competencia y las condiciones en que la persona debe mostrar su competencia. En lo concreto el documento debe responder a 5 preguntas: ¿Qué hace?; ¿Cómo lo hace?; ¿Qué sabe?; ¿Dónde lo hace? y ¿Qué resultados obtiene?.


La Certificación es efectuada por organismos externos denominados OC (Órganos Certificadores). Son instituciones, asociaciones y organismos acreditados por Conocer para realizar la certificación de la competencia laboral de las personas con base en las normas técnicas de competencia laboral prefijadas. El proceso de certificación, en términos generales, consta de tres etapas:


-La primera es el diagnóstico previo a la evaluación, mediante el cual se informa a la persona si tiene posibilidad de cumplir con los requerimientos de la evaluación; 


-La segunda etapa es la evaluación en sí, en donde la persona realiza una serie de funciones solicitadas por el evaluador y éste las contrasta con los requerimientos del instrumento de evaluación (documento de normalización).


-La tercera etapa es el resultado de evaluación en donde se le informa a la persona si es competente (en cuyo caso se le gestiona un certificado con validez oficial) o si es aún no competente, en cuyo caso se le ofrecen los servicios de capacitación para realizar en fecha posterior su proceso de evaluación nuevamente.

b.
Estados Unidos de Norteamérica.


En Estados Unidos de Norteamérica (EEUU), el año 1994, la National Skills Standards Act creó la Agencia federal National Skill Standards Board (NSSB), cuya finalidad es catalizar o estimular el desarrollo, y la adopción, de lo siguiente:


Sistema voluntario, de alcance nacional, para establecer estándares de aptitudes laborales.

Sistema voluntario de evaluación y certificación de la obtención de los estándares de aptitudes laborales.


La NSSB, fue creada originalmente, como un proyecto de 5 años. Ha seguido funcionando debido a que la National Skills Standards Act, estableció que sería el Congreso de los EEUU quien prorrogaría su existencia.


Específicamente, respecto de los trabajadores el objetivo, de la Agencia, es que puedan obtener certificación de sus habilidades para protegerlos contra el desfase de conocimientos; permitirles avance en sus carreras o potenciar sus capacidades para reingresar al mercado del trabajo.


La Agencia debe identificar y agrupar por áreas industriales los estándares de competencias laborales apropiados, teniendo en cuenta las estructuras de los empleos y las nuevas practicas laborales. NSSB ha identificado hasta 15 sectores o áreas. Para cumplir con esta misión, la ley obliga que se debe seguir un proceso de consultas a los participes empresariales y asalariados. Luego, se establecen equipos voluntarios, con el mismo espectro de consultados, para desarrollar las competencias de acuerdo a los estándares.


A ellos se podrán sumar representantes de sectores educacionales, organizaciones comunitarias o no gubernamentales y agencias locales o estatales. La investigación del grupo de expertos y de la Agencia, deberá ser dirigida por ésta última, y sus resultados se harán públicos, incluyendo a quienes fueron los miembros que compusieron el panel. Otras funciones de la Agencia son las siguientes:


-Identificar y mantener un catálogo de estándares usados por otros países y por los Estados de la Unión; empresas e industrias de los EEUU. 


-Funcionar como clearinghouse para facilitar el acceso a la información relativa al desarrollo de las habilidades estándares y cualquier otra información relevante a quienes forman los paneles, las industrias y grupos de trabajadores, establecimientos de capacitación y educación.


-Asumir el desarrollo y la adopción de los curriculums académicos y materiales de entrenamiento necesarios para obtener las competencias laborales, por parte de los establecimientos de capacitación y educación.


La Agencia, luego de efectuadas las consultas, desarrollará criterios objetivos para aprobar los estándares de competencia laboral, los que deberán permitir que EEUU sea una economía competitiva a nivel mundial. Los criterios de aprobación, a lo menos deberán incluir o reconocer:


-Estándares usados en otros países y aquellos que sean relevantes internacionalmente.


-Cumplir o exceder los estándares usados en los EEUU incluyendo, entre ellos, los registrados en la National Apprenticeship Act de 1937 (Ley de Aprendices) y determinados por la Secretario del Trabajo.


-Tener en cuenta los más altos estándares de ejecución de las organizaciones laborales.


-Establecer un mecanismo para reconocer y mejorar los estándares, con relación al desarrollo tecnológico u otros desarrollos de los sectores industriales.


-Ser formulados de forma tal que permita la movilidad laboral y el reconocimiento de los trabajadores entre los sectores productivos.


-No reconocer discriminaciones raciales, de color, género, edad, religión, grupo étnico, nacional de origen o incapacidad física.


La certificación es voluntaria, y la Agencia deberá aprobar que ella se haga, a lo menos, incluyendo lo siguiente:


-Haber sido desarrollado teniendo en cuenta métodos relevantes de evaluación y certificación usados en otros países.


-Utilizar una variedad de técnicas de evaluación, incluyendo, cuando corresponda, evaluaciones orales o escritas, valoración de antecedentes y test de ejecución.


-Incluir métodos para establecer que la evaluación y la certificación no reconoce discriminaciones raciales, de color, género, edad, religión, grupo étnico, nacional de origen o incapacidad física.

c.
España.


En España, el año 2002, se público la Ley Orgánica 5/2002, sobre Cualificación y de la Formación Profesional. El objetivo de la norma legal, en términos generales, es la creación de un Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional, cuya finalidad será dotar “de unidad, coherencia y eficacia a la planificación, ordenación y administración de estos dos ámbitos, con el fin de facilitar la integración de las distintas formas de certificación y acreditación de las competencias y de las cualificaciones profesionales.” 


Con la certificación, la norma legal pretende “el reconocimiento y la acreditación de las cualificaciones profesionales a nivel nacional, como mecanismo de favorecedor de la homogeneización, a nivel europeo, de los niveles de formación y acreditación profesional de cara al libre movimiento de los trabajadores y de los profesionales en el ámbito del mercado que supone la Comunidad Europea.”


Principio del Sistema, en materia de certificación, son que debe hacerse con participación y cooperación de la diferentes Administraciones Públicas, los agentes sociales y los poderes públicos. 


Para cumplir con el cometido de la certificación, la ley creó el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales. Este esta constituido por las cualificaciones identificadas en el sistema productivo y por la formación asociada a las mismas.


La norma define cualificación profesional como: “el conjunto de competencias profesionales con significación para el empleo que pueden ser adquiridas mediante formación modular u otros tipos de formación y a través de la experiencia laboral.” Complementando la definición, la Exposición de Motivos, agrega que la cualificación puede ser objeto de procedimientos de evaluación y acreditación. A su vez, competencias profesionales, son “el conjunto de conocimientos y capacidades que permitan el ejercicio de la actividad profesional conforme las exigencias de la producción y el empleo”. 


Para la evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación, se tendrá como referente el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales (CNCP).


El Real Decreto 1128/2003 regula, en detalle, el CNCP. La parte justificativa de ésta disposición reglamentaria señala que el Catálogo, es el instrumento que ordena sistemáticamente las cualificaciones identificadas en el sistema productivo y establece, mediante un catálogo modular, la formación asociada a aquéllas atendiendo a los requerimientos del empleo. Le corresponderá, la evaluación y el reconocimiento y la acreditación de las competencia profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de formación. Para lograr su cometido, debe identificar y definir las cualificaciones profesionales más significativas que en cada momento requiera el sistema productivo, sin que ello suponga regulación del ejercicio profesional o la atribución en exclusiva de unas determinadas funciones a concretas cualificaciones, ni afecte el contenido de las relaciones laborales. En paralelo, esta herramienta debe establecer los contenidos formativos básicos que en cada caso resulten necesarios, con el fin de que las ofertas normativas garanticen las adquisición de las competencias profesionales más apropiadas para el desempeño profesional.


De acuerdo, al artículo 4.2, de la norma administrativa, las cualificaciones profesionales que integran el CNCP se ordenan por niveles de cualificación y por familias profesionales, indicadas en Anexo del Real Decreto.


Existe un catalogo modular, que conforme el artículo 7 del Real Decreto, es “el conjunto de módulos formativos asociados a las diferentes unidades de competencia de las cualificaciones profesionales”. El artículo 8.1, aclara que el módulo formativo “es el bloque coherente de formación asociado a cada una de las unidades de competencia que configuran la cualificación”. Por su parte unidad de competencia, es el agregado mínimo de competencias profesionales, susceptible de reconocimiento y acreditación parcial.


El responsable de elaborar y mantener actualizado el CNCP es el Instituto Nacional de Cualificaciones. Para cumplir con este cometido deberá presentar una propuesta al Consejo General de Formación Profesional. El Instituto debe efectuar consultas a las comunidades autónomas y las demás administraciones públicas competentes, así como a interlocutores sociales y a los sectores productivos (artículo 9.3 del Real Decreto).

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalar que la idea matriz o fundamental del proyecto es establecer un sistema público-privado, orientado a reconocer y certificar, formalmente, las competencias laborales de los trabajadores, independiente de la forma en que las adquirieron, en un marco de estímulo a la formación contínua.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en el proyecto en treinta y nueve artículos permanentes y cuatro transitorios.

III. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGÁNICAS CONSTITUCIONALES O DE QUÓRUM CALIFICADO.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión, el proyecto de ley en informe no contempla normas orgánicas constitucionales o que requieran quórum calificado.

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.

Vuestra Comisión recibió al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra, a la señora Directora Nacional del Servicio de Capacitación y Empleo 
-Sence-, doña Jossie Escarate Müller; a representantes de la Cámara Chilena de la Construcción; de la Asociación de Industriales Metalúrgicos; de la Confederación de la Producción y del Comercio; de la Unión Nacional de Trabajadores; de la Central Autónoma de Trabajadores; del Instituto Libertad y Desarrollo, y de la Fundación Chile.

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

A juicio de vuestra Comisión los artículos 10, 11, 12, 27, 28, 29, 30, 31, 35, 36, y 38 permanentes, y los artículos segundo y tercero transitorios deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda de esta Corporación.

VI. DISCUSIÓN GENERAL.

El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en sesión ordinaria de fecha 14 de diciembre de 2004, por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Durante su discusión general, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra, señaló que este proyecto constituye un eslabón importante en el perfeccionamiento del mercado laboral y el mejoramiento de los niveles de empleabilidad de los trabajadores.


Señaló que este elemento es hoy día uno de las principales preocupaciones de las autoridades de gobierno ya que la baja calificación técnica de un grupo importante de trabajadores incide directamente en la aún baja productividad de nuestro sistema.


Por otra parte, señalo el señor Ministro, la iniciativa está en plena concordancia con las modernizaciones de nuestro sistema iniciadas en 1998 a través de la modificación de la ley del Sence y la creación del Fondo Nacional de Capacitación. En efecto, apuntó que las labores de este organismo deben situarse en tres niveles. El primero de ellos es el perfeccionamiento y desarrollo de la capacitación en la empresa a través de los subsidios estatales contemplados en la ley de la renta; en segundo término, se encuentra la administración y desarrollo del sistema de becas que están a disposición de personas sin empleo o en situación de movilidad laboral; finalmente también se encuentra dentro de su esfera de atribuciones el desarrollo de sistemas de formación continua de los trabajadores a fin de que puedan acceder a mejores condiciones de empleabilidad. Es en éste ámbito, agregó el señor Ministro, en donde se encuadra la presente iniciativa, ya que el ingreso a circuitos de formación continua implica necesariamente la evaluación de las capacidades anteriores del trabajador, sea que éstas hayan sido adquiridas formalmente o por vía experiencial.


Para el cumplimiento de este objetivo, -finalizó el señor Ministro- la iniciativa propone la creación de una institucionalidad que se orienta por criterios de excelencia técnica y de transparencia en la gestión.


Por su parte la señora Jossie Encarate Muller, Directora Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, señaló que el objetivo del proyecto es instalar de manera gradual un sistema nacional de competencias laborales, regular los mecanismos de financiamiento y establecer la institucionalizad del sistema. Agregó que el sistema pretende generar los mecanismos para:


-identificar y establecer las competencias laborales y de empleabilidad de mayor relevancia para el mundo del trabajo; 


-poner en ejecución mecanismos para evaluar y certificar las competencias desarrolladas por los trabajadores a lo largo de la vida, sin importar la forma en que fueron adquiridas;


-constituir un referente para mejorar la calidad y pertinencia de la formación y capacitación;


-acreditar esta oferta de capacitación y formación;


-favorecer las oportunidades de aprendizaje continuo de las personas, y


-aportar información que facilite el encuentro oferta demanda en sistemas de intermediación laboral y servicios de orientación vocacional.


Subrayó que la certificación de competencias no sustituye a la capacitación ni a la educación formal, ni a las certificaciones entregadas por ésta última, sólo representa una herramienta que hace visibles en el mercado laboral los aprendizajes obtenidos en el mundo del trabajo, mejorando con ello la empleabilidad y las condiciones de vida de los trabajadores, transformándose en un sistema que custodia la transferibilidad de la certificación y contribuye a la movilidad laboral de los trabajadores, mediante certificaciones de competencia reconocidas y validadas por los distintos sectores productivos.


Hizo presente, asimismo, su opinión la Cámara Chilena de la Construcción, cuyos representantes, señores Binder y Lardinois, señalaron que el gremio de la construcción posee un gran interés en el tema de la certificación de competencias laborales, pero que observa en la iniciativa propuesta los siguientes inconvenientes:


-impone un aparato burocrático de difícil financiamiento.


-atomiza el proceso de formación de los trabajadores.


-no hace recaer el costo de la certificación en la persona del trabajador, quien es el mayor beneficiado por ella.


-debería incrementarse el tope de la franquicia tributaria de 1% a 2%.


-es poco probable que el Centro de Evaluación y Certificación tenga todas las instalaciones, maquinaria y disponga de los materiales para efectuar la evaluación completa. 


-se deben incluir los costos en el precio del servicio de certificación


-no les parece factible la figura del Evaluador persona natural independiente de cualquier institución ligada a la capacitación y la certificación. La evaluación es una actividad multidisciplinaria, en consecuencia debe ser una organización. Y


-les parece peligroso que los registros de trabajadores certificados y de evaluadores sean públicos. Se constituirían en bases de datos para objetivos no ligados al tema. Obviamente, el trabajador debe tener la posibilidad de obtener copias de su certificado cada vez que lo requiera en el Centro que lo certificó.


Por su parte el representante de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Carlos Urenda, señaló que desde los años 1960 el sector empresarial chileno viene desarrollando con éxito, procesos de certificación de competencias laborales en distintos sectores de la economía.


Agregó que, entre las ventajas de la certificación para los trabajadores, se encuentran la identificación del nivel personal de calificación, la facilitación del proceso de capacitación, el desarrollo del trabajo de acuerdo a parámetros conocidos y la facilitación de la movilidad de una empresa a otra. Y que para los empresarios las ventajas de la certificación pueden ser la disminución del costo de los procesos de reclutamiento, selección, contratación e inducción del personal; el apoyo en la detección de las necesidades de capacitación; la mejora en los niveles de productividad; y el establecimiento de criterios comunes de responsabilidad para niveles similares de trabajo.


Manifestó que la Confederación de la Producción y del Comercio reconoce el esfuerzo desplegado por el Gobierno en este relevante tema, y estima que los sectores público y privado deben seguir trabajando en conjunto para impulsar la certificación de competencias laborales. Sin embargo, considera que la iniciativa legal tiene una falta de coherencia, principalmente, con tres de los principios que debieran constituir los pilares fundamentales del nuevo sistema, cuales son: el carácter de voluntario y el de esencialmente privado (en el sentido de empresarial), así como el de estar dotado de una estructura liviana y flexible.


La Unión Nacional de Trabajadores, UNT, representada por don Jorge Millán, señaló que el proyecto apunta en la dirección correcta en cuanto procura lograr la modernización -en materia de capacitación- que requieren las empresas y los trabajadores, en un escenario teñido por la globalización y por la firma de tratados internacionales o TLC.


Sin embargo hizo presente que tienen dos diferencias con la propuesta, la primera es que no comparten el hecho de que en la Comisión sólo se considere un cupo para los trabajadores, por lo que por ese desequilibrio la Comisión no puede ser considerada tripartita.


Y, segundo, el artículo 5º del proyecto habla de la organización mas representativa, y resulta que hoy existen tres centrales, todas representantes de los trabajadores, por lo que temen que se repita el cuadro que existe con este tema en la estructura del Seguro de Cesantía


La Central Autónoma de Trabajadores, CAT, a través de sus representantes, señores Pastene y Olivo, manifestaron que, en general, valoran positivamente el proyecto puesto que permitirá que los trabajadores puedan formalizar el dominio de habilidades y competencias adquiridas básicamente a través de la experiencia y en forma autodidacta.


Sin embargo hicieron presente su crítica frente al hecho que el proyecto pone al ser humano al servicio del proceso productivo. En cambio proponen que esta nueva institucionalidad debe constituirse en una herramienta para mejorar la calidad y la pertinencia de la capacitación destinada a los trabajadores.


La representante del Instituto Libertad y Desarrollo, doña María de los Angeles Santander, señaló que la certificación de competencias laborales, en si misma, y como resultado del interés de las empresas involucradas, no es objetable; por el contrario, en la medida que los privados la estimen necesaria, va a constituir un aporte a la elección de técnicos o trabajadores especializados. Esa característica, sin embargo, solo puede darse en los casos, más bien excepcionales, en que los propios privados han organizado mecanismos de certificación, que actualmente existen.


Lo objetable -a su juicio- es la constitución de un ente público que gobierne el sistema, creado por ley, que, si bien tiene carácter voluntario, en la práctica contiene un incentivo tributario (de cargo, por lo tanto, de todos los chilenos) para el financiamiento de las certificaciones. Ello hace que deje de ser plenamente voluntario y que tienda, como manifiestamente se intenta hacer (tanto en este proyecto como en el de acreditación universitaria), a generar un mecanismo de control estatal con una posible proyección en el campo del poder político, que derive de la actuación, fiscalización y ejercicio de las facultades de un ente público.


Agregó que, adicionalmente, es también objetable que en el diseño del ente público con atribuciones y funciones en la certificación de competencias laborales, se haya utilizado un esquema híbrido, dado que la Comisión que se crea, no corresponde a lo que debiera ser un servicio público descentralizado, si bien se le otorga personalidad jurídica y patrimonio propio, que son elementos definitorios de aquellos servicios públicos. La planta de personal, las remuneraciones, las atribuciones tienen un grado de flexibilidad atractivo, conceptualmente, pero incompatible con la ley orgánica constitucional de bases generales de la administración del Estado. Y que ello constituirá una forma de omitir el mecanismo de designación de cargos directivos con el procedimiento concursable de la ley sobre alta dirección pública, de reciente dictación.


El representante de Fundación Chile, don Eduardo Bitrán, señaló que todas las empresas exitosas reconocen que para ser competitivas en el siglo 21 necesitan desarrollar a las personas, la habilidad para reclutar, desarrollar y retener trabajadores talentosos es esencial para el desempeño y el desarrollo de negocios.


Agregó que una parte considerable del incremento de las ocupaciones técnicas o profesionales de nivel medio ha sido aprovechado por personas con formación media o superior técnico profesional, relegando la enseñanza media humanista a una posición de menor movilidad ocupacional y de mayor inestabilidad.


En este escenario el sistema de capacitación debe apuntar a las competencias que los niveles de producción requieren frente a la necesidad de alcanzar el umbral del desarrollo; competencia en mercados globales; cambios en el mercado de trabajo, y demandas de los trabajadores que contribuyan a su empleabilidad.


Acotó que Chile enfrenta el desafío de recuperar las tasas de crecimiento y uno de los factores claves es mejorar la calidad de los recursos humanos.


Por su parte los señores Diputados coincidieron, en el hecho de que cualquier iniciativa en la materia debe generar un sistema de certificación transparente y creíble, que genere procedimientos e instrumentos equivalentes en todo el país, sin perjuicio de que manifestaron una serie de interrogantes a los representantes del Ejecutivo, particularmente respecto de los elementos y antecedentes que tomó en consideración el Gobierno para la remisión a trámite legislativo de esta iniciativa.


En este contexto, Diputados miembros de la Comisión sostuvieron, además, la necesidad de que el Ejecutivo incorpore al proyecto una disposición que establezca clara y expresamente la vinculación -a través de un ministerio- de la Comisión Nacional de Capacitación con el Ejecutivo, reconociendo que se trata de un organismo especialísimo y autónomo, cuya lógica no es centralizar sino de normalizar y dar garantías al proceso de acreditación de competencias.


Asimismo, los señores Diputados manifestaron interés en que la totalidad de los miembros de la Comisión Nacional de Capacitación fueran remunerados, de tal forma de asegurar la asistencia y dedicación a la función encomendada, evitando transformarla en una carga indeseada y secundaria, cuestión que -atendida la motivación del proyecto de generar mayores y mejores condiciones de acceso al mercado laboral a miles de trabajadores- debe evitarse.


Cabe hacer notar la preocupación expresada -mayoritariamente- al interior de la Comisión, en orden a garantizar a la totalidad de las centrales sindicales existentes el acceso a representación al interior de la Comisión Nacional, reconociendo que la fórmula “organización de trabajadores de mayor representatividad del país” (artículo 5º del proyecto de ley) no soluciona el actual escenario nacional en el que es posible observar -al día de hoy- al menos a tres de ellas, la Central Unitaria de Trabajadores; la Central Autónoma de Trabajadores, y la Unión Nacional de Trabajadores.

VII. SÍNTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACIÓN EN GENERAL.

No hubo en vuestra Comisión opiniones disidentes al acuerdo adoptado en la votación en general.

VIII. DISCUSIÓN PARTICULAR.

Vuestra Comisión, en sesiones de 14 de diciembre de 2004, 4 y 11 de enero de 2005, sometió a discusión particular el proyecto, cuyo texto se reproduce, seguido de una breve explicación para su mejor comprensión, adoptándose los acuerdos que se indican respecto de sus disposiciones:

“TÍTULO PRELIMINAR

DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE

COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 1º.- Créase el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante “El Sistema”, que tiene por objeto el reconocimiento formal de las competencias laborales de las personas, independientemente de la forma en que hayan sido adquiridas y de si tienen o no un título o grado académico otorgado por la enseñanza formal de conformidad a las disposiciones de la Ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. 


Las personas podrán, voluntariamente, solicitar la certificación de sus competencias laborales según el Sistema que establece esta ley, y sin que ésta constituya obligación o requisito para desempeñar una determinada actividad económica u ocupacional, sin perjuicio de las normas específicas que las regulan. La certificación será otorgada mediante entidades acreditadas a través de un marco metodológico común aceptado por los distintos sectores productivos.


La norma propone la creación de un Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, al cual podrán acceder voluntariamente todos quienes requieran el reconocimiento de sus capacidades técnicas, sea que ellas hayan sido adquiridas en forma regular en el sistema formal, o bien que se hayan formado en el transcurso de la vida laboral-. Este artículo contiene la idea matriz del proyecto y todos sus artículos están en función de viabilizar esta iniciativa.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

a)
Competencia Laboral: actitudes, conocimientos, y destrezas necesarias para cumplir exitosamente las actividades que componen una función laboral, según estándares definidos por el sector productivo.

b)
Evaluación de Competencias Laborales: es un proceso de verificación del desempeño laboral de una persona contra una unidad de competencia laboral previamente acreditada.

c)
Certificación de Competencia Laboral o Certificación de Competencia: corresponde al proceso de reconocimiento formal, por una entidad independiente, de las competencias laborales demostradas por un individuo en el proceso de evaluación.

d)
Unidad de Competencia Laboral: es un estándar que describe los conocimientos, las habilidades y actitudes que un individuo debe ser capaz de desempeñar y aplicar en distintas situaciones de trabajo, incluyendo las variables, condiciones o criterios para inferir que el desempeño fue efectivamente logrado.

e)
Calificación: es un conjunto de unidades de competencias que reflejan un área ocupacional.


En forma pedagógica, este artículo homologa los términos técnicos que serán utilizados en el desarrollo de la ley propuesta, pero también es necesario considerar que estas definiciones informarán el desarrollo práctico de toda la acción de certificación a que haya lugar tras la aprobación de la ley.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.

TÍTULO PRIMERO

DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN

DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 3º.- Créase la Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante también “la Comisión”, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y cuya función será la implementación de las acciones reguladas en la presente ley.


-Puesto en votación fue aprobado por 4 votos a favor, 3 en contra y ninguna abstención.


Artículo 4º.- Corresponderá a la Comisión las siguientes funciones y deberes:

a)
Proponer a las autoridades competentes las políticas globales de certificación de competencias laborales;

b)
Velar por la transparencia y el resguardo de la fe pública del Sistema;

c)
Velar por la calidad del Sistema, fijando las metodologías y procedimientos que se utilizarán en su implementación;

d)
Supervisar que los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, así como los Evaluadores, den cumplimiento a las obligaciones que emanan de esta ley;

e)
Desarrollar, adquirir y actualizar las Unidades de Competencias Laborales;

f)
Acreditar las Unidades de Competencias Laborales que se aplicarán en el Sistema y mantener un registro público de éstas, en los términos del artículo 26 Nº 3;

g)
Validar los criterios y procedimientos de carácter general y obligatorio involucrados en la acreditación de los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales;

h)
Acreditar la condición de Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado para emitir certificados de competencias laborales, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;

i)
Acreditar la condición de Evaluador habilitado para evaluar competencias laborales de las personas, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;

j)
Crear y mantener un registro público de las certificaciones otorgadas por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitados;

k)
Aprobar y presentar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversión de Excedentes;

l)
Publicar y entregar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social los balances financieros auditados;

m)
Administrar el patrimonio de la Comisión, con plenas facultades, incluyendo la administración de sus bienes, con atribuciones de disposición de éstos;

n)
Proporcionar la información financiera, contable, u otra, que requieran, o lo soliciten los Ministerios del Trabajo y Previsión Social o de Hacienda;

o)
Entregar un informe de gestión anual, especialmente respecto de las metas propuestas y sus resultados que incluya los acuerdos que haya adoptado en el ejercicio de sus funciones y deberes;

p)
Poner a disposición de los usuarios del Sistema, información relativa a los registros que mantiene la Comisión;

q)
Celebrar los actos o contratos con organismos públicos, personas jurídicas de derecho público o privado, nacionales, internacionales o extranjeras, conducentes al cumplimiento de los fines del Sistema; 

r)
Elaborar y aprobar las normas de funcionamiento de la Comisión; y,

s)
Cumplir las demás funciones y deberes que le asigna la ley.


-Puesto en votación fue aprobado por 7 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 5º.- La Comisión estará integrada por siete miembros que serán designados de la siguiente forma:

a)
Un miembro designado por el Ministro de Trabajo y Previsión Social;

b)
Un miembro designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción;

c)
Un miembro designado por el Ministro de Educación;

d)
Tres miembros designados por la organización de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos participantes del Sistema en conformidad con lo establecido en el Reglamento; y,

e)
Un miembro designado por la organización de trabajadores de mayor representatividad del país, en la forma en que se defina en el Reglamento.


No podrán ser miembros de la Comisión aquellas personas que tengan un vínculo de dependencia laboral, de propiedad o sean directivos de un Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, de un Organismo Técnico de Capacitación y de un Organismo Técnico Intermedio para Capacitación. De igual forma, los miembros no podrán ejercer como Evaluadores del Sistema.


Los miembros de la Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un período adicional. La renovación se realizará por parcialidades cada dos años, según se establezca en el Reglamento.


En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.


La Comisión sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.


Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos para aprobar cada año el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversiones, deberán adoptarse con el voto de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


Los miembros de la Comisión no serán remunerados por sus funciones.


El miembro que estime necesario salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de la Comisión, deberá hacer constar en el acta respectiva su oposición, fundamentando su voto de minoría.


Respecto de este artículo se recibieron las siguientes indicaciones:


-De la señora Vidal, doña Ximena y de los señores Aguiló y Riveros, para reemplazar el epígrafe del artículo 5º por el siguiente:


“La Comisión estará integrada por un máximo de nueve miembros que serán designados de la siguiente forma:”.


-Puesta en votación fue aprobada por 4 votos a favor, tres en contra y una abstención.


-De la señora Vidal, doña Ximena y de los señores Aguiló y Riveros, para reemplazar la letra d) del artículo 5º por la siguiente:


“d) Un máximo de tres miembros designados por cada una de las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país, en la forma en que se defina en el reglamento.”.


-Puesta en votación fue aprobada por 4 votos a favor, tres en contra y una abstención.


-De los Diputados Muñoz, don Pedro; Riveros, y Seguel, para eliminar el inciso séptimo del artículo 5º.


-Puesta en votación fue aprobada por 5 votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


-Puesto en votación el resto del artículo 5º fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala de la Comisión.


Artículo 6º.- Los miembros de la Comisión deberán presentar una declaración de intereses que exprese cualquier vinculación, ya sea de carácter profesional, por actividades económicas o de parentesco con los directivos, gerentes o socios de un Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado, un Organismo Técnico de Capacitación o con un Organismo Técnico Intermedio para Capacitación. El reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a estas disposiciones.


Los miembros de la Comisión deberán inhabilitarse cuando ésta realice un pronunciamiento que afecte a entidades con las cuales tengan las relaciones descritas en el inciso anterior.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 7º.- La Comisión será presidida por aquel de sus integrantes que sus miembros designen y durará en su cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una sola vez, para lo cual se requerirá del voto favorable de todos los integrantes en ejercicio de la Comisión. También designará un Vicepresidente, quien subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste, y durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido por una sola vez.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 8º.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva cuyas funciones serán las que le encomienda esta ley y su reglamento, y aquellas específicas que le encargue la Comisión.


La Comisión elaborará un reglamento que normará todo lo concerniente al funcionamiento y personal de la Secretaría Ejecutiva, el que se regirá por las disposiciones del Código del Trabajo.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


Artículo 9º.- La Comisión designará una persona que actuará como Secretario Ejecutivo de la misma, tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, y representará judicialmente y extrajudicialmente a la Secretaría Ejecutiva.


Serán funciones propias del Secretario Ejecutivo:

a)
Dirigir y coordinar todas las actividades necesarias de la Secretaría Ejecutiva, para dar cumplimiento a los fines de la Comisión;

b)
Proporcionar a la Comisión todos los insumos necesarios para su funcionamiento;

c)
Contratar al personal para el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva;

d)
Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte;

e)
Denunciar ante la autoridad administrativa o judicial que corresponda, las infracciones cometidas a la presente ley;

f)
Formular anualmente el Presupuesto, el Plan de Trabajo, el Plan de Inversión de Excedentes y el Balance de la Comisión;

g)
Recibir reclamos presentados por terceros contra la decisión adoptada por el Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, fundada en que no cumple con las unidades de competencias laborales, metodologías y procedimientos fijados por la Comisión.

h)
Relacionarse con los ministerios, servicios públicos y organizaciones productivas, de trabajo y de formación necesarios para asegurar el cumplimiento de los fines de la Comisión.


No podrá ser Secretario Ejecutivo quien tenga un vínculo de dependencia, de propiedad o sean directivos de un Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, de un Organismo Técnico de Capacitación o de un Organismo Técnico Intermedio para Capacitación. De igual forma, el Secretario Ejecutivo no podrá ejercer como Evaluador del Sistema.


El Secretario Ejecutivo estará obligado a guardar reserva respecto de la información que la Comisión señale.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Este conjunto de artículos establece el centro de la institucionalidad que administrará y desarrollará el sistema propuesto, es decir, la Comisión Nacional de Certificación Laboral. En sus contenidos se aborda su integración, funciones, obligaciones, procedimientos, inhabilidades e incapacidades para la integración de sus cargos.


Es necesario destacar que la integración de la Comisión Nacional de Certificación es de carácter tripartita, siendo sus miembros pertenecientes al gobierno (Ministerios del Trabajo y Previsión Social, de Economía y de Educación), al estamento empleador (tres miembros) y al estamento de los trabajadores, permitiendo que en sus decisiones se encuentren representados los puntos de visata de la globalidad del mundo del trabajo.


Asimismo, es necesario considerar que las labores de certificación se propone que sean absolutamente independientes de las de capacitación, estableciéndose las correspondientes inhabilidades con el ejercicio de cargos en Organismos Técnicos de Capacitación, Organismos Intermedios y otros similares.

TÍTULO SEGUNDO

DEL FINANCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL

DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 10.- El patrimonio de la Comisión estará integrado por:

a)
Recursos asignados, para estos fines, en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, transferidos por dicho Ministerio a la Comisión en virtud de convenios de desempeño. Estos recursos no podrán superar el 49% del financiamiento total de la Comisión y se destinarán para cofinanciar la compra, generación, actualización y validación de unidades de competencias laborales respecto de los cuales el sector privado contribuya a lo menos con un 10% del gasto;

b)
Aportes de los sectores productivos participantes efectuados a la Comisión en dinero o en especies preferentemente para comprar, generar, actualizar o validar unidades de competencias laborales, mediante convenios de colaboración o de cooperación o ambos indistintamente.

c)
Recursos propios que obtenga con ocasión de la administración de su patrimonio y de los ingresos que perciba por los servicios que preste; y,

d)
Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de estos bienes.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor,0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 11.- La Comisión celebrará anualmente un Convenio de Desempeño con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mecanismo a través del cual este Ministerio le transferirá los recursos indicados en la letra a) del artículo anterior.


El Convenio de Desempeño contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:

a)
La proporción del Presupuesto Anual de la Comisión que se financiará con recursos públicos;

b)
La forma, plazos y procedimientos de entrega de los recursos públicos a la Comisión por parte del Ministerio del Trabajo y Previsión Social;

c)
Los resultados o las acciones comprometidas en el Plan Anual de Trabajo de la Comisión o ambas indistintamente, asociadas a los recursos públicos;

d)
Los mecanismos o procedimientos de rendición de cuenta de la administración de los recursos públicos recibidos y del cumplimiento de los resultados o de las acciones comprometidas en el Convenio de Desempeño o de ambas indistintamente; y,

e)
Los mecanismos de fiscalización del cumplimiento de este convenio.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, ninguno en contra, y ninguna abstención.


Artículo 12.- El Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previa autorización del Ministerio de Hacienda, fijará por resolución, a propuesta de la Comisión, el arancel máximo que ésta podrá cobrar por los procesos de acreditación, de mantención en los registros y de entrega de duplicados de los certificados emitidos por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales. Para su fijación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social considerará los resultados operacionales del año en curso de acuerdo a los procedimientos e instrumentos que establezca el reglamento y la proyección de ingresos y gastos señalados en el Presupuesto Anual, de manera tal de equilibrar los ingresos y gastos proyectados para el año siguiente.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, ninguno en contra, y ninguna abstención.


Este título contiene los mecanismos de financiamiento y gestión financiera tanto del sistema como de la propia Comisión. Ella, tiene un patrimonio propio que se compone de la siguiente manera:


Recursos fiscales hasta por un 49% de su presupuesto;


Recursos del sector privado;


Recursos generadods por las actividades de certificación, las que se encuentran diseñadas como un servicio remunerado, y cuyo arancel es fijado por4 resoluición del Sence.


Administración de bienes muebles e inmuebles que reciba la Comisión.


Es necesario consignar que la administración y gestión de los recursos fiscales traspasados por el est6ado, son aupervigilados por el Ministerio del Trabajo a través de Convenios de Desempeño y sus respectivas auditorías.

TÍTULO TERCERO

DE LOS COMITÉS SECTORIALES


Artículo 13.-La Comisión solicitará, para el proceso de generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, la opinión de los sectores relacionados, a través de un Comité Sectorial que se constituirá como un órgano consultivo de la Comisión. Estos Comités otorgarán orientaciones estratégicas sobre el desarrollo de unidades de competencias laborales a incorporar y los lineamientos metodológicos comunes que den consistencia al Sistema; propondrán las unidades de competencias laborales exigidas para el desarrollo de una determinada función laboral y los criterios sectoriales de acreditación.


Los Comités Sectoriales deberán estar compuestos, al menos, por representantes de los Servicios Públicos encargados de regular las actividades del sector, representantes del sector productivo y representantes de los trabajadores, y funcionarán con el apoyo metodológico y administrativo de la Secretaría Ejecutiva. La Comisión propondrá las normas reglamentarias que regulará la designación de los miembros y el funcionamiento de los Comités Sectoriales.


Este título consigna un importante elemento de participación de los actores del proceso productivo en el establecimiento de poll´´iticas de certificación en forma sectorial. Ello concreta la idea de que uno de los pilares de un buen proceso de certificación radica en la pertinencia de dicha política con respecto a las reales necesidades y evolución del sector productivo de que se trate.


En estos comités sectoriales, tiene participación trabajadores, empresarios y los servicios públicos encargados de regular las actividades del sector.


-Este artículo fue objeto de dos indicaciones de idéntico tenor, una del Ejecutivo y otra del Diputado Riveros:


“Para reemplazar en la oración final del inciso segundo del artículo 13, la palabra “propondrá” por “establecerá”.”.


-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala de la Comisión.


-Puesto en votación el artículo fue aprobado por 5 votos a favor, ninguno en contra, y ninguna abstención.

TÍTULO CUARTO

DE LA ACREDITACIÓN DE LOS CENTROS DE EVALUACIÓN Y

CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES Y

DE LOS EVALUADORES


Artículo 14.- Para los efectos de esta ley, los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales serán desarrollados por entidades ejecutoras acreditadas, denominadas Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, en adelante, los “Centros”.


Los Centros tendrán la responsabilidad de evaluar las competencias laborales de las personas que lo soliciten, de acuerdo a las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y otorgar las certificaciones cuando corresponda.


Para su labor de evaluación, los Centros deberán contratar a los Evaluadores acreditados e inscritos en el Registro que al efecto mantendrá la Comisión, de conformidad a la presente ley. No deberá existir entre el Centro y el Evaluador, un vinculo jurídico permanente, sea como dependiente o prestador de servicios.


En todo caso, los Centros serán responsables que dichos servicios sean ejecutados de acuerdo a las normas y procedimientos sancionadas por la Comisión, y responderán por las acciones u omisiones de los Evaluadores contratados en su función de evaluar.


Los Centros tendrán las siguientes obligaciones:

a)
Aplicar los procedimientos y metodologías validadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales;

b)
Aplicar las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación;
c)
Mantener las evidencias del proceso de evaluación de las competencias laborales de las personas, por los períodos y en las formas que indique el reglamento;

d)
Informar a la Comisión, por escrito, de cualquiera circunstancia que altere o cambie, de manera sustancial, los antecedentes de los Centros, considerados para el proceso de su acreditación, establecidos en el artículo 18 de la presente ley.

e)
Desarrollar su labor, con total independencia, imparcialidad e integridad.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, ninguno en contra, y ninguna abstención.


Artículo 15.- Los certificados de competencias laborales que se otorguen en conformidad a esta ley, tendrán la calidad de instrumentos públicos; y su falsificación o utilización maliciosa será sancionada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 16.- No podrán desempeñarse como Centros, en ningún caso, las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación en conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 19.518 sobre Estatuto de Capacitación y Empleo o de la Ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas por fondos públicos.


Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la Ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.


Lo establecido en los incisos anteriores también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión acreditar a los Centros y a los Evaluadores, que cumplan con los requisitos de idoneidad, imparcialidad, y competencia, así como con los requisitos y criterios que se establecen en la presente ley y en su reglamento, y con los que apruebe la Comisión, para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.


En los casos en que la entidad o persona postulante no cumpla íntegramente con los requisitos establecidos en el inciso anterior, la Secretaría Ejecutiva formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por el postulante dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde su notificación, bajo apercibimiento de rechazar su solicitud sino subsana las observaciones realizadas, dentro del referido plazo. 


La Comisión podrá encomendar a personas jurídicas de derecho público o privado, la ejecución de las actividades necesarias para la evaluación de los Centros y de los Evaluadores, tendientes a la acreditación de los mismos. 


La acreditación se otorgará por un plazo de tres años, sin perjuicio de la facultad de la Comisión para revocarla anticipadamente, en los casos previstos en esta ley.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.


Artículo 18.- Para obtener la acreditación como Centro, las entidades postulantes deberán cumplir con los criterios que defina la Comisión, de manera general y pública, para asegurar la idoneidad, imparcialidad y competencia de los Centros; y además con los siguientes requisitos:

1°
Tener personalidad jurídica.

2°
Acreditar que los servicios de evaluación y certificación de competencias laborales forman parte de los objetivos contemplados en sus Estatutos o normas por las que se rigen.

3°
Tener contratado a personal idóneo para la dirección y administración del Centro. 

4°
Ser propietario, o disponer a otro título que otorgue posesión o mera tenencia, de la infraestructura necesaria para desempeñar las labores de evaluación y certificación de competencias laborales propias del sector productivo o área de la actividad económica en el cual desea desarrollar sus acciones.

5°
Contar con procesos operacionales que aseguren la idoneidad y transparencia de las decisiones que ellas adopten.


El reglamento de esta ley, establecerá la forma y condiciones a través de los cuales se acreditarán los requisitos y criterios anteriormente prescritos.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.

Artículo 19.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, no podrán inscribirse ni permanecer en el Registro respectivo las personas jurídicas que tengan como socios, directivos, gerentes o administradores a:

a)
Personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva. La inhabilidad que se refiere esta letra cesará, cuando se acredite el cumplimento de la pena.

b)
Los fallidos o los administradores o representantes legales de las personas fallidas que hubieran sido condenadas por delito de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras. La inhabilidad que se refiere esta letra cesará, cuando se acredite el cumplimento de la pena.

c)
Funcionarios públicos que tengan que ejercer, de acuerdo a la ley, funciones de fiscalización o control sobre las personas jurídicas inscritas en el Registro de Centros.

d)
Quienes hayan sido administradores, directivos o gerentes de un Centro sancionado en los últimos tres años con la cancelación de su inscripción en el Registro de Centros, conforme a esta ley.


Para los efectos de este artículo se entenderá por administradores, directivos y gerentes, a las personas que tengan poder de decisión o facultades de administración.


Lo dispuesto en las letras a), b), c) y d) de este artículo será aplicable también a los evaluadores.


-Este artículo fue objeto de indicación del Ejecutivo del siguiente tenor:


“Para reemplazar en la letra d), en su primer párrafo, la palabra “tres” por “cinco”.”.


-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala de la Comisión.


Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala de la Comisión.


Artículo 20.- Para obtener la acreditación como Evaluador, los postulantes deberán ser personas naturales, que demuestren su idoneidad, imparcialidad y competencia laboral, en el ámbito donde desempeñarán sus funciones de evaluación, y demuestren conocimientos, habilidades y destrezas, requeridas para la ejecución de las actividades comprendidas en procesos de evaluación de competencias laborales, sin perjuicio de los criterios sectoriales adicionales que valide la Comisión. El reglamento establecerá la forma y condiciones en el que los requisitos y criterios deberán acreditarse.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.

Artículo 21.- La acreditación que se otorgue a los Centros y Evaluadores, se extenderá exclusivamente a aquellos ámbitos que la Comisión señale, conforme al contenido de cada solicitud y a los antecedentes de la evaluación.


La calidad de Centro habilitado y de Evaluador habilitado, no podrá ser transferida o cedida, ni perpetua ni temporalmente, a título gratuito u oneroso, ni ser objeto de transacción civil o comercial alguna.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 22.- De la resolución de la Comisión que deniegue la acreditación a que se refiere el artículo 17 de esta ley, procederá un recurso de reposición ante dicho organismo, debiendo interponerse dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución denegatoria.


Corresponderá al Ministro del Trabajo y Previsión Social, conocer de la apelación que se interponga en contra de la resolución que rechace el recurso de reposición presentado ante la Comisión. Este recurso deberá interponerse en el plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución.


El Ministro del Trabajo y Previsión Social tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver. Si transcurrido el plazo no existiere pronunciamiento, se entenderá que el Ministro acoge el reclamo y la Comisión deberá dictar la resolución que disponga la acreditación del respectivo Centro o Evaluador.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Este título contiene normas que regulan la acreditación de los Centros y de los profesionales a cargo de las respectivas evaluaciones. Se contienen requisitos de forma, como la constitución en personalidad jurídica, acreditar propiedad o tenencia de las instalaciones a utilizar en el proceso, e inscripción (evaluadores) en los registros públicos.


Sin embargo, existe un conjunto de requisitos que apuntan a otorgar transparencia al sistema y a velar por el eficiente uso de los recursos.


Tal es el caso de la exigencia de demostrar que las actividades de certificación que se desarrollarán están dentro del ámbito del sector en que el Centro se desenvuelve, o bien contar con los procesos operacionales idóneos al efecto que se persigue.

Asimismo, se señalan algunas normas sobre inhabilidades para ser evaluador, las que están principalmente orientadas a evitar colusión de intereses con organismo que imparten capacitación.

TÍTULO QUINTO

DE LA SUPERVISIÓN Y DE LAS SANCIONES A LOS CENTROS

Y A LOS EVALUADORES


Artículo 23.- La Comisión supervisará que los procesos de evaluación y certificación, sean ejecutados por los Centros de acuerdo al Sistema que crea esta ley, debiendo velar porque éstos den cumplimiento a las obligaciones contempladas en la presente ley y en su reglamento. Para estos efectos, la Comisión podrá requerir de los administradores y responsables de los Centros, todas las explicaciones y antecedentes que juzgue necesarios.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de las facultades que le corresponden a otros organismos.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 24.- Los Centros que infrinjan las normas de la presente ley o su reglamento, serán sancionadas por la Comisión, con alguna de las siguientes medidas:

a)
Amonestación por escrito; 

b)
Suspensión por un período de 6 meses de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación; 

c)
Suspensión por un período de un año de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación y si haya sido anteriormente sancionado con una suspensión; y 

d)
Cancelación de su inscripción en el Registro.


La sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, sólo podrá imponerse, en los siguientes casos:

1.
Por error manifiesto que permita presumir que el Centro ha obrado con grave negligencia en la prestación de su servicio;

2.
Por coludirse con Organismos Técnicos de Capacitación, con Instituciones de Educación Superior o con usuarios del Sistema para la entrega de certificados;

3.
Por haber sido sancionado penalmente cualquiera de los Directivos, Gerentes o Administrativos del Centro, por el delito de falsedad o utilización maliciosa a que se refiere el artículo 15 de la presente ley;

4.
Por no haber adoptado las medidas necesarias para solucionar las observaciones del Secretario Ejecutivo, al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos fijados; o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos;

5.
Por no haber aplicado las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión;

6.
Por no haber aplicado los procedimientos y metodologías conforme al sistema de calidad definido por la Comisión;

7.
Por incumplimiento grave o reiterado de las normas de la presente ley, su Reglamento o de las instrucciones impartidas por la Comisión;

8.
Por infracción a lo dispuesto en los artículos 16 y 18 de la presente ley;

9.
Por utilización de la autorización de la Comisión en ámbitos distintos a los autorizados; y,

10. Si proporcionare información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema.


Los Centros a quienes se les revoque la acreditación e inscripción en el respectivo Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos dos años, contados desde la fecha de la revocación.


La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.


Tratándose de las sanciones aludidas en las letras a), b) y c) del presente artículo, en forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro de diez días hábiles, contados desde la notificación. Efectuado los descargos, o en rebeldía, la Comisión podrá aplicar estas sanciones. De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver.


Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude la letra d) del presente artículo, los Centros podrán reclamar de su aplicación ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver, si estima que dicha sanción no se ajusta a la presente ley y ello les causa perjuicio.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.

Artículo 25.- La Comisión podrá cancelar la inscripción en el Registro a los Evaluadores que cometan las siguientes infracciones:

1.
Aprobar a un postulante transgrediendo, de manera evidente, las metodologías y unidades de competencias laborales fijadas por la Comisión;

2.
Coludirse con organismos de capacitación, con Instituciones de Educación Superior o con usuarios del Sistema, para entregar resultados engañosos de los procesos de evaluación;

3.
Proporcionar información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema;

4.
No aplicar los procedimientos y metodologías que haya definido la Comisión;

5.
Incumplir, de manera grave o reiterado, las normas de la presente ley, su Reglamento o las instrucciones impartidas por la Comisión; y
6.
Infringir lo dispuesto en los artículos 16 y 20 de la presente ley.

Los Evaluadores a quienes se les cancele su inscripción en el Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos dos años, contados desde la fecha de la revocación.


La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.


Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude el primer inciso del presente artículo, previamente se le notificará al afectado de los hechos y normas infringidas que se le imputan; pudiendo éste presentar sus descargos a la Comisión, dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos. La Comisión resolverá, con sus descargos o en rebeldía. De la resolución que imponga una sanción, los Evaluadores podrán reclamar ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver.


-Este artículo fue objeto de indicación del Ejecutivo del siguiente tenor:


“Para reemplazar en su inciso segundo, la palabra “dos” por “cinco”.”.


-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala de la Comisión.


-Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala de la Comisión.


Este título contiene una serie de normas orientadas a la fiscalización del sistema y sanción ante el incumplimiento de sus normas, pero lo más importante es que tras estas normas existe un criterio formador o un principio orientador importante: el sistema descansa sobre la fe pública en la transparencia de sus decisione, el manejo de los recursos y procesos de evaluación que se apliquen.


En efecto, uno de los temas importantes en la propuesta del ejecutivo, consiste en separar los intereses provenientes de los entes de capacitación de los de certificación, impidiendo que las evaluaciones respondan no a criterios técnicos, sino que a conveniencias comerciales en el mercado de la formación ocupacional.

TÍTULO SEXTO

DE LOS REGISTROS


Artículo 26.- La Comisión llevará los siguientes registros de carácter público:

1.
Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, que tendrá como objeto identificar los Centros habilitados para ejecutar las acciones de evaluación y de certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.

2.
Registro Nacional de Evaluadores, que tendrá como objeto identificar los Evaluadores habilitados para ejecutar las acciones de evaluación de competencias laborales contempladas en esta ley. 

3.
Registro Nacional de Unidades de Competencias Laborales, que tendrá por objeto informar a los usuarios sobre las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y su relevancia para determinados sectores productivos, áreas ocupacionales y puestos de trabajo.

4.
Registro Nacional de Certificaciones, que tendrá por objeto informar respecto de las certificaciones otorgadas por los Centros, y se construirá a partir de los reportes que emitirán dichos Centros, en conformidad a lo establecido en el Reglamento.

La información contenida en los registros será puesta a disposición de las personas e instituciones usuarios del sistema, especialmente de las instituciones educacionales, a fin de permitirles relacionar las competencias con los diferentes niveles educacionales, incorporarlas en el diseño de planes y programas de estudio y facilitar el reconocimiento de las competencias certificadas en los procesos formales de educación.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Este título contiene un resumen de los registros necesarios para la marcha del sistema: Registro de Centros, de Evaluadores, de Competencias Laborales y de Certificaciones efectuadas.


Estos dos últimos adquieren especial importancia a la luz del diseño elegido, ya que por una parte, el registro de competencias constituye la base conceptual sobre la cual se certificará en cada sector siendo el listado de competencias acordado por todos los actores y, por otra, el listado de certificaciones efectuadas permitirá a cada trabajador incorporarse a módulos de formación continua en un proceso de progresiva especialización y actualización técnica de sus conocimientos y habilidades.

TÍTULO SÉPTIMO

DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PROCESOS DE EVALUACIÓN

Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 27.- El servicio de evaluación y certificación de competencias laborales establecido en la presente ley, podrá ser financiado mediante cualquiera de las siguientes alternativas:

a)
A través de recursos propios de la persona que solicita el servicio;

b)
Con recursos provenientes de la empresa en la que el trabajador se desempeña, los que podrán gozar de la franquicia tributaria señalada en el primer inciso del artículo 36 de la Ley N° 19.518 para aquellos beneficiarios que esta norma contempla;

c)
Con recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación señalado en el artículo 44 de la Ley N° 19.518; y

d)
A través de los respectivos presupuestos destinados a capacitación en las entidades pertenecientes al sector público.

-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 28.- Podrá disponerse de financiamiento público, sólo para los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales cuando concurran las siguientes circunstancias:

a)
Que se ejecuten por los Centros acreditados por la Comisión; y,

b)
Que se basen en los criterios, procedimientos, metodologías y unidades de competencias laborales validadas por la Comisión.

-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 29.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, determinará el monto de los gastos de las acciones de evaluación y certificación de competencias laborales que se podrán imputar a la franquicia tributaria que establece la Ley N° 19.518.


Para efecto de lo anterior, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en conjunto con el Ministerio de Hacienda deberá fijar anualmente un valor máximo a descontar por cada proceso de evaluación y certificación de competencias laborales efectuado, denominado valor proceso de evaluación y certificación de competencias laborales participante.


El monto autorizado a descontar no podrá exceder del gasto efectivamente realizado por la empresa.


En caso en que el trabajador concurriera al financiamiento de su proceso de evaluación y certificación de competencias laborales, el empleador podrá imputar a la franquicia sólo la parte correspondiente a su aporte.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 30.- Con todo, las empresas que utilicen la franquicia tributaria establecida en el primer inciso del artículo 36 de la Ley N° 19.518, para financiar el servicio de evaluación y certificación de competencias laborales de uno o más de sus trabajadores, deberán financiar directamente, sin derecho a descontar de la franquicia tributaria:

a)
El 10% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales no superen las 10 unidades tributarias mensuales;

b)
El 30% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 10 unidades tributarias mensuales y no superen las 25;

c)
El 50% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 25 unidades tributarias mensuales y no superen las 50; y,

d)
El 100% del costo del servicio de evaluación y de certificación, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales superen las 50 unidades tributarias mensuales.

-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 31.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo autorizará, conforme a los artículos 29 y 30 de la presente ley, el monto de los gastos en evaluación y certificación de competencias laborales que las empresas podrán descontar en conformidad al primer inciso del artículo 36 de la Ley N° 19.518.


Sin perjuicio de lo anterior, las empresas sólo podrán imputar como costos directos los gastos en que incurran con ocasión del financiamiento del servicio de evaluación y certificación de competencias laborales contratado directamente con Centros con inscripción vigente en el Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 32.- Los comités bipartitos de capacitación, además de las funciones que estable el articulo 13 de la Ley N° 19.518, podrán acordar y evaluar programas de evaluación y certificación de competencias laborales.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 33.- Las acciones contempladas en las modalidades descritas en el tercer y quinto inciso del artículo 33 de la Ley Nº 19.518, podrán ampliarse a acciones de evaluación y certificación de competencias laborales.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 34.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación no servirán de nexo entre las empresas y los Centros.


Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio no podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 35.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá establecer con cargo al Fondo Nacional de Capacitación, acciones de evaluación y certificación de competencias laborales en las letras a), b), d) y e) del artículo 46 de la Ley N° 19.518.


Además, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá desarrollar con cargo al Fondo, programas tendientes a ejecutar acciones de evaluación y certificación de competencias laborales para beneficiarios de escasos recursos. Dichos programas deberán ser licitados y ejecutados por los Centros acreditados por la Comisión que crea la presente ley.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo 36.- Para el financiamiento descrito en la letra b) del artículo 27 de la presente ley, se aplica el Párrafo 4º “De la Capacitación y su Financiamiento” de la Ley Nº 19.518, salvo los artículos 31; 32; el último inciso del artículo 33; 34; 35; el segundo, tercero y cuarto inciso del artículo 36; 37; 38; el primer y cuarto inciso del artículo 39; y el segundo inciso del 43.


Este título contiene las normas que informan el sistema de financiamiento de las acciones dce certificación, pudiendo tratarse de dos modalidades: la primera de ellas es a través del pago directo por parte del interesado sobre la base de un arancel fijado por el Sence. Esta modalidad es de extraordinaria importancia dada la magnitud de los trabajadores declarados como independientes que conforman la fuerza de trabajo.


Una segunda modalidad es a través del pago que efectúa la empresa en donde labora el trabajador dependiente; dicho pago puede acogerse a la franquicia tributaria que establece la ley del Sence y ley de la renta, aún tratándose de empresas medianas o pequeñas, caso en el que el proceso se realiza a través del Fondo Nacional de Capacitación.


Es importante mencionar que en este último caso, la empresa sólo ´puede “franquiciar” las certificaciones de trabajadores de menor renta, no cubriéndose por aporte fiscal las acciones de certificación de personal que -en teoría- tiene mayor preparación profesional o técnica.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.

TÍTULO OCTAVO

DE LAS MODIFICACIONES A LA LEY 19.518


Artículo 37.- Introdúcense en la Ley Nº 19.518, las siguientes modificaciones:

1)
Reemplázase en el artículo 12, el párrafo que existe a continuación del punto seguido, por el siguiente: “Podrán ser organismos técnicos de capacitación las personas jurídicas cuyo único objeto social sea la capacitación, a excepción de las Universidades, institutos profesionales y Centros de formación reconocidos por el Ministerio de Educación, registrados para estos efectos en el Servicio Nacional en conformidad a los artículos 19 y 21 de la presente ley, los que podrán prestar capacitación sin estar sujetos a la limitación señalada precedentemente”.

2)
Modifícase el artículo 21, de la siguiente manera:

a)
Reemplázase los números 1º y 2º del artículo 21, por los siguientes:


“1º Contar con personalidad jurídica, la que deberá tener como único objeto social, la prestación de servicios de capacitación.


2º Acreditar que disponen de la certificación bajo la Norma NCh 2728, oficializada como Norma Oficial de la República a través de la publicación en el Diario Oficial del día 19 de mayo de 2003 de la Resolución Exenta Nº 155 del Ministerio de Economía, o aquella que la reemplace.”;

b)
Agrégase al artículo 21, el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Si los organismos técnicos de capacitación autorizados conforme a los requisitos señalados en este párrafo, dejasen de cumplir con alguno de aquellos, su inscripción caducará por el sólo ministerio de la ley”.

3)
Modifícase el artículo 22 de la siguiente manera:

a)
Elimínase en la letra a), la expresión “o estén procesadas”, entre las expresiones “que hayan sido condenadas” y “por crimen o simple delito”; y las expresiones “procesadas o” entre las expresiones “personas fallidas” y “condenadas por delitos”.

b)
Agrégase en el segundo párrafo de la letra a) del artículo 22, a continuación del punto y coma(;), las siguientes expresiones:

“asimismo, cesará la inhabilidad cuando se acredite el cumplimento de la pena”.

c)
Intercálase el siguiente párrafo segundo a la letra c) del artículo 22:


“Esta inhabilidad regirá por el plazo de cinco años, contados desde la fecha de la resolución de cancelación de la inscripción del Organismo Técnico de Capacitación del que hayan sido administradores, directivos o gerentes”.

4)
Modifícase el artículo 33, de la siguiente manera:

a)
Intercálase en el inciso cuarto, entre la oración “la ejecución de acciones de capacitación se podrá desarrollar antes de la vigencia de una relación laboral,” y “cuando un empleador y un eventual trabajador”, la expresión “siempre y cuando sea necesario por tener la empresa planes de expansión que lo justifiquen o por la estacionalidad de la actividad que desarrolla,”.

b)
Agrégase al artículo 33, el siguiente inciso sexto, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:


“Con todo, si los empleadores suscribieran contratos de capacitación, en un número igual o superior al diez por ciento de su dotación permanente, el cincuenta por ciento de éstos a lo menos, deberán ser personas discapacitadas definidas como tales por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez de los Servicios de Salud, en los términos dispuestos en los artículos 7º y siguientes de la Ley Nº 19.284, o que pertenezcan a grupos vulnerables definidos como beneficiarios para programas públicos administrados por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social, Ministerio de Planificación y Cooperación, el Servicio Nacional de la Mujer, Servicio Nacional de Menores u otros Ministerios o Servicios Públicos. Una resolución del Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo establecerá cada año el tipo de programas y los beneficiarios definidos para éste efecto. 

5)
Agrégase en el artículo 35 los siguientes incisos primero, segundo y tercero nuevos, pasando los actuales primero y segundo, a ser cuarto y quinto respectivamente:


“El Servicio llevará un Registro Nacional de Cursos, en el que se inscribirán, previa autorización del Servicio, los cursos de capacitación que los organismos ofrezcan a las empresas, con cargo a la franquicia tributaria establecida en el artículo siguiente. Dichos cursos tendrán una vigencia de dos años, contados desde la fecha de su autorización. Transcurrido dicho plazo, los organismos técnicos de capacitación podrán solicitar una nueva inscripción para cada curso, los que deberán incluir las actualizaciones que corresponda. El Servicio estará facultado para cobrar por la inscripción y actualización de cada uno de ellos, una suma que se fijará cada año por Resolución Exenta del Director Nacional. El reglamento establecerá la forma y procedimiento de pago.


Esta norma no se aplicará a los módulos de formación en competencias laborales acreditables para la formación de Técnicos de nivel superior, impartidos por los Centros de Formación Técnica, señalados en el inciso tercero del artículo 1 de la presente ley.


Además, el Servicio llevará un Registro Especial de Cursos, en el que se inscribirán, previa autorización del Servicio, los cursos de capacitación basados en módulos de competencias laborales, que los organismos ofrezcan a las empresas, con cargo a la franquicia tributaria establecida en el artículo siguiente. Dichos cursos deberán construirse en base a las unidades de competencias laborales acreditadas de acuerdo a las normas que regulen el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, tendrán la misma vigencia de las unidades de competencias laborales sobre los cuales se construyeron, y no supondrá cobro por parte del Servicio.”.

6)
Modifícase el artículo 77, de la siguiente manera:

a)
Elimínase la letra a) y e) del artículo 77, pasando las actuales letras b), c) y d), a ser a), b) y c) respectivamente, y la actual letra f), a ser d).

b)
Agrégase la siguiente letra e) nueva al artículo 77:


“e)Por la promoción de servicios, productos, bienes u otros, distintos de capacitación, asociados al uso de la franquicia tributaria establecida en el artículo 36, ya sea directamente o a través de piezas publicitarias escritas, radiales, de televisión, informáticas o de los mensajes utilizados directamente por personas encargadas por el organismo capacitador como fuerza de ventas.”.

c)
Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser, tercero y cuarto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, a las entidades que requieran de autorización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para operar como Escuelas de Conductores, se les cancelará su inscripción en el Registro Nacional consignado en el artículo 19 de esta ley, cuando la Escuela de Conductores haya sido cancelada del Registro del Ministerio de Transportes, como medida de sanción. Lo anterior será sin perjuicio de las facultades del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para cancelar su inscripción en el Registro por las infracciones a las normas del Estatuto”.

7)
Modifíquese el artículo 91, para agregar la siguiente letra e):


“e) Con los recursos que perciba por la inscripción de cursos de capacitación, de acuerdo al artículo 35.”.


Este título contiene una serie de complementos normativos a la ley 19.967, sobre racionalización del uso de la franquicia tributaria, y apuntan a la transparencia de la gestión de los Organismos Técnicos de Capacitación (OTEC), no siendo directamente relacionados con el cuerpo del proyecto que se propone.


-Este artículo fue objeto de indicación del Ejecutivo del siguiente tenor:


“a) Para eliminar los numerales 1) y 2), 4) y 7), y para agregar el siguiente numeral 1), nuevo, pasando los numerales 3), 5) y 6) a ser 2), 3) y 4), respectivamente:


“1. Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Cuando los organismos técnicos de capacitación dejaren de cumplir con alguno de los requisitos señalados en este artículo, cesará su inscripción en el Registro Nacional, perdiendo su calidad de organismos capacitadores.”.


b) Para eliminar los incisos primero y segundo del numeral 5), que ha pasado a ser 3), reemplazándose su texto actual por el siguiente:


“3. Agrégase, en el artículo 35, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto respectivamente:


“Además, el Servicio llevará un Registro Especial de Cursos, en el que se inscribirán, previa autorización del Servicio, los cursos de capacitación basados en módulos de competencias laborales, que los organismos ofrezcan a las empresas, con cargo a la franquicia tributaria establecida en el artículo siguiente. Dichos cursos deberán construirse en base a las unidades de competencias laborales acreditadas de acuerdo a las normas que regulen el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, tendrán la misma vigencia de las unidades de competencias laborales sobre los cuales se construyeron, y no supondrá cobro por parte del Servicio.”.”

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala de la Comisión.


-Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Sala de la Comisión.

TÍTULO FINAL


Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley, durante el año 2004, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho año no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestas en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención, adecuándose la referencia al año 2005.


Artículo 39.- Los reglamentos necesarios para la ejecución de esta ley serán dictados a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y deberán ser firmado además por el Ministro de Hacienda. Asimismo, estos reglamentos serán consultados con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo Segundo.- Los miembros de la Comisión señalados en el Artículo 5 letra d), serán designados de entre los sectores productivos participantes en los procesos de certificación de competencias laborales realizados hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos, y desarrollados a través de procedimientos acordados con los sectores productivos. Estos miembros durarán en sus cargos dos años.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo Tercero.- Las certificaciones de competencias laborales emitidas hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos provenientes de alguno de los Ministerios que forman parte de la Comisión o sus organismos dependientes, y desarrollados a través de procedimientos acordados por estos y el sector productivo respectivo, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia que los certificados que emitan los Centros a que se refiere esta ley. Para estos efectos, la Comisión deberá incorporarlos al Registro Nacional de Certificaciones a que alude el artículo 26 Nº4 de la presente ley.


Asimismo, los estándares en las cuales se basaron las certificaciones señaladas en el inciso anterior, se respetarán, para todos los efectos legales, como unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión. Mantendrán esta calidad por un plazo de dos años, a contar de la fecha de entrada en vigencia de la ley.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.


Artículo Cuarto.- Las personas jurídicas que a la fecha de vigencia de la presente ley se encuentren inscritas en el Registro Nacional contemplado en el artículo 19 de la Ley 
N° 19.518, dispondrán de un plazo de 18 meses, contados desde la entrada en vigencia de esta ley, para ajustarse a los requisitos contemplados en los numerales 1º y 2º del artículo 36 de la presente ley. Los organismos que a ese plazo no se hayan ajustado a las exigencias antes indicadas, se les cancelará su inscripción en el Registro Nacional automáticamente.


-Este artículo fue objeto de indicación del Ejecutivo del siguiente tenor:


“Para eliminarlo, pasando el actual Artículo Quinto Transitorio a ser Artículo Cuarto Transitorio.”

-Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Artículo Quinto.- Los socios, directivos o gerentes de organismos técnicos de capacitación que hubieran sido sancionados con la cancelación de la inscripción en el Registro Nacional, con anterioridad a la vigencia de esta ley, podrán formar parte de un organismo que solicite su incorporación al mismo, una vez transcurridos cinco años a partir de la fecha de la resolución que aplicó la sanción.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo no podrá negar la inscripción de dicho organismo, salvo si no cumpliera los requisitos señalados en el artículo 21 de la presente ley.”.


-Puesto en votación fue aprobado por 5 votos a favor, 0 en contra y ninguna abstención.

IX. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISIÓN.


Con ocasión del debate habido en la discusión en particular del proyecto, vuestra Comisión rechazó por 4 votos en contra, 3 a favor, y 1 abstención, senda indicación del Diputado señor Salaberry al artículo 5º del siguiente tenor:


“Para reemplazar la letra e), por la siguiente:

e)
Un miembro designado por cada una de las tres organizaciones de trabajadores de mayor representatividad del país, en la forma en que se defina en el reglamento.”.

-o-

Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el Diputado informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO PRELIMINAR

DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE

COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 1º.- Créase el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante “El Sistema”, que tiene por objeto el reconocimiento formal de las competencias laborales de las personas, independientemente de la forma en que hayan sido adquiridas y de si tienen o no un título o grado académico otorgado por la enseñanza formal de conformidad a las disposiciones de la Ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. 


Las personas podrán, voluntariamente, solicitar la certificación de sus competencias laborales según el Sistema que establece esta ley, y sin que ésta constituya obligación o requisito para desempeñar una determinada actividad económica u ocupacional, sin perjuicio de las normas específicas que las regulan. La certificación será otorgada mediante entidades acreditadas a través de un marco metodológico común aceptado por los distintos sectores productivos.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

a)
Competencia Laboral: actitudes, conocimientos, y destrezas necesarias para cumplir exitosamente las actividades que componen una función laboral, según estándares definidos por el sector productivo.

b)
Evaluación de Competencias Laborales: es un proceso de verificación del desempeño laboral de una persona contra una unidad de competencia laboral previamente acreditada.

c)
Certificación de Competencia Laboral o Certificación de Competencia: corresponde al proceso de reconocimiento formal, por una entidad independiente, de las competencias laborales demostradas por un individuo en el proceso de evaluación.

d)
Unidad de Competencia Laboral: es un estándar que describe los conocimientos, las habilidades y actitudes que un individuo debe ser capaz de desempeñar y aplicar en distintas situaciones de trabajo, incluyendo las variables, condiciones o criterios para inferir que el desempeño fue efectivamente logrado.

e)
Calificación: es un conjunto de unidades de competencias que reflejan un área ocupacional.
TÍTULO PRIMERO

DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN

DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 3º.- Créase la Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante también “la Comisión”, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y cuya función será la implementación de las acciones reguladas en la presente ley.


Artículo 4º.- Corresponderá a la Comisión las siguientes funciones y deberes:

a)
Proponer a las autoridades competentes las políticas globales de certificación de competencias laborales;

b)
Velar por la transparencia y el resguardo de la fe pública del Sistema;

c)
Velar por la calidad del Sistema, fijando las metodologías y procedimientos que se utilizarán en su implementación;

d)
Supervisar que los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, así como los Evaluadores, den cumplimiento a las obligaciones que emanan de esta ley;

e)
Desarrollar, adquirir y actualizar las Unidades de Competencias Laborales;

f)
Acreditar las Unidades de Competencias Laborales que se aplicarán en el Sistema y mantener un registro público de éstas, en los términos del artículo 26 Nº3;

g)
Validar los criterios y procedimientos de carácter general y obligatorio involucrados en la acreditación de los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales;

h)
Acreditar la condición de Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado para emitir certificados de competencias laborales, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;

i)
Acreditar la condición de Evaluador habilitado para evaluar competencias laborales de las personas, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;

j)
Crear y mantener un registro público de las certificaciones otorgadas por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitados;

k)
Aprobar y presentar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversión de Excedentes;

l)
Publicar y entregar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social los balances financieros auditados;

m)
Administrar el patrimonio de la Comisión, con plenas facultades, incluyendo la administración de sus bienes, con atribuciones de disposición de éstos;

n)
Proporcionar la información financiera, contable, u otra, que requieran, o lo soliciten los Ministerios del Trabajo y Previsión Social o de Hacienda;
o)
Entregar un informe de gestión anual, especialmente respecto de las metas propuestas y sus resultados que incluya los acuerdos que haya adoptado en el ejercicio de sus funciones y deberes;

p)
Poner a disposición de los usuarios del Sistema, información relativa a los registros que mantiene la Comisión;

q)
Celebrar los actos o contratos con organismos públicos, personas jurídicas de derecho público o privado, nacionales, internacionales o extranjeras, conducentes al cumplimiento de los fines del Sistema; 

r)
Elaborar y aprobar las normas de funcionamiento de la Comisión; y,

s)
Cumplir las demás funciones y deberes que le asigna la ley.

Artículo 5º.- La Comisión estará integrada por un máximo de nueve miembros que serán designados de la siguiente forma:

a)
Un miembro designado por el Ministro de Trabajo y Previsión Social;

b)
Un miembro designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción;

c)
Un miembro designado por el Ministro de Educación;

d)
Tres miembros designados por la organización de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos participantes del Sistema en conformidad con lo establecido en el Reglamento; y,

e)
Un máximo de tres miembros designados por cada una de las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país, en la forma en que se defina en el reglamento.

No podrán ser miembros de la Comisión aquellas personas que tengan un vínculo de dependencia laboral, de propiedad o sean directivos de un Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, de un Organismo Técnico de Capacitación y de un Organismo Técnico Intermedio para Capacitación. De igual forma, los miembros no podrán ejercer como Evaluadores del Sistema.


Los miembros de la Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un período adicional. La renovación se realizará por parcialidades cada dos años, según se establezca en el Reglamento.


En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.


La Comisión sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.


Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos para aprobar cada año el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversiones, deberán adoptarse con el voto de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


El miembro que estime necesario salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de la Comisión, deberá hacer constar en el acta respectiva su oposición, fundamentando su voto de minoría.


Artículo 6º.- Los miembros de la Comisión deberán presentar una declaración de intereses que exprese cualquier vinculación, ya sea de carácter profesional, por actividades económicas o de parentesco con los directivos, gerentes o socios de un Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado, un Organismo Técnico de Capacitación o con un Organismo Técnico Intermedio para Capacitación. El reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a estas disposiciones.


Los miembros de la Comisión deberán inhabilitarse cuando ésta realice un pronunciamiento que afecte a entidades con las cuales tengan las relaciones descritas en el inciso anterior.


Artículo 7º.- La Comisión será presidida por aquel de sus integrantes que sus miembros designen y durará en su cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una sola vez, para lo cual se requerirá del voto favorable de todos los integrantes en ejercicio de la Comisión. También designará un Vicepresidente, quien subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste, y durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido por una sola vez.


Artículo 8º.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva cuyas funciones serán las que le encomienda esta ley y su reglamento, y aquellas específicas que le encargue la Comisión.


La Comisión elaborará un reglamento que normará todo lo concerniente al funcionamiento y personal de la Secretaría Ejecutiva, el que se regirá por las disposiciones del Código del Trabajo.


Artículo 9º.- La Comisión designará una persona que actuará como Secretario Ejecutivo de la misma, tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, y representará judicialmente y extrajudicialmente a la Secretaría Ejecutiva.


Serán funciones propias del Secretario Ejecutivo:

a)
Dirigir y coordinar todas las actividades necesarias de la Secretaría Ejecutiva, para dar cumplimiento a los fines de la Comisión;

b)
Proporcionar a la Comisión todos los insumos necesarios para su funcionamiento;

c)
Contratar al personal para el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva;

d)
Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte;

e)
Denunciar ante la autoridad administrativa o judicial que corresponda, las infracciones cometidas a la presente ley;

f)
Formular anualmente el Presupuesto, el Plan de Trabajo, el Plan de Inversión de Excedentes y el Balance de la Comisión;

g)
Recibir reclamos presentados por terceros contra la decisión adoptada por el Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, fundada en que no cumple con las unidades de competencias laborales, metodologías y procedimientos fijados por la Comisión.

h)
Relacionarse con los ministerios, servicios públicos y organizaciones productivas, de trabajo y de formación necesarios para asegurar el cumplimiento de los fines de la Comisión.

No podrá ser Secretario Ejecutivo quien tenga un vínculo de dependencia, de propiedad o sean directivos de un Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, de un Organismo Técnico de Capacitación o de un Organismo Técnico Intermedio para Capacitación. De igual forma, el Secretario Ejecutivo no podrá ejercer como Evaluador del Sistema.


El Secretario Ejecutivo estará obligado a guardar reserva respecto de la información que la Comisión señale.

TÍTULO SEGUNDO

DEL FINANCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL

DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 10.- El patrimonio de la Comisión estará integrado por:

a)
Recursos asignados, para estos fines, en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, transferidos por dicho Ministerio a la Comisión en virtud de convenios de desempeño. Estos recursos no podrán superar el 49% del financiamiento total de la Comisión y se destinarán para cofinanciar la compra, generación, actualización y validación de unidades de competencias laborales respecto de los cuales el sector privado contribuya a lo menos con un 10% del gasto;

b)
Aportes de los sectores productivos participantes efectuados a la Comisión en dinero o en especies preferentemente para comprar, generar, actualizar o validar unidades de competencias laborales, mediante convenios de colaboración o de cooperación o ambos indistintamente.

c)
Recursos propios que obtenga con ocasión de la administración de su patrimonio y de los ingresos que perciba por los servicios que preste; y,

d)
Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de estos bienes.

Artículo 11.- La Comisión celebrará anualmente un Convenio de Desempeño con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mecanismo a través del cual este Ministerio le transferirá los recursos indicados en la letra a) del artículo anterior.


El Convenio de Desempeño contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:

a)
La proporción del Presupuesto Anual de la Comisión que se financiará con recursos públicos;

b)
La forma, plazos y procedimientos de entrega de los recursos públicos a la Comisión por parte del Ministerio del Trabajo y Previsión Social;

c)
Los resultados o las acciones comprometidas en el Plan Anual de Trabajo de la Comisión o ambas indistintamente, asociadas a los recursos públicos;

d)
Los mecanismos o procedimientos de rendición de cuenta de la administración de los recursos públicos recibidos y del cumplimiento de los resultados o de las acciones comprometidas en el Convenio de Desempeño o de ambas indistintamente; y,

e)
Los mecanismos de fiscalización del cumplimiento de este convenio.


Artículo 12.- El Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previa autorización del Ministerio de Hacienda, fijará por resolución, a propuesta de la Comisión, el arancel máximo que ésta podrá cobrar por los procesos de acreditación, de mantención en los registros y de entrega de duplicados de los certificados emitidos por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales. Para su fijación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social considerará los resultados operacionales del año en curso de acuerdo a los procedimientos e instrumentos que establezca el reglamento y la proyección de ingresos y gastos señalados en el Presupuesto Anual, de manera tal de equilibrar los ingresos y gastos proyectados para el año siguiente.

TÍTULO TERCERO

DE LOS COMITÉS SECTORIALES


Artículo 13.- La Comisión solicitará, para el proceso de generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, la opinión de los sectores relacionados, a través de un Comité Sectorial que se constituirá como un órgano consultivo de la Comisión. Estos Comités otorgarán orientaciones estratégicas sobre el desarrollo de unidades de competencias laborales a incorporar y los lineamientos metodológicos comunes que den consistencia al Sistema; propondrán las unidades de competencias laborales exigidas para el desarrollo de una determinada función laboral y los criterios sectoriales de acreditación.


Los Comités Sectoriales deberán estar compuestos, al menos, por representantes de los Servicios Públicos encargados de regular las actividades del sector, representantes del sector productivo y representantes de los trabajadores, y funcionarán con el apoyo metodológico y administrativo de la Secretaría Ejecutiva. La Comisión establecerá las normas reglamentarias que regularán la designación de los miembros y el funcionamiento de los Comités Sectoriales.

TÍTULO CUARTO

DE LA ACREDITACIÓN DE LOS CENTROS DE EVALUACIÓN Y

CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES Y

DE LOS EVALUADORES


Artículo 14.- Para los efectos de esta ley, los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales serán desarrollados por entidades ejecutoras acreditadas, denominadas Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, en adelante, los “Centros”.


Los Centros tendrán la responsabilidad de evaluar las competencias laborales de las personas que lo soliciten, de acuerdo a las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y otorgar las certificaciones cuando corresponda.


Para su labor de evaluación, los Centros deberán contratar a los Evaluadores acreditados e inscritos en el Registro que al efecto mantendrá la Comisión, de conformidad a la presente ley. No deberá existir entre el Centro y el Evaluador, un vinculo jurídico permanente, sea como dependiente o prestador de servicios.


En todo caso, los Centros serán responsables que dichos servicios sean ejecutados de acuerdo a las normas y procedimientos sancionadas por la Comisión, y responderán por las acciones u omisiones de los Evaluadores contratados en su función de evaluar.


Los Centros tendrán las siguientes obligaciones:

a)
Aplicar los procedimientos y metodologías validadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales;

b)
Aplicar las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación;
c)
Mantener las evidencias del proceso de evaluación de las competencias laborales de las personas, por los períodos y en las formas que indique el reglamento;

d)
Informar a la Comisión, por escrito, de cualquiera circunstancia que altere o cambie, de manera sustancial, los antecedentes de los Centros, considerados para el proceso de su acreditación, establecidos en el artículo 18 de la presente ley.

e)
Desarrollar su labor, con total independencia, imparcialidad e integridad.

Artículo 15.- Los certificados de competencias laborales que se otorguen en conformidad a esta ley, tendrán la calidad de instrumentos públicos; y su falsificación o utilización maliciosa será sancionada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.


Artículo 16.- No podrán desempeñarse como Centros, en ningún caso, las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación en conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 19.518 sobre Estatuto de Capacitación y Empleo o de la Ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas por fondos públicos.


Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la Ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.


Lo establecido en los incisos anteriores también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.


Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión acreditar a los Centros y a los Evaluadores, que cumplan con los requisitos de idoneidad, imparcialidad, y competencia, así como con los requisitos y criterios que se establecen en la presente ley y en su reglamento, y con los que apruebe la Comisión, para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.


En los casos en que la entidad o persona postulante no cumpla íntegramente con los requisitos establecidos en el inciso anterior, la Secretaría Ejecutiva formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por el postulante dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde su notificación, bajo apercibimiento de rechazar su solicitud sino subsana las observaciones realizadas, dentro del referido plazo. 


La Comisión podrá encomendar a personas jurídicas de derecho público o privado, la ejecución de las actividades necesarias para la evaluación de los Centros y de los Evaluadores, tendientes a la acreditación de los mismos. 


La acreditación se otorgará por un plazo de tres años, sin perjuicio de la facultad de la Comisión para revocarla anticipadamente, en los casos previstos en esta ley.


Artículo 18.- Para obtener la acreditación como Centro, las entidades postulantes deberán cumplir con los criterios que defina la Comisión, de manera general y pública, para asegurar la idoneidad, imparcialidad y competencia de los Centros; y además con los siguientes requisitos:

1°
Tener personalidad jurídica.

2°
Acreditar que los servicios de evaluación y certificación de competencias laborales forman parte de los objetivos contemplados en sus Estatutos o normas por las que se rigen.

3°
Tener contratado a personal idóneo para la dirección y administración del Centro. 

4°
Ser propietario, o disponer a otro título que otorgue posesión o mera tenencia, de la infraestructura necesaria para desempeñar las labores de evaluación y certificación de competencias laborales propias del sector productivo o área de la actividad económica en el cual desea desarrollar sus acciones.

5°
Contar con procesos operacionales que aseguren la idoneidad y transparencia de las decisiones que ellas adopten.

El reglamento de esta ley, establecerá la forma y condiciones a través de los cuales se acreditarán los requisitos y criterios anteriormente prescritos.


Artículo 19.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, no podrán inscribirse ni permanecer en el Registro respectivo las personas jurídicas que tengan como socios, directivos, gerentes o administradores a:

a)
Personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva. La inhabilidad que se refiere esta letra cesará, cuando se acredite el cumplimento de la pena.

b)
Los fallidos o los administradores o representantes legales de las personas fallidas que hubieran sido condenadas por delito de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras. La inhabilidad que se refiere esta letra cesará, cuando se acredite el cumplimento de la pena.

c)
Funcionarios públicos que tengan que ejercer, de acuerdo a la ley, funciones de fiscalización o control sobre las personas jurídicas inscritas en el Registro de Centros.

d)
Quienes hayan sido administradores, directivos o gerentes de un Centro sancionado en los últimos cinco años con la cancelación de su inscripción en el Registro de Centros, conforme a esta ley.

Para los efectos de este artículo se entenderá por administradores, directivos y gerentes, a las personas que tengan poder de decisión o facultades de administración.


Lo dispuesto en las letras a), b), c) y d) de este artículo será aplicable también a los evaluadores.


Artículo 20.- Para obtener la acreditación como Evaluador, los postulantes deberán ser personas naturales, que demuestren su idoneidad, imparcialidad y competencia laboral, en el ámbito donde desempeñarán sus funciones de evaluación, y demuestren conocimientos, habilidades y destrezas, requeridas para la ejecución de las actividades comprendidas en procesos de evaluación de competencias laborales, sin perjuicio de los criterios sectoriales adicionales que valide la Comisión. El reglamento establecerá la forma y condiciones en el que los requisitos y criterios deberán acreditarse.


Artículo 21.- La acreditación que se otorgue a los Centros y Evaluadores, se extenderá exclusivamente a aquellos ámbitos que la Comisión señale, conforme al contenido de cada solicitud y a los antecedentes de la evaluación.


La calidad de Centro habilitado y de Evaluador habilitado, no podrá ser transferida o cedida, ni perpetua ni temporalmente, a título gratuito u oneroso, ni ser objeto de transacción civil o comercial alguna.


Artículo 22.- De la resolución de la Comisión que deniegue la acreditación a que se refiere el artículo 17 de esta ley, procederá un recurso de reposición ante dicho organismo, debiendo interponerse dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución denegatoria.


Corresponderá al Ministro del Trabajo y Previsión Social, conocer de la apelación que se interponga en contra de la resolución que rechace el recurso de reposición presentado ante la Comisión. Este recurso deberá interponerse en el plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución.


El Ministro del Trabajo y Previsión Social tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver. Si transcurrido el plazo no existiere pronunciamiento, se entenderá que el Ministro acoge el reclamo y la Comisión deberá dictar la resolución que disponga la acreditación del respectivo Centro o Evaluador.

TÍTULO QUINTO

DE LA SUPERVISIÓN Y DE LAS SANCIONES A LOS CENTROS Y

A LOS EVALUADORES


Artículo 23.- La Comisión supervisará que los procesos de evaluación y certificación, sean ejecutados por los Centros de acuerdo al Sistema que crea esta ley, debiendo velar porque éstos den cumplimiento a las obligaciones contempladas en la presente ley y en su reglamento. Para estos efectos, la Comisión podrá requerir de los administradores y responsables de los Centros, todas las explicaciones y antecedentes que juzgue necesarios.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de las facultades que le corresponden a otros organismos.


Artículo 24.- Los Centros que infrinjan las normas de la presente ley o su reglamento, serán sancionadas por la Comisión, con alguna de las siguientes medidas:

a)
Amonestación por escrito; 

b)
Suspensión por un período de 6 meses de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación; 

c)
Suspensión por un período de un año de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación y si haya sido anteriormente sancionado con una suspensión; y 

d)
Cancelación de su inscripción en el Registro.

La sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, sólo podrá imponerse, en los siguientes casos:

1.
Por error manifiesto que permita presumir que el Centro ha obrado con grave negligencia en la prestación de su servicio;

2.
Por coludirse con Organismos Técnicos de Capacitación, con Instituciones de Educación Superior o con usuarios del Sistema para la entrega de certificados;

3.
Por haber sido sancionado penalmente cualquiera de los Directivos, Gerentes o Administrativos del Centro, por el delito de falsedad o utilización maliciosa a que se refiere el artículo 15 de la presente ley;

4.
Por no haber adoptado las medidas necesarias para solucionar las observaciones del Secretario Ejecutivo, al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos fijados; o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos;

5.
Por no haber aplicado las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión;

6.
Por no haber aplicado los procedimientos y metodologías conforme al sistema de calidad definido por la Comisión;

7.
Por incumplimiento grave o reiterado de las normas de la presente ley, su Reglamento o de las instrucciones impartidas por la Comisión;

8.
Por infracción a lo dispuesto en los artículos 16 y 18 de la presente ley;

9.
Por utilización de la autorización de la Comisión en ámbitos distintos a los autorizados; y,

10. Si proporcionare información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema.

Los Centros a quienes se les revoque la acreditación e inscripción en el respectivo Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos dos años, contados desde la fecha de la revocación.


La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.


Tratándose de las sanciones aludidas en las letras a), b) y c) del presente artículo, en forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro de diez días hábiles, contados desde la notificación. Efectuado los descargos, o en rebeldía, la Comisión podrá aplicar estas sanciones. De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver.


Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude la letra d) del presente artículo, los Centros podrán reclamar de su aplicación ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver, si estima que dicha sanción no se ajusta a la presente ley y ello les causa perjuicio.


Artículo 25.- La Comisión podrá cancelar la inscripción en el Registro a los Evaluadores que cometan las siguientes infracciones:

1.
Aprobar a un postulante transgrediendo, de manera evidente, las metodologías y unidades de competencias laborales fijadas por la Comisión;

2.
Coludirse con organismos de capacitación, con Instituciones de Educación Superior o con usuarios del Sistema, para entregar resultados engañosos de los procesos de evaluación;

3.
Proporcionar información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema;

4.
No aplicar los procedimientos y metodologías que haya definido la Comisión;

5.
Incumplir, de manera grave o reiterado, las normas de la presente ley, su Reglamento o las instrucciones impartidas por la Comisión; y
6.
Infringir lo dispuesto en los artículos 16 y 20 de la presente ley.

Los Evaluadores a quienes se les cancele su inscripción en el Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos cinco años, contados desde la fecha de la revocación.


La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.


Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude el primer inciso del presente artículo, previamente se le notificará al afectado de los hechos y normas infringidas que se le imputan; pudiendo éste presentar sus descargos a la Comisión, dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos. La Comisión resolverá, con sus descargos o en rebeldía. De la resolución que imponga una sanción, los Evaluadores podrán reclamar ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver.

TÍTULO SEXTO

DE LOS REGISTROS


Artículo 26.- La Comisión llevará los siguientes registros de carácter público:

1.
Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, que tendrá como objeto identificar los Centros habilitados para ejecutar las acciones de evaluación y de certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.

2.
Registro Nacional de Evaluadores, que tendrá como objeto identificar los Evaluadores habilitados para ejecutar las acciones de evaluación de competencias laborales contempladas en esta ley. 

3.
Registro Nacional de Unidades de Competencias Laborales, que tendrá por objeto informar a los usuarios sobre las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y su relevancia para determinados sectores productivos, áreas ocupacionales y puestos de trabajo.

4.
Registro Nacional de Certificaciones, que tendrá por objeto informar respecto de las certificaciones otorgadas por los Centros, y se construirá a partir de los reportes que emitirán dichos Centros, en conformidad a lo establecido en el Reglamento.

La información contenida en los registros será puesta a disposición de las personas e instituciones usuarios del sistema, especialmente de las instituciones educacionales, a fin de permitirles relacionar las competencias con los diferentes niveles educacionales, incorporarlas en el diseño de planes y programas de estudio y facilitar el reconocimiento de las competencias certificadas en los procesos formales de educación.

TÍTULO SÉPTIMO

DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PROCESOS DE EVALUACIÓN

Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES


Artículo 27.- El servicio de evaluación y certificación de competencias laborales establecido en la presente ley, podrá ser financiado mediante cualquiera de las siguientes alternativas:

a)
A través de recursos propios de la persona que solicita el servicio;

b)
Con recursos provenientes de la empresa en la que el trabajador se desempeña, los que podrán gozar de la franquicia tributaria señalada en el primer inciso del artículo 36 de la Ley N° 19.518 para aquellos beneficiarios que esta norma contempla;

c)
Con recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación señalado en el artículo 44 de la Ley N° 19.518; y

d)
A través de los respectivos presupuestos destinados a capacitación en las entidades pertenecientes al sector público.

Artículo 28.- Podrá disponerse de financiamiento público, sólo para los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales cuando concurran las siguientes circunstancias:

a)
Que se ejecuten por los Centros acreditados por la Comisión; y,

b)
Que se basen en los criterios, procedimientos, metodologías y unidades de competencias laborales validadas por la Comisión.

Artículo 29.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, determinará el monto de los gastos de las acciones de evaluación y certificación de competencias laborales que se podrán imputar a la franquicia tributaria que establece la Ley N° 19.518.


Para efecto de lo anterior, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en conjunto con el Ministerio de Hacienda deberá fijar anualmente un valor máximo a descontar por cada proceso de evaluación y certificación de competencias laborales efectuado, denominado valor proceso de evaluación y certificación de competencias laborales participante.


El monto autorizado a descontar no podrá exceder del gasto efectivamente realizado por la empresa.


En caso en que el trabajador concurriera al financiamiento de su proceso de evaluación y certificación de competencias laborales, el empleador podrá imputar a la franquicia sólo la parte correspondiente a su aporte.


Artículo 30.- Con todo, las empresas que utilicen la franquicia tributaria establecida en el primer inciso del artículo 36 de la Ley N° 19.518, para financiar el servicio de evaluación y certificación de competencias laborales de uno o más de sus trabajadores, deberán financiar directamente, sin derecho a descontar de la franquicia tributaria:

a)
El 10% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales no superen las 10 unidades tributarias mensuales;

b)
El 30% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 10 unidades tributarias mensuales y no superen las 25;

c)
El 50% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 25 unidades tributarias mensuales y no superen las 50; y,

d)
El 100% del costo del servicio de evaluación y de certificación, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales superen las 50 unidades tributarias mensuales.

Artículo 31.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo autorizará, conforme a los artículos 29 y 30 de la presente ley, el monto de los gastos en evaluación y certificación de competencias laborales que las empresas podrán descontar en conformidad al primer inciso del artículo 36 de la Ley N° 19.518.


Sin perjuicio de lo anterior, las empresas sólo podrán imputar como costos directos los gastos en que incurran con ocasión del financiamiento del servicio de evaluación y certificación de competencias laborales contratado directamente con Centros con inscripción vigente en el Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales.


Artículo 32.- Los comités bipartitos de capacitación, además de las funciones que estable el articulo 13 de la Ley N° 19.518, podrán acordar y evaluar programas de evaluación y certificación de competencias laborales.


Artículo 33.- Las acciones contempladas en las modalidades descritas en el tercer y quinto inciso del artículo 33 de la Ley Nº 19.518, podrán ampliarse a acciones de evaluación y certificación de competencias laborales.


Artículo 34.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación no servirán de nexo entre las empresas y los Centros.


Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio no podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.


Artículo 35.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá establecer con cargo al Fondo Nacional de Capacitación, acciones de evaluación y certificación de competencias laborales en las letras a), b), d) y e) del artículo 46 de la Ley N° 19.518.

Además, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá desarrollar con cargo al Fondo, programas tendientes a ejecutar acciones de evaluación y certificación de competencias laborales para beneficiarios de escasos recursos. Dichos programas deberán ser licitados y ejecutados por los Centros acreditados por la Comisión que crea la presente ley.


Artículo 36.- Para el financiamiento descrito en la letra b) del artículo 27 de la presente ley, se aplica el Párrafo 4º “De la Capacitación y su Financiamiento” de la Ley Nº 19.518, salvo los artículos 31; 32; el último inciso del artículo 33; 34; 35; el segundo, tercero y cuarto inciso del artículo 36; 37; 38; el primer y cuarto inciso del artículo 39; y el segundo inciso del 43.

TÍTULO OCTAVO

DE LAS MODIFICACIONES A LA LEY 19.518


Artículo 37.- Introducense en la Ley Nº 19.518, las siguientes modificaciones:

1)
Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Cuando los organismos técnicos de capacitación dejaren de cumplir con alguno de los requisitos señalados en este artículo, cesará su inscripción en el Registro Nacional, perdiendo su calidad de organismos capacitadores.”.

2)
Modificase el artículo 22 de la siguiente manera:

a)
Eliminase en la letra a), la expresión “o estén procesadas”, entre las expresiones “que hayan sido condenadas” y “por crimen o simple delito”; y las expresiones “procesadas o” entre las expresiones “personas fallidas” y “condenadas por delitos”.

b)
Agrégase en el segundo párrafo de la letra a) del artículo 22, a continuación del punto y coma(;), las siguientes expresiones:

“asimismo, cesará la inhabilidad cuando se acredite el cumplimento de la pena”.

c)
Intercálase el siguiente párrafo segundo a la letra c) del artículo 22:


“Esta inhabilidad regirá por el plazo de cinco años, contados desde la fecha de la resolución de cancelación de la inscripción del Organismo Técnico de Capacitación del que hayan sido administradores, directivos o gerentes”.

3)
Agrégase, en el artículo 35, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto respectivamente:


“Además, el Servicio llevará un Registro Especial de Cursos, en el que se inscribirán, previa autorización del Servicio, los cursos de capacitación basados en módulos de competencias laborales, que los organismos ofrezcan a las empresas, con cargo a la franquicia tributaria establecida en el artículo siguiente. Dichos cursos deberán construirse en base a las unidades de competencias laborales acreditadas de acuerdo a las normas que regulen el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, tendrán la misma vigencia de las unidades de competencias laborales sobre los cuales se construyeron, y no supondrá cobro por parte del Servicio.”.

4)
Modifícase el artículo 77, de la siguiente manera:

a)
Elimínase la letra a) y e) del artículo 77, pasando las actuales letras b), c) y d), a ser a), b) y c) respectivamente, y la actual letra f), a ser d).

b)
Agrégase la siguiente letra e) nueva al artículo 77:

“e) Por la promoción de servicios, productos, bienes u otros, distintos de capacitación, asociados al uso de la franquicia tributaria establecida en el artículo 36, ya sea directamente o a través de piezas publicitarias escritas, radiales, de televisión, informáticas o de los mensajes utilizados directamente por personas encargadas por el organismo capacitador como fuerza de ventas.”.

c)
Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser, tercero y cuarto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, a las entidades que requieran de autorización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para operar como Escuelas de Conductores, se les cancelará su inscripción en el Registro Nacional consignado en el artículo 19 de esta ley, cuando la Escuela de Conductores haya sido cancelada del Registro del Ministerio de Transportes, como medida de sanción. Lo anterior será sin perjuicio de las facultades del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para cancelar su inscripción en el Registro por las infracciones a las normas del Estatuto”.

TÍTULO FINAL


Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley, durante el año 2005, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho año no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestas en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.


Artículo 39.- Los reglamentos necesarios para la ejecución de esta ley serán dictados a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y deberán ser firmado además por el Ministro de Hacienda. Asimismo, estos reglamentos serán consultados con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Segundo.- Los miembros de la Comisión señalados en el Artículo 5 letra d), serán designados de entre los sectores productivos participantes en los procesos de certificación de competencias laborales realizados hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos, y desarrollados a través de procedimientos acordados con los sectores productivos. Estos miembros durarán en sus cargos dos años.


Artículo Tercero.- Las certificaciones de competencias laborales emitidas hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos provenientes de alguno de los Ministerios que forman parte de la Comisión o sus organismos dependientes, y desarrollados a través de procedimientos acordados por estos y el sector productivo respectivo, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia que los certificados que emitan los Centros a que se refiere esta ley. Para estos efectos, la Comisión deberá incorporarlos al Registro Nacional de Certificaciones a que alude el artículo 26 Nº 4 de la presente ley.


Asimismo, los estándares en las cuales se basaron las certificaciones señaladas en el inciso anterior, se respetarán, para todos los efectos legales, como unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión. Mantendrán esta calidad por un plazo de dos años, a contar de la fecha de entrada en vigencia de la ley.


Artículo Cuarto.- Los socios, directivos o gerentes de organismos técnicos de capacitación que hubieran sido sancionados con la cancelación de la inscripción en el Registro Nacional, con anterioridad a la vigencia de esta ley, podrán formar parte de un organismo que solicite su incorporación al mismo, una vez transcurridos cinco años a partir de la fecha de la resolución que aplicó la sanción.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo no podrá negar la inscripción de dicho organismo, salvo si no cumpliera los requisitos señalados en el artículo 21 de la presente ley.”.

-o-


Se designó diputado informante a don Edgardo Riveros Marín.


Sala de la Comision, a 11 de enero de 2005.


Acordado en sesiones de fecha 31 de agosto, 14 de septiembre, 30 de noviembre y 14 de diciembre de 2004; y 4 y 11 de enero del año en curso, con asistencia de los señores Diputados Aguiló; Cristi, doña María Angelica; Dittborn; Monckeberg; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Prieto; Riveros; Salaberry; Seguel; Tapia; Vidal, doña Ximena, (Presidenta) y Vilches.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado Secretario de la Comisión”.

18. Segundo Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que crea el sistema nacional de certificación de competencias laborales y perfecciona el estatuto de capacitación y empleo. (boletín Nº 3507-13)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.


Las disposiciones puestas en conocimiento de esta Comisión, en este trámite, son los artículos 27 permanente y tercero transitorio. Sobre este último artículo no se efectuó pronunciamiento por estar aprobado en los mismos términos que lo hizo esta Comisión en su primer informe.


Asistió a la Comisión durante el estudio del proyecto el señor Francisco del Río, Asesor del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social.


En el artículo 27, se señala que el servicio de evaluación y certificación de competencias laborales establecido en el proyecto de ley, podrá ser financiado mediante cualquiera de las siguientes alternativas:

a)
A través de recursos propios de la persona que solicita el servicio;

b)
Con recursos provenientes de la empresa en la que el trabajador se desempeña, los que podrán gozar de la franquicia tributaria señalada en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518 para aquellos beneficiarios que esta norma contempla;

c)
Con recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación señalado en el artículo 44 de la ley N° 19.518 los que serán aplicados, preferentemente, a los trabajadores cesantes; y

d)
A través de los respectivos presupuestos destinados a capacitación en las entidades pertenecientes al sector público.


El señor Francisco Del Río explicó que en la Comisión Técnica se debatió la idea de que la certificación de los trabajadores cesantes fuese gratuita, cuestión que no prosperó, por cuanto se hizo notar que la certificación es realizada por privados. En razón de lo anterior, se habría aprobado una indicación parlamentaria para que los recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación se aplicaran preferentemente a los trabajadores cesantes.


Sometido a votación el artículo 27 del proyecto fue aprobado por unanimidad.


Acordado en sesión de fecha 16 de agosto de 2005, con la asistencia de los Diputados señores Silva, don Exequiel (Presidente), Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Dittborn, don Julio; Hidalgo, don Carlos; Kuschel, don Carlos Ignacio; Lorenzini, don Pablo; Muñoz, don Pedro; Ortiz, don José Miguel y Pérez, don José, según consta en las actas respectivas.


Se designó Diputado Informante al señor JULIO DITTBORN.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

19. Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el proyecto de ley que establece que son accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre un lugar de empleo y otro. (boletín N° 3776-13-2)

“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en segundo trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de las Diputadas señoras Carolina Tohá Morales y Adriana Muñoz D’Albora y de los Diputados señores Navarro; Rossi, y Saffirio, que establece que son accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre un lugar de empleo y otro.


A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistió la Subsecretaria de Seguridad Social, señora Marisol Aravena Puelma, y el asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río Correa.

I. ARTÍCULOS QUE NO FUERON OBJETO DE INDICACIONES NI DE MODIFICACIONES.


No hay en el proyecto artículos que no fueran objeto de indicaciones.

II. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión el artículo único del proyecto de ley reviste el carácter de norma de quórum calificado, puesto que regula el ejercicio del derecho a la seguridad social, conforme lo señala el artículo 19 Nº 18 de la Constitución Política de la República.

III. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS.

Con ocasión del debate habido en vuestra Comisión no se suprimieron artículos del proyecto.

IV. ARTÍCULOS MODIFICADOS.

Con ocasión del debate habido en vuestra Comisión se modificó el artículo único del proyecto, al aprobarse la siguiente indicación del señor Seguel, para sustituirlo por el siguiente:


“Modifícase el inciso segundo del artículo 5º de la ley 16.744, agregando antes del punto final la siguiente frase: “, y aquellos que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores. En este último caso se considerará que el accidente dice relación con el trabajo al que se dirigía el trabajador al ocurrir el siniestro.”.”


-Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.

V. ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS.

Con ocasión del debate habido en vuestra Comisión no se introdujeron artículos nuevos al proyecto.

VI. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

A juicio de vuestra Comisión, la moción en informe no contempla disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hecienda.

VII. INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

Con ocasión del debate en particular del proyecto vuestra Comisión rechazó las siguientes indicaciones:


-De los señores Salaberry, Ulloa, Saffirio y señora Tohá, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo único.- Modifícase el inciso segundo del artículo 5º de la ley 16744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, de la siguiente forma:

a)
suprímese en su inciso segundo la expresión “directo”.


-Puesta en votación, fue rechazada por cuatro votos en contra; tres a favor, y dos abstenciones.

b)
agrégase, en su inciso segundo, a continuación del punto seguido, la frase siguiente: “Asimismo, son accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto de ida o regreso entre un lugar de trabajo y otro. En este último caso, la cobertura del accidente y los gastos que se generen serán compartidos en partes iguales por los administradores del seguro de accidentes del trabajo contratados por cada uno de los respectivos empleadores involucrados.”.


-Puesta en votación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.

VIII. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFICA O DEROGA.

El proyecto modifica el artículo 5 de la ley 16.744, de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

-o-


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente la señora Diputada Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- “Modifícase el inciso segundo del artículo 5º de la ley 16744, agregando antes del punto final la siguiente frase: “, y aquellos que ocurran en el trayecto directo entre dos lugares de trabajo, aunque correspondan a distintos empleadores. En este último caso se considerará que el accidente dice relación con el trabajo al que se dirigía el trabajador al ocurrir el siniestro.”.”
-o-


Se designó diputada informante a doña adriana Muñoz D’Albora.


Sala de la Comisión, a 16 de agosto de 2005.


Acordado en sesión de fecha 16 de agosto del año en curso, con asistencia de los señores Diputados Aguiló; Cornejo; Correa; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Salaberry; Seguel; Tapia; Urrutia; Vidal, doña Ximena, y Vilches.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado Secretario de la Comisión”.

20. Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.886, asegurando la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la administración del Estado. (boletin N° 3620-13-2)
“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en segundo trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de la Diputada señora Adriana Muñoz D’Albora y de los Diputados señores Muñoz, don Pedro; Riveros, don Edgardo, y Seguel, don Rodolfo, que modifica la ley Nº 19.886, asegurando la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la administración del estado.

A la sesión que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistió la Subsecretaria de Seguridad Social, señora Marisol Aravena Puelma, y el asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río Correa.

I. ARTÍCULOS QUE NO FUERON OBJETO DE INDICACIONES NI DE MODIFICACIONES.


El artículo único del proyecto fue objeto de sendas indicaciones, salvo su numeral 3.

II. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión el artículo único del proyecto de ley no reviste el carácter de norma de quórum calificado u orgánica constitucional.

III. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS.

Con ocasión del debate habido en vuestra Comisión no se suprimieron artículos del proyecto.

IV. ARTÍCULOS MODIFICADOS.

Con ocasión del debate habido en vuestra Comisión se modificaron los numerales 1 y 2 del artículo único del proyecto, al aprobarse las siguientes indicaciones:


-al numeral 1, del artículo único


De los señores Aguiló; Muñoz, don Pedro; Salaberry; Seguel; Tapia, y Urrutia, para reemplazar el numeral 1 del proyecto por el siguiente:


“Quedarán excluidos quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, así como aquellas empresas condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro los anteriores dos años.”.


Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


-al numeral 2, del artículo único


De los señores Aguiló; Muñoz, don Pedro; Salaberry; Seguel; Tapia, y Urrutia, para reemplazar el numeral 2 del proyecto por el siguiente:


“En el caso de la prestación de servicios habituales, que deban proveerse a través de licitaciones o contrataciones periódicas, se otorgará mayor puntaje o calificación a aquellos postulantes que habiendo prestado el servicio durante el período inmediatamente anterior, exhibieren un mejoramiento en sus condiciones de empleo y remuneraciones.


Asimismo, el prestador no podrá subcontratar total o parcialmente el servicio sin autorización expresa de la entidad contratante.”.


Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.

V. ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS.

Con ocasión del debate habido en vuestra Comisión no se introdujeron artículos nuevos al proyecto.


VI. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

A juicio de vuestra Comisión la moción en comento no contempla disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hecienda.

VII. INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

Con ocasión del debate en particular del proyecto vuestra Comisión rechazó las siguientes indicaciones:


-al numeral 1, del artículo único.


Del señor Tuma, para reemplazar, en el numeral uno, la oración “registren deudas tributarias, previsionales o sociales pendientes, cualquiera sea su cuantía, como también, quienes hayan sido sancionados por infracciones a la legislación laboral en los cinco años anteriores” por “por sentencia ejecutoriada hayan sido condenados al pago de obligaciones laborales, y no hayan dado cumplimiento”.


Puesta en votación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


-al numeral 2, del artículo único

1.
Del señor Tuma para suprimirlo.


Puesta en votación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.

2.
De los señores Salaberry y Urrutia, para eliminarlo.


Puesta en votación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.

3.
Del señor Muñoz, para reemplazar la frase “requisitos tendientes a asegurar a los trabajadores de los prestadores” por “en sus bases, incentivos especiales para aquellos postulantes que aseguren a sus trabajadores”.


Puesta en votación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.

VIII. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFICA O DEROGA.

El proyecto modifica los artículos 4; 6, y 11 de la ley 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y de prestación de servicios.

-o-


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único: Modificase la ley 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y de prestación de servicios, de la siguiente forma:

1.
Agrégase la siguiente frase final al inciso primero del artículo 4°:


"Quedarán excluidos quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, registren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, así como aquellas empresas condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años.".

2.
Intercálese, en el inciso primero del artículo 6°, a continuación del punto seguido que sucede a la palabra "futuros”, lo siguiente:


"En el caso de la prestación de servicios habituales, que deban proveerse a través de licitaciones o contrataciones periódicas, se otorgará mayor puntaje o calificació a aquellos postulantes que habiendo prestado el servicio durante el período inmediatamente anterior, exhibieren un mejoramiento en sus condiciones de empleo y remuneraciones.


Asimismo, el prestador no podrá subcontratar total o parcialmente el servicio sin autorización expresa de la entidad contratante.".

3.
Modifícase el artículo 11 del modo que sigue:

a.
Incorpórase la siguiente frase final a su inciso primero:


"Tratándose de la prestación de servicios, dichas garantías deberán asegurar, además, el pago de las obligaciones laborales y sociales con los trabajadores de los contratantes y permanecerán vigentes hasta 60 días hábiles después de recepcionadas las obras o culminados los contratos.".

b.
Agrégase, en su inciso segundo, a continuación de la palabra "ofertas", la frase: ", el cumplimiento de las obligaciones laborales y sociales de los trabajadores.".

-o-


Se designó diputado informante a don Rodolfo Seguel Molina.


Sala de la Comisión, a 16 de agosto de 2005.


Acordado en sesión de fecha 16 de agosto del año en curso, con asistencia de los señores Diputados Aguiló; Cornejo; Correa; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Salaberry; Seguel; Tapia; Urrutia; Vidal, doña Ximena, y Vilches.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado Secretario de la Comisión”.

21. Informe de la Comisión Investigadora encargada de estudiar y reunir antecedentes sobre la situación que afecta a los trabajadores portuarios del país, a raíz del proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios.

“Honorable Camara:


La Comisión Investigadora encargada de estudiar y reunir antecedentes sobre la situación que afecta a los trabajadores portuarios del país, a raíz del proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios, pasa a informar a la H. Cámara de Diputados acerca del cometido que ella tuvo a bien encomendarle.

I. INTRODUCCIÓN.

1.
Origen de la Comisión.


En la sesión 5ª de la Legislatura Extraordinaria de Sesiones, celebrada el 8 de octubre de 2002, la H. Cámara, después de un debate e intercambio de opiniones en el que participaron Diputados y Diputadas de todas las bancadas políticas representadas en la Corporación, aprobó un Proyecto de Acuerdo suscrito por la Diputada señora Rosa González y los Diputados señores Galilea, don Pablo; Varela, y Vilches, por el cual se proponía la creación de una Comisión Investigadora encargada de estudiar y reunir antecedentes sobre la situación que afecta a los trabajadores portuarios del país, a raíz del proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios.

2.
Proyecto de Acuerdo.


El tenor literal del citado Proyecto de Acuerdo es el que se transcribe a continuación:

PROYECTO DE ACUERDO.


“Considerando:


Que hace algunos años se inició en todo el país un proceso de transformaciones tendientes a modernizar las operaciones y la infraestructura portuarias, bajo la perspectiva de mejorar las ventajas comparativas de los distintos productos de exportación chilenos y de hacer más eficiente el comercio internacional.


Que, en este contexto, se han detectado numerosos problemas referentes, principalmente, a la situación laboral de los trabajadores portuarios, a quienes se les ofreció, por parte de diferentes autoridades de Gobierno, una serie de beneficios consistentes básicamente en planes de reconversión laboral y en programas de jubilación e indemnizaciones que propenden a evitar trastornos de orden social, fruto del proceso de transformación y modernización de los puertos nacionales, incluidos en ellos los trabajadores de puertos privados y del Estado.


Que, a mayor abundamiento, dentro del proceso que afectará al sistema portuario, los realmente perjudicados han resultado ser los trabajadores portuarios de gran parte del país, toda vez que no han recibido, a la fecha, los beneficios prometidos a cambio del término voluntario de la prestación de sus servicios, lo que vulnera el acuerdo logrado entre las asociaciones gremiales representantes de los trabajadores portuarios y el Gobierno. Además, estas transgresiones constituyen un grave atentado contra el proceso de modernización descrito, en el sentido de que implican demandas sociales legítimas que, de no verse cumplidas, representan un germen de conflicto serio y de carácter nacional.


Que existen presunciones fundadas respecto de una serie de irregularidades en el cumplimiento del acuerdo por parte del Gobierno, en cuanto a los programas de reconversión y capacitación. Efectivamente, en 2000, se realizó el primer llamado a estos programas, beneficiando a cuatrocientos dieciocho participantes de los puertos de Antofagasta, Valparaíso, San Antonio y Talcahuano, programas que fueron financiados por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (Sence) y por el Fondo de Solidaridad e Inversión Social (Fosis), aportando conjuntamente una suma cercana a los cuatro mil millones de pesos. Posteriormente, en 2001, se hizo un segundo llamado, beneficiando esta vez a quinientos participantes de los puertos de Iquique, Valparaíso, San Antonio y Talcahuano, aportando nuevamente el Fosis y el Sence una suma superior a los cuatro mil millones de pesos. El tercer llamado, en 2002, el programa fue financiado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, aportando éste una suma cercana a los tres mil millones de pesos, beneficiando a trescientos treinta y seis participantes de los mismos puertos del año anterior. Después de un análisis de los datos proporcionados por el propio Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y por la Gerencia de Operaciones del Servicio de Cooperación Técnica (Sercotec), detallando los ingresos y egresos de estos programas, se detectó que han desaparecido casi tres mil millones de pesos, dinero que claramente no llegó a manos de sus destinatarios legítimos.


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Constituir una Comisión Investigadora, en conformidad con el Reglamento de la Cámara de Diputados, para los efectos de abocarse al estudio y reunir antecedentes respecto de la situación que afecta a los trabajadores portuarios del país, a raíz del proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios.

2.
Esta Comisión Investigadora deberá informar a la Corporación sobre: 

a)
Los diferentes acuerdos suscritos por el Gobierno con los trabajadores portuarios, relativos a sus beneficios en materia de jubilación, reconversión laboral e indemnizaciones.

b)
La forma en que se ha dado cumplimiento a estos acuerdos y los dineros involucrados en ellos, detallando específicamente su destino y el número e identificación de los trabajadores portuarios beneficiados.

c)
Las autoridades de Gobierno que participaron en la negociación, discusión y suscripción de estos acuerdos y las fechas en que éstos se suscribieron.

d)
Catastro de las presuntas irregularidades detectadas en los procesos descritos anteriormente, con un pronunciamiento en torno a las responsabilidades involucradas.”.

3.
Integración de la Comisión.


Vuestra Comisión Investigadora se constituyó el 14 de julio de 2004, eligiendo como su Presidente al Diputado don Waldo Mora Longa. Fue integrada por los Diputados González, doña Rosa; Hidalgo, don Carlos; Kuschel, don Carlos Ignacio; Luksic, don Zarko; Mella, doña María Eugenia; Muñoz, doña Adriana; Muñoz, don Pedro; Pérez, don Ramón; Rojas, don Manuel; Soto, doña Laura; Varela, don Mario; Venegas, don Samuel, y Mora, don Waldo.


En el transcurso de su labor, el señor Mora, don Waldo, presentó, por razones personales, su renuncia al cargo de Presidente de la Comisión, siendo elegido en su reemplazo el señor Diputado don Ramón Pérez Opazo, hasta el momento de su sensible fallecimiento, después del cual la Comisión eligió como su Presidenta a la señora Diputada doña Rosa González Román.


Asimismo, se hace presente que el Diputado señor Carlos Ignacio Kuschel fue reemplazado por el Diputado señor Nestor Jofré.


Una vez constituida, la Comisión se abocó a la elaboración de un programa de trabajo, el que se formuló, en definitiva, considerando el Acuerdo mismo de la Corporación, según el cual el ámbito de su competencia se encontraba delimitado por el tenor literal de dicho Acuerdo.

4.
Trabajo desarrollado.

a)
Sesiones y asistencia.


La Comisión celebró 18 sesiones ordinarias, además de una sesión constitutita, y una visita inspectiva a la ciudad de Iquique. Dedicando un total, aproximado, de 34 horas y 30 minutos, a dichas sesiones.

b)
Personas invitadas.


En el marco del plan de trabajo ya citado, la Comisión invitó a diversas personas y entidades vinculadas al tema en cuestión, que podían aportar mayores antecedentes al conocimiento del problema.


Para tal efecto, contó con la asistencia de las siguientes personas: el señor Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, don Jaime Estévez Valencia; el señor Subsecretario de Transportes, don Guillermo Díaz; la señora Contralora General de la República Subrogante, doña Noemí Rojas Llanos; el señor Patricio Pérez, Jefe de la División Vivienda, Urbanismo y Transportes de esa Contraloría General; el señor Mario Garrido, Jefe de la División de Auditoría del mismo Servicio, y los señores Marcial Barnier y Anderson Weldt, ambos fiscalizadores de esa Contraloría General de la República; el señor Andrés Rengifo, Director de Empresas del Sistema de Empresas Públicas; el señor Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica -Sercotec-, don Patricio Fernández Séller; el señor Presidente de la Federación de Trabajadores Marítimos, Portuarios y Afines de Valparaíso, don Jorge Bustos; los señores Luis Fuentes Contreras, Juan Carlos Pérez Silva y Eliécer Valencia Vivanco, ex trabajadores portuarios de Lirquen; los señores Luis Flores y Angel Trincado, dirigentes del Sindicato de Trabajadores Portuarios Nº 3 y Ramos Similares de Iquique; los señores Rosendo Valenzuela, Carlos Espinoza y Roberto Bustos, dirigentes de ex trabajadores portuarios de San Antonio.

c)
Visita Inspectiva.


La Comisión, en el marco de su investigación, se constituyó en visita inspectiva en la ciudad de Iquique el día 19 de noviembre de 2004, con el objeto de recabar en terreno los antecedentes respecto de los convenios firmados por el Gobierno con los trabajadores portuarios y sobre las denuncias existentes acerca de las irregularidades en su implementación.


En dicho marco, recibió en audiencia en los salones de la Intendencia Regional, primeramente, al señor Rolando Astudillo Burgos, quien señaló que en enero del año 2002, realizó una presentación a la Contraloría General de la República por cuanto le llamó la atención que en el marco de los beneficios, que cuentan con requisitos claros, hubo mucha gente que recibió dineros a pesar de no cumplir con ellos. Subrayó el hecho de que los listados de beneficiarios fueron hechos por dirigentes sindicales, entregados a la autoridad, revisados por éstas, particularmente Fosis, y nadie detectó que se incorporaba gente que por los datos incorporados en ellas habría entrado a trabajar al Puerto con 8 o 9 años de edad. Agregó que tiene conocimiento de que se habrían vendido “cupos de beneficios”, entre otros motivos, por que uno de los beneficiarios, un señor de apellidos Araya Jáuregui, le señaló que habría entregado 1,5 millones al dirigente Jorge Silva Verón, en pago para ser incorporado en el listado.


Añadió, asimismo, que este no sería un tema solamente económico si no que también político, en el que le llama la atención la desidia del Consejo de Defensa del Estado frente a una -a su juicio- clara asociación ilícita para cometer delito.


Manifestó -a modo de ejemplo- que los hermanos Guerrero no trabajaban en el Puerto desde 1988 y recibieron beneficios, apareciendo en calidad de perjudicados por la privatización, impidiendo que los verdaderos perjudicados recibieran aportes compensatorios del Estado.


Hizo presente, que en lo personal, se le ha perseguido desde que le manifestó al Secretario Regional Ministerial de Transportes las irregularidades del proceso de otorgamiento de beneficios y la forma en cómo se podría haber realizado dando garantía de transparencia al sistema por medio de la Capitanía de Puerto.


Acotó que existen casos emblemáticos como el de Vladimir Astudillo, empresario del transporte, beneficiado por ser considerado en los listados realizados por los dirigentes sindicales, a quienes habría entregado 3 de los 8 millones recibidos.


Respecto a la ausencia de dirigentes de los trabajadores y gremios perjudicados a la convocatoria de la audiencia de hoy, señaló que ésta se debe a las amenazas de Jorge Silva Verón, a las que él no les otorga importancia a pesar de no contar con trabajo por la persecución de la que ha sido objeto.


Agregó que otro frente de problemas ha sido el de los casos especiales, el de los perseguidos, cuestión de difícil fiscalización puesto que es imposible determinar quien fue perseguido y quien no. Pero, a pesar de ello, se entregó la facultad a los dirigentes de determinarlo, quienes no supieron responder a esta confianza.


Señaló que solicitó hace un tiempo el cierre de la entrega de beneficios o recursos, la que no opera desde el año 2003, puesto que no observa un sistema que garantice la transparencia del sistema, principalmente por la disposición de la Secretaría Ministerial de Transportes, el Fosis, Sence, y la Subsecretaría de Transportes.


Respecto de la denuncia de cobro de comisiones aclaró que Jorge Silva Verón no cobró personalmente los cheques sino que lo hacía a través de un señor de apellido Aramayo, cuestión que la Brigada de Delitos Económicos de la Policía de Investigaciones -Bridec- no ha estudiado como corresponde, a pesar de que existe una denuncia formal en el Juzgado del Crimen de Iquique, causa Rol 79.430, de 25 de febrero de 2003.


Finalizó señalando que su situación es difícil, no cuenta con trabajo, no cumple con los requisitos para ser incorporado a los listados de beneficiarios, por lo que solicitó se estudie la forma de recibir ayuda.


A continuación, la Comisión recibió el testimonio del señor Martín Nahuelpan Arún quien señaló que se hacía parte de las denuncias formuladas por el señor Astudillo, particularmente por lo que dice relación con las actividades irregulares del señor Silva Verón.


Agregó que no ha sido beneficiado por la ayuda estatal a pesar de cumplir con todos y cada uno de los requisitos establecidos en la ley y los convenios, lo que entiende se debe a las denuncias que ha realizado.


Posteriormente, recibió al señor Iván Cubillos quien señaló que es de una familia de trabajadores portuarios, sus hermanos, tíos, abuelos, trabajan o trabajaron en el Puerto de Iquique, principalmente a trato, hasta que por un accidente de un trabajador se les obligó a contar con contrato de trabajo. Sin embargo, por negarse a prestar la camioneta de su propiedad para las protestas de los trabajadores portuarios -trasladando neumáticos para las barricadas- se ha visto perseguido laboralmente, no tiene trabajo en el puerto, salvo cuando por la buena voluntad de un amigo trabaja dos o tres turnos a la semana, situación que depende del hecho de no ser sorprendido trabajando por gente de Jorge Silva Verón, que es quien manda todo el sistema.


Agregó que su religión -cristiana- le impide pensar como el señor Silva Verón, y también le impide comportarse como le exigen, situación que afecta gravemente a su familia y el derecho al trabajo que le asiste.


Consultado por el motivo por el que las empresas trabajan sólo con quienes les señala Silva Verón, señaló que de no hacerlo les paran los barcos con el costo millonario que eso tiene, y que los marginados son aproximadamente unos 20 trabajadores.


Finalizó señalando que cree que los trabajadores que se fueron serían unos 50, pagando unos 100 millones, situación en la que estarían comprometidos los señores Alvarado y Rengifo, además de Rigoberto Sánchez, Seremi de Transportes, quien hizo vista gorda probablemente por disposición del señor Tombolini.


Consultado por lo que deben hacer los trabajadores portuarios para resguardar su trabajo señaló que cada vez que se les paga deben entregar $1.000 a Silva Verón, por medio de Amador Ramos.


Consultado por lo que hacía el señor Aramayo, contestó que acompañaba al Banco a cada uno de los beneficiarios para cobrar una parte de los dineros.


Agregó que la próxima licitación es Arica y ha escuchado que ella será dirigida por Silva Verón, quien se las ha ingeniado para seguir siendo dirigente a pesar de haber resultado tercero en las últimas elecciones, para lo que habría entregado beneficios a familiares “alicaídos” de los dirigentes electos con primeras mayorías.


Posteriormente, la Comisión recibió al señor Jorge Silva Verón, Presidente de la Coordinadora Marítima Portuaria del Puerto de Iquique, quien acompañado por los dirigentes señores Bilbao, Villalobos y Fernández, señaló que el acuerdo suscrito el año 2000 por los ex trabajadores portuarios de Iquique es diferente de los suscritos en la zona central, y contempla el procedimiento de entregar un listado de afectados que cierra el sistema, otorgando sólo a ellos el carácter de beneficiarios.


Agregó que se trata de trabajadores portuarios vigentes al momento de la firma del convenio.


Señaló que los dirigentes firmaron en nombre y representación de 6 sindicatos, desde cuyas bases se construyeron los listados, y que los otros 3 sindicatos operaron en base a los sistemas de los acuerdos nacionales.


Manifestó que el sistema opera juntando los 6 sindicatos, se observan los cupos disponibles, se analizan las necesidades de cada una de las organizaciones y se determinan las personas que se incorporarán en el listado. Este listado es recibido por la autoridad, quien requiere los informes correspondientes, por ejemplo de cotizaciones previsionales para ver si tiene 14 años en el sector, y confirma o elimina en base a eso. Se ha beneficiado a 150 ex trabajadores y faltan aproximadamente 100.


Subrayó que han recibido fuertes presiones para incorporar trabajadores al listado original pero no lo han hecho, y este se ha mantenido inalterable.


Consultado respecto a sí en los listados sólo han incorporado a quienes cumplían con los requisitos, señaló que los listados se practican con quienes dicen cumplir con los requisitos; se entregan a la autoridad -Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones- y esta determina quienes cumplen y quienes no. Acotó que todos se encuentran en el listado del 2000.


Agregó, consultado por quienes no cumplen los requisitos y son beneficiarios, que se trata de los denominados cupos especiales, cuyo listado la Comisión debe pedir directamente al Gobierno.


Consultado sobre qué elementos motivaron la suscripción de un acuerdo de cupos especiales, señaló que se trata de un sistema de protección frente a las prácticas que podrían adoptar los empleadores respecto de quienes a pesar de no cumplir con los requisitos jugaron un rol activo durante las jornadas de protesta o movilización, particularmente los jóvenes que eran los más jugados por la causa, cuestión que se negoció con los señores Rengifo y Tombolini. Pero también participaron Macarena Lobos y el señor Rigoberto Sánchez, este último los acompañó a todas las negociaciones.


Agregó, que para acceder a estos cupos especiales se debía acreditar la persecución, y que, además, existen 7 cupos especialísimos, destinados a jubilados que se encontraban activos. Añadió que de los 100 cupos que quedan, al menos 10 serían especiales y 3 extraespeciales.


Consultado el señor Silva Verón por qué razón el Gobierno no ha entregado beneficios desde el 2003, señaló que lo ignora, pero que las conversaciones siguen adelante, y que esperan cupos para el año 2005 como se los habría señalado un señor Valenzuela del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Requerido por la Comisión a exhibir o entregar copia del acta privada que establece el sistema que se aplica a la ciudad de Iquique señaló que prefiere que la Comisión la requiera directamente del Gobierno, pero que sin embargo de no entregarse por las autoridades haría llegar una copia autorizada ante Notario a la Comisión, por medio del Diputado Pérez, don Ramón.


Finalizó destacando -explicando porque razón sólo se favorece a quienes se encuentran en sus listados- que no negociaron para todos, sólo lo hicieron para quienes participaron en las movilizaciones y se sacrificaron en aras de obtener mas y mejores beneficios.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Consideraciones preliminares.


La materia que investiga esta Comisión se origina en el interés del Ejecutivo por modernizar el sector portuario estatal, interés que lleva a la dictación de la ley 19.542.


De acuerdo con lo expuesto en el Mensaje, que originó dicha ley, el cuerpo normativo buscó modernizar la Empresa Portuaria de Chile, en razón de que el país requería con urgencia promover la inversión privada en los puertos estatales y elevar sus niveles de competencia a través de un proceso gradual y flexible. Para ello resultaba indispensable adecuar su organización a los objetivos propuestos, superando su estructura centralizada, con funciones limitadas y demasiado rígidas.


Se planteó -por parte del Gobierno- que el origen de los principales problemas de los puertos estatales, a pesar de los esfuerzos que había realizado la administración, radicaba principalmente en la dificultad para atraer recursos que incidieran en aumentos sostenidos de los índices de eficiencia. El “contrato de operación”, instrumento que se utilizaba para obtener financiamiento privado, constituía un mecanismo que tenía la seria limitación de no posibilitar directamente la gestión del inversionista en la explotación de la infraestructura. Para superar esta restricción, resultaba imprescindible crear condiciones que permitieran aumentar los niveles de competencia en el interior de los puertos, así como la propia competencia entre ellos, estableciendo una política destinada a promover una mayor participación del sector privado en los puertos y una política tarifaria transparente, evitando subsidios cruzados, de modo que nuestro sistema portuario alcanzara un desarrollo sustentable en el largo plazo.


Lo anterior implicó la necesidad de modernizar la administración de los puertos estatales, pasando a un esquema de empresas portuarias estatales descentralizadas y autónomas, regidas por las normas de las sociedades anónimas abiertas. Cuyo objeto principal es la administración, explotación, desarrollo y conservación de puertos y terminales, así como de los bienes que posea, a cualquier título, incluidas todas las actividades conexas necesarias para el debido cumplimiento de esta finalidad. En el objeto de explotación no se incluye la prestación de servicios de estiba, desestiba, transferencia de la carga desde el puerto a la nave y viceversa, ni el porteo en los recintos portuarios.


Para cumplir con su objeto social, las empresas privilegiarían la participación del sector privado, pudiendo delegar su realización a terceros, a través de diversos instrumentos, como el otorgamiento de concesiones portuarias, arrendamientos o mediante la constitución con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, de sociedades anónimas. El hecho de establecer primero su objeto social y después la facultad de delegar su realización a través de terceros obedece a un criterio estrictamente práctico, de manera que el proceso de modernización portuaria se pudiera llevar a cabo con la necesaria gradualidad, reconociendo las realidades propias de cada puerto.


De esta forma, las nuevas empresas portuarias tendrían a su alcance una serie de mecanismos que podrían utilizar de acuerdo a sus propias realidades y planes de desarrollo. Asimismo, y con el objeto de facilitar su aplicación, el Estado no haría inversiones en nuevos puertos.


Para asegurar un ambiente de competencia, transparencia y equidad, el proyecto de ley consideraba una serie de disposiciones orientadas a incentivar la participación del máximo de oferentes.


En definitiva, la ley 19.542, dispuso, en lo sustancial, la creación de 10 empresas, continuadoras legales de la Empresa Portuaria de Chile -EMPORCHI-, en todas sus atribuciones, derechos, obligaciones y bienes, las que poseen personalidad jurídica de derecho público, constituyen una empresa del Estado con patrimonio propio, de duración indefinida y se relacionan con el Gobierno por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 


El nuevo orden jurídico determinó, además, que la prestación de los servicios de estiba, desestiba, transferencia de la carga desde el puerto a la nave y viceversa, y el porteo en los recintos portuarios, comprendidos dentro del objeto de las empresas, deberá ser realizada -a partir de esta ley- por particulares debidamente habilitados.


Las labores de almacenamiento y acopio que se realicen en los puertos que administren las empresas, podrán ser realizadas con la participación de éstas o por particulares.


No obstante lo señalado, las empresas están facultadas para prestar por sí mismas, en subsidio de los particulares y sólo cuando éstos no estén interesados en realizar tales funciones, los servicios de transferencia y porteo.


Adicionalmente, están facultadas para realizar la función de porteo, cuando les sea requerida expresamente por el Estado en virtud de obligaciones contraídas por éste en convenios o tratados internacionales.


A partir de estas normas -a las que tenemos que sumar los artículos cuarto y quinto transitorio de dicha ley- se generó la necesidad de incorporar soluciones laborales o previsionales para cientos o miles de trabajadores de Emporchi que perderían su fuente de empleo. Textualmente dichos artículos dispusieron lo siguiente:


“Artículo 4º transitorio.- A los trabajadores de la Empresa Portuaria de Chile, que sean titulares de cargos de planta a la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que completa la designación del primer directorio de cada empresa, que se encuentren destinados a los respectivos puertos o terminales de la empresa que inicia sus actividades, y que cuenten a igual fecha con a lo menos, quince años de servicios efectivos prestados en la referida Empresa, y tengan veinte o más años de imposiciones o servicios computables en los regímenes previsionales que administra el Instituto de Normalización Previsional, les serán suprimidos sus cargos desde la misma fecha y por el solo ministerio de la ley para efecto de lo dispuesto en el artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1979.


Los cargos de la planta de la Empresa que quedaren vacantes por aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderán suprimidos por el solo ministerio de la ley, a contar de la fecha en que cesen en servicio los funcionarios que los sirven.


La Empresa Portuaria de Chile otorgará una indemnización a aquellos trabajadores que se acojan a jubilación en virtud del inciso primero. Esta indemnización se determinará considerando el total de haberes mensuales de la última remuneración percibida en la citada Empresa, en la que se incluirá un doceavo de la Asignación de Feriado a que estos trabajadores tuvieran derecho a percibir, descontando el incremento a que se refiere el artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980. Dicha indemnización será equivalente a un mes de dicha remuneración por cada año o fracción superior a seis meses trabajados en cualquier calidad o cargo en ella.


Los trabajadores mencionados en el inciso anterior que celebren contratos de trabajo con las empresas a que se refiere esta ley o con aquellas sociedades en que éstas tengan participación, deberán reintegrar al Fisco, previamente a la celebración del contrato respectivo, la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento.


Artículo 5º transitorio.- Los trabajadores de la Empresa Portuaria de Chile que a la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que complete la designación del primer directorio de cada empresa, que se desempeñen en sus respectivos puertos o terminales y que no cumplan con los requisitos para acogerse a la jubilación que establece el artículo anterior, pasarán a desempeñarse en la respectiva empresa, sin solución de continuidad. Estos trabajadores podrán percibir el desahucio a que tuvieren derecho a partir de la fecha en que opere el cambio de régimen laboral. Los cargos de planta de la Empresa Portuaria de Chile que quedaren vacantes por aplicación de lo antes dispuesto no podrán ser provistos bajo ninguna forma.


A los trabajadores a que se refiere el inciso anterior les serán computados, además del período trabajado en la nueva empresa, todos los años trabajados en la Empresa Portuaria de Chile, en el evento en que la empresa ponga término a la relación laboral por aplicación de alguna de las causales contempladas en el artículo 161 del Código del Trabajo. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de trabajadores que hubieren ingresado a la Empresa Portuaria de Chile con anterioridad al 14 de agosto de 1981, no les será aplicable el límite máximo de trescientos treinta días de remuneración a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo.


Los contratos de trabajo que corresponda celebrar entre las empresas y los trabajadores a que se refiere el inciso anterior deberán constar por escrito dentro de los noventa días siguientes a la fecha de incorporación a la respectiva empresa. Dentro del mismo plazo, cada empresa deberá dictar sus reglamentos internos conforme a las disposiciones del Código del Trabajo.


El total de haberes mensuales y demás beneficios sociales que se consignen en los contratos de trabajo a que se refiere el inciso anterior no será en ningún caso inferior, en su monto final mensual, a aquel que esté percibiendo el trabajador en la Empresa Portuaria de Chile, a la fecha en que opere el cambio de régimen laboral, excluidas de dicho monto las asignaciones de sobre tiempo y de recargo por turno, y de feriados, o aquellos beneficios que las reemplacen. Durante el período que medie entre el cambio de régimen laboral y la primera negociación colectiva, la asignación de recargo por turno se pagará en un monto no inferior al que perciban al momento del citado cambio, sólo respecto de los trabajadores que efectivamente los realicen.


Las organizaciones sindicales constituidas por los trabajadores de la Empresa Portuaria de Chile al amparo del Libro III del Código del Trabajo podrán continuar vigentes en las nuevas empresas y sólo deberán readecuar sus estatutos, según la denominación de cada una de las empresas continuadoras legales de la Empresa Portuaria de Chile.”.

2.
Fiscalización de la Contraloría General de la República.


La Contraloría General de la República, previo al inicio de esta investigación y a solicitud de algunos señores Diputados que, haciendo uso de sus atribuciones de fiscalizar los actos del Gobierno, le habían solicitado informes respecto de la materia objeto del cometido de vuestra Comisión, y con posterioridad, contestando un oficio enviado por esta instancia investigadora, puso a disposición de ella sendos informes que daban cuenta de aspectos que resultaban cuestionables en el proceso de desvinculación laboral de los trabajadores portuarios a raíz del proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios del país, los que se acompañan en su integridad en el Anexo I de este Informe.


En dichos informes, resumidamente, el organismo contralor destaca que, con fecha 26 de agosto de 1997, se suscribe un acuerdo final, entre la Empresa Portuaria de Chile y la Federación Nacional de Trabajadores Portuarios de Chile, donde se convienen beneficios para los trabajadores de Emporchi.


Ese mismo día se firma otro documento, denominado “Anexo al Acuerdo Final”, refrendado por los señores Juan Villarzú R., Ministro Secretario General de la Presidencia, y Claudio Omán, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


Finalmente, en 1999, el 18 de agosto, se firma un acuerdo, “Programa de Protección Social”, con el entonces Ministro Secretario General de la Presidencia, José Miguel Insulza Salinas.


El denominado “Programa de Protección Social”, se desglosa en:


-Programa de Desvinculación Laboral


-Programa de Empleo con Sueldo Base Garantizado, y


-Programa de Fomento a la Microempresa.


Entre otros aspectos dicho organismo hace notar, que el Programa de Desvinculación Laboral, consideró, en calidad de requisitos habilitantes, el hecho de que los postulantes tuvieran más de 40 años de edad; 15 años de servicios en el sector portuario y haber sido desplazados del sector.


Asimismo, se debe tener presente que el Programa de Protección Social, originó sendos convenios entre Sercotec; Fosis, Sence, y Subsecretaría de Transportes.


A juicio de la Contraloría General, desde la perspectiva tanto de la suscripción como de la selección de los beneficiarios, es posible observar antecedentes que podrían incorporar elementos de responsabilidad administrativa y/o penal, en su caso, los que han sido objeto de presentaciones a dicha Contraloría General de la República y a los Tribunales del Crimen, específicamente al 2º Juzgado del Crimen de Valparaíso, proceso Rol 119-001-H.


Desde la perspectiva de la selección de los beneficiarios, a su juicio, se debe tener presente los siguientes aspectos:

a.
Hubo tres llamados, en los que es posible distinguir claramente los responsables en el aparato del Estado. En el primer llamado participaron el Ministerio de Transportes, la Secretaría general de la Presidencia y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En el segundo y tercer llamado el ente a cargo fue la Subsecretaría de Transportes.

b.
Que a solicitud de la Federación de Trabajadores Portuarios de Valparaíso, Fetrapoval, la Subsecretaría de Transportes aprobó un convenio ad referéndum con la Intendencia de la V Región, con el objeto de otorgar beneficios a 43 ex trabajadores portuarios, por un monto de $ 220.000.000.-, bajo el sistema de administración de fondos de terceros.


El examen del desarrollo de estos procesos permite -como señala el informe de la propia Contralora General Subrogante- observar al menos los siguientes elementos anómalos:

a.
El acuerdo de 18 de agosto de 1999 aparece suscrito -entre otros- por don Walter Astorga Lobos, el que no se habría encontrado en el país en esa fecha.

b.
Respecto del programa de reconversión laboral, recibieron beneficios 53 personas que no cumplían con los requisitos habilitantes -mayor de 40 años, 15 de desempeño en el sector, y haber sido desplazado de él-, recibiendo aportes por un monto de $ 428.520.000.-.

c.
Se observa que 38 carpetas no cuentan con los antecedentes de respaldo para acreditar los años de servicio en el sector portuario, y a pesar de ello recibieron beneficios por un monto de $ 298.920.000.-.

d.
En la entrega e beneficios a ex trabajadores beneficiarios del Programa de Reconversión es posible observar ausencia de respaldo con documentos fehacientes de la calidad de tales, sólo se cuenta con fotocopia de cédula de identidad y una declaración jurada, en la entrega de fondos por un monto de $ 220.000.000.-.

e.
Se entregaron recursos por un monto de $ 428.520.000.- a personas que no reunían los requisitos estipulados, y

f.
Se entregaron recursos por un monto de $ 298.920.000.- a ex trabajadores con antecedentes incompletos.

g.
Ausencia de rigurosidad en la selección de postulantes por parte de la Subsecretaría de Transportes, no velando esta institución por el correcto destino de los fondos públicos.
3.
Opiniones recibidas.


Durante el desarrollo de su trabajo la Comisión recibió las opiniones y exposiciones de las siguientes personas, cuyo tenor, agrupadas por sector se expresa a continuación, en forma extractada, constando su versión in extenso en forma taquigráfica en el Anexo II de este Informe.

1.
Sector público.-


El señor Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, don Jaime Estévez Valencia, señaló que, en el marco del proceso de modernización del sistema portuario del país, a partir de la aprobación de la ley 19.542, se generó un conjunto de inquietudes -legítimas y justificadas, por cierto- por parte de los trabajadores del sector y principalmente de las organizaciones que los agrupaban, algunas de las cuales hoy permanecen vigentes y otras han desaparecido.


Como es de público conocimiento, este proceso de modernización -afirmó- se ha estructurado sobre la base de la transferencia de los recintos portuarios y su operación, a empresas privadas, las que bajo determinadas condiciones, asumen los costos y beneficios operativos de su gestión, procurando un impulso de modernización tecnológica, de infraestructura y operativa necesaria y acorde con las necesidades de nuestro sector exportados e importador, teniendo a la vista que se trata de una actividad estratégica para el desarrollo del país. Las dinámicas comerciales y de gestión han hecho indispensable la implementación de este proceso, puesto que el Estado no hubiera tenido ni la dinámica ni los recursos suficientes para llevarlo a cabo, como ha ocurrido en diversos sectores como el de las sanitarias y otros servicios básicos.


Las inquietudes de los trabajadores al respecto, decían relación, afirmó el señor Ministro, con la eventual pérdida de derechos laborales que por largos años el movimiento sindical había logrado en sucesivas negociaciones con las autoridades de gobierno, dado que se trataba de un sector en el que el empleador era, precisamente el Estado. Asimismo, afirmó la autoridad de transportes, los temores de los trabajadores de los puertos decían relación con las incógnitas que se abren ante un cambio de empleador y su eventual falta de posibilidad de absorber toda la mano de obra existente, dejando en precarias condiciones a importantes grupos de trabajadores. Se trata -reafirmó el Secretario de Estado- del natural temor a la cesantía, del cual el gobierno se ha hecho cargo cada vez que un proceso de racionalización ha afectado a algún sector de la economía.


En este contexto, señaló que los tópicos sobre los cuales se abrieron instancias de negociación, fueron referidos a la cobertura de empleo que era posible esperar de las nuevas empresas operadoras, para, posteriormente, delimitar o dimensionar la cantidad de personas que se verían afectadas por procesos de despido. Ante ello, prosiguió el señor Ministro, se instalaron varias mesas de negociación con las principales organizaciones sindicales del sector a fin de analizar, puntualmente, programas de beneficios por despido, jubilaciones, y programas de capacitación, recalificación y reinserción laboral.


Ahora bien, explicó el Secretario de Estado, la génesis de estas instancias de diálogo con el sector de trabajadores afectados por los procesos de modernización de puertos, radica en la intención política de ambas partes en orden a dar cuenta de los efectos de esta política pública, frente a la ciudadanía y, particularmente, frente a la comunidad de trabajadores de los puertos, siguiendo la lógica de una negociación política que no es otra que la de otorgar señales consistentes y fundadas de que al Estado no le es indiferente -y jamás lo será- el efecto pernicioso que pudiere tener o conllevar la implementación de un proceso como el descrito.


En este contexto, es necesario reafirmar, acotó el señor Ministro, que los objetivos de estas instancias de diálogo están plenamente cumplidos ya que por su intermedio se han logrado acuerdos que permitieron abordar en conjunto diversas materias que son altamente relevantes para el futuro laboral de un sector de trabajadores de importancia en el desarrollo del país.


Este éxito no se encuentra sujeto o dependiente, precisó la autoridad de gobierno, de los criterios de implementación de las medidas administrativas que en el ámbito de la capacitación, previsión social, seguridad social, políticas de empleo y otras puedan derivar de los acuerdos adoptados, ello por varias razones: en primer término, es necesario señalar que las medidas que se hubieren implementado para mitigar el impacto del proceso de modernización de puertos, dependen de las decisiones de varias reparticiones públicas en forma autónoma, pero coordinada, en tanto que las instancias de diálogo sectorial constituye una decisión centralizada de la máxima autoridad de gobierno que da una señal integral sobre las preocupaciones que al respecto tiene el gobierno; en segundo término, varios de los acuerdos que se derivan de la instancia de diálogo sectorial que se ha llevado adelante, requieren para su implementación del establecimiento de flujos presupuestarios, dictación de reglamentos, y adecuación o reasignación de recursos, por lo que su eficacia se mide en términos relativos a través del tiempo.


En este sentido, señaló el señor Ministro, no existe una falta o incumplimiento de acuerdos por parte del gobierno derivados de las mesas de negociación que se instalaron junto al actor sindical, con motivo de la modernización de los puertos, ya que se trataba fundamentalmente de instancias del quehacer político en la materia por parte del gobierno y los sindicatos, y, en este marco, su éxito es algo que nadie hoy día puede desconocer y no se mide en mérito de si una medida posterior de carácter administrativo pueda o no adolecer de defectos en su concreción o implementación.


El señor Guillermo Díaz, Subsecretario de Transportes, señaló que su exposición tiene por finalidad recordar el contexto en que se llevó a cabo el proceso de modernización portuaria.


Al respecto señaló que en 1999 Chile y el resto de los países se hallaban inmersos en plena crisis asiática, lo que significó la disminución de sus capacidades productivas.


En ese año, el producto interno bruto del país fue el más bajo registrado en los últimos 25 ó 30 años. Debido a eso, el Gobierno definió como política iniciar una fuerte campaña para disminuir sus costos en materia de gestión portuaria y en otras áreas de la economía, con el objeto de mejorar las condiciones de competitividad-país. Recordó, por ejemplo, el caso en las concesiones de obras públicas, respecto del cual, por citar sólo un ejemplo, la valoración que efectuó el sector privado en esa materia daba a entender que Chile dejaba de ser competitivo y tenía pérdidas-país por sobre los 1.500 millones de dólares en 1997. Si a eso uno sumaba el sector portuario, indudablemente las condiciones de competitividad y oferta-país eran bastante menores.


También, a su juicio, hay que destacar en este proceso de reforma portuaria la incorporación del capital privado en la gestión de este sector. La experiencia de Chile en esos momentos sobre la materia era muy exitosa. De hecho, se deben recordar los procesos de transformación en materia energética, de gestión en el área de las telecomunicaciones, en el sector de obras públicas, y en materia portuaria. Por lo tanto, ésa era una línea de incorporación de capital privado y gestión privada a tareas de tradicional gestión y operación pública.


La ley Nº 19.542, de 1997, transforma a Emporchi en diez empresas autónomas, constituidas fundamentalmente por un orden regional, y se procede a la generación de concesiones de carácter privado respecto de la operación de cada una de estas empresas portuarias.


Esta reforma portuaria consistía primero en incentivar la competencia entre los distintos terminales, fueron de carácter multioperador o mono-operador, aun sobre un escenario de bajo crecimiento.


Segundo, generar una cadena, en términos logísticos, que la proveyera de mayores bondades que en ese minuto presentaba. Por lo tanto, el interés era dotarla de una mayor eficiencia en términos logísticos y, además, de una mejor oferta en calidad de servicios.


Por último, generar una política de mejoras de inversiones en el sector público para aquellos puertos que eran poco atractivos desde el punto de vista privado. El mejor ejemplo es Arica, que en un minuto se pensó concesionar y no era atractivo desde el punto de vista privado. Lo que hizo el Ejecutivo, en cada una de sus etapas, fue hacer un diagnóstico del tema estructural del puerto de Arica, que era la falencia en ese minuto, y se da cuenta de que, bajo pequeñas inversiones en infraestructura, como son las mantenciones, se revaloriza el puerto. Hoy, los resultados obtenidos hace poco tiempo hacen viable una política de optimización en el uso eficiente de los recursos y una adecuada política de diagnóstico en materia de inversiones.


A continuación el señor Subsecretario hizo un breve recuento de cómo se efectuaron las licitaciones portuarias, el que se encuentra contenido en el Anexo II de este Informe.


Agregó que, en el acuerdo portuario hay tres llamados concretos que se hacen cargo de las externalidades originadas como consecuencia del proceso de modernización: el primero, iniciado en diciembre de 1999, fue ejecutado enteramente por Sercotec, por mandato tanto del Fosis como del Sence. En él se incluyó un total de 418 beneficiarios directos. La distribución, por puerto, está indicada en la documentación entregada a la Comisión. Se establecen ciertos requisitos para acceder preferentemente a este beneficio -materia conocida por los señores diputados-, tales como acreditar la calidad de trabajador portuario, ya sea permanente o eventual; tener más de 15 años de servicios en el sector; contar con una edad mínima, al momento de hacer el primer llamado, de cuarenta años, y haber sido reemplazado definitivamente del sector.


El segundo llamado, ejecutado nuevamente por Sercotec, y por mandato, también del Fosis y del Sence, tuvo lugar en noviembre de 2000. En esa oportunidad, el número de cupos alcanzó a 500, y las condiciones son similares a las del primer llamado.


El tercer llamado fue ejecutado por Sercotec, por mandato de la subsecretaría de Transportes. Se inició en noviembre de 2001, con un total de 335 beneficiarios para un total de cinco puertos. Se presenta una innovación en materia de la acreditación de la calidad de trabajador portuario. En efecto, se procedió a establecer una exigencia adicional y nueva, superior a la que rigió para los primeros dos llamados, en los cuales, para poder acreditar los años trabajados, se exigía la permanencia por nueve meses anuales en el sector. Como es obvio, en la medida en que se avanza en este proceso y comienza a identificarse quiénes son los beneficiarios del sistema, se requiere una mayor precisión.


Consultado respecto del uso de los recursos involucrados en este proceso, señaló que lo que está garantizado, y que se ha revisado, es que la inversión de los recursos fue bien hecha. Todos los procesos y resguardos administrativos están considerados. Los dos primeros llamados fueron ejecutados por Sercotec a solicitud del Fosis y del Sence, y el tercero por Sercotec a solicitud de la Subsecretaría. Señala, el señor Subsecretario, que las fechas de estas operaciones son anteriores a su llegada al Ministerio. Por lo tanto, ha tenido que recabar la información. Pero lo que sí ha logrado identificar es que el uso de los recursos corresponde a lo que ellos le presentan. Se dieron el trabajo de hacer la identificación de cada uno de los ítems por los cuales se hicieron los cargos correspondientes.


Lo segundo tiene que ver con los beneficiarios. Aquí, a su juicio, habría que distinguir lo que han hecho como Subsecretaría ante acciones judiciales. No se puede hacer cargo de rumores, pero sí de las acciones judiciales en las cuales, como Gobierno, tiene que involucrarse y hacerse parte. En ese sentido, la política ha sido hacerse parte, a través del Consejo de Defensa del Estado, y establecer toda la información que los tribunales les demanden, como en el caso de las tres querellas en Valparaíso. Una de ellas está sancionada por la Corte Suprema que realizó la investigación respecto de la idoneidad de los distintos trabajadores que se acogieron al beneficio.


La recepción de la información opera sobre la base de la buena fe. Es decir, si se pide el carné a alguien, entiende que efectivamente es su cédula de identidad. Los tribunales y la policía son quienes deben investigar si esa documentación es la correcta. Sin embargo, ante estas denuncias y querellas, han optado por hacerse parte formalmente como Subsecretaría para identificar si las personas que se acogieron al beneficio presentaron documentación falsa o no les correspondía bajo ningún aspecto ser beneficiario directo de este proyecto.


El señor Patricio Fernández Seyler, Gerente General de Sercotec, señaló que ha participado en el proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios desde su génesis. Cuando fueron requeridos por el Ministerio de Transportes para hacerse cargo del proceso de reconversión de los trabajadores portuarios, dada su experiencia en el tema, fueron bastante reticentes en involucrarse en este programa, en especial por las particulares características de sus trabajadores.


En general, los programas de reconversión son siempre riesgosos y los porcentajes de éxito son relativamente bajos. En el caso de los trabajadores portuarios, la percepción inicial se fundamentaba básicamente en tres o cuatro elementos.


El primero de ellos era la edad de los participantes. En el protocolo se estableció que en la mayoría superaba los cuarenta años, lo cual conspiraba en contra del programa. Todos saben que a mayor edad, más mañas se tienen, y hay una cierta resistencia natural a emprender actividades nuevas, que implican riesgos.


En segundo lugar, se trataba de trabajadores dependientes, de gente que empezó a trabajar muy joven y su experiencia laboral siempre estuvo ligada a la dependencia de un patrón o empleador.


En tercer lugar, un gran porcentaje de ellos no tenía educación básica completa, cosa que también conspira contra el éxito de un programa de reconversión.


Un cuarto elemento, a su juicio el más complicado de todos, es que ellos tenían garantizado el aporte de recursos, lo que significó que cumplieran todas las formalidades del programa de reconversión laboral sólo para acceder a esos recursos que, de alguna manera, están garantizados ex ante. Incluso él, al principio, no quería que se ejecutara este programa. Claro está, como la suya es una institución de Gobierno, se allanó a él. A este respecto, diseñaron este asunto tomando todas las precauciones para tratar de minimizar estos riesgos.


Señaló que está absolutamente sorprendido de los resultados, porque nunca imagino que las tasas de permanencia de microempresas de más de un año llegaran sobre 40 por ciento. Ni siquiera las incubadoras de empresas, en las que trabajan profesionales universitarios, llegan a tasas tan altas de éxito en materia de permanencia en la actividad.


Acotó que pensaban que habría una alta tasa de fracaso. Sin embargo, aconteció exactamente al revés: hubo una alta tasa de éxito, de 40 ó 45 por ciento en el primer llamado, respecto del cual efectuaron una evaluación un año después de que terminara la vigencia del programa.


Hicieron tres llamados: en el primero participaron 418 ex trabajadores portuarios de Antofagasta, Valparaíso, San Antonio y Talcahuano. De ellos, el mayor contingente provino de San Antonio, con 164.


En el segundo participaron 500 ex trabajadores portuarios de las comunas de Iquique, Valparaíso, San Antonio y Talcahuano. En esa oportunidad, el mayor número provino de Valparaíso, con 227.


En el tercero se consideró una cantidad de 335 ex trabajadores portuarios de Iquique, Antofagasta, Valparaíso, San Antonio y Talcahuano, repartidos en forma relativamente proporcional. Talcahuano contó en esa ocasión con el menor número de participantes: 38.


En el caso del puerto de Lirquén, se trató de otro programa, realizado más recientemente -comenzó a fines del año pasado y concluyó este año-, que no tiene nada que ver con el que está mencionando. En él se continuó con la misma filosofía, pero estaba orientado para tripulantes, no para portuarios.


Subrayó que, desde el primer llamado, contrataron a una empresa consultora externa para hacer una evaluación un año después de concluido el proyecto. El objetivo general consistió en evaluar el resultado del primer llamado del programa en cuanto a nivel de diseño, operación y resultados y, luego, identificar los elementos replicables para el desarrollo de acciones y programas de fomento dirigidos a las micro y pequeñas empresas.


Fueron instruidos por el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones para generar proyectos microempresariales viables y técnicamente posibles para el grupo de trabajadores objetivos; maximizar el trabajo con el grupo familiar para que el proceso del trabajador cuente con un entorno favorable para su nueva actividad e identificar las mejores y más adecuadas alternativas laborales a través de un diseño compartido con los participantes.


El objetivo del programa fue mejorar las condiciones de transición a una nueva etapa laboral de ex trabajadores portuarios, desplazados del sector en el marco del proceso de privatización y reorganización de las actividades portuarias, a través de un programa preparatorio y de seguimiento desarrollado por Sercotec; generar a través del programa alternativas de microempresas viables y sustentables que permitieran a los trabajadores nuevas oportunidades de empleo y generación de ingresos.


En el primer llamado, de 440 cupos disponibles se utilizaron solamente 418. Esta información aparece en el listado que les envió el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.


Tenían un plazo de cinco meses para realizar este programa, que tenía cinco fases, las tres primeras obligatorias -sensibilización: trabajando con el trabajador y su familia; capacitación en materia de emprendimiento, y elaboración y presentación de proyectos- y las dos últimas voluntarias -acompañamiento y evaluación del proyecto-.


Todas estas actividades no las realizó directamente el Sercotec, sino que, en cada caso, se llamó a licitación y se contrataron consultoras externas.


Agregó que es necesario dejar establecido que trabajaron en virtud del acuerdo habido entre el Gobierno y Coordinadora Nacional Marítimo Portuaria, quienes les entregaron, para cada uno de los llamados, el listado, por cada puerto, de las personas que serían beneficiarias. Como Sercotec establecieron una dirección del programa a nivel central en Santiago y lo operaron directamente a través de sus direcciones regionales, que se encargaron de contratar a las consultoras que tomaron a su cargo el trabajo directo con los trabajadores portuarios, apoyados por los coordinadores por grupo de beneficiarios del Sercotec, que acompañaban todo el proceso de trabajo en las consultoras.


El objetivo central del programa fue maximizar el porcentaje de participantes con proyectos evaluados técnicamente. Se trata de personas que cumplieron con la etapa obligatoria y que presentaron un proyecto. El ciento por ciento de los participantes presentó un proyecto.


De los que implementaron el proyecto presentado, el 29 por ciento avanzó y llegó, al final del primer año, a formar parte del 45 por ciento de proyectos que tuvieron éxito. El 41 por ciento, siguió trabajando, y de ese trabajo se rescató cierto porcentaje. Por lo tanto, llegaron a esa cifra global de 45 por ciento de proyectos presentados que estaban vigentes al término del primer año.


Agregó que la situación actual de los beneficiarios, después de un año de concluido el programa, es la siguiente: un 44 por ciento está trabajando por cuenta propia en el proyecto. Existen otros que son dependientes de otra empresa a jornada completa. Los jornaleros part time constituyen el 1 por ciento; los trabajadores eventuales, el 11 por ciento; los desempleados cesantes, el 24 por ciento, y sin información, el 17 por ciento.


El proyecto tuvo mayor éxito en Antofagasta. El trabajo independiente por cuenta propia alcanzó allí a 62 por ciento. Éstas son cifras, a su juicio, increíbles. No sabe qué pasó después del año. Puede que algunas empresas hayan ido muriendo -en Chile dejan de funcionar algo así como 50 mil empresas todos los años- pero 62 por ciento en esta materia es una cifra muy alta para al primer año.


En cuanto a la eficacia positiva de los resultados, el 54 por ciento de los participantes implementó el proyecto, mientras que el 44 por ciento mantiene en la actualidad una actividad independiente. Esta estadística fue realizada un año después de que se realizó el primer concurso.


Respecto de los factores de éxito incorporados, señaló que esto significó un cambio cultural profundo, que se llevó a cabo en la etapa de sensibilización y evaluación de proyectos. Hay que pensar que se trata de personas que siempre ha trabajado en forma independiente y no fue fácil que aprendieran a visionar estratégicamente un negocio.


La primera parte del proceso apuntó a trabajar con la gente, la que venía con una carga súper fuerte. Para cualquier persona y su familia el hecho de quedar cesante es una tremenda tragedia. La gente creía muy poco en el proceso y tenía poca confianza en que las autoridades estaban trabajando seriamente el tema. Además, muchos de ellos tenían baja autoestima para emprender actividades independientes. Todo el proceso de sensibilización fue importante para cambiar el estado de ánimo de las personas.


Otro punto que les preocupó fue la estrategia de ejecución flexible. Mientras se iban realizando estas etapas, permanentemente se retroalimentaban con las críticas que los trabajadores hacían al proceso. Incluso, hubo varias etapas que se tuvieron que repetir, porque muchos manifestaron que no les habían servido para nada. La ventaja de trabajar con este tipo de personas es que son muy proactivos en sus críticas, las que manifiestan con mucha franqueza. Ello sirvió mucho para ir mejorando progresivamente el programa.


Señaló, asimismo, que otro aspecto que trabajaron fue el desarrollo de capacidades emprendedoras. Para tal efecto, utilizaron metodologías probadas en Chile y en el extranjero y pusieron mucho énfasis en personas que tienen un cierto nivel educativo.


Consultado por las actividades iniciadas, acotó que se trató básicamente de comercio y transporte, pero también de computación. Es el caso de trabajadores como el señor Miguel Galdós, una de las personas de mayor cultura, que formó una empresa de asesoría para certificar empresas de acuerdo con la norma ISO 9.000. Es increíble, porque él era un trabajador portuario. Pero hay otros casos en Valparaíso, como el de aquel que tiene una fuente de soda, el que agrandó su casa para instalar un hostal, el de Patricio Chacana y José Soto Aguilar, que se asociaron para arrendar un local e instalar un salón de pool, el de Cupertino Rojas, que inició un atractivo negocio de venta de pollos al spiedo, el de aquel que se compró dos taxis colectivos usados, el de aquel que instaló en su casa un almacén.


Agregó que donde más se destacó el proceso de interacción con los trabajadores fue en la Segunda Región, porque instalaron una mesa de trabajo y rediseñaron el programa. Pero fue en la Quinta Región donde tuvieron más problemas.


En la zona se logró el conocimiento inicial de los actores y se aplicaron instrumentos para obtener un diagnóstico. O sea, se trabajó con entrevistas personalizadas y en sus casas. Sin embargo, este proceso, que fue un momento crítico, porque implicaba el compromiso e involucramiento de los dirigentes, no tuvo éxito en toda la zona debido al problema cultural de haber vivido en torno de una cultura reivindicativa. Por eso fue complicado, especialmente en Valparaíso. En cambio, en Antofagasta y Talcahuano se logró el objetivo con trabajo previo y focalizado.


Otro problema que tuvieron fue la carencia de adecuados mecanismos de información a la gente. En Chile se es poco proclive abrirse con la información, a ser transparentes, o muchas veces los dirigentes no desempeñan bien sus funciones. Cuando se produjo ese problema, surgieron dificultades en la ejecución del programa, por lo que en ciertas ocasiones debieron paralizarlo por algunos días o semanas.


Otro punto es el apoyo a la aprobación de proyectos en cada una de las regiones, previo a su presentación. Para ello orientaron a las personas ante la disyuntiva de cómo enfrentar la elaboración de un proyecto, todo lo cual se resuelve a través de capacitación, charlas, material didáctico y otros elementos de apoyo.


Para el segundo y tercer llamado se utilizó el mismo sistema, pero perfeccionado.


El señor Andrés Rengifo, Director de Empresas Portuarias del Sistema de Empresas Públicas, señaló que desea aclarar que este proceso es un tema complejo. Hace más de siete años que se desempeña como economista del sector marítimo. Durante ese tiempo, ha cumplido diferentes roles, tanto en el sector público como en el privado, razón por la cual cree tener algún tipo de conocimientos en relación con el tema de los estibadores portuarios.


Comenzó señalando que, en verdad, respecto de los trabajadores del sector, ha habido dos tipos de reformas laborales portuarias importantes: una, en 1981, que significó, para los efectos laborales, la compra de la matrícula de los trabajadores eventuales. Esa primera gran reforma significó terminar con prácticas bastante nocivas para el comercio exterior, como la mantención de la práctica de los pollos y medio pollos. Esos regímenes laborales se manejaban en los sindicatos, pero tuvieron su fecha de término en 1981. 


Junto con ello, se generó un modelo multioperador de manejo de los trabajadores portuarios y de los puertos, referido principalmente a su administración industrial.


Dicha reforma tuvo aspectos positivos y otros negativos. La parte más negativa -lo que le correspondió revisar a través del examen de algunos de los expedientes previsionales de los trabajadores del sector- es que existía mucha empresa de muellaje que desaparecía en el tiempo, razón por la cual no existía respeto por los derechos de los trabajadores. En suma, hubo una gran cantidad de empresas que tuvieron existencia y que, posteriormente, desaparecieron y no cumplieron con sus obligaciones para con los trabajadores, sobre todo en materia de pago de las cotizaciones previsionales.


Según el Código del Trabajo, específicamente en su artículo 133 y siguiente, en el sector portuario existe flexibilidad laboral -que, dicho sea de paso, es una de las más amplias en relación con cualquier industria del país- que permite la provisión de puestos de trabajo con finiquitos diarios. Ello permite a cualquier empresario contratar a un trabajador, por ejemplo, en el turno de la mañana, y finiquitarlo una vez terminado dicho turno. Ese sistema permite al trabajador estar protegido por las leyes laborales durante ese período, y, a la vez, otorga una flexibilidad completa para efectos de que, si hay naves en un sitio, se contrate a trabajadores, y, en caso contrario, no. Sin embargo, eso también significaba -lo que han podido recoger en la experiencia, sobre la base del examen de los expedientes previsionales de dichos trabajadores- que muchas personas trabajaran para el mismo empleador durante diez o quince años. Esas personas, por decirlo de algún modo, eran contratadas en la mañana y finiquitadas en la tarde. Por lo tanto, no existía ningún tipo de relación laboral permanente.


Cuando sobrevino la reforma que modernizó el sector portuario estatal en 1997, donde se generó el modelo mono operador -un solo operador en un frente de atraque-, se produjo un conflicto social con trabajadores que se vieron desplazados por los procesos de modernización que impulsó el Estado de Chile. Aquí se tiene la primera gran diferencia, pues están hablando de trabajadores privados, que no tienen ninguna relación contractual con el Estado ni con sus empresas, razón por la cual en la ley de Emporchi no se generó ningún tipo de solución para esa área. La ley Nº 19.542 es bastante clara al respecto. Sin embargo, el gobierno consideró -y es una realidad- que esta operación mono operadora que se generaba con los procesos de modernización producía desprotección a los trabajadores portuarios eventuales, motivo por el cual se creó un programa de alternativas laborales, una especie de red de protección social para estos trabajadores privados.


Subrayó que trabajó como consultor externo en distintas empresas y en abril de 2000 el ministro Carlos Cruz le solicitó que vieran un diseño para generar este programa. Hubo temas que no pudo conocer, como el de las pensiones de gracia, porque se veían en el Ministerio del Interior, pero sí le tocó diseñar el programa de microempresas para los trabajadores que estaban en esa condición. Así, se creó un programa que lo primero que contemplaba era una calificación de ideas de proyectos. Partían de la base que un trabajador eventual está permanentemente en la calle y que tiene más de una actividad económica, por lo tanto, tiene un desarrollo bastante importante en ese sentido y mucho más alto que el de los trabajadores públicos que, en la cultura estatal, nunca desarrollaron esta habilidad. El trabajador eventual siempre tiene actividades y en algo se gana la vida. Por lo tanto, en él existe la idea de proyecto. Esto llevó a que Sercotec, con la ayuda de ingenieros comerciales, economistas y contadores, creara un programa básico para transformar esa idea en un proyecto. Entonces, una vez que los trabajadores tenían un proyecto se transformaba en una presentación a Sercotec, razón por la cual debían estar todos los antecedentes en ese lugar o en el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones. Luego, se llegó a un contrato en el cual se dio capacitación previa y un seguimiento en el tiempo, con una cláusula penal para efectos de que si la persona no abandonaba el puerto como trabajador marítimo portuario, el aporte hecho por el Estado pudiera ser cobrado. En el fondo, el Estado tenía como fin proteger a cada trabajador eventual que durante muchos años había trabajado en forma permanente en el puerto.


Aquí es donde surge el primer gran problema, que no se ha resuelto ni aquí ni en ningún otro puerto en el mundo con facilidad, pues es difícil determinar al trabajador eventual.


Ahora, si se acude a la base de datos, éste trabajador eventual está en posesión de una tarjeta de ingreso al puerto, entregada por la Armada a través de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante Nacional, que lo acredita como trabajador portuario. Si se revisa esa base de datos, puede haber hasta 15 mil permisos, pero no todos quienes poseen la tarjeta pueden trabajar en los puertos.


Lo que se buscaba era proteger a la persona que, en forma permanente, estaba cumpliendo funciones en el puerto, porque cabe aclarar que hay otros trabajadores eventuales que son absolutamente necesarios, pero que no trabajan en forma permanente en el puerto. Por ejemplo, cuando a Valparaíso llegan naves que transportan autos, y que utilizan el sistema roll-on roll-off, para el puerto lo más fundamental es contar con conductores, porque en esa operación marítima se necesita descargar una cantidad importante de vehículos, con velocidad y sin provocar ningún tipo de daño. Por lo tanto, los que llevan a cabo ese trabajo generalmente son choferes de taxis colectivos de Valparaíso, que ese día dejan ese trabajo y asumen un turno en el puerto. Es evidente que a ese taxista ese trabajo le sirve, porque es contratado por un turno, lo que le significa poder cotizar en el Fonasa. Por lo tanto, aunque haga sólo un turno al mes y gane 14.500 pesos, que es el promedio de lo que se está pagando en el sector, ese turno le sirve desde el punto de vista social, porque lo cubre para todo el mes para efectos de acceder a los beneficios de las leyes sociales. Por lo tanto, para él son más que los 15.000 pesos que podría ganar en el colectivo.


Pero la pregunta de fondo, agregó, es si esa persona es un trabajador portuario permanente. Ésa es una definición que van aprendiendo de a poco. El Estado trató de focalizar un subsidio en un grupo determinado de personas dañadas, pero la definición global de trabajador que se está planteado es muy distinta. Se abre un abanico de posibilidades muy grande, que trae como consecuencia que empiecen a aparecer inmediatamente todas las personas que tienen tarjeta de trabajador, que cumplieron turnos en forma esporádica y que dicen: “soy trabajador portuario”.


En cada uno de los dos llamados en que le tocó participar, se focalizaron en los trabajadores más dañados. Evidentemente, se genera un conflicto, porque cuando en un llamado uno va conociendo la realidad y se va dando cuenta de que el criterio que se aplica no es válido, porque se deja muchas puertas abiertas para que otras personas también aparezcan como cumpliendo con los requisitos, no siendo las personas en quienes se quiere focalizar el plan, un siguiente llamado genera un criterio más restrictivo. El tercer llamado se hizo solicitando que los trabajadores, a lo menos nueve meses durante el año, tuvieran un turno, ello considerando los quince años que plantea el programa. Ahora, la dificultad para contabilizar esos datos era bastante alta, porque existen distintos regímenes previsionales, con distintas cajas, como Capremed o Capremar, que son parte del INP, y porque existen cotizaciones previsionales en distintas AFP que no dejan consignado quién es el empleador, sino sólo un RUT que, a veces, queda desaparecido. Hubo una gran cantidad de dificultades técnicas. Además, esto se hizo con personal administrativo de la Subsecretaría de Transportes, que no tenía ninguna experiencia desde el punto de vista laboral, pero que fueron adquiriéndola con el tiempo, lo que les permitió ir detectando estas situaciones que, más que especiales, son generales.


Hay una gran cantidad de trabajadores que tiene un desarrollo bastante distinto de su perfil laboral. Por ejemplo, en un primer momento, uno podría determinar que las personas que tuvieran cotizaciones en la Capremed, que era la caja de previsión marítima -parte del INP-, eran trabajadores que uno no podía validar. Pero con el tiempo uno va aprendiendo que la Capremed tenía departamentos de estibadores y departamentos de tripulantes. Por lo tanto, una persona podía aparecer teniendo cotizaciones que se suponían válidas en su carpeta. Pero si uno iba al fondo del tema, se encontraba con que eran de tripulante y no de trabajador marítimo.


Al final, lo que se quería era proteger al trabajador portuario, al viejo que está en la orilla y que ha estado allí durante muchos años. Lo que se quería era generar una protección social a un trabajador que está siendo desplazado por un proceso de modernización. Pero, como pasa en todas partes -al respecto, la literatura económica tiene bastante elementos que lo demuestran-, cuando se trata de focalizar un subsidio en un determinado sector, evidentemente se desfocaliza, porque los interesados siempre suelen ser muchos más. Eso básicamente ocurrió en este programa que, si bien tenía un objetivo bastante loable, generó ciertas externalidades que complicaron su aplicación.


Consultado por su labor en el tema que convoca a esta Comisión, señaló que en la primera etapa, le tocó diseñar el programa de apoyo a los microempresarios. El programa tenía dos etapas: una, que apuntaba a los microempresarios, y otra, que atendía las pensiones asistenciales.


En cada uno de los llamados se exigía una serie de antecedentes, los cuales eran requisitos necesarios para la presentación en el programa.


Consultado respecto de ¿cómo fiscalizó su cumplimiento? Contestó que el requisito global estaba planteado en los acuerdos, el cual es como un paraguas para distintas situaciones y no ayuda a focalizar al trabajador.


Consultado respecto de sí el programa fue bien estructurado, contestó que fue muy bien llevado, debido a los antecedentes exigidos. Todos los trabajadores debían tener una tarjeta que acredita la condición de trabajador portuario. Por lo tanto, para esos efectos, todos eran trabajadores portuarios que cumplían la condición básica de desempeñarse en un puerto. 


Señaló que todos quienes estuvieron vinculados al programa, tuvieron un aprendizaje continuo. Ésa es una realidad económica que ocurre en cualquier entrega de subsidios por parte del Estado. Hay muchos estudios al respecto. Cuando uno entrega un beneficio específico, debe poner mayores resguardos, porque si no, invita a participar a mucha gente que no es directamente beneficiaria.


Consultado respecto de los trabajadores del puerto de Lirquén, que recibieron sólo una parte del beneficio económico considerado para todos los trabajadores portuarios, y si conoció, una vez ejecutados los programas, la reclamación de trabajadores que, con sus antecedentes en la mano, demostraron que cumplían con los requisitos exigidos para recibir los beneficios otorgados por el decreto que respaldaba la desvinculación dentro del esquema mono operador establecido en áreas multi operadoras. Y Contestó que respecto del tema de Lirquén, están hablando de trabajadores privados que no tenían ninguna relación contractual con el Estado. Por lo tanto, en un momento se dijo que se protegería a los trabajadores portuarios que estaban sufriendo a consecuencia del proceso de modernización del sector portuario estatal.


Por otra parte, la bahía de Concepción, para todo criterio internacional, es un solo puerto. En el puerto de Rotterdam, entre la primera y la última dársena hay cuarenta y cinco kilómetros. En cambio, entre el primer y el último sitio de la bahía de Concepción, hay cuarenta kilómetros. Por tanto, la bahía de Concepción es un solo puerto con ocho terminales privados: puerto Lirquén, Coronel, Puchoco, Jureles, muelle CAP, entre otros, y dieciocho sitios.


En su momento, cuando debían hablar de los trabajadores del puerto Lirquén, no se referían a ellos. El subsecretario de Transportes realizó una visita a la zona. Las reuniones en la Intendencia se alargaron porque se abordaron temas de transporte público, razón por la cual el Subsecretario le pidió que fuera solo a la reunión que estaba planificada una hora después, en Lirquén. No recuerda la situación con mucho detalle, porque no sabía cómo moverse hacia allá y tuve que averiguar cómo hacerlo. Tomé una micro en el centro, cerca de la Plaza de Concepción -lo recuerda con nitidez-, y llegó a Lirquén. Pero no iba para allá, sino que al sindicato de Penco, porque los trabajadores pertenecían a él. 


En esa reunión dió a conocer los acuerdos y los beneficios que tenían los trabajadores en el acuerdo nacional. Una de las posibilidades era que el sindicato de Penco tuviera participación con sus estibadores, porque son trabajadores eventuales y pueden trabajar en Lirquén, en Coronel o en San Vicente, es decir, con todos y en distintas partes. Ése era un sindicato de trabajadores eventuales, ya que en ninguna parte decía que eran trabajadores del puerto de Lirquén. Cuando vieron después los antecedentes que ellos presentaron, se encontraron con que todos los trabajadores del sindicato de Penco laboran en el puerto de Lirquén. Además, funcionan con un modelo que se llama “redondilla”, distinto al de otros puertos, que se denomina “nombrada”, donde en la tarde anterior se entrega a la Gobernación Marítima el listado con los nombres de las personas -son personas naturales- y del sindicato a que pertenecen, con el permiso respectivo validado por la Armada, con lo cual se da la autorización para entrar al puerto.


Como señaló, en el caso de Lirquén, los trabajadores funcionan en forma de redondilla, es decir, un solo sindicato define quiénes van en cada uno de los turnos y van dando la vuelta según la cantidad de barcos que vienen. Por lo tanto, a todos les toca por parejo, a diferencia del resto de los puertos. 


Cuando vieron las carpetas de antecedentes, se dieron cuenta, de que los trabajadores no tenían derecho, el ministro Cruz definió un criterio y dijo que el aporte era para trabajadores de puertos privados que laboran en puertos públicos, y no para trabajadores privados que trabajan en terminales privados. Esa distinción dejaba fuera a todos los trabajadores de puerto Lirquén.


En ese proceso, mientras se desempeñó hasta el 2002 en el Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, se les dijo sistemáticamente a los trabajadores -por lo menos en las reuniones en que participó- que no había posibilidad alguna de participar en el programa nacional.


Añadió que como trabaja en el sector portuario, no desconoce que hubo una solución regional al problema de Lirquén, pero no tuvo que ver con dicho programa. Lógicamente, todos los trabajadores buscaban obtener el beneficio del acuerdo nacional. Pero lo que se planteó en Lirquén fue un programa regional, que no tuvo nada que ver -por lo menos en el período en que se desempeñó como funcionario del Ministerio- con fondos ni programas nacionales. 


Ahora, si uno se va al detalle, ellos eran trabajadores de un puerto privado que veían que con la modernización del puerto de San Vicente se generaba un traslado de la carga. Puerto Lirquén, que funciona con el grupo Matte, tenía una alta participación de la carga de la Compañía Sudamericana de Vapores. Cuando el grupo Claro se adjudicó el puerto de San Vicente, es evidente que cerca del 30 ó 40 por ciento de la carga de ese puerto se trasladó al puerto que ahora era propio, a San Vicente, con la Compañía Sudamericana de Vapores. Por ello, los trabajadores de Lirquén decían: “Nosotros somos afectados por el proceso de modernización, porque estamos en un puerto privado, pero la licitación ha generado este movimiento industrial.” Por otra parte, el ministro decía que se había pasado el límite. Es decir -repite-, generaron un proyecto para trabajadores privados que laboran en terminales públicos o licitados por el sector público y no para trabajadores privados de puertos privados.


Consultado respecto a los programas y la forma en cómo operaron señaló que antes de que llegara al Ministerio, los sindicatos ya habían hecho llegar las carpetas. En ese momento, publicaron el llamado público. lo que fue muy duro, porque hubo dos o tres movilizaciones muy importantes en los puertos. Los sindicatos decían que no, que el único mecanismo para llegar con las carpetas debía ser por medio del sindicato. Es cuestión de revisar la prensa de la época. Las paralizaciones y la quema de neumáticos en Valparaíso obedecían al reclamo de los sindicatos en cuanto a que debía utilizarse una sola vía y el Gobierno decía que todo trabajador tenía derecho a presentar su carpeta. Finalmente, se aceptaron carpetas que llegaron por todas las vías, a contrapelo de lo que querían los sindicatos. Se tenía claro que se trataba de un programa público dirigido a todos quienes cumplieran con los requisitos exigidos. 


Esas carpetas, en un principio, eran revisadas por personal del INP, que pudo participar en algunas reuniones. Se trataba de miles de documentos.


Al respecto, destacó que hubo una cantidad importante de información que la gente iba conociendo después. Un par de veces le correspondió recibir en el ministerio a personas que reclamaban que no habían quedado seleccionados y era porque no habían adjuntando a la carpeta equis documento que validaba un determinado requisito. Entonces, se tiene que ir haciendo cortes. Esto es igual a cuando se hace un balance, es decir se van haciendo cortes tomando en cuenta los antecedentes de que se dispone. Si se ponían a esperar los documentos que iban a llegar, nunca se habría definido el día de cierre. Por lo menos, en algunos casos que conoció, se trataba solamente de personas que habían presentado documentos con posterioridad a la publicación del llamado.


Por otra parte, esto estaba absolutamente compartimentado, porque los antecedentes se recibían tanto en las Seremis de Transportes correspondientes a los distintos puertos como en la oficina de partes de la subsecretaría de Transportes. Por lo demás, el Ministerio de Transportes no tenía nada que ver con la confección de los programas, ni con platas ni con los concursos. En cada repartición del Estado se hizo una etapa. El hecho de pensar que aquí pudo haber habido algún “arreglo” con los trabajadores, sería acusar a todo el Estado y a distintas reparticiones, las que hasta el día de hoy han tenido contacto entre sí. Por otra parte, no conoce a quienes trabajan en esas reparticiones. No tiene idea qué trabajador estaba en el Sercotec en ese momento, más allá del funcionario que recibía las carpetas que estaban seleccionadas. Por lo tanto, acá existió un proceso por el cual hubo una compartimentación de información bastante fuerte. Se hicieron los cierres en las fechas determinadas, por lo que hubo trabajadores que podrían haber cumplido con los requisitos, pero no contaban con los antecedentes solicitados en esa fecha.


Evidentemente, aquí está presente el tema que mencionó al comienzo de su intervención, esto es que cuando se genera un tipo de beneficio se empieza a desfocalizar, porque aparece mucha gente que puede cumplir con los requisitos exigidos. Por ejemplo, un elemento concreto era que aquel trabajador que era contratado y que también tenía derecho a participar en el proceso, sólo le bastaba con mostrar el finiquito de trabajo para demostrar que era un trabajador desplazado del proceso de modernización. Entonces, comenzó a coincidir que cuando empezaba la fecha del llamado, aparecían finiquitos en una cantidad mayor a la tradicional. Por eso, uno tenía que ser cada vez más riguroso para cerciorarse de que ese finiquito no fuera fraudulento, como también para demostrar que una cotización previsional estuviera en orden. En el segundo llamado se pedía que, por lo menos, cada trabajador hubiera cumplido un turno al mes de cada año que exhibía como trabajado. En el tercer llamado, exigimos que por lo menos en 9 meses de un año se hubiera cumplido con un turno. De esa manera se fue focalizando y generando un mayor nivel de criterios y de cedazos, pero eso surgió como un aprendizaje en el tiempo.


Acotó que al momento del cierre quedaron cuarenta cupos. Es decir, hubo una cantidad importante de cupos que no se llenaron durante el último llamado, porque el primero era tan exigente que mucha gente quedó fuera. Por lo tanto, gran cantidad de trabajadores discutió en ese minuto que por qué no se rebajaba el criterio de selección. Pero eso ya estaba anunciado con el llamado. En consecuencia, no se podía cambiar.


Agregó que una cantidad relevante de personas planteó excepciones sobre la base de persecución sindical.


Recordó que en el caso específico de Iquique, después de un año de discusión y de varias paralizaciones del puerto, una de las cuales duró más de un mes, el acuerdo terminó de manera muy similar al de los puertos principales. En ese caso, los trabajadores pidieron que se estableciera una cláusula para una cantidad importante de trabajadores que, no cumpliendo las cláusulas iniciales de los 15 años o de edad, fueran certificados por la organización sindical como personas que sufrían persecución sindical. Se trataba de trabajadores que prestaban servicios lejos de la zona central, en lugares donde no existen otras oportunidades de trabajo. Si ese trabajador se había involucrado en discusiones y peleas de carácter sindical, lo más probable es que estaba absolutamente identificado, por lo que con seguridad no tendría trabajo en el puerto. En dicha ciudad, el acuerdo se focalizó mucho en las personas que estaban a favor de la paralización. La salida beneficiaba a microempresarios y trabajadores que podían ser perseguidos sindicalmente.


La señora Noemí Rojas, Contralora General de la República Subrogante, realizó un pequeño resumen de la fiscalización que desarrolló dicho organismo y que comenzó en junio de 2002, en un universo de 10.500 millones de pesos y 1.270 funcionarios portuarios.


Señaló que el rol de la Contraloría ha consistido en verificar el cumplimiento de los requisitos por parte de los postulantes. Es decir, tener, a lo menos, cuarenta años de edad y quince años de servicios portuarios.


Al respecto, relató en calidad de anécdota que entre los beneficiados sólo hubo una mujer, doña Georgina Mondaca, quien recibió alrededor de siete millones de pesos por concepto de indemnización, pero los servicios que ella había prestado en el puerto consistían en vender sándwiches.


Agregó que después de esta investigación, de este examen de Contraloría, se inició un sumario para determinar las eventuales responsabilidades administrativas, el que en este momento se encuentra en su etapa indagatoria, y se están formulando los correspondientes reparos para determinar si hubo responsabilidad civil, además de administrativa. Éstos se tramitarán en el juzgado de cuentas de la Contraloría, en donde es jueza en primera instancia.


Solicitó que se permitiera a los funcionarios que realizaron la investigación hacer referencia a la materia en comento.


En primer lugar el señor Barnier, señaló que de acuerdo con el programa de fiscalización, el trabajo se hizo el 2002, pero se relacionó con los aportes que la subsecretaría efectuó al Sercotec.


En esa oportunidad se emitió un informe que se envió a la subsecretaría. Con posterioridad, ante la petición del diputado Ramón Pérez, se revisó la selección de postulantes al beneficio, independientemente de su financiamiento, debido a que la subsecretaría de Transportes era la encargada de realizar la selección.


El resultado del trabajo fue remitido a la Cámara de Diputados, mediante oficio Nº 28435 y complementado posteriormente por oficio Nº 64660, ambos de este año. 


La principal observación del informe corresponde a 53 postulantes que no cumplían con ningún requisito para obtener el beneficio, es decir, 40 años de edad y 15 años de trabajo en faenas portuarias. 


El mismo informe señala que, mayoritariamente, son de Iquique, algunos de Antofagasta y también de San Antonio. 


Además, 38 postulantes beneficiados no tenían antecedentes que acreditaran los 15 años de servicio en faenas portuarias. El monto, según el informe, corresponde a 298 millones. También fue enviado a la subsecretaría de Transportes, por si había que entregar a la Contraloría alguna información aclaratoria al respecto, pero no hubo respuesta satisfactoria de ello. Posteriormente, se revisó el total de las carpetas, que corresponde al informe complementario, y se observó que 191 postulantes no cumplían con el requisito o no acreditaban tener los 15 años de servicio en faenas portuarias. No había ningún antecedente al respecto. Sin embargo, el monto asciende a 1.492.610.000 pesos. 


Otra observación del primer informe está relacionada con 43 postulantes que, por gracia, se les concedió su incorporación fuera del plazo, lo que corresponde a un monto de 220 millones. A estas personas se les eximió de que acreditaran los años de servicio. Sólo se les exigió una declaración jurada y el Rut.


Subrayó que la acción que en este caso ha seguido la Contraloría ha sido la formulación, de dos reparos que están en proceso, y la iniciación de un sumario administrativo, que también está en los inicios de la etapa indagatoria. 


Consultado respecto a la existencia de delito en estos hechos señaló que la política de la Contraloría es oficiar al Servicio para que responda o entregue alguna aclaración. Incluso, señalaron que tenían que cumplir, preferentemente, esos requisitos. Pero el acuerdo marco que hubo entre el Gobierno y la Coordinadora Marítima Portuaria señala que son requisitos habilitantes, pero eso no está contemplado en el acuerdo marco. Se agregó después en el llamado a los postulantes.


Consultado respecto a cuál documento prevalece, señaló que vale el marco, es decir, la autoridad que firma con la otra parte. Luego, lo que se aparte de ese acuerdo, para la Contraloría es objetable.


Consultado respecto a si la Contraloría entendió los requisitos como copulativos, contestó que efectivamente son copulativos.


Consultada la señora Rojas respecto de la posibilidad de suscribir documentos privados, contestó que, en principio, entiende que no, porque el acuerdo marco es el que manda.


A continuación hizo uso de la palabra don Patricio Pérez, quien manifestó que hay varias situaciones, como la edad de la persona involucrada, elemento objetivo y claro, pero también existe un segundo rango en los que solamente faltan antecedentes. No es que no existan los requisitos, sino que éstos no han sido acreditados, aunque posiblemente pueda hacerse. En todo caso, la Contraloría siempre aplica el principio de escuchar a la parte afectada.


Cuando hay una petición parlamentaria, los informes de fiscalización de la Contraloría se ponen tanto en conocimiento de la Cámara respectiva como del servicio involucrado. Eso se hace por una razón de cortesía, para que el jefe de ese servicio no se entere por los diarios, por ejemplo, que la Cámara de Diputados recibió un informe negativo, y porque siempre hay un lapso para esperar alguna respuesta.


Puntualizó que las respuestas que han recibido hasta ahora no han sido satisfactorias. Si no llega nada, habrá que esperar las instancias jurisdiccionales del tribunal de cuentas o el proceso administrativo del sumario.


Consultado respecto de si quienes tenían que comprobar que efectivamente se cumplían los requisitos habilitantes para recibirlo eran servidores públicos, funcionarios públicos, atribución que no es delegable en ninguna coordinadora ni ente externo de los servicios públicos, respondió que, efectivamente, la función de preparar la nómina de los beneficiados y verificar los antecedentes era de la subsecretaría de Transportes. De ahí derivaron a los demás servicios que aportaron fondos al Sercotec junto con la subsecretaría. Sercotec operaba como pagador.


La señora Rojas acotó que esto tiene mucha relación con la resolución exenta que dictó el Fosis, cuando sólo pidió la declaración jurada. Ahora, este es el segundo reparo, se refiere a los 220 millones. El total de lo reparado asciende a 2.550 millones, y los sumarios y reparos están dirigidos -contestando la pregunta - contra Patricio Tombolini, Roberto Marcelo Alvarado Arriagada y Luis Andrés Rengifo.


Hay dos procesos. Uno es el sumario, cuando el señor Tombolini era subsecretario. Por lo tanto, ahí se analiza la responsabilidad administrativa y eventualmente, si hubo hechos que constituyen delitos, éstos pasaron a los tribunales. Además, existe la responsabilidad civil.


Consultada sobre el anexo privado señaló que no lo conocían.


El señor Patricio Pérez, aclaró que si se llegara a establecer que hubo la figura del ocultamiento, que es una conducta bastante típica, debieran hacer la denuncia. En este momento, no pueden hablar de ocultamiento porque no saben en qué circunstancia se originó este documento, ni siquiera tiene fecha, ni en poder de quién estaba y si fue requerido en algún momento por la Contraloría o existía el deber legal de mandarlo a la Contraloría.


Podría ser que este documento sea un respaldo de la resolución exenta que han visto y que no llegó a la Contraloría, precisamente, por ser exenta, probablemente por el monto. Eso es lo que se esta investigando en este momento.


La señora Rojas acotó que las cosas se hacen y deshacen de la misma manera. Por lo tanto, a su juicio, el acuerdo marco, y como lo han visto siempre en Contraloría, si está aprobado por un acto administrativo con toma de razón no se puede modificar. Pero siguiendo el mismo trámite que se hizo para el definitivo.


Todas esas cosas privadas, anexos o secretas, a su juicio, no proceden.

2.
Sector Privado.-


El señor Presidente de la Federación de Trabajadores Marítimos, Portuarios y Afines de Valparaíso, Jorge Bustos, señaló que en el informe de Contraloría, de fecha del 7 de junio del 2004, se plantea que la Fetrapoval habría presentado al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones una petición de gracia para 43 ex trabajadores que fueron desplazados de la actividad portuaria.


Agregó que la lista inicial era de 79 trabajadores y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones solo aceptó 39 cupos porque los otros cuatros eran o estaban reservados para Cotraporchi, presidida por el señor Sergio Baeza.


De esos trabajadores catorce eran del sindicato de Sicosem de Valparaíso, ocho eran apadrinados por un dirigente del sindicato, que aún sabiendo que no cumplían, igual los propuso y los otros seis eran legales -en jerga portuaria-, porque estos seis trabajadores en el inicio, son responsables de la existencia de esta comisión y en segundo término gracias a los Diputados que propusieron el proyecto de acuerdo para que ésta comisión se constituyera. Estos antecedentes permiten concluir, a su juicio, que:

Primero


-Que se les entregó beneficios a personas que no tenían nada que ver con el mundo portuario.


-Que dirigentes de esa época prefirieron a sus ahijados para proponerlos en las listas desechando a los que a los que realmente tenían las habilitantes


-Que algunos aseveran que por incluirlos en las listas se les cobraban entre $300 mil y $ 4 millones.

Segundo


-Que funcionarios públicos de alto rango en particular del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones no solo faltaron a la probidad consagrada en la ley 19.817 Art. 21, sino que posibilitaron que se defraudara al fisco.


Agregó que a mas de 6 meses de haber iniciado una ofensiva comunicacional encontraron a un Diputado que creyó en estos 6 trabajadores y pidió el primer informe al Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz; este informe y su documentación, posibilitó aseverar lo anteriormente dicho además de revelar que el tema que tenían en sus manos era varias veces mayor que MOP-Gate en términos de dinero.


Con esa certeza en las manos iniciaron el proceso de negociación con el Estado. Sólo y solamente pedían que se les pagara a los trabajadores que les correspondía como se podrá imaginar las respuestas fueron negativas y soberbias.


Afirmó que ya no es ningún misterio que se le pagó dinero a personas que no les correspondía, resultado que arroja el último informe de Contraloría. En este informe se traslucen dos ideas.


-Que hubo personas que falsifican instrumentos públicos y privados para defraudar al fisco.


-Que los funcionarios públicos involucrados en la recopilación y aceptación de los antecedentes “ no velaron por el resguardo de recursos públicos”.


Si bien estas dos ideas son correctas, faltaría -a su juicio- aprobar o desechar la idea de que todos los ilícitos cometidos fueron en concomitancia entre dirigentes sindicales y funcionarios públicos de esa época. Esta idea se hace cierta cuando al leer el primer listado de trabajadores aceptados de Valparaíso aparecen seis trabajadores con carácter de grupo especial.


Las interrogantes de este simple hecho son las siguientes:


-¿Cómo la comisión integrada por funcionarios de Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de la Secretaria de la Republica y del Ministerio del Trabajo, concuerda en que existe un grupo especial? -¿Por qué son especiales? ¿Qué les hace especiales? ¿Quién les dijo a los miembros de la comisión gubernamental que estos trabajadores eran especiales? Si el acuerdo de agosto del 1999 era explícito y lo habían acordado las partes. ¿Quién autoriza a los funcionarios públicos para tener flexibilidad en esas decisiones? Cuando las normativas del estado son explícitas en que los acuerdos y convenios son lo que son y no otra cosa.


Es decir nadie, menor de 40 años, nadie que tuviera menos de 15 años trabajados como portuario y que no hubiese sido desplazado del sector, a partir del 13 de agosto de 1999 producto de la ley 19.542 mas conocida como la ley del monopolio portuario, podía recibir los beneficios que el Estado de Chile le entregaba a los trabajadores, que producto de una ley impuesta por él, dejaba a muchos trabajadores, en la indefensión social.


Afirmó que parece gracioso que don Carlos Romo Rodríguez un excelente jugador de fútbol amateur aparezca como uno de los especiales y que el dirigente sindical que recibió su documentación era entrenador de fútbol, del mismo club deportivo y que su hermano el señor Ramón Romo Rodríguez también nombrado en el informe de Contraloría, en su declaración policial indica que le entrego su carpeta al mismo dirigente. Los dos personajes nombrados a modo de ejemplo, no presentan la documentación exigida por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y la comisión gubernamental, sino que certificados de empresas en donde decía que habían trabajado, pero no un certificado del Instituto de Normalización Previsional que daba veracidad relativa de su paso por faenas portuarias, y dice relativa porque le cabe la sospecha que se falsificaron informes de Instituto de Normalización Previsional para postular, después de la declaración policial de don Sergio Castro Herrera que plantea: “A raíz de éstas y otras situaciones, que las encontré irregulares, la señora Cornelia me enviaba a dejar al INP, al señor Juan Berna, documentación propia de trabajadores del rubro portuario, pero me percaté que eran documentos incompletos o de personas que no tenían el tiempo exigido para ser incluidos en el beneficio de la reconversión. Esto lo señalo, ya que al concurrir posteriormente al Instituto de Normalización Previsional, estos documentos venían completados con datos que no eran verdaderos, ya que por ejemplo personas que no tenían el requisito de tiempo de trabajo en el sector, se les hacía un “Cómputo”, de tiempo lo cual era algo totalmente irregular. De hecho se falsificaban los datos para cumplir con los requisitos, como no puedo señalar quien era la persona que físicamente hacía esa operación, solamente me consta, que dichos documentos los entregaba esta señora Cornelia y los remitía el señor Berna”.”


Sostuvo que no se puede explicar de otra manera, como don Jorge Fernando Faria que según policía internacional estuvo en EE.UU. desde 1996 hasta Septiembre del 2000 haya tenido imposiciones hasta 1999, según el jefe de operaciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones el señor Carlos Morales Letelier, como consta en el expediente judicial del segundo juzgado del crimen de Valparaíso en la causa Rol 139.001 fojas 192. Al parecer este señor tenia algún tipo de súper poderes para vivir en EE.UU. y venir a trabajar al puerto de Valparaíso. Pero donde la tercera idea se hace mas clara, es como de 155 postulantes de Iquique aceptados, 53 no tenían los habilitantes y aparecen en el informe de Contraloría. Agregó que sería interesante que el señor Jorge Silva Beron presidente de la Fetrapi, explicara como es que trabajadores de 21, 23, y 24 años de edad recibieron el beneficio, si para cumplir con 15 años de trabajo en el puerto, se da la paradoja que debieron entrar a trabajar a los 6, 8 y 9 años de edad, ¿Como es que la comisión que revisaba las carpetas no se dio cuenta de eso? se preguntó.


Y por último, el llamado por gracia que firmo el señor Patricio Tombolini el último día de su cargo como Subsecretario del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones por $ 220 millones para 43 ex trabajadores portuarios. Mas de 28 de estos personajes fueron rechazados anteriormente por el mismo Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones; incluso por documentación falsificada como también queda demostrado en el proceso judicial, pero eso no es todo, esas personas siempre trabajaron y aún siguen trabajando, y para ratificar lo dicho es pertinente que ésta comisión pida un informe a la gobernación Marítima de Valparaíso para ratificar lo aquí expuesto.


Como conclusión se atrevió a afirmar que:


-Funcionarios del estado en asociación con los dirigentes de esa época defraudaron al fisco.


-Que el informe de Contraloría General de la Republica no es suficientemente profundo, a pesar que esta misma información fue entregada al señor Anderson Weldt y a la señora Ismenia Olguín Rozas de ese organismo, además de las denuncias que en esa repartición fueron hechas por él el 4 de noviembre del 2002.


Manifestó, además, que algunos datos que ayudarán a la mejor claridad de lo que están aseverando, quedaron de manifiesto en las declaraciones policiales y judiciales de los dirigentes imputados de Valparaíso y Funcionarios Públicos, como por ejemplo;


-Declaración de Roberto Alvarado Jefe de la sección Portuaria del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


“En tal caso debo indicar que llegaban los dirigentes, miembros de la directiva dirigida por don Walter Astorga, con los listados de personas con derecho a postular a dicho beneficio, en tal caso se recepcionaba el listado y se verificaba en éste, que existiera la carpeta del mencionado, en el listado: la revisión de cada carpeta en forma individual y personal, trabajo que llevaba bastante tiempo, cuyos resultados se pasaban a un nuevo listado y se remitían a los dirigentes para que estos lo exhibieran en un lugar público visible y de fácil acceso, para que todos tuvieran conocimiento de dicha resolución, y así de esta manera pudieran también presentar su apelación, dentro del plazo de 15 días, según recuerdo, luego del cual no tenían alternativa y se cerraba el proceso de llamado.


Otros datos, eran colegidos por el Ministerio del Trabajo, respecto al Instituto de Normalización Previsional, solicitando sus registros o verificación mediante listados; como la mayoría no trabajan a contrato, sino que en forma eventual, se colegían los datos del Rut de la empresa para las que trabajaban y las cotizaciones registradas


Una vez visada la documentación y aprobada, los listados eran remitidos con su respectiva carpeta a Sercotec, para dar cumplimiento a la parte operativa, es decir, dictar los cursos y parcializar los pagos a los beneficiados.”.


-Declaración Policial de Jaime Muñoz


“Quiero ser puntual en indicar que respecto a las carpetas que son parte del primer llamado, que corresponde a un aproximado de doscientas veintisiete, por expresa orden del señor Ministro Insulza, le fueran entregadas directamente a él, en la Intendencia de Valparaíso, ya que era la única manera de terminar con las movilizaciones de los trabajadores del sector, y que según sus dichos perjudicaban al país.”


-Declaración por oficio Reservado Nº 7 del señor Carlos Morales Letelier


“Suponía la buena fe de las partes en el desarrollo normal de las faenas portuarias y en cuanto cumplimiento de las condiciones, para acceder a los beneficios de reconversión laboral. Esto ultimo, supone también buena fe en la presentación de los documentos.”.


En su opinión, estas declaraciones generan varias contradicciones, la primera debiera basarse en como es que él señor Alvarado registraba, visaba y chequeaba personalmente cada una de las carpetas y hoy Contraloría nos indica que se le pasaron cerca de $ 800 millones, la segunda es que porque el señor Carlos Morales Letelier dice que debía haber buena fe en la presentación de los documentos, puesto que, al parecer estos señores no se pusieron de acuerdo al declarar y no queda claro si se chequeaban realmente las carpetas o la Subsecretaria de Transporte y por ende el Ministerio solamente trabajaban con la buena fe de las listas presentadas y la ultima de las contradicciones de estas declaraciones es que por que el ministro Insulza aparece autorizando o recibiendo las carpetas que debían chequear el concejo o Comité conformado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y el Ministerio Secretaria General de la Republica.


En el Informe de contraloría del 9 de Julio del 2003 el señor Armando Arbea Rubio dice: “La Subsecretaria realizó la selección, sin embargo, la entrega de los beneficios fue definida en forma parcial considerando una nomina propuesta por los dirigentes de la Coordinadora Marítima Portuaria luego de una paralización en los puertos de Chile que termino con un acuerdo final de fecha 21 de Noviembre del 2000 que acepto la intervención de los dirigentes en la selección de los beneficios de este llamado así como la preselección de los postulantes al tercer llamado.”.


Agregó que el señor Muñoz, dirigente de ese entonces planteaba que “de esta forma integré esta coordinadora, desde un primer momento conjuntamente con Francisco Verdugo Sanhueza y Roberto Rojas Montoya, para ver la parte de la microempresa, a petición expresa del Ministro Insulza, por que a su juicio le daba garantía, transparencia y conocimiento del área. Este proceso de selección y posterior pago de un beneficio económico, que era de entre siete y ocho millones, fue cancelado a un gran número de favorecidos del sector, no obstante estoy consciente de que el Gobierno amparado en una cláusula “Preferencial”, entregó a criterio propio este beneficio a personas que no cumplían los requisitos básicos, fueran estos de edad o años de trabajo en el sector, en desmedro de trabajadores que cumplían los requisitos y no fueron favorecidos, cuya preselección era exclusiva responsabilidad de la Subsecretaría de Transportes.” Pero, agregó, además el señor Muñoz en la misma declaración judicial señala que de igual forma efectivamente recibía cada cierto tiempo cantidades de dinero correspondientes a sumas que cubrían exclusivamente gastos personales de colación y movilización, como a su vez gastos de vehículo particular como bencina, peaje y estacionamiento, de parte del señor Verdugo y dichos dineros provenientes a su vez del Ministerio del Interior, por parte de don Guillermo Miranda, Subsecretaría de Transporte por don Patricio Tombolini y Andrés Rengifo y del Trabajo, don Julio Valladares Muñoz quien actualmente cumple funciones en el Ministerio de Hacienda.


Señaló, asimismo, que el señor Francisco Verdugo manifestó que “de igual forma efectivamente en algún momento recibí dinero por parte del Gobierno, el cual a mí me entregó don Jaime Muñoz, a quién no le consulté de que persona venía, indicando que esos dineros fueron solicitados en reuniones ampliadas entre la Coordinadora y el Gobierno, representados por el señor Tombolini, Rengifo, Valladares, entre otros.”


Añadió que el señor Roberto Rojas señaló, por su parte, que “de igual forma, efectivamente recibía cada cierto tiempo cantidades de dinero correspondientes a sumas que cubrían exclusivamente gastos personales de colación y movilización, como a su vez gastos de vehículo particular como bencina, peaje y estacionamiento, de parte del señor Verdugo y dichos dineros provenientes a su vez del Ministerio del Interior, por parte de son Guillermo Miranda, Subsecretaría de Transporte por don Patricio Tombolini y Andrés Rengifo y del Trabajo, don Julio Valladares Muñoz, quien actualmente cumple funciones en el Ministerio de Hacienda.”


Sostuvo que a partir de estas declaraciones lo que queda claro es que la Subsecretaria de Transporte se ve obligada a dar y aceptar las condiciones impuestas por los dirigentes sindicales. ¿Cómo es que el Estado de Chile con sus tres poderes aceptara la coerción que los llevo a tener que demandar ante la justicia la suma de las irregularidades y actos delictivos que se cometieron en esa repartición publica?, Dice esto sustentado en el informe de Contraloría, pero además por las declaraciones de los dirigentes que ya han sido interrogados. Ningún Ministro de la Republica puede ni debe intervenir en asuntos que no son de su incumbencia como el movimiento sindical, y tampoco es posible, e ilógico, que cuando dos partes están negociando una le cancele a la otra por sus servicios. Los dirigentes sindicales cobraban una cuota para gastos de representación que eran de $ 20 mil y $ 10 mil respectivamente ya fueran microempresarios o pensiones administrativas, ¿Por qué el Estado a través de sus Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones, Trabajo y Previsión Social e Interior, aparecen entregando dinero a los dirigentes sindicales, ¿bajo qué ley o decreto y a cargo de que ítem del presupuesto Nacional se entregaron dichos dineros?, En lo personal le asalta la duda de que era o que se trataba de esconder o no hacer público.


Otro tema -a su juicio- será la justificación de parte de los funcionarios públicos que participaron en el proceso de selección de los trabajadores beneficiados, que bajo la cláusula “preferentemente”, que aparece en todos los convenios de traspaso de dinero, para argumentar que el Estado decidía a quien le otorgaba el beneficio como lo plantea el señor Carlos Morales Letelier en el oficio reservado Nº 7 pero lo que el no logra entender es que en el Convenio del 19 de agosto firmado por el ministro Insulza y la Coordinadora Marítima Portuaria para el programa de fomento a la Microempresa plantea que los requisitos habilitantes son: mayores de 40 años, mas de 15 años en las faenas portuarias y haber sido desvinculado del sector. La cláusula “preferentemente” es una acción unilateral de parte del Estado que solo se menciona en la firma de los convenios de traspaso de dinero de Fosis a Sercotec de Sence a Sercotec y del Ministerio de Transporte a Sercotec, es decir, nunca existió el preferentemente y tampoco fue reglado, además todos los convenios fueron firmados con posterioridad al acuerdo del 19 de Agosto de 1999 entre el Estado de Chile Representado por el Ministro Insulza y los dirigentes de la ya desprestigiada y muerta Coordinadora Marítima Portuaria.


Si bien es cierto, lo que plantea la Contraloría General de la Republica en su Informe del 7 de Junio de 2004 los que se pagaron $ 947.440.000, a personas que no correspondía o que no contaban con los habilitantes, existe por parte de la investigación, de ellos varios millones mas que debieran ser aclarados, por parte de La Contraloría, o por otros Ministerios. Solo a modo de ejemplo los fondos que fueron entregados a los trabajadores del puerto de Lirquén, por parte del Sence, puerto privado que no está mencionado en ningún acuerdo y suscrito bajo ningún documento que haya firmado el Ministro Insulza y la Coordinadora Marítima Portuaria.


Agregó que hay tres situaciones que le llaman la atención en:


-La resolución Nº 153, con fecha 14 de diciembre del 2000, donde aparece firmado un convenio entre Sence y Sercotec por un total de $ 510.800.000, Sin embargo, Sercotec aparece recibiendo $ 462 Millones. En el mismo anexo FOSIS en la resolución Nº 83, de fecha 22 de Diciembre del 2000, aparece firmando un convenio por $ 4.050.000.000 y Sercotec aparece recibiendo $ 3.711.000.000. Después la Subsecretaria de Transporte aparece firmando una resolución Nº 5, con fecha 18 de Enero del 2002, por un total de $ 2.800.196.000 y Sercotec aparece recibiendo solo $ 2.550 Millones. Es decir de lo que se firmó a lo que llegó hay una diferencia de $ 637.996.000.


Subrayó que llama la atención que en el Informe de Contraloría anexo Nº 11, aparece un total de ingresos por la suma de $ 10.503.300.000 y en el anexo Nº 1210 en la tabla, de distribución total de recursos del programa aparece $ 10.539.040.000 de recursos gastados es decir existe una diferencia de $ 35.740.000 en un informe arrojado por la misma Contraloría y que además se contradice con el informe emitido por la Gerencia de Sercotec el 10 de Septiembre del 2002 que es de un total de $ 10.592.431.549. Como se ve existen tres documentos contables que difieren y entendiendo que son de la misma fuente, es una contradicción, que en su opinión, debiera resolver una Auditoria Externa y Privada que mandate ésta Corporación.


-Algunas otras situaciones que tienen que ver con los dineros aparecen en el anexo 13.1 hasta el anexo 13.4, que obedece al listado de beneficiados de Valparaíso y San Antonio del primer llamado. De Valparaíso hay 126 personas que recibieron $ 120.000 demás y de San Antonio 149 personas lo que suma $ 33 millones que se pagaron sin existir cláusula alguna que dijese que el beneficio era de $ 8.220.000 y $ 7.320.000 y que además sólo se pagó a los beneficiarios del primer llamado.


-Otra de las dudas tiene que ver con la suscripción de los diferentes convenios entre Sercotec, Fosis, Sence y Ministerio de Transporte es que en todos ellos se plantea que el gasto operacional y de administración no podrá exceder el 2% de lo traspasado, pues bien, si se toma como verídico el primer informe contable de Sercotec, del 10 de Septiembre del 2002, los gastos que aparecen en dicho documento ascienden a $ 10.592.431.549 el 2% de esta cantidad es de $ 211.848.630 lo cual también se contradice con los otros documentos oficiales de Contabilidad de Contraloría y Sercotec.


Por último, planteó que la participación de los dirigentes de su Federación en este proceso de investigación es única y exclusivamente con el afán de que situaciones como esta no se vuelva a repetir y que aquellos que osaron pensar que no existían personas dignas y transparentes se equivocaron.


El señor Rosendo Valenzuela, Presidente de la Federación de Trabajadores Eventuales del Puerto San Antonio, señaló que, en este proceso que se vivió en el sector marítimo portuario, fue una de las personas que no pertenecía a la Coordinadora de los Trabajadores Marítimo-Portuario. Un año antes de que se firmara el acuerdo entre los trabajadores marítimos y el Gobierno, todos los dirigentes de San Antonio entregaron un documento a la luz pública, en el que hacían ver la situación que se originaría con la licitación de los terminales. Posteriormente, cuando la Coordinadora empezó a negociar con el Gobierno en el primer llamado a la licitación, la Coordinadora recibía y seleccionaba toda la documentación. O sea, todos los trabajadores que postulaban en este proceso tenían que entregar la documentación a la Coordinadora Marítima Portuaria. Como no pertenecían a dicha Coordinadora, conversaron con el ministro del Interior, don José Miguel Insulza, y le entregaron una lista de 66 personas. El ministro pidió expresamente a la Coordinadora que les recibiera esa documentación.


La documentación fue extraviada por los dirigentes de la coordinadora y, a raíz de algunas situaciones que se fueron dando en el tiempo, como las irregularidades que se investigan, presentaron un recurso de protección ante la Corte de Apelaciones de Santiago que posteriormente fue a la Corte Suprema, el que perdieron, porque estaba bien manipulado el asunto. El tiempo, a su juicio, les dio la razón, porque en el caso del Puerto de San Antonio hay más de 50 personas que salieron en forma irregular, trabajadores que no trabajaban desde 1981, otros que nunca trabajaron en el puerto, otros que pertenecían a distintas empresas pesqueras del sector, personas que venían recién llegando del extranjero, trabajadores que no cumplían los requisitos. En general, piensa que más de cien personas recibieron el beneficio en forma irregular, tanto por la microempresa como por la pensión administrativa. Prueba de ello es que muchos trabajadores no tenían la edad ni el tiempo y recibieron el beneficio.


En la primera parte, cuando el proceso fue manejado por el Ministerio del Interior, quienes seleccionaban, dirigían y recibían los antecedentes eran exclusivamente los dirigentes de la coordinadora, presidida por el señor Astorga. Nadie más. No pueden echarle la culpa al Gobierno, porque ellos seleccionaron. Cuando esto fue derivado al Ministerio de Transportes, el proceso estaba en manos del señor Rengifo, y a los trabajadores que representaban se les exigía antecedentes y se les revisaba. A los señores de la Coordinadora -fueron testigos-, en el segundo llamado se les recibieron 200 carpetas de trabajadores. En el segundo y tercer llamado, el proceso estuvo en manos del señor Rengifo y se discriminó a los trabajadores que representaban los dirigentes de San Antonio, debido a que hicieron ver a distintas autoridades de Gobierno las irregularidades que se conocen.


Entre una serie de documentos que obran en su poder figura una demanda ante los tribunales que no prosperó debido a que no tenían abogado. El Partido Comunista no quiso proporcionarles uno porque estaba el señor Astorga, y la UDI facilitó un abogado para hacer la presentación. Este asunto tiene varias aristas. Las irregularidades se dieron no tan solo porque calificaba el señor Rengifo, sino porque lo hacía hasta el junior. No se respetaba el derecho de los dirigentes e incluso no les quisieron recibir durante dos meses. Para conseguirlo, se reunieron con el diputado señor Gonzalo Ibáñez para que les diera su patrocinio, quien hizo llegar una carta al Ministerio solicitando una audiencia.


Como señala, formaban parte de un grupo de personas que siempre dijo la verdad; sin embargo, fueron discriminados. Denunciaron estas irregularidades entre 1998 y 1999, primero ante la Corte de Apelaciones y después ante la Corte Suprema. Son situaciones que no se condicen con los montos que se gastaron. A unos trabajadores se les exigía mucho y a otros absolutamente nada. Incluso, uno de ellos fue rechazado solamente porque era exonerado político, lo cual no debió ocurrir, porque se trataba de situaciones que ameritaban diferentes estudios, ya que se daban de distinta forma.


Según un documento entregado por el INP, que les facilitó un abogado del Ministerio del Trabajo, fueron calificadas personas que no cumplían los años requeridos y recibieron el mismo beneficio de las microempresas. 


Reiteró que nunca pertenecieron a la Coordinadora, más que nada por quienes la dirigían. Las mismas personas que suscribieron el acuerdo ahora firmaron el acuerdo marco con el ministro señor René Cortazar y se presentaron las mismas irregularidades que se están conociendo ahora. No estaban con ellos porque los conocían. Además, cabe recordar que el señor Astorga era de San Antonio.


Consultado respecto de quienes recibían las carpetas de postulación, señaló que en el primer llamado se hizo exclusivamente ante la Coordinadora. En el segundo, los antecedentes se entregaban al señor Roberto Alvarado, quien representaba al señor Andrés Rengifo, del Ministerio de Transportes.


Hubo adulteración de documentos, porque la Coordinadora sólo pedía una declaración jurada ante notario para señalar los años de servicio.


En el tercer llamado se les citó a las nueve de la mañana y los recibieron a las cinco de la tarde. De los sesenta y seis cupos que se les otorgaron sólo les dieron treinta y seis, debido a presiones de personeros de la Coordinadora, porque se hacía lo que ellos decían. Los representantes del Gobierno solamente buscaban que la gente de la Coordinadora quedara contenta y que no continuaran los problemas que se generaban en el puerto de Valparaíso.


Toda esa gente recibió la totalidad del beneficio. En el documento que entregó el INP al Ministerio del Trabajo aparecen personas jubiladas que ganan cuatrocientos y tantos mil pesos, quienes no eran trabajadores portuarios e igual recibieron el beneficio. Por ejemplo, respecto del señor Juan Messina Hernández se señala que tiene la calidad de pensionado del Instituto de Normalización Provisional, ex Canaempu, que recibe 383.570 pesos y que fue indemnizado por Emporchi para retirarse del sector portuario. Las demás personas que se señalan también recibieron veinticinco millones de pesos, muchas de las cuales volvieron a trabajar en el puerto, a pesar de ser jubilados, porque la ley se los permitía, de manera que volvieron a recibir una indemnización que no les correspondía. Toda esa información aparece en el documento que entregaron a las distintas autoridades del Gobierno. Hay algunos casos, que no cumplían el requisito de los años. Por ejemplo, José Cornejo, quien llegó de Canadá meses antes del beneficio. Tiene un documento del INP que señala que no cumple los requisitos, no cotizó sus imposiciones y recibió el beneficio. Se revisaban y no se revisaban documentos.


Por su parte el señor Carlos Espinoza, empresario de transportes, de San Antonio, señaló que considera muy importante que cuando el Gobierno propuso lo relativo a la edad y a los quince años de haber trabajado en el sector portuario, lo hizo para ser más acertado. En este caso, se refiere a los trabajadores eventuales. Esto partió con los eventuales, porque aplicaron el cambio en el sector portuario. Pero había gente de Emporchi que había jubilado y había recibido un beneficio. Por tanto, estaban quitándole una parte a un eventual. Nunca estuvieron de acuerdo con eso. Habían recibido su indemnización, jubilado y, además, tenían la oportunidad de volver a trabajar. No así lo que propuso el Gobierno: que el eventual recibía el beneficio y nunca más podría pisar la entrada del puerto. Era discriminatorio. ¿Por qué a unos sí y a otros no? Nunca estuvieron de acuerdo con la Coordinadora. Primero, porque sabían quiénes eran los dirigentes. Además, era una organización de hecho. El Gobierno se entendía más con ellos; por lo tanto, ellos fueron representantes de todo el sector portuario.


Agregó que hubo personas que tuvieron la buena voluntad de ayudar, a pesar de que conversaron con todos los involucrados, buscando a quién les representara, porque hubo muchas irregularidades en el Gobierno, lo que se prestó para una situación cuyos resultados se ven ahora, luego de muchos años. Se ha perdido una gran cantidad de millones, que nadie sabe dónde están; pero si se hila fino, se descubrirá que hay gente de altas esferas del Gobierno que está metida en esto. No se debe olvidar las declaraciones de Tombolini. Está el ministro Insulza. 


El señor Roberto Bustos, Secretario General de la Federación de Trabajadores Portuarios Eventuales del Puerto San Antonio, señaló que tienen los antecedentes de las diferentes reuniones a las que asistieron y que pueden aportar. Todo está refrendado en documentos y por eso partieron hablando con la verdad. Los tres que están presentes recibieron los beneficios, pero pelean por su gente y siguen participando en esto con los costos a sus cargos. No están financiados por nadie.


El señor Ángel Trincado, representante del Sindicato de Trabajadores Portuarios N° 3 y Ramos Similares de Iquique, señaló, en primer lugar, que durante años el sindicato ha sido aporreado, por distintos gobiernos, pero ahora están siendo aporreados por un dirigente sindical.


Agregó que estuvo presente en las primeras reuniones de las comisiones que llegaron a Iquique. El único que no asistió a ellas fue el señor Tombolini, pero sí los señores Alvarado y Rengifo. Entonces, asevera que -como conocía el tema y a la gente-, el señor Jorge Silva Verón le dejó de lado, porque esto nació con un grupo de trabajadores de los tres sindicatos y no existía la federación. No había federación. Y él estaba afuera, porque su sindicato no congeniaba mucho con ellos. Si bien tenían unidos a todos los que hay en las agencias marítimas, quedaron marginados de esos beneficios por el señor Silva Verón y los demás integrantes de su directorio, pero seguían luchando y fueron rechazados una y otra vez.


Trató de reunirse con autoridades de Gobierno, en especial, con el subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz, pero nunca lo recibió. Sólo les entregué los antecedentes del caso a los diputados señores Ramón Pérez y Waldo Mora.


También habló con el señor Cristian Valenzuela, asesor de don Guillermo Díaz. Viajó a Santiago y permaneció más de veinte días para conseguir una reunión con el señor Díaz, pero fue imposible. Sin embargo, al regresar a Iquique le llamó por teléfono. Le conté que no se les habían otorgado los beneficios del Gobierno, que fueron atropellados en sus derechos por el presidente de la federación. Le pidió que estudiara los antecedentes para tener derecho a los beneficios de ese acuerdo, que primero otorgó pensiones de gracia y luego 8 millones de pesos para los cursos de microempresarios. Le señaló que ya lo habían visto y que la situación del sindicato de Estibadores estaba en manos de la federación portuaria. Pero el señor Tombolini -agrega- le entregó en bandeja de plata a “este señor” (Silva Verón) la facultad de hacer y deshacer. Señaló que en los primeros llamados, el 2001, luchó casi titánicamente contra todos los dirigentes para que consideraran a dos trabajadores de su sindicato, de un total de ochenta postulantes. El 2002 se presentaron setenta y cinco y le dieron dos cupos más. En esa ocasión, el señor Silva Verón le dijo que esos cupos los entregaba de los cupos de su sindicato.


Agrega que el 2002, después de la elección de dirigentes de la federación, se produjo el segundo llamado, y como ya se habían incorporado a la federación, fue elegido dirigente para luchar desde adentro. Era el único que veía que esto era un abuso, una burla, porque no era adecuado que gente que no era trabajadora portuaria recibiera dinero del Gobierno y los trabajadores que sí lo eran y que tenían su carné de trabajo y todos los antecedentes al día quedaban rechazados, porque el Ministerio de Transportes le dio facultades al señor Silva Verón para que hiciera y deshiciera.


Consultado respecto a trabajadores que no cumplían los requisitos copulativos: quince años de actividad, cuarenta años de edad y ser trabajador portuario, debidamente acreditado, y que, no obstante, recibieron el beneficio por decisión del señor Silva Verón, señaló que era efectivo, y que en dicha decisión también participó el señor Tombolini, ya que cuando se formó la comisión participaron los señores Alvarado y Rengifo en representación de la federación, quienes fueron a Santiago con las carpetas de los ochenta postulantes que existían el 2001 y que habían llenado el formulario correspondiente. No fue ni un dirigente más. En ellos pueden encontrar los cincuenta y tres trabajadores que fueron rechazados, con indicación del sindicato al que pertenecen.


Eso se lo hizo ver al señor Cristian Valenzuela y le pidió que lo escuchara, porque se hablaba de cincuenta y tres rechazados, pero no se decía a que sindicato pertenecía, pero a él -a su juicio- no le interesaba eso.


Cuando los dirigentes de la federación les dijeron que debían asistir a una reunión en Santiago y llevar las carpetas de los postulantes, pregunto si era posible que alguien más asistiera. Le dijeron que no.


Consultado respecto de qué autoridades del Gobierno participaron en la reunión con el señor Silva Verón en la que se analizaron las ochenta carpetas señaló que el señor Tombolini, que en ese entonces era subsecretario de Transportes, y sus asesores, que eran varios. Rengifo era uno y Alvarado otro. Ellos eran los encargados de recibir y revisar las carpetas.


En cuanto a quiénes eran los que más viajaban a las reuniones en Santiago, estaba el presidente de la federación, Jorge Silva Verón, y el secretario general, René Fernández.


Consultado respecto de si se puede concluir que en las reuniones en la que se revisaron y habilitaron las ochenta carpetas participaron los señores Tombolini y Rengifo señaló que “justamente” y que ellos daban el visto bueno.


Consultado respecto de si sabía que dentro de la gente de Silva Verón había beneficiados jóvenes a quienes no les correspondía recibir al beneficio señaló que ni siquiera eran portuarios, y que la conocían todos, y que cuando habló con el señor Valenzuela le dijo que esto estaba completamente malo, y si ellos seguían con las mismas normas de los dos llamados se iban a ver en un problema, porque aquí se estaba produciendo un desfalco. Hay gente que recibió el beneficio, sin tener derecho. La respuesta que le dio fue: “Ese es problema de la federación”. Por eso, cuando el diputado Ramón Pérez le invitó, porque la Comisión se iba a reunir en Iquique -la mayoría de los trabajadores del sindicato son gente de edad que los mandan de guachimán-, recibieron amenazas respecto de lo que iban a declarar ante la Comisión.


Consultado si la gente que amenazaba, es conocida señaló que son trabajadores que andan siempre con él “ten cuidado o te vai”, como talla, pero esa talla quiere decir algo. El trabajador marítimo dice las cosas directas. “¡Cuidadito, que te puede pasar tal cosa!” O lo advierten: “Mira, pasa esto. No hagas esta cuestión”.


Consultado respecto de cuándo supo exactamente que 53 personas, u otro número, no cumplían los requisitos y estaban recibiendo los beneficios contestó que desde que empezaron los cursos de los microempresarios, en marzo de 2001.


Agregó que no entiende a la justicia. Cuando Investigaciones empezó a citar a la gente, fue un cierto número de muchachos que concurrió, sólo llegó hasta ahí. Si hubiera sido un agente de Investigaciones y ve al frente suyo a un muchacho de 24 años, obviamente, le habría preguntado por qué motivo recibió este beneficio. ¿Por andar tirando piedras? ¿Por andar quemando neumáticos? ¿Por qué tuvo que dar plata? Que es algo que se comenta mucho. Pero ¿cómo lo prueban?, él pregunta.


Consultado respecto a la existencia de acciones en tribunales señalo que debe haber, porque a un cierto número de trabajadores los citaron a algunos juzgados. De eso, ya ha transcurrido más de un año y aún no se sabe si son culpables o no, gente que figura en el listado de los 53. 


Consultado respecto de un oficio del señor Guillermo Díaz que señala el ofrecimiento de 20 cupos más para Iquique, cuyos recursos se estarían entregando ahora en mayo, y de quiénes serían los beneficiados, señaló que van a la federación y, conociendo a Silva Verón, cree que él los va a distribuir. 


Consultado si cuenta en estos momentos con gente que reúna los requisitos para estos cupos cree que de los 97 cupos que están quedando, con los antiguos, no llegan a 50.


El señor Luis Fuentes Contreras, dirigente de los ex trabajadores portuarios de Lirquén, señaló que hace aproximadamente tres años que están reclamando una deuda, por un compromiso político que asumieron distintas personas. El sábado 5 de agosto de 2000 se hizo la primera reunión en el sindicato de estibadores de Penco, donde se les ofreció a los trabajadores del puerto de Lirquén gestionar una indemnización de 8 millones de pesos por cada trabajador que se desvinculara de la actividad portuaria, motivado por la movilización del puerto de Lirquén. Eso se tradujo en despido de gente. 


Entonces, con este compromiso empezaron a trabajar y el 31 de agosto de 2001 quedaron desvinculados, con la promesa de que les iban a pagar esos 8 millones. Pero resulta que en noviembre de 2002, les pasan sólo 4 millones, que según ellos era lo que habían logrado gestionar.


Como se trata de un compromiso político, y así lo han manifestado en todas partes, pensaron que es justo que se les dé el resto, es decir, los 4 millones restantes, a los 79 los afectados.


Agregó que, lo que ahora se aduce es que por ser puerto privado, se les deja a un lado. Lo que hizo la Coordinadora fue por un acuerdo tomado por el Gobierno -en ese entonces era Secretario General de Gobierno el ministro Insulza. Se dice que la plata era para gente que pertenecía a puertos públicos, es decir San Antonio, Talcahuano y San Vicente. El Gobierno tomó el bosquejo de la Coordinadora y sólo cambió el programa. A los otros puertos también les corresponden 8 millones. La diferencia está en que a Lirquén la plata la entrega el Sence, y no Sercotec, como ocurre con ellos. Pero fue la misma forma como les dieron la plata a ellos.


Agregó que el Sence los capacitó, pero de los 4 millones que recibieron, se les restó 350 mil pesos para capacitación. En total fueron 27 millones de pesos por todo el grupo. Hasta hoy, no se sabe dónde está esa plata. Conversaron con el director de Impuestos Internos de Concepción quien dijo que no estaba declarada


Finalmente, saldrán todos perjudicados, porque a causa de la modernización, casi doscientas personas fueron echadas en Lirquén de un plumazo. El problema es que se indemnizó a gente que trabajaba en empresas privadas, como Agunsa y la Sudamericana de Vapores, que no pertenecen al Estado, pero que trabajaban en todos los puertos del país. No ocurrió lo mismo con los guardias, secretarias y administrativos de Emporchi. Si el Gobierno debió indemnizar a los trabajadores de Emporchi, creen que tienen el mismo derecho que todos. No son, a su juicio, distintos por trabajar en un puerto privado, pues -repite- hay una sola calidad de trabajador portuario.

III. CONCLUSIONES.


Analizados los contenidos precedentemente expuestos en este Informe -los cuales se acompañan como Anexos I y II del presente Informe-, que dan cuenta de la situación que afecta a los trabajadores portuarios del país a raíz del proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios, vuestra Comisión ha llegado a las siguientes conclusiones en cada uno de los ordenes de ideas mandatadas por la Corporación en su Proyecto de Acuerdo que le dio origen:

1.
Acuerdos suscritos por el Gobierno con los trabajadores portuarios relativos a sus beneficios en materia de jubilación, reconversión laboral e indemnizaciones.


Los siguientes son los acuerdos suscritos por representantes del Gobierno con las organizaciones de trabajadores portuarios, en el marco del proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios del país:

a.
Acuerdo Final entre el Gobierno, la Empresa Portuaria de Chile y la Federación de Trabajadores Portuarios de Chile, de fecha 26 de agosto de 1997.

b.
Acta de Acuerdo entre los señores Ministros del Trabajo y de Transportes y Telecomunicaciones y la Coordinadora Marítima Portuaria, de fecha 5 de abril de 1999.

c.
Acuerdo entre el Gobierno y la Coordinadora Nacional Marítimo Portuaria, de fecha 18 de agosto de 1999.

d.
Convenio de transferencia de recursos para la ejecución de un programa para la generación de nuevas alternativas laborales para ex trabajadores portuarios Sence-Sercotec, de fecha 12 de enero de 2000.

e.
Anexo al Acuerdo entre el Gobierno y la Coordinadora Marítima Portuaria, de fecha 27 de marzo de 2000.

f.
Convenio de transferencia de recursos para la ejecución de un programa para la generación de nuevas alternativas laborales y de asesoría técnica para la puesta en marcha de proyectos empresariales para ex trabajadores portuarios. Sence-Sercotec, de fecha 20 de abril de 2000.

g.
Convenio Fondo de Solidaridad e Inversión Social y Sercotec, de fecha 27 de abril de 2000.

h.
Acuerdo Final entre el Gobierno y la Coordinadora Marítimo Portuaria del Puerto de Iquique, de fecha 1 de septiembre de 2000.

i.
Acuerdo Final entre el Gobierno y la Coordinadora Nacional Marítimo Portuaria, de fecha 21 de noviembre de 2000.

j.
Convenio de transferencia de recursos para la ejecución de un programa para la generación de nuevas alternativas laborales y de asesoría técnica para la puesta en marcha de proyectos empresariales para ex trabajadores portuarios. Sence-Sercotec, de fecha 14 de diciembre de 2000.

k.
Convenio Subsecretaría de Transportes y Sercotec, de fecha 2 de enero de 2002.

l.
Acta de Acuerdo para la ejecución del Convenio celebrado entre la Subsecretaría de Transportes y el Sercotec, de fecha 28 de enero de 2002.

m.
Anexo Privado al Acuerdo Final entre el Gobierno y la Coordinadora Marítimo Portuaria del Puerto de Iquique, sin fecha. 

2.
Forma en que se ha dado cumplimiento a estos acuerdos y los dineros involucrados en ellos, detallando específicamente su destino y el número e identificación de los trabajadores portuarios beneficiados.


A partir de los antecedentes obtenidos en el marco de la investigación es posible observar que, a partir del marco normativo de la ley 19.542, y de los programas de beneficios implementados para los trabajadores portuarios, al menos, la existencia de un acuerdo nacional, que operó y opera en la mayoría de los puertos privatizados; un programa especial para ex trabajadores del Puerto de Lirquén, y un acuerdo privado para parte de los ex trabajadores portuarios de Iquique.


La existencia de denuncias de infracciones en la implementación de los diversos programas de beneficios que arrancan de cada uno de estos instrumentos, permite conocer, a partir de sendos informes de la Contraloría General de la República, los montos involucrados, sus destinos y los trabajadores sujetos de los mismos, como consta del Anexo I al presente informe.


En la especie, la Contraloría General de la República ha formulado un Reparo en Juicio de Cuentas por la suma de $2.220.050.000, en contra de los señores Vicente Patricio Tombolini Véliz, ex Subsecretario de Transportes, Roberto Marcelo Alvarado Arraigada, ex Coordinador Portuario de la Subsecretaría de Transportes, y Luis Andrés Rengifo Briceño, ex Jefe del Departamento de Operaciones de dicha entidad.


Asimismo, y en forma separada, se está formulando, por el citado organismo contralor, otro Reparo por la suma de $220.000.000, en contra de Vicente Patricio Tombolini Véliz, ex Subsecretario de Transportes, por haber autorizado pagos a beneficiarios eximiéndolos de los requisitos para tales efectos.

3.
Autoridades de Gobierno que participaron en la negociación, discusión y suscripción de estos acuerdos y las fechas en que éstos se suscribieron.


Entre las autoridades de Gobierno que aparecen suscribiendo los diferentes documentos en los cuales se plasmaron los acuerdos nacionales o particulares con los trabajadores portuarios figuran:

a.
Acuerdo Final entre el Gobierno, la Empresa Portuaria de Chile y la Federación de Trabajadores Portuarios de Chile, de fecha 26 de agosto de 1997, los señores Juan Villarzú Rohde, a la fecha Ministro Secretario General de la Presidencia y Claudio Hohmann Barrientos, entonces Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

b.
Acta de Acuerdo entre los señores Ministros del Trabajo y de Transportes y Telecomunicaciones y la Coordinadora Marítima Portuaria, de fecha 5 de abril de 1999, los señores Germán Molina Valdivieso, entonces Ministro del Trabajo y Seguridad Social, y el señor Claudio Hohmann Barrientos, a la fecha Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

c.
Acuerdo entre el Gobierno y la Coordinadora Nacional Marítimo Portuaria, de fecha 18 de agosto de 1999, el señor José Miguel Insulza, entonces Ministro Secretario General de la Presidencia.

d.
Convenio de transferencia de recursos para la ejecución de un programa para la generación de nuevas alternativas laborales para ex trabajadores portuarios Sence-Sercotec, de fecha 12 de enero de 2000, los señores Ignacio Larraechea L., entonces Director del Sence, e Isabel Pinochet U., a la fecha Subgerente General de Sercotec.

e.
Anexo al Acuerdo entre el Gobierno y la Coordinadora Marítima Portuaria, de fecha 27 de marzo de 2000, los señores Carlos Cruz Lorenzen, entonces Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, y Patricio Tombolini Veliz, a la fecha Subsecretario de Transportes.

f.
Convenio de transferencia de recursos para la ejecución de un programa para la generación de nuevas alternativas laborales y de asesoría técnica para la puesta en marcha de proyectos empresariales para ex trabajadores portuarios. Sence-Sercotec, de fecha 20 de abril de 2000, los señores Daniel Farcas Guendelman, entonces Director Nacional de Sence, y Patricio Fernández Séyler, a la fecha Gerente General de Sercotec.

g.
Convenio Fondo de Solidaridad e Inversión Social y Sercotec, de fecha 27 de abril de 2000, los señores Patricio Fernández Séyler, a la fecha Gerente General de Sercotec, y Mario Ossandón Cañas, entonces Director Ejecutivo del Fosis.

h.
Acuerdo Final entre el Gobierno y la Coordinadora Marítimo Portuaria del Puerto de Iquique, de fecha 1 de septiembre de 2000, los señores Patricio Tombolini Veliz, entonces Subsecretario de Transporte, don Jorge Tapia Valdés, a la fecha Intendente Regional de Tarapacá, y don Rigoberto Sánchez Fuentes, Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones.

i.
Acuerdo Final entre el Gobierno y la Coordinadora Nacional Marítimo Portuaria, de fecha 21 de noviembre de 2000, el señor Carlos Cruz Lorenzen, entonces Ministro de Obras Públicas y Transportes.

j.
Convenio de transferencia de recursos para la ejecución de un programa para la generación de nuevas alternativas laborales y de asesoría técnica para la puesta en marcha de proyectos empresariales para ex trabajadores portuarios. Sence-Sercotec, de fecha 14 de diciembre de 2000, los señores Daniel Farcas Guendelman, entonces Director Nacional de Sence, y Raquel Alfaro Fernandois, a la fecha Subgerenta General de Sercotec.

k.
Convenio Subsecretaría de Transportes y Sercotec, de fecha 2 de enero de 2002, el señor Patricio Tombolini, entonces Subsecretario de Transportes, y la señora Raquel Alfaro Fernandois, Subgerente General de Sercotec.

l.
Acta de Acuerdo para la ejecución del Convenio celebrado entre la Subsecretaría de Transportes y el Sercotec, de fecha 28 de enero de 2002, la señora Raquel Alfaro Fernandois, Subgerente General de Sercotec, y Lautaro Pérez Contreras, entonces Subsecretario de Transportes Subrogante.


La Comisión deja expresa constancia que, en relación al Acuerdo Final entre el Gobierno y la Coordinadora Marítimo Portuaria del Puerto de Iquique, de fecha 1 de septiembre de 2000, existe un Anexo Privado, el que no se encuentra fechado, pero que a juzgar por la fecha en que se remitió por fax desde las oficinas del ex Senador don Sergio Bitar, habría sido suscrito el 9 de julio del año 2000, el que se encuentra suscrito por los señores Patricio Tombolini Veliz y Andrés Rengifo Briceño.


En dicho documento, del que tomó conocimiento de su existencia, pero no de su contenido, durante su visita inspectiva a la ciudad de Iquique, por boca del señor Jorge Silva Verón, Presidente de la Coordinadora Marítima Portuaria del Puerto de Iquique, se otorgan una serie de beneficios a dicha organización para la adjudicación de beneficios sin cumplir con los requisitos generales que imponía el Acuerdo Final entre el Gobierno y la referida Coordinadora. 

4.
Catastro de las presuntas irregularidades detectadas en los procesos descritos anteriormente, con pronunciamiento en torno a las responsabilidades involucradas.


Vuestra Comisión, a la luz de su investigación ha detectado las siguientes irregularidades en los procesos anteriores:

a.
El denominado “Programa de Protección Social”, firmado por el señor José Miguel Insulza, entonces Ministro Secretario General de la Presidencia, se desglosa en los siguientes programas:


-Programa de Desvinculación Laboral


-Programa de Empleo con Sueldo Base Garantizado, y


-Programa de Fomento a la Microempresa.


Entre otros aspectos es necesario hacer notar, y subrayar que el Programa de Desvinculación Laboral, consideró, en calidad de requisitos habilitantes, el hecho de que los postulantes tuvieran más de 40 años de edad; 15 años de servicios en el sector portuario y haber sido desplazados del sector.


Asimismo, se debe tener presente que el Programa de Protección Social, originó sendos convenios entre Sercotec; Fosis, Sence, y Subsecretaría de Transportes.


Desde la perspectiva tanto de la suscripción como de la selección de los beneficiarios es posible observar antecedentes que podrían incorporar elementos de responsabilidad administrativa y/o penal, en su caso, los que han sido objeto de presentaciones a la Contraloría General de la República y a los Tribunales del Crimen, específicamente al 2º Juzgado del Crimen de Valparaíso, proceso Rol 139-001-H.


Desde la perspectiva de la selección de los beneficiarios debemos tener presente los siguientes aspectos:

a.
Hubo tres llamados, en los que es posible distinguir claramente los responsables en el aparato del Estado. En el primer llamado participaron el Ministerio de Transportes, la Secretaría general de la Presidencia y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En el segundo y tercer llamado el ente a cargo fue la Subsecretaría de Transportes.

b.
Que a solicitud de la Federación de Trabajadores Portuarios de Valparaíso, Fetrapoval, la Subsecretaría de Transportes aprobó un convenio ad referéndum con la Intendencia de la V Región, con el objeto de otorgar beneficios a 43 ex trabajadores portuarios, por un monto de $ 220.000.000.-, bajo el sistema de administración de fondos de terceros.


El examen del desarrollo de estos procesos permite -como señala el informe de la propia Contralora General Subrogante- observar al menos los siguientes elementos anómalos:

a.
El acuerdo de 18 de agosto de 1999 aparece suscrito -entre otros- por don Walter Astorga Lobos, el que no se habría encontrado en el país en esa fecha.

b.
Respecto del programa de reconversión laboral, recibieron beneficios 53 personas que no cumplían con los requisitos habilitantes -mayor de 40 años, 15 de desempeño en el sector, y haber sido desplazado de él-, recibiendo aportes por un monto de $ 428.520.000.-.

c.
Se observa que 38 carpetas no cuentan con los antecedentes de respaldo para acreditar los años de servicio en el sector portuario, y a pesar de ello recibieron beneficios por un monto de $ 298.920.000.

d.
En la entrega a ex trabajadores beneficiarios del Programa de Reconversión es posible observar ausencia de respaldo con documentos fehacientes de la calidad de tales, sólo se cuenta con fotocopia de cédula de identidad y una declaración jurada, en la entrega de fondos por un monto de $ 220.000.000.-.

e.
Se entregaron recursos por un monto de $ 428.520.000.- a personas que no reunían los requisitos estipulados.

f.
Se entregaron recursos por un monto de $ 298.920.000.- a ex trabajadores con antecedentes incompletos.

g.
Ausencia de rigurosidad en la selección de postulantes por parte de la Subsecretaría de Transportes, no velando esta institución por el correcto destino de los fondos públicos.

h.
Se pactaron, al margen del acuerdo final con los trabajadores portuarios del puerto de Iquique, condiciones de otorgamiento de los beneficios pactados que no guardan relación con la seriedad y rigurosidad con que debieran administrarse los recursos públicos.

IV. PROPOSICIONES.


Por las consideraciones anteriores, resultado de un laborioso, meditado y estudiado análisis de los numerosos antecedentes y testimonios que se han recogido durante el desarrollo de esta investigación por parte de los integrantes de esta instancia, vuestra Comisión expone a esta H. Corporación las siguientes proposiciones:

1.
Solicitar al Consejo de Defensa del Estado el estudio de estos antecedentes con el objeto de que interponga las acciones judiciales en contra de quienes resulten responsables de los eventuales delitos que se puedan haber cometido por parte de funcionarios públicos y, en su caso, se haga parte en los procesos penales actualmente en tramitación.

2.
Solicitar a la Contraloría General de la República instruya los correspondientes sumarios administrativos en contra de aquellos funcionarios públicos que aparecen comprometidos en los hechos investigados hasta hacer efectiva su total responsabilidad administrativa, prosiguiendo con los juicios de cuentas ya iniciados en contra de quienes resulten responsables.

3.
Solicitar a S.E. el Presidente de la República imparta las instrucciones pertinentes y necesarias a fin de que situaciones como las producidas en este proceso no vuelvan a repetirse en los futuros llamados para el otorgamiento de los beneficios en los cupos aún no entregados, y

4.
Encomendar a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Corporación el seguimiento y fiscalización de los diversos aspectos involucrados en la entrega de beneficios en el marco del proceso de transformación y modernización de los terminales portuarios del país, a la luz de los antecedentes recopilados en esta investigación. 


Sala de la Comision, a 9 de agosto de 2005.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado-Secretario de la Comisión”.

22. Informe de la Comisión Especial destinada a estudiar el cumplimiento y resultado de las distintas medidas legales y/o administrativas que se aplican a favor de las zonas extremas del país, en relación con el proyecto de acuerdo N° 551, sobre el delito de contrabando de vehículos de alto valor comercial.

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión Especial pasa a informaros acerca del estudio que le fue encomendado en virtud del proyecto de acuerdo Nº 551, aprobado por la Corporación en sesión 41ª, de la 352ª legislatura ordinaria, celebrada el día 18 de enero de 2005, para lo cual le concedió un plazo no superior a 60 días, desde el momento de su constitución para estos efectos.


Posteriormente, con fecha 6 de julio de 2005, la Corporación, mediante oficio Nº 5691, accedió a una petición de la Comisión en orden a ampliar el plazo concedido. hasta por 30 días, para despachar el informe respectivo.

I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN.


La Honorable Cámara de Diputados aprobó el proyecto de acuerdo N° 551, patrocinado por los Diputados señores Pérez, don Ramón; Alvarado; Álvarez, Forni, García, Kuschel, Rojas, Sánchez; Soto, doña Laura, y Varela, que encomendó a la Comisión realizar los estudios pertinentes para analizar, investigar y proponer las adecuaciones necesarias de la legislación vigente destinadas a perfeccionar las herramientas legales para atacar el delito de contrabando de vehículos de alto valor comercial en las zonas extremas del país y, además, proponer cualquier modificación legal o administrativa orientada al mismo fin.


Tal encargo se fundó en el hecho de que el robo de vehículos de alto valor comercial se produce en todo Chile, pero, de manera muy particular, en Iquique, lo que se está transformando en un problema insoluble para las autoridades policiales del país. Se ha detectado por parte de Carabineros de Chile la conformación de bandas organizadas que roban este tipo de vehículos para trasladarlos a localidades fronterizas de la Primera Región y, posteriormente, venderlos a compradores bolivianos.


Durante 2004, en la ciudad de Iquique se robaron 595 vehículos de modelo 4 por 4 y se recuperaron sólo 150 de ellos. Ello motivó la designación de un Fiscal a cargo de iniciar las investigaciones respectivas, a efectos de desbaratar estas bandas criminales. No obstante, las pesquisas no han dado el resultado esperado y este tipo de ilícitos sigue cometiéndose.


Según lo señalado por el propio Director de Carabineros, en respuesta a un oficio de la Cámara de Diputados, se reconoce que existe un notable aumento de los ilícitos. Además, la propia policía observa un creciente perfeccionamiento por parte de los delincuentes en el conocimiento de la legislación que afecta a la zona franca en lo atinente al delito de contrabando, que se tipificaría solamente cuando el vehículo traspasa el límite político internacional.


Por su parte, la franquicia dada por el Gobierno boliviano de facilitar las inscripciones de dominio de este tipo de vehículos de alto valor comercial sin la presentación de la documentación necesaria que acredite la propiedad de los mismos constituye una situación que incentiva el contrabando y facilita la labor de las bandas criminales. Del mismo modo, las características geográficas de la zona permiten el traslado de los vehículos por pasos que no tienen el resguardo de las policías.

II. TRABAJO DE LA COMISIÓN.

1.
Sesiones realizadas.


En cumplimiento de la labor que le fue encomendada por la Honorable Cámara, la Comisión celebró un total de cinco sesiones y una reunión en comité durante el período comprendido entre el 9 de marzo y el 17 de agosto de 2005.


Contó, asimismo, con la participación de representantes de las siguientes instituciones y organizaciones:

a.
Servicio Nacional de Aduanas: señores Raúl Allard Neumann, Director Nacional; Raul Barría, Director Regional de Aduanas de Iquique; Domingo Herrera, Jefe del Departamento de Inteligencia Aduanera; Rodrigo González, Abogado de Fiscalización Operativa; Marcelino Millón, Jefe de Fiscalización Operativa; Susana García, Abogada Jefe del Tribunal Aduanero, y Mauricio Castelblanco, Abogado del Departamento Judicial.

b.
Carabineros de Chile: General Augusto Carmona, Director de Fronteras y Servicios Especiales; Capitán Juan Nova, Capitán Carlos Aguilar y Mayor Álvaro Altamirano.

c.
Policía de Investigaciones: Subprefecto Jorge Silva, Jefe Nacional de Delitos Contra la Propiedad; Comisario Wenceslao Quezada, y Subcomisario José López.

d.
Ministerio de Relaciones Exteriores: Directora de Fronteras y Límites, Embajadora señora María Teresa Infante, y señor Iván Páez, del Departamento de Asuntos Internacionales.

e.
Ministerio del Interior: señor Jorge Correa, Ministro del Interior (s).

f.
Servicio de Registro Civil e Identificación: señores Aldo Signorelli, Director Nacional, y Pedro Rojas, Jefe de la Unidad de Vehículos Motorizados.

2.
Antecedentes recibidos.


Vuestra Comisión, en cumplimiento de diversos acuerdos adoptados en lo tocante a los hechos materia de esta investigación, dispuso de los siguientes antecedentes:

a.
Exposición de Carabineros de Chile, denominada “Situación delictual Primera Región-Ilícitos que afectan al parque vehicular”.

b.
Informe de la Policía de Investigaciones de Chile, relativo a la “Situación respecto al robo de vehículos en la Primera Región”.
c.
Informe del Servicio Nacional de Aduanas acerca del “Robo y contrabando de vehículos en la Primera Región, de Tarapacá”.
d.
Minuta del Subsecretario del Interior, elaborada por Seguridad Ciudadana, sobre situación del control fronterizo de Colchane y su conexión con el robo de vehículos 4 x 4.

e.
Minuta Nº 870/2005, del Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación.

f.
Minuta proporcionada por el Servicio de Impuestos de Internos, referente a la materia en estudio.

III. MARCO REGULATIVO.

1.
Legislación sobre el contrabando de vehículos
.


La regulación legal del delito de contrabando se encuentra en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de fecha 21 de julio de 1997, Ordenanza de Aduanas, que, en el Título I, “De las infracciones a la Ordenanza, en sus penas y del procedimiento aplicable“, señala, en su artículo 168 y siguientes, que las infracciones de las disposiciones de la Ordenanza o de otras de orden tributario cuyo cumplimiento y fiscalización corresponde al Servicio de Aduanas pueden ser de carácter reglamentario o constitutivas de delito.


En el artículo 168 del mencionado cuerpo legal, se establecen las acciones de quienes perpetran el delito de contrabando de la siguiente manera:

1.
El que introduzca en el territorio nacional, o extraiga de él, mercancías cuya importación o exportación, respectivamente, se encuentren prohibidas.

2.
El que, al introducir en el territorio de la República, o al extraer de él, mercancías de lícito comercio, defraude la hacienda pública mediante la evasión del pago de los tributos que pudieran corresponderles o mediante la no presentación de las mismas a la Aduana.

3.
El que introduzca mercancías extranjeras desde un territorio de régimen tributario especial a otro de mayores gravámenes, o al resto del país, en alguna de las formas indicadas en los incisos precedentes
.


El artículo 176, en tanto, dispone las siguientes sanciones:

1.
“Multa de una a cinco veces el valor de la mercancía objeto del delito o presidio menor en sus grados mínimo a medio, o ambas penas a la vez, si ese valor excede de 25 unidades tributarias mensuales.

2.
Multa de una a cinco veces el valor de la mercancía objeto del delito, si ese valor no excede de 25 unidades tributarias mensuales.” 


En ambos casos, se condena al comiso de la mercancía, sin perjuicio de su inmediata incautación, aparte de la responsabilidad que pueda caber a los funcionarios aduaneros, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 239 del Código Penal, y de la que corresponda a otros que hayan tenido participación con ellos.


En lo que respecta al iter criminis
, la Ordenanza de Aduanas, en el inciso quinto del artículo 176, prescribe que el delito de contrabando se castigará como consumado desde que se encuentre en grado de tentativa. En cuanto a la imposición de penas pecuniarias, ordena que los cómplices o encubridores sufrirán la mitad de las multas aplicadas a los autores.


Posteriormente, el artículo 177 del cuerpo legal citado estatuye una serie de presunciones que configuran la responsabilidad en el delito de contrabando:

1.
Trasladar mercancías extranjeras de un vehículo procedente del extranjero sin haber dado cumplimiento a los preceptos legales. Comprobada la traslación indebida, las mercancías serán decomisadas;

2.
Desembarcar o descargar en tierra, o tratar de llevar o de depositar en tierra, mercancías extranjeras provenientes de un vehículo que se halle dentro del territorio o de las aguas territoriales, y antes de que el vehículo llegue al puerto de destino de su carga, salvo los casos de fuerza mayor que hayan sido puestos en conocimiento de la Aduana, en la forma requerida por esta Ordenanza;

3.
Traer a bordo de un vehículo mercancías que no hayan sido manifestadas o declaradas o tenerlas sin haber pedido la autorización para embarcarlas;

4.
Tener, dentro de la zona primaria de jurisdicción de las Aduanas mercancías extranjeras respecto de las cuales no se pruebe que han cumplido las obligaciones aduaneras, y

5.
Tener una persona en su poder mercancías nuevas extranjeras, destinadas a la venta o que, por exceder de sus necesidades normales y las de su familia, pueda estimarse fundadamente que se tienen para su comercio, a menos que acredite su legal internación o su adquisición en el país a una persona determinada. Esta presunción se extiende también a las personas que antes guardaron o tuvieron en su poder tales mercancías.


Conjuntamente, el artículo 178 establece una presunción de responsabilidad del delito en comento “... a las personas que, por sí mismas o mediante otras y fuera de las zonas primarias de jurisdicción de las Aduanas, introduzcan o saquen mercancías del país o que, dentro de dichas zonas, traten de introducirlas o hacerlas salir o de movilizarlas o transportarlas, si la movilización no está encaminada a la presentación inmediata de ellas a la Aduana, en conformidad con las disposiciones de esta Ordenanza y sus reglamentos, y en todo caso si ejercen actos de violencia para ello”.


La Ordenanza de Aduanas, en el artículo 180, indica que se aplicarán las penas del delito de contrabando o fraude “.... a las personas que adquieran, reciban o escondan mercancías, sabiendo o debiendo presumir que han sido o son objeto de los delitos a que se refiere este título”, como también “al dueño o representante legal de la empresa propietaria de las naves, aeronaves o vehículos en los cuales se hubieren introducido ilegalmente mercancías al país o de una zona de tratamiento aduanero especial al resto del territorio nacional”.


Se instituye una presunción, en el primer caso, por el solo hecho de encontrarse en su poder las mercancías objeto del fraude o contrabando y, en el segundo caso, cuando estas personas han actuado con conocimiento de la introducción ilegal de mercancías, cuando el vehículo hubiere sido acondicionado para tal efecto o contare con compartimentos ocultos que se hubieren utilizado para esconder la mercancía.


En lo relativo a la aplicación de sanciones por infracciones de esta norma legal, el artículo 187 de la Ordenanza preceptúa que ella corresponde al Servicio de Aduanas, mediante un procedimiento administrativo. Los delitos de contrabando y fraude, según lo establecido en el artículo 211, serán investigados y juzgados conforme a las reglas contenidas en el Código Procesal Penal
. El proceso del delito de contrabando sólo podrá ser iniciado por querella del Servicio Nacional de Aduanas, o por medio del Consejo de Defensa del Estado, a requerimiento del Director Nacional del Servicio.

2.
Experiencia extranjera
.

A.
Organización de Naciones Unidas (ONU).


Esta organización internacional ha tomado conocimiento de las dimensiones reales del trafico ilícito de vehículos automotores y, por consiguiente, ha realizado las siguientes acciones:

a)
La conferencia sobre el robo y el tráfico ilícito de vehículos automotores (Varsovia, 2 y 3 de diciembre de 1999)
 recomienda las siguientes medidas:


-Celebración de tratados bilaterales y/o multilaterales atinentes a procedimientos simplicados para la recuperación de vehículos. 


-Intercambio de información sobre el robo y el tráfico ilícito de vehículos automotores en el nivel regional, establecimiento en la base de datos nacionales del delito sobre vehículos robados y otra información pertinente para apoyar a OIPC/Interpol.


-Armonizar los elementos de los documentos de registro de los vehículos y la posibilidad de integrar en sus bases de datos nacionales el sistema de búsqueda automática y la base datos de datos internacionales de vehículos robados OIPC/Interpol.


-Adecuación de la legislación interna de los países miembros, a fin de mejorar la respuesta del sistema judicial al robo y trafico de vehículos, y reducir al mínimo la repatriación internacional de vehículos robados.

b)
La Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal (Viena, 28 de abril al 9 de mayo de 1997).


En cumplimiento de la resolución 1995/27 del Consejo Económico y Social, relativa a la aplicación de las resoluciones y recomendaciones del noveno Congreso de Naciones Unidas sobre la “prevención del delito y tratamiento del delincuente”, celebrado en El Cairo, del 29 de abril al 8 de mayo de 1995, en su tema 6 del programa, se dispuso una serie de medidas que se requieren para combatir este tipo de delito:


-Fortalecer la cooperación entre los diversos organismos de represión para prevenir y combatir el tráfico ilícito de vehículos automotores.


-Impartir la capacitación a oficiales y organismos de represión, con objeto de aumentar los controles fronterizos, mejorar las aptitudes para identificar vehículos automotores con documentos falsos o características de seguridad adulteradas y mejorar la fiabilidad del control de documentos antes de la matriculación de un vehículo.

B.
Organización de Estados Americanos (OEA).


Esta organización posee tres tratados internacionales al respecto:


-La convención sobre la reglamentación del trafico automotor, de 1930.


-La convención sobre la reglamentación del trafico automotor interamericano, de 1943.


-El Acuerdo regional para la importación temporal de vehículos por carretera.

C. Mercado Común del Sur (Mercosur).


Este organismo, también preocupado de la delincuencia organizada en la región, se ha planteado la necesidad de enfrentar temas de interés que permitan encontrar mejores soluciones o vías de acción contra este delito. De esta manera, los países que integran el Mercosur, en el acuerdo 3/97, de noviembre de 1997, celebrado en la II Reunión de Ministros del Interior del Mercosur, Bolivia y Chile, creó un grupo de trabajo que elaboró el “Plan de Cooperación y Asistencia Recíproca de Seguridad Regional”, con el propósito de llevar adelante un plan conjunto, coordinado de toda la región, para hacer frente la lucha contra todas las formas de crimen organizado nacional y transnacional. Este plan se materializó con fecha 23 de julio de 1998, a través del decreto 6/98 del Mercosur, “Entendimiento relativo al plan de cooperación y asistencia recíproca para la seguridad regional en el Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile”, donde se adoptaron las siguientes medidas:


“1ª Los Estados Parte del Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile asegurarán la cooperación y la asistencia recíproca entre todas las fuerzas de seguridad, policiales y organismos competentes de los países de la región, a fin de hacer cada día más eficientes las tareas de prevención, control y represión de las actividades delictivas, en especial aquellas relacionadas con: el narcotráfico, el terrorismo, el tráfico de armas, las municiones y los explosivos, el robo o hurto de vehículos, el lavado de activos, el contrabando y el tráfico de personas.


2ª Se comprometen a la adopción de todas las medidas, conforme a la legislación de cada país y a las capacidades materiales y humanas de las que se dispongan, a fin de cumplir los propósitos que animan el presente Acuerdo.”


El objetivo del citado Acuerdo reside en la optimización de los niveles de seguridad comunitaria ante hechos delictivos, en general, y, en particular, ante los que trascienden las fronteras, con la finalidad de lograr el desarrollo sostenible de la región, sobre la base de:

a)
La asistencia recíproca, entre los Organismos de Control y las Fuerzas de Seguridad y/o Policiales, mediante el intercambio de información.

b)
La cooperación y la coordinación para el desarrollo de actividades operativas y de control de manera simultánea. 

c)
El establecimiento de los medios materiales necesarios para el ejercicio del accionar policial, mediante la implementación de sistemas informáticos y de comunicaciones.

d)
La utilización racional de los recursos humanos disponibles, mejorando su capacitación a través de la relación entre los distintos Organismos de Control y las Fuerzas de Seguridad y/o Policiales, así como el intercambio de experiencias entre ellos.


Para llevar a cabo este Acuerdo, en materia de seguridad y de organismos policiales y de control comprometidos en la ejecución de este plan general de cooperación, se señalan varias medidas concretas, entre las que cabe mencionar la reglamentación especial relativa a las áreas de cooperación. En el ámbito delictual de contrabando, se señala:


“Para combatir esta práctica delictiva, se prevé ejecutar periódicamente, en forma simultánea y coordinada, en las zonas fronterizas, patrullajes terrestres, fluviales o lacustres (incluyendo costas nacionales), a efectos de prevenir o reprimir actos de contrabando y el accionar de grupos delictivos organizados, sin perjuicio del patrullaje que realiza cada Fuerza de Seguridad y Policial en su país.


El plan de patrullaje que se determine deberá contemplar la concreción de “puntos de enlace” en aquellos lugares geográficos del límite internacional que constituyan pasos no habilitados o zonas de riesgo.


Aquí también es necesario que exista una buena coordinación entre los organismos supranacionales y las fuerzas de seguridad de cada país, con la necesaria intervención de los organismos de inteligencia, para lograr mejores resultados.


También resulta fundamental la existencia de una permanente coordinación con las autoridades aduaneras, conforme a la legislación de cada Estado Parte o Asociado, con el fin de realizar las acciones que resulten pertinentes para combatir este delito que atenta contra la economía regional.”
.


Se debe recordar también que existe un proyecto de acuerdo de implementación de un “Registro de vehículos automotores del Mercosur, Bolivia y Chile”, el cual tiene por objetivo “lograr la interconexión de las bases de datos de los organismos que tienen a su cargo el registro de vehículos automotores y de conductores en los respectivos Estados Parte del Mercosur, Bolivia y Chile, para prevenir la comisión de ilícitos, delitos (como el robo de vehículos automotores e introducción ilegal de éstos de un país en otro), y facilitar el control vehicular y de sus conductores, contribuyendo así también a la seguridad en el tránsito y en la prevención de accidentes”
. Esto resulta bastante complejo de implementar, dado que no en todos los países existe un registro único de automóviles y de licencias de conducir.

D.
Bolivia.


El delito de contrabando, específicamente el referido al de automóviles, ha ido en aumento en este país, situación que mantiene preocupado al Presidente del Gobierno, Carlos Mesa Gisbert, y al Servicio de Aduana de Bolivia, situación que ha provocado el congelamiento de la estrategia de anticontrabando, debido a las altas cifras del delito de contrabando: mensualmente, 8.000 unidades burlan los controles fronterizos, de acuerdo con lo indicado por las autoridades.


Esto se ha visto beneficiado por los planes de regularización de vehículos, que se definen como amnistías tributarias “consistentes en la condonación de multas e intereses a los propietarios de automotores que ingresaron vía contrabando...”.


El primer programa de regularización, amparado bajo el decreto supremo 27.149, del 4 de agosto de 2003, en su capítulo IV, denominado “Tratamiento para vehículos indocumentados”,
 estableció requisitos y el plazo de ciento ochenta días para legalizar la situación de la mercancía y automóviles internados de contrabando. Esta amnistía comenzó el 1 de septiembre de 2003 y duró hasta el 29 de febrero de 2004. En ese período, todos los automotores que ingresaron hasta el 31 de enero de 2002 podían entrar en regla.


Posteriormente, en atención a las presiones, el Gobierno amplió la amnistía a las mercancías y a la nacionalización de “chutos”
 hasta el 31 de diciembre de 2003. Por último, se dictó un nuevo decreto supremo, el 27.352, el cual permitía nacionalizar hasta el 31 de julio de 2004, pero sólo para los prerregistrados hasta el 28 de febrero de 2004. Este programa de regularización logró, hasta junio de 2004, la nacionalización de 47.000 vehículos “chutos“, lo que permitió recaudar 217.000 millones de pesos bolivianos.


La ley de aduana de Bolivia, del 28 de julio de 1999, ley Nº 1.990, en su titulo décimo, denominado “De los Ilícitos Aduaneros”, sección I, regula el delito de contrabando, prescribiendo que configuran el ilícito penal las siguientes acciones de las personas que se indican:


“1. Quien instruya o realice tráfico de mercancías para su introducción en el territorio aduanero nacional o su extracción de él en forma clandestina. 


2. Quien realice tráfico de mercancías sin la documentación legal o con violación de los requisitos esenciales exigidos por las normas aduaneras o por leyes especiales.


3. Quien realice tráfico de mercancías eludiendo el control aduanero o por vías u horarios no habilitados.


4. Quien realice transbordo de mercancías infringiendo disposiciones de esta ley o las descargue en lugares distintos de la aduana de destino, salvo fuerza mayor comunicada en el día a la administración de la aduana.


5. Quien comercialice mercancías transportadas ilegalmente.


6. Quien realice tráfico o comercialización de mercancías extranjeras dentro del territorio nacional sin el amparo de la respectiva documentación aduanera, conforme a lo establecido en el artículo 4º de la presente ley. Quien retire del control aduanero mercancías no comprendidas en la declaración aduanera que ampara el régimen al que debieran ser sometidas.


7. Quien tenga o comercialice mercancías cuya importación se encuentre prohibida.


8. Quien tenga mercancías extranjeras sin la autorización de la Aduana Nacional o comercialice mercancías mientras están bajo el régimen de tránsito internacional ingresadas al territorio nacional bajo el régimen de tránsito aduanero internacional.


9. Quien infrinja otras disposiciones expresamente señaladas en la presente ley.


10. Quien realice cualquiera de los actos señalados en el artículo 66, número II de la presente ley.”


Se sanciona este delito con las siguientes penas:


“1ª Privación de libertad.

a)
De un mes a un año, cuando el valor de la mercancía no exceda de cien salarios mínimos nacionales, siempre que no medien las circunstancias agravantes establecidas en el artículo 180 de la presente ley.

b)
De un año a tres años, cuando el valor de las mercancías sea mayor a cien salarios mínimos nacionales y no exceda de quinientos salarios mínimos, en consideración a las agravantes establecidas en la presente ley que determinarán la pena mayor.

c)
De tres a seis años, cuando el valor de las mercancías exceda de quinientos salarios mínimos, en consideración a las agravantes establecidas en la presente Ley que determinarán la pena mayor.


2ª Comiso de las mercancías. Además de la privación de la libertad, se aplicarán como sanción accesoria en todos los casos:

a)
El comiso de las mercaderías en favor del Estado, sin importar el valor de las mismas. Cuando las mercancías no puedan ser objeto de comiso, la sanción económica consistirá en el pago de una multa igual a doscientos por ciento del valor de las mercancías. 

b)
Comiso de los instrumentos y/o unidades de transporte que hubieran servido para el contrabando, excepto aquellos medios y unidades de transporte de propiedad total o parcial del Estado, sin perjuicio de la aplicación de las responsabilidades previstas en la ley 1.178 contra los servidores públicos. 


3ª Teniendo en consideración la gravedad del delito, podrán aplicarse, además, las siguientes sanciones: 

a)
Inhabilitación para ejercer, directa o indirectamente, actividades relacionadas con operaciones aduaneras y de comercio de importación y exportación, por el tiempo de dos meses a cinco años.

b)
Inhabilitación para el ejercicio del comercio, por el tiempo de uno a tres años.

c)
Pérdida de las concesiones, exenciones tributarias y prerrogativas aduaneras que gocen las personas físicas o jurídicas.

d)
Suspensión de la inscripción en los registros públicos, por un máximo de tres años.”


Bolivia ha celebrado tres tratados internacionales en materia de contrabando de vehículos, los cuales tienen como finalidad general aumentar el intercambio de información y la fiscalización en las fronteras, para disminuir el delito de contrabando.


-Acuerdo entre la República Argentina y la República de Bolivia para la cooperación entre la Gendarmería Nacional Argentina y la Policía Nacional de Bolivia. (suscripto en la Paz, el 19 de noviembre de 1996, y aprobado por ley 25.021, sancionada el 23 de septiembre de 1998 y promulgada el 20 de octubre de 1998).


Éste tiene como objetivo general la cooperación entre las respectivas instituciones de seguridad, concretadas en una efectiva asistencia e intercambio en materia de formación, capacitación y perfeccionamiento profesional en las zonas fronterizas, logrando de esta manera prevenir y controlar los actos delictivos que se produjeren en sus territorios, en especial en las zonas fronterizas de ambos países.


En el artículo 2º del mencionado tratado se enumeran los delitos en los que debe existir esta cooperación. Específicamente, en su letra i), se menciona el “robo o hurto y contrabando de vehículos, bienes registrables y con identificación.”


-Acuerdo con la República del Paraguay sobre restitución de vehículos automotores robados o hurtados, ratificado por Bolivia con fecha de 21 de abril de 2003, con la ley 2.453.

E.
Argentina.


La ley de aduanas argentina, en la sección XXII, denominada “Disposiciones Penales”, en su título primero, artículo 862 y siguientes, se refiere al delito aduanero, regulando varias formas de contrabando.

a)
Contrabando simple, en las siguientes hipótesis (artículos 863 y 864):

-Acciones u omisiones que impidieren o dificultaren, mediante ardid u engaño, el adecuado ejercicio de las funciones que las leyes otorgan al servicio aduanero para el control sobre las importaciones y las exportaciones;


-El que importare o exportare mercadería en horas o por lugares no habilitados al efecto, la desviare de las rutas señaladas para la importación o la exportación o de cualquier modo la sustrajere al control que corresponde ejercer al servicio aduanero sobre tales actos; realizare cualquier acción u omisión que impidiere o dificultare el control del servicio aduanero con el propósito de someter a la mercadería a un tratamiento aduanero o fiscal distinto del que correspondiere a los fines de su importación o de su exportación;

-El que presentare ante el servicio aduanero una autorización especial, una licencia arancelaria o una certificación expedida contraviniendo las disposiciones legales específicas que regularen su otorgamiento, destinada a obtener, respecto de la mercadería que se importare o se exportare, un tratamiento aduanero o fiscal más favorable del que correspondiere;

-El que ocultare, disimulare, sustituyere o desviare, total o parcialmente, mercadería sometida o que debiere someterse a control aduanero, con motivo de su importación o de su exportación; simulare, ante el servicio aduanero, total o parcialmente, una operación o una destinación aduaneras de importación o de exportación, con la finalidad de obtener un beneficio económico.

Se establece, como sanción penal, la privación de libertad de seis meses a ocho años.

b)
Contrabando agravado en las siguientes hipótesis (artículos 865 y 866).


-Que intervinieren en el hecho tres o más personas, en calidad de autor, instigador o cómplice;


-Que interviniere en el hecho, en calidad de autor, instigador o cómplice, un funcionario o empleado público en ejercicio o en ocasión de sus funciones o con abuso de su cargo;


-Que interviniere en el hecho, en calidad de autor, instigador o cómplice, un funcionario o empleado del servicio aduanero o un integrante de las fuerzas de seguridad a las que este código les confiere la función de autoridad de prevención de los delitos aduaneros;


-Que se cometiere mediante violencia física o moral en las personas, fuerza sobre las cosas o la comisión de otro delito o su tentativa;


-Que se realizare empleando un medio de transporte aéreo, que se apartare de las rutas autorizadas o aterrizare en lugares clandestinos o no habilitados por el servicio aduanero para el tráfico de mercadería;


-Que se cometiere mediante la presentación, ante el servicio aduanero, de documentos adulterados o falsos, necesarios para cumplimentar la operación aduanera;


-Que se tratare de mercadería cuya importación o exportación estuviere sujeta a una prohibición absoluta;


-Que se tratare de sustancias o elementos no comprendidos en el artículo 866 que, por su naturaleza, cantidad o características pudieren afectar la salud pública;


Los casos enunciados precedentemente tienen una penalidad de dos a diez años de privación de libertad.


-Cuando se trate del contrabando de estupefacientes, en cualquiera de su etapa de elaboración, la penalidad es de tres a doce años (artículo 866).


-Cuando se trate de contrabando de elementos nucleares explosivos, agresivos químicos o materiales afines, armas, municiones o materiales que fueren considerados de guerra o sustancias o elementos, que por su naturaleza, cantidad o características, pudieren afectar la seguridad común, salvo que el hecho configure un delito al que correspondiere una pena mayor, la pena de privación de libertad es de cuatro a doce años (artículo 867).

c)
Contrabando culposo, regulado en los artículos 868 y 869
, que se encuentran penados con multa a beneficio fiscal.

d)
Tentativa de contrabando, regulado en los artículos 871 a 873, que definen el tipo penal como aquel que comienza su ejecución, pero no lo consuma por circunstancias ajenas a su voluntad, al que se le imponen las penas del delito consumado.

e)
El delito de encubrimiento de contrabando se define en el artículo 874, como “sin promesa anterior al delito de contrabando, después de su ejecución: a) para el que ayudare a alguien a eludir las investigaciones que por contrabando efectúe la autoridad o a sustraerse a la acción de la misma; b) omitiere denunciar el hecho, estando obligado a hacerlo; c) procurare o ayudare a alguien a provocar la desaparición, ocultación o alteración de los rastros, pruebas o instrumentos del contrabando; d) adquiriere, recibiere o interviniere de algún modo en la adquisición o recepción de cualquier mercadería que, de acuerdo con las circunstancias, debía presumir proveniente de contrabando.”
 Se lo sanciona con pena de seis meses a tres años.


Se debe especificar que, junto a las penas de multa o de privación de libertad, en su caso, el Código Aduanero argentino aplica conjuntamente: el comiso de la mercadería objeto del delito, el comiso del medio de transporte y de los demás instrumentos empleados para la comisión del delito, salvo que pertenecieren a una persona ajena al hecho, multa a beneficio fiscal y la pérdida de concesiones, regímenes especiales, privilegios y prerrogativas de que se gozare.


El Acuerdo de Asunción, sobre restitución de vehículos automotores terrestres y/o embarcaciones que transponen ilegalmente las fronteras con el Mercosur, fue ratificado por la República Argentina el 26 de febrero de 2003. Es un tratado internacional de cooperación entre los Estados Parte del Mercosur, que regula el procedimiento de restitución de vehículos automotores terrestres y/o embarcaciones que traspasen las fronteras en forma ilegal.

F.
Perú.


El delito de contrabando, en el Perú, está regulado en el Código Penal, libro segundo, titulo XI, capítulo 1
, que distingue las siguientes formas del delito:

a)
Contrabando simple, en las siguientes hipótesis:


-El que, eludiendo el control fiscal, ingresa del extranjero o extrae mercancías del territorio nacional, cuyo valor sea mayor a diez remuneraciones mínimas vitales, o interna mercancías extranjeras procedentes de las zonas geográficas nacionales de tributación menor hacia otras, sin el previo pago de reintegro de ley o sin autorización oficial pertinente.


-El que extrae mercancías de los recintos fiscales o fiscalizados sin que le hayan sido entregadas legalmente por las autoridades respectivas.


-El que posee, a sabiendas, mercancías extranjeras de tráfico prohibido.


-El que interna mercancías extranjeras procedentes de las zonas geográficas nacionales de tributación menor hacia otras sin el previo pago de reintegro de ley o sin autorización oficial pertinente.


-El que posee, a sabiendas, mercancías extranjeras de tráfico prohibido.


Se sanciona con pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de cuatro años y con multa.

b)
Contrabando agravado en las siguientes hipótesis:


-Las mercancías objeto del delito son armas de fuego, municiones y explosivos.


-Se utiliza violencia para perpetrar o facilitar el delito o para evitar su descubrimiento.


-Los hechos son cometidos por dos o más personas, o el agente integra una organización destinada al contrabando.


La pena privativa de libertad es no menor de tres ni mayor de ocho años.

IV. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.

a.
Servicio Nacional de Aduanas.


El señor Raúl Allard, Director Nacional, expresó que, conforme con las normas establecidas en la Ordenanza de Aduanas y en la ley orgánica del Servicio, corresponde al Servicio de Aduanas vigilar y fiscalizar el paso de mercancías por las fronteras, para los efectos de la recaudación de los impuestos sobre la importación, la exportación y otros que determinen las leyes.


Para ello, cuenta con un conjunto de atribuciones legales, definidas en la ley como “potestad aduanera”, la cual se extiende a las personas que pasen por las fronteras, puertos y aeropuertos. En efecto, el artículo 2º de la Ordenanza de Aduanas determina la potestad aduanera como “el conjunto de atribuciones que tiene el Servicio para controlar el ingreso y la salida de mercancías hacia y desde el territorio nacional y para dar cumplimiento a las disposiciones legales y reglamentarias que regulan las actuaciones aduaneras. Quedan también sujetas a dicha potestad las personas que pasen por las fronteras, puertos y aeropuertos, así como la importación y la exportación de los servicios respecto de los cuales la ley disponga intervención de la Aduana”.


En cuanto al ingreso y salida legal de mercancías hacia y desde el territorio nacional, el mismo cuerpo legal dispone, en su artículo 9º, que dichos ingreso y salida sólo pueden hacerse por los puntos habilitados que al efecto fije el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda.


Estos puntos habilitados pueden serlo a título permanente, temporal u ocasional, correspondiéndole al Director Nacional de Aduanas señalar las épocas o los períodos de funcionamiento de los puntos habilitados temporales u ocasionales.


De conformidad con el artículo 18 de la Ordenanza de Aduanas, toda persona que ingrese al territorio nacional o salga de él tiene la obligación de presentarse a la Aduana, porte o no consigo mercancías, sea que se traslade por sí misma o en un medio de transporte propio o ajeno, público o privado, por el camino habilitado más próximo, quedando sometida a la potestad de la Aduana hasta que ésta la autorice para salir de ella.


A su vez, el Nº 5 del artículo 2º de la Ordenanza de Aduanas declara que la zona primaria es “el espacio de mar o tierra en el cual se efectúan las operaciones materiales marítimas y terrestres de la movilización de las mercancías, el que, para los efectos de su jurisdicción, es recinto aduanero y en el cual han de cargarse, descargarse, recibirse o revisarse las mercancías para su introducción en el territorio nacional o su salida de él. Corresponderá al Director Nacional de Aduanas fijar y modificar los límites de la zona primaria.”


El Nº 6 bis del artículo 2º del mismo cuerpo legal define los perímetros fronterizos de vigilancia especial como la “parte de la zona secundaria en la cual se establecen prohibiciones y restricciones especiales para las existencias y tráficos de mercancías”. Concordantemente con lo anterior, el artículo 4º, Nº 22, de la ley orgánica del Servicio faculta al Director Nacional de Aduanas para determinar, en las zonas secundarias, los citados perímetros de vigilancia especial. La definición del artículo 6º bis y la adecuación del artículo 4º, Nº 22, fueron establecidos mediante la ley Nº 19.888, publicada en el Diario Oficial de 13 de agosto de 2003.


Para el adecuado cumplimiento de la función aduanera, la ley orgánica del Servicio decreta las facultades, particularmente en cuanto a las atribuciones con que cuentan sus funcionarios en las zonas primarias de jurisdicción y en los perímetros fronterizos de vigilancia especial.


Al efecto, el Título V, Párrafo 5, de la citada ley, contempla las “facultades del personal para el cumplimiento de la ley”. Su artículo 24 estatuye que todo empleado de Aduana, dentro de las zonas primarias de jurisdicción y en los perímetros de vigilancia especial, en el ejercicio de sus funciones podrá:


-Adoptar y disponer las medidas que estime convenientes para asegurarse de la exactitud de las operaciones que deba practicar.


-Examinar y registrar las naves, aeronaves, trenes, vehículos, personas, animales, bultos, cajas, embalajes o cualquier envase en que pueda suponer que haya mercancías introducidas en el territorio nacional o que se intente introducir en él o extraer de él con infracción de la legislación aduanera.


-Dar alarma a la nave, aeronave, vehículo o persona que vaya en camino y retenerla, para el objeto del número anterior.


-Lo relativo a detener a quienes aparezcan como presuntos responsables de los delitos de contrabando y la comunicación al Fiscal correspondiente se realiza con arreglo a lo dispuesto en el artículo 131, inciso final, del Código Procesal Penal.


El decreto supremo N° 1.230/89, del Ministerio de Hacienda, establece las Aduanas de jurisdicción; fija los puntos habilitados para el paso de personas y mercancías por las fronteras; determina las destinaciones aduaneras susceptibles de tramitarse ante las Aduanas y las operaciones aduaneras que podrán realizarse por los puntos habilitados.


El proceso de salida legal de vehículos del país comprende su presentación a la Aduana de salida, en la que su dueño o consignante debe manifestar su voluntad para indicar el régimen aduanero que debe darse al vehículo que se retira del país. Tal expresión de voluntad se materializa en la tramitación de la respectiva declaración, que puede ser suspensiva, esto es, cuando se trata de la salida temporal del vehículo mediante el formulario Título de Salida Temporal de Vehículos TSTV, que habilita para salir del territorio nacional por el plazo de ciento ochenta días, o definitiva, cuando se trata del envío del vehículo para su uso en el exterior de manera permanente, caso en el cual corresponde formalizar una exportación mediante el formulario Documento Único de Salida (DUS).


El Servicio Nacional de Aduanas, con el Servicio de Registro Civil e Identificación, ha implementado medidas de control, producto de las cuales, en la actualidad, para autorizar la salida legal de vehículos, se debe ingresar en el sistema informático de Aduanas la placa-patente, conectándola en línea con el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, para confirmar que dicha placa-patente corresponde al vehículo presentado en Aduanas y que los datos identificativos (números de motor y VIN o chasis) son correctos. Además, se verifica que el conductor sea el dueño del vehículo o se encuentre debidamente autorizado, con mandato notarial, para manejar y sacar el vehículo del país.


El mismo sistema y la página “web intranet” de Aduanas cuentan con módulos de alerta que se utilizan para comunicar en forma expedita órdenes judiciales que dispongan la prohibición de salida y/o la retención de determinados vehículos.


En el caso de vehículos robados en Chile y en el extranjero, mediante coordinaciones efectuadas con Carabineros de Chile y con Aduanas del MERCOSUR, se han logrado identificar vehículos con denuncias de robo al ingreso en el país o a la salida del mismo. Entre estos casos, han tenido connotación pública los vehículos de alto valor detectados por Aduana, con denuncia de robo en Brasil y en Santiago. 


Sin embargo, en el caso planteado por el proyecto de acuerdo en estudio, se ha verificado que la salida de vehículos que han sido robados en la Primera Región no constan en los registros de los pasos habilitados individualizados precedentemente.


La ley de Zonas Francas, decreto con fuerza de ley Nº 341, de 1977, faculta la adquisición de vehículos nuevos o usados, para ser importados a la Zona Franca de Extensión. Esta operación se encuentra sujeta a la tributación prescrita por la ley Nº 18.211.


Adquirido el vehículo en la zona franca de Iquique, el interesado presenta a la Aduana el documento que permite su importación a la zona franca de extensión, denominado Solicitud de Registro Factura (SRF). En dicho documento se determina la tributación que lo afecta y el procedimiento se somete a las medidas de control de Aduanas.


-El 100% de los vehículos tramitados con SRF son verificados por el sistema informático de visación remota.


-El 100% de los mismos vehículos son controlados en la puerta de salida de la zona franca, con sus características identificativas exteriores.


-Entre el 10% y el 15% es seleccionado por factores de riesgo para ser sometido a aforo físico, instancia que fiscaliza los antecedentes documentales, verificados físicamente en el vehículo, y el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley.


-El 100% de los vehículos declarados para “desarme” son elegidos obligatoriamente para aforo físico en el momento de su salida de los recintos de la zona franca, para comprobar el cumplimiento de las exigencias específicas para este tipo de operaciones, referidas a la comprobación de la existencia y continuidad del giro de desarmaduría del solicitante.


Recientemente, se inauguraron nuevos andenes de revisión en la Aduana de Iquique, financiados por la Zofri.


Además de los controles normales en el otorgamiento de las Solicitudes de Registro Factura emitidas por los usuarios de la zona franca que se han mencionado precedentemente, el Servicio Nacional de Aduanas realiza fiscalizaciones específicas, para lo cual cuenta con planes especiales de control de vehículos, destinados a evitar su contrabando, tanto hacia el resto del país como la exportación ilegal al exterior.


Para la adquisición de vehículos declarados “para desarme”, mediante resolución Nº 14, de 8 de agosto de 2004, se dispuso por la Dirección Regional de Aduanas de Iquique la obligatoriedad de reconocimiento físico por fiscalizadores de Aduana de la totalidad de las Solicitudes de Registro Factura que amparen vehículos declarados para desarme, debiendo presentarse en dicho trámite el formulario de iniciación de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos que acredite al importador con el giro “desarmaduría de vehículos”, además de las tres últimas declaraciones de IVA para certificar la regularidad de dicha actividad. En caso de no cumplimiento de estas exigencias, el vehículo es retenido por la Aduana.


La misma resolución impuso la obligación, a la Sociedad Administradora ZOFRI S.A., de controlar que las descripciones de mercancías contenidas en las Solicitudes de Registro Factura coincidan con las Solicitudes de Ingreso a Zona Franca, a fin de evitar el falso detalle de la mercancía tendente a evitar el control.


La acción de fiscalización ejercida por el Servicio de Aduanas ha sido permanentemente coordinada con Carabineros de Chile, institución que ha comunicado a Aduanas la incautación de 463 vehículos durante el año 2003 y 429 en el 2004. El Servicio ha formulado las denuncias al Ministerio Público en contra de 1.024 personas en total.


Tratándose de vehículos adquiridos para su uso en la Primera Región por residentes en ella, se han adoptado las medidas de coordinación con el Servicio de Impuestos Internos, comunicando a dicha entidad los datos de los adquirentes y los vehículos involucrados en todas estas operaciones. El propósito es que cada Servicio, en su ámbito, ejerza sus facultades fiscalizadoras, especialmente en lo que se refiere a la justificación de inversiones conforme con el artículo 70 de la ley de Impuesto a la Renta y la verificación de la correcta tributación interna, tanto la que afecta a las importaciones mediante SRF como la que atañe al impuesto a la renta que procede en razón de las utilidades obtenidas en este tipo de operaciones, sin perjuicio del análisis del eventual delito de comercio clandestino.


Con relación al proyecto de acuerdo en estudio, señaló que los robos en cuestión son delitos contra la propiedad de particulares, ocurridos en bienes nacionales de uso público, como plazas públicas, calles, estacionamientos públicos, etc., materias cuyo control está a cargo de las policías.


Estos ilícitos violentan la propiedad de particulares y utilizan un procedimiento ilegal para hacer abandono del país por pasos no habilitados. La labor del Servicio de Aduanas para impedir estos actos delictuales se sujeta al ejercicio de su potestad fiscalizadora en las avanzadas y pasos fronterizos habilitados.


En el mes de octubre del año 2004, se celebró un convenio con el Consejo de Defensa del Estado para apoyar las acciones que, en su calidad de víctima del delito de contrabando, le competen al Servicio Nacional de Aduanas.


En materia de fiscalización y judicial, se coordinan medidas también con el Servicio de Impuestos Internos, el que ha deducido acciones por el delito de comercio clandestino, por reiteración de conductas definidas legalmente como actos de comercio, al margen de su fiscalización.


Con el fin de cuantificar la magnitud del robo de vehículos de alto valor comercial, tales como 4 x 4, para ser regularizados en Bolivia, el Servicio de Aduanas ha coordinado su actividad con Carabineros y ha logrado la revisión de las bases de datos con que cuenta cada institución. En el caso de Aduanas, se ha obtenido, desde el Registro Único Automotor de Bolivia, la nómina completa de vehículos inscritos en Bolivia en el período 2002-2004.


En el caso de Carabineros, se cuenta con una base de datos con la nómina de los vehículos con denuncia por robo en Chile y que, eventualmente, pudieran haber salido del país por pasos no habilitados. El análisis de la información de ambas instituciones ha dado como resultado preliminar la identificación de 19 vehículos que, habiendo sido robados en Chile, se encuentran inscritos en Bolivia luego de haber salido por pasos no habilitados. Esta información será proporcionada al Ministerio Público, organismo a cargo de las investigaciones por el delito de robo de los vehículos.


Por otra parte, se está estudiando la posibilidad de fijar un perímetro fronterizo de vigilancia especial, conforme con lo dispuesto en el artículo 4º, Nº 22, de la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas y el artículo 2º, Nº 6 bis, de la Ordenanza de Aduanas, para lo cual se formularán las consultas al Ministerio del Interior, a Carabineros y a otros servicios que podrían colaborar en dicha custodia. Igualmente, se están estudiando perfeccionamientos para la legislación sobre el contrabando y otros ilícitos.

b.
Carabineros de Chile.

El general Augusto Carmona, Director de Fronteras y Servicios Especiales, informó que está a cargo de la tuición técnica de todos los destacamentos fronterizos.


Explicó que la parte fronteriza de la Primera Región tiene una superficie de 59 kilómetros cuadrados, con una población de 428 mil habitantes. Con Perú, hay un paso fronterizo habilitado y diez no habilitados, es decir, aquellos en los cuales se produce salida de vehículos en forma fraudulenta y tráfico de drogas. Con Bolivia, existen siete pasos fronterizos habilitados y 26 no habilitados.


Los cuarteles en esa zona son la Subcomisaría de Chacalluta, la Subcomisaría de Colchane, la Tenencia de Chungará, la Tenencia de Visviri, la Tenencia de Ujina y nueve retenes.


Respecto de las salidas fraudulentas de vehículos del país, de acuerdo con las estadísticas de Carabineros, el mayor índice de robos de este tipo de máquinas, especialmente 4 x 4 y lujosos, se produce en Santiago y, en segundo lugar, en Iquique.


En 2003, en la Primera Región, hubo 520 vehículos encargados por robo; en 2004, hubo 721, y este año, hasta la fecha, hay 58. En 2003, se recuperaron 165 vehículos; en 2004, 186, y en 2005, hasta la fecha, 32.


En cuanto a las personas detenidas por este delito en el mismo período en la Primera Región, en 2003, hubo 127; en 2004, 109, y en 2005, 18 hasta el día de hoy.


Conforme a la información proporcionada por el Servicio de Encargo y Búsqueda de Vehículos, en la Región Metropolitana y en Iquique se ha incrementado este tipo de delitos, que afecta a vehículos 4 x 4 y lujosos, e incluso a camiones.


En el año pasado, el General Cienfuegos impulsó una iniciativa de controles integrales de carretera. Con esto, se termina el antiguo concepto de que el carabinero de carretera se dedica exclusivamente a fiscalizar la velocidad de los vehículos y a vigilar el cumplimiento de las leyes del tránsito. Hoy, los controles integrales incluyen gente especializada en control de vehículos robados, en drogas y otros delitos. El plan está en práctica desde 2004 y ha tenido avances, como la conexión en línea con todas las tenencias de carreteras. De hecho, los carabineros conocen diariamente la nómina de vehículos robados en el país, a través del computador.


Entre los factores que facilitan este tipo de delitos está la extensión de la frontera, que alcanza a 816 kilómetros en el caso de la Primera Región, con una serie de pasos fronterizos habilitados y no habilitados. Los delincuentes tienden a utilizar los pasos no habilitados, porque allí no hay carabineros ni complejos aduaneros.


En el aspecto social, se ha detectado un modus operandi relacionado con la obtención de cédulas de identidad de personas de bajos recursos en Iquique, quienes facilitan su carné para este tipo de delitos. Los vehículos robados salen del país con el nombre de esas personas. Desde el punto de vista jurídico, los carabineros se encuentran inhabilitados para detenerlos, porque no hay motivo para hacerlo, ya que aparentemente el vehículo está inscrito a nombre de esa persona y es legal. A lo más, se podría cursar una infracción de tránsito cuando los vehículos tienen el manubrio a la derecha.


Además, conversó con el jefe de zona de Iquique, quien le informó que están trabajando en este tema con el Servicio de Impuestos Internos, porque resulta absurdo que una persona de bajos recursos aparezca con cuarenta vehículos inscritos a su nombre. Pero eso sólo se está haciendo a contar de este año.


También se da el caso de que hay complicidad de los residentes, especialmente en el altiplano. Es el caso de Cariquima, en las cercanías de Colchane, pueblo en el cual, tradicionalmente, la gente comunica a todo el vecindario cuando sube una patrulla de Carabineros o de Investigaciones, ya sea por celular, por radio o mediante fogatas en los cerros. Asimismo, especialmente la gente de Cariquima esconde los vehículos.


A raíz de esta situación, se instaló un retén móvil en ese lugar, que consiste en un vehículo habilitado con todos los implementos necesarios para que Carabineros preste servicios las veinticuatro horas del día. Incluso, hasta hace un tiempo, en Cariquima estaban cobrando ilegalmente un peaje de mil pesos a todos los vehículos que pasaban por allí, cuestión a la que se puso atajo con la instalación del retén móvil.


Desde el punto de vista legal y normativo, hasta el 12 de octubre de 2004, se autorizaba el tránsito de vehículos con la fórmula de “Solicitud de Registro de Factura”, para los vehículos que supuestamente eran llevados a Cariquima para ser desarmados y vendidos por piezas. A eso también se le puso término. Es una situación que Carabineros está trabajando con Aduanas, porque, obviamente, los vehículos nunca se desarmaban. La verdad es que la desarmaduría era ficticia, pues los vehículos eran enviados a Bolivia.


Desde el punto de vista internacional, por todos es sabido que en Bolivia es muy fácil ingresar vehículos y registrarlos, pues no hay exigencias como las existentes en Chile. Quien ingresa un vehículo a Bolivia lo puede inscribir a su nombre sin problema alguno.


En 2004, el Servicio de Encargo y Búsqueda de Vehículos estableció la existencia de una ruta, llamada “Ruta de la Sal”, al sur de Iquique, en Sal Lobos, Patillos, destinada a evadir los controles carreteros. Son caminos diseñados por empresas mineras, como Collahuasi. Se empezaron a utilizar estas rutas, que desembocaban cerca de Pozo Almonte, desde donde tienen una serie de alternativas para llegar al altiplano, como los caminos a Cancosa, a Ujina o el que va a Colchane. A través de dichas rutas, estas personas se demoran aproximadamente tres horas con cincuenta minutos hasta la frontera, en un recorrido de 257 kilómetros.


Esos caminos son perfectamente transitables para todo tipo de vehículos. No se necesita un 4 x 4, ya que están en buenas condiciones. A través de esa ruta, se eludían todos los controles, pues no había presencia policial en ellos. Ahora se envían patrullas y se establecen controles, con lo cual ha disminuido el problema en esa zona.


Como conclusión, se ha detectado un aumento de robos que afectan el parque vehicular en la ciudad de Iquique. También se ha constatado un mayor grado de perfeccionamiento de esas personas en su actividad delictual, en particular en la clonación de datos, en la falsificación de facturas, en la adulteración de motores. Eso ha obligado a ir perfeccionando la fiscalización, en la idea del control integral, esto es, de colocar gente especializada en los puestos de carretera.


Como estrategia general, Carabineros tiene tres líneas de control: La primera, los controles fronterizos; la segunda, las tenencias y destacamentos de carreteras y, la tercera, las ciudades mismas.


Todo eso se está mejorando o implementando. De hecho, a fin de mes se realizará una reunión en Santiago, a la que asistirán todos los jefes de zona del país. En la ocasión, uno de los temas principales es el acuerdo de que los jefes de zona les den más importancia a los controles carreteros, sobre todo en las tenencias de carretera, como la de Huara y la de la salida oriente de Iquique, cerca de Alto Hospicio. La idea es aumentar la calidad de esos controles. Ése es el objetivo para este año.


Por otro lado, en el año pasado, gracias a un proyecto que se empezó en 2002, llamado “plan vigía”, se invirtieron 300 millones de pesos en la compra de aparatos GPS, fibroscopios, que sirven para revisar cargas; densímetros, con el mismo objetivo, especialmente carrocerías de vehículos; fibroscopios, para tanques de bencina; visores nocturnos y mantas de camuflaje, que permiten que los vehículos se instalen en cualquier parte del altiplano.


La segunda parte de este plan vigía está pendiente. Es un gran avance tecnológico. El día en que se concrete contribuirá en gran forma a disminuir este problema. Comprende la compra de 10 radares portátiles, que se pueden llevar por dos carabineros. Permiten visualizar vehículos a 15 kilómetros de distancia, día y noche. También permiten detectar a personas que caminan a 7 kilómetros de distancia. Este tipo de aparatos tiene un valor de 228 mil dólares.


Ésa es la segunda etapa del plan vigía. Se espera, en este año, lograr su financiamiento para concretar este gran anhelo, que serviría enormemente en el control de este problema.


Por último, ratificó que los radares constituirían un gran avance. Seguramente, Colchane ya se está reforzando, pero la gente se va a correr hacia otros pasos no habilitados. Sin embargo, ese tipo de implementación tecnológica facilitaría enormemente la tarea.

c.
Policía de Investigaciones de Chile.


El Subprefecto Jorge Silva, Jefe Nacional del Departamento de Delitos contra la Propiedad, sostuvo que está de acuerdo con lo que se ha señalado hasta el momento en relación con el perfeccionamiento de las distintas bandas criminales para la comisión de delitos como la sustracción y robo de vehículos 4 x 4 y otros de alto costo.


Especificó que en la Policía de Investigaciones de Chile se creó la Jefatura Nacional de Delitos contra la Propiedad, con la finalidad de uniformar los criterios investigativos y los métodos para abarcar estos problemas.


En relación con los métodos que están utilizando los delincuentes en el nivel nacional, éstos forman bandas organizadas para sustraer vehículos y clonarlos, para lo cual emplean la tecnología, como la informática, para la adulteración de documentos, lo que hace que en muchos casos sea prácticamente imposible llegar a establecer en un control rutinario la veracidad o la falsificación de los documentos.


El señor José López, Subcomisario de Investigaciones, recordó que la Primera Región, de Tarapacá, se ubica en el extremo norte del país, a una distancia aproximada de 2.000 kilómetros de la capital de Chile.


El territorio regional se articula, fundamentalmente, a través de la ruta 5 Norte, principal eje vial de la Región. Posee una superficie de 59.099,1 kilómetros cuadrados, equivalentes al 7,8% del territorio nacional continental sudamericano. Según el censo de 2002, cuenta con una población de 428.594 habitantes y una densidad de 7,25 habitantes por kilómetro cuadrado.


En la Primera Región existen cinco pasos fronterizos: Visviri, Chungara, Colchane, Cancosa y Abra de Napa, estos dos últimos sólo para el tránsito de camiones de transporte.


El año 2003, fueron sustraídos en la Primera Región de Tarapacá, 867 vehículos, de los cuales fueron recuperados 420. En el año 2004, se sustrajeron 1.150 vehículos, de los cuales fueron recuperados 444. En lo que va del presente año, se han sustraído 82 vehículos, de los cuales se han recuperado 51.


Los delincuentes que se especializan en la sustracción de móviles en esta zona del país utilizan los siguientes métodos:


-Compra de llaves o moldes de llaves de contacto, en empresas de cambio de volantes, porteadores del puerto de Iquique, cuidadores de autos, trabajadores de talleres mecánicos y lavadores de vehículos o lubricentros.


-Sustracción de tambores o chapas de cerraduras (tapa de bencina), para la confección de llaves.


-Robos con intimidación en sectores rurales limítrofes con la frontera boliviana.


Una vez conseguidos los vehículos, son conducidos rápidamente hasta sectores rurales, donde existe escaso control vehicular por parte de la policía, para, en la noche del mismo día, o a los días siguientes, traspasar la frontera chileno-boliviana, a efectos de comercializarlos en dos grandes ferias, una que funciona los días sábados en el sector norte de Oruro y, otra, que funciona los domingos a 114 kilómetros de Oruro y 137 kilómetros de Potosí, en una localidad llamada Challapata, lugar reconocido en todo Bolivia como el centro neurálgico del trafico de vehículos robados tanto en Chile, como en Argentina, Brasil y Paraguay.


Las localidades interiores que presentan mayores posibilidades de tránsito y paso ilegal de la frontera son, en la provincia de Parinacota, Cosapilla, Guacollo, Nasahuento, Caquena, Puquisa, Chilcaya y Mucomucone. En la provincia de Iquique, son Cariquima, Ancovinto, Anaguani, sector de Cancosa y Collacagua.


Para la investigación de este delito especifico, en la ciudad de Iquique, el Fiscal Regional ordenó que un solo Fiscal Adjunto se hiciera cargo de estas denuncias. Esta función recayó primeramente en el Fiscal Pablo Gómez. Luego, estas investigaciones fueron derivadas a la Fiscal Tania Sironvalle, quien fue destinada a la comuna de Pozo Almonte en el año recién pasado. En la actualidad, estas indagaciones se hallan a cargo del Fiscal Patricio Llancaman.


A partir del 16 de diciembre del año 2002, se da inicio a la Reforma Procesal Penal en la Primera Región, con la cual el Ministerio Público ha efectuado las siguientes acciones legales:


-Desde la fecha antes indicada hasta la actualidad, la Policía de Investigaciones de Chile, en el sector jurisdiccional de la Primera Región, ha recibido un total de 15 órdenes de investigar por robo de vehículos, de los cuales 14 han sido recuperados, 13 por Carabineros y uno por la Policía de Investigaciones. Falta por recuperar un solo vehículo.


-La Fiscalía Regional, en coordinación con la Policía de Investigaciones, en el año 2003, ante el aumento del delito de robo de vehículos, creó una Fuerza de Tarea, a fin de investigar las organizaciones criminales que pudiesen operar en la Región, esto amparado en una orden de investigar por asociación ilícita; labor que se desarrolló por aproximadamente seis meses.


-Luego de que esto aconteció, la Fiscalía Regional solicitó a Carabineros de Chile la creación, en la ciudad de Iquique, de una Sección del Servicio de Encargo y Búsqueda de Vehículos, con la cual se trabaja actualmente la totalidad de las investigaciones que dicen relación a este ilícito.


Destacó que, pese a que se ha recuperado en estos dos últimos años una serie de vehículos robados, la totalidad de los detenidos por esta causa han sido formalizados por el delito de receptación, ya que no se les ha podido imputar fehacientemente su participación en el robo del móvil.


En estos tres últimos años, existe entre las autoridades judiciales y policiales una hipótesis que no se ha podido probar, que hace relación a la venta de vehículos por parte de personas naturales a ciudadanos bolivianos, sin los trámites legales pertinentes. A fin de evitar problemas judiciales posteriores, estas personas denuncian el robo de su vehículo, una vez que los compradores bolivianos han traspasado la frontera sin inconvenientes.


Por otra parte, en los mismos tres últimos años, la cifra de robo de vehículos en la Primera Región ha alcanzado el número de 2.199, de los cuales se ha recuperado un total de 915 móviles. Falta por recuperar 1.284.


En lo tocante a las medidas adoptadas por la Policía de Investigaciones para neutralizar la sustracción de vehículos, explicó que se ha efectuado un catastro de las cerrajerías y cerrajeros que trabajan en la Región en forma establecida y también de aquellos que laboran informalmente.


Asimismo, se ha realizado un empadronamiento de los talleres mecánicos, eléctricos y de cambio de volantes, tanto informales como aquellos que trabajan en forma establecida.


Del mismo modo, se ha efectuado un censo y catastro de los lavadores y cuidadores de autos y la individualización de trabajadores y propietarios de lubricentros y lavadores de vehículos.


En cuanto a los resultados obtenidos, indicó que, a principios del año 2004, la Policía de Investigaciones de Chile logró establecer que un número importante de vehículos, sustraídos en esta Región, se encontraban en Bolivia. Este antecedente se informó al Fiscal Regional de la Primera Región.


En el mes de mayo del año en curso, el Fiscal Regional, señor Claudio Roe, ordenó a la Policía de Investigaciones efectuar una investigación de carácter administrativo, a fin de ubicar un instrumento legal de carácter internacional que permitiera la recuperación de vehículos.


En el mismo mes, tras un arduo trabajo de investigación de tratados y acuerdos internacionales, se logró dar con un instrumento legal, denominado “Acuerdo de Asunción sobre Restitución de Vehículos Automotores Terrestres y/o Embarcaciones que Transponen Ilegalmente las Fronteras entre los Estados Parte del Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile”, protocolo que pasa a constituir la ley Nº 2.157, a partir del 11 de diciembre del año 2000, en la República de Bolivia.


Con estos antecedentes y dando cumplimiento a instrucciones de la Fiscalía Regional de la Primera Región, personal de la Policía de Investigaciones se trasladó, en el mes de octubre del año recién pasado, hasta la ciudad de Oruro, República de Bolivia, a efectos de iniciar un histórico proceso administrativo de recuperación de vehículos robados en la ciudad de Iquique. En el mes de diciembre, tras un nuevo viaje, esta vez en compañía de un Fiscal Adjunto de Iquique, se consiguió la repatriación de cinco camionetas. Esta gestión constituye un acontecimiento de gran envergadura desde el punto de vista jurídico-policial, por cuanto, a partir de esta fecha, se ha creado un canal de entendimiento entre el Ministerio Público de la Primera Región con la Fiscalía adscrita a la Dirección de Investigación y Prevención de Robo de Vehículos (Diprove), dependiente de la Policía Nacional Boliviana, en el distrito de Oruro.


Mediante este “acuerdo”, se tornó posible que los vehículos robados volvieran a sus legítimos dueños. Esta herramienta legal configura una clara posibilidad de solución en el ámbito de países y de policías. Se ha evidenciado, en terreno, que el Gobierno boliviano ha respetado y respondido por las acciones ilegales de sus ciudadanos, devolviendo los móviles que sus autoridades judiciales han incautado en territorio boliviano.


La actual situación de esta Región, respecto a su condición de zona franca, ha originado un constante interés por parte de comerciantes bolivianos en comprar automóviles, no obstante que los valores de internación a territorio boliviano encarecen notablemente el valor de los móviles. Por ello, en estos últimos años, se ha creado un sistema de evasión de tributos en Bolivia, consistente en que se les paga a personas naturales chilenas un valor que fluctúa, en la actualidad, entre $ 20.000 y $ 30.000 por la utilización de su identidad para la adquisición de vehículos.


Luego, se efectúa la totalidad de los trámites de inscripción ante el Servicio de Registro Civil e Identificación, la obtención de la revisión técnica, el seguro automotor y el correspondiente permiso de circulación, dejando el vehículo administrativamente sin problemas, para conducirlo hasta localidades interiores fronterizas de esta Región, desde donde, en horas de la noche, cruzan hacia Bolivia, por pasos no habilitados, eludiendo los controles aduaneros del vecino país.


Esta modalidad evita la persecución aduanera en Chile, por cuanto no afecta los impuestos para el Estado de Chile, sino que el ilícito del contrabando, perjudica directamente a Bolivia, país que, por ingresar este vehículo clandestinamente a su territorio, no percibe los impuestos de internación.


Por otra parte, recalcó que muchas personas atribuyen la desaparición de vehículos en esta Región a una supuesta regularización de carácter administrativo que otorgaría el Estado boliviano a sus conciudadanos.


Sin embargo, afirmó que este hecho no es efectivo. Es consecuencia de una regularización que se produjo en el año 2003, en el Capítulo IV, “Tratamiento para vehículos indocumentados”, del Reglamento para la Transición al Nuevo Código Tributario, promulgado el 2 de septiembre del año 2003, mediante decreto supremo Nº 27.149, de la República de Bolivia. Este instrumento tenía por fin normalizar la situación de los vehículos indocumentados ingresados al territorio boliviano hasta el 31 de diciembre del año 2002, con un plazo de vencimiento de ciento ochenta días. Esa norma venció el 2 de marzo del 2004, sin que se extendiera su plazo y sin que hasta la fecha se promulgara ninguna otra ley similar en Bolivia.


En otro orden de materias, propuso establecer controles constantes en el cruce de la ruta que une a Iquique con la Carretera Panamericana y, de igual forma, en el cruce de la Ruta 5 Norte con el acceso al camino del poblado de La Tirana y en el cruce del camino que sube a Visviri y Chungará, en Parinacota, intersecciones que son paso forzoso de quienes transitan por esta Región, toda vez que son ineludibles.


Asimismo, sugirió modificar la Ordenanza de Aduanas en el solo sentido de que los vehículos que son comprados en zona franca sean sometidos a un aforo físico, transcurrido un año desde su compra, por quien sea su legitimo dueño a esa fecha.


Por último, recomendó instruir al Servicio de Impuestos Internos que solicite al Registro Nacional de Vehículos Motorizados que informe acerca de las personas naturales que posean más de diez móviles a su nombre, al objeto de que este Servicio determine de dónde provienen los recursos para su compra.

d.
Ministerio de Relaciones Exteriores.


La Embajadora señora María Teresa Infante, Directora Nacional de Fronteras y Límites, sostuvo que el tema no está en directa relación con el Servicio a su cargo, ya que no trabaja en temas de carácter policial o delictual, sino que su tarea consiste en abocarse a la cooperación y coordinación de las situaciones que puedan ser más controvertidas con los países vecinos, en la medida en que tengan algún impacto en las áreas relacionadas con su trabajo.


Por lo tanto, no lleva específicamente el tema de la sustracción, robo o hurto de vehículos, sino sólo cuando involucra temas de frontera o alguna relación de irregularidad fronteriza. El Ministerio Público, Carabineros de Chile y otras instituciones en el plano interno tienen las facultades y el conocimiento respecto de las características de esta conducta.


En cuanto al impacto que esta materia tiene en la relación vecinal, particularmente con Bolivia -con Perú también existen algunas situaciones relacionadas con vehículos y el carácter irregular de ellos-, se ha planteado si hay o no hay suficiente acción de ambos países en la frontera, tendente a prevenir, controlar o poner término a acciones que implican un traspaso o una transferencia de vehículos de un país a otro de manera irregular.


Esencialmente, con Bolivia se trabaja en el plano bilateral. El Comité de Fronteras celebra una reunión anual para pasar revista a todas las áreas que tienen que ver con el tema: migraciones, cooperación aduanera, transportes, etcétera, incluido el asunto de los vehículos o impuestos aduaneros asociados a los de carga y otros, como, asimismo, de los cobros bilaterales especializados que realizan los servicios públicos de acuerdo con su propio programa de trabajo.


Se efectúa seguimiento en todos estos foros. El paso irregular de vehículos no se ha tratado específicamente, sino como algo excepcional, planteado por Bolivia. Específicamente, se trata de esclarecer la aparición de vehículos sin documentos suficientes que confirmen cómo traspasaron la frontera. Pero el tema de la sustracción de vehículos en Chile y su paso a Bolivia no se ha examinado.


Se tomó conocimiento del carácter insuficiente de los documentos, lo que no significa necesariamente que los vehículos fueron sustraídos, sino que pasaron irregularmente la frontera, que es un tema distinto. Sin embargo, existe preocupación por la forma de hacer más regular el uso de la frontera e implementar la presencia de los servicios públicos en ésta, a fin de tornar más eficiente el control y una mayor coordinación con la parte boliviana.


Por otra parte, en materia de cooperación aduanera propiamente tal, informó que ello significa que las aduanas comparten e intercambian un mayor nivel de información que en el pasado. Hay un acuerdo celebrado entre las Aduanas de Chile y de Bolivia, en 2004, para el transporte de carga, que es lo que está más contaminado en este asunto. Pero, en materia de carga, históricamente existía un planteamiento de parte Bolivia, en el sentido de que había muchos transportes de carga -más del 50%- con permisos ocasionales que no retornaban a Chile.


Este tema, en el acuerdo de cooperación con Bolivia, estaría, de alguna manera, facilitando mayor confianza en este punto en lo que respecta a los dos países. Es efectivo que la Primera Región tiene un número alto de permisos ocasionales de transporte. Incluso, algunos de los peticionarios no retornaban con su vehículo a Chile o éste no aparecía registrado como retornado. Dentro de Bolivia, recorrían otros caminos legales desde el punto de vista de su certificación.


Ahora, en el área policial también se ha establecido la cooperación con Bolivia, junto con el Comité de Fronteras. Hay un programa de cooperación de ambas policías -Carabineros, por la parte chilena-, expresado formalmente en los acuerdos del Comité de Fronteras y en el programa que se desarrolla de manera libre o individual durante el año. Primero, existe una cooperación en el área de prevención de drogas. Hay un plan de pasantías de las policías de ambos países para el entrenamiento en el tratamiento del tema de las drogas en dicha zona.


Otra medida importante tiene que ver con la cooperación para el intercambio de información en lo concerniente a estas materias. El convenio propuesto por Chile a Bolivia no ha tenido una respuesta pronta. Es decir, no hay un convenio que se haya formalizado, pero existe cierta cooperación que se está expresando de manera sistemática. No se ha terminado porque cambian las autoridades bolivianas y el cumplimiento de un programa sistemático requiere que haya organismos o instituciones que estén funcionando dentro de cierta regularidad.


Asimismo, un plan de vigilancia fronteriza ha resultado ser asistemático, es decir, ha habido un cumplimiento sin la periodicidad y la celeridad que habría querido la parte chilena.


Este plan de cooperación policial es muy importante en materia fronteriza, sobre todo en esa zona. En otras zonas, con otros países, Chile no tiene necesidad de una vigilancia tan fuerte en la frontera. Pero, este sector, tradicionalmente, ha sido impactado por un comercio transfronterizo libre, sobre todo en la parte adquirente, en la parte boliviana, que no estaba vigilado por una aduana. Hubo cierta costumbre local en el sentido de establecer una relación de movimiento de bienes y personas que se regían por un patrón muy privado.


Eso ha ido cambiando en los últimos años, con lo cual se han ido acomodando las costumbres y ha ido disminuyendo esa práctica transfronteriza no regular.


El Comité de Fronteras es el foro que ha provocado mayor acercamiento entre las aduanas y las instituciones de ambos países. Se buscó una negociación con Bolivia, la que fructificó en el año pasado, para adoptar un convenio sobre controles integrados de fronteras, el cual podrá aplicarse en la medida en que los Congresos Nacionales de ambos países lo ratifiquen. Existe gran interés en que nuestro Congreso Nacional sancione el convenio, firmado hace un año, pues su aplicación llevaría a que hubiera mayor cooperación y coordinación en la labor que se efectúa en los complejos fronterizos más importantes con Bolivia, es decir, Visviri, Chungará, Colchane, Pisiga. Con posterioridad, se abordaría el de Oyahue.


La situación de San Pedro de Atacama, en la Segunda Región, es distinta, porque allí el paso más utilizado para carga es ferroviario, y no presenta los problemas descritos. Además, existe buena dotación en la parte chilena. Bolivia no tenía un complejo fronterizo importante, y desea que exista un complejo único, es decir, un solo punto de detención en la frontera. Allí no existe la presión del comercio. Por sus características, en la Primera Región la frontera es geográficamente más abierta, y, además, con comunidades muy acostumbradas, durante muchos años, a una relación no regular, no institucional. Todas las autoridades, de todos los colores y signos, siempre lo han tenido en cuenta, y sobre esa base se ha tratado de materializar la cooperación.


El plan de inversiones en pasos fronterizos es una iniciativa que la Cancillería ha apoyado; pero la decisión debe ser adoptada por el Ministerio del Interior y las demás Secretarías de Estado pertinentes. En algunos casos, específicamente en Chungará y en Colchane, ha existido una dificultad adicional, la cual es la adquisición de terrenos privados, de manera que ha habido que vencer etapas que en otros complejos fronterizos no se han presentado. Eso ha significado mayor tiempo en el ritmo de la inversión.


La inversión podría haberse efectuado antes si no hubiese habido que negociar de manera muy intensa con los propietarios privados, sobre todo donde las propietarias de los terrenos son comunidades.


Explicó que el marco del Comité de Fronteras se estableció en 1998. Se han celebrado cinco reuniones. Durante el primer semestre de este año, se espera efectuar la próxima, que tendrá lugar en La Paz.


Se ha desencadenado un proceso de entendimiento y de trabajo, no siempre simple. No es un proceso en que todo sea siempre sólo armonía, sino que ha habido bastante discusión. Se trata de un intenso proceso de cooperación, entre servicios, organismos y gobierno regional, con la contraparte de La Paz, en todas las áreas en que ha parecido que la relación fronteriza impacta e irradia hacia las Regiones Primera y Segunda, tales como la aduanera, la migratoria, la policial, etcétera.


Con Bolivia, se han celebrado dos acuerdos aduaneros del más alto nivel, pero muy poco conocidos: el tratado de controles integrados y el acuerdo de cooperación aduanera. Se han ejecutado ejercicios en la frontera sin ninguna dificultad. Las únicas limitaciones han sido de espacio físico, sobre todo en el caso de Colchane, en Pisiga, en la parte boliviana, porque no tenía espacio físico suficiente, sobre todo para acomodación de servicios.


Con la mayor armonía, Bolivia ha hecho una inversión importante en materia aduanera. Para la parte chilena, era muy relevante llegar a un conocimiento directo con la parte boliviana en lo relativo a la Aduana, porque ésta es la puerta de entrada y de salida de todo el flujo de bienes. Aparte el comercio bilateral, está presente el tema del libre tránsito con ese país. Para Arica, son esenciales el conocimiento aduanero y las buenas relaciones, lo cual ha funcionado muy bien con Bolivia.


Ha habido reuniones periódicas con la Aduana boliviana, con todas sus circunstancias, porque no siempre los temas que se plantean son simples, en particular algunas situaciones relativas a Iquique, como el tema del transporte, que también está involucrado.


La falta de relaciones diplomáticas no ha sido obstáculo para que esto se incremente. Hay un enorme interés en seguir trabajando entre los dos países, incluso en lo referente al control integrado de fronteras.


Consultada acerca de los pasos autorizados que actualmente existen y de las inversiones que allí se van a realizar, respondió que, sobre la habilitación de pasos fronterizos, hay opiniones divididas. Algunos estiman que la frontera está mejor controlada si hay menos pasos fronterizos, porque se verifica el tránsito por un punto determinado.


Su parecer es que existe un problema de vigilancia de fronteras por parte de ambos países. No se pueden provocar cambios dramáticos y significativos de corto plazo entre Estados que tienen funcionamientos y características distintas. Se trata de relaciones vecinales, que no siempre son simétricas. Eso es importante, porque, si se entiende la forma como funciona el otro país, se pueden aplicar medidas para homologar el tratamiento de las fronteras.


Ése es un objetivo de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado. Es un trabajo en conjunto que requiere de mucha paciencia y reiteración. Los Comités de Fronteras han procurado atraer a la parte boliviana para que ella implemente los mismos servicios que posee Chile. La idea es que su policía y su aduana tengan las mismas características que las chilenas.


Ahora, Bolivia no tenía la capacidad ni los recursos para ubicar una aduana en los pasos fronterizos en que Chile sí tiene una integral, como es el caso del paso Salar de Oyahue-Avaroa. En relación con el paso Colchane-Pisiga, se puso mucho énfasis, lo mismo que en el caso del paso Chungará-Tambo Quemado, porque por allí pasa mucha mercancía y por el tema de las restricciones de la Zofri. Pero, además, significa que Bolivia tiene que entrar en un plan de cooperación más intensa.


Por otra parte, se ha notado que Carabineros ha llevado a cabo una inversión importante en lo concerniente a la vigilancia preventiva en el norte del país y a los patrullajes por drogas y pasos irregulares. También hubo un caso de personas indocumentadas que ingresaron al país. En los últimos años, se ha mejorado mucho el control de la inmigración irregular a Chile, es decir, el ingreso al país de personas indocumentadas.


En la Primera Región, se ha venido trabajando desde hace dos años con Bolivia en el llamado “hito 60”, que es un punto fronterizo que solicita con mucho interés la ciudad de Iquique, a través de su alcalde y de la comunidad. También lo ha pedido una empresa minera boliviana que está al otro lado de la frontera. Pero Bolivia carece de medios para colocar puestos fronterizos. Ése es un asunto en el que se seguirá trabajando y está en la agenda de petición. Chile le solicitó formalmente al país vecino una administración permanente en los pasos fronterizos; pero no ha habido una respuesta inmediata por parte del Gobierno boliviano.


Su punto de vista es que debería haber más puntos fronterizos con presencia integral de los dos países. Esto no es algo que pueda solucionarse de manera inmediata o a corto plazo. Por lo tanto, Chile tendrá que efectuar los esfuerzos preventivos correspondientes.


En el tema de la legislación, Bolivia informó, en el último Comité de Fronteras, pero no lo hizo a priori, sobre la amplia cobertura que significó esta decisión. Según la prensa boliviana, no es un dato oficial del Gobierno; pero son más de 25 mil vehículos los que se regularizaron hasta el año 2004. En lo que corresponde a Aduanas, como la de Oruro, con alrededor del 25%. Por último, se adoptaron medidas tendentes a regularizar la inscripción de vehículos a través de impuestos internos.


Manifestó su preocupación por los horarios de atención. La homologación de horarios con Bolivia fue la primera etapa que fue necesario superar. Es decir, se trataba de que existiese la misma apertura y presencia de los servicios, sin interrupción, a la hora de almuerzo, que es una hora muerta, pero donde ocurren muchas cosas en pleno día. En cuanto al horario de madrugada, es fundamental trabajar con la región y con el Gobierno Interior.


En conjunto con Bolivia, hay que realizar un fuerte trabajo interno, pues se trata de una zona donde suceden muchos acontecimientos. No es que tenga características homologables con otras partes del país, de vecindad, etcétera, sino que el mismo incremento y localización de comunidades obedece a fenómenos económico-culturales, lo que también es una parte delicada, interesante, política y también antropológica. En consecuencia, es importante acelerar los tiempos de construcción de los complejos fronterizos.

e.
Ministerio del Interior.

El señor Jorge Correa, Ministro del Interior (s) señaló que la Comisión afronta un problema que es real y que ha preocupado al Ejecutivo en su labor de coordinación del trabajo policial.


Para el año 2004, las cifras indican que en Arica fueron robados 138 vehículos y 762 en Iquique. Al respecto, entre los factores que favorecerían el fenómeno delictual, se encuentra el hecho de que hay un mercado automotor informal de compra en Bolivia, lo cual permite la adquisición y el uso del vehículo sin mayores riesgos.


Por otra parte, existen bandas organizadas que aprovechan los factores geográficos para desplegar un sistema de vigilancia y de aviso de acercamiento de Carabineros. Lo que se conoce vulgarmente con el término de “loro”, en este caso, implica una organización de vigilancia y aviso, que a Carabineros e Investigaciones les hace muy difícil lograr la detención de los individuos.


A lo anterior se suma el hecho de que es un negocio que tiende a confundirse con el tráfico de drogas. Muchas veces los pagos se hacen con droga, lo cual convierte a la negociación en algo mucho más tentador y lucrativo.


En lo que respecta a los pasos fronterizos, su existencia corresponde a una labor de despliegue que, fundamentalmente, se ha coordinado a través del Plan Regional Antidelincuencia, el cual ha posibilitado reducir significativamente el fenómeno.


Consideró que se va por buen camino, aun cuando el hecho persiste como un problema grave, tanto en las cifras como en la preocupación que genera en el nivel de la ciudadanía. En este sentido, la circunstancia de que el Rector de la Universidad de Tarapacá fuera víctima de un robo implicó que en la población se diera la sensación de inexistencia de un Estado de Derecho.


Respecto de los pasos fronterizos en su relación con el contrabando, su situación legal es de importancia relativa, aunque no menos relevante.


En Colchane, Carabineros despliega un servicio de guardia de veinticuatro horas, no de doce horas. Hay 21 funcionarios de esa institución que prestan un servicio de doce horas en el paso fronterizo, que corresponde al horario de atención; hay dos servicios de patrullaje, cada uno de doce horas. Para desempeñar estas funciones, la dotación cuenta con dos tenientes, dos suboficiales y diecisiete cabos, más furgones, dos motos, dos equipos HF y dos VHF.


Por otra parte, al contrabando de vehículos se ha aplicado una fuerza de tarea operativa que desarrolla su labor con bastante eficacia, un poco más abajo de Colchane.


En el caso de Investigaciones, en el complejo hay tres funcionarios permanentes: uno de extranjería y dos de narcóticos, más algunas fuerzas de tarea.


En lo que se refiere a inversiones, durante 2004, el Gobierno destinó 139 millones de pesos.

Ahora, en el Plan Regional Antidelincuencia, constituido en todas las Regiones, en este caso bajo el nombre de “Tarapacá Más Seguro”, disminuir el número de robos de vehículos ha sido un objetivo particular. Para ello, se han esbozado, básicamente, dos tipos de tareas: la primera es de autocuidado, o sea, de difundir algunas medidas básicas de autocuidado que reducen el riesgo de robo de vehículos.


La segunda es el establecimiento de varios puntos de control en una cota más baja que el paso de Colchane, pues estratégicamente se ha determinado que es un paso irregular.


En definitiva, esta política ha significado dos logros: primero, que de los 338 autos robados en Arica se recuperaran 221. Segundo, que de los 762 vehículos robados en Iquique se recuperaran 223, una cifra algo menor, pero que, comparada con las cifras nacionales de recuperación de autos robados, es particularmente alta.


A causa de estos controles -operan por presencia-, de la recuperación de vehículos y de algunos procesamientos en un número no despreciable, en el primer trimestre de 2005 hay una cifra del 31% inferior a la del primer trimestre de 2004. Es decir, hay un tercio menos de robos de vehículos, lo que no quiere decir que haya ni complacencia ni razones para estar plenamente satisfecho, pero sí para juzgar que el camino que se ha seguido, sin perjuicio de perfeccionarlo e implementarlo con otras medidas, por lo menos ha dado resultados con algún nivel de eficacia que permite concluir que se trabaja en la línea correcta. Ello ha llevado a que ésta sea una prioridad en materia de seguridad en la Primera Región.


Consultado, precisó que, si bien la labor del Estado debe ser proactiva, la realidad indica que, en la lucha antidelincuencia, la función es más bien reactiva, pues sólo cuando un problema va creciendo se reconoce como tal. De lo contrario, se invertirían muchos recursos en problemas hipotéticos.


Si bien no le corresponde calificar que hubo manga ancha, estimó que ha habido una reacción ante un problema que se transformó en muy grave. No quiere decir que esté controlado; pero, en este año el Ministerio del Interior dispone de cifras más alentadoras que en el anterior. En Arica, el problema se mantiene, pero no crece. No se trata de cifras escandalosamente altas para el promedio nacional. En los primeros noventa días del año 2005, en Arica fueron robados treinta vehículos, es decir, uno cada tres días. Es una cifra alta, pero no desproporcionada frente al promedio nacional.


El hecho de que los delincuentes estén más controlados en Iquique, no significa que se hayan trasladado a Arica, sino que allí no se ha registrado la misma baja que en Iquique.


Ahora, el registro único de vehículos en el Cono Sur es una medida a la que se aspira y en la que se ha trabajado en el Mercosur; pero hasta el momento no ha sido posible lograrlo.


En cuanto a las inversiones del período 2004 y comienzos de 2005, básicamente, se han destinado a reparar las techumbres del complejo fronterizo. Sin embargo, está contemplado construir un nuevo complejo fronterizo en Colchane. El diseño arquitectónico ya está listo, y si no, lo estará en los próximos siete u ocho días, pues se requiere la opinión de todos los servicios que van a utilizar las instalaciones. De esta forma, la edificación de las nuevas instalaciones podría iniciarse en la primavera o en el verano de este año.


Se trata de una inversión clave, no sólo por la precariedad de las actuales instalaciones, sino porque éstas se encuentran más allá del pueblo de Pisiga y lejos de la frontera, por lo que se da el absurdo de que pobladores chilenos, que habitan en el lugar, deban transitar por el paso fronterizo para trasladarse dentro del país.


La construcción de un nuevo complejo permite pensar en un aumento significativo del personal que atiende ese paso fronterizo. El actual personal está siendo reforzado a través de visitas inspectivas o trabajos no anunciados, tanto de la Policía de Investigaciones como de Carabineros. En el caso de esta última institución, los refuerzos para la vigilancia de la frontera no están exactamente en el paso, sino en sus cercanías, y en el caso de Investigaciones, en el propio paso, para detectar en algunos momentos el tráfico de droga.


No obstante admitir deficiencias en el actual paso, que implican incomodidades para su personal y su ubicación, que es incomprensible, el número de funcionarios que atiende y el horario, respecto de lo cual se ha hecho mucha crítica, son dos situaciones que no se está seguro de querer alterar, en atención a los recursos generales existentes en el país en materia de funcionarios policiales.


Afirmó que el hecho de que un paso fronterizo funcione de 08:00 a 20:00 horas no constituye una situación comparativamente de deterioro del paso ni de escándalo respecto de los estándares nacionales o internacionales, atendida la cantidad de personas y vehículos que transitan por el lugar.


El hecho de que algunos pasos fronterizos no funcionen todos los días del año, como sucede con Los Libertadores, el principal paso fronterizo entre Chile y Argentina, no es algo anormal ni sale de los estándares nacionales o internacionales.


Lo mismo ocurre respecto de que no quede un carabinero de punto fijo, cuestión que ha sido objeto de mucha crítica en el lugar; no es una situación que deba llamar a escándalo. Los carabineros tienen un espacio de pasos fronterizos habilitados y no habilitados muy amplio. Si se quedaran en el paso de Colchane después de las 20:00 horas, tendrían que desatender una larga frontera que no tiene características demasiado distintas, salvo la estructura del paso.


En definitiva, reconoció insuficiencias en el paso de Colchane. Existe un plan que pasa por la habilitación de un nuevo paso fronterizo, que va a corregir esas deficiencias. Con todo, opinó que las denuncias que se han formulado, como si esto fuese escandaloso, son injustificadas. Puede haber situaciones que las justifiquen; pero aquellas que se han remarcado como escandalosas, como el hecho de que el paso fronterizo atienda hasta las 20:00 horas, no constituyen ninguna situación anormal o peculiarmente peligrosa.

f.
Servicio de Registro Civil e Identificación.


El señor Aldo Signorelli, Director Nacional, expresó que el grave problema que se plantea, y que está estudiando la Comisión, hace relación a la permisividad del sistema aduanero o de control fronterizo de Bolivia. En la zona austral, en las Regiones de Aisén y de Magallanes, no es tan frecuente, porque las autoridades argentinas son mucho más estrictas en el control vehicular. La zona tampoco tiene las facilidades de acceso que ofrece el norte.


El otro tema es establecer mayores trabas para el otorgamiento de duplicados de las placas-patentes, porque, utilizando esos duplicados, según antecedentes que se han obtenido, los contrabandistas o delincuentes pueden llevar los vehículos robados al extranjero sin que sean detectados. Al ser un duplicado, no hay posibilidad de reclamación formal respecto del vehículo original.


Para tal efecto, será necesario modificar el decreto Nº 130, de 1984, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija los requisitos necesarios para solicitar los duplicados de las patentes únicas, y establecer mayores y diferentes exigencias en el caso de los duplicados, por ejemplo, para los solicitados en Iquique, que es la zona más conflictiva.


Otro asunto es el cumplimiento de lo dispuesto en el decreto supremo Nº 174, de 2000, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Se comunicó a dicha Secretaría de Estado que la actual combinación de dos letras y cuatro dígitos de las placas-patentes destinadas a vehículos vence en un año más. Dentro del plazo que prescribe la norma, se propone una nueva placa-patente, similar a la actual, pero agregando una letra y manteniendo los cuatro números.


Ése es un tema que no está definido, sino que está siendo estudiado por el Ministerio. Ello daría un número mucho más grande de combinaciones. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones piensa que pueden ser letras y tres números, como las patentes argentinas. Pero resulta que éstas son las que tienen los carros-remolque. Entonces, se podría producir un conflicto de identidad de vehículos.


También se está analizando, en conjunto con la Casa de Moneda y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, la incorporación de nuevas medidas de seguridad para la fabricación de estas placas. Entre ellas, se puede destacar la utilización de un holograma integrado en la lámina reflectante con la cual se confecciona la placa. Una tercera placa-patente consiste en un sello adhesivo inviolable que se instalaría en el parabrisas del vehículo. Tales medidas podrían ayudar a la solución del problema denunciado, en la medida en que dificultarían el robo y la falsificación de las placas-patentes.


Otra proposición para evitar inscripciones o solicitudes fraudulentas que faciliten que, dentro del país, se inscriban vehículos robados puede consistir en crear una base de datos a la que puedan acceder los funcionarios del Servicio a su cargo y a la que los notarios públicos comuniquen datos referenciales respecto de las escrituras públicas que otorguen, de los contratos privados que protocolicen o autoricen, entre otros documentos que pudieran ser de utilidad.


Lo anterior, en razón de que el principal problema para rechazar y denunciar documentos presuntamente falsos es que no se obtienen confirmaciones de sus respectivos supuestos emisores, principalmente notarios públicos, o éstas se retardan en demasía. Similar medida se podría tomar respecto de otros emisores de documentos fundantes de primeras inscripciones.


No obstante lo anterior, el mayor acento para enfrentar el problema, dada su naturaleza y alcance, debe darse en las medidas adoptadas por los organismos fiscalizadores, esto es, por el Servicio Nacional de Aduanas y por las policías.


Señaló que los antecedentes que obran en su poder indican que, al año, los vehículos robados son del orden de los 5 mil, porcentaje bastante bajo. De esa cantidad, alrededor del 70% se aclara. En consecuencia, son alrededor de 1.500 los vehículos cuyo paradero no puede establecerse. Claro está, se trata de los más caros y atractivos para su reducción y transferencia ilícita.


Consultado, expuso que la idea de agregar una tercera placa-patente o distintivo en el parabrisas surgió para dar mayor seguridad a la identificación de los vehículos y evitar los fraudes, a propósito de que corresponde hacer una nueva placa.


Entonces, una posibilidad es mejorar la calidad de la placa, en conjunto con la Casa de Moneda. Son las dos medidas que se han previsto, aprovechando esta coyuntura de la nueva patente. A todo esto, en la prensa se ha afirmado que todos los vehículos deberán cambiarla, pero eso no es así, ya que la medida sólo se aplicará a los que deban adquirir nueva patente.


Otra innovación que se pretende implementar es la posibilidad de que, en conexión con Carabineros, se pueda agregar al certificado de dominio de los vehículos un nuevo campo computacional que pudiera establecer si tiene encargo pendiente, lo que podría ser muy útil. Si se pide el certificado de dominio, uno se puede informar si está en prenda, si tiene prohibiciones y el nombre del dueño. Pero podría aparecer, además, la información de si está encargado por Carabineros.


Aseveró que el hecho de que todos los vehículos robados aparezcan en “internet” sería de gran ayuda. Sin embargo, esa información tendría que ser incorporada a la base de datos del Servicio, para que resultare eficaz, a través de la emisión de un certificado que señalare que el vehículo está encargado por robo. De lo contrario, pasaría a ser una mera referencia informativa.


En cuanto a la tercera patente, aclaró que costaría alrededor de 20 centavos de dólar. Se trata de un sello que se pegaría en el parabrisas, con el número de la patente, y que sería imposible de sacar y traspasar a otro vehículo. Es un tercer control. Si se cambia el vidrio, le faltaría el sello.


El señor Pedro Rojas, jefe de la Unidad de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación, manifestó que, dentro de la perspectiva del Mercosur, en que hay un registro automotor único, del cual Bolivia participa, sería posible estudiar alguna forma de que este país modificara su legislación para adecuarla a una uniformidad regional e impedir este tipo de situaciones.


El objetivo del Mercosur, en materia automotriz, es evitar este tipo de ilícitos. De hecho, con cierta frecuencia se reciben peticiones de Argentina, Paraguay o Uruguay, países que piden información respecto de un vehículo determinado. Se les responde rápidamente si está inscrito, en qué condiciones, etcétera. El problema estriba en que, en general, Bolivia no participa en ese tipo de intercambio de información. Por lo tanto, el Mercosur es una buena instancia para tratar de presionar en ese sentido.


Respecto de la inscripción de los encargos policiales en los certificados de los vehículos, informó que existe un proyecto de ley en el Senado, en segundo trámite constitucional, que precisamente persigue ese objetivo, esto es, que se agregue en el certificado una referencia de que el vehículo registra encargo.


Hay otros dos proyectos que se encuentran en algún trámite en el Congreso Nacional. Por ejemplo, en caso de pérdida total del vehículo, se obliga a las compañías de seguros a cancelar la inscripción en el Servicio de Registro Civil e Identificación, cosa que no ocurre en estos momentos. Por otra parte, se impone a las plantas de revisión técnica la obligación de verificar posibles alteraciones o adulteraciones del número del motor.


Explicó que la problemática es la siguiente: las compañías de seguros compran el vehículo que ha sufrido pérdida total, después lo rematan con las placas y no solicitan la cancelación de éstas al Servicio de Registro Civil e Identificación. Entonces, los vehículos son comprados por delincuentes que utilizan las patentes en otros vehículos con objeto de blanquear el robo.


La obligación sería que, en el evento de pérdida total del vehículo, las compañías de seguros tuvieran la obligación de solicitar la cancelación de la inscripción y devolver las patentes, lo cual no ocurre hoy. Si bien es cierto que esa obligación está en la ley de Tránsito, no se cumple, porque no hay sanción aparejada al incumplimiento. Hay una cifra negra de vehículos que no circulan; pero no se ha pedido la cancelación al Servicio de Registro Civil e Identificación.

g.
Servicio de Impuestos Internos.


Se recibió, por escrito, la siguiente minuta del señor Benjamín Schütz, Subdirector de Fiscalización.


En atención a la investigación que sigue esta Comisión, especialmente sobre los robos de vehículos que se han producido en Iquique y el contrabando de éstos hacia Bolivia, y las acciones que ha adoptado el Servicio de Impuestos Internos con relación a esta problemática, se informa lo siguiente:


Es de público conocimiento, en la zona de Iquique, la proliferación de ilícitos e irregularidades relacionadas con el robo de vehículos y su internación ilegal a Bolivia a través de pasos no habilitados, lo cual, no obstante ser materia que escapa a la competencia del Servicio, se encuentra íntimamente relacionada con la desaparición de vehículos adquiridos en la Zona Franca de Iquique a través de ciudadanos chilenos, quienes han facilitado su nombre para hacer las adquisiciones amparándose en las franquicias aduaneras, bajo la figura de que ellos permanecerán dentro de la Zona Franca de Extensión. Pero, posteriormente, son traspasados de hecho a bolivianos que los trasladan de contrabando a su país, o bien son vendidos hacia el resto del país, todo ello sin cumplir con los trámites aduaneros ni con el pago de los impuestos que corresponde aplicar a la actividad de compra y venta de vehículos.


Por ello, el Servicio ha cumplido con las funciones que le son propias, a través de varias acciones de fiscalización que a continuación se resumen. Del mismo modo, existen grandes compradores de motores de vehículos que no presentan iniciación de actividades en el rubro ni tampoco han cumplido con la tributación fiscal interna que les afecta, a quienes también se han dirigido algunas acciones de fiscalización.


Cabe hacer presente, para una mejor comprensión de estas irregularidades, que los usuarios de la Zona Franca de Iquique emiten, por sus ventas, una “Factura Única”, la cual, en el momento de su emisión, pasa a denominarse de diversas maneras, conforme al propósito que cumplirá. Así es como se denomina “Solicitud de Registro de Factura”, o S.R.F., cuando se trata de mercancías que serán consumidas o utilizadas dentro de la Zona Franca de Extensión, territorio que comprende la Primera Región, de Tarapacá; o bien la factura será de “reexpedición”, cuando la mercancía tiene como destino otro país, como Bolivia o Perú, caso en el cual la Aduana exige el cumplimiento del trámite legal de salida del país, denominado “cumplido”, trámite que, evidentemente, no satisface al salir por pasos no habilitados y, por consiguiente, tampoco paga los derechos que corresponden en la aduana boliviana.

Compradores de vehículos para Colchane y Cariquima.


En el mes de enero del año 2004, se iniciaron dos programas de fiscalización, con un grupo de compradores de vehículos y de motores en la Zona Franca de Iquique, Zofri. En el primer programa, dirigido a los compradores de vehículos, se seleccionaron 65 personas, cuya característica era la de haber adquirido más de 10 automóviles usados y que no poseían actividades comerciales declaradas ni antecedentes en el sistema computacional del SII. Además, se consideró la periodicidad de estas compras, como también que los documentos indicaban invariablemente: pueblo de Enquelca s/n, pueblo de Cariquima s/n, etcétera, que corresponden a pequeños poblados que, obviamente, no podrían contener tal magnitud de vehículos.


Ante ello, se procedió a practicar citaciones (artículo 63 del Código Tributario) a todas estas personas, para solicitarles la justificación del origen de los fondos invertidos en sus compras y, además, cobrarles los impuestos sobre los márgenes de comercialización habituales en este rubro. Actualmente, de los 65 casos, 55 están terminados con liquidación de impuestos por un total nominal de $ 1.153.204.324, cifra que, al sumarle reajustes, intereses y multas, alcanza a $ 1.952.784.372, comprendiendo el impuesto al valor agregado y los impuestos a la renta.


Debido a que la mayoría de las personas liquidadas no cuentan con el patrimonio necesario para que la Tesorería General de la República proceda a gestionar las cobranzas respectivas, existen algunos acuerdos adoptados en la Subcomisión Regional de Lucha Contra la Evasión, de Iquique. Una de ellas consiste en practicar embargos sobre algunos vehículos de propiedad de estas personas, que se encuentran requisados por la Aduana de Iquique, organismo que recientemente hizo llegar al Servicio una nómina de estas especies. Otras acciones, en coordinación con la Tesorería Regional, permitirán al Fisco recuperar, al menos en parte, los tributos evadidos.


Para este año, se mantendrá en ejecución este plan de fiscalización, con una cantidad de seleccionados similar, a base de una nueva nómina de compradores que recientemente nos proporcionó la Aduana, donde se destacan algunos casos de personas que han adquirido en la Zona Franca varios cientos de vehículos.

Compradores de motores usados.


Respecto a estos ciudadanos, el SII obtuvo antecedentes de Aduanas acerca de personas que compran grandes cantidades de motores de vehículos usados y que no poseen actividades en dicho rubro, de las cuales se seleccionó un grupo de 12 casos, los que fueron citados conforme al artículo 63 del Código Tributario, en enero y febrero del año 2004.


Actualmente, 9 casos están terminados con liquidaciones de impuestos por $ 73.378.910, en valor nominal, y $ 90.134.851, incluidos los recargos legales. Los restantes 3 casos están pendientes de liquidación, en espera de los plazos legales.


El origen de los cobros practicados es similar al caso de los compradores de vehículos. Del mismo modo, este plan también se mantendrá en este año, con una nueva selección de ciudadanos por fiscalizar.

Acciones de fiscalización a los usuarios de la Zofri vendedores.


Ante la evidencia de que esta actividad irregular seguía ocurriendo, se optó por analizar la actividad de los usuarios de la ZOFRI que venden estos vehículos, que luego son sacados por pasos no habilitados, cercanos a Colchane y Cariquima. Por ello, se inició un proceso de recolección de antecedentes sobre aquellos compradores más recurrentes y que carecían de las características de un comerciante del rubro.


Se retuvieron, al pasar por la oficina de control de la Zofri, del SII, los manifiestos de carga con SRF emitidos a nombre de los compradores previamente seleccionados, lo que impidió la salida de los vehículos, y se exigió la presencia del comprador y la del empresario vendedor. A ambos por separado se les tomaron declaraciones juradas con el propósito de averiguar la veracidad de la compra.


Como resultado de esto, se pudo establecer que algunos usuarios de la Zofri que venden vehículos usados consignan en la SRF como comprador el nombre de los ciudadanos chilenos indicados, a quienes los bolivianos les pagan exiguas cantidades de dinero por facilitar su cédula de identidad: entre $ 5.000 y $ 10.000.


Para dar mayor apariencia de legalidad a la operación, exigen que el “prestador de la cédula” deje una fotocopia de ella y firme la nota de venta, no obstante saber ellos que el verdadero comprador y quien realmente celebró el contrato de compraventa es el ciudadano boliviano que adquiere dichos vehículos, presumiblemente, con el fin de llevarlos a su país por pasos no habilitados. Cabe recordar que la SRF ampara legalmente sólo las ventas de bienes hacia la Zona Franca de Extensión. En caso de ventas al exterior, el documento habilitante es el de la “reexpedición”.


En otros casos, para evitar tener que inscribir los vehículos en el Rnvm y obtener permiso de circulación, los venden con el rótulo “para desarme” y los trasladan en camiones hasta Cariquima, donde, presumiblemente, son sacados por sus propios medios hacia el vecino país, por pasos no habilitados.


Por este motivo, se configuró la infracción del artículo 97, Nº 10, del Código Tributario, por no emitir el documento SRF a nombre del verdadero comprador de las especies. Se han notificado hasta la fecha denuncias a 12 empresas, por montos de $ 34.416.320 en total.

Oficio a la Dirección Regional de Vialidad para solicitarle inhabilitación de camino.


Por acuerdo de la Subcomisión de Lucha Contra la Evasión de la Primera Región, se ha oficiado al Director Regional de Vialidad, a efectos de solicitarle a su repartición, si fuere legalmente procedente, la clausura del badén que cruza el río Isluga, en las proximidades de la localidad de Colchane, que permite a los conductores llegar hasta el pueblo de Pisiga Carpa sin necesidad de pasar por la avanzada fronteriza y por los controles policiales, aduaneros y fitosanitarios que se encuentran en el pueblo de Colchane. Este camino alternativo es utilizado con frecuencia para el tránsito de personas y mercaderías hasta el mencionado poblado, que se encuentra allende la avanzada fronteriza y en las proximidades de la frontera con Bolivia.

Otras acciones de fiscalización.

1)
Controles carreteros.


Como una acción de control permanente dentro de las actividades de presencia fiscalizadora, el Servicio ha incorporado controles carreteros en la localidad de Huara, especialmente en horarios nocturnos, con la colaboración de Carabineros, para verificar que las mercaderías que se trasladan hacia el norte cumplan con las disposiciones tributarias. Este punto de control es paso de los camiones transportadores de automóviles que se dirigen a la zona fronteriza de Colchane, donde se han cursado las notificaciones respectivas ante las infracciones detectadas.

2)
Control en la Zofri.

Otra labor de fiscalización que ha permitido recopilar antecedentes es el control permanente que se desarrolla en una oficina instalada en la puerta de salida de las mercaderías en la Zona Franca, control que cuenta con un computador en línea con las bases de datos del Servicio y es atendido por un funcionario en todo el horario en que la puerta se encuentra operativa.

3)
Verificaciones de actividad en terreno.

Con ocasión de las iniciaciones de actividades o apertura de sucursales en el rubro “desarmaduría de vehículos”, especialmente en la zona de Colchane y de Cariquima, se han realizado varias visitas a esa zona con la finalidad de comprobar la efectividad del desarrollo de dichas actividades. Hasta la fecha, todas ellas han resultado negativas. En estas mismas visitas, se ha verificado la existencia de mercaderías de algunos contribuyentes, para los fines de fiscalización posteriores.

Acciones judiciales.


Además de las acciones de fiscalización antes enumeradas, el Área Jurídica del Servicio ha llevado a cabo otras acciones dentro de su ámbito de competencia para combatir estas irregularidades, contando para ello con la colaboración y coordinación del Ministerio Público. Este actuar en conjunto ha permitido efectuar recopilaciones de antecedentes que han dado los siguientes resultados:

1)
Acciones judiciales ejercidas por el Servicio y que están relacionadas con la salida ilegal de vehículos desde la Zona Franca y de la Zona Franca de Extensión.


Interposición de querella por el delito previsto y sancionado en el artículo 97, Nº 9 del Código Tributario, que castiga el ejercicio efectivo del comercio clandestino. La acción se dirige en contra de dos personas que hacían las veces de intermediarios entre usuarios de la Zofri y ciudadanos bolivianos que querían comprar vehículos. El modus operandi, en términos muy simples, consistía en facilitar la cédula de identidad, para que se comprara el vehículo a nombre del querellado y luego era dejado en la frontera con Bolivia. La causa tiene fecha de formalización para el día 21 de marzo próximo.


Interposición de querella por el delito previsto y sancionado en el artículo 97, Nº 25, del Código Tributario, que sanciona al que actúe como usuario de las Zonas Francas sin tener la habilitación correspondiente o que, teniéndola, la haya utilizado con la finalidad de defraudar al Fisco. En este caso, un usuario de la Zofri y un tramitador de dicha empresa se dedicaban a sacar vehículos de la Zofri sólo portando facturas de traspaso, documentos que no son válidos para dichos fines. Ambos querellados están formalizados y con medidas cautelares de arraigo regional y firma cada quince días en la Fiscalía de Iquique. Cabe destacar, en este caso, que ésta es la primera querella interpuesta en el marco de esta nueva figura penal.

2)
Próximas acciones.


La Oficina Jurídica de la Dirección Regional se encuentra en proceso de revisión de una serie de antecedentes proporcionados por el Servicio Nacional de Aduanas en el mes de febrero de 2005, que se refieren a personas de nacionalidad chilena que aparecen adquiriendo una gran cantidad de vehículos en la Zona Franca y que después no pueden demostrar su tenencia. Una vez examinada la información y recopilados los antecedentes necesarios, eventualmente se ejercerán las acciones legales que correspondan.

3)
Recursos extraordinarios.

Debe señalarse que, en materia de recursos extraordinarios, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Iquique rechazó un recurso de amparo económico (causa Rol 1.400-4) interpuesto en contra del Servicio por denegar una verificación de actividades de un contribuyente que pretendía abrir un negocio de desarmaduría de vehículos en el poblado fronterizo de Cariquima.


A contar del día 13 de octubre del año pasado, por resolución del Servicio Nacional de Aduanas, las personas que adquieren vehículos en la Zona Franca destinados “a desarme” deben acreditar ante ese organismo disponer de iniciación de actividades y acreditar pagos de impuesto por el rubro. Esto se ha traducido en que varios contribuyentes, para cumplir con los requisitos, han intentado iniciar actividades o abrir sucursales en la zona fronteriza, aparentando realizar el giro de desarmaduría, en circunstancias que no cuentan ni con los medios ni con el mercado potencial para ejercer dichas actividades, tratándose simplemente de un ardid para trasladar los vehículos “legalmente” hasta poblados cercanos a la frontera con Bolivia y luego, presumiblemente, internarlos a este país por pasos no habilitados.

4)
Coordinación de reunión de abogados del área económica.

Cabe destacar la realización de la primera reunión de coordinación de los abogados del Servicio de Impuestos Internos, del Servicio Nacional de Aduanas, de la Tesorería General de la República, del Consejo de Defensa del Estado y del Ministerio Público, donde se trataron diversas materias inherentes a los organismos participantes, con énfasis en el tema de la salida ilegal de vehículos de la Primera Región. Se pretende organizar estas reuniones en forma mensual.

V. PROPOSICIONES APROBADAS POR LA COMISIÓN.


Como consecuencia de las opiniones expuestas y del examen de los antecedentes recopilados, vuestra Comisión ha arribado a las siguientes proposiciones y recomendaciones.

A.
Iniciativas legales.

1.
Que se modifique la Ordenanza de Aduanas a efectos de que los vehículos comprados en zona franca sean sometidos a un aforo físico, transcurrido un año de su compra, por quien sea su legitimo dueño a esa fecha.

2.
Que se someta a ratificación del Congreso Nacional el Convenio sobre Controles Integrados de Fronteras, adoptado con Bolivia, así como el Acuerdo de Cooperación Aduanera.

3.
Que, en conexión con Carabineros, se incorpore en el certificado de dominio de los vehículos un nuevo campo computacional que establezca si tienen encargo pendiente. En tal sentido, sería necesario impulsar el proyecto de ley, pendiente en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, en segundo trámite constitucional, que propone agregar una referencia en el certificado en que conste que el vehículo registra encargo (boletín Nº 3344-15).

4.
Que se solicite el desarchivo del proyecto de ley (boletín 3104-15) que, en caso de pérdida total del vehículo, obliga a las compañías de seguros a cancelar la inscripción en el Servicio de Registro Civil e Identificación e impulsar su tramitación, para impedir que los vehículos que han sufrido pérdida total sean comprados por delincuentes que utilizan las patentes en otros vehículos, con objeto de blanquear el robo.
B.
Medidas de orden administrativo.

1.
Que el Servicio Nacional de Aduanas implemente la fijación de un perímetro fronterizo de vigilancia especial, conforme con lo dispuesto en los artículos 4º, Nº 22, de la ley Orgánica del Servicio de Aduanas y 2º, Nº 6 bis, de la Ordenanza de Aduanas, en concordancia con los Ministerios del Interior y de Defensa Nacional.

2.
Que Carabineros de Chile impulse y perfeccione el plan de controles integrales de carreteras, que incluye personal especializado en fiscalización de vehículos robados, en drogas y en otros delitos.

3.
Que se otorguen a Carabineros de Chile los recursos suficientes para estructurar la segunda parte del “Plan Vigía”, que comprende la compra de 10 radares portátiles, que permiten detectar vehículos a 15 kilómetros de distancia, día y noche, y a personas que caminan a 7 kilómetros de distancia.

4.
Que se estudie un sistema para que la salida de vehículos del país se efectúe por pasos fronterizos previamente determinados. Asimismo, que se dispongan drásticas sanciones para quienes infrinjan esta obligación, castigándolos, en todo caso, con el decomiso del vehículo involucrado.

5.
Que se establezcan mayores exigencias para el otorgamiento de duplicados de las placas-patentes, que dificulten a los contrabandistas llevar los vehículos robados al extranjero sin que sean detectados. Para tal efecto, se sugiere modificar el decreto Nº 130, de 1984, del Ministerio de Transportes y telecomunicaciones, que fija los requisitos necesarios para solicitar los duplicados de las patentes únicas.

6.
Que se incorporen nuevas medidas de seguridad para la fabricación de las nuevas placas-patentes, tales como la utilización de un holograma integrado en la lámina reflectante con la cual se confecciona la placa y una tercera placa-patente, consistente en un sello adhesivo inviolable, que se instalaría en el parabrisas del vehículo.

7.
Que se cree una nueva base de datos en la cual los notarios públicos comuniquen los datos relativos a las escrituras públicas y contratos privados que otorguen o autoricen, así como otros documentos que pudieran ser de utilidad, para evitar inscripciones o solicitudes fraudulentas de vehículos robados.

8.
Que el Servicio de Impuestos Internos solicite al Registro Nacional de Vehículos Motorizados que informe acerca de las personas naturales que posean más de 10 móviles a su nombre, al objeto de que este Servicio determine el origen de los recursos para la compra de los mismos.

9.
Que el Servicio de Impuestos Internos prosiga con la fiscalización y control de las personas que han adquirido en la Zofri más de 10 automóviles usados, sin tener actividades comerciales declaradas, ni antecedentes en el sistema computacional del Servicio.

10. Que el Servicio de Impuestos Internos continúe con la recopilación de antecedentes de personas que compran grandes cantidades de motores de vehículos usados y que no poseen actividades en dicho rubro.

11. Que el Servicio de Impuestos Internos mantenga y perfeccione las acciones de fiscalización de los usuarios de la Zofri que venden vehículos, que luego son sacados del país por pasos no habilitados, cercanos a Colchane y Cariquima, así como respecto de los compradores más recurrentes, que carecen de las características de comerciantes del rubro.

-Sometidas a votación, fueron aprobadas por asentimiento unánime.


Además, la Comisión acordó:


-Remitir este informe a S. E. el Presidente de la República, a los Ministros del Interior, de Relaciones Exteriores, de Defensa Nacional, de Hacienda y de Justicia.

-o-


Se designó diputada informante a la señora Rosa González Román.


Sala de la Comisión, a 17 de agosto de 2005.


Acordado en sesiones de fechas 9 de marzo, 13 y 20 de abril, 8 de junio y 17 de agosto, con la asistencia de los Diputados señores Claudio Alvarado Andrade (Presidente), Rodrigo Álvarez Zenteno, Pablo Galilea Carrillo, Pablo Lorenzini Basso, Zarko Luksic Sandoval, Rosa González Román, Pedro Muñoz Aburto, Ramón Pérez Opazo y Leopoldo Sánchez Grunert.


(Fdo.): MIGUEL CASTILLO JEREZ, Secretario de la Comisión”.

23. Introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política de la República. (boletín 3962-07)
“Honorable Cámara:


Con ocasión de las reformas constitucionales recientemente aprobadas por el Congreso Nacional, resulta absolutamente indispensable introducir ciertas enmiendas y adecuaciones en la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


Con el objeto de simplificar la comprensión de las modificaciones que se proponen en virtud de este proyecto de ley, se formula enseguida una somera descripción de los aspectos fundamentales en que ellas inciden.

1.
Eliminación de las legislaturas ordinarias y extraordinarias.


Sobre este particular, se propone que el Congreso tenga un período ordinario de sesiones de marzo a enero, de forma tal que, una vez instaladas las Cámaras, darán inicio a sus actividades en conformidad al calendario de sesiones ordinarias que establezcan.

Esta modificación recoge en alguna forma la práctica hoy día existente en materia de fijación de calendario de sesiones ordinarias que acuerdan tanto el Senado como la Cámara de Diputados al inicio de cada año.

2.
Transparencia de los actos y resoluciones que se adopten y de los fundamentos y procedimientos que se usen en el ejercicio de la función legislativa.


Se precisa que el principio de transparencia debe permitir y promover el conocimiento de los actos y resoluciones del Congreso y de las bases y mecanismos que se adopten para el ejercicio de la función legislativa.


Asimismo, se establece las oportunidades en las cuales las sesiones de las Cámaras, de sus comisiones, las actas de sus debates y las votaciones pueden tener el carácter de secretas.

3.
Precisión de los informes y antecedentes que sean de naturaleza secreta o reservada.


Al respecto, se deja nítidamente establecido que sólo revisten carácter secreto o reservado los informes y antecedentes solicitados por las Cámaras de acuerdo con la ley, los que comprometen el debido cumplimiento de las funciones de los organismos de la administración del Estado, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, debiendo proporcionarse a las Cámaras por el respectivo servicio, organismo o entidad por medio del ministro de que dependa o mediante el que se encuentre vinculado con el Gobierno.

4.
Regulación de las urgencias.


En lo concerniente a este punto, se consagra el principio de que toca al Presidente de la República hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto, mediante Mensaje u oficio, remitido al Presidente de la Cámara donde esté radicada la iniciativa, la que, en todo caso, deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de 30 días.


Se reitera el hecho de que la urgencia puede ser simple, suma o de discusión inmediata, dejándose al reglamento los plazos que se asignen a cada una de ellas.


Se introduce un aspecto que se recoge de la Constitución de 1925 en cuanto a que el plazo de la urgencia de un proyecto se puede suspender mientras en la comisión a la que corresponda informarlo se encuentren pendientes dos o más proyectos con urgencia.


Por último, se preceptúa que el término del respectivo período de sesiones dará lugar a la caducidad de las urgencias pendientes en cada Cámara, con excepción de aquellas hechas presentes para considerar los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 49 de la Constitución Política de la República, esto es, prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley así lo exijan.

5.
Normativa sobre comisiones mixtas de Diputados y Senadores.


En lo atinente a las comisiones mixtas de que dan cuenta los artículo 67 y 68 de la Ley Matriz, se dispone que deben integrarse por el mismo número de miembros de cada Cámara, según lo indiquen las normas reglamentarias que ambas Corporaciones de consuno acuerden.


Se preceptúa, como novedad, que estos órganos legislativos serán presididos por el senador o por el diputado que elija la mayoría, los que podrán reunirse alternativamente, por asunto, en las salas de comisiones del Senado o de la Cámara de Diputados.

6.
Precisiones sobre las votaciones generales y particulares de un proyecto de ley.


En este punto se sugiere una importante modificación, que no tiene otra finalidad que terminar con una normativa que carece de sentido jurídico y político, pues obliga a votar primero en general y luego en particular las normas para cuya aprobación se requieren mayorías distintas a la de los miembros presentes.


Se deja claramente establecido que en general los proyectos se votan en un solo acto, aprobándose con la mayoría de los diputados o senadores presentes, precisándose, de paso, que, además, en este trámite, no es posible dividir la votación.


En seguida, se preceptúa que las disposiciones de un mismo proyecto que requieran mayorías distintas a la de los miembros presentes se aprobarán en particular, en votación separada y con la mayoría constitucional que se exija en cada caso.


En lo tocante a las proposiciones que formulen las comisiones mixtas se explicita que no pueden ser objeto de indicaciones y que se votan en un solo acto, entendiéndose aprobadas las normas legales que logren los quórum correspondientes, según su naturaleza.

7.
Normas generales sobre las comisiones especiales investigadoras.


Respecto a la regulación de las comisiones especiales investigadoras se elevan a rango legal muchas de las disposiciones que sobre la materia contempla actualmente el reglamento de esta Corporación, adecuando el contenido de ellas a la nueva realidad fijada por la Ley Fundamental. En dicha circunstancia se encuentra la comparecencia de ministros y demás funcionarios públicos, del personal de las empresas del Estado o de aquellas en que éste tenga participación mayoritaria, fijándose, con claridad, la forma en que éstos deberán comparecer o entregar los antecedentes que le fueren requeridos.


En cumplimiento de la norma constitucional, se estatuyen los derechos que tendrán las personas que concurran a las sesiones de las comisiones especiales. Al respecto, se indica que éstas podrán ser asistidas por un asesor o letrado a fin de que les proporcionen la asesoría que requieran para efectuar sus declaraciones y salvaguardar sus derechos constitucionales. 


Por su parte, aquellos que sean mencionados, ofendidos o injustamente aludidos en el transcurso de una investigación, se les confiere la facultad de aclarar o rectificar tales alusiones.


Se radica en el Presidente de la comisión la facultad de salvaguardar los derechos de las personas que intervengan en estos órganos parlamentarios. Del mismo modo, dicha autoridad, deberá velar porque a los comparecientes a las comisiones no se les falte el respeto debido con acciones o palabras descomedidas o con imputaciones que les atribuyan intenciones opuestos a sus deberes.


En la misma línea, se establece el derecho al respeto y protección de la vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los demás derechos constitucionales que correspondan a quienes concurran a estas comisiones.


Por último, como novedad, se regula la posibilidad de que con cargo a la Cámara se solventen los gastos de las personas que asistan a estas comisiones y que no tengan el carácter de empleados o autoridad pública.

8.
Preceptos atinentes a los tratados internacionales.


En materia de tratados internacionales, la propuesta recoge lo que ha sido la práctica parlamentaria en la tramitación de este tipo de proyectos, adecuándola a las exigencias que ahora establece el marco constitucional.


Asimismo, es destacable la regulación que se efectúa en relación con la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional que ahora podrá sugerir el Congreso al Presidente de la República. 


También resulta innovadora la regulación que se propone en relación con la forma en que deberán tramitarse las denuncias o retiro de un tratado internacional que realice nuestro país cuando dicha convención haya sido aprobada por este Poder del Estado, fijándose plazo y procedimiento para ello, según lo establece la propia Carta Fundamental.


Por último, se consigna a nivel legal la obligación de oír previamente a la Corte Suprema cuando un tratado internacional diga relación con la organización o atribuciones de los tribunales de la República, norma que tiende a armonizar los preceptos relativos a la tramitación de los tratados internacionales, con relación a lo señalado en el artículo 74 de la Carta Fundamental.


En mérito de las consideraciones anteriores proponemos el siguiente:

Proyecto de ley


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional: 

1.
Sustitúyese el inciso primero del artículo 2°, por el siguiente:


“Artículo 2°. La tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de la República; lo concerniente a las acusaciones que formule la Cámara y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas, se sujetarán además a lo dispuesto en esta ley.”

2.
Derógase el inciso final del artículo 5°.

3.
Agréganse los siguientes incisos en el artículo 5°:


“El Congreso tendrá un período ordinario de sesiones de marzo a enero.


Una vez instalada, cada Cámara dará inicio a sus actividades, de acuerdo con el calendario de sesiones ordinarias que fijen.


La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la de instalación.”

4.
Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A, por los siguientes:


“El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento tanto de los actos y resoluciones que se adopten como de sus fundamentos y de los procedimientos que se utilicen en ejercicio de la función legislativa.


Las sesiones de las Cámaras, de sus Comisiones, las actas de sus debates y las votaciones sólo podrán ser secretas cuando su publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de sus órganos internos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.

5.
Suprímese el inciso segundo del artículo 6°.

6.
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:

a)
Sustitúyese en el inciso primero la expresión “la ley” por “ley de quórum calificado”.

b)
Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Los informes y antecedentes solicitados que revistan carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, por comprometer el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, serán proporcionados, por el respectivo servicio, organismo o entidad por medio del Ministro de que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el gobierno, a la comisión o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.”

7.
Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20. Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 67 y 68 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de cada Cámara, conforme a lo que establezcan las normas reglamentarias que ambas acuerden, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los senadores y diputados.


Estas comisiones serán presididas por el senador o diputado que elija la mayoría de ella y se reunirán alternativamente, por asunto, en las salas de comisiones del Senado o de la Cámara de Diputados, y podrán entrar en sesión con la mayoría de los miembros de cada corporación que las conformen.”

8.
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 26:

a)
Sustitúyese el inciso primero por los siguientes:


“Artículo 26. El Presidente de la República, de conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política, podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días. 


La calificación deberá hacerla en el correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.


No obstante, cualquiera de las Cámaras podrá acordar que el plazo de la urgencia de un proyecto quede suspendido mientras en la Comisión que deba informarlos estén pendientes dos o más proyectos con urgencia.”

b)
Intercálase, como nuevo inciso quinto, el siguiente:


“Del mensaje u oficio del Presidente de la República que requiera la urgencia se dará cuenta en la sesión más próxima que celebre la Cámara respectiva, y su plazo comenzará a regir desde esa fecha. Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos por la la Cámara correspondiente.”

9.
Deróganse los artículos 27 y 28.

10. Agrégase, como artículo 27 nuevo, el siguiente:


“Artículo 27. Cuando el Presidente de la República haga presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, la discusión y votación de éste en la Cámara requerida deberán quedar terminadas dentro de los plazos establecidos en su reglamento, los que en todo caso no podrán exceder el término señalado en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.”

11. Sustítuyese el artículo 29, por el siguiente:


“Artículo 29. El término del respectivo período de sesiones dará lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan hecho presente en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 49 de la Constitución Política.”

12. Sustitúyese el inciso primero del artículo 30, por los siguientes:


“Artículo 30. Los proyectos serán aprobados en general, en un solo acto, con los votos favorables de la mayoría de los diputados o senadores presentes.


Las disposiciones de un mismo proyecto que requieran mayorías distintas a la de los miembros presentes serán aprobadas, en particular en votación separada, y con la mayoría especial requerida en cada caso.”

13. Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31. Las proposiciones que hagan las comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en un solo acto. Se entenderán aprobadas las normas legales que obtengan los quórum correspondientes, según su naturaleza.”

14. Intercálase el siguiente título V, que incluye los artículos 53,54,55,56 y 57, pasando los actuales artículos 53, 54, 55 y 56, del título final, a ser 63, 64, 65 y 66, respectivamente, sin modificaciones:

“Título V

DE LAS COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS

Artículo 53. La Cámara de Diputados podrá crear, a petición de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio, comisiones especiales investigadoras con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.


Estas comisiones tendrán competencia que les fijen los acuerdos de la Cámara que decidan su constitución y ni aun por la unanimidad de sus integrantes podrán extender su cometido al conocimiento de materias no comprendidas en ellos.

Las comisiones especiales de investigación estarán integradas por el número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados.


La competencia de estas comisiones se extinguirá al término del plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su cometido, el que podrá ser ampliado o renovado con el voto favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación o renovación antes de su vencimiento.


La última sesión que una comisión especial investigadora celebre dentro del plazo se entenderá prorrogada, hasta por quince días para que aquélla acuerde las conclusiones y proposiciones sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.


En todo caso, el término del respectivo período legislativo importará la disolución de las comisiones especiales investigadoras.


Artículo 54. Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquellas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que aquéllas estimen indispensables para el cumplimiento de su cometido.


Sin embargo, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría de sus miembros.


Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.


Las citaciones o peticiones de antecedentes podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo servicio. En el primer caso, se enviará copia de la citación o solicitud a este último para el solo efecto de su conocimiento.


Tratándose de las empresas del Estado o de aquellas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de las personas que designe el órgano de administración correspondiente.


Artículo 55. Si fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por la mayoría de los miembros presentes se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los antecedentes que se estimen pertinentes y necesarios para el cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.


Artículo 56. Quienes concurran a las sesiones de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañadas de un asesor o letrado con el fin de que les preste asesoría y les proporcione los antecedentes escritos u orales que necesiten para responder a las consultas que se les formulen.


Las personas mencionadas, ofendidas o injustamente aludidas en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar tales alusiones, si así lo estimaren pertinente. 


Al Presidente de la comisión especial investigadora le corresponderá cuidar por que se respeten los derechos de quienes concurran a sus sesiones o sean mencionadas en ellas. De modo especial, velará porque no se les falte el respeto debido con acciones o palabras descomedidas, o con imputaciones mediante las cuales se les atribuyan intenciones o sentimientos opuestos a sus deberes; y porque se salvaguarden el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los demás derechos constitucionales.


Las personas que tengan la facultad de no declarar por motivos personales, por razones de secreto o por aplicación del principio de no autoincriminación, acorde con lo preceptuado en el Código Procesal Penal, deberán concurrir a las citaciones de las comisiones especiales investigadoras y dejar constancia de los fundamentos de su negativa.


Con excepción de los funcionarios públicos, los gastos derivados de la comparecencia o de la entrega de los antecedentes pedidos serán abonados a quien corresponda, una vez justificados debidamente, con cargo al presupuesto de la Cámara de Diputados.


La comparecencia de una persona a una comisión especial investigadora constituirá siempre justificación suficiente cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para cumplir obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.


Artículo 57. El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indica el reglamento interno de la Cámara de Diputados.


Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.”

15. Intercálase el siguiente título:

“Título VI

DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 58. La aprobación de un tratado requerirá de los quórum que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 50 y 63 de la Constitución Política de la República, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.


El Congreso sólo podrá aprobarlos o desecharlos, y no serán admisibles las indicaciones que formulen los parlamentarios que modifiquen, en la forma o el fondo, las normas del tratado sometido a su consideración.


No obstante lo anterior, podrán presentar indicaciones que modifiquen el texto del artículo del proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional propuesto por el Presidente de la República con el sólo objeto de precisar el título de tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en el texto autenticado por el Ministerio de Relaciones Exteriores sometido a la consideración del Congreso.


Artículo 59. Si el tratado contiene alguna disposición que incida en la organización y atribuciones de los tribunales, deberá oírse previamente a la Corte Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución.


Artículo 60. En el curso del trámite de su aprobación, cada Cámara podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, para armonizar sus disposiciones con el orden normativo interno o con los intereses superiores del Estado, siempre que ellas procedan en conformidad a lo previsto en el propio tratado o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.


Artículo 61. Si el Presidente de la República adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste.


El oficio respectivo será remitido para informe de la Comisión que corresponda, el que deberá evacuarse dentro del plazo prudencial que la Cámara respectiva acuerde.


En dicho informe, la Comisión se pronunciará sobre los efectos, favorables o adversos, que producirá la denuncia o el retiro.


El Congreso dará a conocer su dictamen o juicio, por escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita la opinión pertinente.


Artículo 62. El oficio del Presidente de la República por el cual solicita el acuerdo del Congreso Nacional para el retiro de una reserva que éste tuvo en consideración al momento de aprobar un tratado, será remitido para informe de la Comisión que corresponda, el que deberá evacuarse dentro del plazo prudencial que la respectiva Cámara acuerde.


En dicho informe, la Comisión se pronunciará sobre el alcance de la reserva y los efectos que podría producir su retiro y, si lo estimare conveniente, recomendará la aprobación o el rechazo de la proposición de retiro.


Cada Cámara deberá pronunciarse en un plazo no superior a los quince días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente, so pena de tenerse por aprobado el retiro de la reserva, en caso contrario.”.


(Fdo.): GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados”.

24. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 18 de agosto de 2005.


Oficio Nº 2.283

Excelentísimo señor Presidente

de la Cámara de Diputados:


Remito a vuestra Excelencia copia autorizada de la sentencia dictada por este Tribunal, en autos rol Nº 453, relativos al proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, el que fue enviado a este Tribunal para su control de constitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario.


“Santiago, diecisiete de agosto de dos mil cinco.

Vistos y considerando:


Primero.- Que, por oficio Nº 5.775, de 9 de agosto de 2005, la Cámara de Diputados ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que modifica la Ley 
N° 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto del número 1), sobre los incisos décimo primero, décimo segundo y décimo tercero del artículo 1° de la Ley Nº 18.502, que se reemplaza, y del número 3), que sustituye el artículo 3° de la citada ley, ambos del artículo 1° del mismo;


Segundo.- Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política establece que es atribución de este Tribunal: “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución.”;


Tercero.- Que, el artículo 74, incisos primero y segundo, de la Carta Fundamental, señala:


“Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley señalará las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados.


La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva.”;


CUARTO.- Que, las disposiciones del proyecto sometidas a control preventivo de constitucionalidad establecen:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.502, que establece un impuesto específico a los combustibles:

1.
Sustitúyese el artículo 1º por el siguiente:


(...)


Inciso décimo primero.- “Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades.” 


Inciso décimo segundo.- “Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.”


Inciso décimo tercero.- “El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.”

3.
Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- Los vehículos que sean detectados por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos o por inspectores fiscales utilizando los combustibles gas natural comprimido o gas licuado de petróleo y que no cumplan con las condiciones técnicas o con las condiciones de rotulación establecidas de acuerdo al artículo precedente, serán retirados de circulación por personal de Carabineros, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y serán depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades.


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa a beneficio fiscal de entre 5 UTM hasta 50 UTM, dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa establecida en el inciso anterior y sólo podrá volver a circulación una vez que cumpla con las condiciones técnicas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para el uso del combustible para el cual se encuentra autorizado.


El tribunal podrá eximir del pago de la multa al propietario cuyo vehículo cuente con la rotulación establecida en el inciso segundo del artículo precedente, pero que carezca de las condiciones técnicas establecidas en su inciso primero, por razones ajenas a dicho propietario. 


Los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para el consumo vehicular, que vendan estos combustibles para su consumo en cualquier vehículo que no cuente con el medio de rotulación que al efecto establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones  establecido en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley, serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.


A los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo que vendan estos combustibles para el consumo vehicular sin la autorización establecida en el inciso cuarto del artículo 2° de esta ley, serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.”;


Quinto.- Que, de acuerdo al considerando segundo, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el Constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;


Sexto.- Que, sobre las normas contempladas en el número 1), en relación a los incisos décimo primero, décimo segundo y décimo tercero del artículo 1° de la Ley Nº 18.502, que se reemplaza, y del número 3), que sustituye el artículo 3° de la citada ley, ambos del artículo 1° del proyecto remitido, sometidas a control de constitucionalidad, esta Magistratura no se pronuncia, en atención a que ellas no se refieren a la estructura básica del Poder Judicial y, por tanto, no son propias de la ley orgánica constitucional a que alude el artículo 74, incisos primero y segundo, de la Constitución Política, como lo ha manifestado en otras oportunidades este Tribunal, especialmente en la sentencia de 26 de noviembre de 1981, Rol Nº 4, considerando 6º; como además, en los fallos de 31 de marzo de 1988, Rol Nº 271, considerando 16º; y de 10 de junio de 1998, Rol Nº 273, considerando 11º.


Y, visto, lo prescrito en los artículos 63, 74, incisos primero y segundo, y 82, Nº 1º, e inciso tercero, de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 a 37 de la Ley Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,


Se declara: 


Que no corresponde al Tribunal pronunciarse sobre el número 1), en relación a los incisos décimo primero, décimo segundo y décimo tercero del artículo 1° de la Ley Nº 18.502, que se reemplaza, y del número 3), que sustituye el artículo 3° de la citada ley, ambos del artículo 1° del proyecto remitido, por versar sobre materias que no son propias de ley orgánica constitucional. 


Devuélvase el proyecto a la Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.


Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.


Rol Nº 453.-


Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente sobrogante señor Eugenio Valenzuela Somarriva y los Ministros señores Juan Agustín Figueroa Yávar, Marcos Libedinsky Tschorne, Eleodoro Ortiz Sepúlveda, José Luis Cea Egaña y Urbano Marín Vallejo.


Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larrain Cruz.


Conforme con su original.

AL EXCELENTÍSIMO SEÑOR PRESIDENTE

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON GABRIEL ASCENCIO MANSILLA

PRESENTE”.










PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


Según se verá, existen normas de rango orgánico constitucional y no hay disposiciones que requieran trámite de la Comisión de Hacienda.


� Artículo 2º.- Podrán acogerse a la bonificación que establece esta ley, individualmente o en forma colectiva, las personas naturales o jurídicas propietarias, usufructuarias, poseedoras inscritas o meras tenedoras en proceso de regularización de títulos de predios agrícolas, por las obras e inversiones que ejecuten en beneficio directo de los respectivos predios.


Asimismo, podrán acogerse las organizaciones de usuarios previstas en el Código de Aguas, incluidas las comunidades no organizadas que hayan iniciado su proceso de constitución, reduciendo a escritura pública el acta en que se designe representante común, por las obras e inversiones que ejecuten en los sistemas de riego o de drenaje sometidos a su jurisdicción. Las comunidades no organizadas beneficiarias de una obra común bonificada, deberán constituirse como organizaciones de usuarios conforme a la ley.


Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior, las entidades en que el Estado tenga aportes o participación, salvo el caso de que formen parte de una organización de usuarios o de una comunidad no organizada.


� Artículo 14.- El que sin la autorización de la Comisión Nacional de Riego retirare del predio o enajenare bienes adquiridos con la bonificación antes que concluya el plazo de 10 años, contado desde la fecha de recepción de la obra, será sancionado con una multa, a beneficio fiscal, equivalente al triple de las unidades de fomento que hubiere percibido por concepto de bonificación. En todo caso, para que la Comisión Nacional de Riego otorgue la autorización referida, los bienes en cuestión deberán haber sido ocupados y debidamente usados en el objetivo del proyecto.


Será competente para aplicar esta sanción, el Juez de Policía Local que sea abogado con jurisdicción en la comuna en que se hubiere cometido la infracción, en conformidad con el procedimiento establecido en la ley N° 18.287. Si éste no fuere abogado, lo será el Juez de Letras en cuyo territorio jurisdiccional se encuentre el predio donde se cometió la infracción, aplicándose, en tal caso, el mismo procedimiento señalado.


� Antecedentes aportados por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional.


� DFL Nº 2, de 1998, Ordenanza de Aduanas.


� DFL Nº 2, de 1998, Ordenanza de Aduanas.


� El iter criminis se relaciona con las distintas etapas en que se puede encontrar un delito: tentativa, consumado y frustrado. En Enrique Cury Urzúa, “Derecho penal, parte general“.


� Artículos 46 y siguientes del Código Procesal Penal.


� Antecedentes aportados por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional.


� EN: http://www.un.org


� Informe de la conferencia sobre el robo y el tráfico ilícito de vehículos automotores, Varsovia 2 y 3 diciembre 1996. EN: http://www un.org


� Cooperación internacional contra la delincuencia transnacional : trafico ilícito de vehículos automotores en http://www un.org


� EN: http://www.oas.org/main/spanish


� EN:http://www.cancillería.gov.ar/comercio/mercosur/normativa


� Seguridad en el Mercosur, por Laura Nélida García. EN: http://www.unionsudamericana.net


� Ibíd.


� Ibíd.


� EN: http://cedib.org


� Decreto 27.149, disponible en Biblioteca del Congreso Nacional de Chile.


� Nombre dado a los vehículos ilegales en Bolivia.


� EN: http://cedib.org


�EN:http://aduanabov.cl


� En:http://www.congreso.gov.cl


� Ibíd.


� Artículo 868 a). El funcionario o empleado aduanero que ejerciere indebidamente las funciones de verificación, valoración, clasificación, inspección o cualquier otra función fiscal o de control a su cargo, siempre que en tales actos u omisiones mediare negligencia manifiesta que hubiere posibilitado la comisión del contrabando o su tentativa; b) el funcionario o empleado administrativo que, por ejercer indebidamente las funciones a su cargo, librare o posibilitare el libramiento de autorización especial, licencia arancelaria o certificación que fuere presentada ante el servicio aduanero, destinada a obtener un tratamiento aduanero o fiscal más favorable del que correspondiere, siempre que en el otorgamiento de tales documentos hubiere mediado grave inobservancia de las disposiciones legales específicas que lo regularen.


Articulo 869. Quien resultare responsable de la presentación ante el servicio aduanero de una autorización especial, licencia arancelaria o certificación que pudiere provocar un tratamiento aduanero o fiscal más favorable del que correspondiere o de algún documento adulterado o falso necesario para cumplimentar una operación aduanera, siempre que se tratare de un despachante de aduana, un agente de transporte aduanero, un importador, un exportador o cualquier otro que, por su calidad, actividad u oficio, no pudiere desconocerlo.


� En:http://www.aduanargentina.com


� Art. 876 del Código Aduanero Argentino. EN: http//:www.aduanargentina.com


� En:http://www.aduanet.gob.pe
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